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ADVERTENCIA DE LOS EDITORES. 

i 



Los adelantos que ha habido en el estu- 
dio del derecho internacional, después de 
la publicación que hizo Vattel de su obra, 
decidieron á Henry Wheaton á escribir la 
presente, que por su mérito científico y li- 
terario ha sido muy bien recibida por los 
hombres instruidos, quienes con frecuencia 
la consultan para sus decisiones. £1 autor 
satisfecho de la buena acogida que tuvo su 
obra, se propuso vertirla él mismo al fran- 
cés, con objeto, sin duda, de darle mayor 
publicidad. De ahí está sacada esta traduc- 
ción, en la que se ha procurado, hasta donde 
lo permite la diferencia de idiomas, guardar 
el testo con la mayor exactitud posible. 

Creemos que nuestros lectores recibirán 
con agrado los "Elementos del derecho in- 

Digitized by Google 



ternacional de Wheaton," porque á virtud 
de las relaciones que nuestra República ha 
contraido con las naciones estranjeras, son 
ya muy frecuentes en el foro los asuntos que 
por su propia naturaleza están íntimamente 
ligados con el derecho internacional, y pa- 
ra su estudio nada puede ser mas útil que la 
obra de Wheaton, cuya publicación comen- 
zamos hoy. 

EDITORES. 
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PREFACIO. 



La primera edición de esta obra se pu- 
blicó en Londres el año de 1836, en inglés, 
y con posterioridad se hicieron otras dos 
ediciones en el mismo idioma, las que, pu* 
blicadas en Filadelfía, fueron revisadas, cor- 
regidas y notablemente aumentadas por su 
autor, quien se propuso recoger en un libro 
elemental, destinado al uso de los diplomá- 
ticos y de los hombres de Estado, la reu- 
nión de reglas de conducta que deben ob- 
servarse en las relaciones mútuas de las na- 
ciones en tiempo de paz y en tiempo de 
guerra. El derecho internacional, ó dere- 
cho de gentes positivo, se funda sobre la 
moral internacional, que ordinariamente se 
llama derecho de gentes natural. La mayor 
parte de las reglas de que se compone el 
derecho internacional, están sacadas de lo 
que en la prática variable de las ilaciones 



civilizadas, ha sido aprobado por el juicio 
imparcial de los publicistas y de los tribu- 
nales nacionales. Estos antecedentes se han 
aumentado en número y en importancia du- 
rante el período trascurrido desde la publi- 
cación de la obra clásica, y justamente es- 
timada de Vattel; período abundante en dis- 
cusiones instructivas entre los gabinetes, los 
tribunales, las asambleas legislativas de di- 
versas naciones, por lo que respecta á sus 
relaciones políticas y sus deberes mutuos. 
£1 autor ha sacado de estas fuentes, princi- 
pios generales, que se puede asegurar han 
recibido ya el asentimiento de la porción 
mas esclarecida del género humano, no como 
reglas de conducta invariable, sino como las 
que cada Estado no puede violar sin incur- 
rir en el oprobio general y sin esponerse, al 
peligro de provocar las hostilidades de otros 
Estados independientes, cuyos derechos se 
perjudicarían, ó cuya seguridad seria ame- 
nazada con esa violación. La esperiencia 
demuestra que estos motivos dan una segu- 
ra garantía, aun en los tiempos mas calami- 
tosos, para hacer que se observen las reglas 
de justicia internacional, aunque no se les 
haya concedido esa sanción perfecta, que el 
legislador une al derecho interno de cada 
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Estado particular. El conocimiento del de- 
recho público esterno, ha sido, pues, consi- 
derado siempre como de la mayor importan- 
cia para todos aquellos que se mezclan en 
los asuntos públicos, y sobre todo para los 
que están destinados á la carrera diplomáti- 
ca. El autor, animado por la buena acogida 
que el público dió á las dos ediciones pre- 
cedentes de su obra, ha publicado esta nue- 
va edición en francés. 
Paris, Abril 15 de 1847. 

H. Wheaton. 
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PRIMERA PARTE. 

Definición y fuentes del derecho internacional 
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DERECHO INTERMCI0N4L. 



PRIMERA PARTE. 

DEFINICION Y FUENTES DEL DKRECUO INTERNACIONAL: 
DE LOS QUE ESTAN SOMETIDOS A ESTE DERECHO. 



CAPITULO I. 

DEFINICION Y FUENTES DEL DERECHO INTERaNACIONAL. 



No hay institución alguna legislativa ó judicial, cuya i- 
autoridad reconocida por todas las naciones, determine el d °^" J{ 
derecho que debe arreglar las relaciones que existen en- ^nacional 
Iré ellas mismas. Es preciso, pues, buscar el origen de 
este derecho en los principios de justicia aplicables á es- 
tas relaciones. En el interior de cada sociedad hay siem- 
pre un poder legislativo que constituye, por declaración 
espresa, el derecho civil del Estado, y un poder judicial 
que interpreta este derecho y lo aplica á los casos parti- 
culares. En la gran sociedad de las naciones no hay po- ' 
der legislativo, y por consiguiente no hay leyes espresas, 
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2 , DEFINICION Y FUENTES 

esccpto aquellas que resultan del convenio de las nacio- 
nes entre sí. Como las naciones no reconocen superior, 
ni han organizado una autoridad común destinada á cons- 
tituir por declaración espresa el derecho internacional, y 
como, en fin, no han establecido ninguna clase de ma- 
gistratura para interpretar y aplicar este derecho, es im- 
posible que exisla un código de derecho internacional co- 
mentado por interpretaciones judiciales. 

Es necesario, pues, indagar cuáles son los principios 
«le justicia que deben aplicarse para arreglar las relacio- 
nes mutuas de las naciones; es decir, buscar de qué au- 
toridad pueda dimanar el derecho internacional. 

Presentada así la cuestión, encontraremos que cada pu- 
blicista trata de resolverla á su modo, de donde resultan 
las diferencias fundamentales que notamos en sus escritos. 
§ ; ~ G roció y los publicistas de su escuela pueden consi- 
.iJurm'i'o derarse como los fundadores de la ciencia del derecho de 
" m" oro S cntes moderno. Tratando de esta materia, estos escri- 
íu!.' foros se han propuesto, primero: demostrar cuáles son las 
reglas de justicia, que independientemente de las leyes 
positivas instituidas por los- hombres, son obligatorias pa- 
ra todos aquellos que viven en un estado social, ó como 
so dice comunmente, en estado natural; v en segundo lu- 
gar, aplicar estas reglas, bajo el nombre de derecho na- 
tural, á las. relaciones que entre sí tienen las diferentes 
sociedades. 

Para llenar el primero de estos objetos, Grocio comien- 
za su obra sobre las leyes de la guerra y de la paz [De 
jure belli ac pacis], por una refutación de la doctrina de 
los antiguos sofistas, que negaban que entre el bien y el 
mal hubiese una distinción real, é igualmente la de algu- 
nos teólogos modernos, que han pretendido que estas dis- 
tinciones dependían de la voluntad arbitraria de Dios, lo 
mismo que en otro sentido, ciertos publicistas, tales co- 
mo Hobbes, las han atribuido á la institución positiva 
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DEL DERECHO INTERNACIONAL. 3 

del legislador civil. Según Grocio, al contrario, la con- 
ciencia misma impone leyes, puesto que autoriza algunas 
acciones, al paso que condena otras, según que estas ac- 
ciones sean conformes ú opuestas á la naturaleza del hom- 
bre, considerado como un sér moral ó social. "El de- ■ 
"recho natural (dice), es la voz de la recta razón, que nos 
"hace conocer que en ciertas acciones hay una obliga- 
"cion moral, y en otras una repugnancia también moral, 
"seguri la conveniencia ó repugnancia que tienen con la 
"naturaleza racional ó social del hombre, y por consi- 
guiente estas acciones son ó mandadas ó prohibidas por 
"Dios, autor de la naturaleza Las acciones respecto de 
"las cuales la razón nos suministra tales principios, son 
"obligatorias ó inmorales por sí mismas, y son por lo tan- 
"to necesariamente mandadas ó prohibidas por Dios 1 ' (1). 

En este pasaje es evidente que Grocio entiende por $ 3. 
derecho natural, las reglas de justicia que deben dirigir dcUereíhí 
las acciones de los hombres, considerados como seres mo- ""¡"f*!^ 
rales y responsables. Seria mas propio llamar este de- Dids'^i^ 
recho ley de Dios, ó ley divina, puesto que Dios es quien d,vll,a 
la prescribe al hombre, y ella le ha sido revelada ó por 
la razón ó por las Sagradas Escrituras. 

Como las sociedades de hombres independientes se con- d« recho n i 
sideran periectamentc iguales entre si, puede contemplar- cn ,u ú ia> 
seles como si se encontraran, lo mismo que los indivi- ^J^e*- 
duos, en estado de naturaleza. Grocio y sus discípulos tndos ind.-. 
han querido deducir de aquí la conclusión de que las so- i >cndlcut,> 
ciedades independientes deben ser regidas en sus mutuas 
relaciones por una reunión de reglas, á las que han dado 

(1) Jiis naturalecat dictatum reetne rationis, indicansaotui nlicui, ex e-jus 
convenientia aut diseonvenientia cuín ip?a natura rationaü, inesse moralem 
turpitudinem, aut necessitatem moralem, ac con&eeuenter ab auctore naturae, 
Peo, talcm aetum aut vetnri aut praeeipi. Actus de quibus tale extat dicta- 
tum, debiti simt aut illioiti per se, atque ideo á Deo necessario pra^cepti aut 
vetiti ¡ntol%untur. [ürotius de Jure bclli ao pacis, lib. 1, cap. 1 $. 10, u. 1 
ct 2.] 



Digitized by Coogle 



gtm 



4 DEFINICION V FUENTES 

el nombre de derecho natural. Esto ha dado lugar á una 
nueva rama, distinta de esta ciencia, que ellos han lla- 
mado derecho de gentes [Jus genlium]. 
Distindou Según G roció, el derecho de gentes se diferencia del 
tutrcei de- derecho natural, en que el uno no tiene el mismo origen 

¿éntw y d *l ue °^ ot^o, ^ en ^ ue no son *g ua ' mente obligatorios, 
brecho na- pues que el primero solo obliga en virtud del consenti- 

L ' ,ra Grocio m i ento general de las nacionés, mientras que el segundo 
es siempre obligatorio. En la introducción de su obra di- 
ce así: u Yo me he servido en favor de este derecho de los 
testimonios ó autoridades de los filósofos, de los historia- 
dores, de los poetas y aun de los oradores, no porque de- 
ban seguirse ciegamente, pues se acomodan con frecuen- 
cia á las preocupaciones de su secta, á la naturaleza de su 
objeto y al interés de su causa; mas cuando varios espí- 
ritus, en diversos tiempos y lugares, están de acuerdo en 
sentimientos, esta conformidad debe referirse, sin duda 
alguna, á una causa general: de donde resulta, que en las 
cuestiones de que tratamos, esta causa debe ser, ó una 
recta consecuencia sacada de los principios de la justicia 
natural, ó el resultado de un consentimiento universal. 
La primera nos descubre el derecho natural, y el segun- 
do el derecho do gentes. Para distinguir esas dos ra- 
mas de una misma ciencia, no debe atenderse á los tér- 
minos de que se han valido los autores para designarla 
(porque confunden con frecuencia el derecho natural con 
el derecho de gentes), sino á la naturaleza misma del ob- 
jeto en cuestión. Porque si una máxima, de la cual 
no pueden deducirse principios ciertos, se encuentra sin 
embargo observada en todas partes, hay lugar á inferir 
que deba su origen á la "institución positiva." Aun di- 
ce mas: "Corno las leyes de cada Estado tienden á su 
ventaja particular, el consentimiento de todos los Estados, 
ó á lo menos del mayor número, ha podido producir en- 
tre ellos ciertas leyes comunes, y de hecho parece que efec- 
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tivamente se han establecido tales leyes, que tienden á la 
utilidad, no de -cada cuerpo en particular, sino del vasto 
conjunto de todos esos cuerpos. Esto es lo que se lla- 
ma derecho de gentes cuando se distingue del derecho 
natural" (1). 

Todo el razonamiento de Grocio descansa, pues, sobre 
la distinción que hace entre el derecho de gentes natural 
y el derecho de gentes positivo ó voluntario. Hace de- 
rivar el primer elemento del derecho de gentes, de la su- 
posición de una sociedad, en la cual los hombres viven 
en lo que se ha llamado estado de naturaleza; esta socie- 
dad natural no reconoce otro superior que Dios, ni mas 
derecho que la ley divina, grabada en el corazón del hom- 
bre y anunciada por la voz de la conciencia. Viviendo 
las naciones entre sí en semejante estado de independen- 
cia mutua, deben necesariamente ser regidas por esta 
misma ley. Para demostrar la exactitud de su definición, 
un poco oscura, de derecho natural, ha dado pruebas de 
una vasta erudición, y él mismo nos presenta todas las 
fuentes de donde la ha sacado. En seguida ha fundado 
el derecho de gentes, positivo ó voluntario, sobre el con- 
sentimiento de todas las naciones, ó de la mayor parte 

(1) Usus snm etiam ad jnris bujus probationem testimonia pbílosnpho- 
Ti»m, liistorieorum, poctaruni, postremo et oratorum: non quod illjs indiscreto 
credendum sit; solent enim sectae, argumento, eausae serviré: sed quod ubi 
multi divertíis temporibusac loéis ídem pro certe affirmant. id ad causam uni- 
versalem referri debeat: quao in nístris quaestionibus alia esse non potcst 
qunrn aut recta illatio ex na tu rae principiis proeedens, aut communis aliquis» 
consensus. Illa jus naturae indicat, hic jus gentium: quorum discrimen non 
quí lem ex ipsis testimoniis (passim enim scriptores voces juria naturae et 
gentium permisceut), sed ex materiae qualitatc intelligendum est Quo<l enim 
ex cert'iB principiis certa argumentatione deduci non potef¡t, et tamen ubique 
observatum apparet, sequrtur ut ex volúntate libera ortnm babeat. ..... Sed 

eicut cnjusqne civítatis jura utilitatem suae civitatia respiciunt, ¡ta inter civi- 
tatcs aut omnes aut plerasque ex onsensu jura quaedain nasci potuerunt; et 
nata apparent, quae utilitatcm resr-iecrent t non coetuum singulorum sed mag- 
nae illius universiutis. Et hoe jus est quod gentium dieitur, quotius id no- 
men i\ jure natural: distinguimus. (Grotius, de Jure bclli ae pacia % prolcg.) 
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de ellas, en observar ciertas reglas de conducta en sus 
recíprocas relaciones. , Se ha empeñado en demostrar la 
existencia de estas reglas, invocando las mismas autorida- 
des que para su definición de derecho natural. Veamos, 
pues, sobre qué ficciones ó hipótesis ha fundado G rocío 
todo el derecho de gentes. Es evidente que su preten- 
dido estado de naturaleza jamas ha existido: en cuanto al 
consentimiento general de las naciones, de que habla, 
puede, cuando mucho, ser considerado como un consen- 
timiento tácito, tal como el Jus non scriptum quod con- 
senstis facit dejos jurisconsultos romanos. Este consen- 
timiento no puede demostrarse mas que por la disposición 
mas ó menos constante de las naciones en observar entre 
sí las reglas de justicia internacional, reconocidas por los 
publicistas. Grocio hubiera, sin duda, hecho mejor en 
buscar el origen del derecho natural de gentes, en el prin- 
cipio de felicidad general, vagamente indicado por Leib- 
nitz (1), mas claramente enunciado por Cumberland (2) f . 
y reconocido por la mayor parte de los escritores moder- 
nos como base de toda moral internacional (3). Mas en 
el tiempo en que Grocio escribía este principio, que tan 
eficazmente contribuyó á disipar los errores introducidos 
por este publicista y sus discípulos, en la ciencia del de- 
recho internacional, era muy poco conocido. Para co- 
nocer los principios y las reglas de la moral internacio- 
nal, no basta aplicar á las raciones las máximas que ar- 
reglan la conducta moral de los individuos, sino que de- 
be indagarse también, por qué medios pueden aquellas en 

(1) Et jus quidem merum «ve strictum naseitar ex principio servandae 
pacía; aequitas si ve caritas ad majus aliuuid contendí!, ut dura quisque altcri 
prodest quantum potest, felicitatem suam augeat in aliena-, et ut verbo dicam, 
jus strictum miseriam vitat, jus superius ad felicitatem tendit, sed qualis in 
Laño mortaütatem cadit. (Leibnitz de Usu actorum pubHcorum, § 13.) 

(2) Lex naturae ex prupositio naturaliter cognita, actiones indicans eflfeo- 
triocs communis boni. (Cumberland, de Legibua naturae, cap. V, §. 1.) 

(3) Bcntham, Principie» of international Iqw, part. XV111, p. 537. 
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DEL DERECHO INTERNACIONAL . 7 

sus mutuas relaciones, contribuir de la manera mas efi- 
caz al bien general de los hombres. La observación y la 
meditación son las mejores guias en esta ciencia: la una 
sirve para hacernos conocer los hechos, y la otra nos in* 
dica la conexión que existe entre- estos hechos considera- 
dos como causas y como efectos, y nos muestra las re- 
glas de conducta que deben seguirse en semejantes cir- 
cunstancias (1). 

Ni Hobbes ni Puffendorf participan de las opiniones de *• 
Grocio sobre el origen y sobre la fuerza obligatoria del deUer«!h!¡ 
derecho de gentes positivo. El primero, en su obra de J^JJjJ,* 
Cive % divide el derecho natural, en derecho natural de los de gentes, 
hombres y derecho natural de los Estados, ordinariamen- JJ^pJ* 
le llamado derecho de gentes. "Los preceptos de estos ffcndorf. 
dos derechos (dice) son los mismos; mas como los Esta- 
dos una vez establecidos toman las cualidades personales 
de los individuos, este derecho que nosotros llamamos 
natural cuando se aplica á los individuos, se llama dere- 
cho de gentes cuando se aplica á las naciones" (2). 

Puffendorf, después de haber citado esta opinión, de- 
clara que se suscribe plenamente á ella, y que no reco- 
noce otra especie de derecho de gentes voluntario ó posi- 
tivo, que tenga la fuerza de ley propiamente dicha, y que 
sea impuesta á las naciones como emanación de un su- 
perior (3). 

Después de haber negado asi la existencia de un dere- 
cho de gentes positivo, fundado sobre el consentimiento- 

(1) Sénior, Edinburgb Revicw, n. CLVI. p. 310— 321: et Wheaton, \l\s- 
toiredea Progrés du droit des gens, t. 1, introductkm, p. GO. 

(2) Praeccpta uttiusque eadem snnt: sed quia clvitates semel institutae 
induunt proprietates bominum personales, lex quam ?i loqiientc8 de bominum 
einguloruin oftieio, naturalcm díuimua, adplicata totis eivitatibus, uatiouibus 
eive gentibus, vocatur jus gectium. (Hobbes, de Cipe, cap. XIV, 4.) 

(3) Cui sententia et nos plañe subscribí mus. Neo praeterea alíud jus geo- 
tium, voluntarium eeu poaitivum dari arbitramu?, qtiod quidemU-gispropriac- 

T. L-3 
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de las naciones y distinto del derecho de gentes natural, 
Puftendorf modifica esta opinión, admitiendo que el uso 
de las naciones civilizadas ha introducido ciertas reglas 
para suavizar las prácticas de la guerra: que estas reglas 
están fundadas sobre un consentimiento tácito y general, 
y que ellas cesan de ser obligatorias al momento en que 
un Estado, comprometido en una guerra justa, declara no 
querer sujetarse á ellas. Es incontestable que una nación 
que así quiere eximirse de la obligación del derecho de 
gentes concerniente á la manera usada de hacer la guer- 
ra, puede hacerlo; mas se espone con esto á que las de- 
mas naciones usen con ella del derecho de represalia, y 
entonces colocarse ella misma en hostilidad general con 
los pueblos civilizados. Un célebre magistrado y publi- 
cista inglés ha observado perfectamente bien, "que una 
gran parte del derecho de gentes está fundado sobre el 
uso y práctica de las naciones. Este derecho ha toma- 
do su origen de los principios generales del derecho na- 
tural; pero no camina con estos principios mas que has- 
ta cierto punto, y si se detiene en él, nosotros no pode- 
mos pretender hacerlo ir mas lejos, y decir que solo la 
teoría general puede sostenernos en un progreso ulterior. 
Así, por ejemplo, según los principios generales es per- 
mitido destruir al enemigo, y los principios por sí solos 
no hacen mucha distinción sobre la manera de llenar es- 
te objeto de la guerra; mas el derecho convencional del 
género humano, atestiguado por el uso general de las na- 
ciones, establece una distinción y permite ciertos medios 
de destruir, al paso que prohibe otros, y un Estado beli- 
gerante está obligado á limitarse á estos medios, que el 
uso general del género humano ha empleado, y renunciar 
á aquellos que este mismo uso no ha sancionado en las 

dicta© vim h&be&t, quae gentes tnmqunm :\ puperiore profecía atringat. (Puf- 
fendorf, de Jure i*aiuru< rt getdium, lib. 11, cnp. III, 23.) 
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prácticas de la guerra, aunque tal vez lo hayan sido por 
sus principios y sus objetos" (1). 

Puede hacerse la misma observación respecto de lo 
que dice PufFendorf sobre los privilegios de los embaja- 
dores; privilegios que Grocio hace dimanar del derecho de 
gentes, mientras que Pufiendorf los considera como ema- 
nados del derecho natural, que concede á los ministros 
públicos un carácter sagrado é inviolable, ó de consenti- 
miento tácito justificado por el uso de las naciones, atri- 
buyéndoles ciertos privilegios, que pueden ser rehusados, 
según la voluntad del Estado, ó del soberano cerca del 
cual están acreditados. Esta distinción, entre los privi- 
legios de los embajadores que dependen del derecho na- 
tural, y aquellos que dependen de los usos y de las cos- 
tumbres, carecen enteramente de fundamento, puesto que 
en ambos casos estos privilegios pueden ser desconocidos 
por un Estado, que quiere correr los riesgos de represalia 
oV de hostilidad, únicas penas por las cuales pueden ser 
sostenidos los deberes del derecho internacional. "El 
derecho de gentes (dice Bynkershoek) no es mas que una 
presunción fundada sobre el uso, y una presunción de es- 
ta naturaleza cesa en el momento que la voluntad de la 
parte interesada se manifiesta en contradicción con ella. 
Yo pretendo que la regla es general con respecto á todos 
los privilegios de los embajadores, y que no existe uno del 
cual puedan pretender gozar contra la declaración formal 
del soberano, porque un disentimiento espreso escluye la 
suposición de un consentimiento tácito, y que no hay 
derecho de gentes, mas que entre aquellos que se su- 
jetan á él voluntariamente por un convenio también tá- 
cito" (2). 

(1) Sir W. Scott (Lord Stowel) Robinson's Admiralty Reports, vol. 1, 
p. 140. 

(2) Jas gentium nibilest nisi praeaumptio secundam consietudtncm, neo 
quiequam valet praesomptio ubi exprés» est voluntas de quo agitar. . . . Ego 
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Sin embargo, no es menos cierto que el derecho de 
gentes fundado sobre el uso general de las naciones, con- 
sidera á un embajador (debidamente recibido en otro Es- 
tado) como exento de la jurisdicción del lugar por con- 
sentimiento del soberano, cuyo consentimiento no puede 
quitarse sin correr el riesgo de represalia por parte del 
soberano que aquel representa. Puede afirmarse lo mis- 
mo de todos los usos que forman el derecho entre las na- 
ciones. Todos estos usos pueden ser desechados por 
aquellos que quieran dispensarse de su observancia, y es- 
ponerse al riesgo de la represalia de parte de la nación 
ofendida, por su infracción, así como también á la hosti- 
lidad del género humano (1). 
Derecho de Bynkersjioek, que escribió después de Puffendorf y an- 
uentes f un- tes de Wolf y Vattel, hace derivar el derecho de gentes, 
dado sobre ^ ] a razon y fo\ ug0 f un( ] nc | os secrun él, sobre los tra- 

13 razón y •> 7 » o » 

el uso. tados y ordenanzas. Hablando de los derechos de la na- 
vegación neutra en tiempo de guerra, dice: "La razón 
me manda obrar del mismo modo hacia dos de mis ami- 
gos que son enemigos entre sí; luego no debo preferir et 
uno al otro, en lo que concierne á la guerra. El uso es- 
tá indicado por una costumbre constante, y hasta cierto 
punto perpetua, que los soberanos han seguido, haciendo 
tratados y ordenanzas sobre la materia en cuestión, por- 
que frecuentemente han hecho semejantes reglamentos ó 
tratados para que se ejecuten en tiempo de guerra, y so- 
bre esto han promulgado leyes al tiempo de comenzar las 
hostilidades. He dicho, por una costumbre hasta cierto 
punto perpetua, porque un tratado, y aun dos, separándo- 



generaüter verum dixerim de omni privilegio legatorum id nempe non pro- 
desse, si contraria nocessit contostatio, quia voluntas ex presea tacitam exclu- 
dit, neo ullum, ut dixi, jus gentium est nisi intor volentes ex pacto tácito. 
(Bynkershoek, de Foro lcgatorum ) cap. XIX.) 

(1) Wheaton, Histoire da droit des gens, t. 1, p. 134 et suív. 
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se del uso general, no cambian el derecho de gentes" (1). 

Tratando la cuestibn del juez competente de los em- ' 
bajadores, dice: "Los antiguos jurisconsultos dicen, que 
el derecho de gentes es lo que se observa, de conformi- 
dad con las luces de la razón, entre las naciones, si no 
todas, al menos entre la mayor parte y las mas civil iza- 
das. A mi parecer, sin temor de equivocarme, puede 
seguirse esta definición, que establece dos fundamentos 
del derecho de que se trata, á saber: la razón y el uso. 
Mas de cualquiera manera que se defina el derecho de 
gentes, y cualesquiera que sean las disputas que sobre 
esto se susciten, es necesario repetir siempre, que lo que 
la razón dicta á los pueblos, y lo que éstos observan en- 
tre sí, después de haber comparado las cosas que frecuen- 
temente han sucedido, es el único derecho de los que no 
tienen otra ley que seguir. Si todos los hombres son 
hombres, es decir, si todos los hombres hacen uso de su 
razón, ella no puede aconsejarles ni mandarles mas que 
ciertas cosas, que deben observar como por un consenti- 
miento mutuo, y que siendo establecidas por el uso, im- 
ponen á los pueblos una obligación recíproca, sin la cual 
no pudiera concebirse ni guerra, ni paz, ni alianza, ni em- 
bajada, ni comercio" (á). Y mas adelante tratando de 

(1) Jus gentium cómanme ia hanc rem altando non licet disoere qaam ex 
raüone ct usa. llatio jubet ut Juobus, ¡nviccin hostibus, sed mibi amicis, equao 
nmicus sim,ct inde cfneitur, no in causa bclli, altcrum altcri praeferam. Usus 
intelligitur ex perpetua quodammodo paoiscendi edioendique consuetudine. 
Dixi ex perpetua quodammodo consuetudine, quia unum forte alterumve 
pactum, quod consuetudine recedit, jus gentium non mutat. (Bynkersboek, 
Queitiones juris publici, lib. l,cap. 10.) 

(2) Non erraverit qui, rcterea juris nuctores secutus, id csse dixerit, quod 
ratione praeeunto ínter gentes eervatur, si non ínter omnesjnter plerasquecerte 
et moratiores. Duoigitur ejus cuasi fulera sunt, ratio et utos.... Quicquld au- 
tem et quam varié, et quam anxie de jure gentium disputetur, eo seraper causa 
recidit, ut quod ratio dictavit gentibus, quodque illae rerum saepe fectarum 
collatione Ínter se observant, unícum jus fit eorum, qui alio jure non regun- 
tur. Si orones nomines horaines sint, id est ratione utantur, haud fieri potest 
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la misma cuestión, añade: "Es muy difícil sacar de aquí 
luces del derecho civil, ni del canónico; todo depende de 
la razón y de la costumbre de los pueblos. Yo he ale- 
gado lo que puede decirse en pro y en contra siguiendo 
la razón: es necesario ver ahora qué partido debe tomar- 
se sobre esto. Lo que el uso haya aprobado, eso se ob- 
servará sin contradicción, puesto que de aquí es de don- 
de se forma el derecho de gentes" (1). En fin, en otro 
párrafo de la misma obra, dice: "Es, sin embargo, muy 
cierto, como aseguran los Estados Generales en una me- 
moria publicada por ellos en 4651, que según el derecho 
de gentes un embajador, aunque culpable, no puede ser 
arrestado, porque la equidad quiere que esto se observe 
si de antemano no se ha declarado no quererse someter 
á ello. El derecho de gentes no es mas que una pre- 
sunción fundada sobre la costumbre, y toda presunción 
deja de tener fuerza, al momento que aparece una volun- 
tad contraria de parte de aquel de quien se trata. El di- 
funto Mr. Huber dice, que los embajadores no pueden ad- 
quirir ni conservar sus derechos por prescripción; pero 
restringe esto al privilegio que un embajador quisiera te- 
ner, á pesar del príncipe ó soberano en cuyo Estado re- 
sidiese, para dar asilo en su casa á los subditos de dicho 
Estado. Yo para mi tengo por regla general, con res- 
pecto á los privilegios de los embajadores, que no existe 
uno, cuyo goce puedan pretender, si se ha declarado no 
querérseles conceder, porque una voluntad espresa esclu- 
ye toda voluntad tácita que repugne á ella, y el derecho 

aÜter, quim ratio iis quaedam suadeat otimperct, quao mutua quasi consensu 
Bcrvanda sunt ot quao deinde in usum conversa gentes inter se obligant, et 
Bine quo jure neo bellura, neo pax, neo foedera; neo legationis, nec oomercio 
intelliguntur. (Bynkershoek, de Foro legatorum, cap. III.) 

(1) Jus romanum et ponüficium v¡x suppetias ferunt, ratio et moros gen* 
tium rem tutam absolvunt. Rationes pro utraque sontenüa ezpedivi-, quae 
f raevaleant, nuno quaestionis cst; illae nutem praevalebunt, quas usus prova- 
bil, nam indo jus gentium est. (Bynkershoek, de Foro Ugatorutn, cap. VII.) 
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de gentes, como lo he dicho ya, no existe mas que entre 
aquellos que se sujetan á él por una convención tácita (1). 

Los publicistas de la escuela de Pufíendorf habían con- 7 - 
siderado el derecho de gentes como una rama de la cien- \vST* 
cia de la moral. Lo habían considerado como el derecho 
natural de los individuos, aplicado á las reglas de con- 
ducta de las sociedades independientes de hombres, lla- 
madas Estados. Según Vattel, á Wolf pertenece el mé- 
rito de haber sido el primero en separar el derecho de 
gentes de esta parte de la jurisprudencia natural, que en- 
seña los derechos del individuo. En el prefacio de su 
gran obra, dice: "Que como la condición de la humani- 
dad es tal, que no siempre puede aplicarse al gobierno do 
una sociedad separada el estricto derecho natural, aunque 
todas las sociedades deben necesariamente haber recibido 
las leyes de institución positiva, mas ó menos diferentes 
del derecho natural; de la misma manera, en la gran so- 
ciedad de las naciones debe necesariamente haberse esta- 
blecido una ley de institución positiva, mas ó menos di- 
ferente del derecho natural. Como el bienestar de las 
naciones exige esta mudanza, ellas se hallan ligadas lo 
mismo por la ley que de aquí dimana, que lo que lo es- 
tén por la misma ley natural; y la nueva ley introducida 
dé este modo debe ser considerada como el derecho co- 
mún de todas las naciones. Hemos juzgado convenien- 

(1) Verissimum tomen est, qnod Hollandiao ordines aiunt in eo libello 
quem anuo 1651 ediderunt, legatum etiam si ddiquerit, ex jure gentium de- 
traen non posse, id enim ut servemus aequitas exigit, si non contraria obnon- 
otatione tollatur. Jus gentium nihil est nissi praesumptio seeundum consue* 
todinem, nec quicquam valet praesumptio, ubi expressa est voluntan ejus do 
quo agitur. Praesumptiono legatos jiis suutn quaerere vel tueri non posse . 
existimat Huberus do Jure civitaiis, lib. III, sect. IV, cap. 11, n. 32: sed id 
restfjngit ad subditos principia, qui invito príncipe jure asyli uti velin apud 
legatos, figo generaliter verum dixerim de omni privilegio legatorum, id nem- 
pe non prodesse, si contraria accesserit conteatatio, quia voluntas expressa ta- 
citam excludit, nec ullum, ut dixi, jus gentium est iiísbí inter volentes ex pac- 
to tácito. (Bynkerehoek, de Jure legatorum, cap. XIX.) 
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te llamar á esta ley, aunque en sentido menos lato que 
Grocio, derecho de gentes voluntario" (1). 

Wolf dice después, que el derecho de gentes volunta- 
rio toma su fuerza obligatoria del consentimiento presunto 
de las naciones; el derecho convencional de su consenti- 
miento espreso, y el derecho consuetudinario de su con- 
sentimiento tácito (2). 

Funda el consentimiento presunto de las naciones, en 
sostener el derecho de gentes voluntario sobre la ficción 
de una grande república establecida por la misma natu- 
raleza, v de la cual son miembros todas las naciones del 
universo. Como cada sociedad está gobernada por leyes 
propias, sancionadas por su libre consentimiento, de la 
misma manera esta gran república está gobernada por sus 
propias leyes, reconocidas ó sancionadas por el libre con- 
sentimiento de las naciones que la componen. Hace ema- 
nar estas leves de una modificación, del derecho natural, 
adaptándolas á la naturaleza particular de la unión social, 
que según él, establece una obligación á todas las nacio- 
nes, de someterse á las reglas bajo las que está goberna- 
da esta unión, lo mismo que los individuos están obliga- 
dos á sujetarse á las leyes de la sociedad separada, de la 
cual son miembros. Pero Wolf no justifica con pruebas 
\ la definición de tal unión en república universal de las na- 

(1) Quemad modum ea est liominum eonditíe, ut in civitote rigori jurie 
cuturac. per omnia ex asse satisfieri non possit, ac proptorea legibus positivis 
opus sit, quac ñeque in totum á naturali jur¡ recedunt, nec per omnia eiscr- 
viuut; ita similiter gentium ca est conditio, u4 rigori juris gentium naturali per 
omnia ex asse satisfieri nequcat, atquo ideo jus istud in se inmutabile tantia- 
per inmutandum sit, ut ñeque in totum á naturali recedat, nec per omnia el 
Borvíat. Quoniam vero hane ipsam inmutationem ipsa gentium eommunis sr¡- 
lus exigit, ideo quod inde prodit jus, non minus gentes inter se admitiere te- 
n en tur, quam ad juris naturalis observantiam naturaliter obligantur, et non 
minus istud quam hoc salva jurk consonan tia pro jure omnium gentium com- 
mnni habendum. Hoc ipsuin autem jus cum Grotio, quamvis signifieatu pros- 
eus codem, sed paulo strictiori, jus gentium voluníarium apellare liboit. 
(Wolfius, Jus gentium, Prcf, §. 3.) 

(2) Prolegomena, $. 25. 
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ciónos, ni tampoco demuestra cómo ni cuándo todos los 
hombres se han constituido miembros de esta unión y 
ciudadanos de esta república. 

Con respecto al origen del derecho de gentes volunta- $ 8. 
rio, Wolf difiere de Grocio en dos puntos: ^¡££ 

Primero. Grocio ha considerado este derecho como ¡, ,e * (lc G ™; 
dimanado de institución positiva, y ha hecho descansar 'Wolf. sobre 
su fuerza obligatoria sobre el consentimiento general de *¿ ¿^.J,* 
fes naciones manifestado por sus usos. Wolf, al contra- «ic gentes 
rio, lo considera como una ley que la naturaleza ha im- voluutano - 
puesto á los hombres como consecuencia forzosa de su 
unión social; ley á la cual ninguna nación puede rehu- 
sar su asentimiento. 

« Segundo. Grocio confunde el derecho de gentes vo- 
luntario con el derecho de gentes consuetudinario. Wolf, 
al contrario, pretende que deben distinguirse, en que el 
derecho de gentes voluntario es obligatorio para todas las 
naciones, al paso que el derecho de gentes consuetudinal 
rio no obliga, sino á aquellas entre las cuales ha sido es- 
tablecido por el uso y el consentimiento tácito. 

Vattel ha tomado los materiales de su tratado de de- §• <J 
recho de gentes de la obra de W T olf. Sin embargo, está ^'vlud. 
en contradicción con este publicista sobre la manera de 
establecer las bases del derecho de gentes voluntario. Co- 
mo hemos visto ya, Wolf hace derivar la obligación de 
este derecho, de la ficción de una gran república estable- 
cida por la naturaleza, y de la cual todas las naciones del 
universo son miembros. Según él, el derecho do gentes 
voluntario es, por decirlo así, el derecho civil de esta gráfl 
república. Esta idea no satisface á Vattel. "Yo no en- 
cuentro, dice, la ficción de semejante república, ni muy 
justa ni bastante sólida, para deducir de ella las reglas de 
un derecho de gentes universal, y necesariamente admi- 
tido entre los Estados soberanos. No reconozco otra so- 
ciedad natural entre las naciones, sino aquella que la na- 

T.I.-4 
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turaleza lia establecido entre todos los hombres. Es esen- 
cial á toda sociedad que cada miembro ceda una parte 
de sus derechos al cuerpo de ella, y que haya una au- 
toridad capaz de mandarlos á todos, de darles leyes y de 
obligar á aquellos que rehusaren obedecer. No se pue- 
de concebir ni suponer cosa igual entre las naciones. 
Cada Estado soberano pretende ser, y es efectivamente, 
independiente de todos los demás. Según el mismo Wolf, 
todos deben considerarse como otros tantos particulares, 
libres, que viven juntos en estado de naturaleza, y no re- 
conocen otras leyes qué las de la naturaleza misma ó de 
su autor" (1). 

Según Vattel, el derecho de gentes, en su origen, no 
es otra cosa que el derecho natural aplicado á las nacio- 
nes. Habiendo puesto este axioma, lo restringe de la mis- 
ma manera, y casi en los mismos términos que Wolf, di- 
ciendo: "Que el derecho que arregla la conducta de los 
individuos, debe necesariamente modificarse en su aplica- 
ción á las sociedades colectivas de los hombres llamados 
naciones ó Estados. Un Estado es un sugeto muy dife- 
rente de un individuo; de aquí nacen también obligacio- 
nes y derechos muy diferentes para ambos. La misma 
regla aplicada á dos sugetos diferentes no podria produ- 
cir decisiones análogas; hay casos, pues, en los cuales la 
ley natural no podria decidir entre los Estados eomo de- 
cidiría entre los particulares. El arte de haeer una apli- 
cación acomodada á los sugetos y fundada sobre la recta 
razón, es lo que hace del derecho de gentes una ciencia 
parUi-ular." 

l^sta aplicación del derecho natural alas naciones, forma 
lo que Wolf y Vattel llaman derecho de gentes necesario. 
Y es necesario, porque las naciones están absolutamente 
obligadas á observarlo. Los preceptos del derecho natu- 

( 1 ) Vattel, Droit dea gens y prefaoe. 
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* 

ral no son menos obligatorios para los Estado» que para 
los particulares, pues que los Estados están compuestos 
de hombres, y esta ley obKga á todos los hombres cua- 
lesquiera que sean sus relaciones entre sí. Este mismo 
derecho es el que Grocio y sus discípulos llaman derecho 
de gentes interno, en cuanto que obra sobre los hombres 
por la via de la misma conciencia. Otros le llaman de- 
recho de gentes natural. 

'El derecho de gentes necesario es inmutable, pues él 
no es otra cosa que la aplicación que se ha hecho del' 
derecho natural á los Estados, el cual es en sí mismo 
inmutable, como que está fundado sobre la naturaleza de 
las cosas, y en particular sobre la naturaleza del hombre. 

Siendo inmutable este derecho, y la obligación que im- 
pone necesaria é indispensable, laá naciones no pueden 
hacer en él, por medio de sus convenios, ningún cambio, 
ni dispensarse de su observancia (1). 

Vattel se ha adelantado á contestar una de las objecio- 
nes que podían hacerse á su sistema, sobre que las na- 
ciones no pueden cambiar el derecho de gentes necesario 
por los convenios que tengan entre sí. Esta objeción con- 
siste en decir, que la libertad y la independencia de una 
nación no permitirían á las otras naciones calificar si su 
conducta es ó no conforme con el derecho de gentes ne- 
cesario. El responde á esta objeción diciendo, que los tra- 
tados pueden ser inválidos cuando son hechos en contra- 
vención del derecho de gentes necesario ó de la ley in- 
terna, y que al mismo tiempo siguiendo la ley esterna 
pueden ser válidos. En efecto, puesto que los Estados 
son libres ó independientes entre sí, están obligados á su- 
frir, por parte de uno de ellos, todo acto, que aunque ile- 
gítimo según la ley interna, no hiere en nada sus dere- 
chos perfectos (2). 

(1) Vattel, Droit des gen», prelim. §. 8 á 9. 

(2) Vattel, Droit des gens, prelim. §. 9. 
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De esta distinción de Vattel resulta que Wolf le ha- 
ya llamado derecho de gentes voluntario, jiis gentium vo- 
luntarium; término en que conviene el primero, aunque 
difiere de opinión respecto de Wolf en cuanto á la ma- 
nera de establecer la obligación. Sin embargo, está de 
acuerdo con este publicista por lo que hace al derecho 
de gentes voluntario, que mira también como una ley po- 
sitiva, deducida del consentimiento presunto ó tácito de 
las naciones en considerarse las unas á las otras como 
perfectamente libres, independientes é iguales» siendo ca- 
da una arbitra de sus propias acciones, y no teniendo que 
rendir cuenta á ningún otro superior, que al Gobernador 
supremo del universo. 

Ademas de este derecho de gentes voluntario, los pu- 
blicistas hablan de otras dos clases de derecho de gentes. 
Estas son: 

1 . ° El derecho de gentes convencional, que toma su 
origen en los convenios de los Estados. Como las par- 
tes contratantes son las únicas obligadas por tales conve- 
nios, es evidente que el derecho de gentes convencional 
no es un derecho universal, sino un derecho particular. 

2. ° El derecho de gentes consuetudinario, que toma 
su origen en los usos establecidos entre las naciones par- 
ticulares. Este derecho no es universal ; es obligatorio 
solamente para los Estados que han adoptado estos usos. 

Estas son las tres especies de derecho internacional, 
voluntario, convencional y consuetudinario, que, según 
Vattel, forman el conjunto del derecho internacional po- 
sitivo. Todos tres toman su origen del consentimiento 
de las naciones, ó usando de las palabras de Wolf, el de- 
recho voluntario resulta de su consentimiento presunto; el 
derecho convencional, de su consentimiento espreso; y el 
derecho consuetudinario, de su consentimiento tácito (1). 

(1) Vattel, préliminairce. — Wheaton, Histoire du droit de» gen», i. 1, 
p. 2S8 et auiv. 
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Quká será inútil notar la confusión que resulta de la 
enumeración que ha hecho Yattel de las diversas cla- 
ses del derecho internacional; confusión que él procu- 
ra evitar, calificando la espresion de derecho de gentes 
voluntario por el género, dividiéndolo en seguida en de- 
recho internacional convencional y consuetudinario, estan- 
do, como lo está, ya establecido el primero por los trata- 
dos, y el segundo por el uso; el primero por el consen- 
timiento espreso, el segundo por el consentimiento tácito 
de las naciones entre sí. 

- 

Según M. Hefíler, el derecho de gentes \jus gentium] g ^ 10 
en su sentido mas antiguo y mas lato, tal cual ha sido es- a e iieSíSr. 
tablecido por la jurisprudencia romana, es un derecho fun- 
dado sobre el uso general y el consentimiento tácito de 
las naciones, este derecho no solamente arregla las rela- 
ciones de las naciones entre sí, sino también las de los 
individuos, en lo que concierne á sus derechos y sus de- 
beres respectivos, que tienen el mismo lugar, el mismo 
carácter y el mismo efecto, y cuyo origen y forma espe- 
cial no se derivan en manera alguna de las instituciones 
positivas de un Estado particular. Según M. Heffter, es* 
te derecho contiene dos partes distintas: 

1 .* Los derechos de la humanidad en general, y las 
relaciones que los Estados soberanos reconocen para los 
individuos que no están sometidos á su autoridad. 

2. a Las relaciones directas que existen entre las na- 
ciones, los Estados y los soberanos mismos. 

En el mundo moderno esta última parte ha recibido 
esclusivamente el nombre de derecho de gentes. Seria me- 
jor llamarla derecho público esterno, para contraponerla al 
derecho público interno de cada Estado. La primera par- 
te del derecho internacional ha sido confundida con el de- 
recho civil de cada nación particular, sin perder por esto 
su esencia y su carácter original. Esta parte de la cien- 
cia determina solamente ciertos derechos de la humani- 
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dad en general y las relaciones privadas; que se conside- 
ran como bajo la tutela de las naciones, la cual ha sido 
tratada bajo la denominación de derecho internacional pri- 
vado. 

£1 publicista que citamos no admite el término de de- 
techo internacional, nuevamente introducido y casi gene- 
ralmente adoptado por los escritores mas modernos. Se- 
gún él., este término no espresa suficientemente la idea 
del derecho de gentes de los jurisconsultos romanos. Con- 
sidera el derecho de gentes como un derecho general de 
la humanidad, que ningún pueblo puede rehusarse á re- 
conocer, y cuya protección puede reclamarse por todos 
los hombres y por todos los Estados. Busca la base de 
este derecho en el principio incontestable, de que donde 
quiera que haya una sociedad debe haber también un de- 
recho obligatorio para todos sus miembros. Debe, pues, 
haber igualmente en la gran sociedad de las naciones un 
derecho análogo. 

El derecho, en general, es la libertad esterior de la 
persona moral. Este derecho puede ser garantido por la 
protección de una autoridad superior, ó bien puede sacar 
su fuerza de sí mismo: el derecho de gentes es de esta 
segunda especie. Una nación que sale de su aislamien- 
to para vivir en sociedad con las otras naciones, reconoce 
por este mismo hecho un derecho que debe arreglar sus 
relaciones internacionales. Ella no puede menospreciar 
este derecho sin esponerse á la enemistad de las otras 
naciones y sin poner en peligro su propia existencia. La 
obligación que cada nación se impone de conformarse á 
este derecho, depende de la persuasión en que está de 
que las otras naciones lo observarán con ella. El dere- 
cho de gentes está fundado sobre la reciprocidad; no tie- 
ne legislador ni juez supremo, porque los Estados inde- 
pendientes no reconocen como superior ninguna autori- 
dad humana. Depende esclusivamentc de sanciones ino- 
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rales y del temor que puedan tener los soberanos' y las 
naciones en provocar á los otros soberanos y naciones, con 
la violación de las reglas, generalmente reconocidas como 
eficaces, para el bien común de los hombres (1). 

¿Existe verdaderamente semejante derecho de gentes? e , N y r *'¿* 
No, sin duda, entre todas las naciones y todos los Esta- de gentes 
dos del globo. El derecho público ha estado siempre, y u*"™* 01 - 
lo está aun, con algunas cortas escepciones, limitado á los 
pueblos civilizados y cristianos de Europa, ó á algunos 
de origen europeo. Mucho tiempo ha que esta distinción, 
entre el derecho de gentes europeo y el de las otras ra- 
izas humanas, ha sido notada por los publicistas. Grocio 
mee: 1 'Que el derecho de gentes ha adquirido sú fuerza 
obligatoria por un efecto de la voluntad de todos los pue- 
blos, ó al menos de la mayor parte. Digo de la mayor 
parte, porque á escepcion del derecho natural, que es 
igualmente llamado derecho de gentes, pocas veces se en- 
cuentra uno que sea común á todas las naciones. Mu- 
chas veces lo que es derecho de gentes en una parte de 



(1) Heffter, das europüitche Yolkerrecket, §. S. 

El sabio jesuíta Sunre* lia indicado, en el pasaje siguiente, esta ■ 
moral del derecho de gentes: "Ratio hujtts jurisest, quia humanum genos, 
quamvts in varios populos et regna div¡sum,semper liabeat aliquam unitatein, 
non solum specíficam, sed etiam qaasí politicam etmoralem, quam indicat na- 
turale praeceptnm mutui amoris et misericordiae, qiiod ad omnes extenditur, 
etiam extráñeos et oujuscumque «ationis. Quapropter, litct uuaquaque civi- 
tas perfecto, respublica aut regnum, sit in se comunitas perfecta ctsuis mem- 
bris eonstans, nihilominus quaelibet ¡Ilarnm etiam membrum aliquo modolm- 
jns universi prout genus humanus spectat. Numquam enim illae eommuni- 
tatcs adeo sunt sibi tufficientee sigillatim, quin indigeant aliquo mutuo juva- 
mine et societate ac compiunicatione, interdum ad melius csse majoremque 
utilitatém, interdum vero et ob moralem neec¡?sitatem. Ilac ergo ratione in- 
digent aliquo jure, quo dirigantur et recto ordinentur in hoc genere commu- 
uicationis et societatis. Et quamvis magna ex parte hoc fíat per rationem na- 
turalcm, non tamen sufficienter et immediate quoad omnia: ideoque potue- 
runt uíju errumdem gentium introduci. (Suarez, de legihus et Dco legisla- 
tore, lib. 11, cap. XIX, n. g. 
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la tierra, no lo es en otra, como lo demostraremos en su 
/ lugar" (1). 

Bynkershoek, en un pasaje citado anteriormente, dice: 
"Que el derecho de gentes es el que se observa, confor- 
me á las luces de la razón, entre las naciones, si no en 
todas, al menos en la mayor parte v las mas civiliza- 
- das" (2). 

Leibnitz habla del derecho de gentes voluntario, como 
establecido por el consentimiento tácito de las naciones: 
"no porque sea, dice, necesariamente la ley de todas ellas 
y de todos los siglos, puesto que los europeos y los in- 
dios diferencian frecuentemente entre sí, con respecto á 
las nociones que tienen del derecho internacional, y que, 
aun entre nosotros, puede cambiarse por el lapso del tiem- 
po" (3). En fin, Montesquieu, en su "Espíritu de las 
leyes," dice: "Todas las naciones tienen un derecho de 
gentes, y los Iroqueses mismos, que se comen á sus pri- 
sioneros, tienen uno. Ellos envían v reciben sus emba- 
jadores, conocen los derechos de la guerra y de la paz; 
la desgracia es, que este derecho de gentes no esté fun- 
dado sobre principios verdaderos" (4-). 

No existe, pues, un derecho de gentes universal, tal 
como está descrito por Cicerón en su tratado de la repú- 
blica. Ni podemos, sin embargo, proscribir con M. Hcflter 

los términos de jus Inter gentes, derecho entre gentes, ó 

» 

(1) Latius autem patens cst jus gentium, id est quod gentium omnium 
aut multarum volúntate vim obl ¡gandí aceepit. Mulurum addidi, quia vix 
ullum jus reperitur extra jus naturale, quod ipsum quoque gentium dici solet, 
ómnibus gentibus coinmunc. lino saepe iu una parto orbis terraruin cst ju§ 
gentium quod alibi nou est, ut suo loco dicemus. (Grotius, de Jure belli a* 
pacis, lib. 1, cap. 1, §. 14, n. 1.) 

(2) Bynkershoek, de Foro legatorum, Vid. supra. 

(3) Ñeque rcro neoesse cst, ut sit omnium gentium vcl omnium tempo- 
rnm; cum iu multis arbitrer aüud ludís aliud Europaeis placero ct apud nos 
tpeos scoulorum de cursu mutari ) quod vel hoc ipsum opas indicare potesL 
(Leibnitz, Codex juris gentium diplomaticu$ y praefet.) 

(4) Montesquieu, Etprit dc$ Íot>, Üv. 1, chap. ÜL 
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derecho internacional, propuestos sucesivamente por 
Zouch (1), d'Aguesseau (2) y Bentham (3), como que ma- 
nifiestan de una manera mas precisa y mas lógica esta ra- 
ma del derecho, que se llama ordinariamente derecho de 
v gentes ó de las naciones; 11 términos tan poco caracterís- 
ticos, dice Bentham, que si no fuera por la fuerza del uso, 
podrían ser considerados mas bien como incidentes de una 
rama del derecho interno ó civil." Es igualmente per- 
mitido dudar, si el término de derecho de gentes pueda 
ser literalmente aplicable á las- reglas de justicia que se 
observan, ó deberían observarse entre las sociedades in- 
dependientes. No puede haber derecho donde no puede 
haber ley, y no puede haber ley donde no hay superior: 
entre las naciones no hay mas que una obligación moral 
emanada de la razón, que les enseña que cierta conducta 
en sus relaciones mutuas, contribuye muy eficazmente al 
bienestar general. Solamente, pues, en un sentido me- 
tafórico puede llamarse ley al derecho de gentes. Las le- 
yes, propiamente dichas, son los mandamientos emanados 
de un superior, á los cuales está anexo, como sanción, un 
mal eventual. Tal es la ley natural, ó ley divina, pres- 
crita por Dios á todos los hombres, y tales son las leyes 
civiles impuestas en cada sociedad política, por la autori- 
dad superior del Estado, á las personas que le están so- 
metidas. ' Las naciones, por ser independientes las unas 
de las otras, no reconocen otro superior que Dios: todos 
los deberes recíprocos existentes entre ellas, resultan ó de 
los convenios, ó del uso: la ley % según el sentido natural 
de esta palabra, no puede nacer ni de la una ni de la otra 
de estas dos fuentes del derecho internacional. 

Las relaciones entre las naciones, eran llamadas Jus 

(1) Zouch, De Jure inter gente*. Lond. 1650. 

(2) (Euvrcs de d'Aguttseau, t. 11, p. 337. 

(3) Bentham, Moral, and ¡egUlation. Work*, part. 1 , p. 1 49. 

T. I.-5 
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fjentinm por los jurisconsultos romnnos, y en todos los 
idiomas modernos de la Europa, escepto la lengua ingle- 
sa, se lia dado h estas relaciones el nombre de derecho 
de gentes ó de las naciones. Sin embargo, la palabra 
genSj derivada del latín, no significa en francés ni pueblo 
ni nación. La espresion inglesa law of nations, ley de 
las naciones, es todavía menos aplicable á las reglas de 
justicia internacional (í). 

Las reglas dé conducta, impuestas por la opinión, no 
se llaman leyes mas que por la analogía del térmi- 
no; este es el caso de la ley internacional. Esta no 
es una ley positiva, puesto que cada ley positiva está im- 
puesta por una autoridad superior, ó un soberano, á sus • 
inferiores ó subditos. La reunión de reglas de conduc- 
ta reconocidas por las naciones y sus soberanos en sus 
mutuas relaciones, por ser impuestas por las opiniones ge- 
neralmente admitidas entre ellos, se llama ley por la ana- 
logía que tiene con una ley positiva. Esta ley no tiene 
otra sanción que el temor de provocar la hostilidad de las 
otras naciones, por la violación de las máximas general- 
mente reconocidas por los pueblos civilizados (2). 
^avigliy 6 S e g un ta opinión de Savigny, puede existir entre las 
naciones esta misma comunidad de ideas, que ha contri- 
buido á formar el derecho positivo [das positive Recht] de 
cada nación en particular. Esta comunidad de ideas, fun- 
dada sobre un origen y una religión, comunes á muchos 
pueblos, constituye el derecho internacional, tal cual no- 
sotros le vemos entre los Estados cristianos de la Euro- 
pa; derecho que no era desconocido de los pueblos anti- 
guos, y que nosotros encontramos entre los romanos ba- 
jo él nombre de jns feeiale. El • derecho internacional 

(1) Rayneval. InttUnfivn.» du droit de la nalure rt den germ, !¡v. 1, p. 
*, note 1 . > . : 

(2) Anptin y Provincr of jurisprudencia eU\ ]>. 147 <«t 14«, 907 rt ÜOft. 

i. -■ i 
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puede, pues, ser considerado como un derecho positivo, 
pero un derecho imperfecto por razón á la incertiduinbre 
de sus preceptos, y porque carece de esta base sobre la 
cual descansa el derecho positivo de cada nación particu- 
lar: conviene á saber, el poder político del Estado, y los 
magistrados capacos de ejecutar la ley. Los progresos 
de la civilización, fundados sobre la religión cristiana, nos 
han conducido insensiblemente á observar un derecho 
análogo en nuestras relaciones con todas las naciones del 
globo, cualquiera que sea su fe religiosa, y sin recipro- 
cidad alguna de su parte (1). 

Esta observación del tlocto legista alemán se encuen- 
tra confirmada por las mudanzas acaecidas recientemente 
en las relaciones entre las naciones cristianas de Europa 
y América, y los pueblos paganos y mahometanos del 
Asia y del Africa. Estos pueblos han manifestado, en 
muchas circunstancias, la intención de reconocer los usos 
internacionales y de adoptar los de las naciones mas civi- 
lizadas. El derecho de legación ha sido reconocido por 
la Turquía, la Persia, el Egipto y los Estados berberiscos, 
y estendido recíprocamente á estos países por los países, 
cristianos de Europa. La independencia y la integridad 
del imperio otomano ha sido considerada mucho tiem- 
po ha, como uno de los elementos esenciales- del equi- 
librio de las potencias europeas, y han venido á ser el 
objeto, entre estas potencias, de convenciones que forman 
ahora parle del derecho público de la Europa. Se pue- 
den estender las mismas observaciones á las transacciones 
recientes entre el imperio chino y las naciones cristianas 
de la Europa y de la América, ppr las cuales este impe- 
rio ha renunciado á sus principios antisociales y antico- 
merciales, y ha reconocido la independencia y la igual- 

(1) Savigny, Sistem dta keutigen t üwiichtn Recktw, BJ. l, cap. n, 

§.6. - . ■ • ; * . . ■ 
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dad de los otros pueblos en las relaciones de la paz y de 
la guerra. 

§• u- En suma, puede decirse que el derecho internacional, 
dihiSo tal cu al lo han comprendido las naciones civilizadas, es el 
internacio. conjunto de reglas que la razón deduce, como conformes 
á la justicia, de la naturaleza de la sociedad que existe 
entre las naciones independientes, admitiendo en todo 
caso las definiciones ó modificaciones, que pueden esta- 
blecerse por el uso y ©1 consentimiento general. 

Las fuentes del derecho internacional son las siguien- 
tes: 

1 2 - 1 .* Los escritos de los publicistas} que enseñan las 
íeiderechí reglas de justicia aplicables á la sociedad que existe en- • 
ntí™ 8 ™" tre las naciones, y las modificaciones de estas reglas, se- 
gún el uso y el consentimiento general. 

Sin estar dispuesto á exagerar la importancia de estos 
escritores, ni substituir en ningún caso su autoridad á los 
principios de la razón, puede afirmarse que ellos son, ge- 
neralmente, imparciales en sus juicios. Deponen como 
testigos de los sentimientos y de los usos de las naciones 
civilizadas, y el peso de su testimonio aumenta, siempre 
que su autoridad es invocada por los hombres de Estado, 
y el uso en que fundan sus obras no sea destruido por el 
reconocimiento de principios contrarios (1). 
¿J* trata - 2.* Los tratados de paz, de alianza y de comercio en- 
tre diversos Estados. 

Los tratados pueden considerarse bajo muchos puntos 
de vista, según las cuestiones del derecho de gentes que 
se resuelvan en ellos. 

Se les puede considerar, ya repitiendo ó afirmando el 
derecho de gentes generalmente reconocido, ó bien for- 
mando escepciones de este derecho, como leyes particu- 

(1) Madison, Examination of the Britieh doctrine, tohich tubjeets to 
tapturt a neutral trade notfen i» time of ptace t p. 41. Loadon, edil 1806. 
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lares entre las partes contratantes, ó en fin, aclarando los * 
principios de este derecho en los puntos de sentido oscu- 
ro ó indeterminado. En este último caso los tratados tie- 
nen fuerza de ley entre las partes contratantes, y confir- 
man el derecho internacional ya existente, según que la 
espücacion es mas ó menos precisa, ó que el número de 
las potencias contratantes es mas ó menos importante. 
En fin, los tratados pueden considerarse, como que for- 
man el derecho de gentes voluntario ó positivo. Una se- 
rie constante de tratados sobre un mismo punto, puedo 
decirse que espresa la opinión de las naciones en aque- 
lla materia (1). 

3. a Las ordenanzas de los Estados soberanos para ar- *** ordc * 

. * nansas co ti- 

nglar las presas marítimas en tiempo de guerra. • cerniente* 

Las ordenanzas de la marina de un Estado, pueden ^ñ'Smli! 
mirarse, no solamente como testimonios históricos del uso 
de dicho Estado, en lo relativo á las prácticas de la guer- 
ra marítima; sino también como comprobante de la opi- 
nión que sus jurisconsultos tengan, sobre las reglas gene- 
ralmente reconocidas como conformes al derecho de gen- 
tes universal. 

El uso de las naciones, que forma su derecho, no ha 
establecido todavía un tribunal imparcial, para que decida 
sobre la legitimidad de las presas de mar. Cada Estado be- 
ligerante remite el conocimiento de estos litigios á los tri- 
bunales marítimos establecidos bajo su autoridad, y en su 
territorio, con un recurso definitivo á un tribunal de ape- 
lación, que se encuentra bajo la inspección directa del 
gobierno. La regla según la cual los tribunales estable- 
cidos de esta manera, están' obligados á proceder para la 
decisión de estos casos, no es el derecho civil de su pro- 
pio pais, sino el derecho internacional, y los tratados exis- 

(1) Bynkersboek, Que$tU>ne* jurü publiei, Ub. 1 , cap. X, le possage dó- 



Digitized by Google 



I 



28 DEFINICION Y FUENTES 

tontos entre dicho pais y las otras naciones. Para buscar 
ol derecho internacional pueden ocurrir á sus fuentes or- 
dinarias, como son las obras de los publicistas, ó bien las 
ordenanzas promulgadas por su soberano, según los prin- 
cipios reconocidos por los jurisconsultos del pais, como 
, conformes al derecho público. Pero en uno ó en otro 
caso, siempre el derecho común á todas las naciones es 
la única reda cuva autoridad está reconocida. "Cuando 
Luis XIV (dice un magistrado inglés) publicó su famosa 
ordenanza sobre la marina, nadie supuso que tuviese la 
pretensión de dar sus leyes á la Europa, porque solamen- 
te reunió y puso en orden alfabético, bajo la forma de un 
código, los principios del derecho de gentes marítimo, co- 
mo estaban entendidos en Francia. Digo como estaban 
entendidos y recibidos en Francia, porque cualquier de- 
recho internacional debe ser el mismo en todos los países; 
sino que como los tribunales que hacen la aplicación de 
este derecho, están independientes los unos de los otros, 
no es posible que no estén en desacuerdo sobre el modo 
de interpretarlo en los diversos países que reconocen su 
autoridad. En esta época, á lo menos, no estaba admi- 
tido el que un solo Estado pudiese establecer ó cambiar la 
ley de las naciones; mas sí se creia conveniente que esta- 
bleciese ciertos principios de decisión, á fin de dar una 
regla uniforme á sus tribunales, y darla á conocer de los 
estrafios. Por otra parte, los tribunales franceses com- 
prendieron bien el espíritu de las ordenanzas do Lüis XIV -j 
No consideraron estas ordenanzas como leyes positivas que 
obligaban á los tribunales de una manera absoluta, sino 
solamente como que establecían presunciones legales,' do • 
donde sacarían las conclusiones sobre las que deberían es- 
tar apoyados sus juicios en materia de presas" (i). 

(1) Conclusión* de Sir W. Gfrani nu tribunal d'appel en matitre de 
piises á Londres. (MurshiUl, on insurauce, v. 1. p. 4Í.\">.) N 
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4. a Las sentencias de los tribunales internacionales. 4 Ln ? SC V 
tales como las comisiones mistas y los tribunales de presa, lostnimna- 

Entre est-as dos fuentes, debe atribuirse mayor peso á ¡.¡*,"a)™ m * 
los juicios de las comisiones mistas constituidas por dos' 
Estados, corno arbitras entre ellos, que no á las senten- 
cias de los tribunales de almirantazgo, autorizados en 
tiempo de guerra para juzgar sobre la validez de las pre- 
sas, cuyos jueces son nombrados por un solo Estado, á 
quienes les son obligatorias las ordenanzas de diebo Es- 
tado. 

5. a ' Las opiniones escritas v dadas confidencialmcnlc Opinionc» 

, . . 1 . , . .* escritos da- 

por .los jurisconsultos a su gobierno. ¿m conn- 

Cuando un Estado hace una reclamación á otro por los ^"^"''C 
dauos causados á su propio derecho, obra freeuentemen- jur¡sro»sni 
te como obraría un particular en caso semejante. Con- ¿^rno'dc 
sulta á sus jurisconsultos oficiales, y se guia por las opi- 9n i Klis - 
niones de ellos, sobre el derecho aplicable al hecho en 
cuestión. En este caso, v sobre todo cuando las cónsul- 
tas son contrarias al soberano á quien se le hacen por sus 
jurisconsultos, sin embargo de que tiene un poder suficien- 
te para sostener esas mismas reclamaciones con las armas, 
entonces puede razonablemente afirmarse que el derecho 
de gentes ha sido sinceramente espuesto en la opinión da- 
da. Los archivos de los departamentos de relaciones cstran- 
jeras en todos los países, contienen una gran colección de 
documentos semejantes, que si se publicaran seria una 
importante adquisición para el derecho de gentes. 

En fin, terminaremos esta enumeración de las fuentes iiírtomdc 
del derecho internacional, indicando como tales, la histo- ctc frciaTi- 
ria de las guerras, de las negociaciones, de los tratados ™ 8 , 11 I 0 * 

. f 7 • i • » i i i ■ hecho» in- 

fle paz, y de otras transacciones relativas a los hechos in- ternaciona- 

ternacionales. lt9. 
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DE LAS NACIONES Y DE LOS ESTADOS SOBERANOS. 



§.1. 

Las naciones ó sociedades políticas, que se llaman Es- «^¡^mí 
tados, son las personas morales que se hallan sometidas tid ? 8 *J dc - 

, , i • . 'i rccho ínter 

al derecho internacional. nacional. 

Cicerón, y después los publicistas modernos, han defi- j^?'. 
nido á un Estado, llamándole un cuerpo político ó socie- deuuEst»- 
dad de hombres reunidos para asegurar su suerte y aven- do - 
tajar mutuamente por sus fuerzas combinadas (1). 

Esta definición no es exacta, como se verá por las ob- 
servaciones siguientes: 

1. a No se puede estender á las corporaciones crea- 
das por un Estado, que no reconocen mas autoridad que 
la de dicho Estado, cualquiera que sea, por otra parte, el 
objeto con que se han reunido los individuos que forman 
este cuerpo político. 

♦ 

( 1 ) llenjmbüca cst cootas multitudinis, j uris consensu ct atilitatis commu- 
nionc sociatus. Cicero, ¿e República, lib. I, §. 2.>. 

Fotestas civilis cal quao civitati praecst. Est autem c¡ vitas eoetus perfee- 
tus liberorum hominum juris fruendi et communis utiHtatis causa P KÍatiis. 
Grotius, de Jure belli ac pacte, lib. I, cap. 1, §. 14, u. 1.— Vattel, Prclimi- 
naires, §. 1, ct liv. 1, chap. 1, $. 1 .— Burlamayni, Droit naiurü, t. 11, pait 
l,cbap. IV. 

T.I.-G v 



Digitized by Google 



I 



32 DE LAS NACIONES 

Esto es lo que ha sucedido, por ejemplo, con la gran 
asociación de negociantes ingleses sancionada por la co- 
rona, y en seguida por el parlamento británico, para ha- 
cer el comercio en las Indias, la cual no puede asemejar- 
se á un Estado; purque si bien ella ejerce el poder sobe- 
rano de la guerra y de la paz en esta parte del mundo, 
bajo la inspección directa del gobierno ingles, ha estado, 
sin embargo, subordinada siempre á la autoridad superior 
de este mismo gobierno. Esta asociación ó compañía de 
las Indias representa al gobierno ingles cerca de los prín- 
cipes y de los pueblos indígenas de esta comarca, mien- 
tras que el mismo gobierno representa á la compañía cer- 
ca de los otros soberanos de los Estados estranjeros. 

2. a Tampoco se puede dar el nombre de Estado á las 
asociaciones voluntarias de ladrones ó piratas, que se reú- 
nen para asegurar su suerte y aventajar mutuamente (1). 

3. a Es necesario distinguir también un Estado de 
una horda de salvajes que no forman una sociedad civi- 
lizada. La idea legal de un Estado implica necesariamen- 
te la obediencia habitual de sus miembros á las personas 
investidas de la autoridad suprema, y un lugar fijo de ha- 
bitación, así como un territorio en el pais que habitan. 

4. a En ciertos casos debe distinguirse un Estado de 
una nación, porque puedo componerse de muchas razas 
de hombres diferentes, sometidos á una misma autoridad 
suprema, como suele acontecer, por ejemplo, en el impe- 
rio de Austria y en el reino de Prusia. O puede también 
suceder que una misma nación esté sometida á diversos 
Estados, como la Polonia lo está á la dominación de la 
Husia, de la Austria v de la Prusia. 

$. s. Los príncioes soberanos pueden estar sometidos al de* 
.•h^iuicí* recho internacional por lo que mira á sus derechos perso- 

(1) Nic e<X'tus pTHtnrum aat latronnm chitas oft, Hrarn ni forte equali- 
tatem quandaiii ínter se Hervcut, sine .¡u* nu!tun coctim \nmivi couiatere. 
ürutiuH, de Jure bdli etc pacis, HU. III, 111. §.11, u. 1. 
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nales, ó sus derechos de propiedad dependientes de sus ^^"^ 
relaciones personales con los Estados estranjeros, ó con ¿ i 03 pr í a . 
los soberanos v subditos de los Estados. Estas relacio- ci P es BoW " 

i 111 ranos. 

nes dan lugar á la rama de la ciencia que trata de los de- 
rechos de los soberanos bajo este respecto. 

Los particulares ó las corporaciones pueden igualmen- a. 
te estar sometidos al derecho internacional por lo que res- ^ .¡jo- 
péela a sus derechos personales ó de propiedad, depen- nacional™ 
dientes de sus relaciones con los Estados ó soberanos es- ^¡««^ 
tranjeros, ó con los ciudadanos ó subditos de estos Esta- t¡c«iar M 7 

, ,, ' , , ii ii- cotila* ror- 

doS. Estas relaciones son las que se llaman derecho in- j,ornc¡.m< 

ternacional privado, y mas particularmente confiieto entre 

las leves de diferentes Estados. 

Sin embargo, el objeto propio del derecho internado- ^ 
nal es el conjunto de relaciones directas que existen en- nos do m>- 
tre las naciones y entre los Estados. k^X'™' 

En un pais sometido á un gobierno absoluto ó autócrata, ™° 8 siníí < J i ' 
la persona del príncipe se identifica naturalmente con el cir, que H 
mismo Estado. "El Estado soy yo." De ahí ha venido 
la costumbre de los publicistas de servirse de los térmi- nos <» ma* 
nos, de Estado y de soberano, como de sinónimos. Se sir- ¡¡¡¡^¡¡¡"^ 
ven igualmente del término de soberano, en un sentido ^mio.- 
metafórico, para manifestar la idea de un Estado, cual- 
quiera que sea por otra parte la forma de su gobierno. 

La soberanía es el poder supremo que rige un Estado ^ £ 
cualquiera, sea monárquico, republicano ó misto. Este berama. 
poder supremo puede ejercerse ó dentro ó fuera del ter- 
ritorio del Estado 

La soberanía interior es aquella que pertenece á la na- £ 
cion, ó la que ha sido conferida por ella á su gobierno, tenor.' 
según las leyes fundamentales del Estado. Esto es lo 
que forma el objeto de lo que se llama derecho público 
interno, ó mas propiamente dicho, derecho constitucional. 

La soberanía esterior es la independencia de una so- J£Ja 
ciedad respecto de las otras sociedades políticas. Por el tenor. 
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ejercicio de esta soberanía se mantienen las relaciones in- 
ternacionales de una sociedad, en paz ó en guerra, con las 
otras sociedades políticas. El derecho que la arregla se 
llama derecho público esterno, ó mas bien dicho, dere- 
cho internacional. 

Los Estados estranjeros pueden hacer estribar el re- 
conocimiento de un Estado nuevo y su admisión en la 
gran sociedad de las naciones, de la constitución interior 
del mismo Estado, de la forma de su gobierno, ó de la 
elección que haya hecho de su gefe. Mas cualquiera que 
sea la constitución interior de este Estado, ó la forma de 
su gobierno, ó la persona de su gefe, ó aun cuando él se 
haya entregado á la anarquía mas completa, á causa de 
contiendas entre los diferentes partidos políticos que se 
disputan el mando, el Estado, sin embargo, subsiste de 
derecho, á no ser que su soberanía sea completamente des- 
> truida por la disolución absoluta de todo vínculo social, - 

ó por cualquiera otra causa que dé fin á su existencia. 
6 - La soberanía de un Estado toma su origen de la mis- 
la sobcrania ma sociedad en que ha sido formado, ó cuando él se se- 
de u B Esta- p ara ¿ e j a sociedad de la que antiguamente formó par- 

. te (*)• 

Este principio se aplica igualmente á la soberanía in- 
terior que á la esterior de un Estado. Sin embargo, hay 
que hacer una distinción importante entre estas dos cla- 
ses de soberanías. La soberanía interior no depende del 
reconocimiento de otros Estados; ó en otros términos, un 
Estado nuevo no necesita ser reconocido por otros para 
gozar de su soberanía interior. La existencia de hecho 
de un nuevo Estado, basta para legitimar el ejercicio de 
su soberanía interior. Es Estado porque existe. 

Tan cierto es esto, que la soberanía de los Estados- Uni- 
dos de la América del Norte existe desde el 4 de Julio de 

(1) Klüber, Droit de* gen* moderne de VBurope, $. 25. 
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1776, día en el cual estos Estados se declararon libres, 
soberanos é independientes de la Gran-Bretaña. Por un 
decreto de 1808, la corte suprema de los Estados-Unidos 
decidió, que desde dicho momento los Estados que com- 
ponían la Union federal, habian podido ejercer todos los 
derechos de soberanía, en cuanto á la legislación interior, y 
que el ejercicio de esta soberanía era del todo indepen- 
diente del reconocimiento hecho por el rey de Inglaterra 
en el tratado de paz de 1782 (1). 

La soberanía esterior puede ser plena y entera, ó al 
contrarío, necesitar del reconocimiento de otros Estados. 
' Mientras que un Estado nuevo no entra en relación mas 
que con sus propios ciudadanos y limita la esfera de acti- 
vidad á los límites de su propio territorio, puede muy bien 
abstenerse de este reconocimiento; mas si desea entrar en 
esta gran sociedad de las naciones, en la cual todos los 
miembros reconocen entre sí los derechos respectivos y 
los deberes que están obligados á cumplir, es necesario 
que el nuevo Estado sea reconocido por los otros que for- 
man esta sociedad, porque solo así podrá tener parte en 
las ventajas que ella asegura. Cada Estado estranjero es 
perfectamente libre para reconocer ó no á un Estado nue- 
vo, tomando sobre sí en seguida la responsabilidad que de 
su disentimiento pueda resultarle. Mientras que un Es- 
tado nuevo no sea reconocido por todos los demás, no po- 
drá reclamar el ejercicio de su soberanía mas que á aque- 
llos que lo hayan reconocido. 

La identidad de un Estado consiste en que tiene un $ 7. 
origen de existencia propia que lo distingue de los otros J^m'S 
Estados. Un Estado es un cuerpo compuesto en cuanto tado. 
á los miembros que forman la sociedad; mas en cuan- 
to á la sociedad misma es un conjunto, cuya existencia se 
perpetúa por una sucesión constante de miembros nuc- 

(O Granch's Reports, vo). IV, ¡\ 312. 
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vos. Esta existencia dura mienlras no se introduzca en 
el Estado un cambio fundamental (i), 
íi^uuír!-- Si el cambio se efectúa por una revolución interior, 
voiucion ¡n q U c muda la constitución, ó la forma de su gobierno, ó 
idcnTidadaJa dinastía que allí reina, el Estado permanecen! el mis- 
an Estado. m0í no pj 0P( j 0 ninguno de sus derechos, y no queda li- 
bre de ninguno de sus compromisos (2). 

IVa que un Estado esté constituido, es necesario que 
los miembros de la sociedad política que lo componen, 
obedezcan á una autoridad superior. Poro no le resulta 
ningún mal, si por entregarse á una guerra, esta obedien- 
cia habitual, así como la autoridad á quien so le presta, 
son momentáneamente suspensas; ni la existencia del Es- 
tado desaparecería, aunque por algún tiempo sus relacio- 
nes ordinarias con los ©tros Estados hubiesen sido tam- 
bién interrumpidas, 
duct!? ™uc ^asta í l ue ' a evolución sea consumada, es decir, du- 
\m Estados rante la guerra civil, los otros Estados pueden ó perma- 
puoffX nccer espectadores indiferentes de la lucha, considerando 
•crvar con a ] anticuo crobierno como soberano, v al gobierno de he- 

iui Estado . 1,1 i * > i 

entregado ciio como con derecho a nacer la guerra a sus adversa- 

r« U civif" cr " r ' os > () men P ue d° n sostener la causa de uno ú otro par- 
tido beligerante, según que la encuentren ó no justa. En 
el primer caso, el Estado estranjero llena todas sus obli- 
gaciones, según el derecho de gentes, y con tal que guarde 
una conducta rigorosamente imparcial con los dos partidos, 
ni uno ni otro tendrá derecho de quejarse. En el segundo 
caso el Estado estranjero debe ser necesariamente aliado 
de aquel partido en cuyo favor se ha declarado, y enemi- 

(1) Grotius. de Jure belli ac pacis, lib. 1 1 , cap. 12, §. 3. — Ruther forth's 
Itiftitution», b. 11, c. X, §. 12 13. — Ilefller, da» europáische Volkerrecht, 

(¡. 24. 

(2) Grotius, de Jure belli ac pacis, lib. 2, cap. 8.— Ruther forth's In» 
tttution», b. 11, c. X, $. 14.— Puflendorf, de Jure naturae et gentium, lib. 
VIII, cap. XIX, §. 1 » 3. 
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go del opuesto; y como en este caso el derecho de gen- 
tes no ha establecido ninguna diferencia entre una guer- 
ra justa ó injusta, el Estado <]iie interviene goza de todos 
los derechos de la guerra contra su enemigo (i). 

Si un Estado estranjero quiere guardar una neutrali- Jo * 
dad absoluta en medio de las disensiones que agitan á íi^raut^ 
otro Estado, debe acordar á los dos partidos beligerantes d(bc r ?°" 

' ID zar de to- 

todos los derechos que la guerra acuerda á los enemigos <io* lo» «le 
públicos, tales como el derecho de bloqueo y el de inter- [^guerra, 
eeptar las mercancías de contrabando (2). Sin embargo, 
el ejercicio de este derecho en una colonia para con la 
madre patria, podrá modificarse según los tratados exis- 
tentes entre este Estado y los demás (3). 

Si, por el contrario, un cambio fundamental se efec- *• *• 
túa en un Estado por obra de una fuerza esterior, como dííwfuer 
por conquista confirmada por los tratados, los efectos de » <*t*nur 

solí re 1q 

este cambio dependerán de las estipulaciones contenidas identidad 
en dichos tratados. Dos casos posibles se presentan: pri- ¡¡° un EsU 
mero, si una parte solamente del Estado vencido queda 
conquistada por el enemigo; y segundo, si todo el terri- 
torio queda sometido al estranjero. En el primer caso 
el Estado vencido no cesa de existir; en el segundo caso 
sí. Y en cualquiera de estos dos estreñios el pais con- 
quistado puede ser unido al vencedor, ó como una pro- 
vincia, ó bien como un Estado, con derechos semejantes 
á aquel á quien se reunió. 

Un cambio semejante en la existencia de un Estado 9 - 

i I» 1 1 „• • » • I I Del efecto 

puede resultar de una revolución interior combinada con WD re u 
la conquista hecha por un pais estranjero, confirmada y ¿^J¡¿ 
modificada por los tratados. De esta manera la casa d' do forrando 
Orange fué espulsada de las Provincias Unidas en 1797 r^"",. 

1,1) Vattel, Droit des gens y Wv. ll.ckap. IV, §. 5C— Martuns, Préei» 
du Droit des gens } liv. III, chap. 1 1, §. 79— S2. 
(2) Whcuton'i, Reporte, vol. III, p. 610. 

(3; Vid. part. IV, cbap. III, Droits de la guerre á Pegará des neutres. 
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rior coiiibi. á consecuencia de la revolución y triunfos de las armas 
uhu rcvoíu- francesas, haciendo que un régimen democrático sustitu- 
to" ÍDlC ^ ese ^ ant '& ua constitución nerlandesa. Al mismo tiem- 
po las provincias de los Paises Bajos, que habian estado 
unidas mucho tiempo á la monarquía austríaca, bajo la 
forma de un mismo Estado, fueron invadidas y conquis- 
tadas por la Francia, y en seguida agregadas á la repú- 
blica francesa por los tratados de Léoben y de Lunéville. 
Desde la restauración del Stadthouder en 1813 tomó el 
título de príncipe soberano, y en seguida el de rey de los 
Paises-Bajos, y por los tratados de Viena, las antiguas Pro- 
vincias Unidas fueron agregadas á Bélgica para formar un 
solo Estado bajo la soberania de un nuevo rey. 

He aquí el ejemplo de dos Estados reunidos para no 
formar mas que uno solo. La existencia independiente 
de dos antiguos Estados cesa bajo la razón de uno ú otro, 
mientras que los derechos y las obligaciones continúan lo 
mismo para con los Estados estranjeros, escepto el caso 
en que estos derechos y estas obligaciones sean alteradas 
por las estipulaciones mismas del tratado que ha consti- 
tuido el nuevo Estado. 
$• 10. Si el cambio en la existencia de un Estado proviene á 

Efecto 80- j i i , i 

iirciuiden- consecuencia de la separación de una provincia o de una 
tida<t de mt colonia da la madre patria, la soberania esterior de este 

Estado por 1 

la separa- Estado no puede considerarse completamente establecida, 
' colonia ó ¿1 nas * a ' as potencias eslranjeras no reconozcan su in- 
unaproviii- dependencia. Mientras que la guerra civil continúa, y 
dü d i»tria! a <\ ue I a madre patria no ha renunciado sus derechos de so- 



beranía, los Estados estranjeros pueden quedar neutrales, 
concediendo á las partes beligerantes los derechos que la 
guerra concede á los enemigos públicos; ó bien pueden 
reconocer la independencia del nuevo Estado> y formar 
con él tratados de amistad v comercio: ó en fin, aliarse 
con una de las parles beligerantes. En el primer caso 
ninguna de las dos partes tiene derecho á quejarse por 
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esa conducta. Los dos últimos casos abrazan cuestiones 
que pertenecen mas bien al dominio de la política que al 
del derecho internacional; mas el uso general de las na- 
ciones, en igualdad de circunstancias, hs mostrado bien la 
opinión de los hombres sobre este punto. Asi, por ejem- 
plo, ios cantones Suizos y las Provincias Unidas de los 
Paises-Bajos han ejercido todos los derechos de la paz y 
de la guerra, y todos los de la soberanía por mucho tiem- 
po, sin que hayan sido reconocidos por el imperio germá- . 
nico y por la España. 

El reconocimiento de los Estados-Unidos de América 
por la Francia, asi como los recursos secretamente acor- 
dados por la corte de Versailles á las colonias insurrectas, 
fueron considerados como actos de injusta agresión para 
la Inglaterra (1). En aquellas circunstancias el gobierno 
ingles pudo tener razón; mas si el gobierno francos hu- 
biera tratado de buena fé, y hubiese guardado una neu- 
tralidad imparcial entre las dos partes, beligerantes, seria 
dudoso si el tratado de comercio, v aun de alianza eveh- 
tual, entre la Francia y los Estados-Unidos, hubiesen sido 
motivos justos de guerra por parte de la Inglaterra contra 
la Francia. 

El ejemplo mas reciente todavía del reconocimiento de 
la independencia de las colonias españolas de la América 
del Sur por las grandes potencias marítimas, pendiente el 
reconocimiento de su independencia por la madre patria, 
prueba con mas fuerza aún que la opinión general de las 
naciones es: que en el caso de que una colonia subleva- 
da haya declarado sostener su independencia, el recono- 
cimiento de esta soberanía por otras potencias es única- 
mente una cuestión de política y de prudencia. 

Esta cuestión debe decidirse por el poder soberano de 
im Estado estranjero, y no por una autoridad inferior, ó ^" a "^ 0T ¡S¡¡ 

(1) Martenp, Noutelles causes célebres du droil des gciis, t. 1, p. 370 á 
4üS. — \VIio:itoti. Histoire du droit des gens, t. 1, p. 381. 

T. I.-7 

> 
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poi lo» Es- por los particulares. Mientras que la independencia del 
irunjcros!" Estado nuevo no lia sido reconocida por el poder sobera- 
no del Estado estranjero, en el que su soberanía se puso 
en cuestión, ó por el gobierno del Estado á que antes per- 
tenecia, los tribunales y los subditos de los otros Estados 
deben mirar el antiguo orden de cosas, como que ha con- 
tinuado existiendo legalmente (1). 
DcbVe'fcc k° s efectos producidos por un cambio en la forma 
ios produ- fie gobierno, ó en la persona del soberano de un Estado 
«dos por cualquiera, sobre las relaciones internacionales de un Es- 



uu caí 



íundamen- tado con las otras potencias, pueden ser examinados bajo 
Ylt2 t] Z ^versos puntos de vista. 

wiacio- l.o £ on relación á los tratados de alianza ó de co- 

nrs de este , , n . i 

B*tado con mercio de este Lstado. 

potenriM ^° Con relación á sus deudas públicas. 

3. ° Con relación al dominio público, ó á los derechos 
de propiedad privada. 

4. ° Con relación á las injusticias ó á los actos de vio- 
lencia hechos por el Estado al gobierno ó á los subditos 
de otro Estado. 

Del efecto j o l os publicistas entablan una diferencia entre los 

de este 1 . 

«rnbio so- tratados personales y los reales. Los primeros son aque- 
hlC t*&ol a ^ os ( I ue se refieren esclusivamente á las personas de los 
contratantes. Tales son las alianzas de familia y los tra- 
tados de garantía de la posesión de un trono á un sobe- 
rano y su familia. Estos tratados espiran con los que 
los han ajustado. 

Los tratados reales son aquellos que se han hecho á 
nombre del mismo Estado v subsisten mientras subsiste 
el Estado, a no ser que se haya fijado el tiempo de su 
duración. Son obligatorios al Estado aunque haya cam- 
biado la forma de su gobierno, la dinastía, ó la persona 
• del soberano. Solamente un tratado hecho para evitar 

(1) Veecy's Ch. Reporis, vol. IX, p. 347.— Edward's Admiralty Re- 
porta, vol. 1, p. 1: appendix IV, note D. — Wheatou's Reporis, vol. 111 p. 321. 
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un cambio en ta constitución del Estado, forma escepcion 
de esta regla. Un tratado semejante cesa necesariamen- 
te al momento que se ha introducido algún cambio en la 
constitución del Estado (1). 

A esta distinción entre los tratados personales y los 
reales se ha objetado que no está lógicamente deduci- 
da de los principios reconocidos. En efecto, es preciso 
admitir que hay ciertos cambios en la constitución inte- 
rior de un Estado, ó en la dinastía reinante, ó en la per- 
sona del soberano, que dan por resultado anular los con- 
tratos hechos por este Estado con las otras potencias. La 
obligación de los tratados, cualquiera que sea el nombre 
con que se les designe, está fundada no solamente sobre 
el contrato mismo, sino también sobre las relaciones mu- 
tuas entre las partes contratantes, relaciones que los han 
precisado á entrar en ciertas obligaciones recíprocas. Los 
tratados no pueden, pues, subsistir sino por el mismo tiem- 
po que subsistan las relaciones. En efecto, es evidente 
que estas relaciones cesan, á consecuencia de un cambio 
en la organización social de uno de los Estados contra- 
tantes; circunstancia que si se hubiera previsto por el otro 
Estado, seguramente que no habría entrado en convenios; 
por lo que decimos que solo este hecho es bastante para 
que el tratado deje de existir. 

2.° Un cambio en la forma de gobierno de un Esta- Efectos 
do, ó en la dinastía reinante, ó en la persona del sobera- ÍSír^w 
no, no afecta en nada la obligación de las deudas públi- ác ^**j ui 
cas contraidas por este Estado. En efecto la forma esen- 
cial del Estado que la constituye una sociedad indepen- 
diente, continúa siendo la misma; solo ha cambiado su 
forma accidental. La nación es siempre responsable de 
las deudas públicas contraidas por los agentes debida- 
mente autorizados, aunque la constitución del Estado 

(1) Vatte', Droit dea geni, \W. II, chnp. XII. $ 183-197. 
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haya cambiado (1). El nuevo gobierno sucede en Jos 
derechos del fisco al antiguo, y está por lo mismo obli- 
gado á cumplir las obligaciones que aquel tenia. Es 
el propietario de los bienes públicos del Estado, y debe 
por consiguiente pagar las deudas precedentemente con- 
traídas (2). 

3.° Después de una revolución en un Estado, el nue- 
sohre la vo gobierno establecido adquiere el dominio de los bie- 

JScay 1 nes I )UDnC0S J sm q ue P or es l° se opere en manera alguna 
sobre. )o« ningún cambio en el derecho de propiedad de los parti- 
d píopS culares. Sin embargo, puede llegar á verificarse un cam- 
partuiiiur. ]jj 0 semejante, cuando la autoridad nacional ordene una 
confiscación total ó parcial de los bienes del partido ven- 
cido, en cuyo caso debo tomarse el hecho por el derecho. 
Mas para que este cambio llegue á producir tal efec- 
to sobre los derechos de propiedad de los particulares, 
se necesita un acto de confiscación positiva y no equí- 
voca. 

Por el contrario si la revolución ha sido por el esta- 
blecimiento del antiguo orden de cosas, los bienes públi - 
eos y privados que no hubiesen sido definitivamente ven- 
didos ó confiscados, vuelven á sus a»tiguos dueños al mo- 
mento en que el gobierno se ha restablecido, lo mismo 
que en el caso de que un enemigo estranjero haya deso- 
cupado un territorio, vuelven los bienes á aquellos que 
los poseían anteriormente La propiedad nacional que 
no ha sido enagenada por un acto válido del Estado, vuel- 
ve al antiguo soberano al instante que él ha recobrado su 
soberanía. Los. bienes de los particulares que han sido 
secuestrados, vuelven á sus antiguos propietarios, como 



(1) Grotius, de Jure belli ac pacig. lib. II, cap. IX, $ 8, n. 1 — 3. — Pn- 
ffendorf, de Jure vatura et gentium, lib. VIII, cnp. XII. § 1, 2, 3. 

(2) Heffter, das europiiitche Vólkerrecht, § 24, Bona non inteliguntur 
niai deducto aere alieno. 
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en el caso en que hayan sido quitados á un enemigo, se- 
gún el principio del derecho de postliminio. 

Mas si los hienes nacionales han sido enajenados, ó 
los bienes de los particulares han sido confiscados y ven- 
didos por cualquier acto del Estado, durante la revolu- 
ción, la cuestión de la validez de una enajenación seme- 
jante de los derechos de propiedad, debe ser mas difícil 
de resolverse. 

En general, el soberano mismo de un pais cualquiera 
no tiene derecho de enagcnar, ni aun en parte, los bie- 
nes públicos en favor de sus propios subditos, á no ser 
que haya sido espresamente autorizado para ello por las 
leyes del Estado. Pero si se trata de transacciones inter- 
nacionales, en que los gobiernos estranjeros y sus sub- 
ditos están interesados, puede presumirse, como (pie for- 
ma parte de la autoridad el derecho de hacer estos tra- 
tados (1). De la misma manera, cuando los gobiernos 
estranjeros, ó sus subditos, tratan con el geí'e actual de 
un Estado, ó con el gobierno de hecho, reconocido por el 
consentimiento tácito de la nación, para adquirir los bie- 
nes públicos ó los bienes confiscados de los particulares 
en provecho del Estado, los actos de tal gobierno deben 
considerarse como válidos por el soberano legitimo desde 
su restauración, cualesquiera que sean los actos de aquel 
á quien este soberano considera como usurpador (2). Por 
otra parte, parece que tales enajenaciones de bienes pú- 
blicos ó privados hechas en favor de los subditos del Es- 
tado, pueden anularse ó confirmarse, según la voluntad 
del soberano restaurado y según la conducta que él juz- 
gue mas conforme á sus miras políticas, reservando en 
toda ocasión el derecho legal de los que adquirieron es- 

(1) Puffl-ndorf, de Jure natura el gentium, Hb. VIII, cap. XII, § 1—3. 
— Vattel, Droit des gen», ]\v. I, chap. XXI, $ 260 et 261. 

(2) Grotius, de Jure belli ac paets, 1¡b. II, cap. XIV, § 16. 
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tos bienes para que se les indemnicen las mejoras que 
hicieran durante el tiempo que los poseyeron (1). 

En el caso de que el precio de los bienes confiscados 
ó vendidos se haya recibido por el Estado, la enajena- 
ción puede confirmarse y los antiguos propietarios pue- 
den ser indemnizados por el tesoro público, como suce- 
dió con los bienes de los franceses emigrados, confisca- 
dos durante la revolución Las ventas de las propieda- 
des nacionales de las provincias alemanas y belgas, reuni- 
das á la Francia en tiempo de la revolución, y en segui- 
da separadas del territorio francés por los tratados de Pa- 
rís y de Viena de 1844- y 1815, y las de los paises que 
componían la confederación del Rhin ó el reino de Italia 
y los Estados del Papa, fueron en general confirmadas por 
estos tratados y por los actos de la Dicta germánica ó de 
los soberanos restaurados. La enagenacion de los domi- 
nios pertenecientes á los diversos paises de que se ha 
compuesto el reino de Westfalia, dieron lugar á un largo 
y difícil litigio ante la Dieta. El electorado de Hesse y 
el ducado de Brunswick rehusaron reconocer la enagena- 
cion de los bienes públicos en sus respectivos territorios, 
mientras que la Prusia, que había reconocido al rey de 
\yestfalia, reconoció igualmente la validez de los actos de 
este príncipe, en la parte de su reino que fué reunido á 
la monarquía prusiana por los tratados de Viena (2). 
inu-abm" ^ e £ un ' os principios estrictos del derecho de 

dad de un gentes, el Estado es responsable de las estorsiones ó ac- 
imrvo "por tos ^ c violencia cometidos por un gobierno de hecho 
las estor- contra los otros Estados ó sus subditos, aun en el caso 
»o "de°vi^ de un cambio en la constitución interior, ó en la dinastía 

( 1 ) Kliiber, Droit des gene, sect. 1 1 , chap. I, § 2. r >8. 

(2) Contersations Lexicón, Artikcl Domainen Verkauf. Ileffter, das 
europáischc Volkerrecht, § 188. — Kli'iber, nffentliches Recht des deutachen 
Hundes, $ 169.— Rotteck, und W'ekker, Staats Lexicón] Artikcl Domai- 
nen Verkauf. 
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icia rn- 



reinante de este Estado. Este principio fué aplicado en lene 
todo su rigor, por las potencias aliadas de la Europa con- "^ b °*J^ 
tra la Francia, en los tratados de paz de 4814 y 1815. anterior. 
Se encuentran ejemplos mas recientes de la esplicacion 
de este principio en las negociaciones que han tenido lu- 
gar entre el gobierno; de los Estados-Unidos de América 
y la Francia, la Holanda y el reino de Ñapóles, á causa 
de la loma y confiscación de unos buques americanos he- 
chas por órdenes de Napoleón, dadas en Berlín y en Mi- 
lán. La responsabilidad del gobierno francés en este ca- 
so fué apenas disputada bajo la restauración y ella ha si- 
do espresamcnte admitida por el gobierno actual en el tra- 
tado concluido con los Estados-Unidos en 1831. La apli- 
cación de este principio á las confiscaciones de los buques 
americanos y. sus cargamentos, hechas por Murat cuan- 
do fué rey de Ñapóles, fueron después contradichas por 
el gobierno legítimo; pero las discusiones sobre este pun- 
to entre los gobiernos americano y napolitano, terminaron 
a) fin por un tratado de indemnización. 

"Toda nación que se gobierna por sí misma (dice Vat- $ 
tcl) bajo cualquier forma que sea, sin sujeción á un es- j^eIu. 
tranjero, es un Estado soberano (i). Esta definición no d^bcrnuo 
puede adoptarse como enteramente exacta. Hay Estados 
completamente soberanos é independientes que no reco- 
nocen otro superior que Dios, y hay otros en que la so- 
beranía está modificada de diversas maneras." 

Todos los Estados soberanos son iguales ante el dere- Dcinipuii- 

. . " «liul de leí 

cho internacional, cualquiera que sea, por otra parte, su Estado» so- 
poder relativo. La soberania de un Estado no se altera bliauo * 
por la obediencia ocasional de las órdenes de otro Esta- 
do, ó aun por la ¡nfiuencia habitual que este último pue- 
da ejercer por sus consejos. A no ser que el derecho de 
exigir esta soberanía ó de ejercer su influjo esté recono- 

(1) VatUl. Droit des gens. liv. 1, chnp. 1, sect. 4. 
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oido por un convenio espreso, en cuyo caso la soberanía 
del Kstado de una fuerza inferior, es alterada por eslas 
relaciones con una potencia mas poderosa. Los tratados 
de alianza igual, libremente celebrados entre dos Estados 
independientes, no alteran su soberanía. Los tratados do 
alianza desigual, ó de protección, pueden tener por objeto 
limitar ó modificar la soberanía del Kstado inferior, ó pro- 
tegerlo, según las estipulaciones contenidas en dichos tra- 
tados. 

ru LsEs. k° s Estados que dependen asi de otros para el ejerci- 
tadoeiuedio ció de ciertos derechos que son esenciales á la perfección 
Seranos. ^ | a SODernn ía, se llaman Estados medio-soberanos (1). 

íbrt de 1 es c l ue P or e ^ ac *° ^ ina ^ ( ^ con £ reso de Viena de 

Cracovia. 1815, la ciudad de Cracovia, en Polonia, fué declarada 

libre, independiente y neutra, bajo la protección de la Ru» 
sia, de la Austria y de la Prusia. Por este acto las tres 
grandes potencias se obligaron á respetar, y hacer que se 
respetase en todo tiempo, la neutralidad de la ciudad de 
Cracovia y de su territorio, y declararon que ninguna 
fuerza armada podria jamas introducirse allí bajo ningún 
pretesto. Al mismo tiempo quedó entendido y espresa- 
mente estipulado, que no podia concederse en la ciudad ó 
territorio de Cracovia ningún asilo á los prófugos, deser- 
tores ó gente perseguida por la ley, perteneciente al ter- 
ritorio de una ú otra de estas potencias, y que sobre la 
demanda de estradicion, que podria hacerse por las auto- 
ridades competentes de tales individuos, serian arrestados 
y entregados sin dilación, bajo buena custodia, á la guar- 
dia encargada de recibirlos en la frontera (2). 

(1) Klüber, Droit des gens moderne de l'Europc, § 21. — Ileffter, das 
europáische Vülkerrecht^ § 11). 

(2) Por un convenio celebrado en Viena, el 6 Jo Noviembre de 1816, en- 
tre la Rusia, la Austria y la Prusia, la ciudad de Cracovia fué agregada al 
imperio de Austria. Los gobiernos de la Gran-Bretaña, de la Francia y 
ile la Succia han protestado contra este acto, como violación dtl acto iuml 
de 1815. 
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Pop un convenio .celebrado en París en 1815, entre *»t*AQ» 
la Rusia, la Austria, la Prusia y la Inglaterra, las islas u»¡SL tó 
Jónicas quedaron constituidas en un Estado semi-sobera- nlc * 8 - 
no. Esta convención declara, que 

"Las islas de Corfú, Cefalonia, Zante, Santa Maura, 
¡thaca, Cérigo y Pateo, con sus dependencias, forman un 
solo Estado libre ó independiente, bajo la denominación 
de Estados-Unidos de las islas Jónicas." 

"Este Estado está bajo la protección inmediata y es- 
clusiva de su majestad el rey de la Gran-Bretaña y de sus 
herederos y sucesores." 

"Para asegurar, sin restricción á los habitantes de los 
Estados-Unidos de las islas Jónicas las ventajas que les 
resultan de la alta protección bajo la cual se han coloca- 
do, y del ejercicio de los derechos inherentes á esta pro- 
tección, S. M. Británica tendrá el de ocupar las fortalezas 
y plazas de estos Estados, y mantendrá allí una guarni- 
ción. La fuerza militar de dichos Estados-Unidos estará 
también tajo las órdenes del comandante de las tropas de 
S. M. Británica." 

Conforme al art. 3.° de estos convenios, los Estados- 
Unidos de las islas Jónicas han arreglado, con la aproba- 
ción de la potencia protectora, su organización interior. 

"El gobierno civil de estos Estados está compuesto de 
una asamblea legislativa, de un senado y de un poder ju- 
dicial. 

"El mando militar pertenece al comandante en gefe de 
las tropas de S. M. el rey protector. 

"La asamblea legislativa se elige por el cuerpo de no- 
bles electores. 

"Los miembros del senado son escogidos en la asam- 
blea legislativa. 

"El poder judicial lo elige el senado. 

"S. E. el lord gran comisario convoca y proroga el 
parlamento, cuya próroga no puede pasar de seis meses. 
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4, S. M. el rey protector puede disolverlo. 

"El senado está compuesto de seis miembros, incluso 
el presidente. Al senado pertenece el poder ejecutivo. 

"El nombramiento del presidente del senado se hace 
por S. M. el rey protector. Este presidente debe ser .Ió- 
nico y noble. 

"La elección de senadores debe ser aprobada por el 
lord gran comisario. 

"Ningún individuo, natural ó subdito de los Estados- 
Unidos de las islas Jónicas, puede ejercer las funciones de 
cónsul ó vice-cónsul de cualquiera polencia estranjera, 
cerca de los mismos Estados. 

"Los cónsules británicos cerca de las potencias estran- 
jeras, sin escepcion, son considerados con el carácter de 
cónsules ó vice-cónsules de los Estados-Unidos de las is- 
las Jónicas, y los subditos de ollas tienen derecho á su 
entera protección. 

"Toda demanda que á estos Estados convenga hacer á 
una potencia estranjera, debe trasmitirse por el senado al 
lord gran comisario, quien la remite al ministro del rey 
protector, residente cerca de la misma potencia, á fin de 
que la présenle según las formas présenlas. 

"La aprobación de todo agente ó cónsul estranjero cer- 
ca de los Estados-Unidos de las islas Jónicas, será dada 
por el senado, por el órgano de S. A. el presidente, y con 
el consentimiento de S. E. el lord gran comisario de S. 
M. el rey protector. 

"Todos los buques que naveguen bajo el pabellón Jó- 
nico, antes de salir de los puertos de estos Estados á al- 
gunas de las islas de ellos mismos, deben ir resguarda- 
dos con un pasaporte dado por S. E. el lord gran comi- 
sario; y sin este requisito ninguna navegación de cualquier 
• buque que sea se considerará legal. 

"El pabellón de comercio de los Estados-Unidos de las 
islas Jónicas, es el anticuo pabellón de estos Estados, al 
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cual va unido el de la Union Británica, que está colocado 
en la parte superior de la asta bandera. 

"El pabellón británico está enarbolado diariamente en 
todas las fortalezas de los Estados-Unidos de las islas Jó- 
nicas; pero en los días de fiesta y de regocijos públicos, 
se enarbola un pabellón hecho espresamente y adornado 
con las armas de dichos Estados" (1). 

Comparando esta acta con las estipulaciones del con- 
greso de Viena, relativas á la independencia de Cracovia, 
se encuentra una diferencia importante entre la naturale- 
za de la soberanía atribuida á cada uno de estos Estados. 
La ciudad libre, independiente y neutral de Cracovia, es- 
tá completamente independiente bajo el protectorado de 
tres grandes potencias, mientras que los Estados-Uni- 
dos de las islas Jónicas están de tal manera ligados á la 
potencia protectora, por el tratado y por la constitución 
establecida eñ virtud de lis estipulaciones de dicho trata- 
do, que su soberanía interior y esterior están esencial- 
mente alteradas. Las islas Jónicas están en efecto go- 
bernadas como una colonia inglesa por un gran comisa- 
rio nombrado por la corona, el cual ejerce el poder eje- 
cutivo, y cuyo poder legislativo no está limitado sino con 
respecto á lo que pertenece á las cámaras legislativas, or- 
ganizadas según la constitución (2). 

A mas de la ciudad de Cracovia y los Estados-Unidos y^ tro * ñ 
de las islas Jónicas, hay otros Estados medio soberanos, rO- dio sobeia- 
conocidos por el derecho público de la Europa. Tales son: noi * 

1.° * Los principados de Moldavia, de Valaquia y de 
Sérvia, señoríos de la Puerta y que existen bajo la pro- 
tección de la Rusia, según los tratados sucesivos entre 
estas potencias; tratados confirmados por el d'Andrinople 
en 1829 (3). 

(1) Marteng, Nouveau Recueil, t. 11, p. 663. 

(2) Martens, Precié du Droit de* gens, liv. 1, chap. 11, §. 20, note A. 

(3) Wheaton, Hittoire de Droit des gen*, t. 1 1, p. 239. 
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2. ° El principado de Monaco que habia existido bajo 
el protectorado de la Francia desde 1641 hasta la revo- 
lución francesa, que fué restablecido bajo el mismo pro- 
tectorado por el art. 3.° del tratado de París de 1814, y 
cuyo*-protectorado se reemplazó con el de la Cerdeña, en 
virtud del tratado de 1815 (1). 

3. ° La república de Poglizza, en Dalmacia, bajo el 
protectorado de la Austria (2). . 

4. ° El antiguo imperio germánico estaba compuesto 
de un gran número de Estados, que aunque cada uno de 
ellos gozaba de lo que se llama supremacía territorial [Latir 
deshoheit) no podian considerarse como enteramente so- 
beranos, puesto que estaban sometidos á la autoridad le- 
gislativa y judicial del emperador y del imperio. Estos 
pequeños Estados fueron absorbidos en la Confederación 
Germánica, á escepcion del señorío de Kuiphausen, sobre 
las costas del mar Báltico, el cflal conserva aún sus anti- 
guas relaciones feudales con el ducado d'Oldenbourg, y 
puede considerarse como un Estado medio soberano (3). 

El Egipto fué poseido por la Puerta Otomana durante 
la dominación de los mamelucos, mas bien como un Es- 
tado avasallado que como una provincia. Las tentativas 
de Méhémet-Ali después de la destrucción de los mame- 
lucos para independerse de la Puerta y subyugar á las 
provincias limítrofes, dieron lugar á la convención, firma- 
da en Londres el 15 de Julio de 1840, entre la Austria, 
la Gran-Bretaña, la Prusia y la Rusia, y á la que accedió 
la Puerta. A consecuencia de las medidas adoptadas 
por las partes contratantes para poner en ejecución los ar- 
tículos de este convenio, acordaron dar la administración 
de Egipto á Méhémet-Ali, para sí y para sus herederos en 
Jínea directa, mediante el pago de un tributo anual. To- 

(1) Martcns, Nouvcau Rccueil, t. 11. 

(2) Martcns, Precié du Droit des gene, Hv. 1, chap. 11, §. 20. 

(3) Heffter, das europáische Volkcrrecht, §.19. 
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das las leyes y todos los tratados del imperio otomano de- 
bieron ser obligatorios para el Egipto, como si fuera par- 
te de este imperio. El pacha tiene, sin embargo, el de- 
recho de recibir, como delegado del sultán, las tasas é 
impuestos legalmente, establecidos en la provincia. Las 
fuerzas de tierra y de mar mantenidas por el pachá, se 
consideran como que forman parte de las del imperio oto- 
mano y como ocupadas en servicio de él (i). 

Los Estados tributarios y aquellos que están sometidos §• 14 - 
á otros por un sistema feudal, no dejan de ser reconocí- taditribt 
dos como Estados soberanos mientras que estas relacio- J^J^ 
nes no afectan su soberanía. Así es que el tributo pa- av 
gado antiguamente por las principales potencias marítimas 
de la Europa á los Estados berberiscos, no afectó en na- 
da la soberanía ó independencia de estas potencias. Así 
también el rey de Nápoles lia sido vasallo de la Santa Se- 
de desde el siglo XI hasta 1818, sin que por esta depen- 
dencia feudal se considerase nunca disminuida en algo la 
soberanía de este rey (2). 

Las relaciones políticas de la Puerta Otomana con los De !»• re- 
Estados berberiscos, son de un carácter estremadamente tre la Puer 
irregular. Su obediencia ocasional á las órdenes del sul- j* ° to ,™ a ~ 
tán, así como el pago de un tributo, no obsta para que E»udo»ber 
se les considere por las potencias cristianas de Europa y beri9Cü8, 
América, como Estados independientes, con los cuales las 
relaciones de paz y de guerra se mantienen bajo el mis- 
mo pié que con los otros países mahometanos. Durante 
la edad media, y sobre todo en tiempo de las cruzadas, 
eran estimados como piratas. 

Bugia ed Algieri, infami nidi di cor tari. 

dijo el Tasso. Mas mucho tiempo ha son reconocidos como 
potencias legítimas, y gozan de todos los atributos que dis- 

( 1 ) VVheaton, Hisioire du droit des gens } t. 11, p. 289. 

(2) Vattel, Droit des gens, liv. 1 , chap. 1 , §. 8. 
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tinguen un Estado legítimo de una asociación de ladro- 
nes y piratas (1). "Los argelinos, los tripolitanos, los 
tanisenses y los de Sale (dice Binkershoek), no son pira- 
tas, sino sociedades regularmente organizadas, que tienen 
un territorio fijo y un gobierno establecido, con los cua- 
les hemos estado alternativamente en paz ó en guerra, co- 
mo con las otras naciones, y que pueden reclamar por 
consiguiente los mismos derechos que los otros países in- 
dependientes." Los soberanos de Europa han celebrado 
tratados con ellos, y los Estados generales lo han hecho 
con frecuencia. Cicerón define un enemigo público, aquel 
qui habet rempublicam, curiam, aerarhim, cotisensttm el 
concordiam civium, rationem aliquam, si res ita tulisset, 
pacis et foederis. (Philipp. IV, cap. XIV.) Todas estas co- 
sas se encuentran entre los bárbaros de la Africa, puesto 
que ellos respetan los tratados de paz y de alianza, tanto 
como las otras naciones, que en lo general se ocupan mas 
de lo que les aprovecha que de sus compromisos; y si no 
observan la fe de los tratados con toda escrupulosidad, 
no puede exigirse mas de ellos, puesto que seria inútil 
demandar esto mismo á los otros soberanos. Si obran 
con mas injusticia, que las otras naciones, no deben por 
esto, como ha observado bien Huberus (de Jure civitatis, 
1. III, sect. IV, cap. V), perder los derechos y los privile- 
gios de los Estados soberanos (2). 
Relaciones L as relaciones políticas de las tribus indígenasde la Amé- 
tribírindl rica del Norte con los Estados-Unidos, son las de un Estado 
penas de la menos soberano con las del Estado bajo cuva protección 
Norte y ios se encuentra. Cualquiera de estas tribus se halla en- 
F £SdoT. teramente sometida á las leyes de los Estados de la Union 
en los límites territoriales en que se encuentra: otras re- 
conocen por convenios espresos que su existencia depen- 

(1) Sír L'Genkin's work*, vol. 11, p. 791.— Robinso.n's, Admtralty Re- 
» porf», vol. IV, p. 5. 

(2) Bynkershoek, Quaeationam juris publici, lib. 1, cap. XVII. 
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de absolutamente del Estado en cuyo territorio residen; 
otras, finalmente, conservan una soberanía limitada al ter- 
reno que ocupan. Tal es la condición de los indios ai 
Oeste del Estado de la Georgia (1). 

La corte suprema de los Estados-Unidos ha decidido 
por un decreto de 1831, que la nación de los Queroque- 
ses (Chcvokccs) residente en los límites del Estado de la 
Georgia, constituye un Estado ó una sociedad política dis- 
tinta, capaz de gobernarse independientemente de las 
otras, y que so le lia considerado de esta manera desde 
la primera colonización del pais. En los muchos tratados 
hechos con esta nación por 'los Estados- Unidos, la han re- 
conocido siempre como un pueblo capaz de mantener las 
relaciones de la paz y de la guerra. Sus relaciones con 
el gobierno de la Union, son las de un Estado dependien- 
te con aquel de quien depende: puede considerarse que 
son como las de un pupilo con su tutor; sin embargo, las 
tierras ocupadas por estos indios les pertenecen, á no ser 
que hayan cambiado su propiedad por una enagenacion 
voluntaria (2). 

La misma decisión fué repetida en un decreto espedi- 
do en 1832. En este decreto la corte suprema declara, 
que el gobierno ingles, antes de la emancipación de las 
colonias, no se mezclaba jamas en los negocios interiores 
de los indios, escepto para alejar los agentes estranjeros, 
que procuraban comprometerlos en alianzas con las po- 
tencias enemigas ó rivales de la Inglaterra. El gobierno 
ingles se aseguró de la alianza ó dependencia de los in- 
dios, acordándoles subsidios; les compró tierras por con- 
tratos de venta, libremente consentidos, y no los obligó 
jamas á hacer una concesión contra su voluntad. Este 
gobierno los consideró siempre como naciones capaces de 

(1) Grancir» Report», vol. V, p. 1. 
C2 ) Ptter'a Reporta, vol. V, p. 1. 
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gobernarse por sí mismas, bajo la protección de la Gran- 
. Bretaña. Los Estados-Unidos, que sucedieron en los de- 
rechos de la Gran-Bretaña, con relación á los indios, si- 
guieron la misma política para con ellos, y la protección 
reclamada por una parte y estipulada por la otra, se tenia 
por las dos partes contratantes como una obligación que 
une un Estado á otro como aliado, dependiente de una 
potencia superior. Una potencia débil no renuncia su so- 
beranía y el derecho á gobernarse por sí misma, al colo- 
rearse bajo la protección de una potencia mas fuerte. Tal 
es la doctrina del derecho de gentes; y la corte ha decla- 
rado que la nación de los Queroqueses (Chtrokees), es una 
sociedad política distinta, que ocupa un territorio que le 
pertenece; pero metido en el de la Georgia con sus lími- 
tes exactamente marcados, en el cual no pueden ser apli- 
cadas las leyes de este Estado, y adonde los ciudadanos 
de la Georgia no pueden entrar sin consentimiento de los 
Queroqueses (Cherohees), ó en virtud de los tratados ó de 
las actas del congreso (4). 
Dcios ¿i- Los Estados son, ó separados é independientes, ó uni- 
t: d°s " P de ^ os k a <Í° ^ a dominación de un soberano común, ó por una 
ios unidos* alianza federal. 
*. 16. si esta unión, bajo el dominio de un soberano común, 

Union per J . . . , . 

•onai bajo no es una unión incorpórea, es decir, si la unión es soia- 
i no mente personal representada en la persona del príncipe 
reinante; y aun siendo real, si las diferentes partes que 
la componen están unidas con una perfecta igualdad de 
derechos, la soberanía de cada Estado permanece sin nin- 
guna alteración (2). 

Los reinos de la Gran-Bretaña y de Hanóver estaban 
antes sometidos á un mismo príncipe; mas cada uno de 

r 

(1) Kent'a Commentaires on American Law, vol. III, p. 382. 

(2) Grotiua, d eJure belli ac pací*, lib. 11, cap. IX, §. 8 et 9. — Klüber, 
Droit de» gens modr.rne de l'Europe, part. 1, cap. 1, §. 27. — Hcfiler, da» 
europáiscKe Volkerreckl t §. 20. 
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los dos reinos se gobernaba por sus propias leyes y te- 
nían una administración enteramente distinta; ambas con- 
servaban, pues, sus derecbos de soberanía é independen- 
cia nacional. El rey de Prusia es también príncipe so- 
berano del principado de Neufchátel, uno de los Cantones 
de la Confederación Suiza, sin que por esto ese pais de- 
je de mantener sus relaciones con la Confederación, ni 
esté reunido á la monarquía prusiana. 

Los reinos de Suecia y Noruega, están unidos bajo la 
misma dinastía; cada uno de estos reinos conserva su 
constitución, sus leyes y su administración distinta; pero 
su soberanía esterior está representada por el rey de Sue- 
cia y Noruega. 

La unión de los diversos Estados que componen la * 17 - 

, . . i i n i i í "ion real 

monarquía austríaca, es una timón real. Los Estados bajuiamís- 
bereditarios de la casa de Austria, el reino Lombardo Ye- n t a sobcra ' 

nía. 

neto, los reinos de Hungría y de Hohemia, la Galicia, y ' 
otros países, están unidos por una liga indisoluble bajo 
la misma dinastía; pero con leyes fundamentales é insti- 
tuciones políticas distintas. Aunque la soberanía interior 
de cada uno de estos Estados, subsiste por la relación 
que tiene con los otros Estados y la corona imperial, la 
soberanía esterior está absorbida por la soberanía general 
de la monarquía austríaca, en lo relativo á las relaciones 
internacionales con las otras potencias. La unidad polí- 
tica de los Estados que componen el imperio de Austria, 
forma, lo que los publicistas alemanes llaman, una comu- 
nidad de Estado (Gesammtstaat), comunidad que des- 
cansa sobre los antecedentes históricas. El progreso na- 
tural de las cosas es lo que ha formado este imperio, aglo- 
merando naciones diversas que han defendido, por todo el 
tiempo que les ha sido posible, sus constituciones antiguas, 
v que solo han cedido á la fuerza que las ha arrastrado. 

Una unión incorpórea, es como la que existe entre In- iJ on x \ _ 
¿jláterra, Escocia ó Irlanda, que forman un solo Estado corpo™. 

T. Í.-9 
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unido bajo la misma corona y el mismo parlamento, aun- 
que cada uno de estos reinos conserva todavía en muchos 
casos sus leyes particulares y una administración separa- 
da. La soberanía interior y csterior de cada uno de es- 
tos tres reinos, está absorbida en la del reino unido de 
la Gran-Bretaña y de la Irlanda, formado por la reunión 
sucesiva de estos tres reinos, y gobernado por el mismo 
soberano y el mismo parlamento. 
$ 19. La unión establecida por el congreso de Vicna entre 



Jotre ía Ru ' a Rusia y la Polonia, es de una naturaleza tan irregular, 
siayiaTü- q UC n0 es capaz de una definición exacta. Por el acto 

loma. 



final del congreso, se declaró que el ducado de Varsovia, 
á escepcion de las provincias .y distritos, de los que se ha- 
bía dispuesto otra cosa en los artículos siguientes, que- 
daba reunido al imperio de la Rusia, el cual quedaría 
ligado irrevocablemente por su constitución, para ser po- 
seído por S. M. el emperador de todas las Rusias, sus 
herederos y sucesores perpetuamente. S. M. imperial 
se reservó conceder á este Estado, el que gozase de una 
administración distinta, en la estension interior que 6\ 
juzgahi conveniente. Que tomaría junto con sus otros 
títulos, el de Czar rey de Polonia conforme al protocolo 
usado y consagrado á los títulos anexos á sus otras pose- 
siones. Y en fin, que las distintas partes de la Polonia 
pertenecientes á la Rusia, la Austria y la Prusia, obten- 
drían una representación en sus instituciones nacionales, 
reglamentadas según el modo de existencia política que 
cada uno de los gobiernos, al cual pertenecían, juzgase 
útil v conveniente acordarles, 
carta «cor- Conforme á estas estipulaciones, el emperador Alejan- 
^¡Icrador ^ r0 acordó una carta constitucional al reino de Polonia 
•aSX el de Noviembre de 1815. Según esta carta, el 

Polonia cu reino de Polonia se declaró reunido al imperio ruso, la 
1815 - autoridad suprema en Polonia debia ejercerse según lo 
prevenido en la constitución, y el emperador debia véni r 
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á coronarse á Varsovia, donde juraría la observancia de la 
carta. La nación Polonesa tendría una representación 
perpetua compuesta del rey y de dos cámaras formando 
la dieta. Este cuerpo estaría revestido de todos los po- 
deres legislativos, incluso el de exacción de impuestos. 
Debia subsistir la armada, el derecho de amonedación y 
las órdenes de mérito particular. • 

A consecuencia de Ja revolución do Polonia en 1830, d ^¿ fie,,t0 
el emperador Nicolás publicó un manifiesto el 14/26 de dor Nicolás 
Febrero de 1832 estableciendo un estatuto orgánico pa- 1880 ' 
ra el reino de Polonia, por el cual se declaró: que este 
reino quedaba reunido para siempre al imperio ruso, del 
cual constituiría una parle integrante. Que los empera- 
dores de Rusia y reyes de Polonia deberían celebrar su 
coronación en Moscou. Que la Dieta sería abolida, y el 
ejército del imperio y del reino no deberían formar mas 
que uno solo, sin distinción de tropas rusas y polonesas. 
Que la Polonia debía ser administrada separadamente por 
un gobierno general y por un consejo de administración 
nombrado por el emperador, con los códigos civil y crimi- 
nal distintos, que las modificaciones y los cambios bechos 
en las leyes y ordenanzas fuesen preparadas en el conse- 
jo de Estado del reino, y en seguida examinadas y con- 
firmadas en la sección del consejo de Estado del imperio 
ruso, llamada: *' sección para los negocios de la Polonia." 
Que se establecerían Estados provinciales consultivos, pa- 
ra que deliberasen sobre aquellos intereses generales del rei- 
no de Polonia, que pudiesen someterse á su consideración. 
Que las asambleas de los nobles, las de los comunes y los 
concejos de wyvodes, debían continuar como estaban. 

Los gabinetes ingles y francés protestaron contra esta 
medida del gobierno ruso, considerándola como una vio- 
lación, si no de la letra, al menos del espíritu de los tra- 
tados de Vicna (1) 

(1) AVIicaton, Hietoirc du droit dt$ gtn* y t. 11 p. 121 et suiv. 
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§20. Los Estados soberanos ligados por un pacto federal, 
luni fC ~ f° rman P or su unión ó un sistema de Estados confedera- 
dos propiamente dicho, ó un gobierno federal supremo 
que se llama Estado compuesto (i). 
§2i. En el primer sistema, que puede considerarse como 
i<* j;™tdül a »ál°& 0 á un tratado de alianza igual entre dos potencias 
ronfcdera- soberanas, cada Estado está obligado á la observancia de 
lííúdoeoulas medidas tomadas en común, conforme al pacto fede- 

^rol^so- ra ^' conservar, d° sm embargo su soberanía, salvas las res- 
iK-ranín. triccioncs que se hayan acordado. Las decisiones de in- 
terés general, acordadas por el cuerpo federal, no loman 
la fuerza de leyes, ni se ponen en ejecución en cada Es- 
tado separado, sino por la acción del gobierno local de 
dicho Estado, que las adopta y las decreta en virtud de 
su propia autoridad. De donde se sigue que cada Esta- 
do confederado ó particular y el cuerpo federal, por lo 
relativo á los hechos de interés común, pueden asemejar- 
se, según la esfera de sus atribuciones, á las relaciones 
diplomáticas distintas con otras naciones. 

En el segundo caso, el gobierno federal, creado por el 
!.o Cl £rai pacto de unión, es soberano y supremo en la esfera de 
supremo ó sus atribuciones, v este gobierno obra no solamente so- 

J'.stadoconi ti • i 

]>u(*to. bre los Estados miembros de la confederación, sino tam- 
bién directamente sobre los ciudadanos. La soberanía 
separada de cada Estado es esencialmente alterada por el 
poder que se atribuye á la autoridad federal, y por las 
restricciones que se ponen á la soberanía de cada miem- 
bro «le la liga. El Estado compuesto que resulta de es- 
ta liga, es, por otra parto, una sola potencia soberana. 
* 23. La Alemania, tal como está constituida bajo el' nom- 
( onfedera- Drc de Confederación germánica, nos ofrece el ejemplo 
ciou germá de un sistema de Estado soberano libado por una confe- 
aeración iffual v permanente. 

(ií) Efllaü «los clases do pacto federal, catán claramente indicadas en el 
idioma aloman, por loa términos do Staatenbund y Bundetstaat. 
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En esta Confederación, establecida por la acta federal 
de 1815 (1), completada y desarrollada por algunos de- 
cretos posteriores, están comprendidos los príncipes y 
ciudades libres de Alemania, como el emperador de Aus- 
tria por aquellos de sus Estados que pertenecían en otro 
tiempo al antiguo imperio germánico, el rey de Dinamar- 
ca por el ducado de Holstein, y el rey de los Paises-Ha- 
jos por el gran ducado de Luxemburgo. El objeto de 
esta Confederación es mantener la seguridad interior y 
esterior de la Alemania, la inviolabilidad é independencia 
de los Estados confederados. Todos los miembros de la 
Confederación gozan bajo esta cualidad de derecbos igua- 
les. Los nuevos Estados pueden ser admitidos á la unión 
por el consentimiento unánime de los miembros de la 
Confederación. 

Los negocios de la Confederación están confiados á 
una Dieta federal, en la cual todos los miembros votan 
por medio de sus plenipotenciarios, sea individual ó co- 
lectivamente, de la manera siguiente: 

VoTOP. 

Austria ...... 1 

Prusia ..... 1 

Baviera ...... 1 

Sajunia ..... 1 

Hanover 1 

Wurteniberg .... 1 
El gran ducado de Badén . . .1 
La Hesse electoral. ... 1 
El gran ducado de Hesse . . 1 
La Dinamarca por el Holstein . . 1 

A la vuelta. . . 10 

< 1) Acta 6nal del congreso de Viena, art. 53, 54, 53. — Deutsche Iíun- 
deaacte, vom 8 Juni 1815, Art. 1.— Wiener Schlussacte vom 15 Mai 182U. 
Art. 1. 6. 
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De la vuelta. . . 10 
Los Paises-Bajos por el Luxembou rg . 1 
Las casas gran ducales y ducales de Sa- 
jorna. . . . . . i 

Brunswick y Nassau . I 
Mecklembourg-Schwerin y Strélitz . 1 
Holstein-Oldembourg, Schwarzbourg y 
Anhalt . . . . .1 

Hohenzollern, Lichtenstein, Schaumbourg- 

Lippe, Reuss, Lippe y Waldeck. 1 
Las ciudades libres de Lúbeck, Hambur- 
go, Bremen y Francfort . . ,1 

Total. . . 17 

La asamblea ordinaria decide si una cuestión debe so- 
meterse á la asamblea general fin pleno). En esta asam- 
blea general se necesita una mayoría de dos tercios para 
decidir una cuestión Hay cuestiones que es absolu- 
tamente necesario someter á la asamblea general: tales 
son las concernientes á la adopción de las leyes funda- 
mentales de la Confederación, ó los cambios que en ellas 
se bacen, los reglamentos orgánicos estableciendo insti- 
tuciones permanentes, para baccr que se ejecuten los di- 
ferentes objetos que se propuso la Confederación, la ad- 
misión de nuevos miembros, y las cuestiones de reli- 
gión (1). 

En la asamblea general, la distribución de los votos se 
hace de la manera siguiente: 

Votos. 

Austria ...... 4 

Prusia ..... i 

Al frente. . . 8 

(1) Acta final, nrt. 58.— Wiener Schlussacte, art. 12—18. 
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Sajonia . 
Baviera 
Hanover 
Wurtembcrg 
Badén . 

La Hesse electoral 
El gran ducado de Hesse 
El Holstein. 
El Luxembourg 
Brunswick . 

Mecklembourg-Schwerin 
Nassau 

Sajonia-Wcimar 
Sajorna-Cotlia 
Sajonia- Cobourg 
Sajonia-Meiningen. 
•Sajonia-Hildbourghausen 
Meckleinbourg-Slrélilz 
Holstein Oldembourg. 
Anbalt Dessau 
Anlialt Bernbourg 
Anhalt Kólhen 
Schwarsbourg-Sondershausen 
Schwarsbourg-Rudolstadt 
Hohenzollern-Hechingen 
Lichtenstein 

Hohenzollern-Sigmaringen 
Waldeck . 

Keuss (Rama primogénita) 
Reuss (Rama segunda) . 
SchaumbouVg-Lippe . 
Lippe 



ente. 



8 

A 
i 
i 

3 
3 
3 
3 
3 
2 
2 
2 



A la vuelta. . . G5 
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De la vuelta. . . 05 
Hesse-Hombourg . . . .1 
Las ciudades libres de Lübeck, Francfort, 
Bromen y Ilamburgo ■ . . .4 

Total. . . 70 

.Los Estados confederados se comprometen á defender 
no solamente la Alemania entera, sino también cada uno 
de los Estados individuales que componen la Confedera- 
ción, en caso que sea atacado, y se garantizan mutuamen- 
te todas las posesiones que se encuentran comprometidas 
en esta unión. 

Cuando la Confederación declara la guerra á una na- 
ción estranjera, cada uno de los Estados de la Confede- 
ración no puede entablar negociaciones particulares con 
el enemigo, ni hacer la paz ó celebrar armisticio sin el 
consentimiento de los otros Estados que la componen. 

Los Estados confederados se comprometen de la mis- 
ma manera, á no hacerse la guerra bajo ningún pretesto, 
y no terminar sus diferencias por la via de las armas si- 
no sujetarlas á la Dieta, la que ensayará el modo de 
poner de acuerdo á las partes litigantes; pero si este me- 
dio no surtiere efecto y fuere necesaria una sentencia ju- 
rídica, será pronunciada por un juzgado austríaco (Aus- 
tragalinstanz) y bien organizado, al cual las partes debe- 
rán someterse sin apelación (1) 

Los diferentes miembros, aunque se reseñan el dere- 
cho de formar alianzas, se obligan no obstante, á no con- 
traer ningún compromiso contra la seguridad de la Con- 
federación y de los Estados que la componen. 

Debe haber asambleas de Estado en todos los países 
de la Confederación (2). La Dieta puede garantizar la 

(1) Acta final, art. 62. 

(2) In alien Bundesstaaten teird cine landstñ'ndische Vcrfassung statU 
Jindtm. Acta federal, art. 1 3. 
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constitución de un Estado de la unión, á pedimento de 
éste, y adquirir asi el derecho de arreglar las diferencias 
que puedan suscitarse sobre su inteligencia ó ejercicio, 
bien sea por su mediación ó por un arbitraje judicial, á 
menos que esta constitución haya previsto por otros me- 
dios el arreglo de semejantes diferencias (1). 

En caso de insurrección, ó de peligro inminente de 
que la haya en uno ó muchos Estados, la Dieta puede 
reprimirla por el peligro de que comprometa la seguridad 
general de la Confederación. La Dieta puedo también, 
á pedimento de un Estado, intervenir, para poner termi- 
no á una insurrección que haya habido en dicho Estado, 
ó si el gobierno local está ocupado por los insurrectos, 
ella puede tener esa intervención por el simple conoci- 
miento de los hechos (2). 

En caso de que se deniegue ó dilate por mucho tiem- 
po la justicia, por un Estado de la Confederación, con 
perjuicio de sus subditos ó de los de otro Estado, la par- 
te agraviada puede invocar la mediación de la Dieta; si 
el pleito entre dos individuos rola sobro una cuestión que 
concierne á los derechos y obligaciones de diversos miem- 
bros de la Confederación, y no pudiese arreglarse amis- 
tosamente, la Dieta puede cometerlo á la decisión de un 
tribunal austrégal (3). 

Los decretos de la Dieta se ejecutan por los gobier- 
nos respectivos de los Estados á pedimento de ella, es- 
cepto el caso en que ella intervenga para sofocar una re- 
volución en uno de los Estados, y aun en este caso la eje- 
cución deberá hacerse, con la mayor armonía posible, con 
aquel gobierno contra cuyos subditos dirija el decreto ( V). 

(1) Wiener Schlussactc, art. 60. 

(2) Wiener Schlussacte, art. 28 — 88. 

(3) Wiener Schlussacte, art. 29 y 30 

(4) Viener Schluisacte, art. 32. 
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Los subditos de cada Estado de la Confederación , tie- 
nen derecho de adquirir bienes raices en cada uno de los 
otros Estados, de emigrar libremente de un Estado á 
otro, de entrar en el servicio civil ó militar de todos los 
Estados, á reserva de los derechos superiores de su so- 
berano de nacimiento, y de estar exento de toda pe- 
na de difamación y de todo impuesto sobre transporte 
de sus bienes de un Estado á otro, á menos que entre 
dos Estados haya convenios en contrario (1). 
' La Dieta tiene derecho de establecer leyes uniformes 
relativas á la libertad de la prensa, y de asegurar á los 
autores el derecho de propiedad literaria para toda la 
Confederación. Puede adoptar las medidas relativas á 
las relaciones comerciales de los diferentes Estados entro 
sí, de modo que tengan la libre navegación de los rios do 
la Alemania^ según los principios generales establecidos 
por el congreso de Viena (2). 

La diferencia de creencias religiosas en los países de 
la Confederación, no debe perturbar á ninguno en el go- 
ce de los derechos civil y político. La Dieta puede to- 
mar en consideración los medios que han de emplearse 
para mejorar la condición civil de aquellos que profesan 
la religión judía en Alemania, y garantizarles el goce de 
los derechos civiles, a condición de que ellos se sometan 
á todas las obligaciones de los otros ciudadanos. Entro 
tanto, los derechos concedidos ya á los miembros de esta 
religión, por los diversos Estados de la Confederación, 
permanecerán intactos (3). 
raníí ^ P csar ^ ostensión de los poderes atribuidos á la 
rior de los Dieta y las numerosas restricciones impuestas al ejercicio 
inConfcde- de la soberanía interior de los Estados de que se compo- 
^n^ániau ne la Confederación, no se le puede distinguir, en este 

■ 

(1) Acta federal, art. 18. 

(2) A da federal, artículos 18 y 19. 

(3) Acta federal, artlG. 
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punto, de una alianza igual entre dos soberanos indepen- 
dientes, si no es por causa de su existencia permanente» 
y de los muchos objetos que se propone. Respecto á su 
soberanía interior, los diversos Estados no forman por su 
unión un Estado compuesto, ni están sometidos á un 
mismo soberano. Las leyes fundamentales y los regla- 
mentos orgánicos adoptados por la Dieta, no se ejecutan 
por la acción directa de la autoridad federal individual- 
mente sobre cada uno de los subditos de los Estados con- 
federados, sino que ellas se adoptan primero como tales 
leyes por cada gobierno local, y en seguida se ejecutan, 
por el mismo gobierno, en el territorio que le está some- 
tido. Y aunque hay- casos en que la Dieta esté autori- 
zada, para ejecutar sus resoluciones dirigidas contra los 
subditos individualmente, ó contra algún Estado confede- 
rado, sin invocar la protección del gobierno del mismo 
Estado, esto es una escepcion del carácter general de la 
Confederación, que por otra parte se asemeja á un Esta- 
do compuesto, en el que el gobierno es un gobierno fe- 
deral supremo. Todos los miembros de la Confedera- 
ción, tienen, como tales, iguales derechos: y la obedien- 
cia individual y directa que en algunos casos prestan á la 
Dieta, asi como la que con mediación de su propio gefe 
presta á la misma cada Co-Estado, y aun la influencia 
habitual que ejercen sobre ellos estos dos miembros, no 
alteran en nada la soberanía interior de los Estados, ni 
cambian el carácter legal de la Confederación. 

En cuanto al ejercicio de la soberanía esterior de los s e 0 s ^" 
Estados, hemos visto ya, que la autoridad de estipular riordeesto* 
alianzas con los Estados estranjeros, eslá espresamentc tados " 
reservada á todos los Estados confederados, con tal que 
estas alianzas no se dirijan contra la seguridad de la Con- 
federación, ó de los Estados confederados. Cada Estado 
conserva igualmente sus derechos de legación, no solo 
con relación á los otros Estados, sino también respecto á 
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las potencias estranjeras (1). Aunque las relaciones di- 
plomáticas de la Confederación con las cinco potencias 
contratantes en los tratados de Yiena, estén habitual- 
mente mantenidas, por las legaciones permanentes que 
representan á estas potencias, cerca de la Dieta de Franc- 
fort en el Mein, la misma Confederación no es represen- 
tada cerca de estas potencias por los ministros públicos, 
y solo en las ocasiones solemnes, tales como la negocia- 
ción de los tratados de paz, la Dieta nombra sus minis- 
tros plenipotenciarios, para tratar con las potencias es- 
tranjeras (2). 

Según el primer proyecto de Confederación, propues- 
to por la Austria y la Prusia, debía.serles absolutamente 
prohibido á los Estados Confederados, que no tuviesen 
posesiones fuera de la Alemania, hacer alianzas con las 
potencias estranjeras, ó hacer la guerra sin consentimien- 
to de la Dieta. Mas esta disposición fué modificada por 
la inserción del art. G3, en la acta federal de 1815, y 
las limitaciones del poder de la Confederación y de sus 
miembros, fueron, bajo este aspecto, mas exactamente 
definidas por la acta final de 1820. 

Resulta con claridad de esta acta, que aquellos Estados 
confederados, que tengan posesiones fuera de la Alema- 
nia, conservan la autoridad de declarar y seguir la guer- 
ra contra una potencia estraña á la Confederación, inde- 
pendientemente de éste cuerpo, que debe permanecer 
neutra!, á menos que la Dieta no reconozca la existencia 
de un peligro inminente para el territorio federal. Los 
miembros soberanos de la Confederación, que tienen po- 
sesiones fuera de la Alemania, son, el emperador de Aus- 
tria, el rey de Prusia, el rey de los Paises-Bajos y el rey 
de Dinamarca. Por consiguiente, cuando uno de estos 
soberanos emprende una guerra, con su carácter de so- 

(1) Klüber, óffentliches Recht des deutschen Bundes, 

(2) Klüber, Ibid, $ 148 y 152.— Wiener Schlussacte (¡ 49. 
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berano europeo, la Confederación debe permanecer neu- 
tral, mientras que sus relaciones y obligaciones no se 
afecten por semejante guerra; lo mismo sueederá cuando 
la guerra sea defensiva por parte del soberano confedera- 
do, á menos que la Dieta no reconozca la existencia de 
un gran peligro para la Confederación (i). 

Hesulta igualmente de esta misma acta, que los Estados 
que no tengan posesiones fuera de los límites de la Con- 
federación, conservan la autoridad suprema de declarar y 
hacer la guerra separadamente, de negeciar y hacer los 
tratados de paz, esceptuando el caso en que la Confede- 
ración haya por sí misma declarado la guerra á una po- 
tencia estranjera, porque en este caso, ninguno de los 
Estados confederados tiene derecho de negociar con el 
enemigo, ó de concluir con él un tratado, ni aun un ar- 
misticio, sin consentimiento de los otros Estados. 

Cuando sobrevienen diferencias entre una potencia es- 
tranjera y un Estado de la Confederación, y que el últi- 
mo reclama la intervención de la Dieta, ésta debe exami- 
nar el origen de tal diferencia, y el estado real de la 
cuestión. Si resulta de este exámen, que el derecho no 
está de parte del Estado confederado, la Dieta hará valer 
su representación de la manera mas séria, para obligar- 
lo á renunciar sus pretensiones, rehusará su intervención, 
y aconsejará, en caso necesario, los medios de mantener 
la paz. Si el exámen previo prueba, por el contrario, 
que el Estado confederado está en su derecho, la Dieta 
deberá emplear sus buenos oficios para exigir del Estado 
estranjero, satisfacción y seguridad completas (2). 

De aquí se sigue que no solamente la soberanía inte- L \ l ' ouf(t,c 

. . . w-, ramón <r<T- 

ñor, sino también la esterior de cada uno de los Estados mám™ e> 
de la Confederación, no se altera mas que en el caso pre- ¡J" jJ'X* 

(1) Wiener Schlusaacte, art. 46, 47. — Klüber, offentliches Recht de» 
deutaehen Bandea, § 152, f. 

(2) Wiener Schlueaacte, art. 35-49.— Klüber, $ 462. 
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«ünfcdcta- visto por las leyes fundamentales de la Confederación, en 
que el gobierno federal puede representar esta soberanía 
esterior. En los demás casos, los Estados confederados 
permanecen independientes los unos de los otros, como 
también de toda potencia estranjera. Su unión forma lo 
que los publicistas alemanes llaman, un Staatenbund, es 
decir, un sistema de Estados confederados, término de 
que ellos usan, en oposición á un Bundesstaat, es decir, 
un gobierno federal supremo »(1). 

(1) Klüber, § 169, 176, 248, 460, 461, 462.— Ileffter, da» europaische 
Volkerreeht^Ül. 

El tratado de París de 1814,'declaró en su artículo 6, que: 

"Los Estados de Alemania serian independientes y unidos, por una liga 
federativa." 

La acta final del congreso de Viena de 1815, declaró, que: . 

"El objeto de esta confederación es, mantener la seguridad esterior é in- 
terior de la Alemania, y la independencia é inviolabilidad de los Estado» c\i 
federados.*' 

Y en fin, el Schluteacte de 1820, dice: 

Art. 1. Der Deutsche Bund i*t ein volkerreehtlichet Verein der deut- 
tchen gouverainen Fürsten und freien Stüdte zur Bewahrung der Unabhán- 
gigkeit und Unverletzbarkeit ihrer im Bunde begriffenen Staaten und zur 
Erhaltung der innern und áusaern Sicherheit Deutschlands. 

Art. 2. Dieser Verein besteht in seinem Innern ais cine Gemeinsehafi 
lelbssttandiger unter sich unábhangiger Staaten, mit weehselseitigen glei- 
chen Vertrags- Reehten und Vertrags-Obliegenheiten, in seitten aussern 
VerMltnisscn aber ais cine in politischer Einheit verbundene Gesammt- 
Mocht. 

TRADUCCION. 

Art. 1. La Confederación germánica, es una unión internacional de loa 
príncipes soberanos, y de las ciudades libres de Alemania, para mantener la 
independencia y la inviolabilidad de los Estados de que se compone la Con- 
federación, y para la conservación de la seguridad interior y esterior do la 
Alemania. 

Art. 2. Por lo que mira á sus relaciones interiores, esta Confederación 
forma una comunidad de Estados independientes entre sí y ligados por los 
derechos y obligaciones recíprocamente estipuladas, y en cuanto á sus relacio- 
nes estoriores forma una potencia colectiva, establecida sóbrelos principios de 
una unión colectiva. 
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Muchas modificaciones importantes se hicieron á I a Act» de !■ 
constitución germánica, por la acta de la Dieta de 28 de *i882. de 
Junio de 1832. He aquí el testo de la acta: 

u Art. l.° Atendiendo á que según el artículo 57 de 
la acta final del Congreso de Viena, todos los poderes del 
Estado deben quedar reunidos en el gefe de él, y que el 
soberano no debe estar ligado, por la constitución de los 
Estados, á las cámaras, si no es en el ejercicio de cier- 
tos derechos, los soberanos alemanes, como miembros de 
la Confederación, tienen no solamente el derecho de re- 
peler las peticiones de los Estados que estén en contra- 
dicción con este principio, sino lo que es mas aun, el fin 
de la Confederación no es otro que formarse un deber de 
este mismo principio. 

"Art. 2.° Como según el espíritu del artículo 57 ci- 
tado de la acta final, y la consecuencia que do él pudie- 
ra deducirse por el artículo 58, los Estados no pueden 
rehusar ir ningún soberano de Alemania, los medios nece- 
sarios á un gobierno, para llenar sus obligaciones federa- 
les, y aquellas que le son impuestas por Ja constitución, 
en los casos en que las asambleas pretendan, para otor- 
gar su consentimiento, con respecto á los impuestos ne- 
cesarios para la administración, poner algunas condicio- 
nes, va sea directa ó indirectamente; tales condiciones 
deben ser consideradas, como comprendidas en los casos 
de los artículos 25 v 2G de la acta final. 

4 'Art. 3.° La legislación interior de los Estados de la 
Confederación germánica, no perjudicará el efecto de la 
Confederación, como se manifiesta en el artículo 1.° de 
la acta de la Confederación, y en el artículo 1 .° de la ac- 
ta final: esta legislación, no pondrá trabas al cumplimien- 
to de las obligaciones federales, ni embarazará el pago de 
las contribuciones de dinero, que forman parte de esas 
mismas obligaciones. 

"Árt. 4-.° Para asegurar la dignidad y los derechos 
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do la Confederación, y de la asamblea que la representa, 
contra las usurpaciones de toda especie, y al mismo tiem- 
po para facilitar á los Estados, miembros de la Confede- 
ración, el que mantengan las relaciones constitucionales, 
existentes entre los gobiernos y estos Estados, se nom- 
brará por la Dieta, desde luego, por seis años, una comi- 
sión encargada de conocer de las deliberaciones que ten- 
gan lugar en las cámaras de los Estados miembros <\c la 
Confederación, de atender á las proposiciones y resolucio- 
nes que estén en oposición con las obligaciones federa- 
les, ó con los derechos de soberanía garantizados por los 
tratados de la Confederación. Esta comisión pondrá en 
conocimiento de la Dieta, los hechos que crea deben ser 
tomados en ulterior consideración por ella, para cuyo 
efecto se pondrá en relación con los gobiernos de donde 
dimanan. Pasados los seis'afms, se tratará de nuevo so- 
bre la próroga de esta comisión. 

* l Art. 5.° Como según el artículo 59 de la acta fi- 
nal de Yiena, en los países en que la publicidad de las 
deliberaciones de los Estados está garantizada por la cons- 
titución, los límites de la libertad del pensamiento no 
puedan traspasarse, ni en las mismas deliberaciones, ni 
en la publicación que haya de ellas por la imprenta, de 
tal manera, que comprometan la tranquilidad del Estado, 
de la Confederación, ó de la Alemania entera, y como 
ademas, debe estar prevenido el caso, por los reglamen- 
tos de la asamblea, todos los gobiernos de la Confedera- 
ción se comprometen los unos con los otros, como lo 
^stán ya por sus relaciones federales, á tomar todas las 
medidas convenientes, para reprimir los ataques contra la 
Confederación en las asambleas de los Estados, y para 
reprimirlos también cada uno, con respecto á las formas 
•de su constitución interior. 

"Art. 6.° Como la Dieta está llamada yaj por el ar- 
tículo 17 de la acta final, para mantener el verdadero 
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sentido de la acta de la Confederación, y de las disposi- 
ciones que ella contiene, para interpretar, conforme al 
objeto de la Confederación, las dudas que sobre esto se 
susciten, se entiende que la Confederación sola y esclu- 
sivamente tiene derecho de interpretar, de modo que pro- 
duzcan sus efectos legales, la acta de la Confederación y 
la acta final, cuyo derecho ejerce la misma Confedera- 
ción por la Dieta, su órgano constitucional (1). 

La acta de la Dieta de 30 de Octubre de 1834, re- Acta de k 
sultó de las conferencias diplomáticas, tenidas en Viena ^itz^ 
por los principales Estados de la Confederación, para in- 
troducir nuevos cambios en la constitución federal. Allí se 
decidió, que en caso de que se suscitaran dificultades en- 
tre los gobiernos de los Estados de la Confederación y las 
cámaras, bien fuese por lo relativo á la interpretación de 
la constitución legal, ó por los límites de la cooperación 
permitida á las cámaras, si después de haber empleado 
todos los medios constitucionales para conciliarios no se 
pudiese poner término á estas diferencias, se recurriría á 
un tribunal federal de árbitros, nombrado de la manera . 
siguiente. Los representantes en las asambleas ordina- 
rias de la Dieta, nombrarán para los tres años, en los Es- 
dos que ellos representan, dos personas conocidas por sus 
servicios judiciales y administrativos. Las vacantes que 
pueda haber se suplirán de la misma manera. Cuando 
haya necesidad de ocurrir á este tribunal, estará compues- 
to de seis miembros, debiendo ser tres por el soberano y 
tres por las cámaras. En el caso de que las dos partes 
no los elijan, la Dieta misma podrá nombrarlos. Los ár- 
bitros nombrados deberán elegir otro para el caso de dis- 
cordia. Los documentos relativos al asunto en cuestión 
se entregarán á éste, quien los mandará á dos de los jue- 
ces árbitros para que hagan un relato. Uno de estos jue- 

(1) Klübcr, Qutllentammlung zu dem offentlicken Recht det deutvcken 
Bunde*,Thl 11,$ 18. 

T.I.—ll 
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ees deberá escogerse -entre los nombrados por el sobera- 
no, y el otro entre los nombrados por las cámaras: luego 
se reunirán y decidirán la cuestión, sujetándola á votos. 
Esta decisión deberá tener lugar, cuando mas tarde, á los 
cuatro meses después del nombramiento del árbitro que 
debe decidir en caso de empate, á menos que haya una 
dilación inevitable. El juicio de estos arbitros surtirá los 
efectos de un juicio, austrégal. Los gastos que erogue 
un arbitraje semejante serán á cargo del Estado interesa- 
do. Este tribunal de arbitraje podrá arreglar también, en 
las ciudades libres, las diferencias- que haya entre el se- 
nado y las autoridades establecidas, lo mismo que lo hace 
con las que se suscitan entre los diferentes miembros.de 
la Confederación (1). 
d * 24 ¿ ^ a cons ^ uc i° n los Estados-Unidos de América es 
tadM-Uui- enteramente diferente de la que tiene la Confederación ger- 
dos de la man i ca- ft[ pacto que une á los Estados confederados, no es 

America r 1 

dvi Norte, solamente una liga para la defensa común contra la vio- 
lencia interior ó esterior, sino que establece un gobierno 
. supremo ó Estado compuesto, que obra no solamente so • 
bre los miembros soberanos de la Union, sino también so- 
bre cada ciudadano individualmente. En la constitución 
se ha dicho espresamente, "que ella ha sido establecida 
]>or el puebio de los Estados-Unidos, para formar una 
unión mas perfecta, para establecer la justicia, para ase- 
gurar la tranquilidad doméstica, para proveer á la defen- 
sa comnn, para contribuir al bienestar general y asegurar 
á los ciudadanos de los Estados-Unidos, y á su posteri- 
dad, las ventajas de la libertad." Esta constitución y las 
leyes establecidas en conformidad con sus prevenciones, 
haoe que los tratados celebrados por la autoridad federal, 
sean declarados como leyes supremas de la Union, y los 



(1) Ví ase en todo lo que hace relación a la 'Confederación .germánica mi 
Hittoria del derecho de gentes, t, II, p. yi2y siguiente». 
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jueces están, en cada uno de los Estados que la compo- 
nen, obligados á la observancia de estas leyes. 

El poder legislativo de la Union Americana reside en Del poder 

j j i legislativo 

un congreso, compuesto de un senado, cuyos miembros del» Uaion 
son electos por las legislaturas locales de los diversos Es- 
tados, y de una cámara de representantes electa por el 
pueblo en cada Estado. Este congreso tiene la facultad 
de señalar los contingentes y los derechos, de pagar las 
deudas y de proveer á la común defensa y conservación 
general de la Union, de negociar los empréstitos sobre el 
crédito de los Estados-Unidos, de reglamentar el comer- 
cio con las potencias estranjeras, entre los diversos Es- 
tados y con. las tribus indígenas, de establecer una regla 
uniforme de naturalización y las leyes sobre bancarotas; 
de acuñar la moneda y fijarle los pesos y medidas; de 
establecer los correos y los grandes caminos; de ase- 
gurar á los autores y á los inventores la propiedad es- 
clusiva de sus obras ó de sus invenciones; de castigar los 
actos de piratería en alta mar, así como las ofensas con- 
tra el derecho de gentes; de declarar la guerra; de con- 
ceder patentes de corso y de represalias, y de arreglar las 
presas marítimas; de levantar y ocupar el ejército y Ja 
marina; de dar reglas para la dirección de estas fuerzas; 
de ejercer esclusivamente la legislación civil y criminal 
en el distrito ó en el lugar donde el gobierno federal es- 
té establecido, y sobre todas las fortalezas, almacenes, ar- 
senales, tanto marítimos como militares de la Union; y 
en fin, dictar todas las leyes necesarias para hacer efecti- 
vo el poder que la constitución confiere al gobierno fe- 
deral. 

El poder ejecutivo reside en un presidente de los Es- De : . ; ¡>o- 
tados-Unidos, nombrado por dos electores escogidos en r ^ cu,i " 
cada Estado, del modo que lo ordene el cuerpo legislativo. 

El poder judicial se estiende á todos los. casos en que ^"¡j^ 
se hayan de interpretar la constitución, las leyes y los tra- 
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tados de la Union, y reside en una corte suprema y en 
los tribunales inferiores que el congreso tenga á bien 
establecer. Todos los tribunales federales tienen el de- 
recho de examinar las leyes espedidas, bien sea por el 
congreso federal, bien por los cuerpos legislativos de los 
diferentes Estados de la Union, y decidir sobre su validez. 
El poder judicial se estiende también á los casos concer- 
nientes á los embajadores, los ministros públicos y los 
cónsules, y á todos los de jurisdicción marítima; á las 
cuestiones en que están interesados los Estados-Unidos, 
y aquellas que se susciten entre dos 'ó mas Estado s. en- 
tre un Estado y los ciudadanos de otro, entre los ciuda- 
danos de muchos Estados, entre los ciudadanos de un 
mismo Estado que reclamen bienes raices concedidos por 
gobiernos de distintos Estados, y en fin, en aquellas que 
se promuevan entre un Estado de la Union y un Estado 
estranjero, ó los subditos ó ciudadanos de este Estado. 
' Del dere- derecho de concluir los tratados pertenece esclusi- 

aho de con- . 1 

ciuir trata- vamente al presidente y al senado. Todo tratado ajusta- 
do con una nación estranjera, está sometido á su ratifi- 
cación. Ninguno de los Estados de la Union puede ha- 
cer por sí solo alianza ni confederación, dar patente de 
corso ni de represalia, acuñar moneda, emitir billetes de 
crédito, ni hacer pago alguno que no sea en moneda, de- 
cretar ningún bilí (Eattainder, es decir (de condenación á 
muerte o poner fuera de la ley por traición ó felonía), nin- 
guna ley que tenga efecto retroactivo {ex post fado law), 
ó que ataque las obligaciones de los contratos, conferir 
ningún título de nobleza, colectar ningún derecho de im- 
portación ó esportacion, si no es aquellos que son nece- 
sarios para la ejecución de sus leyes de importación local, 
y el resto de los productos debe entrar en el tesoro nacio- 
nal, y estas leyes están sometidas á la revisión del con- 
greso. Ningún Estado puede tampoco, sin el consenti- 
miento del congreso, establecer derechos de tonelaje, te- 
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nep en tiempo de paz tropas ó buques de guerra, hacer 
ningún tratado con los otros Estados de la Union ó con 
una potencia estranjera, comprometerse en una guerra, á 
menos de ser invadido, ó de que exista un peligro tan in- 
minente que no admita dilación. La Union garantiza á 
cada uno de los Estados que la componen, una forma de 
gobierno republicana, y se compromete á protegerlos con- 
tra toda invasión y á pedimento del poder legislativo, ó del 
ejecutivo (cuando el cuerpo legislativo no pueda estar reu- 
nido) contra los actos de violencia interiores. 

Seria salimos de los límites de' esta obra el querer exa- 1,3 V nio " 
minar hasta qué punto estas disposiciones de la constitu- esungotner 
cion alteran ó no la soberanía interior de cada Estado. "^ r f ¿ t 0 ral 
Nosotros nos contentaremos con notar, que puesto que 
las relaciones de los Estados con las potencias estranjeras, 
en paz y en guerra, se mantienen por el gobierno federal, 
y que por otra parte les está espresamente prohibido á 
los Estados, separados de la Union, ejercer*estos actos de 
soberanía esterior, es evidente que esta soberanía de la 
nación reside esclusivamente en el gobierno federal. La 
independencia de cada Estado se encuentra, bajo este res- 
pecto, confundida en la soberanía del gobierno federal, v 
puede, por lo tanto, calificarse la Union Americana de 
Bundesstaat. 

Según la acta federal de 1815, la Confederación Suiza 
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consiste en una unión entre los veintidós cantones sobe- forado»" 
ranos de la Suiza. El objeto de esta unión es conservar 
su libertad, su independencia y su seguridad contra todo 
ataque de una potencia estranjera, así como mantener el 
orden y la tranquilidad pública en el interior, garantizán- 
dose recíprocamente sus constituciones y sus territorios. 
La Confederación tiene un ejército y un tesoro comunes, 
mantenidos por contingentes de hombres y de dinero, dis- 
tribuidos en ciertas porciones fijas entre todos los canto- 
nes. Para subvenir á los gastos militares se ha estable- 
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cido una caja de guerra federal, formada de los derechos 
de entrada sobre la mercancías, percibidos por los canto- 
nes fronterizos y remitidos después al tesoro común. La 
Dieta está compuesta de un solo diputado por cada can- 
tón, teniendo un solo voto cada uno de ellos. Se reúnen 
todos los años alternativamente en Berna, Zurich y Lu- 
cerna, que se llaman cantones directores, Vorort. La 
Dieta tiene el poder eselusivo de declarar la guerra y de 
hacer los tratados de paz, comercio y alianza con las .po- 
tencias estranjeras. Sin embargo, para estas negociacio- 
nes se necesitan tres cuartas partes de los votos de los 
cantones; en todos los otros negocios que se someten á 
la Dieta, la mayoría absoluta decide. Las capitulaciones 
militares, ó los tratados sobro objetos económicos de po- 
licía, pueden concluirse con las potencias estranjeras por 
cada cantón individualmente; pero no pueden ser contra- 
rias ni al pacto federal, ni á las alianzas existentes, ni á 
los derechos Constitucionales de otros cantones. A la 
Dieta toca tomar todas las medidas necesarias para fe se- 
guridad interior y esterior de la Confederación. Ella fi- 
ja la organización para el contingente de tropas, ordena 
su equipo, determina el empleo que deba dársele, nombra 
el general, el estado mayor y los coroneles de la Confe- 
deración. La dirección de los negocios, cuando la Die- 
ta no está en sesión, pasa á un gefe superior, Vorort, au- 
torizado para ejercer estos poderes hasta la nueva sesión. 
Este gefe alterna los dos años entre los cantones de Zu- 
rich, Berna y Lucerna. En circunstancias estraordinarias 
si él no puede ya continuar por mas tiempo, la Dieta es- 
tá autorizada para revestirlo de plenos poderes particula- 
res. Puede también asociarle los representantes de la 
Confederación, para que le ayuden en la dirección de los 
negocios de la alianza. En caso de peligro interior ó es- 
terior, cada cantón tiene derecho de reclamar la interven- 
ción de sus confederados. Cuando sobrevienen disturbios 
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en ün cantón, ó en el caso de un peligro repentino este- 
rior, el gobierno puede pedir el auxilio de los otros can- 
tones; sin embargo,- está obligado á dar aviso inmediata- 
mente al Yorort. Si el peligro continúa, la Dieta, á in- 
vitación del gobierno, debe tomar las medidas ulterior- 
mente necesarias (1). 

Se vé por el análisis de las disposiciones del pacto fe- Ponto* 
deral de la Suiza, que esta confederación se asemeja en entra k* 
algunos puntos á la Confederación germánica, al paso que ™ s £ u 1{) , 
en otros se parece mas á la constitución do la Union Cantone» 
Americana. Cada, cantón conserva, de una manera mas a" íaCou- 
completa que los Estados confederados de Alemania, su so- Merarion 
berania interior, mientras que la Dieta está esclusivamen- f uiTu 
te investida de los derechos de guerra, de paz, de alianza l ^* t ( ¡^°* 
y de los tratados de comercio. Cada cantón no goza de la 
soberanía esterior, mas que en las relaciones de poca im- 
portancia. Bajo este respecto, la Confederación Suiza, 
tal como está establecida ahora, diferencia esencialmente 
de la que estaba establecida antes de la revolución fran- 
cesa, pues no era en realidad mas que una alianza para 
la defensa común contra los ataques de fuera, y que de- 
jaba á cada cantón la facultad de -concluir las alianzas es- 
peciales con los otros cantones ú con las potencias es- 
tranjeras (2). 

Después de la revolución de 1830, las constituciones Tntut.va» 
separadas de cada cantón, han sufrido muchas modifica- W i S hería» 
ciones en el sentido democrático, y muchas tentativas se dwd<f 185,0 
han hecho para reformar el pacto federal, á fin de dar á b¡nria»rti 
la Confederación el carácter de un gobierno federal su- ]slr> 
preino, por lo que respecta á las relaciones interiores de 
¡os diversos cantones entre sí (3). Todas estas tentati- 

(1 ) Murtera, Nouvetm Recudí, vol. II , p. 68. 

(2) Merlin, Rrpertoite, tit. Ministre public. 

(3> Wkraton, Histoire -du droit des gene, t. 1 1, p. 278 U »nir. 
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vas se han frustrado, y el pacto federal de 1815 está to- 
davía en vigor. El único cambio que ha habido en la 
Confederación desde esta época, es la desmembración de 
los cantones de Basilea, Unterwalden y Appenzell, de ma- 
nera que el número total de los cantones confederados es 
de veinticinco. El número de votos en la Dieta es por 
lo menos de veintidós, porque cada división de tres can- 
tones desmembrados, solo tiene derecho á la mitad de 
un voto. 
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Las mismas obervaciones pueden estenderse á los acón- M- 
tecimientos mas recientes, pero no menos importantes, que c í™ 
tomaron su origen en la revolución francesa. Las coali- po d* i«» 

o 1 1 i 'i guerra» de 

ciones sucesivas tormadas por las grandes monarquías de ¡ a revolu- 
to Europa, contra la Francia, después de la revolución de tninc '* 
1 789, se fundaron en los peligros que ésta presentaba al . 
orden social de Europa, por la propagación de aquellos 
principios, y en la necesidad de restablecer el equilibrio 
de las potencias, que se habia alterado por el desarrollo 
del ascendiente militar de la Francia. 

Tal fué el principio de intervención en los negocios in- 
teriores de la Francia, reconocido por las cortes aliadas y 
por los publicistas que sostenían su causa. La Francia 
por su parte, reclamaba como un derecbo la no interven- 
ción, fundándose en la independencia respectiva de las 
naciones. Los efectos de esta coalición dieron, por úl- 
timo resultado, el establecimiento de una alianza perma- 
nente entre las cuatro grandes potencias, la Gran-Bretaña, 
la Austria, la Prusia y la Husia, alianza á la cual la Francia 
accedió en 1818, después del congreso de Aix-la-Cha- 
pelle, o Aquisgran. Según las potencias que habian de 
tomar parte en la alianza, conocida con el nombre d« 
"Santa alianza", conviene á saber, la Rusia, la Austria 
y la Prusia, se habia de formar un sistema perpetuo 
de intervención entre los diferentes Estados de Euro- 
pa, con el fin de prevenir todo cambio en la forma in- 
terior de sus gobiernos respectivos, cuando este cam- 
bio se considerase amenazador de la existencia de las 
instituciones monárquicas, que se habian establecido bajo 
las dinastías legítimas de las casas reinantes. Este de- 
recho general de intervención, ha sido algunas veces apli- 
cado á las revoluciones populares, cuando el cambio en 
la forma de gobierno no emana de la concesión volunta- 
ria del soberano reinante, ó no ha sido confirmado por su 
sanción, concedida en circunstancias que quiten toda idea 

T. I.— 13 
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de violencia ejercida contra él. En otros casos, las po- 
tencias aliadas han estendido el derecho de intervención 
á todo movimiento revolucionario, que pueda considerar- 
se como peligroso por sus consecuencias próximas ó remo- 
tas, para el orden social de la Europa en general, ó la 
seguridad individual de los Estados vecinos. 
§ 5. Los sucesos que siguieron al congreso de Aix-la-Cha- 
ihlfx-ií P e " e 0 Aquisgran, demuestran la impotencia do los ensa- 
( hapeiie ó yos que se han hecho, para establecer un principio gene- 
di Troppau ral é invariable en materia de intervención. Es imposible, 
7 d baíí y en e ^ €C ^°» formar sobre esto una regla absoluta, y toda re- 
gla que no tenga esta cualidad, será necesariamente vaga, 
y estará sujeta á los abusos á que dan lugar las pasiones 
humanas, en la aplicación práctica. Las medidas adopta- 
das por la Austria, la Rusia y la Prusia en los congresos 
de Troppau y de Laybach, relativamente á la revolución 
de Ñapóles de 1820, se consideraron por el gobierno in- 
gles, como fundadas en principios que tendían á dar á las 
potencias continentales de Europa, un pretesto perpetuo 
de intervención en tos negocios interiores de los diferen- 
tes Estados europeos. El gobierno ingles no quería ad- 
mitir estas medidas, no soto porque puestas en ejecu- 
ción, si ellas fuesen recíprocamente adoptados, serian con- 
trarias á las leyes fundamentales de la (iran-l)ro¿aña, sino 
porque seria peligroso admitirlas como principios autori- 
zados por un sistema de derecho internacional. En la 
circular dirigida esta ocasión á todos sus agentes diplo- 
máticos, el gabinete ingles estableció, que si bien ningún 
gobierno estaba mas dispuesto que él, á sostener el dere- 
cho que todo Estado tenia para intervenir, cuando su se- 
guridad y sus intereses esenciales estuviesen amenazados 
•de una manera remota ó inmediata, por los sucesos inte- 
riores de otro Estado, también no podía menos que con- 
siderar el ejercicio de este derecho, cmuo fundado solo 
en la necesidad mas urgente, y que por lo (anto debia 
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arreglarse y limitarse para esta necesidad. Declaró tam- 
bién, que no podia admitir que este derecho recibiese una 
aplicación general é ilimitada en todos los casos de mo- 
vimientos populares, sino que debería arreglarse según 
las exigencias particulares de cada caso que se presenta- 
ra, y que por lo mismo no se podría adoptar bajo la for- 
ma de una medida de prudencia, y como la base de una 
alianza. El gobierno ingles considera el ejercicio de es- 
te derecho, como una escepcion de los principios genera- 
les los mas esenciales, escepcion que no puede admitirse 
mas que en circunstancias escepcionales; pero que al mis- 
mo tiempo juzga imposible, sin correr gandes peligros, 
señalar las escepciones en que pueda tener lugar, y ad- 
mitirlas en la diplomacia ordinaria de los Estados, ó en 
un sistema de derecho de gentes (4). 

El gobierno ingles, rehusó igualmente asociarse á las (% *• 
medidas tomadas por el congreso de Verona en 1822, de Y trun», 
medidas que trajeron finalmente la intervención armada 
de la Francia, bajo la sanción de la Austria, de la Rusia 
y de la Prusia, en los negocios interiores de la España, 
y que dieron por resultado, el destruir la constitución de 
1812. He aquí los términos en que se espresó la re- 
pulsa del gobierno ingles. El gobierno ingles desco- 
noce para sí y niega á las otras potencias, el dere- 
cho de exigir de otro Estado independiente, un cambio 
en su constitución interior, con amenaza de un ataque 
hostil en caso de resistencia. La revolución de España 
no traia, según el gobierno ingles, un gran peligro que 
pudiese justificar una intervención armada. La alianza en- 
tre la Inglaterra y las otras grandes potencias de Europa, 
tenia por objeto reconocido, librar al continente de la do- 
minación militar de la Francia: esta dominación una vez 

(1) Dépéche ciroulaire de lord Castlereagh, ■ecritnire d'Etat pour I'* 
affaires étrangére» du 19 jamrier 1821. (Annual Regúter. vol. LXII, pt. 11. 
p. 737). 
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derrocada, debia mantenerse en el estado establecido por 
losjtratados de paz, bajo la protección de los diferentes 
miembros de la alianza. Dicba alianza no tenia por ob- 
jeto, formar una unión que tendiese al gobierno univer- 
sal, ó á una vigilancia perpetua sobre los negocios inte- 
riores de los otros Estados. El gobierno ingles no tenia 
prueba alguna, de que por parte de España se intentase 
invadir el territorio de Francia, de seducir su ejército ó 
de cambiar sus instituciones políticas, y mientras que el 
combate y la agitación no pasasen los límites del territo- 
rio español, el gobierno ingles no encontraba motivo al- 
guno para la intervención estranjera. A fines del últi- 
mo siglo y principios del XIX, toda la Europa se alió con- 
tra la Francia, no por razón de los cambios interiores que 
ella hubiera juzgado necesarios para la reforma de sus 
instituciones políticas y civiles, sino porque trataba de 
propagar por medio de las armas, primero sus principios 
y después su dominación (1). 
7 Al mismo tiempo la Inglaterra y los Estados-Unidos 
tre^Eír». ^e América, protestaron contra el derecho que se habían 
ñ íon¡ S wde° arr °g a( * 0 l as potencias aliadas, para intervenir á mano ar- 
Améríca. mada, en la cuestión de España y sus colonias insurrec- 
cionadas. El gobierno ingles declaró que conservaría su 
neutralidad en caso de que continuara la guerra, agregan- 
do, que todo auxilio prestado por una potencia estranje- 
ra á la metrópoli, se miraría por la Inglaterra como una 
cuestión enteramente nueva, en la cual tomaría la re- 
solución que mas conviniese á sus derechos: que no en- 
traría en ninguna estipulación que la obligase ó bien á 
rehusar ó diferir el reconocimiento de la independencia 

(1) Comtnunioatíon confldentielle do lord Castlereagk sttr les aflaires do 
l'Espagne faite aux cours alliéos au moia de mai 1823. — Lettres de M. Can- 
ning, seorótairo d'Etat pour les aifiures ótrangérea, á Sir C. Stuart, du 2S 
janvier etnu 31 mará 1823, (Annual Regnttr, toI. LXV.— Public deem- 
ment$, p. 93, 114, 141). 
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de las colonias españolas, ó bien á esperar indefinidamen- 
te un arreglo entre la España y dichas colonias: que consi- 
deraría toda intervención estranjera por medio de la fuer- 
za ó de las amenazas, como un motivo para reconocer á 
las últimas sin dilación (1). 

El gobierno de los Estados-Unidos declaró, que debia 
considerar toda tentativa de parte de las potencias de Eu- 
ropa para estender al continente de América su sistema 
político especial, como peligroso para la paz y para la se- 
guridad de los Estados-Unidos: que él no habia interveni- 
do ni intervendría en favor de las colonias que existían 
aun bajo la dependencia de las potencias europeas; pero 
que consideraría como una manifestación hostil á los Es- 
tados-Unidos, toda intervención que tuviese por objeto 
oprimir á los gobiernos, cuya independencia hubiese sido 
reconocida por ellos, ó contrariar de cualquiera otra ma- 
nera su destino. Los Estados-Unidos habían declarado 
su neutralidad en la guerra entre España y estos go- 
biernos, al mismo tiempo que los habían reconocido, y 
que continuarían guardando esta neutralidad, con tal que 
de ahí no les viniese algún cambio, que en su opinión y 
por su propia seguridad, los obligase á mudar de conduc- 
ta. Los últimos acontecimientos de España y Portugal 
demuestran, que el estado de Europa no está todavía es- 
tablecido sobre bases sólidas. La mejor prueba de este 
estado de cosas es, que las potencias aliadas se han visto 
en la precisión, fundadas en el principio de su propia 
conveniencia, de intervenir por la fuerza armada en los 
negocios interiores de España. La cuestión de saber hasta 
qué punto puedan llegar las intervenciones fundadas en 
este principio, interesa á todos los Estados independien- 
tes, cuya forma de gobierno difiere de la que rige á 

(1) Protocole de la oonférenoe entre M. Canning et le prince de Polí- 
gono, du 9 octobre 1823. (Annual Regitter, vol LXVI.— Pn&Itc Doe w 
ment$, p. 99). 
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las potencias aliadas y principalmente á la de los Estados- 
Unidos. La política del gobierno americano respecto á 
la Europa, que ha manifestado en todos los periodos do 
la guerra que ha agitado por mucho tiempo á esta par- 
te del globo, no ha sido nunca desmentida. Siempre ha 
llevado por principio no intervenir jamas en los negocios 
de las potencias europeas. Los gobiernos de hecho han 
sido para la política americana, gobiernos legítimos, ha 
mantenido relaciones amistosas con ellos, y ha estado 
dispuesta á conservar estas relaciones por una conduc^ 
ta á la vez franca y firme: ha tenido cuidado de ad- 
mitir las reclamaciones fundadas, y de no tolerar ja- 
mas ninguna ofensa. Mas en cuanto al continente ame^ 
t ricano, las circunstancias son bien diferentes. Es impo- 
sible que las potencias aliadas estendiesen su sistema po^ 
lítico, sobre una porción cualquiera de ese continente, sin 
' poner en peligro la paz y el bienestar de los Estados-Uni- 
dos, y por eso también es imposible que ellos viesen con 
indiferencia esta intervención, bajo cualquiera forma que 
ella tuviera (1). 

Jnttr^en H emos visto que la Inglaterra habia protestado contra 
ciondei» la intervención armada de la Francia, en los negocios in- 
/ul^n^ teriores de la España, mas ella no rehusó con las armas 
godos de la invasión francesa en la península. A consecuencia de 

Portugal • • 

<*) 1820. es ta invasión, la constitución de las cortes fué derribada, 
y Fernando Vil restablecido al poder absoluto. Estos su- 
cesos tuvieron lugar en 4825, á la muerte de Juan VI 
rey de Portugal. La constitución del Brasil establece 
que esta corona no pueda reunirse en una misma perso- 
na con la del Portugal: D. Pedro abdicó esta última en 
favor de su hija D. a María, y nombró un regente para 
que gobernase durante la menor edad de la reina; al mis- % 
mo tiempo concedió una carta á las posesiones de la casa 

(l) Meninge d\i président M. Monroe ou congrés da 2 dócerobre 182$' 
(Ánmtal Regiiter, vol LXV — Public Documenta, p. 183. 
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de Braganza. El gobierno español restablecido en la ple- 
nitud del poder absoluto, temiendo el ejemplo del esta- 
blecimiento pacífico de un gobierno constitucional en un 
pais tan vecino, favoreció las pretensiones de D. Miguel 
á la corona de Portugal, y sostuvo los esfuerzos de sus 
partidarios, para destruir la regencia y la constitución. 
Las incursiones hostiles sobre el territorio de Portugal 
fueron concertadas en España, y ejecutadas con acuerdo 
de las autoridades españolas, por las tropas portuguesas 
pertenecientes al partido del pretendiente; y después de 
haberse separado la España, fueron recibidas y socorridas 
por las autoridades españolas en la frontera. En estas 
circunstancias la regencia de Portugal reclamó del gobier- 
no ingles, en virtud de tratados antiguos de amistad y de 
alianza existentes entre las dos coronas, los recursos mili- 
tares contra la agresión hostil de la España. Accedien- 
do á esta solicitud, se mandaron tropas para la defensa 
de Portugal: el ministro ingles declaró que la constitución 
portuguesa estaba reconocida como de origen legítimo, y 
encomendada á la nación inglesa, por la acogida favora- 
ble que ésta habia recibido de todas las clases de la na- 
ción portuguesa; pero que no convendría á la nación in- 
glesa contrariar al Portugal, si éste último hubiera rehu- 
sado recibir la constitución, ó hubiera entre los mismos 
portugueses divergencia de opiniones relativas á la opor- 
tunidad v conveniencia de esta constitución. Los ingle- 
ses se presentaban en virtud de una obligación sagrada, 
que resultaba de tratados antiguos y modernos. Duran- 
te su permanencia en este pais, nada hicieron para res- 
tablecer por la fuerza dicha conslitucion; pero sí procura- 
ron alejar todos los arbitrios que tendieran á impedirlo. 
La agresión hostil de España al favorecer el partido opues- 
to á la constitución portuguesa, era una violación directa 
de las protestas hechas repetidas veces por el gabinete 
español al gobierno ingles, en las que aseguraba abste- 
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nerse de toda intervención. El objeto único de la Ingla- 
terra era obtener una ejecución leal de estas promesas. 
El caso presente de la invasión de España por la Francia, 
que tenia por objeto destruir la constitución española, 
presentaba circunstancias esencialmente diferentes. La 
Francia dió á la Inglaterra un motivo de guerra en el 
ataque dado á la independencia de España. El gobierno 
ingles estaba en su derecho para intervenir, fundándose 
en una conveniencia política; pero no estaba obligado á 
hacerlo como lo estaba respecto del Portugal, en virtud 
de estipulaciones ó tratados. Habría podido escoger la 
guerra si la juzgaba conveniente en la cuestión de Espa- 
ña; al contrario, su intervención en Portugal era un de- 
ber, á menos que no hubiese querido abandonar los prin- 
cipios de la fé política y del honor nacional (1). 
§. 9- La intervención de las potencias cristianas de la Europa 
. ionde las en ^ avor ^ e 1° 8 S^egos, que después de muchos siglos de 
potencias opresión, habían sacudido el yugo otomano y proclamado 
¿"¿Euro- su independencia, estaba fundada no solamente sobre el 
Seios^ P rmc 'pi° de ^ una intervención semejante es justificable, 
e ^ 9 gnc en el caso de que la seguridad y los intereses esenciales 
de un Estado estén afectados por los sucesos interiores de 
otro Estado vecino, sino también cuando los derechos de 
la humanidad son violados por los escesos de un gobier- 
no cruel y bárbaro. Estos principios están plenamente 
reconocidos en el tratado, que para la pacificación de la 
Grecia, se celebró en Lóndres el G de Julio de 1826, 
entre la Inglaterra, la Francia y la Rusia. En el preám- 
bulo de este tratado se declara, que las parles contratan- 
tes estaban penetradas de la necesidad de poner término 
á una lucha tan sangrienta, que entregando á la Grecia 
y á las islas del archipiélago á todos los males de la anar- 
quía, se pondrían también diariamente trabas al comercio 

(1) Disoonrs de M. Canning á la chambre des Communes le 11 dóeem- 
bre, (Annwtl Register, vol LXVIII, p. 192). 
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SEGUNDA PARTE. 



DE LOS DERECHOS INTERNACIONALES PRIMITIVOS 

O ABSOLUTOS. 



CAPITULO I. 

DEL DERECHO DE CONSERVACION Y DE INDEPENDENCIA 



Los derechos de que gozan los Estados soberanos en- 1 
tre sí, pueden dividirse en dos clases: en derechos pri- ¿ e u»Es* 
mitivos ó absolutos y en derechos condicionales ó hipoté- tedo9 so1 ** 

... * ranos cntrr 

ticos (1). sí. 

Los derechos absolutos son aquellos que existen para 
el Estado en todas circunstancias, por el solo hecho de 
ser Estado, y como consecuencia de esta calidad. Se 
llaman absolutos porque no están limitados á tai ó cual 
circunstancia particular. 

Los derechos condicionales, al contrario, no nacen si- 
no en el caso de ciertas relaciones internacionales, y ce- 
san al mismo tiempo que las circunstancias que dieron 
lugar á ellos. Son, bajo este punto do vista, las conse- 
cuencias de la calidad de Estado soberano; pero conse- 
cuencias no permanentes, que no se producen mas que 

■ 

<.!> Klübor, Droit des gens modcrne de V Europa, §. 36. 
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en un caso dado» Asi es que la guerra, por ejemplo, 
confiere á los Estados beligerantes y los Estados neutra- 
les, ciertos derechos, que no existen un momento mas des- 
pués que la guerra ha cesado. 
$. 2. El primero y mas importante de todos los derechos in- 
ternacionales absolutos, y que sirve de base fundamental 
<:«<>"• á la mayor parte de los otros, es el derecho de conserva- 
ción. Toda persona moral, al momento que su existen- 
cia ha sido legitimada, tiene derecho de proveer á su 
bienestar, v á la conservación de su existencia. Las so- 
ciedades políticas ó Estados soberanos legítimamente es- 
tablecidos, gozan, pues, también de este derecho. El de- 
recho de conservación por sí mismo, incluye necesaria- 
mente todos los otros derechos incidentes que son esen- 
ciales para llegar á este fin. Entre estos derechos se en- 
cuentra el de rechazar, con perjuicio del agresor, los ata- 
ques injustos de que el Estado ó sus ciudadanos pudie- 
ran ser objeto. 

Esta modificación del derecho de conservación, es lo 
que se llama derecho de legítima defensa. Este derecho 
incluye igualmente el de exigir el servicio militar de to- 
dos sus pueblos, de ocupar las fuerzas navales, de levan- 
tar fortificaciones y de establecer los impuestos y las con- 
tribuciones necesarias para estos objetos. Es evidente 
que el ejercicio de estos derechos absolutos, no puede li- 
mitarse mas que por los derechos correspondientes é igua- 
les de otros Estados, ó bien por los convenios especiales 
con ellos. 

En el ejercicio de estos medios de defensa, ningún Es- 
tado independiente tiene que recibir ni mandamientos, ni 
prohibición, ni limitación de ninguna potencia estranjera. 
Mas si aquella, en virtud de su propio derecho de conser- 
, vacion, ve en estos preparativos un objeto de alarma, 6 
una ocasión de temer para sí misma algún peligro de 
agresión, puede pedir esplicaciones; y la lealtad, como un 
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interés político bien entendido, manda que se satisfaga á 
estas demandas cuando ellas sean racionales y bien inten- 
cionadas. 

El derecho absoluto de levantar fortificaciones para la 
defensa del territorio del Estado, ha. sido algunas veees 
modificado por los convenios, en el caso en que se encuen- 
tren tales fortificaciones amenazantes para la seguridad de 
los Estados vecinos; y algunas veces una concesión seme- 
jante ha sido dictada, como una condición de paz, por 
una potencia bastante poderosa, para insistir sobre seme- 
jante condición. Asi es que por las estipulaciones del 
tratado de Utrecht, entre la Inglaterra y la Francia, con- 
firmadas por las de la paz de Aix-la-Chapelle en 174-8, y 
por el tratado de París de 1763, el gobierno francés con- 
trajo el compromiso de demoler las fortificaciones de Dun- 
kerque. Asi es también que por el tratado de Paris de 
1815, se estipuló que las fortificaciones de Huninga, 
que habian sido siempre un objeto de inquietud para la 
ciudad de Basilea, serian demolidas y que no podrían re- 
construirse, ó reemplazarse por otras, á menos que no fue- 
se á una distancia de tres leguas de dicha ciudad (1). 

El derecho que tiene cada Estado independiente para $• 3. 
aumentar su territorio nacional, su población, sus rique- 
zas y su poder, por todos los medios inocentes y legiti- cio " 
mos, tales como la adquisición pacífica de nuevos domi- 
nios, el descubrimiento y colonización de países descono- 
cidos, la estension de la navegación y de la pesca, el 
acrecentamiento de sus rentas, la mejora de su comercio 
y de su agricultura, el aumento de sus fuerzas navales y 
militares, es un derecho de soberanía incontestable y ge- 
neralmente reconocido por el uso y la opinión de las na- 
ciones. El ejercicio de este derecho no puede limitarse 
mas que por el derecho correspondiente é igual de los otros 

(1) Martens, Recueil des troitét, 1 11, p. 469. 
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Estados, derecho que deriva del primitivo de propia con- 
servación. Cuando el ejercicio de este derecho pueda 
atentar contra la seguridad de los otros Estados, ó cuan- 
do se encuentre en oposición directa con el ejercicio de 
los derechos soberanos de estos mismos Estados, no es di- 
fícil asignarle sus límites precisos. Mas^en el caso en que 
se haya supuesto solamente un peligro eventual para la 
seguridad de los otros Estados, pueden suscitarse cuestio- 
nes bastante difíciles, pero que pertenecen mas bien á la 
ciencia de la política que á la del derecho público. 

Las ocasiones en que el derecho de intervención pue- 
da ejercerse para impedir el engrandecimiento de un Es- 
tado cualquiera, por los medios inocentes y legítimos que 
hemos indicado, son raras y no pueden justificarse, escep- 
to en el caso en que el aumento de las fuerzas militares 
y navales de una potencia, pudiesen inspirar justos temo- 
res á las otras potencias. El desarrollo interior de los 
recursos de un pais, ó la adquisición de colonias ó de 
países lejos de la Europa, no han sido jamas considera- 
dos como motivos suficientes para justificar una interven- 
ción. Parece ser una opinión general, que las colonias, 
lejos de contribuir á aumentar el poder de la metrópoli, 
contribuven mas bien á debilitarlo. El aumento de las 
riquezas y de la población de un pais, que sin contradic- 
ción es uno de los medios mas eficaces para aumentar su 
poder, se verifica de una manera tan insensible, que no 
puede causar á los otros países justos motivos de alarma. 
Óreer que las naciones tienen derecho de intervenir por 
la fuerza, para impedir el desarrollo de la civilización y 
para destruir la prosperidad de las naciones vecinas, es 
una suposición cuya injusticia es tan manifiesta que no 
hay necesidad de refutarla. La intervención para man- 
tener el equilibrio de las potencias, tiene ordinariamente 
por objeto, impedir que un soberano bastante poderoso, 
incorpore las provincias conquistadas en su territorio, ó 
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que aumente sus Estados por matrimonio, ó por suce- 
sión, ó que ejerza una influencia dictatorial sobre la polí- 
tica de otros Estados independientes. 

En la gran sociedad de las naciones, cada miembro es 
independiente de los otros, y vive con respecto á los demás 
miembros, en lo que se llama" estado de naturaleza, esto 
es, de no reconocer entre ellos soberano, árbitro ni juez. 
De donde resulta que el derecho entre las naciones, no 
tiene una sanción semejante á aquella que asegura la eje- 
cución del derecho civil de cada Estado, con relación a 
los miembros que lo componen: por consiguiente, la so- 
la sanción que puede darse, ó el único derecho inter- 
nacional, no están fundados mas que en el temor de las 
naciones, de provocar una hostilidad general con la viola- 
ción de este derecho. He aqui por qué los Estados Eu- 
ropeos han cuidado, con la mas grande diligencia, de que 
este equilibrio de las potencias no se turbe jamas. Esta 
política ha servido de pretesto á las guerras mas crueles 
de los tiempos modernos, de las cuales unas han tomado 

. verdaderamente su origen, en los temores reales que han 
sufrido las grandes potencias, por la independencia de Es- 
tados mas débiles; pero otras se han verificado por el in- 
terés de tal ó cual potencia, que oculta asi sus verdade- 
ras causas. Cuando el espíritu de conquista de un Es- 
tado, amenaza verdaderamente la segundad general de la 
Europa, este espíritu se conoce por hechos tan ostensi- 

- bles, que las otras potencias quedan justificadas por el 
hecho de haber ocurrido á las armas. Tal fué el motivo 
que dió lugar á las alianzas que formaron, y á las guerras 
que se emprendieron para poner límites al engrandeci- 
miento de la casa de Austria y de España, bajo el reina- 
do de Carlos V y de su hijo Felipe II, y que terminaron 
por la paz de Vestfalia, cuyas estipulaciones formaron, 
por mucho tiempo, el derecho público escrito de la Eu- 
ropa. Las largas y violentas disputas que tuvieron lugar 
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<luranle el siglo XVI, entre las diferentes sectas religio- 
sas que la Reforma produjo, se estendieron por toda la 
Europa. El interés político de los pueblos, y la ambi- 
ción de los príncipes, dieron á estas luchas un ardor nue- 
vo. Las grandes potencias católicas y protestantes, pro- 
tegían respectivamente á sus correligionarios en el seno 
mismo de los Estados rivales. La España y la Austria, 
intervinieron mas de una vez en favor del partido católi* 
co en Alemania, en Francia y en Inglaterra, mientras que 
las potencias protestantes intercedían por sus correligio- 
narios perseguidos en Alemania, en Francia y en los Paí- 
ses-Bajos. Estas intervenciones recíprocas, dieron á las 
guerras y á las transacciones del siglo XVII, un color par- 
ticular. La conducta de la Francia en estas guerras es 
muy remarcable, porque mientras que por un lado Riche- 
liou sostenía á los protestantes de Alemania, á fin de de- 
bilitar el poder de la casa de Austria, por otro perseguía 
con un rigor inflexible á los franceses que profesaban la 
religión reformada. 

El equilibrio de las potencias, establecido por la paz de 
Vestfalia, fué de nuevo alterado por los proyectos ambi- 
ciosos de Luis XIV, que forzaron á los Estados protestan- 
tes de Europa, á unirse con la casa de Austria contra la 
Francia, y á tomar el partido de la revolución inglesa de 
1088, mientras que Luis XIV sostenía las pretensiones 
de los Stuardos á la corona de Inglaterra. Estas transac- 
ciones nos sirven de ejemplos de la intervención de los 
Estados de Europa, en los negocios interiores de sus ve- 
cinos, en el caso en que el interés y la seguridad de las 
potencias interventoras, hayan sido amenazados por los 
sucesos ocurridos en los Estados vecinos. Estos ejem- 
plos no servirán para formar una regla de conducta fija; 
pero si podrán aplicarse en circunstancias análogas (1). 

'3) Wheaton, Hiatoire du Droit de$ gtiu, t. 1 , p. 110 á 1 14. 
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de la Europa, y se daría lugar á que una multitud de pi- 
ratas comprometiesen á las partes contratantes á sufrir 
pérdidas considerables. Se dijo también que la Grecia, al 
solicitar la intervención de las potencias, y éstas al pro- 
curar que cesase un estado de cosas tan cruel T habian re- 
suelto celebrar un tratado solemne para restablecer la paz 
entre la Grecia y la Puerta, como un medio para el arre- 
glo que reclama, no solamente la humanidad, sino tam- 
bién el interés de las potencias de Europa. 

En el primer artículo del tratado se convino: que las 
tres potencias contratantes ofrecerían su mediación á la 
Puerta, y que al mismo tiempo propondrían un armisti- 
cio á los dos enemigos. 

En el artículo segundo se estipularon los términos pa- 
ra el arreglo á que debería quedar sujeta la situación po- 
lítica y civil de la Grecia. 

Por el artículo tercero del tratado se acordó, que los 
detalles d« este arreglo, y la estension que se habia de 
dar al nuevo territorio, se estipularían en una negocia- 
ción, que por separado se celebraría entre las partes con- 
tratantes y las partes contendientes. 

Al tratado público se añadió un artículo secreto, en 
que se estipuló por las altas partes contratantes, que to- 
marían medidas para establecer sus relaciones comercia- 
les con la Grecia, enviándole agentes consulares y reci- 
biendo los suyos; y ademas, que si dentro de un mes 
la Puerta no aceptaba el armisticio propuesto, ó si los 
griegos rehusaban el ejecutarlo, las altas partes contra- 
tantes declararían á aquella de las potencias que comen- 
zase de nuevo las hostilidades, que estaban decididas á 
emplear todos los medios que la prudencia les sugiriese 
para impedir que se renovasen. dichas hostilidades. En fin, 
este artículo secreto se terminó por declarar, que si estas 
medidas no eran bastantes para obligar á la Puerta á adop- 
tar las proposiciones hechas por las potencias, y si. por 

X. 1,-14 
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otra parte los griegos renunciaban á las condiciones esti- 
puladas en su favor, las partes contratantes no continua- 
rían mas la obra de pacificación que habían comenzado, 
y que para lo sucesivo autorizarían á sus representantes 
en Londres, para discutir y determinar las medidas ulte- 
riores que fuesen necesarias. 

Los griegos aceptaron la mediación propuesta; mas Ib 
Puerta la rechazó, y entonces se dió orden á los coman- 
dantes de las fuerzas navales de los aliados para que hi- 
ciesen cesar las hostilidades. Así se verificó por la ba- 
talla de Navarin: las tropas francesas ocuparon la Morea, 
y la independencia de la Grecia fué, finalmente, recono- 
cida por la Puerta, merced á la mediación de las tres po- 
tencias contratantes. Si, como han supuesto algunos es- 
critores, los turcos pertenecen á las naciones que no re- 
conocen el derecho internacional de la cristiandad, ellos, 
sin embargo, no tienen derecho á quejarse por las medi- 
das que las potencias cristianas han adoptado en esta oca- 
sión para proteger á sus correligionarios. En una época 
menos civilizada, las naciones cristianas, escitadas por una 
simpatía generosa y entusiasta, se arrojaron á los campos 
de la Asia para recobrar el Santo Sepulcro, que se en- 
contraba entonces entre las manos de los infieles. ¿No 
era, pues, mas natural que interviniesen para librar á un 
pueblo entero, no solamente de la persecución religiosa, 
sino también del peligro de ser arrancados de su pais na- 
tal, ó bien de ser esterminados por sus crueles opresores? 
Los derechos de la humanidad ultrajados por mas de seis 
años, por esta guerra impía contra una nación cristiana, á 
cuyos abuelos la Europa entera debe sus luces y civiliza- 
ción, deberían ser vengados por esta intervención. Sir 
J. Mackintosh ha dicho: u Todos los derechos que una na- 
ción puede defender por sí misma, puede igualmente sos- 
tenerlos en favor de otra nación cuando fuese llamada á 
intervenir en ellos." Así se esplica perfectamente como 
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en este caso, aun cuando las grandes potencias no hubie- 
sen intervenido por simpatía ó por reconocimiento á fa- 
vor de los griegos, deberian haberlo hecho así para pre- 
servarse á sí mismas. 

Como hemos visto ya, de poco tiempo á esta parte es $• 10 
cuando el imperio Qtomano ha sido admitido en la esfe- C -, 0D a c la* 
ra del derecho público europeo, á pesar de que se halla ^J^ p j* 
fundado sobre cierta reunión de medidas, de instituciones Europa en 
políticas y de creencias religiosas, que distinguen á los ^{¡¡Jj^ 4 
cristianos de los mahometanos (1). d otomSno n 

Sin embargo, la integridad y la independencia del im- C n°i84o! 
peno Otomano han sido consideradas siempre como uno 
de los elementos esenciales para el equilibrio de las po- 
tencias, desde que el imperio de la media luna dejó de 
ser un objeto de terror para las naciones occidentales. La 
intervención armada de las tres grandes potencias cristia- 
nas en los negocios de la Grecia, vino á complicarse con 
la guerra entre la Rusia y lá Puerta Otomana, que termi- 
nó por la paz de Andrinopoli en 1829, y en seguida por 
el tratado de alianca entre los dos imperios, firmado en 
Unkiar-Skelessi en 1 833. El casus foederis del tratado 
fué amenazado por las tentativas de Méhémet-Ali, pacha 
de Egipto, que procuraba independerse de la Puerta y re- 
cobrar sus provincias perdidas. El statu quo establecido 
por el convenio de Kutaieh en 1833, entre el sultán y 
su vasallo, bajo la mediación de la Francia y de la Ingla- 
terra, sobre el cual descansa la paz del Levante, y tam- 
bién la paz de la Europa, estaba constantemente amena- 
zado por las potencias irreconciliables de las dos grandes 
divisiones del imperio Otomano. La guerra apareció de 
nuevo entre ellas en 1839, y la derrota de la armada 
turca en Nézib, fué acompañada de la deserción de la flo- 
ta de Méhémet-Ali y de la muerte de Mahmoud II. En 

(D Vid e supra, pari. 1, chap. 1, $. 13, 
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este estado de cosas, las potencias de la Europa occiden- 
tal se vieron precisadas á intervenir para salvar al impe- 
rio Otomano del doble peligro que le amenazaba: la do- 
minación del pacha Méhémet-Ah,óbien el protectorado es- 
elusivo de la Rusia. Una larga y difícil negociación tuvo 
entonces lugar entre las cinco grandes potencias. De los 
muchos documentos públicos que se dieron sobre este ob- 
jeto, pueden sacarse los principios siguientes, que fueron 
reconocidos por todas las potencias, y en los cuales cons- 
tan, por otra parte, las diferentes opiniones que se susci- 
taron entre ellas. 

4 .° El derecho de intervención de las cinco grandes 
potencias está fundado, sobre que esta lucha amenaza 
en sus consecuencias el equilibrio y la paz de la Euro- 
pa. En cuyo punto están de acuerdo, discrepando so- 
lamente sobre las medidas que han de adoptar para poner 
término á las diferencias suscitadas entre k Puerta y Me- 
hémet-Ali. 

2. ° Se convino que esta intervención no podria tener 
lugar sino en el caso de pedirla el sultán, según el pro- 
tocolo firmado por las grandes potencias en Aix-la-Cha- 
pelle ó Aquisgran en 1818, decidiendo, que jamas las 
cuestiones pertenecientes á los derechos y al interés de 
un tercer Estado serian abordadas por ellas en las confe- 
rencias, sin que el gobierno interesado no hubiese sido 
llamado para .tomar parte en ellas. 

3. ° Que estando próxima 'la muerte del sultán Mah- 
moud, y habiéndose aumentado los peligros que corría el 
imperio Otomano por una singular complicación de acon- 
tecimientos, cada una de las grandes potencias declara su 
intención firme y solemne, de conservar á este imperio 
su independencia bajo la dinastía reinante, y que á nin- 
guna de ellas le seria permitido en el estado actual de co- 
sas obtener mas territorio, ó una influencia esclusiva. 

Esta negociación fué, en fin, terminada por el conve- 
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wio de 15 de Julio de 1840, entre las cuatro grandes 
potencias de la Europa, la Austria, la Inglaterra, la Pru- 
sia y la Rusia, á la cual accedió la Puerta Otomana. A 
consecuencia de%ste convenio Mél»émet-Ali fué estrecha- 
do á evacuar todas las provincias ocupadas por él, escop- 
lo el Egipto, de donde fué confirmado pacha hereditario, 
bajo las mismas condiciones contenidas en la acta sepa- 
rada del convenio (1). 

La intervención de las cinco grandes potencias de la i 11 
Europa, representadas por la confederación de Londres, P ¡ 0 ñ ¿*w 
en la revolución belga de 1830, nos da un ejemplo de ¿f™^™' 
la aplicación de este derecho para conservar la paz gene- cías en í« 
ral, y para adaptar el nuevo orden de cosas á las estipula- "beípui" 
ciones de los tratados de París y de Viena, que habian 1880 
fondado el reino de los Paises-Bajos. Hemos hablado ya 
en otro lugar de esta obra, de la larga y especiosa ne- 
gociación, relativa á la separación de la Bélgica y de la 
Holanda, que ha tenido unas veces el carácter de media- 
ción y otras el de arbitraje forzoso, ó de intervención ar- 
mada, según las diferentes fases de la lucha. Esta ter- 
minó al fin por una transacción entre los dos principios 
que por tanto tiempo han estado en oposición, y que han 
amenazado el orden establecido de lu Europa y la paz 
general. La revolución belga se ha reconocido como un 
hecho consumado; pero sus consecuencias han sido en- 
cerradas en los limites mas estrechos, rehusándole los 
atributos del derecho de conquista de postliminio, y pri- , 
vado á la Bélgica de una gran parte de la provincia del 
Luxemburgo, de la ribera izquierda del Escalda, y de la 
derecha de la Mosa. Las cinco grandes potencias que re- 
presentan la Europa, han consentido en la separación de 
la Bélgica, con el nombre de Estados independientes, 
bajo las condiciones que ella ha aceptado y que han ve- 
to Wheaton, Histoirt du Droit des gen», t. 1 1 , p. 252 A 260. 
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nido á ser la base de su derecho público. Éstas condi- 
ciones han sido después incorporadas en un tratado defi- 
nitivo, firmado en 1839 entre la Bélgica y la Holanda, 
por el cual la independencia de la primera fué reconoci- 
da por la segunda (1). 
$ i*- Cada Estado, en su calidad de sér moral distinto é in- 
denchTdé dependiente de los otros Estados, puede ejercer todos sus 
«a Estado derechos soberanos, con tal que no perjudique á los de 

cu cuanto 5 

«u gobierno los otros Estados. Entre estos derechos se encuentra el 
mterior. ¿ e es t aD lecer, cambiar y abolir la constitución del gobier- 
no del Estado. Ningún otro Estado puede oponerse al 
ejercicio de este derecho, á menos que esta intervención 
no esté autorizada por cualquier convenio especial ó por 
la necesidad de prevenir ios sucesos que comprometerían 
su independencia y su seguridad. El que no puedan in- 
tecvenir es la regla general, y las únicas escepciones de 
esta regla están fundadas sobre la necesidad absoluta. 

Mediación ^ us0 * a P rona0 * 0 P or ' as naciones, autoriza la proposi- 
para el ar- ClOn de un Estado que ofrece prestar sus buenos oficios 
d^nsbnw ó su mediación para el arreglo de las disensiones interio- 

intenorcí res de otro Estado. Si la oferta de mediación es acep- 
te un Esta- ^ gQ j 0 eg ^ necno se justifica j a intervención. 

El derecho de mediación puede también estar fundado 
sobre convenios positivos, tales como los tratados de me- 
diación y garantía. Tal fué, por ejemplo, la garantía para 
la Francia y la Suecia, de la constitución germánica para 
la paz de Westfalia en 1648, y el resultado de la guer- 
ra de treinta años emprendida por los príncipes, y ciuda- 
des libres de Alemania para defender sus libertades civi- 
les y religiosas contra las invasiones de la casa de Aus- 
tria. 

La república de Génova estaba antes ligada por una 
antigua alianza con los cantones suizos de Berna y de Zu- 

(1) Wheaton, Hiatoire du droit des gen; t. 11, p. 218 á 23». 



Digitized by Google 



Y DE INDEPENDENCIA. lOi 

rich, en virtud de la cual estos cantones se unieron á la 
Francia en 1738, para ofrecer la mediación de las tres 
potencias á las partes contendientes, cuyas disensiones ha- 
bían turbado la paz de esta república. El resultado de 
esta mediación fué, el que se estableciese una constitu- 
ción, que dio lugar. á nuevas disputas en 4768; dispu- 
tas que terminaron por la intervención de las potencias 
mediadoras. En 1782 la Francia se unió á estos can- 
tones y á la corte de Cerdeña, para imponer su media- 
ción colectiva á los partidos aristocrático y democrático de 
Genova; pero parece muy dudoso que estas transacciones, 
y sobre todo la última, puedan concillarse con el respeto 
debido á los derechos y á la independencia aun de los 
Estados mas pequeños (1). 

La constitución actual de la Confederación Suiza fué 
arreglada en 1813 por la mediación de las grandes po- 
tencias aliadas, y en seguida reconocida por ellas en el 
congreso de Viena como la base del pacto federal de la 
Suiza. Por la misma acta, los cantones unidos garanti- 
zan á cada cantón una constitución y un gobierno lo- 
cal (2). 

Según las leyes fundamentales de la Confederación 
germánica, la Dieta puede garantir la constitución local es- 
tablecida en cada Estado, á pedimento del mismo Estado. 
La Dieta adquiere por esta garantía el derecho de soste- 
ner la constitución, solicitándolo una ú otra de las partes 
interesadas, y de terminar las diferencias que puedan so- 
brevenir para su interpretación ó ejecución, sea por me- 
diación, sea por arbitraje, á menos que las constituciones 
no señalen otros medios para terminar semejantes dife- 
rencias (3). 

(1) Flasaan, Hittoire de la diplomatú francaiu, t V, p. 78; t. VII, p. 

27, 297. 

(2) Aete final du eongrét de Vienne, art. 74. 

(3) Wiener, Scklunacte vom 15 Mai 1820. Art. 62. 
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La constitución federal de los Estados-Unidos de Amé- 
Tica garantiza á cada Estado una forma de gobierno re- 
publicano, y la autoridad federal está comprometida á pro- 
teger á todos los Estados contra las invasiones del estran- 
jero, ó contra las revueltas interiores, a pedimento del 
Estado cuya seguridad esté amenazada ( !). 
* u - La independencia política de cada Estado se estiende 
Jencia'de UO solo á la forma de su gobierno, sino también á la 
"eo culí e ^ ecc ' on de su £ e f' e supremo y de las autoridades su- < 
¿heiecdoubalternas. En los gobiernos hereditarios, la sucesión 
dc»uágefct es ^ arre ^| a( i a p 0r i as leyes fundamentales del Esta- 
do; la decisión de todas las cuestiones concernientes á la 
i sucesión, esclusivamente pertenecen á la nación, sin que 
dependan de la intervención ó examen de las potencias 
estranjeras. En los gobiernos electivos, el gefe del Es- 
tado y de las otras autoridades debe ser hecha libremen- 
te de la manera prescrita por la constitución, sin que in- 
tervenga ninguna autoridad ó influencia estraña (2). 
j l5 \ Las únicas incepciones de estas reglas generales, son 
Ju^wn- las que resultan de los tratados de alianza, de garantía y 
auiuo de ¿ Q mediación, de los que sea parte contratante el Estado 

convenios ' 1 • / i 

especíalo, donde tengan lugar esas cuestiones; ó de los tratados con- 
cluidos por otros Estados, como consecuencia del ejercí"» 
ció de un derecho supuesto de intervención, fundado so- 
bre la necesidad de su propia conservación, ó sobre un 
peligro eventual que amenace la seguridad general de las 
potencias. Tales fueron, entre otras, las guerras relati- 
vas á la sucesión de la España á principios del siglo XVIII, 
y mas tarde, en el mismo siglo, lal de Austria y Bavie- 
*a. La historia de la Europa moderna, ofrece todavía 
otros ejemplos de intervención de las potencias estranje- 
ras en el nombramiento del soberano ó gefe del Estado, 
en donde este nombramiento ha dependido de elección 

(1) Conttitution de* EtaU Uui*, art. 3. 

(2) Vsttel, Droit tes gen*, liv. 1, chap. V, $$. 66 *t 67 
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popular y de una Dieta nacional ó consejo, tales como la 
elección del emperador de Alemania, del rey de Polonia 
y del Papa. Sin embargo, de estos hechos no puede sa- 
carse un argumento sobre el cual pueda fundarse un 
derecho de intervención. Solo en el caso del nombra- 
miento del Papa, que es al mismo tiempo Pontífice su- 
premo de la Iglesia católica, y un soberano «temporal, el 
emperador de Austria y los reyes de Francia y de Espa- 
ña, por un uso muy antiguo, ha tenido cada uno el de- 
recho de escluir un candidato (1). 

El tratado de cuádruple alianza concluido en 483-4 $ i«. 
entre la Inglaterra, la Francia, la España y el Portugal, T J^ p ^ 
presenta un caso bastante noable de intervención, en la alianza de 
sucesión á la corona de estost dos últimos reinos. laingSter- 

El derecho de intervención en este caso, se fundó en ¡J; 1 *^* 
la necesidad de mantener la paz en estos reinos, co- paña y ei 
mo también la paz general de la Europa, por la espul- Pürtu ? aK 
sion que se hizo de los pretendientes D. Cárlos y D. 
Miguel. Habiendo ya esplicado en otra obra las cir- 
cunstancias que se tuvieron presentes, para la conclusión 
del tratado de la cuádruple alianza, como también las es- 
tipulaciones de éste, solo se necesita recapitular aqui 
los principios mas importantes que se pueden reunir, de 
las discusiones del parlamento ingles en 1835, sobre las 
medidas adoptadas por el gobierno de Inglaterra para eje- 
cutar el tratado. 

1.° La legalidad de la orden del consejo que per- 
mite á los subditos ingleses alistarse para el servicio 
militar de la España, esceptuándolos asi de la disposi" • 
cion general del parlamento de 1819, que prohibe en 
casos semejantes el alistamiento para el servicio militar 
de una potencia estranjera, no ha sido contradicho por 
Sir Roberto Peel y los otros miembros de la oposición. 

(1) Klüber, Droit des gene modernc de VEurope, part 11, tít. 1, chap. 
11, $.48. 

T.I.-15 
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La obligación de dar armas y de auxiliar á la reina con una 
fuerza naval, era igualmente incontrovertible, según las 
estipulaciones del tratado. Sin embargo,, conforme á los 
principios del derecho de gentes, su cumplimiento es es- 
tramadamente difícil. A menos de una declaración de guer- 
ra, la obligación especial de un socorro naval, no puede 
ejecutarse sin violar directamente las leyes generalmente 
reconocidas entre las naciones. Cualesquiera que fuesen 
los compromisos particulares del gobierno ingles, él no 
podia por sí mismo impedir á una nación neutral, re- 
cibir armas para su uso ó hacer el tráfico de ellas. Sin 
una declaración de guerra bien positiva, no tenia derecho 
alguno para detener en la mat los buques de un pais 
neutral. 

2.° Se objeta, que la suspensión de la ley general 
eontra los alistamientos para el servicio de una potencia es- 
tranjera, equivalía á una intervención armada en los nego- 
cios interiores de otro pais. El principio general guardado 
hasta entonces por la Inglaterra, era el de la no interven- 
ción. Sir Roberto Peel admitió, sin embargo, que po- 
dían darse escepciones en casos particulares, sea por cau- 
sa de inmediata vecindad, sea por circunstancias de una 
ualuraleza particular y de un ínteres urgente. Pero el 
decir que para la protección y el desarrolle de los intere- 
ses ingleses, sea necesario cooperar activamente para el 
establecimiento ó conservación de una forma cualquiera 
de gobierno* en un pais situado como la España, seria 
destruir la regla general de la no intervención, y puner la 
independencia de cada> Estado débil, á merced de sus veci- 
nos poderosos. Preguntaba, ¿quién en este caso impe- 
diría .4 las potencias del Norte, que bajo el pretexto de de- 
fender su ínteres,, interviniesen también á mano armada? 
Se diría quizá que la espedid on sancionada por el gobier- 
no ingles, no era una intervención directa en los negocios 
de la España. ¿Pero cómo se podría negar que el pec- 
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miso acordado á los subditos ingleses, para entrar al.ser- 
vicio de las armas de una potencia estranjera y de orga- 
nizarse en Inglaterra, ño era una intervención armada pa- 
ra servir á esta potencia contra una insurrección de sus 
propios subditos? Durante la discusión del bilí, sobre 
alistamientos estranjeros, se objetó contra la cláusula que 
autoriza al rey para*»suspender la ejecución de la ley 
por orden del consejo, que sin necesidad de semejante 
ley, los subditos estaban en libertad de alistarse en el ser- 
vicio militar de un pais estranjero, sin dar lugar á que- 
jas por parte del gobierno ingles: mientras que si la co- 
rona estuviese autorizada para suspender la ejecución de 
la ley, por miramiento á una nación beligerante cualquie- 
ra, se podria juzgar que habia sido enviada por él mismo 
la espcdicíon en cuestión. 

Lord Palmerston, en su réplica, dijo: 

1 .° Que el objeto inmediato del tratado de cuádru- 
ple alianza, como se habia anunciado en el preámbulo, 
era el restablecimiento de la paz en toda la Península, y 
el medio para conseguir ese objeto, se declaró ser la es- 
pulsion de los infantes D. Cárlos y D. Miguel, del reino 
de Portugal. Desde que regresó D. Cárlos á España se 
creyó necesario añadir dos artículos adicionales al trata- 
do, para subvenir á este nuevo incidente. En uno de es- 
tos artículos, el gobierno ingles se comprometió á propor- 
cionar á la reina de España, todos los recursos de armas 
y de municiones de guerra que pudiera pedir, y ademas 
solicitarle fuerzas navales si las creyese necesarias. To- 
dos los publicistas están de acuerdo sobre el principio de 
que un gobierno que se obliga de esta manera á prestar 
armas á otro, se juzga que toma parte en la lucha en que 
éste último se halla comprometido; y el convenio de au- 
xiliar á la reina de España con las fuerzas navales, de- 
muestra mas claramente este mismo principio Si se 
objeta, pues, que la orden del consejo identifica al gobier- 
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no ingles con la cansa del gobierno de España, se res- 
ponde que efectivamente es así, por los artículos adicio- 
nales del cuádruple tratado. 

2.° En cuanto al peligro que se alega de que se es- 
tablece un precedente para justificar la intervención de 
otras potencias, basta solamente observar, que la Ingla- 
terra se funda en un tratado destinado á sostener los de- 
rechos de un soberano, reconocido por las autoridades 
competentes del pais que gobierna. En el caso de una 
guerra civil, provenida de una sucesión disputada ó de 
una revolución que se ha prolongado por mucho tiempo, 
ningún publicista niega el derecho á las otras potencias, 
de adherirse á una de las partes beligerantes, según le con- 
venga. Sin duda que el ejercicio de este derecho de- 
pende de las circunstancias. Pero el derecho es general 
para todos los que quieren ejercerlo. Un Estado puede 
sostener á uno de los partidos beligerantes, y otro Esta- 
do puede adherirse á la parte opuesta, en cuyo caso am- 
bos deben obrar con el pleno conocimiento de las conse- 
cuencias que puedan traer sus determinaciones. Se pue- 
de sostener, pues, que la medida en cuestión no estable- 
ce ningún principio nuevo, y que tampoco trae consigo 
un precedente dañoso. Cada caso debe determinarse se- 
gún las consideraciones de prudencia que le sean aplica- 
bles. En el presente puede sostenerse, que la medida 
en cuestión está perfectamente de acuerdo con el espíri- 
tu de los compromisos contraidos por el gobierno ingles, 
que no se funda en ninguna innovación de los principios, 
y que está justificada por el derecho de gentes general- 
mente reconocido (1). 



(3; Wheaton, Hiitoire du droit de* gen*, t 11, p. 206 á 219. 
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Cada Estado independiente posee el poder esclusivo de 4 l - 
legislar sobre los derechos personales de sus ciudadanos, elusivo' "¡ 
y sobre los bienes muebles é inmuebles situados en el ¡?Jj[ laci0!l 
territorio del Estado, y que pertenecen á sus ciudadanos 
ó á los estranjeros. Pero sucede muchas veces que un 
individuo posee bienes en otro Estado distinto del de su 
domicilio, ó que celebra algunos actos, como contratos ó 
testamentos, en otro territorio, ó que adquiere derechos 
en un Estado es t ra ño r que le vienen por sucesión en al- 
gún intestado; en cuyos casos puede muy bien hallarse so- 
metido á dos ó tres poderes soberanos: conviene á saber, 
al de su patria ó domicilio, al del territorio donde están 
situados los bienes en cuestión, ó á aquel en donde otor- 
gó los instrumentos públicos. La sumisión al poder so- 
berano de la patria existe desde que nace el individuo, á 
menos que después cambie de nacionalidad. En los otros 
dos casos se considera como sujeto á aquellas leyes, pe- 
ro solo de una manera restricta: en los paises donde po- 
see los bienes se le llama subdito foráneo, y en aquellos 
donde se celebraron los conJtratos ú otorgaron k s- instru- 
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i 

mentos, se le nombra subdito pasajero. Como en gene- 
ral cada uno de estos territorios se rige por una legisla- 
ción distinta, se ofrecen frecuentemente conflictos entre 
estas diferentes leyes; es decir, la cuestión que se pre- 
senta á menudo consiste en determinar, cual de las le- 
Dcrcchoin- gislaciones es aplicable ai punto que se ventila. El con- 

tcroftcioiifil 

invado, junto de reglas que sirven para juzgar de los conflictos 
entre las leyes civiles y criminales de diversos países, es 
lo que se llama derecho internacional privado, para dis- 
tinguirlo del derecho internacional público, que arregla v 
las relaciones de nación á nación (1). 
conflkto ^ primer principio general en esta materia, resulta de 

de 1m leyes, la independencia de las naciones. Cada nación posee y 
ejerce sola y esclusivamente, la soberanía y la jurisdic- 
ción en toda la ostensión de su territorio. De este prin- 
cipio resulta que las leyes de cada Estado afectan, obligan 
y rigen con pleno derecho, todas las propiedades inmue- 
bles y muebles que se encuentran en su territorio, como 
también las personas que habitan en él, sean ó no naci- 
das allí; en fin, que estas mismas leyes reglamentan todos 
los contratos y todos los actos que se han hecho dentro 
de los límites del mismo territorio. 

En consecuencia, cada Estado tiene el poder de arre- 
glar las condiciones bajo las que las propiedades inmue- 
bles, existentes dentro de los límites de su territorio, pue- 
dan poseerse y trasmitirse, determinar el estado y la ca- 
pacidad de las personas que allí se encuentren, la solidez 
de los contratos y otros instrumentos que tengan allí su 
origen, y los derechos y obligaciones que resulten; en 
fin, las condiciones bajo las que puedan intentarse y se- 
guirse las acciones en los límites de su territorio. 

El segundo principio general es; que ningún Estado 
puede por medio de sus leyes, afectar directamente, ligar 

#■ 

(1) Foelix, Droit international prioé t §. 9. 
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ó reglamentar los objetos que se encuentran fuera de su 
territorio, ó á las personas que residen en él, ya le estén ó 
no sometidas por los hechos que tomaron allí su origen. 
Esta es una consecuencia del primer principio general: el 
sistema contrario que reconociese en cada Estado el po- 
der de determinar de las cosas y de las personas que se 
encuentran fuera de su territorio, escluiria la igualdad de 
derechos entre los diversos Estados, y la soberanía esclu- 
uva que pertenece á cada uno de ellos (i). 

De los dos principios anteriores resulta una consecuen- 
cia importante, y es: que todos los efectos que las leyes 
estranjeras puedan producir en el territorio de un Estado, 
dependen del consentimiento espreso ó tácito del mismo 
Estado. A ninguno puede obligársele á admitir en su terri- 
torio la aplicación y el efecto de las leyes estranjeras, cuyo 
cumplimiento indudablemente puede rehusar: esta resisten- 
cia puede manifestarse solo respecto de algunas cosas, y 
de otras permitir que tengan su efecto en todo ó en parte. 
Si la legislación del Estado es positiva bajo uno ú otro de 
estos puntos de vista, los tribunales deben necesariamen- 
te conformarse á ella. En caso de silencio, y solo enton- 
ces, los tribunales pueden apreciar en los hechos particula- 
res, hasta qué punto puedan tener lugar las leyes estran- 
jeras y deban aplicarse sus disposiciones. El consenti- 
miento espreso del Estado para la aplicación de las leyes 
estranjeras en su territorio, resulta', ó de las leyes dadas 
por su poder legislativo, ó de los tratados concluidos con 
otros Estados. El consentimiento tácito se manifiesta por 
las decisiones de las autoridades judiciales y administra- 
tivas, así como por los escritos de los autores. 

Los legisladores, las autoridades públicas y los escri- 
tores al admitir la aplicación de las leyes estranjeras, son 
guiados no por un deber, sino únicamente por las consir- 



(1) Koelix, Droit international privé. 
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deraciones de utilidad y de conveniencia recíprocas entre 
los Estados: ex comitatem, ób reciprocam utiliíatem. La 
necesidad del bien público de las naciones, ha hecho que 
en cada Estado se conceda á las leyes estranjeras un efec- 
to mas ó menos amplio. Cada nación encuentra sus ven- 
tajas en este modo de proceder. Los subditos de un Es- 
tado tienen sus relaciones con los de otros Estados; tienen 
intereses en los negocios que allí se celebran y en los 
bienes situados en el estranjero, y de aqui resulta la ne- 
cesidad, ó al menos la utilidad para cada Estado, en acor- 
dar, por el propio interés de sus subditos, ciertos efectos 
á las leyes estranjeras, y de reconocer la validez de los 
instrumentos otorgados en otros países, á fin de que sus 
subditos encuentren á la vez en otro pais una protección 
recíproca de sus intereses. Así es que entre las nacio- 
nes se ha formado un convenio tácito sobre la aplicación 
de las leyes estranjeras, fundado en sus necesidades recí- 
procas. Este convenio no es igual en todas partes: en 
algunos Estados han adoptado el principio de la recipro- 
cidad completa, tratando á los estranjeros como á sus pro- 
pios subditos se les trata en el pais de aquellos. Otros 
Estados miran ciertos derechos como inherentes absolu- 
tamente á la cualidad de ciudadano, de los que están es- 
cluidos los estranjeros: ó bien dan á algunas de sus ins- 
tituciones cierta importancia, que se opone á la aplicación 
de toda ley estranjera que sea incompatible con el espí- 
ritu de ellas. Lo cierto es, que en el dia todos los Es- 
tados han adoptado el principio de la aplicación de leyes 
estranjeras en su territorio, salvo, algunas veces, las res- 
tricciones que exigen el derecho de soberanía y el inte- 
rés de sus propios subditos. Esta es la doctrina de to- 
dos los autores que han escrito sobre el asunto. 

"Ante todas cosas (dice el presidente Bohier) es necesaria 
recordar, que aunque la regla sea limitada por la restricción 
de las costumbres, la estension no debe dejarse de admitir 
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en favor de la utilidad pública, y muchas veces por una 
especie de necesidad. Así es, que cuando los pueblos ve- 
cinos sufren esta estension, no es para ellos un peso ver- 
se sometidos á un estatuto estranjero, sino un interés par- 
ticular, para que en casos semejantes sus costumbres les 
produzcan la misma ventaja en el pais vecino. Se pue- 
de, pues, asegurar, que esta estension está fundada sobre 
una especie de derecho de gentes y de bienestar, en vir- 
tud del cual los diferentes pueblos tácitamente se han 
puesto de acuerdo para sufrir esta ostensión consuetudi- 
naria, siempre que la equidad y la utilidad común así lo 
exijan; á menos que esta estension no pueda continuar en 
el caso de una disposición prohibitiva." 

Otro de los autores mas célebres sobre el conflicto de 
las leyes, ha puesto los principios siguientes como aplica- 
bies á esta materia. 

1 .• Las leyes de cada Estado rigen á todas las per- 
sonas y todas las cosas situadas en los límites de su ter- 
ritorio. 

2. ° Todas las personas que habitan dentro de los lí- 
mites del territorio de un Estado, se consideran como 
subditos de él, aun cuando su residencia sea solamente 
temporal. 

3. ° La conveniencia recíproca de las naciones acon- 
seja, que se consienta en que las leyes que se ejecutan 
en los límites de un Estado produzcan el mismo efecto 
en todas partes, con, tal que no se les siga ningún perjui- 
cio á los otros Estados y sus ciudadanos (1). 

De estas máximas generales, Klüber deduce el corola- 
rio siguiente, como bastante para determinar todas las 
cuestiones sobre el conflicto de las leyes de diversos Es- 

(1) Rectores imperioruro id comiter agunt, ut jura cuj tuque populi intra 
términos ejus exercita, teneant ubique suam vim, quatenus nihil potcstati 
aut juri alterius imperantís ejusque civium praejudicitur. (Iluberus, Prat- 
Uctiones, t. 11, lib. 1, tít. 3, de Conflictu legum.) 
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ta dos, en cuanto á los derechos de personas v de propie- 
dad. " 1 
Todos los instrumentos v todos los contratos hechos 
en dehida forma, según las leyes del pais en que se ce- 
lebraron, son válidos de la misma manera en otro pais 
regido por diferentes leyes, según las cuales estos instru- 
mentos y estos contratos no serian válidos si allí se hu- 
biesen hecho. Por otra parte, los instrumentos y con- 
tratos hechos de' un modo contrario á las leyes del pais 
en donde tuvieron lugar, como que no son válidos en su 
origen, no lo serán en lo sucesivo. Esta regla se aplica 
no solamente á los instrumentos ó contratos hechos por 
personas que tienen su domicilio fijo en el lugar donde 
los han celebrado, sino también respecto de aquellas cu- 
ya residencia es temporal: con esta sola escepcion, que si 
del cumplimiento de estos actos resulta algún perjuicio 
al Estado donde deberían ejecutarse, entonces no está 
obligado á considerarlos válidos en los límites de su ju- 
risdicción (1) 

§. 3. p 0P consecuencia de esta escepcion, las disposiciones 
i sitae. ' de las leyes estranjeras no son aplicables á los bienes in- 
muebles situados en el territorio del Estado. Estos de- 
penden únicamente de leyes peculiares; tienen impresas 
ciertas cualidades indelebles por las leyes del pais, que no 
pueden cambiarse por las de otro Estado ó por los con- 
tratos de los ciudadanos, sin una gran confusión y daño 
de los intereses del Estado donde están situados. Do 
aquí se sigue que los bienes inmuebles se sujetan esclu- 
sivamente á las leyes del Estado donde están situados, en 
cuanto á la sucesión ó enagenacion de ellos (2). 

(1) Iluberus, Praelectione», t. 11, lib. 1, tít. 3, de Conflictu kgum. 

(2) Fundamentan! universac hujus doctrinae díximns esse et tenemus,. 
Bobjectíonem hominum infra leges cujuaquo territorii, quandiu illue agunt, 
quae facit ut actas ab initio validus autnullu*, alibi quoquo valere aut non va- 
lere non nequeat Sed haec ratio non convenit rebua uunobilibas, q^anda 
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Esta regla se aplica por la jurisprudencia internacional 
de los Estados-Unidos de América v de la Gran-Bretaña, 
á todos '03 contratos relativos á la enajenación de inmue- 
bles, no solamente entre los Estados independientes, sino 
también entre las diversas partes de la misma confedera- 
« ion ó imperio. Según este principio, un contrato de 
venta ó testamento en que se disponga de bienes inmue- 
bles, hecho cu un pais eslranjero ó en otro Estado de la 
Union, debe / sujetarse á las formalidades que se exigen 
por las leyes del Estado donde están situados los bie- 
nes (1). 

Sin embargo, la aplicación de esta regla está limitada 
por la jurisprudencia internacional, seguida por la Amé- 
rica y la Inglaterra. Según el derecho internacional pri- 
vado, reconocido por las diversas naciones del continente 
de Europa, una venta, donación ó testamento hecho con 
las solemnidades requeridas por las leyes del pais donde 
se ha verificado el acto, es válido, no solamente en cuan- 
to á los muebles, sino también en cuanto á los inmue- 
bles, y no importa cual sea el pais donde estén situados 
los bienes, con tal de que según las leyes de este pais los 
bienes inmuebles puedan cnagenarse por contrato inter- 
vivos, ó por testamento; esceptuando en lodo caso aque- 
llas formalidades prescritas por las leyes, que no pueden 
observarse sino en el lugar donde están situados los bie- 
nes, tal como el registro de un contrato de venta, dona- 
ción ó testamento (2). 

¡Ilae spectantur, non ut dependentes á libera dispositione eujusque pnt r ¡«fami- 
lias, verum quatcnus certae notae lege eujusque reipublkae ubi citae sunt, 
illis impresae reperiuntur; bae notae inanent indelibilcs ¡n ¡sta república, 
quidquid aliarum civitatum leges, aut privatorum dispositiones, secuB aut con- 
tra statuaot; neo enim sino magno praejudicio confusioneque reipublieao ubi 
sitao sunt res soli, lcges de ilüs latae, dispositionibus istis mutari possunt. 
(HubcruB, lib. 1, tít. 8, de Conflicto legum, §. 15.) 

(1) Wheaton's Reporta, vol. III, page 212. Uobinson et Campbell 

Cranch's Reporta, vol. VII, p. 115. 

(2) Foelix, Droit international privé, §. 52. 
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*• 4 Según el principio antisocial, que duró hasta la edad 
dei&co°8o* media en las naciones de Europa, y que á no ser por un 
b trai^roT P ac *° especial, consideraba como enemigos á los estran- 
transcuntes jeros, éstos estaban escluidos de todo derecho de sucesión 
á los bienes situados en el territorio de otro Estado; los 
que los poseían no podían legarlos y eran confiscados por 
el soberano en cuyo territorio morían sus dueños. De 
esta manera el derecho del fisco sobre los bienes de los 
• estranjeros transeúntes, era preferente al derecho (jus al- 
binagii) de heredar por testamento ó por sucesión (4). 
Este derecho fué ademas confirmado por los progresos 
del sistema feudal, que no permitía á los estranjeros ad- 
quirir bienes raices sin ser vasallos del soberano en cuyo 
país estaban situados. Este derecho bárbaro é inhospi- 
talario ha ido gradualmente aboliéndose, ó por las mejo- 
ras hechas en la legislación de cada pais, ó por los tra- 
tados de reciprocidad celebrados entre diversos Estados. 

Antes de la revolución francesa en 4789, este dere- 
cho del fisco en Francia habia sido abolido ó modificado 
por convenios con las potencias estranjeras. Fué des- 
pués completamente destruido por un decreto de la asam- 
blea constitucional en 4794, sin escepciones de nación 
ni de reciprocidad. Esta concesión gratuita fué revoca- 
da, y el antiguo principio de reciprocidad restablecido por 
el código de Napoleón en 4803; mas esta parte del có- 
digo fué igualmente anulada por la ordenanza do 44- de 
Julio de 4849, que concedió á los estranjeros el derecho 
de poseer bienes inmuebles en Francia, y de heredarlos por 

(1) Du Cange (Glosarium Medii Aevi, voce Alvinagium et Albani) ha- 
ce derivar este término de la palabra advenae. Otros etimologistaB ia hacen 
derivar de Alibi natua. Dorante la edad media los escoceses, así como los 
otros estranjeros, eran llamados en Francia Albani; y como la palabra gótica 
Albanach es aplicada todavía por los montañeses de Escocia á su raza, se 
puede creer que de aquí se hizo estensiva, por las naciones del continente, ti 
todos los estranjeros. 
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sucesión ó por testamento, como si fuesen nacionales (i). 
, El uso análogo del derecho de retracto (jus detractus), 
por el cual se había establecido un impuesto sobre los 
fondos adquiridos por sucesión ó por testamento en un 
Estado, y que después eran trasladados á otro, se ha abo- 
lido en la mayor parte de los Estados civilizados por con- 
venios recíprocos. 

Las estipulaciones contenidas en los tratados de 1778 
v de 1801, entre los Estados-Unidos de América v la 
Francia, para la abolición mutua del derecho del fisco á 
heredar los bienes de los estranjeros transeúntes, han con- 
cluido con los mismos tratados; y el tratado de 1794 en- 
tre los Estados-Unidos y la Inglaterra, según el cual los 
ciudadanos y subditos de los dos países que poseyesen 
terrenos en sus territorios respectivos, debían continuar 
poseyéndolos según sus títulos primitivos, está limitado á 
los derechos ya adquiridos, y deben bien pronto cesar por 
el trascurso del tiempo (2). 

Un gran número de convenios entre los Estados- Uni- 
dos de América y diversas potencias de Europa y de la 
América, han estipulado que los estranjeros que hereden 
bienes inmuebles situados en el territorio de los Estados- 
Unidos, sea por sucesión ó por testamento, tienen la fa- 
cultad de venderlos dentro de un término convenido, v 
sacar los fondos de la venta sin pagar ningún derecho de 
estraccion (3). 

La ley del domicilio del propietario de los bienes mué- ^ . 
bles es preferida á la del pais donde están situados los di», 
bienes, en cuanto al órden de sucesión. Mobilia ossibus 

(1 ) Rotteck et Welcker, Staats-Lexicon, Art. Gastreoht, Bd. VI, §. 362. 
— Von Mayer, Corpus juris confaederaíionis germánicas, t. 11, p. 17. — 
Merlic, Repertoire, tit. Atíbame.— Vattel, liv. Il,chap. VIII, y . 112—114.— 
Kliiber, Droit des gens, pnrt. 1, tit. 1, chnp 11, §. 32 et 33. 

(2) Ken's Comen taires on American Law, vol. 11, p. 67—69. f>tí» edit. 

(3) Ttaité de 1828 entre les Etats- Unis et la Prusse, art. 14— EIHot'» 
American diplomatic code t vol. 1 , p. 388. 
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inheretU, pmonam sequuntur. De esta manera, la ley del 
pais donde el propietario de ios bienes muebles estaba do- 
miciliado al tiempo de su muerte, rige en cuanto á la su- 
cesión de dichos bienes, sin atender al lugar donde estén 
situados (1). Muchas veces se ha puesto en cuestión hasta 
qué punto un subdito de la Gran-Bretaña que ha cambia- 
do el domicilio de su nacimiento por otro fuera del mis- 
mo imperio, pueda cambiar la regla de sucesión en cuan- 
to á sus bienes muebles, aun cuando se admitiese que un 
cambio de domicilio en los límites del mismo imperio, 
corno por ejemplo de Inglaterra á Escocia, produjera es- 
te efecto (2). • Pero esta duda ha desaparecido por una 
decisión reciente del tribunal ingles, que ordena: que el 
domicilio actual de un subdito británico en pais estranje- 
ro, debe regir esclusivamente las disposiciones testamen- 
tarias de sus bienes muebles, como sucedería con un sub- 
dito de aquel pais (3). 

Cualquiera acto celebrado por un individuo residente 
en un pais, con relación á sus bienes muebles, debe ar- 
reglarse á la ley de aquel pais que rige en cuanto á la 
forma esterior, interpretación y efecto de dicho acto. Lo- ' y 
ais regit actum. De esta manera un testamento relati- 
vo á los bienes muebles, si está otorgado bajo la forma 
prescrita por las leyes donde se otorgó, y donde el testa- 
dor tenia su domicilio, es válido en todas partes y debe 
interpretarse y surtir su efecto según la ley de este pais. 

Este principio asentado por todos los escritores, fué 
reconocido por los tribunales ingleses en un caso en que 
un natural de Escocia, domiciliado en las Grandes indias, 

1) Huberus, Praelectiones, t. 1 1, lib. 1, tít. 3 de Conflictu legum, §. 11 
vt 1.1. — liyukorbhoek, Quaesíionum juris publici,\\b. l.eíip XVI. — Voyez 
aus*i une consultaron dunnée par Grotiuw conime juriseonsulte, en 1613. — 
Ilenry's Fvreing Law y Appcnd. p. 196.— Merliu, Repcr'oire, tít. Loi, $. G, 
n. 3. 

['2) .1. Nieholl in Curlin? v. Thornton Addams, Eocb-s. Rep. v. 1 1. p. 17 
(3) Ilaggnrd, Ecul.s [Reports. vol. 111, p. 393-400; vol.IV, p. 316-3.14. 
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y que tenia bienes muebles en su pais natal, hizo testa- 
mento en el lugar de su domicilio. La validez de un le- 
gado hecho por el testador, fué disputada ante los tribu- 
nales de Escocia; la causa pasó en apelación á la cámara 
de los Pares, y el Lord Canciller Brougham declaró: que 
la interpretación de este testamento y los efectos legales 
de ella, debían arreglarse á la ley del pais donde habia 
sido hecho, y donde el testador tenia su domicilio; es de- 
cir, á la ley de la Inglaterra establecida en aquel pais, 
aun cuando hubiese habido objeto de contienda ante los 
tribunales de Escocia, puesto que estos tribunales estaban 
obligados á fallar según la ley del pais donde el testamen- 
to habia sido hecho (1). 

El poder soberano de legislación civil arregla también * r> 
los derechos personales de los ciudadanos ó subditos del Es- ía^jirsí 
tado, y todo aquello que tiene relación con su estado civil. 

Este derecho se estiende, con algunas escepciones, á 
la policía suprema sobre todas las personas que habitan 
el territorio del Estado, sean ciudadanos ó estranjeros, y 
á todos los delitos cometidos por ellos en los límites de 
su territorio (2). 

Algunas de estas escepciones han tomado su origen del 
derecho de gentes positivo, otras son el resultado de con- 
venios especiales. 

Hay también ciertos casos en que las leyes del Esta- 
do, tanto civiles como criminales, tienen lugar fuera de 
la jurisdicción territorial. Tales son: 

I. Las leyes relativas al estado v capacidad de las Las '«r- 
personas. tes ai *»ta 

En general, las leyes del Estado concernientes á la 

- 

(1) Wilson and Shaw's RtporU, vol. III, p. 407—414. 

(2) Leges cu j raque imperü viui habent intra términos ejusdem reipubli- 
eae, omn caque oi subjectos obligant, neo ultra. Pro subjetis imperio habeu- 
di sunt orones, qoi intra términos ejusdem reperiuntur, si ve in perpetuuro. 
sive ad tempus ibi commorentur.) (Hubenw, de Confiictu legum, (j. 2.) 

T. I— 17 
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perdonas, condición civil y á la capacidad personal de los ciudada- 
uwoM.acI nos » k 8 son aplicables aun cuando residan en pais estran- 

cioa extra- jerO. N 

Tales son las cualidades personales universales, inhe- 
rentes al nacimiento, como la cualidad de ciudadano, la 
legitimidad ó ilegitimidad: las de una época determinada 
después del naoimiento, como la mayoría y la minoría: ó 
las de una época indeterminada después del nacimiento, 
como la imbecilidad, la demencia, la bancarota, el matri- 
monio y el divorcio, acreditado por sentencia de un tri- 
bunal competente. Las leyes del Estado concernientes 
á las cualidades personales y universales de los ciuda- 
danos, les obligan en todas partes y están ligados á ellas, 
sea cual fuere el pais en que residan (1). 

íertE? re" ^ m emDar ^°» esta re ^ a g enera l es * a sujeta á las si- 
gla geueS guientes escepciones: 
Naturaii- 1.° Al derecho de cada Estado independiente, para 
naturalizar á los estranjeros y conferirles los privilegios 
del dominio adquirido. 

Aun en el supuesto de que el subdito nacido en un 
pais, no pueda renunciar su carácter nacional primitivo, 
de manera que deje de ser responsable por sus actos 
criminales contra las leyes de su pais natal, está reco- 
nocido por las autoridades judiciales de los Estados- 
Unidos de América y de Inglaterra, que tal persona pue • 
de gozar de todos los derechos civiles y privilegios de co- 
mercio, en el pais estranjero donde está domiciliado y 
naturalizado. Tal fué el decreto de la corte di 1 Banco 
del rey, concerniente á la interpretación del tratado de 
1794 entre la Inglaterra y los Estados-Unidos, que ha 



(l) Quuli'ates personales certo loco alicui jure impressas, ubiqno cirenm- 
ferri et penonam comitari, uum hoo efiectu, ot ubivia locorum eo jure qoo ta- 
les poraouae alibi gaudent vel subjecti suot, fruuntur et aubjiciuntur. (Ilubtt- 
rua de Conflicto legum, $. 12 y 13), Parde*aus Droit comertial, part. VI, 
tít VII, chap. 11 6. 1.— Foel'ix, Droit internacional privé, $. 31. . 
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abierto el comercio á ambos países, mas allá del cabo de 
Buena Esperanza, dentro de los limites de la carta de 
la compañía de Indias, á los ciudadanos americanos; co- 
mercio que estaba prohibido aun á los subditos británi- 
cos. La corte juzgó que un subdito nativo de Inglater- 
ra podría llegar á ser ciudadano de los Estados-Unidos, y 
í, p ozar entonces de todas las ventajas comerciales, concedi- 
das por el tratado, al pais ostranjero donde se hubiera na- 
turalizado, y que la circunstancia de volver á su pais na- 
tal por un objeto puramente temporal, no debería privar- 
lo de estas ventajas (1). 

2.° El derecho soberano que tiene cada Estado inde- vertió 

* . , soberano de 

pendiente, para legislar sobre las propiedades situadas en rada Esta- 
jos límites de su territorio, íbrma otra de las escepciones ¿j^ q *"' 
de la regla general, sobre que las leyes que conciernen al tremas pr- 
estado de las personas, son aplicables á los ciudadanos tuada/^'i, 
que residan en pais estranjero. d^f^m- 

De esta manera, la capacidad personal para contratar torio 
un matrimonio, tal como la de la edad ó el consentimien- 
to de los padres etc., se rigen por las leyes del Estado al 
cual esté sometida la persona; pero los electos de un con- 
trato de matrimonio, respecto de los bienes inmuebles si- 
tuados en otro pais, deben determinarse por las leyes de 
este mismo pais. Klüber sostiene la doctrina contraria, 
fundado en el principio de que la ley estranjera en esto 
caso, no afecta el territorio inmediatamente, sino solo de 
una manera accidental, y aun esto, por el consentimiento 
tácito del sobarano para mayor ventaja de sus subditos, y 
sin perjudicar los derechos de estos y los suyos mismos. 
Sin embargo, la práctica de las naciones es ciertamente 
diferente, y por consiguiente no se puede suponer un con- 
sentimiento tácito para renunciar á la ley del pais, que ha 



(1) Term* ReporU, rol. VIII, p. 31.— Boranquet et Pullei's Reporte. 
soj. 1, p. 43. 
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impreso ciertas calidades indelebles, á los bienes inmue- 
bles situados en el territorio del Estado (1). 

En cuanto á los bienes muebles, la lex loci contractas, 
ó la lex (lomicilii, pueden preferirse en ciertos casos, á la 
ley del pais en que están situados los bienes. Klüber 
pretende, que no solamente e\ contrato de matrimonio, ce- 
lebrado en cualquiera lugar es válido en otro, sino que 
ademas los derechos v los efectos del contrato, como de- 
pendientes de la lex loci, son igualmente válidos en to- 
das partes (2). Si esta regla se entiende limitada á los 
bienes muebles, se encuentra confirmada por la autoridad 
unánime de los publicistas, pues todos sostienen la doc- 
trina, de que los incidentes y efectos del matrimonio so- 
bre los bienes de las partes contratantes, cualquiera que 
sea el lugar de su situación, deben regirse según la ley 
del domicilio matrimonial, á falta de estipulaciones con- 
trarias insertas en el contrato de matrimonio (3). 
i>c u qnie- Según el derecho internacional privado de la Europa 
y de la América, el certificado de exoneración ó transac- . 
cion obtenido por un deudor que ha quebrado en el pais 
en que contrajo"sus créditos, es obligatorio para sus. acree- 
dores de cualquiera otro pais; pero las opiniones de los 
juristas y la práctica de las naciones, son muy diversas, 
por lo que mira á la cuestión de saber hasta qué punto el 
título de los síndicos de un fallido en un pais, puede sur- 
tir sus efectos en los bienes muebles situados en otro 
pais, de manera que pueda impedir la distrihucion de es- 
tos bienes, de conformidad con las leyes del pais donde 
rstán situados. Según la regla reconocida por la mayor 

^1) Kent, Commentaries on American Zato, vol 11, p. 182, note. 

(2.) Porro, non tantu;* ipsi contractus ipsaeque nuptiae certis loéis rite ce* 
lebratae, ubique pro justis ». t vaüdia habentur; sed utiam jura et eflecta con- 
tractual nuptiurumque, in iis loéis recepta, ubique vim suam obtinobunt. (Hu- 
berus, de Covjlictu legum t §. Ü.) 

(3) Foelix, Droit international privé, 66. 
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parte de los Estados de la Europa, el proceso comenzado 
en el pais del domicilio del fallido , se considera como 
atractivo del derecho de distribuir estos bienes, los que 
por una ficción legal se suponen situados en el pais de su 
domicilio; pero según la jurisprudencia de los Estados- • 
Unidos de América, la ¡ex loci reí citae es preferida á la 
lex dotmeilii, respecto de los acredores, y no se concede 
á las leyes de un pais estranjero un efecto extraterritorial 
con perjuicio de la autoridad, de los derechos y de los in- 
tereses del pais. De conformidad con este principio, la 
Suprema Corte de los Estados-Unidos ha juzgado, que los 
acreedores americanos que habian tomado los bienes de 
un deudor estranjero, situados en el pais, debian prefe- 
rirse á los sindicos que los reclamaban á favor de la ma- 
sa de acreedores, en virtud de las leyes del pais estran- 
jero en que estaba domiciliado el deudor (4). 

3.° La regla general sobre la aplicación de los esta- L J¿£¿; 
tutos personales, está sometida en algunos casos á la ac- /«¿secón» 
cion de la ¡ex loci contráctil*. SSSÍK 

La transacción de un fallido, obtenida en virtud de le- d e8 ¡JP cio ° 
yes de su propio pais, no puede libertarle de las deudas enuíckcia' 
que haya contraído con estranjeros en pais estranjero. La 
capacidad personal para contratar un matrimonio, tal co- 
mo el consentimiento de los parientes, con respecto á la 
edad etc., se rige generalmente por la ley del Estado del 
cual son ciudadanos las partes contratantes, pero las for- 
malidades del matrimonio se arreglan siempre por la ley 
del lugar en que se celebra. Si el matrimonio es válido 
en este lugar, se le considera válido en todos, salvo el 
caso en que el contrato se haya hecho en fraude de las 
leyes del pais en que los contrayentes estén domicilia- 
dos. 

( 1 ) Bell's Commentariea on the law of Scotland, vol. 1 1 , p. 66 1 y 6S7.— 
Kent'a Com mentarles on Ameriean law, vol. 11, p. 393, 404, 408 y 419. — 
Wheaton'a Reporta, vol. XII, p. 153—1 63. 
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*¡. t. II. Las leyes civiles de un' Estado, pueden surtir 
l*x ion sus e f ec t os f uePa ¿ e j a jurisdicción territorial de dicho Es- 

Ct>,ltfllCtuS. J 1111 

tado, en el caso en que los contratos hechos dentro de 
sus límites, lleguen á litigarse en un pais estranjero. Un 
contrato válido, según las leyes del lugar en que se hizo, 
lo es generalmente en todos. La utilidad y la convenien- 
cia general de las naciones, han establecido la regla de 
que la lex loci contmcíus determine todo lo que concier- 
ne á la forma, interpretación, obligación y efecto del con* 
trato. 

Ksccpcio- De esta regla general se esceptúan los casos en que la 
"fccio* de autoridad, los derechos y los intereses de otros Estados, 
.«tniey. 5 d e sus ciudadanos, resulten perjudicados (1). 

1 , ° Esta regla no puede aplicarse á los casos que se 
rigen propiamente por la lex loci rei cilae: por ejemplo, 
los efectos de un contrato de matrimonio sobre los in- 
muebles situados en otro pais, ó las leyes de otro Estado 
relativas á la calidad de las personas ó la capacidad de sus 
ciudadanos. 

2. ° No se podrá aplicar en los casos en que pueda 
encontrarse en conflicto con las leyes de otro Estado, re- 
lativas á su policia, á su salud pública, á sus rentas y en 
general á su autoridad soberana, y á los derechos é inte- 
reses de sus ciudadanos. 

De modo que si se venden mercancías en un lugar 
donde no están prohibidas, para llevarse á otro donde lo 
están, el precio no podrá exigirse en éste último, porque 
no pueden los tribunales hacer cumplir un contrato cele- 
brado contra las leyes de su pais. Pero cuando estos 

(1) Rectores imperiorum id comiter ngunt, ut jura cnjusque populi iutru 
términos ejus exoreita teneant ubique suam vim, quateoos nihil potestati aut 
juri alterius imperan tis ejusquecivium praejudicitur. (Huberus. de Confite- 
tu legum, $. 2.)— Effecta contractuum, certo loco ¡nitorum, pro juro loci ¡lliua 
alibi quoque ob»ervantur, ai nullum inde civibus alienis creetur praejudicium, 
in jure sibi quaesito. (Ibid §. 11.) 
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tribunales no reconocen ni pueden hacer que tengan efec- 
to los reglamentos comerciales y fiscales de otro Estado, 
para demandar e) pago de dichas mercancías prohibidas, 
puede ocurrirse á los tribunales del pais donde no lo es- 
tan (1). 

Huber enseña, que el contrato de matrimonio debe D ? Ios ?*' 
arreglarse á las leyes del pais donde se celebra, escepto contraído* 
el caso de cuando se contrae en fraude de las leyes del "p*" 88 " 
Estado á que pertenecen los contrayentes (2). Tales son 
los matrimonios ccntraidos en una nación estranjera, se- 
gún las leyes de ella, por -los menores ú otras personas 
incapaces de contraerlo conforme á las leyes de su pro- 
pio pais. Sin embargo, la jurisprudencia inglesa ha esta- Jumpru- 

i , . , i i i- ají- • oencia in- 

blecido como regla, para las diversas partes del imperio giesacnw- 
británico, que los matrimonios clandestinos celebrados en u 
Escocia, por personas domiciliadas en Inglaterra, donde 
las leyes exigen el consentimiento de los padres ó curado- 
res, mientras que las leyes de Escocia no lo exigen, son 
válidos en el pais donde los contrayentes hayan fijado su 
domicilio. Esta jurisprudencia se ha adoptado, para evi- 

(t) PordesBiis, Droit eommereial, pte. VI, tít. VII, chop. 11,$. 3.— Emé- 
rignu, Traite d'as*urance,tít. 1, p. 212— 216— Par ke on insurance, p. 341, 
6 31 edit. Léquité morale de cette regle á eté contestte par Binkershoek 
•t Pothier. 

(2) Si licitum est eo loco ubi contructum et celobratum e*t, ubique vaüdum 
«rit, etfectumque habebit, eub endem exoeptione praejudicií a)i¡9 non orean- 
di. (HuberuB, de Conflictu legum, §. S.) Cita como ejemplo de eata escep- 
cion, el caso en que un menor se vaya á otro Estado para contraer matrimo- 
nio, sin licencia de su curador, conforme lo exige la ley de su propio pais. 
"Saepe tít, ut adolescentes sub cumtoribus agenten, furtivo»} amores nuptiis 
conglutinare cupicntcs habeant in Krisiam Orientalem, aliave locu, in quibu» 
curutoruru consen-us ad matrimonjum non requiretur, justa legea Romanas, 
quac apud noe hac parte ceatiam. Celebrant ibi niatrimonium, et tnox reduunt 
m patriam. Ego i ta exictimo, hancrem manifesté pertim-re ad evcr^oi em ju- 
na noatri; ed ideo non esse magiutratus, huic obligatoa, á jure gentium, eju*- 
modi nuptiasagnoscero et ratas haberc. Multoque miigiHStatuendum eat, eos 
contra J i» gentium faceré videri, qui civibus alieni imperii sua facilítate, jus pa- 
tín* b-gibus contrarium, seiente», vokntes, impertiuntur." (Ibid. §. 123.) 
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tar la confusión que podría seguirse con relación á las 
sucesiones, á las cuestiones de legitimidad y todas las re- 
lativas á las personas y sus propiedades, si el matrimonio 
no estuviere determinado por la ley del pais donde se ce- 
lebró. El misino principio está reconocido entre los di- 
versos Estados de la Union Americana, v fundado en las 
mismas razones de conveniencia y de política (i), 
jumpru- La jurisprudencia francesa es enteramente contraria, 
i-Sl* D en ella la edad exigida para contraer .matrimonio por el 
código civil, se considera como una cualidad personal de 
los franceses, que les sigue á donde quiera que vayan; y 
por consiguiente, un matrimonio contraído en pais estran- 
jero por un francés que no tiene aun la edad requerida 
por las leyes francesas, no se considerará como válido por 
los tribunales franceses, aunque las partes contratantes 
hayan tenido la que se requiere por las leyes del Estado 
donde el matrimonio se celebró (2). 

3.° En todo caso en que según la naturaleza del con- 
trato mismo, ó según la ley del pais donde se celebró, ó 
la voluntad espresá de las partes, deba dicho contrato eje- 
cutarse en otro diverso, todo lo que mira á su ejecución de- 
he determinarse por la ley de este pais. Los autores que 
afirman que esta escepcion se estiende á todo lo que per- 
tenece á la naturaleza, validez é interpretación del con- 
trato, parece que se han equivocado al suponer que las 
autoridades están en desacuerdo sobre este punto. Un 
exámen crítico de estas autoridades, haría volver á en- 
contrar la distinción que existe entre aquello que mira á 
la validez é interpretación, y lo que mira á la ejecución 
del contrato. Por el uso aprobado de las naciones, estos 
primeros incidentes deben determinarse por la lex loci 

(1) Haggard'B Con*¡*tory Reportt, vol. 1 1, p. 428— 433.— Kent's Com- 
mentariea. vol. 11, p. 93. 

(2) Merlin, Répertoire, tit Loi, §. ti— Fouliier, Dráit fran$ai*, t. 1 , 
n. 118, 576. 
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ronlractus, mientras que la ejecución del contrato depen- 
de de la ley del pais donde debe ejecutarse (1). 

A.° Gomo cada Estado soberano posee el derecho es- i 
elusivo de arreglar los procedimientos en sus tribunales, Lex fon 
la kx Joci contractits dé otro pais, no puede aplicarse á 
Jas cuestiones que deben determinarse por la ¡ex fori del 
Estado donde los tribunales son llamados á juzgar sobre 
este contrato. 

Si un contrato celebrado en un pais viene á ser objeto 
de un litigio entablado ante los tribunales de otro pais, 
lodo lo que mira á las formalidades del proceso, las prue- 
bas judiciales y las reglas de prescripción, deben deter- 
minarse según las leyes del Estado donde se estableció 
el pleito, y no por las de aquel doride se celebró el con- 
trato (2). " 

III. Las leyes civiles y criminales de un Estado pue- 
den también obrar fuera de la jurisdicción: territorial en cstraoj™! 
los casos siguientes: ¡LTu^ér 

4.° Según el uso general y la conveniencia de las cito'6 U .a J « 
naciones, la persona de un soberano estranjero que se ha- ^"7^* 
Ha en el territorio de otro Estado, está exenta de la iu- dentro de 

los Jí 't 

risdiccion local. Representando el poder, la dignidad y t^toriai**- 
todos los atributos soberanos de su nación, v hallándose de ° troE ** 
on el territorio de otro Estado en virtud del permiso tá- 
cito acordado en tiempo de paz, por el hecho mismo de 
no haber una prohibición positiva, no puede- estar some- 
tido á la jurisdicción civil ó criminal del pais donde resi- 
de temporalmente (3). 

2.° La persona de un embajador ú otro ministro pú- 
blico, que reside en el territorio de un Estado cerca del 
cual está acreditado, está fuera de la jurisdicción del pais. 

( 1 ) Foelix, Dtoit inttrnaíional privé, §. 74. 

(2) Ibíd, $. 76.— Kent, Comentairts, rol. 1 1, J>. 459. 

<*) Bynkershoek, * Fjtrp hgatorum, o»p. ffl, 13; fc.10. 

T.L-18. 
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Su residencia se considera como permanente en su pro- 
pio pais, y guardando su carácter nacional sin confundir- 
se con los subditos de la nación donde reside (i). 

3.° Un ejército ó una escuadra perteneciente á una 
potencia estranjcfe, y que atraviese ó se estacione den- 
tro de los límites del territorio de otro Estado, en amis- 
tad con esta potencia, está igualmente esceptuado de 
la jurisdicción civil y criminal del pais (2). 

De donde se sigue, que las personas y las cosas que 
se comprenden en los tres casos anteriores, y están den- 
tro de los límites de un Estado estranjero, quedan some- 
tidas á la jurisdicción de su propio Estado como si estu- 
viesen allí. 

Si no hay una prohibición espresa, los puertos de un 
Estado se consideran como abiertos á los buques de guer- 
ra de otra nación con la cual este Estado esté en paz y 
amistad. Cuando estos buques entran á los puertos es- 
tranjeros, bien sea porque no hay una prohibición, bien 
en virtud de una autorización espresa, estipulada por tra- 
tados, están exentos de la jurisdicción de los tribunales y 
de las autoridades del lugar. 

Los buques mercantes de un Estado cualquiera, que 
entran en los puertos de otro Estado, no están exentos 
de la jurisdicción local, á .menos que haya un convenio 
espreso, que entonces lo estarán solamente en los casos 
previstos por tal convenio, 
de Acorte Estos principios del derecho de gentes marítimo, han 
suprema de sido comprobados por la suprema corte de los Estados- 
üüidol^u Unidos de América, en el negocio de un buque que per- 

'» 

( 1 ) Vide infra, part. III, chap. 1 . 

(2) Exceptis tamen dueibus et generulibus alicujus exereitus. ve) ebssia 
maritinii, vel ductoribus alicujus uavis militan* , nam isti iu auos milites, gcu^ 
t«-m et uaves, libere jumdietioncm sive vuluntarhun, nve e« nt( ntioMin, s¡v»« 
c-ivilem, sive criminalcm. quod oceupanttanquam in *uo propio, vxercer* jxje- 
nuiít, etc. [Casaregie, Diae. p. 136, 174.] -s \ , ... 

i 
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tcnecia originariamente á un americano; pero que fué *i caso d« 
aprehendido, confiscado y convertido en buque de guerra americano 
en San Sebastian en España, por orden del emperador ¿¡^JJJjq 
Napoleón en 1840. El buque, habiendo sido armado y en Sau Se 
enviado de corsario bajo el pabellón francés, fué reclama- ¿¡¡{¡JJ 1 J^ r 
do por el propietario americano en el puerto de Filadel- Napoieou. 
fia, adonde arribó. 

Al pronunciar su sentencia en esto caso, el presidente 
de la corte, Marchall, sentó este principio: que la jurisdic- 
ción de los tribunales de justicia era una rama de la que 
poseia la nación como potencia soberana é independiente. 
Que la jurisdicción de la nación en los límites de su ter- 
ritorio, es necesariamente escltisiva y absoluta. Y que 
esta jurisdicción no puede limitarse mas que por el con- 
sentimiento de la misma nación. 

Este consentimiento puede ser espreso ó tácito En 
el último caso es menos determinado, y mas espucsto por 
lo tanto, á las incertidumbres de la interpretación; pero 
si está bien comprobado no es menos obligatorio. 

El mundo, que está compuesto de soberanos distintos, 
que poseen derechos iguales y una independencia tam- 
bién igual, cuando les resulta una ventaja inútua de las 
comunicaciones entre sí, por un cambio de aquellos bue- 
nos oficios que la humanidad exige, todos ellos deben 
prescindir, en ciertas circunstancias, de esta jurisdicción 
absoluta y completa en su territorio, que les pertenece 
por su misma soberanía. 

Este consentimiento puede resultar del uso general y 
de la opinión común de las naciones, fundada sobre este 
mismo uso. Una nación que ejerciese, súbitamente y sin 
aviso previo, su jurisdicción territorial de una manera que 
no fuese conforme con los usos y obligaciones del mun- 
do civilizado, podría justamente acusársele de haber vio- 
lado la ley pública. 

Esta igualdad perfecta, esta independencia absoluta de 
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los soberanos, y este ínteres común que los obliga á ías 
relaciones y buenos oficios mutuos, ha dado hijear á casos 
excepcionales, en que el soberano se supone que renun- 
cia una parte de esta jurisdicción esclusiva que pertenecí,* 
á todas las naciones. Entre estas escepciones notaremos 
las siguientes. 

de h p" C ¿>" * a ^a P crsona del soberano está exenta en un pai* 

na del sobe- estranjero de ser arrestada ó detenida. 

jew de™! Si en * ra cn °^ vo territorio, con el consentimiento del 

¿'i**)/» 0 ' 0 " SOuGI " 1110 ^ Estado,, este permiso, aunque no contenga la 
cláusula espresa de quedar exento de arresto, se subentien- 
de no obstante por solo el hecho de permitirle la entrada. 

¿Por qué todo el mundo civilizado está de acuerdo so- 
J)re esla interpretación? Porque un soberano no se pue- 
de suponer que tenga ánimo de someterse á una juris- 
dicción incompatible con su propia dignidad y la del 
pais que representa, y precisamente para evitar esta su- 
misión ha obtenido antes el permiso. El carácter de 
la persona á quien se ha concedido este permiso, y su 
objeto, demandan igualmente que se interprete da una 
manera que asegure mas á la misma persona. Sin em- 
bargo, no es necesario manifestar esta seguridad, basta 
que se entienda, según las circunstancias del caso. 

Si un soberano entrase al territorio de otro, sin su con- 
sentimiento espreso ó tácito, se presentaría una cuestión 
que no podría fácilmente resolverse por los publicistas. 
Conviene á saber, si el soberano estranjero, en el casa 
supuesto, quedaría ó no bajo la jurisdicción del del territo- 
rio donde habia entrado sin permiso. Xo quedaría cier- 
tamente, porque todos los soberanos se comprometen de 
una manera tácita á no abusar del poder, con una persona 
Exención igual con quien deben guardar una confianza caballerosa. 

Astros ,n ¿ ~ * ^ a exenc ^ on acordada por todos los pueblos ci- 
büeos déla vilizados, á los ministros estranjeros de la jurisdicción del 
¿"í'ptu" 011 país donde residen, depende de un mismo principio. 
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Esta exención se funda sobre el supuesto de t|ue t í 
nr'inistro público debe gozar de las mismas inmunidades 
que eslán concedidas en el pais estranjero al soberano 
que él representa; ú bien sobre la ficción extra-territorial, 
cu virtud de la que se supone que reside siempre en su 
propio pais. En uno ú otro sentido la exención se entien- 
de concedida por el gobierno del pais cerca del cual el 
ministro está acreditado. Esta ficción extra-territorial n<> 
puede establecerse y mantenerse contra la voluntad del 
soberano del territorio. Se supone que ha dado su con- 
sentimiento para la exención, fundado en uno ú otro su- 
puesto. 

Este consentimiento, por lo general, no consta por una 
deelaracion espresa. Es cierto que en algunos países, y 
entre otros en los Estados-Unidos de América, se han da- 
do leyes para esceptuar á los ministros cslranjeros de ln 
jurisdicción de los tribunales; pero estas leyes evidentemen- 
te que se han dado para mayor garantía de' los privilegios 
concedidos por el derecho de gentes. El consentimien- 
to del soberano para esceptuar á los ministros estranjeros 
«le la jurisdicción territorial, es tácito y se deriva de la 
consideración de que sin esto el soberano estranjero po- 
dría comprometer su dignidad, cuando acreditase á uit 
ministro que lo representara en el estranjero. 

Por otra parte, el ministro vendria á ser subdito del 
pais, cerca del cual estaba acreditado, y no podría llenar 
libremente las funciones de su empleo. IH soberano 
que confia los intereses de su nación á una persona que 
lia escogido para este objeto, no debe juzgarse que tenga 
ánimo de someterla á la jurisdicción de esta potencia; 
y por consiguiente, el consentimiento de recibirla im- 
plica la concesión de los privilegios de que su soberano 
quiere que goce, como esenciales al cumplimiento de su 
jnision. 

Y aunque hay algunos casos en que el ministro públi- 
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co pueda ser castigado por las autoridades del pais donde 
reside, por delitos contra la seguridad pública, es porque 
violando las condiciones con que se le lia recibido, se juz- 
ga que renuncia á los privilegios concedidos, bajo dichas 
condiciones, por el consentimiento del soberano. 

kh^'x-'u ^ ° Sc P l,eííe citap un tercer cas0 > en que el sobera- 
os V^™.- no del país renuncia ó cede una parte de su jurisdicción 
t'ravl-nn'd territorial; es decir, cuando permite que atraviesen su ter- 
♦<mtí< >iv>. ritorio las tropas de un príncipe estranjero. 

En este caso, y aun sin una declaración espresa en 
que se renunciase el ejercicio de esta jurisdicción sobre 
un ejercito estranjero, al cual se le lia concedido el pa- 
so, al soberano del pais que la ejerciese, podría acusár- 
sele de mala fe. El objeto porque se acordó el paso li- 
bre, puede ser enteramente violado, si la dirección y po- 
licía de este ejército se les quitase á sus propios gefes 
para que la ejercieran las autoridades locales. El con- 
sentimiento para el paso libre comprende, pues, la renun- 
cia de toda jurisdicción sobre las tropas estranjeras. du- 
rante su tránsito, y el permiso al general estranjero pa- 
ra que ejerza esclusivamente sobre su tropa la disciplina 
militar, y castigue las faltas cometidas por sus soldados. 

Sin duda alguna, una Tuerza militar estranjera que en- 
Ira en el territorio de un príncipe estranjero, contra su 
voluntad, no puede adquirir otras inmunidades y derechos 
que aquellos que la guerra concede al enemigo. Pero si 
este consentimiento en vez de darse expresamente, solo 
se anuncia en la declaración general sobre que las tropas 
estranjeras pueden pasar por cierta estension de territo- 
rio, no puede percibirse distinción alguna entre un per- 
miso general ó especial. Parece mas racional admitir que 
todas las inmunidades acordadas por un permiso especial 
lo son igualmente por uno general. 

El tránsito de un ejército por el territorio de otro so- 
berano, trae siempre inconvenientes y peligros al Estado 
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neutro. Semejante acto puede destruir todas las distin- 
ciones entre la guerra y la paz, y poner á una nación en 
la necesidad de resistir con las armas un hecho que to- 
davía no se presenta con el carácter de hostilidad; ó bien 
de esponerse á los ardides de una potencia que puede en- 
trar á su territorio bajo tales pretestos. I'or esta razón, 
el permiso acordado en lo general á los estranjeros para 
entrar á un pais, no debe jamas considerarse como esten- 
sivo á las fuerzas militares; y un ejército estranjero que 
entra en el territorio de otro soberano, sin su permiso es- 
pecial, puede considerarse como culpable de un acto hos- 
til, y aun cuando no se le oponga resistencia por la fuer- 
za, no adquirirá ningún privilegio ó inmunidad por su 
conducta violenta é irregular. 

La regla aplicable á los ejércitos no lo es igualmente j^"'^" 
á los buques de guerra que entran en los puertos de otra que* ^ 

, . ,. , i guerra cs- 

nacion, porque para esta no es tan peligroso lo segundo traujems 
como lo primero. Si por razones de Estado los puertos de e,1,ran 
cualquiera nación están cerrados para los buques de guerra u» de otra 
de todas las naciones estranjeras, ó á los de alguna na- 
ción solamente, tal resolución, por lo común, se avisa con 
anterioridad. Si no existe semejante prohibición, los 
puertos de una nación se consideran abiertos para los bu- 
ques de guerra de otra con la cual la primera está en paz 
y amistad. ., 

Estos buques se supone que al entrar á los puertos y 
durante el tiempo que permanecen allí en descanso, es- 
tán bajo la protección del gobierno del lugar. 

Los tratados entre las naciones civilizadas contienen 
comunmente una estipulación de esta clase en favor do 
los buques de guerra que se ven precisados á buscar asi- 
lo en los puertos de una nación amiga, para salvarse do 
una tempestad ú otro peligro semejante. En este caso, 
el soberano está obligado, en virtud de estos convenios, 
á permitir la entrada de los buques de guerra pertene- 
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(•¡frites á las naciones con quienes haya celebrado esto* 
convenios, y cuyo permiso no puede retirar. 

Si no hubiese un convenio espreso aplicable al caso, y 
el soberano juzgase conveniente dejar la entrada libre á 
sus puertos á los buques de guerra de las potencias es- 
Iranjeras, parece evidente que entran por su consenti- 
miento, en cuyo caso no hay diferencia entre un consen- 
timiento táoito y un consentimiento formal. 

Todas las razones sobre las que se funda el principio 
de exención de la persona del soberano y de su minis- 
1ro, se aplican igualmente en favor de los buques de guer- 
ra en el caso actual. 

"Por todos estos motivos es imposible concebir que la 
intención del príncipe que envia un embajador ó cualquie- 
ra otro ministro, sea la de someterlo á la autoridad de 
una potencia estranjera. Hé aquí una nueva razón que 
acaba de establecer la independencia de un ministro pú- 
blico. Si no se puede razonablemente presumir que su 
soberano quiera someterlo á la autoridad de aquel, cerca 
del cual lo envia, el que lo recibe es claro que consiente 
en admitirlo bajo este pié de independencia; de donde re- 
sulta un convenio tácito entre los dos príncipes, que da 
nueva fuerza á la obligación natural" (i). 

Es igualmente imposible concebir que un príncipe que 
ha estipulado el tránsito para sus tropas, ó el asilo para 
sus buques de guerra en los límites del territorio de otro 
soberano, tenga la- intención de someter su ejército ó s\i 
marina á la jurisdicción de un Estado estranjero. Y si 
esto no puede concebirse, es claro que la concesión del 
privilegio hecho por el soberano del puerto, debe consi- 
derarse con toda la estension necesaria. 
])¡»tincion Según la sentencia de la corte suprema, cuando sin 
,«e* P úbi¡- ningún convenio especial los puertos de una nación estén. 

(1) Vjttel, Drptt d» gen$, 1¡t. iy, chap. VII. § : 92. 
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abiertos á los buques de guerra y de comercio de una ¡"j^ 
potencia amiga, cuyos subditos tienen ademas la libre en- 
trada al pais, bien sea para negocios ó para viajar, sin un 
jKíriuiso especial; hay que distinguir entre los derechos 
acordados á los individuos y á los buques mercantes, y los 
que se han concedido á los buques de guerra que forman 
parte de las fuerzas militares de la nación. Cuando los 
individuos de una nación se mezclan con los habitantes 
de otro pais, por sus negocios ó por gusto, y cuando los 
buques mercantes entran en los puertos de otra nación 
para hacer el comercio, no podrian estar exentos de la ju- 
risdicción del pais, sin peligro para el orden de la socie- 
dad y para la dignidad del gobierno. El soberano es- 
tranjero no tiene ningún interés en una exención de es- 
la clase en favor de sus subditos y de sus propiedades, 
porque cuando van á otro pais, no van empleados por él 
ni á desempeñar cargos públicos, y por consiguiente hay 
poderosas razones para no esceptuarlos de la jurisdicción 
del pais adonde van, y no hay motivos por otra parte para 
solicitar semejante exención. Así, pues, por el permiso 
tácito para la libre entrada, no pueden considerarse fuera 
de la jurisdicción del pais que se los concedió. 

Mas cuando el buque de guerra pertenece al Estado, 
la cuestión es diferente. En este caso el buque forma 
parte de las fuerzas militares de la nación á que pertene- 
ce, está bajo las órdenes inmediatas de su soberano, y és- 
te lo emplea en objetos de interés nacional. Este sobe- 
rano tiene, pues, poderosos motivos para impedir que la 
ejecución de estos objetos encuentre trabas en la inter- 
vención de un Estado estranjero, porque una intervención 
semejante no podría menos de afectar seriamente su po- 
der y su dignidad. El permiso tácito que concede la en- 
trada á los puertos estranjeros á los buques de guerra, de- 
be interpretarse como una exención de la jurisdicción del 
Estado, de quien reclaman los derechos de hospitalidad. 
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Según estos principios, que están en consonancia con 
el consentimiento unánime de las naciones, un estranjero 
residente en un pais está sometido á las leyes del mismo; 
pero no hay ejemplo del ejercicio de esta jurisdicción res- 
pecto á los buques de guerra de un soberano estranjero, 
ijue entran á los puertos que les han sido abiertos. 

Bynkershoek ha sostenido la doctrina de que los bie- 
nes de un soberano no deben <!¡sl intuirse, en cuanto á 
esto, de los de un simple particular, y cita muchos casos 
en que los tribunales de su pais habían ej reído juris- 
dicción, en circunstancias en que un soberano hacia las 
veces de reo. 

Sin decidir esta cuestión, se puede afirmar que hay una 
manifiesta diferencia entre los bienes privados de un prín- 
cipe y las fuerzas militares que sostienen el poder sobe- 
rano y mantienen la dignidad é independencia de la na- 
ción. Un príncipe que adquiere bienes privados en pais 
estranjero, puede considerarse que somete estos bienes' á 
la jurisdicción de ese pais, y bajo este punto de vista pue- 
de decirse que se desprende de su carácter de príncipe 
tomando el de* un particular; pero no se puede presumir 
que obra del mismo modo cuando se trata de una porción 
cualquiera de la fuerza armada con que sostiene su coro- 
na y la nación que gobierna. 

El único caso en contrario que cita Bynkershoek, es 
el de unos buques de guerra pertenecientes al rey de Es- 
paña, aprehendidos en 1668 en el puerto de Flesinga, 
por deudas á este rey. En este caso los Estados gene- 
rales intervinieron, y hay razones para creer, por el modo 
con que refiere este negocio, que los buques fueron de- 
vueltos, ó por la intervención del gobierno, ó por la de- 
cisión del tribunal (1). 

(I) Annu 1*568, privati quídam regís luspaniei oreditores tres ejus regni 
navts bellieas, quae portuin FU-ssingensem siibivvrant, arresto detinuerunt, 
ut iude ipsis satififcrct, rege hispánico ud eertum diem per epistolam in jas 
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Este caso de los buques españoles, puede mirarse como 
el único ejemplo que presenta la historia sobre aprehen- 
sión de navios armados de una nación estranjera, para 
responder de una reclamación contra su soberano^ y este 
proced i miento de parte del gobierno de un país que ha 
permitido la aprehensión de los bienes privados de un 
príncipe estranjero, para pagar sus deudas, parece propor- 
cionar un argumento muy fuerte en favor de la opinión 
universal, que esceptúa á los buques de guerra en casos 
semejantes. La distinción establecida por las leyes de 
los Estados-Unidos de América, entre los buques públi- 
cos y privados, parece que se funda también en la misma 
opinión general. 

Sin duda el soberano de un pais puede retirar el con- 
sentimiento tácito que haya concedido para la entrada á 
sus puertos de los buques de guerra de otra nación. Pue- 
de reclamar y ejercer la jurisdicción sobre estos buques, 
ó empleando la fuerza ó sometiéndolos á los tribunales 
ordinarios; pero hasta que este poder no se ejerza de una 
manera indudable, no debe considerarse que este sobera- 
no haya concedido á los tribunales una jurisdicción que 
él mismo no puede ejercer sin violar la fe pública. Las le- 
yes civiles que dan á un individuo, á quien se lia privado 
violentamente de sus bienes, el derecho de reclamarlos 
ante los tribunales de su pais, no deben interpretarse co- 
mo que concedan jurisdicción en el caso en que el sobe- 
rano haya consentido tácitamente en no ejercerla. 

La corte ha concluido, pues, esta cuestión, diciendo, 
que hallándose un buque de guerra al servicio de un so- 
berano estranjero, con el cual los Estados-Unidos eslán 

voruto ad judíeos Flessi ilienses, sed ad legati hispaniei cxpofctul!it¡<nies O; li- 
nea generales 12 Dcc. 1668 decreverunt, Zcflandie Ordines curare vollent, 
naves illae continuo dimitterentur liberae, admoneretur tamen pir litten.s 
llispaniue regimi, ipsa curare vellet, ut lilis erodkoribns, ¡ti causa ju«t¡ssn>n. 
*at¡sfierct, ne represalias, qnae imploravcrunt. laririri tenereniur. 'T.vnkory- 
hoek, de Foro legatorum. enp. IV.) 
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un paz, y encontrándose dentro de sus puertos bajo 
mismas condiciones concedidas á los buques de guerra 
estranjeros en los puertos de otro Estado, debe conside- 
rarse como si estuviese dentro de los límites del territo- 
rio americano, en virtud del convenio tácito, según el cual, 
durante el tiempo que permanezca allí, se considerará 
exento de la jurisdicción del pais (1). 
«h-MchC- jurisprudencia marítima reconocida en Francia, con 
cesa en relación á los buques mercantes estranjeros que se en- 
rrjüuar d¡ cuentran en sus puertos, no está de acuerdo con los prin- 
ia jurisdic- cipios establecidos por la sentencia de la corte suprema 
íi Tos buques de los Estados-Unidos, que acabamos de citar; ó para ha- 
mm-antw. y ar con mas propiedad, la legislación francesa, al escep- 
tuar á los buques de la jurisdicción del pais, les ha con- 
cedido mayores inmunidades que las que exigen los prin- 
cipios generales del derecho internacional. Como depen- 
de de la voluntad de una nación poner las condiciones 
que juzgue convenientes para admitir á los buques estran- 
jeros en sus puertos, de la misma manera puede estender 
también hasta donde lo crea necesario, las inmunidades 
concedidas á dichos buques que entren á sus puertos, en 
virtud de un consentimiento tácito, según el derecho de 
gentes y el uso general de las naciones. 

La jurisprudencia francesa establece, en cuanto á los he- 
chos que pasan á bordo de los buques mercantes en puer- 
to ó rada de un pais estranjero, una distinción: primero, 
entre los actos de pura disciplina interior del buque, ó 
los crímenes y delitos cometidos por un individuo de la 
tripulación contra otro de la misma tripulación, cuando 
no se ha comprometido la tranquilidad del puerto; y se- 
gundo, entre los crímenes ó delitos cometidos á bordo 
contra personas estrañas á la tripulación, ó por alguno 
que no sea de ella, ó por los individuos de la misma tri- 

0 > Cranch's Reporte, vol. 11, p. 13S-147. 
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pulacion entre sí, si se ha comprometido la tranquilidad 
del puerto. 

Con relación á los hechos de la primera clase, la juris- 
prudencia francesa declara, que deben respetarse los de- 
rechos de la potencia á que pertenezca el buque; que la 
autoridad local no debe mezclarse en estos negocios, á 
menos que no se le pida su auxilio. Estos hechos están, 
pues, bajo la jurisdicción del Estado á que pertenezca el 
buque. 

En cuanto á los de la segunda clase, la legislación 
francesa reconoce el principio, de que la protección acor- 
dada A los buques mercantes estranjeros en los puertos, 
no perjudica á la jurisdicción territorial, en todo aquello 
que mira á los intereses del Estado: que por lo tanto, el 
buque admitido en el puerto del Estado está por derecho 
pleno sometido á las leyes de policía del lugar donde se • 
ha recibido; y que los individuos de su tripulación están 
sujetos á los tribunales del pais, por los delitos cometidos 
á bordo contra las personas estrañas á la tripulación, co- 
mo también por los convenios civiles que hayan podido 
íener con ellas: en una palabra, que la jurisdicción terri- 
torial, por lo que hace á esta segunda clase de hechos, 
está fuera de toda duda. 

Por estos principios se guian los tribunales en Francia, 
respecto de los buques mercantes estranjeros, que están 
anclados en sus aguas. 

En 1806, estando un buque de comercio americano, 
el Newton, en el puerto de Amberes, tuvo lugar en una 
lancha suya una riña entre dos marineros de su tripula- 
ción, que dió por resultado un conflicto de jurisdicción 
entre las autoridades judiciales del lugar y el cónsul ame- 
ricano, que reclamaba el conocimiento esclusivo. Un 
hecho semejante pasó en la misma época, en el puerto de 
Marsella, con un individuo de un buque americano, la Sa- 
Jly, y que dió lugar á una reclamación semejante de parte 
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del cónsul americano. Se trataba en este segundo he- 
cho de una herida grave dada por el segundo capitán de 
la Sally á uno de los marineros, que habia dispuesto, sin 
permiso suyo, de una lancha. El consejo de Estado que 
estaba hecho cargo de resolver la manera de arreglar es- 
te conflicto, dió una sentencia, fallando que habia lugar á 
admitir las reclamaciones de los cónsules y á prohibir á 
los tribunales franceses el conocimiento de estos dos ne- 
gocios. 

Hé aquí los términos de la sentencia: 
• "Considerando que un buque neutral no puede inde- 
finidamente considerarse como lugar neutro, y que la pro- 
tección que se le concede en los puertos franceses no des- 
truye la jurisdicción territorial, en todo aquello que mira á 
los intereses del Estado, y por lo tanto el buque neutro 
admitido en un puerto del Estado está por derecho pleno 
sometido á las leyes de policía que rigen en el lugar donde 
se le recibió; que los individuos de su tripulación están 
igualmente sujetos á los tribunales del pais por los deli- 
tos que allí cometiesen, aun cuando sean á bordo, contra 
Jas personas estarnas á la tripulación, así como también 
por los negocios civiles que pudiesen tener lugar con ellas; 
á que si sobre este punto la jurisdicción territorial está 
fuera de duda, no lo está igualmente por lo que mira á 
los delitos que se cometen á bordo de un buque neutral, 
por parte de un marinero contra alguno de la misma tri- 
pulación; que en este caso los derechos de la potencia 
neutral deben ser respetados, como que se trata de la dis- 
ciplina interior del buque, en la cual la autoridad local no 
debe ingerirse, sino cuando su auxilio sea invocado, ó la 
tranquilidad del puerto esté comprometida. 

"Es de sentir, que esta distinción, indicada por el pa- 
recer del tribunal supremo y confirmada por el uso, es la 
única regla que conviene seguir en esta materia: que es 
aplicable esta doctrina á los dos casos particulares por los 
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que han reclamado los cónsules de los Estados-Unidos, 
puesto que en uno de ellos se trata de una riña que tuvo 
lugar en una lancha del buque americano Le Newton, en- 
tre dos marineros del mismo buque; y en el otro, de una 
herida grave hecha por el segundo capitán del buque la 
Sally, á uno de sus marineros, por haber usado sin su 
permiso de una lancha: 

"Se sentencia, pues, que ha lugar á admitir la recla- 
mación, y de prohibir á los tribunales franceses el que 
conozcan de los dos hechos precitados" (1). La 

^ i \ ; eion de los 

Cualquiera que sea la naturaleza y estension de la exen- buques cs- 
cion otorgada a los buques estranjeros para que no es-^S^ 
tén sujetos á la jurisdicción del país en donde ocupan una ™>u <fci 
parte de ias aguas territoriales, es evidente que esta estíen™ S á 
exención no puede invocarse mas que á favor de los bu- j ust ' lk ™ ,os 

r 1 actos de 

ques que observan y respetan el derecho de gentes. Por- apm¡».n 
que si un buque, sea de guerra ó de comercio, que vie- £^™.' 1 
ne á un puerto, rada 6 mar territorial de un Estado es- 
tranjcro, comete actos de hostilidad contra este Estado, ó 
de violencia pública contra sus habitantes, no se trataría 
ya de jurisdicción, sino mas bien de defensa legítima, y 
el Estado atacado tendría derecho de tomar todas las me- • 
didas necesarias para esta defensa. 

Este principio, justo y saludable, fué reconocido por la 
corte de Casación, en París, y establecido con motivo de 
lo que ocurrió con el buque Cario Alberto, del comercio 
Sardo, que vino clandestinamente en 1832 á desembar- 
car en la playa de Marsella, á la duquesa de Berri, con 
muchos de sus partidarios, para poner en ejecución .un 
complot de guerra civil que habían formado. Uno de los 
considerandos de esta disposición está concebido así: 
"Atendiendo á que el privilegio establecido por el derecho 

(1) Ortolan. Regle* inlernationaU» de la mer ) t. 1, p. 293-29*. Aupen- 
annexe H, p» 441. 
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«lo gentes en favor do los buques amigos ó neutrales cesa 
desde el momento en que estos buques, con menosprecio 
de la alianza ó de la neutralidad del pabellón que lle- 
van, cometen actos de hostilidad: á que en este caso se 
convierten en enemigos, y deben sufrir todas las conse- 
cuencias del acto de agresión que. han verificado: (l j" 

La exención concedida á los buques de guerra ostran- 
jeros, que entran en los puertos de un Estsdo neutro, 
para no estar sujetos á la jurisdicción de él, no debo 
estenderse á las mercancías ó buques aprehendidos, 
con violación de los derechos del soberano de este Es- 
lado. 

Esta fué la sentencia de la corte suprema de los Esta- 
dos-Unidos de América, en el caso del buque español 
Santísima Trinidad, cuyo cargamento aprehendieron unos 
buques ¡legalmente armados en los puertos de los Esta- 
dos-Unidos, y que navegaban con el pabellón de la repú- 
blica de Buenos-Ayres. El permiso tácito en virtud del 
cual los buques de guerra de una potencia amiga están 
exentos de la jurisdicción del pais, no podia interpre- 
tarse de manera que se creyesen autorizados para violar 
los derechos del soberano del Estado, cometiendo actos 
hostiles contra las otras naciones con buques armados en 
los mismos puertos en que han buscado un asilo. Do 
conformidad con este principio, la corte decretó la resti- 
tución de las mercancías reclamadas por los españoles 
dueños de ellas, por habérselas quitado injustamente (2). 
k 10. 4.° Los buques de cada nación, sean de guerra ó de 
¿¡SeT- comercio, hallándose en alta mar y fuera de los límites 
k¡ J °b*° bre territoriales de otra nación, están sometidos á la jurisdie- 
¡teguaSj cion del Estado á que pertenecen. Vattel dice: "Que el 
«TaiuTiaar í l oin * mo <de una nación se estiende á todo aquello que po- 



( 1 ) Sirey, Récutü général de jurUprudence, t. XXX11 , part. 1 , p. 37*. 

(2) Wh«»too-, Report», yo!. VII, p. 352. 
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seo con justo título. Este dominio comprende sus pose- 
siones, y por éstas se entienden no solo sus terrenos si- 
no también sus derechos." Considera á los buques de- 
una nación "como partes de su territorio, sobre todo 
cuando navegan en mar libre" (1). 

Groeio pretende que una nación puede adquirir sobe- 
ranía sobre una parte de la mar "rat'wne personamm" 
ut si claaxis, qui mariiimns est exercUus, aiifjuo in loro 
maris se habeat (2>. Pero, como observa muy bien Ilu- 
therforth, uno de sus comentadores, aunque no hay duda 
un cuanto á la jurisdicción eselusiva de una nación sobre 
sus ilotas en alta mar, de aquí no se sigue que la nación 
tenga soberanía sobre aquella parte de la mar que éstas 
ocupan, porque ellas no adquieren un derecho permanen- 
te de propiedad en aquellos lugares que pertenecen cu" 
común á todos los hombres, y de los que todos pueden, 
servirse sucesivamente ¡3). 

La jurisdicción que una nación pueda ejercer sobre sus 
buques, sean de guerra ó de comercio, en alta mar, es es- 
elusiva por lo relativo á las ofensas cometidas contra sus 
propias leyes. La piratería y otras ofensas contra el dere- 
cho de gentes, pueden juzgarse por los tribunales del pais 
»m que se encuentran los acusados, aunque se hayan come- 
tido a bordo de un buque de otra nación en alta mar (4). 

(iada Estado soberano tiene el derecho incuestionable 
de exigir los servicios de todos sus miembros para la de- 
tensa nacional; pero no puede poner en ejecución este 
derecho mas que por los medios lícitos. El derecho de 
reclamar los servicios militares de sus ciudadanos no pue- 
de ejercerse en los buques sometidos á la jurisdicción de 

íh Vattel, Droit de» gen», Uv II, ehap. VII, §. 80; liv. I, chap. XIX, f 
*16. 

(2) Grotiun, de Jure belli ae paci; Hb. II, cap. III. 1S. 

(3) RutherforÚYB institutes, vol. 1 1 , b. 11 , c. IX, $. 18 et 1* 

(4) Sir L. ¿«nkio'ft work», vol 1, p. 714. 
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otra nación. Tal es el Océano, y un Estado puede ejer- 
cer allí, á bordo de sus buques, el derecho de exigir los 
servicios militares y navales de sus subditos. ¿Mas pue- 
de ejercer el misino derecho respecto á los buques de olra 
nación? 

La exención de los buques de guerra pertenecientes ú 
otro pais, para que no se ejerza sobre ellos el derecho de 
visita, en tiempo de guerra y en tiempo de paz, está ge- 
neralmente reconocida. El derecho de visitar los buques 
de comercio de las otras naciones en alta mar, para bus- 
car en ellos á los desertores ú otras personas destinadas 
al servicio militar ó naval, ha sostenídose constantemente 
por la Gran-Bretaña, y'negádose también constantemente 
por los Estados-Unidos. Esta dispula entre las dos na- 
ciones, que por la identidad de su origen y de su idioma 
son las mas interesadas en la cuestión, ha venido á ser 
uno de los principales motivos de la última guerra entre 
ellas. Esta misma cuestión ha sido muchas veces obje- 
to de negociaciones entre los gobiernos americano é in- 
gles, y particularmente en la negociación terminada por 
el tratado de Washington en 1842, el gobierno america- 
no ha insistido de nuevo en el principio de que el pabe- 
llón nacional cubre á todas las personas que navegan á 
bordo del buque que las lleva (4). 
* i 1 - IV Las leyes civiles de un Estado cualquiera pueden 
tL L iML < ur! n obrar mas allá de los límites de su propio territorio, y en 
el territorio de otro Estado, en virtud de convenios espe- 
ciales entre los dos Estados. 

Tales son los tratados que autorizan á los cónsules y 
otros agentes de comercio para que ejerzan jurisdicción 
sobre sus compatriotas en el territorio de la nación don- 
de residen. La naturaleza y ostensión de esta jurisdic- 
ción dependen de las estipulaciones contenidas en los tra- 

i 1 ) Whcaton'í Hüiory of the lato of natwn*, p. 7S7-T46. 
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lados que han celebrado los dos Estados. Entre las na- 
ciones cristianas está limitado, en lo general, á la decisión 
de los litigios en materias civiles entre los comerciantes, 
los marineros y otros ciudadanos del Estado residentes en 
país estranjero: al registro de los testamentos, contratos 
y otros actos que se celebran ante el cónsul, y á la con- 
servación de ios bienes de sus compatriotas que mueren 
dentro de la jurisdicción del consulado. Los cónsules de 
las potencias cristianas residentes en Turquía y en los 
otros países de Levante, ejercen una jurisdicción civil y 
criminal sobre sus compatriotas, con esclusion de los ma- 
gistrados y tribunales del pais estranjero Esta jurisdic- 
ción está ordinariamente sometida, en los negocios civiles, 
á la apelación para ante los tribunales. La jurisdicción 
criminal está, por lo general, limitada á poder castigar 
con una multa pecuniaria; y en casos de otros delitos mas 
graves, el cónsul ejerce las funciones de un juez de ins- 
trucción. Kecibe los documentos y otras pruebas del 
delito, para mandarlas con los acusados al pais donde se 
les debe juzgar (i ). 

Cada Estado soberano es independiente de los domas $ i- 
Estados en cuanto al ejercicio de su poder judicial. aJ^Td 

Este principio general debe modificarse en su aplica- 

1 * . » -jii eoanto a su 

cion, por las escepciones creadas en virtud de los conve- poder judí- 
nios especiales con los Estados estranjeros, y por las ae- Clñ] - 
tas de confederación con otros Estados para ciertos obje- 
tos de interés común. Por las estipulaciones de estos 
convenios ó de estas actas, el Estado en cuestión puede 
ceder una parte de su poder judicial, ó modificar su ejer- 
cicio para atender al objeto del tratado ó acta de la con- 
federación. 

{ \) Do Stock, Essai tur les cónsul*, sect. VII, 30-40.— Par Je**us. 
Droit comercial, purt. VI. tH. VI, chap. II. $. 2; cfcap. IV, $ l-S.-Miitirr.. 
Munucl dfs cónsul*, i. II, purt. II. p. 102, 13¿. 
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Con estas escepciones el poder judicial de cada Astado 
es igualmente oslenso que su poder legislativo. Sin em- 
bargo, él no abraza los casos en que las leyes civiles de 
otra nación puedan obrar dentro de los limites territoria- 
les del listado. Tales son los casos que liemos enume- 
rado ya. del soberano estranjero, de su embajador, de su 
flota ó de su ejército, que entran en los límites territoria- 
les de otro Estado, y que están en lo general eseeptuados 
de la jurisdicción del pais. 
* 13 - 1. Con las ese opciones dichas, el poder judicial de 
m poder' 1 cada Estado independiente se estiende: 
judicial i-n l o ^ j a porsecucion de todas las ofensas cometidas 

cimntoalos 1 . 

delito» o contra las leves del Kstado, dentro de los limites de su 
rriinmw. territorio, cualquiera que sea el autor de dichas ofen- 
sas (11. 

2. ° A la persecución de todas las ofensas contra la* 
leyes del Estado, cometidas á bordo de sus buques de 
guerra ó de comercio en alta mar, y á bordo de sus bu- 
ques de guerra en los puertos de un pais estranjero, cual- 
quiera que sea el autor de estas ofensas (2). 

3. ° A la persecución de todas las ofensas hechas por 
sus ciudadanos contra las leves del Estado, en cualquier 
lugar que ellas hayan sido cometidas. 

1.° A la persecución del crimen de piratería y de 
otras ofensas contra el derecho de gentes, cualquiera que 
sea el autor de ellas, y cualquiera que sea el lugar don- 
de se han cometido (3). 

Es evidente que un Estado no tiene derecho de perse- 
guir ante sus tribunales una ofensa contra sus leyes, co- 
metida en los límites territoriales de otro Estado, á menos 
que no haya sido cometida por sus propios ciudadanos. 

(\) Vido mipra, $. 6. 
(2) Vido snpro, $. 9-10. 
(3* Vide snpra, §. 15. 
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No puedo arrestar á las personas ni embargar los bienes 
de los culpables en un territorio esfranjero; pero sí puede 
hacer esto mismo en íin lugar que no esté sometido á la 
jurisdicción de otra nación, por ejemplo, en alta mar, y aun 
castigar por las ofensas cometidasen dicho lugar, aun cuan- 
do esté denlro do los límites territoriales de otro Estado. 

Según la jurisprudencia reconocida por los Estados- 
Unidos de América y la tiran-Bretaña, el derecho penal 
de cada pais se considera como territorial, y no debe com- 
prender la represión de los delitos cometidos fuera de su 
territorio; sin embargo, este principio lia sido I recuente- 
mente menospreciado por la legislación penal de estos 
dos países, pues han ordenado la persecución, ante sus 
propios tribunales, de las transgresiones de sus leyes, he- 
chas por sus ciudadanos en los límites territoriales de un 
pais estranjero. 

La mayor parte de los códigos de Europa no admiten 
el principio de que el derecho penal es territorial. Mu- 
chos Estados, según su legislación criminal, castigan á sus 
nacionales por los crímenes que cometen en países es- 
tranjeros. En Francia este principio forma la regla ge- 
neral, con muy ligeras escepciones: éstas consisten en 
ciertos crímenes públicos contra la seguridad ó la fortu- 
na del Estado, los cuales han sido declarados como ofen- 
sivos á la jurisdicción francesa, no obstante haberse co- 
metido fuera de su territorio, sea por franceses, sea por 
extranjeros (1). 

• Las leyes relativas al comercio v navegación de un Es- 1 
tado, no pueden aplicarse á los estranjeros que se hallen cío y nav«-. 
fuera de los límites del territorio; pero sí lo son en un to- «• v ' i<m - 
do á los ciudadanos del Estado. Las ofensas contra las 
Jeyes prohibitivas de cierta clase de tráficos cometidas por 
Jos ciudadanos, pueden perseguirse ante los tribunales del 



(1) F»elU, Droit initrnotionol privé, ;U0-5J2. 
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Estado, cualquiera que sea el lugar en que se cometieron. 
Pero si estas ofensas se han hecho por estranjeros, no pue- 
den perseguirse ante estos tribunales, exceptuando el ca-» 
so de que se hayan cometido dentro de los límiles del 
territorio del mismo Estado, ó á bordo de sus buques de 
guerra ú de comercio, que se hallen en un lugar que no 
s esté bajo la jurisdicción de otro Estado. 

Las opiniones de los publicistas están divididas sobre 
Kxtradi- s i j a extradición de personas acusadas por crímenes co- 

•IUQ de los 

metidos en los límites territoriales de otro Estado, es obli- 
gatoria para los Estados donde se han refugiado. Algu- 
nos sostienen que la extradición en este caso, es obliga- 
toria para las naciones, aun cuando no haya habido conve- . 
nio especial. Tal es la opinión de (» roció, BuHamaqui, 
Vattel, Rutherforth, Schmelzing y Kent (1). 

Del parecer opuesto son Puífendorf, Voet, Martens, 
Kliiber, Leyser, Kluit, Saalfeld, Schmaltz, Mittermayer y 
Heffter, quienes juzgan necesario un convenio especial, 
para que un Estado esté formalmente obligado á conce- 
der la extradición que se le demanda: pues de lo contra- 
rio, la extradición queda siempre sometida al juicio y con- 
veniencia del Estado á quien se pide (2). Sin embargo, 
Mittermayer considera, que el haber tantos tratados con- 
cernientes á esta materia, es una prueba concluyente de 

( 1 > (irotiua, de jure belli ac pacía, Jib. 11, cap. XI, §. 3 — 5. — lleineeiwa, 
Praclectiones in Grotio. j. t. — Huriamaqui, Droií nalurel, t. 11, part. IV, 
•:i¡). III, £. 23— 2i> — VaiN 1. liv. II. chap. VI, ¿. 76 et 77.— llutliortorth, íiíjí- 
Ututrft of natural latr, vol. 11, eli. IX, p. 12— S<jhrru!ziii£, Sistematiseher 
(Irithdriss des praktischen europáischen Vólkerrechts, 61 — Kent's Com- 
r.entarirs on American lavo, vol. 1. p. 36 et 37. 

{•: i PuñVmloff. Elementa, lih. \ III, cap. III, §. 23 ct 21.— Voet, de Stat, 
i. 11, cap. 1, n. C>.— Martens, Droit des gen», Wv. 3, cbap. 3, §. 101. — Klü- 
ber, Droit des gen», part 11, tit. 1, chap. 1 1, §. 66. — Leyuer, Meditatione* 
.id Pundccta», hlvú. 10. — Kluit, de Deditione profugorum, §. 1, p. 7.— 
Sanlfcld, Handbuch des potitiven Vólkcrrechts, $. 40.— Schmaltz, europai- 
*rAc* Vólkerrechts, p. 1 60.- Mitternuivcr. da» deut*«hc Strofoerfohren, 
Thl. I, § 5Í>. p. 314-819 
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que entre las naciones no hay un uso que constituya, en 
este caso, una obligación perfecta y que teQga la fuerza 
de derecho internacional, propiamente dicho, pues que 
aun en los sistemas de Estados confederados, tales como 
lo Confederación germánica y la América del Norte, ésta 
obligación está sujetíí á las estipulaciones ajustadas en 
los pactos federales. 

Para formar los tratados de extradición, de personas 
perseguidas ó condenadas, por determinados crímenes, se 
siguen generalmente, ciertas reglas, sobre todo por los 
- gobiernos constitucionales. Las principales son: que el 
listado no debe jamas permitir la extradición de sus na- 
cionales, ni la de las personas condenadas ó perseguidas 
por crímenes políticos, ó puramente locales, ni por los 
delitos leves; sino únicamente la de los refugiados que 
estén próximos á que se les condene, ó la de los perse- 
guidos por crímenes graves y de derecho común (i i. 

La extradición de desertores militares pertenecientes 
íj! servicio de otro Estado, depende igualmente de los 
convenios entre los dos Estados (2). 

Una sentencia pronunciada en causa criminal, por los 
tribunales de un Estado, no puedo tener ningún efecto de 



tecna ci 



directo en otro. Si fuere una sentencia condenatoria no T s 

podrá ejecutarse fuera do los límites territoriales en que «feioaiími- 

se pronunció, ya se trate de la persona, ya de los bienes r jaies r 'dri 

del culpable, y en el caso de que á éste se le conven/a, K8,ado eB 
I 1 U r A ' * . ' qucwpro- 

ue haber cometido un crimen que importe una pena m- uuna». 

lámante, ó la privación de los derechos civiles de su pro- 
pio pais, semejante sentencia, no puedo producir efecto 
alguno legal en otro Estado (3). 

(1) Ortolan, Regles internationale* de la mer, U, p. 340 it 341. 

(2) BynktThhoeck, Quaesíionum jurin publici, lib. 1, cap. XX. 

(3) Marlene, Druit dea gens, liv. III, chap. III, 86 — Kliibtr, Drtit 
4*t gen; part. II, tit. I. chup. II, J. 64 <e\ 65.— Foclix, Droit internati*- 
nel privé. 565. 
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Sin embargo de esto, una sentencia, ya sea condena- 
toria ó absolutoria, pronunciada por los tribunales de un 
Estado, puede producir ciertos efectos indirectos en los 
otros Estados. Si la sentencia ha sido pronunciada por 
los tribunales del Estado en que se cometió el crimen, ó 
contra sus ciudadanos, ya sea de condenación ó de abso- 
lución, formará una escepcion perentoria \exceptio rei ju- 
dicatae], contra una demanda ante los tribunales de otro 
Estado. Si la sentencia se pronunció por los tribunales de 
un Estado en donde se cometió el delito, ó á que estaba 
sometido el culpable, esta será enteramente nula y de 
ningún efecto, para perseguirlo ante los tribunales de otro . 
Estado, que tenga jurisdicción sobre este delito. 
$• 15 - El poder judicial de cada Estado soberano, se estiende 

Crimen de . . « . . . , 

piratería «¡ a poder perseguir ciertos crímenes contra el derecho de 
fimeidere- gentes, v entre otros el de piratería. 

•no de gen- «-». , 

w». Piratas son los que andan en la mar por su propia au- 

toridad, para cometer en ella actos de depredación, ro- 
bando á mano armada, ya en tiempo de paz ó de guerra, 
_¡ á los buques de todas las naciones, sin hacer mas dislin- 

L . 1 cion que la que á ellos les conviene, para asegurar la im- 
punidad de sus maldades. Los actos cometidos por ta- 

L ... j les malhechores constituyen el crímen de piratería (1). 

Los oficiales y la tripulación de un buque armado, y 
con una comisión contra una nación enemiga, que come- 
ten actos de depredación contra las naciones amigas, no 
pueden perseguirse como piratas. El Estado que les dá 
la comisión, como responsable que es para con las otras 
naciones, por lo que hacen sus buques armados en guer- 



1) Qui autein nitlliue principia auctorttate, eive mari. eive térra, rapiunt, 
piratarum praedonunque vocabulo intcNiguntur. l.'nde,'ut p'tiatuc puniuiuur, 
qui ad hoatem depra-dandum euavigant Bine mandato praefecti mana, et non 
praestiüB, quae porro praentarí deaioVrant (Bynkershoeck, Quorntionum jm- 
rit publioí üt>. J, cap. XV II.) 
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ra, es el único juez competente de los actos hechos ha jo 
ia sombra de su autoridad (1). 

Las depredaciones cometidas por los armadores comi- 
sionados por dos soberanos en guerra el uno con el otro, 
se califican como crímenes de piratería, porque la auto- 
ridad conferida por el uno se halla en conflicto con el 
otro; pero se ha dudado si se puede desempeñar la comi- 
sión, cuando esta emane de diversos soberanos aliados 
contra un enemigo común. La opinión mas generalmen- 
te admitida, parece que mira esta práctica como ilegal é 
irregular, puesto que los dos beligerantes pueden haber 
adoptado reglamentos diversos, ó entrado en diferentes 
compromisos con los neutrales que generalmente son des- 
conocidos á los encargados de semejantes comisiones (2). 

Los piratas son los enemigos de todo el género huma- 
no, están fuera del derecho de gentes, y está permitido 
y aun mandado á cualquiera el perseguirlos y aprehendei'- 
los, por todos los medios posibles. Puede detenérseles 
en la mar por los buques de cualquier Estado, y condu- 
cirlos á su territorio para que sean juzgados por los tri- 
bunales. 

Pero es preciso hacer una distinción entre la piratería, 
según el derecho de gentes, y según la ley particular de 
un Estado. La piratería, según el derecho de gentes, 
puede ser juzgada por los tribunales del país en que se 
encuentren los acusados, aun cuando el acto de piratería 
se haya cometido á bordo de un buque, ó por una tripu- 
lación originaria de otra nación. Hay ciertos actos que 

(1) ]lyukenhoo\i } Qnaeslionnmjurtapublici t \\b. 1, c?ip. XVII. — Jíul- 
therforth'u instüute», vol. 11, p. 595. 

(2) Bynkcrskoek, Quaestiomtm juris publici, lib. l,cap. XVII. — Valin, 
Comtntaire tur Vordre de la marine, tít. 11, p. 236 —The law dürtinguipheH 
between a pírate whVwa highwaymau and seta up for robbing, either havin« 
no oommission at all or else hat two or three, and a lawful man of war tWat 
«xoed» his commiseion. (Sir L. Jenkin's works, vol. 11, p. 714.) 
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se califican como de piratería por las leves interiores d* 
una nación, y á los cuales el derecho de gentes no dá el 
mismo significado. Los autores de estos actos no son 
juzgados y castigados en virtud del derecho internacional, 
sino únicamente en virtud de leyes especiales, que los 
asemejan á los piratas; leyes que no pueden aplicarse si- 
no por el Estado que las ha espedido, v solo con respec- 
to á sus propios subditos y en los lucres que dependan 
de su jurisdicción. 

Según las leyes particulares de la Inglaterra y de los 
Estados- Unidos de América, á los que hacen el comercio 
de negros se les reputa por piratas. Lo mismo sucede 
en Austria, en Prusia y en Rusia, según el tratado de 
184-1, concluido por estas tres potencias con Inglaterra, 
para la abolición de la esclavitud. De donde se sigue 
que ese tráfico, que en el dia está prohibido por todas las 
naciones civilizadas, constituye el crimen de piratería, se- 
gún el derecho de gentes. 

Los crímenes de homicidio y de robo cometidos indi- 
vidualmente en alta mar, no deben ser juzgados sino por 
los tribunales del pais á que pertenece el buque: mas si 
estos crímenes fueron cometidos á bordo de un buque 
cuya tripulación se ha insurreccionado, y sacudiendo el 
yugo de toda obediencia obra contra todas las leyes, este 
buque ha perdido su carácter de nacionalidad y eí dere- 
cho á que se le proteja por un pabellón cualquiera: tales 
crímenes pueden considerarse comprendidos entre los de 
piratería, según el derecho de gentes, y sus autores son 
juzgados por los tribunales del Estado que los ha apre- 
hendido (I). 

_ * II. El poder judicial de cada Estado, se estiende á todo 
id poderju procedimiento civil in rem, relativo á los bienes muebles é 
Ü ^¡¡ inmuebles situados en los límites territoriales del Estado. 

(1) Wheaton»» Reporto, vo l. V, p. 144—184. 
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Este principio, en su aplicación á los inmuebles, es cuantoíi« 

• ji i i-i 'i cienes íitQu 

una consecuencia de la regla esplicada ya en cuanto a la dos ™ lo* 
aplicación de la lex loci rei sitoe. Como todo lo relati- ¡"^" i^ 1 
\o á la enagenacion y al título de propiedad de los in- 
muebles, se arregla por las leyes del país donde están si- 
tuados los bienes, resulta que los procedimientos relati- 
vos á estos bienes, tales como las pruebas judiciales y las 
reglas de prescripción, deben arreglarse por las mismas 
leves (\). 

La misma regla se aplica á todo procedimiento civil * i<- 
in rem, concerniente á los bienes muebles situados en los ^'^iX 
límites territoriales del Estado, con esta escepcion, sin A mmio .ic 
embargo, que las leyes estranjeras pueden formar la re- 
gla de decisión en cuanto al fondo, mientras que las for- 
mas de los procedimientos, tales como las pruebas judi- 
ciales y las reglas de prescripción, se determinan por la 
lex fori. La lex domicilii, es la ley aplicable á un tes- 
tamento de bienes muebles y á la sucesión ab intestalo 
de estos bienes, si el testamento es hccbo en pais estran- 
jero, ó los berederos ab intcsiato residen allí; mientras 
que la lex fori del Estado donde se lia establecido el ne- 
gocio, debe determinar las formas, como también las 
pruebas judiciales y las reglas de prescripción. 

Aunque las formalidades que deban observarse en los 
testamentos becbos en pais estranjeroy estén arregladas 
por las leyes del pais, tales disposiciones testamentarias 
no podrán ejecutarse sobre los bienos situados en otro 
pais, sin ser registrados en las oficinas autorizadas para el 
efecto, por los tribunales de este último pais (2). 

Los juicios ó sentencias de un tribunal estranjoro, de ¿l^.,. 
jurisdicción competente, tales como las sentencias de on i«* scnt.n- 
tribuual de almirantazgo in rem, son considerados como ¿TZ t.'i" 



(1) Vide Bupra, §. 3. 

(2) Cade civil fran$ai* y art. 100G. 
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irrritorio 
J-:l KM. ido. 



buuaics ps- pruebas concluventes del derecho de propiedad de las co- 
sas de que se trata, cuando este derecho de propiedad 
pone en cuestión en los tribunales de otro pais. 
s s - 1». III. El poder judicial de cada Estado, puede esten- 

dÜpSírju ^ crse ^ t°d° s ^ 0S H ^^ 0S relativos á los derechos persona- 
dícíai sobre les y de propiedad de todas las personas que residen en 
jrros mi- el territorio del Estado, aunque el litigio haya tomado su 
d. uu« en el or ,'£ e n en pais cstranjero. 

Este principio general es enteramente independiente 
de la regla de decisión que debe guiar al tribunal. Es- 
ta regla puede ser la ley del pais, ó bien la ley de un Es- 
lado estranjero en ciertos casos; pero que no afecta la ju- 
risdicción de los tribunales, la cual puede ejercerse sobre 
todas las personas que residan temporalmente en el pais. 
Sin embargo, esta jurisdicción fundada sobre el derecho 
internacional, puede limitarse por las leyes civiles del Es- 
lado, y no hay un uso constante y uniforme entre las 
naciones, para el ejercicio de esta jurisdicción. Un Es- 
lado soberano puede, a su arbitrio, rehusarse á tomar co- 
nocimiento de las cuestiones entre los estranjeros. To- 
das las acciones reales ó posesorias, deben necesariamen- 
te intentarse en el lugar donde están situados los bienes 
en cuestión, y la jurisprudencia inglesa y americana con- 
sideran todas las acciones personales, ex delicio ó ex con- 
tráctil, corno transitorias, y las atribuyen al foro domésti- 
co, cualquiera que sea el país donde hayan tomado su 
origen estas cuestiones, y cualesquiera que sean también 
las partes litigantes. Esta regla está fundada sobre una 
ticcion legal que supone que la injuria ha sido castigada, 
ó que el contrato ha sido hecho dentro de los límites de 
la jurisdicción local. En los paises en que la jurisdicción 
está fundada en el derecho romano, se sigue en general 
la máxima actor fonim rei sequitur; y se necesita que la» 
acciones personales se intenten ante los tribunales del 
país, en donde el reo ha adquirido un domicilio fijo. 
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Según la ley francesa, el estranjero á quien el rey da 
licencia para que establezca su domicilio en Francia, goza 
allí de todos los derechos civiles, v entre otros el de abo- 
gar ante los tribunales del ¡mis. Fuera de este caso, la 
jurisdicción sobre los estranjeros, solo pueden tenerla los 
tribunales en los casos siguientes: 

1 . ° En los casos en que la obligación se haya con- 
traído en Francia ó en pais estranjero, entre estranjeros 

v franceses. 
* 

2. ° En los negocios de comercio, cuya obligación ha 
sido contraída en Francia, y en la que las partes contra- 
tantes tengan su domicilio allí mismo, ya espresamente, 
ó como resultado de los términos de la obligación. 

3. ° En el caso en que los estranjeros sometan vo- 
luntariamente sus pleitos á la decisión de los tribunales 
franceses (i). 

En los demás casos, en que estén interesados los es- 
tranjeros no dumicifiados en Francia, por autorización del 
rey, los tribunales franceses rehusan ejercer su jurisdic- 
ción sobre ellos, aun cuando la obligación se haya con- 
traído en Francia. 

Un sabio escritor, de derecho internacional privado, 
considera como contraria al derecho internacional europeo 
la jurisprudencia que rehusa al estranjero no domiciliado 
en Francia, la facultad de demandar á otro estranjero. El 
derecho romano ha reconocido el principio de que todos 
los contratos, los mas comunes entre los hombres, traen 
su origen del derecho de gentes, ex jure gentium, ó en 
otros términos, que estos contratos son válidos, ya se ha- 
gan entre los estranjeros y los ciudadanos, ó ya entre los 
ciudadanos de un mismo Estado. Este principio se luí 

V 1 ) Pardt «su», Droit comercial, part. VI. tit. VII, thap. 1 , 1 .— rotlm r . 
Procédmre citñle. part. 1, chnp. l.p. ^.—Dhaision »nr le eodc civil, tit. 1 , 
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incorporado en el derecho de gentes moderno, el cual 
reconoce en los cstranjeros el derecho de contratar en los 
límites territoriales de otro Estado. De este derecho se 
sigue necesariamente, que los tribunales del pais tengan 
el de obligar á las partes contratantes, ya sean ciudada- 
nos ó cstranjeros, á cumplir sus obligaciones (1). 
20. La regla de decisión en materia de contrato, debe nc- 
Hitrehi"™- cosariamente sor la ley aplicable al caso, ya sea del códi- 

"¡on^kd» £° c * v ^ ^ l >a ' s ' ^ ^ e un Ct,( ^£° ostranjero; pero la regla 
prómii- do procedimiento se determina on general por la lex fori 

materia te ^ P a ' s ' en ^ 0Í] ^ G se ^onm el proceso. Sin embargo, 
intrato, no siempre es fácil distinguir la regla de decisión de la 
de procedimiento. ' Se puede afirmar en general, que to- 
do lo que concierne á la obligación del contrato, debe de- 
cidirse según la ley del domicilio de las partes contratan- 
tes, ó del pais donde se ha hecho el contrato, mientras 
que todo lo que concierne á los medios para obligar á la 
ejecución, debe determinarse por la lex fori. 

Si el tribunal tiene que aplicar la ley del pais, entre 
dos personas domiciliadas en él, no se presenta ninguna 
dificultad, puesto que la obligación del contrato y los me- 
dios de hacerla efectiva, deben buscarse en el mismo có- 
digo. Mas en caso contrario, debe procurarse distinguir 
con mucho cuidado, entre la obligación y los medios de 
ejecutarla. 

Para la obligación de un contrato, deben mediar las 
siguientes condiciones: 

1. a Capacidad personal para contratar. 

2. * Voluntad de las partes contratantes, que espresa 
los términos y condiciones del contrato. 

y 3. a La forma esterior del eontrato. 
La capacidad de las partes contratantes, depende d« 
las calidades personales que son inherentes á su estado 

(1) Fodix, Droit internoiionol privé, §. 1*2— ¡*8. ' 
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civil, según la ley de su propio país. Esto es, de aque- 
llas que según las leyes civiles de todas las naciones, son 
esencialmente necesarias para poder contratar, y que se 
arreglan solo por la Itx domicilii. Tales como las de ma- 
yor y menor edad, la de muger casada ó no casada etc. 

La interpretación de los términos y condiciones espresa- 
dos en un contrato, así como las condiciones tácitas que 
les son anexas por el uso y las leyes del pais donde se 
celebró, dependen necesariamente de la lex loci con- 
tractus. 

La forma esterior del contrato, debe arreglarse por la 
lex loci contractus, que determina si debe ser escrito y 
celebrado con ciertas formalidades. La omisión de estas 
formalidades anula el contrato ab initio, y siendo nulo 
según la ley del pais donde se celebró, no puede hacerse 
ejecutar por los tribunales de otro pais. Mas los regla- 
mentos fiscales de un Estado, no pueden tener un efecto 
extraterritorial, y por consiguiente el defecto de sello que 
se exige por la lex loci contráctil, no puede alegarse an- 
te los tribunales de otro pais. 

Es un principio generalmente reconocido entre las na- E *- 2L 
ciones, que toda sentencia definitiva pronunciada por el los sen ten- 
tribunal competente de un Estado, debe respetarse y te- ^ b ^ a / e 0 / 
nerse también como definitiva por los tribunales de otro «trojero. 
Estado, donde se invoca como cxcepíio rei judicalae (1). m ^°* 

Pero ningún Estado soberano está obligado, á no ser 
que haya un convenio especial, á hacer que ejecuten den- 
tro de los límites de su territorio, las sentencias de un 
tribunal estranjero. Sin embargo, la conveniencia y la 
utilidad mutua de los Estados ha establecido, entre la ma- 
yor parte de las naciones, el uso de acordar recíproca- 
mente la ejecución de las sentencias definitivas de los tri- 



(1) Vattcl, Droit de» gen», liv. ll r ohap. VII,- 84 rt 85.— jLirten*, 
Droit de» gen», 93 — 95. 
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bunales estranjeros, bajo ciertas condiciones que diferen- 
cian según los países. 

Según la jurisprudencia inglesa, la sentencia, definitiva 
de un tribunal estranjero, se considera suficiente para 
probar la existencia de una deuda, cscepto en el caso de 
que el reo alegue el que no ba sido pronunciada legal- 
mente. En caso contrario es necesaria una nueva sen- 
tencia del tribunal ingles, que confirme la primera, y la 
declare con fuerza ejecutiva. Pero si se comprueba que 
dicha sentencia ha sido pronunciada sin citación del reo, 
ó que está fundada sobre falsas presunciones, ó motivada 
con razones insuficientes de hecho y de derecho, la eje- 
cución no tendrá lugar en los tribunales ingleses. 

La misma jurisprudencia se sigue en los Estados- Uni- 
dos de América, respecto de las sentencias de los tribu- 
nales estranjeros. Entre los Estados que componen la 
Union, una sentencia pronunciada por los tribunales de un 
Estado, tiene fuerza definitiva y ejecutiva en los demás 
Estados. 

La jurisprudencia francesa, no concede fuerza definiti- 
va á las sentencias dadas contra Jos franceses por los tri- 
bunales estranjeros. Y aun en el caso de que un fran- 
cés instaure un proceso ante un tribunal estranjero donde 
se le deseche su demanda, esta sentencia no puede ale- 
garse como escepcion de lis finita por el reo, en el ca- 
so en que se intente un nuevo juicio por la misma cau- 
sa. Pero si la sentencia se pronunció contra un estran- 
jero, tendrá fuerza de rei judicatae, contra la demanda 
que de nuevo se intente ante los tribunales franceses. 
Fuera de estos casos, la sentencia pronunciada se revi- 
sará por los tribunales franceses, para que tenga fuerza 
ejecutiva en Francia (1). 

(1) PardeMns, Droit comercial, part. VI, tit. VII, oliap. II, $. 2, n. 14S5. 
— Merlin, Repertoire. t. VI, tit. Jugement.—QvestiQtu de ároit, tit. Juge- 
ment. 
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t. 1. 



La igualdad natural de los Estados soberanos, puede l» igu*í- 
modificarse por un contrato positivo, ó por un consenti- ¡¡J*¿ at ¿J¡¡ 
miento supuesto y fundado en ia costumbre, de manera «ios p»«jdc 
que dé á un Estado superioridad sobre los demás, con re- ¿ uo í¡¡¡. CB J£ 
lacion á ciertos objetos particulares, tales como el rango, c ^ v ¡ n ni ™° 
los títulos y otras distinciones relativas al ceremonial. tmobrtT" 

Así es que el derecho internacional de Europa, ha con- ^-¿^ 
cedido á ciertos Estados los honores reales. Todos los ñores re:» 
imperios y reinos de la Europa, lo mismo que los Esta- ,e ** 
dos del Papa, grandes ducados alemanes y las Confedera- 
ciones germánica y suiza, disfrutan hoy de estos hono- 
res. Antiguamente les fueron también concedidos al im- 
perio de Alemania y á las grandes repúblicas, tales como 
¡as Provincias Unidas y la república de Venecia. 

Estos honores reales dan á los EsMos á quienes se 
conceden, el derecho de preceder á todos los que no tie- 
nen el mismo rango, y esclusivo de enviar á los demás 
Estados ministros públicos del primer rango, tales como 
embajadores, y otros títulos distinguidos (1). 

■ 

(1) Vattel, Droit des g*ns } 1. 1, liv. II, cap. III, §. 3$.— Marten*. /V c,« 
du droit des gensmoderneAiv. III, chap. II, $. 129.— Kliiber, Droit de* ^rns 
moderne, par. II, t'it I, chap. III, $. 91 et 92 — lleffter. Dan enroy'H*ch* 
Volktrrecht, §. 28. 
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<¿- 3 Entre los príncipes que gozan de estos honores, las po- 
«•¡aíuSs Icncias católicas conceden la precedencia al Papa, ó sobe- 
pnmV's y rano pontífice; pero la Rusia y los Estados protestantes 
*\uc irozaa de la Europa, solo lo consideran con el carácter de obis- 
¡ , ( e a ¿° ,,orcs po de Roma, y como príncipe soberano en Italia; y por 
consiguiente los Estados que gozan de honores reales, no 
lo conceden la precedencia. 

En la antigua constitución del Imperio germánico, el 
emperador, como heredero de Cario Magno y de los Cé- 
sares en el imperio de Occidente, tenia derecho de prece- 
der á todos los otros príncipes temporales; pero desde la 
reforma de esta constitución, y la renuncia hecha por el 
emperador de Austria de sustituios y prerogativas, como 
gofo de la Confederación, la precedencia de este príncipe 
so puede considerar dudosa, por tener el mismo rango (1). 

Las diferentes cuestiones que ha habido entre las tes- 
las coronadas, por la precedencia, darían materia á inves- 
tigaciones históricas muy curiosas, que servirían para dar 
á conocer las costumbres europeas y sus diferentes épo- 
cas; pero la importancia práctica de estas discusiones, ha 
disminuido considerablemente con el progreso de la civi- 
lización, que no permite ya que los intereses sórios de la 
humanidad, se sacrifiquen á tan fútiles pretensiones, 
ha* srai!- Los publicistas conceden ordinariamente á las grandes 
<ir«rqMtiih- pppúbijcjjg^ q ue tienen derecho á los honores reales, un 

I rango un poco inferior al de las testas coronadas, de la 

misma clase; y es un hecho que las Provincias Unidas, 
Venccia y Suiza, dejaban la precedencia á los emperado- 
res y los reyes reinantes, sin embargo de rehusársela á 
los electores, y á los otros príncipes que tenían derecho 
á los honores reales. Las cuestiones de esta clase se han 
arreglado ordinariamente, mas bien por e\ poder relativo 
de las partes interesadas, que por reglas sacadas de ia 

(1) Martcng, §. 132.— Klüber, §. 95. 
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forma de gobierno. Cromwell sabia hacer respetar, de 

las testas coronadas de la Europa, la dignidad 'y ia igual- 
dad de la república de Inglaterra, y en los diversos tra- 
tados entre la república francesa y las deinas potencias 
europeas, se ha estipulado espresamente que el rango, la 
etiqueta y el ceremonial, entre estas potencias y la repú- 
blica, seria el mismo que se observaba antes de la revo- 
lución (1). 

Los soberanos que no se cuentan entre las testas co- 
ronadas, pero que gozan de honores reales (como el Elec- 
tor de Hessc), ceden la precedencia á los emperadores y á 
los reyes: 

Los soberanos, por el contrario, que no tienen dere- 
cho á honores reales, ceden siempre la precedencia á los 
qué los gozan. 

Los Estados semi-soberanos ó dependientes, se colo- 
can después de los Estados soberanos (2). 

Faltaba decir quo los Estados medio soberanos, y aque- 
llos que se encuentran bajo la protección de un Estado 
soberano, ceden siempre la precedencia al Estado de que 
ellos dependen. Mas en el caso en que un tercero está 
interesado, sus relaciones deben arreglarse por otras con- 
sideraciones, y pueden también, como ya ha sucedido con 
los electores, bajo la antigua constitución germánica, to- 
mar la precedencia sobre otros Estados que no gozan de 
los honores reales (3). 

Las cuestiones relativas al rango que tienen los sobe- 
ranos y los Estados entre sí, no han sido jamas resueltas 
por reglamentos positivos, ó por convenios internaciona- 
les: ellas descansan mas bien sobre el uso y sobre el con- 

(1) Traité de Campo Formio, art. 23. — Traite de Lunéville, art. 17. — 
Traité de Bale anee VEspagne et la Pr»i« - - Sehooll, Hietoire de$ trai- 
tee de paix t 1, p. 610. 

(2) Kluber, $.98. 

«3) HeflVer, §. 28, n. 111. 
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sentimiento general de las naciones. En el congreso de 
Viena se hizo un esfuerzo infructuoso, para clasificar los 
t diversos Estados de la Europa, á fin de determinar su 
rango. En la sesión de 10 de Diciembre de 1814, los 
plenipotenciarios de ocho potencias que firmaron el tra- 
tado de París, nombraron una comisión ante la cual debia 
llevarse esta cuestión. En la sesión de 9 de Febrero de 
1815, se discutió el dictamen de la comisión, que propo* 
so se estableciesen tres clases de potencias; pero las du- 
das que ocurrieron respecto á esta clasificación, y sobre to- 
do con relación ai rango asignado á las grandes repúblicas, 
hicieroA que la cuestión se difiriera indefinidamente, y se 
limitaron á determinar el rango respectivo de los diversos 
agentes diplomáticos de todas las testas coronadas (1). . 
Cuando el rango de dos Estados es igual ó indetermi- 
$. 4. nado, se recurre ¿ diversos medios para evitar toda con- 
sterna- testación, y para reservar los derechos y pretensiones de 
'¡va. ambas partes. De donde resulta que se haya hecho fre- 
cuente uso de lo que se llama la alternativa, por la cual 
el rango y el lugar de las diversas potencias, se guarda, 
bien sea por un orden establecido ó por la suerte. Tam- 
bién en la redacción de los tratados, han acostumbrado 
las potencias valerse de otro medio, que consiste en deci- 
dir por la suerte el lugar, y con especialidad el primero 
que cada una de ellas ocupe. Según los reglamentos del 
congreso de Viena de que hemos hecho mención, el órden 
que debe observarse se ha de decidir por la suerte (2). 

Se ha adoptado también para arreglar este órden, el 
alfabeto francés, de suerte que los ministros de las dife- 
rentes potencias, deben firmar por el órden que según el 
alfabeto tienen los nombres de las que representan (3). 

(1 ) Klüber, Aeten dea Wiener Congresscs, t. VIII, p. 98, 102, 108, 116. 

(2) Annexe á l'Acte da congrés do Víenne, art. 7. 

(3) Klüber, Ueberricht der diplonatischen Verhandlungen de$ Wiener 
Congrtteee, §. 164. 

> 
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La igualdad natural de todas las naciones, autoriza á $• •> 
cada una de ellas, para usar de su propio idioma en los J^Jj^ 
actos diplomáticos, y este derecho en efecto se ha ejercí- túsame» 
do en ciertos paises. Pero tiempo ha se ha creído con- ^ñíüL¿ 
veniente, servirse de un mismo idioma para las relacio- 
nes internacionales. El latín se adoptó al principio; pe- 
ro á fines del siglo XV, la preponderancia política de la 
España hizo que se adoptara su idioma, para todas las co- 
municaciones diplomáticas. Por último, el uso de este 
idioma se sustituyó con el francés, que desde el reinado 
de Luis XIV, es el admitido en la diplomácia del mundo 
civilizado. En los Estados que no usan de este idioma, 
se tiene la costumbre de agregar una copia del mismo do- 
cumento, en el del pais á donde se envía; así se acostum- 
bra en la Confederación germánica, en España y en las 
cortes de Italia. Los Estados que tienen un mismo idioma 
se sirven ordinariamente de él en sus relaciones; así lo 
practican los Estados de la Confederación germánica y la 
Italia, la Inglaterra y los Estados- Un idos de América. 

Los príncipes soberanos y los Estados pueden tomar el ^ ^ 
título que les parezca, y exigir de sus subditos los hono- tuiosd* lo» 
res que quieran. Mas del reconocimiento de estos títu- P rínt, 'P ts *> 
los, no se infiere que los demás los reconozcan también, dei«»dci<¿ 
sobre todo cuando el soberano de un Estado, los toma Eslados 
mas elevados que los que antes poseía. Así, por ejem- 
plo, el título de rey de Prusia, que tomó Federico I en 
1701, no fué reconocido al principio mas que por el em- 
perador de Alemania, y hasta mucho tiempo después por 
algunos otros príncipes de la Europa. En 1786, bajo el 
reinado de Federico Guillermo 11, fué cuando reconoció el 
Papa este título; después en 1792, la orden teutónica re- 
nunció sus pretendidos derechos al ducado de Prusia (1). 



(1) Ward's Mittory of the-lav of natiotu, vol. 11, p, 245— 24?.— K1S- 
W, Droit des gens, part. 11, tit 1, cbap. 11, $. 107. note c. 
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Igualmente el título de emperador de todas las Rusias, 
que tomó Pedro el Grande en 1701, fué sucesivamente 
reconocido por la Prusia, las Provincias Unidas y la Sue- 
cia en 1723, por la Dinamarca en 1732, por la Turquía 
en 1739, por el emperador de Alemania en 1745, por 
la Confederación germánica en 1746, por la Francia en 
1745, por la España en 1759 y por la República de Po- 
lonia en 1 764. En el reconocimiento que hizo la Francia 
de este título, se estipuló espresamente que él no intro- 
duciria novedad alguna en el ceremonial adoptado entre 
las dos cortes. Al advenimiento de la emperatriz Cata- 
lina en 1762, esta princesa rehusó renovar, bajo la mis- 
ma forma, esta estipulación; pero declaró que el título 
imperial, no cambiaría en nada al ceremonial observado 
entre los dos.paiscs. La corte de Versalles respondió á 
esta declaración, con una contradeclaracion renovando 
el reconocimiento de este título; pero con la espresa con- 
dición, de que si la corte de San Petersburgo llegaba á 
cambiar de alguna manera el ceremonial establecido en- 
tre las dos cortes, el gobierno francés, dejaría de recono- 
cer el título imperial (1). 

El título de emperador, por los recuerdos históricos 
que le son anexos, ha sido considerado siempre como el 
primero y mas importante de todos los títulos soberanos; 
sin embargo, este título, escepto el caso del emperador de 
Alemania, no se ha considerado jamas como una prero- 
gatíva que les dé á los que lo tienen, el derecho de pre- 
ceder á las otras testas coronadas. 
^ 7 - El uso ha establecido entre las naciones cierto cerc- 
• mouiaima- monial, que debe observarse en el Océano ó en cualquie- 
ntimo. ra (j e gus partes, en que tenga derecho de supremacía al- 
gún Estado particular. 1 

(1) Flassan, Histoiré de la diplomarte fran$ai»t } t. V], Hv. HI, ?• 
364. 
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Este ceremonial comprende el saludo de los buques de i 
guerra • entre sí, que consiste en arbolar el pabellón y 
amainar las volas altas, ó bien en tirar un número deter- 
minado de cañonazos al aproximarse una flota, ó un sim- 
ple buque de guerra, como también al entrar á un puer- 
to fortificado. 

Cada Estado .soberano tiene derecho Oclusivamente r 
en virtud de su independencia y de su igualdad, para ar- 
reglar el ceremonial marítimo que deba observarse por 
sus propios vasallos entre sí y ó para con las otras nacio- 
nes, ya sea en alta mar ó dentro de los límites marítimos, 
de su Estado. Tiene ademas el derecbo de arreglar el 
ceremonial que se deba observaren la parte de la mar- 
que se encuentra bajo su jurisdicción, tanto por lo relati- 
vo á los buques eslranjeros entre sí, como para sus forta- 
lezas y buques de guerra, y los honores que estos últimos 
deben hacer á los buques eslranjeros. Este ceremonial 
se establece por ordenanzas propias, ó por tratados recí- 
procos con las otras potencias marítimas (1). 

Cuando las naciones estranjeras niegan á un Estado la 
jurisdicción que les reclama, lo cual ha sucedido con la 
Cran- Bretaña, en razón de la supremacía que se quiere 
atribuir en los mares británicos, en este caso los honores 
que deben hacerle á este Estado quedan también sujetos 
á la misma disputa. Las cuestiones sobre este punto 
han Ocasionado frecuentemente la guerra entre las poten- 
cias que se atribuyen- esta soberanía y las que se la nie- 
gan. Los honores marítimos reclamados por la Dinamar- 
ca á consecuencia de la supremacía que esta potencia pre- 
tende tener sobre el Sun d y los des Belts, á la entrada 
úe\ mar báltico, se han arreglado- por diversos tratados 

O) Bynkorehov'k, de Dominio morís, cap. II, IV.— Manen*, Prer '•.•rftn 
Droit des gen* mndeme de l'Europe, liv. IV, chap. IV, §. 183. — Klüber, 
Drmt des gensmodsrnt de iEurope, port. II, tit. 1, chap. III, $. II7-IÜ3B. 

T..L-23. 
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con otras potencias, y particularmente por la convención 
de 15 de Enero de 1829, firmada por la Rusia y la Di- 
namarca. Esta convención debe permanecer en vigor, 
según el protocolo del congreso de Aix-le-Chapelle, fir- 
mado en 3 de Noviembre de 1818, hasta que llegue á es- 
tablecerse entre todas las potencias marítimas un regla- 
mento general sobre este objeto (1). 



(t) T. IT. W. ScLlegel, SiaaUrechi de* Kihtigrtick* Dánettark, Thl. 
], p. 412.— Martess, Nenveau Retmed. t. VIH, p. 73.— Orlolan, Dipkma- 
tn d* la tner, t. 1, lhr. H, eh»p. XV. 
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CAPITULO IV. 

DE LOS DErtECHOS DE PROPIEDAD. 



El derecho esclwsivo que tiene cada Estado imlepen- * l - 
diente en su territorio y en sus otros bienes, está tunda- dc propio- 
do sobre el título originario, nacido de la ocupación, la ^ mó ° 
conquista ó la cesión, y posteriormente confirmado por la 
presunción que resulta del trascurso de muchos años, ó 
por los tratados y otros convonios con los Estados estran- 
jeros. 

Esto derecho esctusivo comprende los bienes públicos §. ¿. 
ó del dominio del Estado, v todos los bienes que perte • . 1 !í enM i ,u : 
, necen a sus particulares, y que se encuentran incorpora- vado*, 
dos .en el territorio del Estado. 

Los derechos del Estado á los bienes públicos, ó á los $. ;j. 
de su dominio, son absolutos, escluyendo á aquellos que ^¿l^™] 
son propios de los particulares, así como los que perte- a. 
necen á las naciones estranjeras. El derecho de propie- 
dad nacional, con respecto á los bienes que pertenecen á 
los particulares ó á las corporaciones, y que se encuen- 
tran en su territorio, es absoluto por lo que mira á las na- 
ciones estranjeras, puesto que escluye todos sus derechos, 
mientras que con relación á los subditos del Estado este 
derecho se reduce á lo que se llama dominio eminente; 
es decir, á disponer, cuando la necesidad ó la salud pú- 
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Mica lo exigen, dé todos los bienes que se encuentren en 
los límites del Estado (1). 

Los autores están divididos en la cuestión de saber has- 

DeVrc te qué punto ,a P resuncion <\ m resulta del trascurso de 
«fripc¡oí rc * mucho tiempo, y que se llama prescripción, pueda tener 
lugar entre las naciones; mas el uso constante y aproba- 
do por ellas demuestra, que cualquiera que sea el nom- 
bre que se dé á este derecho, la posesión no interrumpi- 
da por un Estado de un territorio ó de cualquiera otro 
objeto durante un cierto número de tiempo, escluye, con 
respecto á este, el derecho de cualquiera otro Estado, 
de la misma manera que el derecho natural y civil de 
todas las naciones civilizadas, asegura á un particular 
la propiedad esclusiva de un bien que posee durante 
algunos años, sin que ninguna otra persona se crea con 
derecho á él. Esta regla está fundada sobre el supuesto, 
confirmado por la esperiencia, de que toda persona desea 
gozar de aquello que le pertenece, y que de su silencio 
puede naturalmente deducirse, o que sus títulos de pro- 
DeWm P'^d 1)0 son válidos, ó que ha renunciado á ellos (2). 
quistas y de Casi todos los títulos con que las naciones europeas 
br1mfento¡ P oseen los territorios en la misma Europa, han tomado 
iQofirraados su origen en las conquistas, posteriormente confirmadas 

por el tras- , . , , 

curso del P or una larga posesión y por las relaciones ínternacio- 
tiempo. na ] eSj en virtud de las que todas las naciones europeas 
han tomado parte sucesivamente. Los derechos sobre los 

( l) Vattel, Droit des gens, liv. 1, chap. XX, §. 235-244.— Ruther- 
forth's Institutions of national lato, vol. II, chap. IX, §. 6.— Ileifter, das 
europaische Vólkerrecht, §. 64, 69, 70. 

(2) Grotius, de Jure belli ac pacis, lib. II, cap. IV. — Puffendorf, de Ju- 
re naturas et gentium, lib. IV, cap. XII— Vattol, Droit des gens, t. 1. lib. II, 
chap. XI.— Rutherfoth's Institutions of national foto, vol. I,chap. VIH; vol. 
ü, chap. IX, $. 3, 6. 

Sio qui rem snaro ab alio teneri soit, nec quioquam contradioit multo tem- 
pore, is nisi causa alia manifestó appareat, non vídetur id alio fecisse animo, 
quam quod rem illam in suarum rerutn numero osse nollet. (Grotius in loo» 
<*it.) 
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bienes poseídos por ellas en el Nuevo-Mundo, descubierto 
por Cristóbal Colon y otros viajeros, y los territorios que 
ocupan en Asia y en Africa, tomaron su primitivo origen 
de los descubrimientos, de la conquista ó de la coloniza- 
ción, y después han sido confirmados por contratos positi- 
vos. Ademas.de estas fuentes del derecho de propiedad, 
el consentimiento general de los hombres ha establecido 
el principio de que la posesión larga y no interrumpida 
de un territorio por una nación, escluye tos derechos de 
cualquiera otra al mismo territorio. 

Seaque se considere este consentimiento general como 
un contrato tácito ó como un derecho positivo, todas las 
naciones no pueden dejar de conformarse con él, porque 
todas ellas han tomado parte en esto consentimiento, por- 
que ninguna nación puede rehusarse aprestarlo sin destruir 
los títulos de posesión de sus propios bienes, y en fin, por- 
que está fundado sobre la utilidad recíproca de las nacio- 
nes, .que tiende á asegurar los intereses de la humanidad. 

Los españoles y los portugueses se han puesto á la ca- 
beza de la Europa por los bellos descubrimientos maríti- 
mos que hicieron durante el XV y XVI siglo. Según las 
ideas recibidas en Europa, en esa época, las naciones pa- 
ganas que habitaban las regiones nuevamente descubier- 
tas, se consideraban como pertenencia legítima de sus 
conquistadores. En el caso de que se suscitara alguna 
disputa con respecto al derecho de posesión en esas co- 
marcas, el Papa, como gefe supremo do la cristiandad, 
era el arbitro supremo para dirimirlas. De ahí toma su 
erigen la famosa bula publicada en 1495 por el pontífi- 
ce Alejandro VI, en virtud de la cual se concedió á las 
coronas unidas de Castilla y Aragón todas las regiones 
descubiertas y por descubrir mas allá de la línea imagi- 
naria trazada de uno á otro polo á cien leguas al Oeste de 
las islas Azores. Fundados en esta bula, los españoles 
querían gozar por sí solos la propiedad de todas las ticr- 
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ras y mares situados al Oeste de esta línea en el Nuevo- 
Mundo. Sin embargo, .esta concesión del Papa no es el 
único apoyo sobre que se fundaban las naciones que. po- 
seían terrenos en el Nuevo-Mundo; ellas hacían estribar 
sus derechos de propiedad á estos países en la prioridad 
de su descubrimiento. La España misma no ba funda- 
do jamas todos sus derechos sobro la bula de Alejandro 
VI. El Portugal pretendía fundarlos para una parle de 
la América del Sur, sobre el descubrimiento y la conquis- 
ta; sin embargo, este Estado tenia siempre cuidado do es- 
tenderse al Este de la línea trazada en la bula del Papa. 
En cuanto á la Inglaterra, la Francia y la Holanda, sin 
miramiento á las concesiones hechas per el Papa, ellas 
adelantaron sus descubrimientos, sus conquistas, aun sus 
mismas colonias hasta á las Indias Occidentales, v ocasio- 
naron con esto grandes guerras sostenidas por la España 
y el Portugal, que parecía se habían dividido entre sí esos 
terrenos. Había, no obstante, un punto sobro el cual es-' 
taban de acuerdo todas estas naciones, cen viene á saber, 
ei menosprecio completo de los derechos de los habitan- 
tes de aquellos países. Por esto es que la bula de Ale- 
jandro VI acordó á la España todos los terrenos que hu- 
biesen sido ocupados ya por las naciones cristianas; y en 
las patentes espedidas por Enrique Vil de Inglaterra, á 
Juan Gabot y sus hijos, los autorizaba "para buscar y des- 
cubrir todas las islas, países- ó provincias, cualesquiera 
que fuesen y que pertenecieran á los paganos y á los in- 
fieles,' para que las sujetasen y ocupasen sus territorios 
como vasallos suyos y sus lugar-tenientes." También 
por esta razón la reina Isabel dió igualmente á Sir Hum- 
phrey Gilbert, la autorización de descubrir y ocupar todos 
los países paganos y bárbaros, no poseidos por los prínci- 
pes y pueblos cristianos. Subordinar los derechos de los 
salvajes indígenas á los del primer conquistador cristia- 
no, era también una máúma de política y de derecho. 
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En todas las guerras, tratados y negociaciones que te- 
nían lugar entre los diferentes Estados de la Europa, con 
relación á los territorios situados en el continente ameri- 
cano, los derechos de los Indios se dejaban completamen- 
te á un lado, ó bien quedaban sujetos á la voluntad de 
los Estados á cuyo dominio pasaban, en virtud de los con- 
venios tenidos entre las diferentes potencias europeas. 
Los títulos á la propiedad territorial, se encuentran casi 
completamente abolidos por la fuerza de las armas, ó bien 
por los contratos, á medida que los progresos de sus ene- 
migos, forzaban á los pobres salvajes á retirarse mas y 
mas de los terrenos que aquellos ocupaban. 

En las discusiones que se suscitaron en 1790, entre 
la Gran-Bretaña y la España con motivo de Nutka Sund, 
esta última potencia reclamaba toda la parte Noroeste de 
la América, hasta el estrecho del príncipe William, fun- 
dándose sobre una prioridad de descubrimiento, y sobre 
una larga posesión, confirmadas por el artículo 8.° del 
tratado de Utrecht. El gobierno ingles se opónia á esta 
pretensión, diciendo, que en virtud de ser la tierra una 
herencia común para todos los hombres, cada individua 
y cada nación tienen derecho para apropiarse una parte, 
cultivándola y habitándola. Esta discusión terminó por 
un convenio entre las dos potencias, en el cual se estipuló 
que sus subditos respectivos, podían navegar y pescar 
en el Océano Pacífico v en el mar del Sur, v desemhar- 
car en las playas de estos dos mares, para hacer el co- 
mercio con los indígenas ó para- establecerse allí, some- 
tiéndose, sin embargo, á las condiciones siguientes: 

1. a Que la navegación y la pesca de los subditos de 
la Gran -Bretaña en estos mares, no servirían de pretesto- 
para un comercio ilícito con los establecimientos españo- 
les, y que no podrían navegar y pescar á una distancia 
menor de diez leguas marinas, de las costas ocupadas ya 
por los españolea. 
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2. » Que en todas partes de la costa Noroeste de la 
América Septentrional, en donde una y otra de las dos 
potencias, hubiere establecido sus colonias desde Abril de 
1789, los subditos de una y otra parte tendrían libre en- 
trada, y podrían hacer allí su comercio con toda segu- 
ridad. 

3. a Que respecto á las costas del Este y Oeste de la 
América Meridional, ningún establecimiento podria for- 
marse allí por los subditos de los dos Estados, en la par- 
te de estas costas situada en medio de los establecimien- 
tos formados ya por los españoles; pero que los subditos 
respectivos de las dos potencias, continuarían con el de- 
recho de abordar sobre estas costas para la pesca, y que 
lo tendrían igualmente para establecer cabanas ú otras ha- 
bitaciones temporales indispensables para dicha pesca (1). 

m^ iSC ent?e * >or un ( u ^' asc ) decreto del emperador Alejandro de Ru- 
los Estados sia de 4/16 de Setiembre de 1821, el gobierno ruso de- 
HÍ¡?r «¡i c l aro tener un derecho territorial esclusivo á la costa No- 
motivo de r oeste de la América, desde el estrecho de Bering hasta 

la costa no- , , K . . . . . .. /*»/ \ i i 

rocstedeia el grado 51 de latitud, y a las islas (Aleutes) sobre la 
America cos ^ a or j en | a | ( j e j a Siberia, y en las islas (Kuriles) des- 
de el mismo estrecho hasta el cabo Sur en la isla de 
Oozoop al 45° 54* de latitud Norte. La navegación y 
la pesca están prohibidas á cualquiera otra nación, en las 
islas y puertos contenidos en los límites marcados ante- 
riormente. Está igualmente prohibido á todo buque es- 
tranjero, abordar á los establecimientos rusos ó acercarse 
á cien leguas italianas, bajo pena de confiscación de sus 
mercancías. Los derechos de la Rusia á este territorio, 
descansan, según el decreto, en los tres principios en que 
conforme al derecho de gentes, estriba el derecho de pro- 
piedad, á saber: la prioridad del descubrimiento, la prio- 



0) Annual Regi$ter, nn. 1790; State Papers, p. ?83 305-, ab. 1791 
p. 208—214, 222—227. 



DE PROPIEDAD. 177 



ridad de ocupación, y en fio, la posesión quieta y no in- 
terrumpida por medio siglo. También ha dicho des- 
pués, que todas las. condiciones que se aplican á los ma- 
res cerrados, deberían estenderse á los mares que bañan 
las posesiones rusas, en los continentes de la Asia y de 
la América, y que por consiguiente, el gobierno ruso po- 
dría ejercer en estos mares el derecho de soberanía, y so- 
bre todo el de impedir la entrada á los buques estranje- 
ros. Sin embargo, se conformaría con ejercer estos esen- 
ciales derechos, para impedir el contrabando en los lími- 
tes de la compañía ruso- americana. 

Todos estos principios fueron disputados por el gobier- 
no de los Estados-Unidos, tanto en cuanto al hecho, co- 
mo cuanto al derecho. El secretario de Estado para los 
negocios estranjeros, M. John Quincy Adams, en su res- 
puesta á la comunicación del ministro ruso en Washing- 
ton, declaró, que desde que los Estados-Unidos existen 
como nación independiente, sus buques habían atravesa- 
do con libertad por estos mares, y que el derecho de na- 
vegar allí les estaba acordado por su independencia mis- 
ma, asi como el de que sus ciudadanos traficasen con los 
naturales del pais, que no se encontrasen sometidos á la 
jurisdicción territorial de otra nación. Negó el que los 
rusos hubiesen tenido derecho á porción alguna de la 
América al medio dia en el grado 55 de latitud, fundán- 
dose para ello, en que en la carta de la sociedad ruso- 
americana, esta línea era el límite meridional de los descu- 
brimientos hechos por los rusos en América hasta 4 799, 
y que desde esta época no habían hecho ningún descu- 
brimiento. En cuanto á la pretensión del gobierno ruso 
de considerar los mares comprendidos entre las pose- 
siones de la América y de la Asia como un mar cerrado 
(marc clausura), M. Adams se limita á observar, que la 
distancia entre estos dos continentes sobre la paralela del 
51°, no era menos que de cuatro mil millas; M. Adams 
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termina su ñola manifestando la esperanza que tenia, de 
que los ciudadanos de los Estados-Unidos, pudiesen con- 
tinuar entregándose libremente á su, comercio (1). 

Líis negociaciones sobre este asunto, se terminaron por 
un convenio firmado en San Petersburgo el 5/17 de Abril 
de 1824, Conteniendo las estipulaciones siguientes: que 
en todo el Océano Pacífico, los ciudadanos de los Esta- 
dos-Unidos y los subditos de la Rusia, podrían navegar 
libremente y hacer la pesca, pero con estas restricciones: 
que los ciudadanos de los Estados-Unidos no podrían 
abordar á un establecimiento ruso, sin permiso del go- 
bernador ó comandante de él: que de la misma manera, 
los subditos rusos no podrían ir sin permiso, á ningún 
establecimiento americano sobre la costa Noroeste. Se 
estipuló ademas, que no se formaría ningún estableci- 
miento de los Estados-Unidos al Norte del 54° 41' de 
latitud, y ningún establecimiento ruso al medio día de 
esta línea. En fin, se convino que durante diez años, 
contados desde el dia en que se firmó el convenio, los 
buques de las dos potencias podrían navegar libremente 
y hacer la pesca, en todos los mares comprendidos entre 
estas costas. 

■couven- La Gran-Bretaña habia protestado también por su par- 
1S25 entre te, contra los principios espuestos en el (ukase) decreto 
iirctaüa" v ruso ^ e 1^21, desde que se promulgó, y después en el 
ia Rucia.' congreso de Yerona. Las cuestiones que se suscitaron 
entre los dos gobiernos, con relación á este asunto, se 
terminaron por el convenio firmado en San Petersburgo 
el 16/28 de Febrero de 1825, que estableció una fron- 
tera definitiva entre las posesiones de estas dos potencias, 
sobre el continente de la América Septentrional. La lí- 
nea fronteriza debia comenzar á la estremidad meridional 
de la isla del Príncipe de Galles, á 54° 40' Este hasta el 

(1) Annual Regi$ter, vol. LXIV, p. 576— 584.— Corr espontanee mire 
M. Adam* ti M. Po'etícar. 
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«¿trecho de Portland, 56° de latitud, á lo largo de estas 
costas, hasta el monte de San Elias, y desde allí hacia el 
Norte siguiendo el grado de longitud 141°, s*egun el me- 
ridiano de Greenwich, hasta el Océano glacial. 

La convención entre la Rusia y los Estados-Unidos es- Prc ^¡ ,si °- 
piró en 1834, y no se ha renovado hasta hoy. J¡" rn £ g de 

Las pretensiones de los Estados-Unidos al territorio si- ^ .^ 5tado » 

s\ t\ 'O Unido» al 

tuado entre las Montañas Pedregosas v el Océano Pacifi- territorio 
co y el grado 42 y el 54 40' latitud Norte, descansan Jc!0rp *° B - 
en las consideraciones y hechos siguientes: 

1 .*? El descubrimiento del rio Colombia por el capi- 
tán Gray, de Bostón, en 1792; el descubrimiento de su 
nacimiento, y la esploracion'de su curso hasta el mar por 
los capitanes Lewis y Glarkc en 1805 — 1806; y por úl- 
timo, la ocupación primera de los puertos de este terri- 
torio por ciudadanos de los Estados-Unidos. 

2. ° El reconocimiento tácito de los títulos de los Es- 
tados-Unidos por el gobierno británico, por medio del res- 
tablecimiento de la Astoria ó del fuerte George, en la 
embocadura del Colombia, después de la última guerra 
entro la Gran-Bretaña y los Estados- Unidos. 

3. ° La adquisición hecha por los Estados-Unidos, de 
todos los títulos de la España á este territorio, los cuales 
estaban fundados en el descubrimiento de este pais por 
súbditos españoles, antes de ser conocido de pueblo al- 
guno. Esta adquisición se hizo en virtud del tratado de 
1819, firmado por la España y los Estados-Unidos. 

El gobierno ingles oponia á estos fundamentos, las ob- 
jeciones siguientes: 

1 * Que el Colombia no se habia descubierto por el 
capitán Gray, sino por el lugar teniente Meases de la ma- 
rina inglesa, y que la esploracion del curso del rio por 
los capa tañes Clarkc y Lewis, no tenia importancia, pues- 
to que el gobierno ingles habia establecido agencias en el 
mismo año en la corriente de este rio. 
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2. * Que la restitución de Astoria tuvo lugar median- 
te ciertas restricciones, respecto de los derechos del go- 
bierno ingles á este territorio. 

3. * Que los títulos derivados de la España por los 
tratados de 1819, aseguraban únicamente a los Estados- 
Unidos los mismos derechos acordados á la España por 
la convención, es decir, los derechos de establecerse en 
todas las partes de este territorio, pescar y navegar 
en los mares que lo rodean, y traficar con los indí- 
genas. 

Durante las negociaciones de 1 82 7 , los plenipotenciarios 
ingleses MM. Huskinson y Addington, presentaron en una 
memoria los títulos de su gobierno al territorio del Ore- 
gon. Hé aquí los puntos principales de esta memoria. 
"El gobierno ingles no pretende tener derecho á parte al- 
guna del territorio entre los grados 42 y 4-9 de latitud*, 
sus pretensiones se limitan, al derecho de ocupar el ter- 
ritorio en común con las otras naciones, desentendiéndo- 
se del dominio esclusivo; ellas no consistían, pues, sino 
en el mantenimiento de estos derechos, en oposición con 
las pretensiones esclusivas del gobierno americano. Los 
derechos de la Gran-Bretaña fueron marcados y defini- 
dos en la convención de 1790, y comprenden la navega- 
ción en todas las aguas de este territorio, su estableci- 
miento y tráfico con los indígenas, y con los otros Esta- 
dos que tienen allí posesiones." Estos derechos se ejer- 
cieron pacíficamente por la Gran-Bretaña, desde que se 
firmó la convención, es decir, durante cerca de cuarenta 
años. El gobierno ingles admite que los Estados-Unidos 
posean derechos iguales, aunque no los hayan ejercido 
sino por una sola vez, sin que se arroguen otros mayo- 
res. Los subditos de la Gran-Bretaña han tenido por 
muchos años establecimientos en el Oregon, el gobierno 
ingles debe su protección á estos establecimientos y ésta 
les será concedida, lo mismo que la libertad de comercio 
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y de navegación. El gobierno ingles cuidará de que los 
derechos de los Estados- Unidos no se perjudiquen, te- 
niendo como tiene el deseo de arreglar sus propias 
obligaciones, de conformidad con las de los otros Eslados 
que tienen posesiones en este territorio, por todo el tiem- 
po que subsista la ocupación en común (1). 

En los convenios de 4818 y 4827, estipularon los 
gobiernos ingles y americano, que todo el territorio re- 
clamado por ambos sobre la costa Noroeste de la Amé- 
rica, al Oeste de las Montañas Pedregosas, quedaría 
abierto por diez años á ambas potencias. Bien entendi- 
do que este arreglo no debería perjudicar en nada las pre- 
tensiones de las dos potencias; cada una de las partes 
contratantes podía hacer que cesase este convenio, por 
medio de un aviso hecho con un año de anticipación. Y 
habiendo dado el gobierno americano- este aviso, se sus- 
citaron nuevas discusiones entre los dos gobiernos; las 
cuales se terminaron por un tratado firmado en Washing- 
ton en 1846. Por el artículo 4.° de este tratado se es- 
tipuló, que el límite actual entre el territorio poseído por 
cada uno de los dos gobiernos, continuaría sobre la para- 
lela de 49 grados de latitud Norte hacia el Occidente, 
hasta la mitad del canal que separa el continente de la 
isla de Vancouver, y desde allí hácia el medio dia del 
mismo canal y del estrecho de Fuca, hasta el Océano Pa- 
cífico; con la condición de que los buques de ambas po- 
tencias, podian navegar libremente por dicho canal. En 
el artículo segundo, se estipuló la navegación libre del 
rio Colombia para la compañía de la bahía de Hudson, y 
que los ingleses harían con ella el comercio, desde el gra- 
do 49 de latitud Norte hasta su embocadura. El artícu- 
lo tercero, en fin, garantizó los derechos de posesión ad- 



(1) Congrí»» document», 20th conajess and let sene. n. 199. — Grecn- 
hw, Hiatory of Oregon and California. Proofe and illustrat'ons, II. 
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quiridos ya por la compañía, y por olios subditos inge- 
ses, en el territorio al medio dia de la paralela del grado 
49 de latitud Norte (1). 
M El territorio marítimo de todo Estado, se estiende 4 
oioi^ttín* l° s puertos, radas, bahías, golfos, embocaduras de rios, 
toriaiman- v ciertos mares situados dentro de la tierra, que se lia- 

tuna * 

man estancados. El uso general de las naciones, ha aña- 
dido á esta jurisdicción marítima, la parte inmediata á las 
costas á distancia de una legua marina, ó bien la que pue- 
da alcanzarse con un tiro de canon, disparado desdo la- 
playa. En estos límites los derechos de propiedad y ju- 
risdicción son absolutos, y^escluyen á todos los de las de- 
mas naciones (2). 
* 7 -. Las palabras costas v riberas, comprenden las par- 
q»c se ha de tes de tierra que se elevan sobre la mar, cuando no es- 

í^tasVri- tan ca P aces ^ e habüarse; pero esto no se estiende en ma- 
te™, uera alguna, á las partes de tierra que están completa- 
mente cubiertas de agua,, aun cuando se les considere co- 
mo una dilatación de las costas. La regla del derecho 
de gentes sobre este punto, es la siguiente: teirae poter- 
ías jiiúlxir ubi (inikir armorum vis. Desde que se co- 
menzaron á usar las armas de luego, esla distancia se con- 
. sidera ordinariamente como de tres millas; ententiéndose 
que no debe empezap á contarse sino desde el punto en 
que el mar es navegable (3). 

(1) Conjíress documentó. 

Grotius. de jure belli ac pacis, lib. 11. cap. III. $. 10.— P.ynk. ra 
hoek, Quaestionum juris publici, lib. l,cap, VIII.— Idem, de Dominio tno- 
n't, cap. Ü.— Vattel, lib. 1, ehnp. XXIII, §. 28».— Vnliu, Comentaire $ur 
* Vordonnance de la marine, liv. V, tit. 1. — Azuiti, Diritto maritttmo, pt. 1, 
cnp. II, art 3, §. 15. — Galiani. dei Duveri dei principi neutrali in lempo di 
guerra, liv. 1. — Life and workí of Sir L. Jenkins, vol. 11, p. 780. 

(3) Lnde dominium mari» proximi non ultra coneedimua, qnam e térra 
illi imperan poteat, et tomen eo usque; nulla siquidem «it ratio, cur nwre, quo«i 
in. aüeujus imperio evt et potestate, miuus ejuadem e«¡e dieamus. quam fos- 
wm in ejus territorio. . . . Qunre omnino videiur rectius, eo poteanieiu terrae 
«Atendí, quouhque tormenta exploduntur. eatenua quippe eum imperare, tiun 
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En una causa sometida á Sir W. Scott (lord Stowell), 
juez de la corte de almirantazgo de Inglaterra, sobre la 
legalidad de una presa hecha en el territorio neutro de 
tos Estados-Unidos á la embocadura del Mississipi,la cues- 
tión que se presentaba era la de saber cuál fuese la ribe- 
ra de la embocadura del rio, puesto que se encuentra en 
este estrecho una reunión de pequeñas islas formadas de 
cieno y troncos de árboles, que parece hacen parte de la 
tierra firme. Se pretendió que estas porciones de terre- 
no, no forman parte del continente americano, que no 
pertenecen á nadie, que no son bastante sólidas para po- 
derse habitar, y que solo pueden servir de nidos á los pá- 
jaros. Se pretendió mas, que el territorio americano no 
comenzaba sino en la Balisa y fuerte que se habia cons- 
truido en tierra firme, á la entrada del rio, por los espa- 
ñoles. Lord Stowell decidió, sin embargo, que estas por- 
ciones de terreno estaban bajó la jurisdicción del territo- 
rio americano, puesto que ellas se forman de fragmentos 
de aquel territorio. El sabio magistrado, fundó bien su 
decisión sobre el principio del derecho romano: Quod vi* 
flnminis de hin praedio iklraxerit, invicino praedio attn- 
Icrit, palam tuum remanel (i). 

La jurisdicción territorial de la corona británica, de 
tiempo inmemorial, se estiende á las bahías que se en- 
cuentran á lo largo de la costa de la Gran-Bretaña, y que 
son conocidas con el nombre de King's Chambers. El 
gobierno de los Estados-Unidos, pretende tener derecho 
á una jurisdicción semejante sobre la bahía del Delaware, 
v sobre otras bahías que forman parte de su territorio. 

possidere videmur. Loquor autem de üs temporibus, qoibus illis machinis 
ulimur: alioquin gcneraliter dicendam csset, potvstatem terrac finiri, ubi finí- 
tur armorum vis; etcnim baec, ut dixiraus, posscssionem tuetur. íBvnki d¡- 
hook, de Dominio tnaris, cap. II). — Vidc Ortolan, Diploviaiic de la mn\ 
jít, II, chap. VIII. 

(O Rubinnon't Admirally Reporte, vol. .\ p. 3S5. 

T. I.-25 
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Según Sir L. Jenkins, parece que durante el reinado do 
Jacobo l y de Carlos II, la aproximación de los buques 
estranjeros á las costas de Inglaterra, de manera que im- 
pidiesen el comercio ingles, era prohibida, y que de las 
presas hechas por los buques estranjeros en los límites de 
King's Chambers, la corte de almirantazgo exigía la res- 
titución. Pbr una acta adoptada en 1736 (9 Geo. II, 
cap. 35), se decidió que la jurisdicción territorial se es- 
tenderia á una distancia de cuatro leguas marinas de 
las costas, por lo relativo á las leyes de navegación y de 
aduana. Una disposición semejante se encuentra en los 
reglamentos de aduana de los Estados-Unidos, y en los 
dos países estas disposiciones se han roconocido como 
conformes al derecho de gentes (1). 
$• & El derecho de pesca en las aguas vecinas á las costas 
lopesca, de un Estado* pertenece esclusivamente á los subditos 
de él. El ejercicio de este derecho entre la Francia y la 
Inglaterra, se arregló por un convenio celebrado en 1839. 
El artículo 9.° de dicho convenio dice: que u Los subdi- 
tos de S. M. el rey de los franceses gozarían del derecho 
esclusivo de pesca en el rádio de tres millas, comenzando 
desde la parte baja del mar por toda la ostensión de las 
costas de Francia, y los subditos de S. M. Británica goza- 
rían del derecho esclusivo de pesca en un rádio de tres 
millas, comenzando desde la parte baja del mar por toda 
la estension de las costas de las Islas Británicas. 

"En la inteligencia de que sobre la parte de costas de 
la Francia, que se encuentra entre el cabo Carteret y la 
punta de Mongfl>. el derecho esclusivo de pesca no perte- 

(1) Life and twr*« of Sir L. Jtnkin», vol. 11 , p. 727, 728, 780.— Opi- 
nión of tke United-Statee Attorney -General on the tapture of the British 
$hip Orange in tke Delaware bay, 1793. — Waite's American State papero, 
vol. 1, p. 75.— Dodsoo'M Admiralty Reporto, vol. 11, p. 245.— Le Louis.— 
Granch's Reporto, vol. 11, p. 187.— Vattel, Droit deogenojw. l.chap. XX„ 
i 281. 
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necerá mas que á los subditos franceses, dentro de los 
límites mencionados en el artículo 1.° de la convención. 

"Se entiende igualmente, que el rádio de tres millas 
fijado como límite general del derecho escluavo de pesca 
sobre las costas de ambos países, será medido por las ba- 
hías donde el estrecho no esceda de diez millas, comen- 
zando por una línea recta tirada del uno al otro cabo (1)-" 

Por el artículo primero de la convención hecha en 
18^8, entre la Gran-Bretaña y los Estados-Unidos, se 
asignaron ciertos límites para la pesca á los ciudadanos 
de los Estados Unidos, sobre las costas de las posesiones 
británicas en América; fuera de estos límites les estaba pro- 
hibido á dichos ciudadanos, el pescar en un rádio de tres, 
millas de estas costas (2). 

Mas allá de las bahías, golfos, embocaduras de rios y »• 
estrechos, que se encuentran sobre las costas de un Es- ZíT^kr- 
tado, algunas naciones han pretendido tener derecho á tM ^ 
una jurisdicción sobre ciertas partes del mar, fundándose fundaduso 
para ello en un uso de mucho tiempo. Tal ha sido, por J^ 1 *^" 
ejemplo, la soberanía que reclamó ¡a república de Yene- 
cia sobre el mar Adriático. La supremacía marítima re- 
clamada por la Gran-Bretaña, sobre los mares que bañan 
sus costas (Narrow *ea¿), consiste solamente en exigir 
ciertos honores para el pabellón ingles en estos mares. 
Esta supremacía nunca ha sido generalmente recono- 
cida (3). 

Si la navegación de dos mares unidos por un estrecho, 
es libre, la navegación del estrecho debe serlo también. 
Cuando las riberas de este estrecho están formadas por 
el territorio de un mismo soberano; y que el estrecho 

(1) Anuales mariiimes et coloniales, 1839, Iré. partí*, p. 281. 

(2) EUiot'a Diplomatic code, vol. 1, p. 281. 

(3) Vattel, Droit des gens, liv. I, chap. XXIII, $. 289.— Manera, Pré- 
tis du droit des gensmoderne de VEurope, 1W. II, chap. l % $. 42.— Kd.ir:- 
targh Retiew, vol. XI, art. 1, p. 17—19. 
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tenga tan poco ancho, que quede á tiro de canon de am- 
bas riberas, la jurisdicción absoluta de dicho soberano, se 
limita por el derecho que tienen las otras naciones á co- 
municarse libremente de un mar á otro. Este derecho, 
sin embargo, puede modificarse por un convenio especial, 
cuando el paso libre por el estrecho pueda comprometer la 
seguridad del Estado donde se encuentra. Asi es que pue- 
de permitirse el tránsito á los buques mercantes ¿e las na- 
ciones que tengan derecho de atravesar los dos mares, y 
prohibírseles á los de guerra, en tiempo de paz. 
ro*ei Mientras que las riberas del mar Negro, estuvieron es- 
kSfoíoy elusivamente sometidas á la Turquia, á este mar podia 
k'Jj^" propiamente llamársele mare clausura, y la Puerta Oto- 
mana tenia incuestionablemente el derecho de impedir, á 
los buques estranjeros, el paso por el estrecho que lo une 
con el mar Mediterráneo. Pero después, á consecuencia 
de las adquisiciones territoriales hechas por la Rusia, y 
los establecimientos de comercio formados por ella en sus 
contornos, hicieron que este imperio, así como las otras 
potencias europeas, adquiriesen el derecho de navegar li- 
bremente en los Dardanelos y en el Bosforo. Este de- 
recho fué espresamente reconocido en el artículo 7.° del 
tratado de Andrinópoli, firmado en 1829, entre la Rusia 
y la Puerta, tanto con relación á los buques rusos, como 
respecto de los de las otras potencias que estuviesen en 
paz con la Puerta (1). 

El derecho que tienen los buques estranjeros para na- 
vegar en estos mares, no se estiende á los buques de 
guerra. La antigua regla del imperio Otomano, que pro- 
hibía la entrada de los buques de guerra estranjeros al 
Rósforo y á los Dardanelos, fué espresamente marcada 
en los tratados concluidos en Londres el 13 de Julio de 
1844, entre las cinco grandes potencias. 



< l) Marteas. Nouvcau Reciuil, t. VIII, p. 143. 
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El artículo primero de este convenio, contiene por una 
parte la resolución del sultán, de mantener para el por- 
venir esta regla del imperio Otomano, y no permitir en 
tiempo de paz, la entrada por estos estrechos á ningún 
buque de guerra; y por otra parte, el compromiso que 
contrajeron las cinco grandes potencias, de respetar la 
determinación del sultán, y de conformarse con el prin- 
cipio ya indicado. 

En el artículo segundo se estipuló, que una vez decla- 
rada la inviolabilidad de esta antigua regla del imperio, 
el sultán se reservaba el derecho de acordar permisos pa- 
ra que entrasen por los estrechos, los pequeños buques 
armados, que se hallasen al servicio de las legaciones de 
las potencias amigas de la Puerta (1). 

La supremacía reclamada por e¿rey de Dinamarca so- d ^y aD ¿ , 
bre el Sund y los dos Belts, estrechos entre el mar Bál- Diñaban* 
tico y el Océano, descansa, según los publicistas daneses, g un ¿ y i ot 
en la prescripción sancionada por una larga serie de tra- Ikllí - 
tados con las otras potencias. Según estos escritores, la 
soberanía sostenida por el rey de Dinamarca, la ha ejer- 
cido tiempo ha, en virtud de la protección dada al 
comercio contra los piratas y otros enemigos, por medio 
de buques armados en las costas, y por haber evitado los 
peligros de la mar con el establecimiento de faros. Los 
daneses fueron, por mucho tiempo, dueños de las dos ri- 
beras del Sund: la provincia de Scania no fué cedida á 
la Suecia, sino por el tratado de Roeskild en 1658, con- 
firmado después por el de 1660, en el cual se estipuló, 
que la Suecia no deberia jamas reclamar los derechos del 
Sund, sino que únicamente se conformaría con una com- 
pensación por mantener los faros sobre las costas de la 
Scania. El derecho esclusivo de Dinamarca, fué recono- 
cido desde 1368, por un tratado que celebró con las ciu- 

(\) Wheaton, Hittoút du drñt des gen», t. 11, p. 2*0. 
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dades ansiáticas, y por el de 1400 con Enrique VII, rey 
de Inglaterra, en el cual estaba prohibido á lps buques 
ingleses, pasar por el gran Belt y el Sund, escepto en el 
caso de una necesidad absoluta, y aun en este caso, de- 
bían pagar los derechos en Wiburgo, como si hubiesen 
pasado el Sund á Elseneur. En el tratado concluido en 
Speier en 1544, con el emperador Carlos V, y que se 
considera ordinariamente como el primer acto de recono- 
cimiento de la Dinamarca, para exigir este impuesto en 
el Sund, se estipuló solamente que los comerciantes fla- 
mencos que caminaran por él pagarían el mismo dj$- 
reeho de tránsito. 

El tratado concluido en 1645 en Cristianópolis con los 
Paises-Bajos, es el convenio mas antiguo que indica de 
una manera cierta la Jarifa de los derechos que se habían 
de exigir á los buques holandeses que pasaran por el 
Sund y el gran Belt. Esta tarifa fijó también los dere- 
chos que habia de pagar cada uno de los objetos indica- 
dos en la lista, y ordenó que u las mercancías no enume- 
radas debían pagar, según el uso del comercio que se hu- 
biese adoptado en la práctica de muchos años" (1). 

En 1701 se concluyó un tratado entre los dos Es- 
tados, para esclarecer la oscuridad del de Cristianópo- 
lis, con relación á las mercancías no enumeradas en la 
tarifa. Según el art. 3 de este nuevo tratado, se decla- 
ró, que en cuanto á los objetos no especificados en el pri- 
mer tratado, 4 'los derechos del Sund serian pagados se- 
gún su valor, es decir, según los lugares de donde vinie- 
sen así pagarían un derecho fijo de uno por ciento de su 
valor" (2). 

Desde entonces los dos tratados de 1645 y de 1701, 

(1) Scherer, der Sundzoll, teine Geackiehte, oeinjetxiger Bestand and 
teine oiaatsrechtlieh-politische Loiung, §. 205. 

(2) Scherer, der Sundzoll, eto., §. 205. 
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constituyeron la ley convencional sobre los derechos del 
Sund. Ellos son constantemente citados en los tratados 
posteriores entre la Dinamarca y fes otras potencias, co- 
mo que formnn la escala normal, 9egun la que estos dere- 
chos deben ser arreglados con respecto á las naciones pri- 
vilegiadas. Las que no lo son pagan el antiguo derecho 
sobro los artículos enumerados, y un cuarto por ciento de 
las mercancías no enumeradas (1). 

Una revisión do la antigua tarifa de los derechos del Convenció» 
Sund de 4 645, tuvo lugar á consecuencia de los con ve- de 1ML 
ritos concluidos en Londres y el Elseneur en 18-íl, en- 
tre la Dinamarca y la Gran-Bretaña. Según este arregló, 
se fijaron los derechos sobre las mercancías no enumera- 
das y se redujeron los otros; igualmente se corrigieron 
los abusos sobre la manera de hacer electivo el cobro de 
estos derechos (2). 

Kl mar Báltico se considera por las potencias maríti- ¿u n»™- 
mas que tienen dominio sobre sus costas, como un mar •' 

1 . mar Li.il ti 

rrado en tiempo de guerra á todas las potencias que lie- <• >™a pro- 
nen allí posesiones. Lste principio se anuncio en los tra- 
tados de neutralidad armada en 1780 y de 1800, \ cu 
el de 1 70 4 entre la Dinamarca y la Suecia. A conse- 
cuencia do la declaración de guerra en 1807 de la Ru- 
sia conlrn la (iran-Drelaíia, la inviolabilidad del mar Dál- 
/ lico y las garantías recíprocas concedidas por las poten- 
cias bálticas, fueron consideradas por la Rusia circunstan- 
cias agravantes de la ¡ajusticia de la Gran-Dretaña, cuan- 
do entraron sus buques en el Sund y bombardearon é 
Copenhague. Kl gobierno ingles por su parte negaba que 
hubiese jamas admitido los principios sobre los que se 

(1) Schlegel, Stuatsrecht des Künigreichs Dtinemark, thl. 1, cap. Vil, 
§. 27-20. 

(2) SdiercT. der S.mdzoll, ele. Beila^c, Nr. S-9. — Wfaetfton, //w/okc 
du Üroit de* ge<i$. \. 1, p. 2C5-213. 
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hace descansar la inviolabilidad del mar Báltico, aunque 
en algunas circunstancias haya parecido que los reconocía. 

k 10. La cuestión de la soberanía de los mares, á decir ver- 
►Sóbrela ''"dada aún por los publicistas mas eéle- 

■obenniK bres. Grocio, en su tratado sobre Ins leyes de la paz y 

r^. de la guerra, no ha dejado de admitir la posibilidad de 
apropiarse las aguas vecinas de un territorio; cita una por- 
ción de autores antiguos para probar que una soberanía 
mas eslensa ha sido sancionada por el uso y por la opi- 
nión. Pero (irocio ha restringido siempre esta soberanía 
á ciertos límites. También todas las veces que habla sobre 
<'slc punto, lo hace refiriéndose á una parte de la mar 

i \pars mam], y nunca á todo el Océano (4). En su obra 
de Mure libero, publicada cu 1009, habia sostenido ya 
el derecho común de los hombres á la libre navegación, 
al comercio y á la pesca en el Atlántico y en el Pacífico, 
contra las pretcnsiones esclusivas de la España y del Por- 
tugal, fundadas sobre la prioridad del descubrimiento. La 
pretcnsión á la soberania de los mares que rodean á las 
islas británicas sostenida por el soberano de estas islas, 
fue defendida por Albericus Gentilis, en su Advocatio his- 
¡Hinica, publicada en 1013. En la obra intitulada Marc 
rlausuniy publicada por Selden en 1035, los principios 
generales adoptados por Grocio, fueron puestos en cues- 
tión, y las pretensiones de la Inglaterra fueron todavía 
mas fuertemente defendidas que por Gentilis. Fray Pa- 
blo Sarpi, el célebre historiador del concilio de Tren- 
to, escribió también una defensa de las pretcnsiones de 
la república de Venccia á ln soberania del mar Adriáti- 
co (2). Bynkershock ha examinado la cuestión, en unn 
de sus primeras obras, con esa claridad y vigor que ca- 
racterizan todos los escritos d; esc célebre publicista. \L\ 



(1) Grotius, de jure belli ac pacis, lib. 11, cap. TTI, § 8-13. 

(2) Puolo Sarpi, Del dominio del nutre Adriático e sui reggioni per il 
ju9 belli della $erenissima república di Venezia. Venct. 1676. ln-12. 
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admite que- las partes de la mar pueden someterse á una 
.soberanía eschisiva, aunque niega la validez de esas pre- 
tensiones del soberano de Inglaterra á la soberanía do los 
mares que rodean á este Estado, porque dice- que estos 
mares no han estado sometidos, sin interrupción* á su 
dominio (1). Puffendorf adopta el principio de que en 
un mar pequeño la soberanía pertenece al soberano del 
país que lo rodea, ó bien se divide entre «todos los sobera- 
nos que habiten sobre sus oostas, como sucede en el ca- 
so de un lago, en cuyas orillas residan muchos propieta- 
rios. La idea de que en el mar pleno pueda caber la pro- 
piedad, la rechaza con indignación (2). También puede 
considerarse la autoridad de Vattel como esplícita en el 
mismo sentido* sin que se debilite porque haya dicho que 
aunque el derecho de pesca no puede reclamarse por un 
Estado, bajo el pretesto de un uso inmemorial, ni per- 
derse por los otros en virtud del principio de prescripción, 
ó por la falta de uso; sin embargo, aquello puede suce- 
der, cuando la falta de uso revela un consentimiento, y 
viene á ser también un título en favor de una nación 
contra otra (3). 

Las razones de que se han servido por una y otra par- 

(1) De dominU, morí*, Opera minora. Diwort. V. PtiWió pour la pre- 
miare fois eu 1702. 

Níhil addo, qaam sententiae nostrae hano oonjectionom: Oeeanus, qua pa- 
tet, totus imperio aubjici non potest; por* potest, possunt et maria mediterrá- 
nea, quotquot sunt, omnia. Nuilura tamen mare mediterraneum, ñeque ulla 
para Oceani ditione alie u jos principia tenetur, niat qua in continentía ait ¡im- 
perio. Pronunciamus more liberum, quod non possidetur vel universuin po»- 
sideri nequit, elatuum, quod poat justam ooupatbnem mví una pluribnave 
olim posseasuro fuit, et ai eat in fatis. possidubitar post hao; nuUura equidera. 
nune agnoscimus subditum, cura non auffieiat id affectasse, quin reí nliquan- 
do ocupaase et posaediase, nisi etiam mim duref posaossio, quue gentium ln>- 
<£t eat nulHbi; ita libertatem et impertum, quaehaud fucile miseentur una se- 
de locamua. (Ibid, oup. VII ad nuera.) 

(2) De jure naturae et gentium, lib. IV, cap. V, 7. 

[$) Vattel, Droit de» gen», liv. l r chap. XXIII r $. 279-2¿<G. 

T. I,— 2fr 
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te en esta discusión, son sumamente vagas y poco con- 
cl oyentes. Porque efectivamente no hay mas que dos 
razones decisivas en la cuestión. La primera, que es toda 
física, bastaría por sí sola; si se une, pues, á la segunda, 
que es de una naturaleza moral, la cuestión quedará de- 
cidida. 

I. Una cosa no puede ser de la propiedad de un hom- 
bre, á menos que. no tome posesión de ella. Para que 
el mar pudiese ser propiedad de una nación, seria nece- 
sario que pudiera tomar posesión de él y conservarlo, lo 
cual es absolutamente imposible. 

II. En segundo lugar, el mar es" un elemento que 
pertenece á todos los hombres, lo mismo que el aire; nin- 
guna nación tiene, pues, derecho á apropiárselo, cuando 
esto es por otra parte físicamente imposible. 

Está demostrado, pues, que el mar es libre, y que por 
consiguiente su uso es común á todos (1). 

Según hemos visto ya, por el uso general de las na- 
ciones que forma la base del derecho internacional, el 
territorio marítimo de cada Estado, se estiende: 

1 . ° A los puertos, ensenadas, bahías, embocaduras 
de los rios, y á las partes del mar pertenecientes al ter- 
ritorio de cada Estado. 

2. ° A una estension de una legua marina de las cos- 
tas, ó bien á la distancia que pueda alcanzar el tiro de un 
cañón. 

3. ° A los estrechos que unen dos mares y están dor 
minados á tiro de cañón de las dos riberas (2). 

Las consideraciones para que ningún Estado se pueda 
atribuir el derecho absoluto de propiedad sobre el mar 
pleno, no pueden aplicarse á las partes comprendidas en 
la enumeración precedente. 

(1) Ortolan. RegU$ intern^iowli* 4* h m<r x vol. 1, p. 1*>8-126. 
<i2) Vid« ropra, MU 
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it° Así es que por lo relativo á los puertos, ensena- 
das, bahías y embocaduras de los ríos, el derecho de pro- 
piedad esclusivo de un Estado puede mantenerse, sin que 
se alteren en nada los principios asentados sobre la liber- 
tad del mar pleno. En efecto, el Estado cuyo territorio 
es bañado por estas aguas, tiene el poder físico de obrar 
perpetuamente sobre ellas, al mismo tiempo que el dere- 
cho de escluir de allí á cualquiera otro Estado, cuyas dos 
circunstancias, como hemos visto» constituyen la pose- 
sión. Estas aguas no pueden considerarse como perte- 
necientes al género humano en general, sino á los que 
habitan el territorio vecino. Todo Estado posee, pues, 
el derecho de escluir á cualquiera otro de estas aguas: es- 
te derecho puede modificarse, sin embargo, por conve- 
nios, sean tácitos ó espresos; pero su existencia se funda 
en la independencia recíproca de las naciones, que auto- 
riza á cada Estado para deliberar por sí mismo la mane- 
ra con que deba ejercer este derecho. 

2.° Parece á primera vista que estas consideraciones 
no deben aplicarse igualmente á las partes del mar que 
bañan las costas de un Estado. El poder físico para ejer- 
cer un derecho de propiedad esclusivo en determinados 
límites, existe solo en cierta medida; pero el poder moral 
que le está anexo no se estiende mas que á escluir la ac- 
ción de toda otra nación, que pudiera perjudicar él dere- 
cho del Estado á que pertenecen. Esto se funda en la 
consideración de que es conveniente esceptuar á un Es- 
tado neutro, en tiempo de guerra, de todo acto de hosti- 
lidad en los límites de un lugar marino de sus costas. 
Algunas veces se ha estendido también el ejercicio de es- 
te derecho á escluir á otras naciones del uso de estas 
aguas, tanto en tiempo de guerra como en el de paz, por 
ejemplo, para la pesca. Esta pretensión está consagrada, 
tanto por el uso como por convenios especiales, y puede 
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considerársele como que forma parle del derecho positivo 
de gentes (1). 

3.° Con relación á los estrechos que sirven de co- 
municación entre dos mores, el derecho de propiedad y 
de jurisdicción del Estado, que tiene posesiones en uno 
y otra lado, puede modificarse por el derecho que tienen 
todas las naciones de navegar en los mares que une el 
estrecho. Por ejemplo, si las dos riberas del .estrecho de 
Gibraltar estuviesen sometidas á una misma potencia, la 
navegación no por eso seria menos libre, puesto que sir- 
ve de comunicación entre el Océano Atlántico y el mar 
Mediterráneo. Así sucede también, según hemos vis- 
to ya, respecto de la navegación de los Dardanelos y del 
Bósforo, la cual es libre para todas las naciones, aunque 
con la condición de que deben sujetarse á ciertas reglas 
indispensables para la seguridad del imperio Otomano (2). 
j^j 11 *. ^1 territorio de un Estado comprende los lagos, los 
que forman maros y los ríos que están enteramente dentro de sus lí- 
tftríitorio m ** es - Los rios que corren á lo ancho de un Estado for- 
de un E»ta- man también parte de su territorio. Cuando un río na- 
do vegable forma la frontera entre dos Estados, la mitad de 
su corriente [ThcUweg] se considera como la línea fronte- 
riza de los dos Estados, y se presume que la navegación 
es libre para los dos Estados limítrofes. Sin embargo, 
esta presunción puede destruirse si existen pruebas de que 
un Estado haya ejercido por mucho tiempo los derechos 
de soberanía sobre el rio en cuestión. 

6 12 

trechos ^ e J as cosa s cuyo uso es indispensable, tales como la 
d !no^íe° map y ^ a £ uas comentes, 110 puede concederse propie- 
poriosrio» dad á alguno, de manera que escluya á los demás el de- 
Mnmwhm rec ^ 10 * serv i ree d e k misma cosa, siempre que este uso 

Estados. 

(í) Vattel, Droit des gens, liv. I, ehap. XXIII, §. 287. — Martens, Pre- 
di du Droit des gens moderne de VEurope, $. 153. 

(2) Voir, dans rnon Histoire da droit des gens, les disensmons qui earent 
Heo. é ce «jet, entre la Turqnie et la Grand-Brctagne, t 11, p. 256-260. 
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no incomode al propietario legítimo. A esto es á lo que 
se ha dado el nombre de 11 uso inocente" Ya hemos vis- 
to que la jurisdicción de un Estado sobre los estrechos ó 
brazos de mar que pasan por su territorio y comunican 
con otro Estado, ó con los mares comunes, para todos los 
hombres, no escluye á las otras naciones del derecho de 
atravesar libremente por estos estrechos. El mismo prin- 
cipio se aplica a los ríos que corren de un Estado á otro 
á la mar, ó en el territorio de un tercer Estado. El 
derecho de navegar con objetos de comercio un rio, que 
atraviesa muchos Estados, es común á todas las naciones 
que habitan sus riberas; pero siendo este un derecho im- 
perfecto, su ejercicio puede modificarse por la seguridad 
de los Estados interesados, y no puede asegurarse de una 
manera eficaz sino por convenios recíprocos (1). 

El ejercicio de este derecho entraña el accidental de $ 13. 
servirse de todos los medios necesarios para el goce del ^^nui 
derecho principal. Así es que el derecho romano, que JjJ U9 ° ^ 
considera los ríos navegables como propiedad publica y de §n río. 
común, declara que el derecho de servirse de las riberas 
de un rio comprende también el de hacer uso de sus aguas, 
y que el derecho de navegación trae consigo el de atraer 
los buques á las riberas y descargarlos allí. Los pu- 
blicistas aplican este principio del derecho romano á las 
relaciones de las naciones, y pretenden que es una con 
secuencia necesaria del derecho libre de navegación (2). $• 14 k 

Tanto el derecho accidental como el principa), SOn ím- recho* son 
perfectos por su naturaleza, v para su ejercicio deben con- ,m P erfect<> * 

r r i ii i por «u Dft- 

sultarse las ventajas que de ellos saquen ambas partes, tundra». 



(!) Grotius, de Jure belli ac pacie, lib. II, cap. II, $. 12-14; cap. III, 
7-12— Vattcl, Drort de* gen*, liv II, cbap. IX, $. 126-130; cbap. X, $. 
132-134.— Puflúndorf, de Jure naturae et gentium, lib. III, cap. III, 3-0. 

(2j Grotius, do Jure belli ac pacie, lib. 11, cap. 11,$. 2. — Puffendorf, de 
Jure naturae et gentium, lib. III, cap. III, 8. — Vattel, Droit de» gene, 
lhr . II, chap. IX, §. 129. 
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k 15. Los que están en el ejercicio ó goce de estos derechos 
Hondee!- P ueQ, en renunciarlos enteramente, ó modificarlos de la 

ÍO r de med*o mQnera *l ue ^ es GOMMIfl I )or medio de convenios; Uh 
'de ™nv¡í- ejemplo patente de semejante renuncia se encuentra en 
Hi09 el tratado de Westfalia de 1648, confirmado por otros 
tratados posteriores. En virtud de estos tratados, la na- 
vegación del Escalda fué cedida por las provincias belgas 
en favor de Holanda. La violación de estas estipulacio- 
nes por la Francia, durante su intervención en los nego- 
cios de los Paises-Bajos en 1792, fué uno de los princi- 
pales motivos de la guerra entre la Francia, la Gran-Bre- 
taña y la Holanda. Los tratados de Viena dejaron la na- 
vegación del Escalda bajo el mismo pié que el del Rhin 
y ios otros grandes rios de la Europa; y en el tratado de 
1831, que proclamó la separación de la Bélgica y de la 
Holanda, se estipuló la libre navegación del Escalda, es- 
cepto ciertos estrechos prohibidos para la Holanda (1). 
r $ Por el tratado de Viena de 1815, la navegación mcr- 
ticViefc res cantil de los rios que dividen diferentes Estados, ó que 
i>ecto á la corPen atravesando su territorio, se declaró libre en toda 

navegación . , * . 

de ios gran la estension de su curso, a condición de que debería ob- 

ísuro^ 3 de servarse la policía de la navegación. 

Por el anexo XIV de la acta final del congreso de Vie- 
na, la libre navegación del Uhin se acordó para todo su 
curso, y se hicieron reglamentos particulares por lo que 
respecta á este rio, así como para el Necker, le Mein, la 
Meuse y el Escalda, que se declararon libres desde el 
estrecho en que comienzan á serlo hasta sus emboca- 
duras. Semejantes reglamentos se hicieron para la na* 
vegacion del Elba por los Estados situados en la ribera 
de este rio, en una acta firmada en Dresde en 12 de Di- 
ciembre de 1821. Estipulaciones por las cuales las po* 
tencias interesadas en ellas garantizarían la libre navega- 

1 1 ) Wheaton. Hiitoiré du Dreit de$ gen», t. 1 , p. p. S45» 
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cion del Vístula y de los otros rios de la Polonia. Estas 
estipulaciones que se insertaron en el tratado de 3 de 
Mavo de 1845, entre la Austria v la Rusia, v en el'fir- 
rnado el mismo dia entre la Rusia y la Prusia, se confir- 
maron después por la acta final del congreso de Viena. 
Esta acta estiende también los mismos principios á la na- 
vegación del Pó (1). 

La interpretación de estas estipulaciones relativas á la § n. 
libre navegación del Rbin, ocasionó un litigio entre el go- A ¿ v ^¡¡[J 0 
bienio de los Paises-Bajos y los otros Estados situados 
en la ribera del mismo rio, é interesados en el comercio 
que allí se bace. El gobierno nerlandes reclamó el de- 
recho esclusivo de arreglar y de estender el comercio en 
los límites de su territorio hasta los lugares en que los 
diversos brazos del rio se dividen y van á dar á la mar. 
Para sostener esta pretensión se alegaba que la espresion 
"hasta la mar," de los tratados de Paris v de Viena, no 
era sinónimo de esta otra, "en la mar" y que aun cuan- 
do se interpretara la letra de estos tratados en este sen- # 
tido, seria preciso restringirla á solo la corriente del Rhin, 
el cual no era navegable hasta su embocadura. La ma- 
sa de las aguas que forman este rio se divide cerca de Ni- 
mégue en tres grandes canales naturales, el Waal, el Lech 
y el Issel: el primero desciende por Gorcum, de donde to- 
ma el nombre de Meuse: el segundo acercándose á la mar 
por Rotterdam; y el tercero, que se dirige hácia el Norte 
por Zütphen y Deven ter, y que cae en el Zuydersée. 

De estos tres canales ninguno es conocido con el nom- 
bre de Rhin, el cual solo se ha dado á un pequeño rio 
que se separa del Lech en Wycle, toma su curso por 
Utrecht y Leyde, y dispersando poco á poco sus aguas, 
las pierde en las arenas del Kulwyck. El propio rio Rhin, 
que por los motivos espresados deja de ser navegable, se 



(1) Aote 6nal del congrés de Viena*, «rt. 06 — 114 — 1 18. 



IOS DE LOS DERECHOS 

■ 

sustituye con el Lech por el consentimiento Je toda» la» 
potencias interesadas en la cuestión; y en seguida el go- 
bierno nerlandes consintió en que el Waal sustituyese al 
Lech. 

Ademas de esto, las potencias que solicitaban la libre 
navegación del rio, sostuvieron que las estipulaciones del 
tratado de Paris de 1814, en virtud de las que la Holan- 
da, que estaba bajo la soberanía de la casa de Orange, 
debía recibir un aumento de territorio, y en virtud de las 
cuales debería también ser libre la navegación del Rhin 
recíprocamente desde el punto que fuere navegable has- 
ta la mar, debían esencialmente estar unidas, según la in- 
tención de las potencias aliadas que eran partes contra- 
tantes del tratado. Esta intención se llenó por el con- 
greso de Viena, el cuál reunió la Bélgica á la Holanda, y 
al mismo tiempo confirmó la libre navegación del Rhin 
como condición del aumento de territorio aceptado por el 
gobierno holandés. El derecho de libre navegación de 
este rio, decían que incluía necesariamente el derecho de 
hacer uso de las diversas aguas que lo unen á la mar, y 
que la espresion 11 hasta la mar" podría entenderse en es- 
te sentido, como equivalente de la espresion "en la mar. " 
La pretensión, pues, del gobierno holandés, para estable- 
cer impuestos en los pasos principales del rio hasta la 
mar, haría enteramente inútil para los otros Estados el 
privilegio de navegar en el Rhin en los límites del terri- 
torio de los Paises-Bajos (1). 

Después de una prolongada negociación, se decidió al 
fin esta cuestión, con el convenio concluido en Mavence 
el 31 de Marzo de 1831, entre todos los Estados de la 
ribera del Rhin, según el cual la navegación del rio se de- 
claró libre desde el punto en que es navegable hasta la 
mar (Bis in die Sée) t comprendiéndose en ello sus do* 



(1) Annual r^X«r, 1886, V«J. LXXV1H, p. 259-263. 
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principales embocaduras en los límites del reino de Jos 
Países- Bajos, el Lech y el Waal como prolongación del 
Rhin, pasando por Rotterdam y Briel por el primero de 
sus pasos, y por Dordrecht y Helvoetsluys por el último, 
ron el derecho de hacer uso del canal de Voerne para 
comunicar por el Helvoetsluys. En este tratado se esti- 
puló por parte del gobierno nerlandes, que en el caso 
en que los pasos á la mar por el Briel y Helvoetsluys 
dejasen de ser navegables á consecuencia de causas na- 
turales ú obstrucciones artificiales, este gobierno esta- 
ría obligado á indicar otras comunicaciones tan cómodas 
como las que tienen sus propios subditos, tiste conve- 
nio contiene también reglamentos detallados para mante- 
ner la policía del rio y fijar la tarifa de los derechos que 
deban imponerse á los buques y mercancías, ya en su pa- 
so para la mar cuando atraviesen el territorio nerlandes, 
ó ya en su regreso remontando el rio, ó por último, 
por los puertos de los diversos Estados litorales del Alto 
Rhin (4). 

Por el tratado de paz firmado en París en 1763, en- $ i$. 
tre la Inglaterra, la Francia y la España, el Canadá se ce- *^m5 
dio á la Inglaterra por la Francia, y la España le cedió la M¡ssi»ip¡. 
Florida: la frontera entre las posesiones inglesas y fran- 
cesas se estableció con una línea imaginaria trazada en la 
medianía del Mississipi, desde su nacimiento hasta el Iber- 
ville, y al través de este último rio y los lagos Maurepas 
y Pontchartrain hasta la mar. El derecho de navegación 
en el Mississipi se le concedió á los ingleses en toda su 
estension, sin quedar sometidos á ningún pago. Poco » 
después la Luisiana fué cedida á la España por la Fran- 
cia, y por el tratado de Paris de 1783 la Florida se de- 
volvió á la España. En el entre tinto la independencia 
de ios Estados-Unidos fué reconocida, y la navegación del 

(1) Ch. D. Marten*. Rerutil manuel et pratiqué, u IV, p. '27). 

T. I — 27 
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Mississipi se permitió á sus ciudadanos por el tratado con- 
cluido entre ellos y la Inglaterra. Pero la España que 
poseía las dos riberas de) rio desde su embocadura, y aun 
un poco mas alto, pretendió tener un derecho esclueivo 
á la navegación desde la embocadura hasta el punto en 
que la frontera meridional de los Estados-Unidos toca la 
del rio. Los Estados-Unidos se resislieron á esta preten- 
sión, y sostuvieron sus derechos de participación en la 
navegación del Mississipi fundándolo en los tratados de 
4763 y de 1783, como también en el derecho natural 
y de gentes. Las discusiones entre los dos gobiernos ter- 
minaron con el tratado de 1795, firmado en el Real de 
San Lorenzo, cuyo art. 4.° declaró que la navegación del 
Mississipi quedaría libre en toda su anchura y longitud 
para los ciudadanos de los Estados-Unidos, y el 22 les 
permitía depositar las mercancías en el puerto de Nouve- 
tlo-Orleans, y de esportarlos de allí sin pagar otros dere- 
chos que el arrendamiento de los depósitos. La adqui- 
sición que hicieron los Estados-Unidos en seguida de ta 
Luisiana y de la Florida, que encerró el rio dentro del 
territorio de la república, y la estipulación que aseguraba 
á los subditos de la Gran-Bretaña (tratado de 1 783) la 
navegación del Mississipi, que no fué renovada en el tra- 
tado de Gand de 1814, aseguraron á los Estados-Unidos 
esclusivamente el derecho de navegación en el Mississipi. 

En otra obra (1) hemos hecho un análisis de la discu- 
sien que tuvo lugar entre los gobiernos americano y es- 
pañol respecto á la navegación del Mississipi, por cuyo 
motivo nada diremos aquí sobre esto. Nos bastará recordar 
que el gobierno americano fundaba su derecho á la parti- 
cipación con la España en la navegación del Mississipi se» 
breel principio de que el Océano pertenece á todos loe hom- 
bres, y los ríos á todos los Estados que ocupan sus riberas. 

( 1) Wheaton, Hi$toi»e du pfgrét du droit dea gen*, t > 1, p. 191-L9Ü 
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La posición relativa de los gobiernos ingles y amerrca- 4- 1* 
no respecto de la navegación de los grandes lagos y del ^¡¿[5^ 
San Lorenzo, era poco mas ó menos la misma que la de 
los gobiernos esjwuwi y americano respecto del Mississipi. 
Los Estados-Unidos poseen las riberas del Mediodía de 
Jos grandes lag06 y del San Lorenzo hasta el lugar en que 
las fronteras septentrionales de la república tocan con el 
rio, en tanto que la Inglaterra posee las riberas septen- 
trionales de los lagos y del rio en toda su estén sion, asi 
como también las riberas meridionales desde el grado 45° 
de latitud liasta su embocadura. La pretensión que te- 
nia el gobierno de los Esta.dos-Unidos á la libre navega- 
ción del rio desde su nacimiento hasta la mar, fué en 
1 828 objeto de discusiones diplomáticas con el gobierno 
ingles, las que tenemos analizadas en nuestra obra de la 
historia del derecho de gentes (1). 



s 



(1) Wheaton, Hittoire du droit des gtnt, t. 11, p. 195— 1UÍ». 
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No hav una circunstancia que marque mas claramente 
los progresos de la civilización moderna, que la institu- misiones di 
cion de las misiones diplomáticas permanentes, entre los i ,lomatlca * 
diferentes Estados. Los derechos de los embajadores fue- ten- 
ron reconocidos, y hasta cierto punto respetados por las 
naciones clásicas de la antigüedad. Durante la edad me- 
dia no fueron reconocidos de una manera distinta, y 
hasta el siglo XVII fueron sólidamente establecidos. La 
institución de legaciones permanentes en todas las cor- 
tes de Europa, se adoptó después de la paz de Westfalia, , 
y vinieron á ser indispensables por el gran interés que los 
diferentes Estados tomaron en sus negocios respectivos; 
interés que tuvo su origen en la estension de las relacio- 
nes comerciales y políticas, como también en las teorias 
profundas y mas desarrolladas sobre el equilibrio de las 
potencias que dieron á los Estados el derecho mutuo de 
inspección sobre todas las transacciones que pudieran tras- 
tornar este equilibrio. Después de esta época los dere- 
chos de legación han venido á establecerse definitivamen- 
te y á incorporarse en el código internacional. 
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f 2 - 'Ciada Estado soberano c independiente tiene derecho 
«le enviar, y de enviar sus ministros públicos á todo otro Estado sobe- 

tíírSr¿ rano con ( l men desee mantener relaciones de paz y de 
Jo» winit- amistad, y «debe también recibir á los que le manden, 
tros pubh- ^jj n ^ un Astado, estrictamente hablando, está obligado por 
derecho positivo <le las naciones á enviar ó recibir los mi- 
nistros públicos, aunque el uso y la política de las nacio- 
nes hayan establecido una especie de deber recíproco. Es 
evidente, sin embargo, que este deber no puede ser otra 
cosa qué una obligación imperfecta, que debe modificar- 
se según la naturaleza é importancia de las relaciones que 
se han de mantener entre los diferentes Estados por me- 
dio de las relaciones diplomáticas (1). 
3 - La estension del derecho de embajada respecto á los 
KstadoTÍor Estados dependientes ó sem i-soberanos, depende de la 
mpondan naturaleza de sus relaciones particulares con el Estado su- 

I os derechos . . 1 . , 

delegación penor bajo cuya protección se encuentran. Asi es, que 
por el tratado concluido en Kainardgi en 1774, entre la 
Rusia y la Puerta, las provincias de Moldavia y de Vala- 
quia que estaban bajo la protección de la primera de es- 
tas potencias, tenían derecho de enviar encargados de ne- 
gocios de la comunión griega para que los representasen 
en la corte de Constantinopla (2). 

Lo mismo sucede con los Estados confederados; su de- 
recho de enviar ministros públicos los unos respecto á los 
otros, ó á los Estados estranjeros, depende de su natura- 
leza particular y de la constitución de la unión á que per- 
tenecen. Bajo la constitución del antiguo imperio de 

Alemania, y de la Confederación Germánica actual, este 

- ■ .• . 

O) Vattel, Droit de» gene, Mr. IV, chnp. V, $. 55-65.— Rtitherforth'a 
lattitutes, \ol 11, b. II, chap. IX, $. 20.— Mortero, Pféeit du droit de* 
gens moderne de VEurope, liv. VII, cliap. 1, §. 187—190. 

(2) Vattel, liv. IV, obap. V, §. 60. — Klüber, Droit des gtna mo dente de 
l'Europe, st. II, tít. II, chap. III, §. 175.— Mcrlin, Rep ertoire, tit Ministre 
public, aect. II, §. 1 , n. 3 et 4. 
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derecho se reserva á todos los príncipes y á todos los Es- 
tados que componen la unión federal. Tal era también la 
antigua constitución de las provincias unidas de los Paí- 
ses-Bajos, y tal es en la actualidad la de la Confederación 
Elvética. Por la constitución de los Estados- Unidos de 
América, está espresamente prohibido á cada Estado en- 
trar, sin el consentimiento del congreso, en ningún trata- 
do de alianza ó confederación con ningún otro Estado de 
la Unien, ó con un Estado estranjero, y celebrar, sin el 
mismo requisito, ningún acuerdo ó convenio con otro Es- 
tado, ó con una potencia estranjera. El poder originario 
de enviar y recibir ministros públicos está esencialmente 
modificado, si no es que está enteramente suprimido por 
esta' prohibición (1). p 

La cuestión relativa á quién pertenezca en un gobier- $- 4 - 
no el derecho de enviar y recibir los ministros públicos, guTrrldvU 

depende muchas veces de la constitución del Estado. En i coc f tiou 
i 11/ • "° ■obe- 

las monarquías, sean absolutas 6 constitucionales, esta ma¿Áquic- 

prerogativa reside habitualmente en el soberano. En las ^^ este 
repúblicas descansa en el magistrado, gefe del Estado, ó dewcho? 
en un senado ó un consejo, juntamente con el magistra- 
do ó sin él. En caso de revolución, de guerra ci- 
vil ú otra contienda sobre soberania, aunque, estrictamen- 
te hablando, la nación tiene el derecho esclusivo de de- 
terminar en quien reside la autoridad legítima del pais, 
los Estados estranjeros deben necesariamente decidir por ' 
sí mismos, si reconocen al gobierno de hecho de facto y 
enviándole embajadores y recibiendo los suyos; ó si han 
de continuar sus relaciones diplomáticas habituales con el 
príncipe que consideran como soberano legitimo, ó si sus- 
penderán igualmente sus relaciones con aquella nación. 
Üe la misma manera, en el caso de que un imperio esté 
desmembrado por la insurrección de una provincia ó de 



(!) Heffier, da» europrntehe Valktrrecht, $. 200.— Merlin, Répertoire y 
til Ministre puhlie, ueet. II, §. 5. 
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una colonia que proclame y mantenga su independencia, 
los Estados estranjeros deben atender á su utilidad para 
comenzar sus relaciones diplomáticas con el nuevo Esta- 
do, ó para hacer que sea reconocida por la metrópoli (i). 
A fin de evitar las dificultades que se suscitarían con una 
decisión formal y positiva de estas cuestiones, se lian sus- 
tituido frecuentemente los agentes diplomáticos que están 
revestidos de poderes y gozan de las inmunidades de mi- 
nistros, aunque no estén investidos del carácter represen- 
tativo, ni pretendan tener derecho á los honores diplomá- 
ticos. 

i 5. Como ningún Estado tiene la obligación perfecta de 
< -^nSnaí recibir á los ministros de otro Estado, él puede poner las 
Je ios m¡. condiciones que estime convenientes para su recepción. 

mstros es- ... j i • • i 

franjen». Mas una vez recibidos, los ministros gozan, con respecto 
á los demás, los privilegios acordados por el derecho de 
gentes á su carácter público. Así es que algunos gobier- 
nos han establecido como regla no recibir á sus propios 
subditos como ministros de una potencia estranjera; y un 
gobierno puede recibir á uno de sus propios subditos con 
la condición espresa de que continuará sujeto á las leyes 
y jurisdicción locales. También una nación puede rehu- 
sar el recibir á cierto individuo como ministro de otra 
corte, alegando los motivos sobre los que funde su re- 
pulsa. 

$■ 6. El derecho de gentes primitivo no establece otra dis- 
de los tinción entre las diferentes clases de ministros públicos, 



ClOO 



"bre tnw 3 ue ^ as ^ ue resu ^ n de la naturaleza de sus funciones; 
pero el uso moderno de la Europa habiendo introducido 
en el derecho de gentes voluntario ciertas distinciones so- 
bre este punto, cuya definición exacta vino á ser una fuen- 
te inagotable de controversias, el congreso de Viena, y 



(1) Vide supra, pnrt. 1, cap. U, $. 7— 10.— Merlin, RéferUñre y tit Mi- 
aifitre publie, eect. 11, $. G. -i 
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luego el de Aix-la-Chepelle, adoptaron en fin las reglas 
uniformes que pusieron término á estas disputas. Por 
las reglas allí establecidas, los ministros públicos se divi- 
den en cuatro clases, que son: 

1 . ° Los embajadores y delegados del Papa ó nuncios. 

2. ° Los enviados, ministros, ú otros acreditados cor- 
ea de los soberanos. 

3. ° Los ministros residentes acreditados cerca de los 
soberanos. 

A.° Los encargados de negocios acreditados cerca de 
los ministros encargados de los negocios estranjeros (4). 

(1) El congreso de Viena en 1» de Marzo de 1815, decretó lo siguiente: 
"Art. 1, Loe empleados diplomáticos se dividen en tres clases: 

"La de embajadores, delegados 6 nuncios. 

"La de enviados, ministros ú otros acreditado* cerca de los soberanos. 
"La de los encargados de negocios acreditados cerca de los ministros en- 

"Art. 2. Los embajadores, legados ó'nuncios, tienen solamente el carác- 
ter representativo. 

"Art. 3. Los empleados diplomáticos en misión estraordinaria, no tienen 
por este título ninguna superioridad de rango. 

"Art. 4. Los empleados diplomáticos tendrán su rango entre sí, según «a 
clase, y según la fecha de la nota oficial de su nombramiento. 

"El presente reglamento no introducirá ninguna innovación relativamente 
á los representantes del Papa. 

"Art. 5. Se arreglará en cada Estado un modo uniforme para la recep- 
ción de los emplead '« diplomáticos de cada claBe. 

"Art. 6. Las ligas de parentesco ó de alianza de familia entre las corte*, 
no darán ningún rango á sos empleados diplomáticos. 

"Sucederá lo mismo respecto de las alianzas políticas. 

"Art. 7. En las actas ó tratados entre muchas potencias que admitan la 
alternativa, la suerte decidirá entre los ministros, el orden que deba seguirse 
en las firmas." 

El protocolo del eougreso de Aix-la-Chapelle, de 21 de Noviembre de 
1818, declara lo siguiente: 

"Para evitar las discusiones desagradables que podrían tener lugar y aten- 
der á un punto de etiqueta diplomática anexo al decreto de Viena, por el 
cual se arreglaron las cuestiones de rango, y que parece no haberse previsto, 
se ha resuelto entre las cinco grandes cortes, que los ministros residentes, 
acreditados cerca de ellas, formarán, por lo que hace á su rango, una cluse in- 
terroVdia entre los ministros de segundo orden y los encargados de negocio*." 

T. 1.-28 
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Los embajadores y los otros ministros públicos de pri- 
mera clase, son los que están únicamente revestidos de 
lo que se llama carácter representativo. Se les conside- 
ra como que representan especialmente al soberano ó Es- 
tado que los envia r y tienen derecho á los mismos hono- 
res que harían á la persona que los manda. Esto, sin 
embargo, se toma en un sentido general, como que indi- 
ca solamente la especie de honores que tienen derecho á 
pretender; pero el ceremonial que se ha de observar con 
esta clase de ministros depende del uso, que ha variado 
en las diferentes épocas de la historia de Europa. 

Existe una pequeña diferencia entre los embajadores 
ordinarios y estraordinarios. La primera de estas desig- 
naciones es esclusivamente aplicable á aquellos que son 
enviados á misiones permanentes: la segunda á los em- 
pleados en una ocasión particular ó estraordinaria, lo cual 
se estiende también algunas veces, á los embajadores re- 
sidentes en una corte estranjera por un tiempo indeter- 
minado (1). 

El derecho de enviar los embajadores pertenece esclu- 
sivamente á las testas coronadas, á las grandes repúbli- 
cas y á los otros Estados que gozan de honores reales (2). 

Todos los otros ministros públicos, están desprovisto* 
de este carácter especial, que se deriva del supuesto de 
que ellos representan generalmente la persona y la dig- 
nidad del soberano. Ellos no representan mas que aque- 
llo que pertenece á los negocios particulares de que están 
encargados» en la corte cerca de la cual están acredita- 
dos (3). 

(1) Vatte!, Droit dea gena, liv. IV, chop. Vi, §. 70-79.— Martens. Pre- 
ña du droit des gena moderna de l'Europe, liv. VII, chap. IX, §. 192. — 
MarU-ns, Manuel diplomatiqut, chap. 1. §. 9. 

Martens, Precia etc., liv Vil, chap. II, §. 198.— Vide ante, p. II. 
<*ap. III, <S. 2. 

<3) Martens, Manuel diflomatique, chap. 1, §. 10. 
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Los ministros de segunda clase, son: los enviados, los 
enviados estraordinarios, los ministros plenipotenciarios, 
y los internuncios del Papa (1). 

Mientras que el rango relativo de los agentes diplomá- 
ticos, puede determinarse por la naturaleza de sus fun- 
ciones respectivas, no hay diferencia esencial entre los 
ministros de primera y segunda clase. Ellos están igual- 
mente acreditados, por el soberano ó por el poder supremo 
ejecutivo del Estado, cerca de un soberano estranjero. La 
distinción entre los embajadores y los enviados, tomaba su 
origen en el supuesto de que los primeros estaban auto- 
rizados para tratar directamente con el soberano mismo, 
mientras que los segundos, aunque acreditados cerca (\v 
él, no podrían tratar mas que con el ministro de negocios 
estranjeros ú otro encargado de los poderes del soberano. 
La autorización de tratar directamente con el soberano, 
parece comprender un grado mayor de confianza, y hace 
acreedora á la persona revestida de esta autorización, á 
los honores de los ministros públicos de mas alto rango. 
Esta distinción, en cuanto que no está fundada sobre nin- 
guna diferencia esencial entre las dos clases de agentes 
diplomáticos, tiene mas de apariencia que de realidad. YA 
uso de todas épocas, y sobre todo de los tiempos moder- 
nos, autoriza á los ministros públicos de toda clase, á 
conferenciar en todas ocasiones con el soberano de la cor- 
te, cerca de la cual están acreditados, sobre las relaciones 
políticas entre las dos naciones. Mas aun en la época en 
que la etiqueta de las cortes de Europa, atribuía csclusi- 
vamente el privilegio á los embajadores, de concurrir á las 
conferencias verbales con el soberano, éstas no fueron ja- 
mas consideradas como actos oficiales. Las negociacio- 
nes han sido antes, como al presente, conferenciadas y 
concluidas con el ministro de negocios estranjeros, que 

(!) Murtena, Manuel diplonftique, chap. 1, $. 10. 
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es el conducto por el cual se ponen en conocimiento de 
los ministros estranjeros de toda clase, las determinacio- 
nes del soberano. Si esta observación es aplicable entre 
Estados en que las constituciones permiten, en determi- 
nadas circunstancias, á sus soberanos respectivos, con- 
ducir las negociaciones directamente entre ellos, ella se 
aplicará todavía con mas razón á los gobiernos represen- 
tativos, monarquías constitucionales ó repúblicas. En las 
primeras el soberano no obra, ó se supone que no puede 
obrar, si no.es por el intermedio de sus ministros respon- 
sables, y asi es que solo por conducto de ellos, puede 
gar al Estado y comprometer la fe de la nación. En 
las otras es imposible suponer que el magistrado revestido 
de todo el poder ejecutivo, pueda tener con un soberano 
estranjero, las relaciones que exigen ó autorizan las nego- 
ciaciones directas entre ellos, aun cuando hayan de tra- 
tar de los intereses mutuos de los dos Estados (1). 

En la tercera clase están comprendidos los ministros, 
ministros residentes, residentes, y ministros encargados 
de negocios cerca de los soberanos (2). 

Los encargados de negocios, acreditados cerca del mi- 
nistro de negocios estranjeros de la corte donde ellos re- 
siden, son encargados de negocios ad hoc, y son ori- 
ginariamente enviados y acreditados por sus gobiernos, 
como encargados de negocios para que reemplacen á los 
ministros respectivos durante su ausencia (3). 

Según la regla prescrita por el congreso de Viena, y 
que después ha sido generalmente adoptada, los minis- 
tros públicos gozan el rango entre sí, en cada clase, se- 
gún la fecha de la nota oficial de su llegada á la corte, 
cerca de la cual están acreditados (4). 

( 1 ) Pinheiro-Fereira, Note» ó Martens, Préei» du droit des gen*, t. 1 1 , 
notes 12 — 11. 

(2) Martens, Précis etc., liv. VII, chap. II, §. 194. 

(3) Martens, Manuel diplomatique, chap. 1, $-11. 

(4) Recé* du covgree de Vienne du 1 9 mar» 1815, art. 4. 
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La misma decisión del congreso de Viena abolió tam- 
bién entre los ministros públicos, toda clase de distinción 
de rango, por razón del parentesco ó relaciones de fami- 
lia ó de política en sus diferentes cortes (1). 

Un Estado que tiene el derecho de enviar ministros 
públicos de diferentes clases, debe determinar por sí mis- 
mo el rango que quiera conferir á sus agentes diplomáti- 
cos. Pero el uso exige generalmente, que los gobiernos 
que sostienen misiones permanentes entre sí, envien y re- 
ciban ministros con el mismo rango. Un ministro pue- 
de representar á su soberano en diferentes cortes, y un 
Estado puede enviar muchos ministros á una misma cor- 
te. Uno ó muchos ministros pueden también tener ple- 
nos poderes para tratar con los gobiernos estranjeros co- 
mo un congreso de diferentes naciones, sin estar acredi- 
tados con ninguna corte particularmente (2). 

A los cónsules y demás agentes de comercio, por no es- 
tar acreditados cerca del soberano ó del ministro de ne- 
gocios estranjeros, no se les considera en lo general co- 
mo ministros públicos; pero los cónsules enviados por las 
potencias cristianas de la Europa y de la América á los 
Estados berberiscos, están acreditados y son tratados co- 
mo ministros públicos (3). 

Todo agente diplomático, para ser recibido bajo este • 
carácter y gozar los honores anexos a su rango, debe es- \ n , 
tar provisto de una credencial. En el caso de enviar un 
embajador ó ministro de cualquiera de las tres prime- 
ras clases, la credencial la dirige el soberano ó gefe del 
Estado, al soberano á quien se envia el ministro. En el 
caso de un encargado de negocios, se dirige por el secre- 

(1) Recé» du congree de Vienne du\9 maro 1815, art. 6. 

(2) Martens, Précis ete t liv. Vil, cbap. II, §. 199, 204. 

(3) Byokerehoek, de Foro eompetenti legatorum, cap. XIII, 4-6. — 
Martens, Manuel diplomatique, chap. 1, §. 13. — Vattel, Hv. ll,ohap. II, 
$. 31.— Wiequefort, de VAmbatsadcur, liv. 1. §. 1, p. 63. 
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tario ó ministro del Estado encargado de la sección de 
negocios estranjeros, al ministro de negocios ostranjeros 
del otro gobierno. Puede hacerse bajo la fórmula de las 
notas de gabinete, aunque mas generalmente se hace con 
la fórmula de las notas de consejo. En el último caso irá 
firmada por el soberano ó gefe del Estado, y sellada con 
el gran sello del mismo. El ministro tendrá una copia 
auténtica que entregará al ministro de negocios estranje- 
ros, para pedir audiencia con el objeto de entregar el ori- 
ginal al gefe del Estado á quien va enviado. La creden- 
cial fija el objeto general de su misión, y confiere una fé 
completa á todo lo que diga de parte de su soberano (1). 

*• 8 - Los plenos poderes, autorizan al ministro para negO- 
l'knos po- . i i i • . i i • i 

acres de los ciar, y deben por lo mismo insertarse en la credencial; 

púb£s* P ftro P or 1° re ? u ^ ar se ponen bajo la fórmula de car- 
tas patentes. En general los ministros que se envían á 
los congresos, no llevan credenciales, sino únicamente po- 
deres plenos, cuyas copias se cambian recíprocamente unos 
á los otros, ó las entregan á una potencia intermedia, ó 
á un ministro presidente (2). 
f * Las instrucciones de un ministro sirven únicamente 

upa de los para su dirección personal, y no deben comunicarlas al 
pabit^ 8 gobierno cerca del cual están acreditados, salvo el caso 
de que su mismo gobierno les de órden para comunicar- 
las in extenso ó parcialmente, ó que se las dé para que 
según su entender, determinen si le es útil hacer tal comu- 
nicación (3). 

I0 - Un ministro que va á su destino en tiempo de paz, no 

ÍM18 pasa- . . i i * 

i>orte*. necesita otra protección que un pasaporte de su gobier- 
no. En tiempo de guerra debe llevar un salvoconduc- 

(1) Martcos, Précit etc., liv. VIII, chop. III, $. 202.— Wicqoefort, de 
VAmbasgadeur, liv. I, §. 15. 

(2) Wiequefort, de VAmba$»adeur, liv, I. §. 16. — Martens, Précis, etc., 
liv. VII, chop. III, §. 204. — Manuel diplomatique, chap. II. 16. 

(3) Martens, Manuel diplomatique, chap. IL §. 16. 
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to ó pasaporte, del gobierno del Estado con el cual está 
en guerra su país, para permitirle atravesar con seguri- 
dad el territorio enemigo (1). 

Todo ministro público al llegar á su destino, tiene la 9 u. 
obligación de avisar su llegada al ministro de negocios 
estranjeros. Si el ministro estranjero es de primera ciar nistro p ú- 

1 • 1 • * . . % blico al lie* 

se, este aviso lo comunica ordinariamente por medio del garáaude* 
secretario de la embajada ó legación, ó por cualquiera tino 
otra persona agregada á la misma, la cual presenta al mi- 
nistro de negocios estranjeros una copia de la credencial, 
solicitando al mismo tiempo una audiencia del soberano 
para su embajador. Los ministros de la segunda y ter- 
cera clase, participan generalmente su llegada, por medio 
de una nota dirigida al ministro de negocios estranjeros, 
pidiéndole que obtenga de su soberano las órdenes 
sarias para recibirle sus credenciales. Los encargados 
de negocios que no están acreditados cerca del soberano, 
lo hacen de la jnisma manera, pidiendo al mismo tiempo 
una audiencia al ministro de negocios estranjeros, con el 
objeto de presentarle sus credenciales. 

Los embajadores y demás ministros de primera clase, 12. 
tienen derecho á que el soberano les dé audiencia públi- dd^E* 
ca; pero esta ceremonia no es necesaria para que puedan »¡° j^Kjfc 
entrar en sus funciones, y al mismo tiempo la ceremonia 
de entrada solemne, que se practicaba antiguamente res- 
pecto de esta clase de ministros, no está ya en uso Se 
les recibe en audiencia privada de la misma manera que 
á los demás ministros. En esta audiencia se. presenta 
la credencial, y el ministro pronuncia un discurso de apa- 
rato, al cual contesta el soberano. En los Estados repu- 
blicanos, se recibe á los ministros estranjeros de la mis- 



en Vattel. liv. IV, chap. VII, $. 85.— Martera, Manatí dÍplonu$t¡- 
ftir, chap. U, $. 19 — Fiaban, Hitíoirr <U la diplómate fran$aist, t. V, 
p. 244L 
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ma manera, por el gefe del Estado, ó por el consejo en- 
cargado de los negocios extranjeros de la nacien (1). 
$. 13. £i us0 ¿ e j as naciones civilizadas ha establecido cier* 
di^SSc» ta etiqueta, que deben observar los miembros de los cuer- 
pos diplomáticos residentes en una misma corte, entre sí 
y para con los miembros del gobierno cerca del cual es- 
tán acreditados. Los deberes que el decoro exige obser- 
var en este caso, pertenecen mas bien al código de cos- 
tumbres, que al de las leyes, y casi no merecen una men- 
ción positiva. Sin embargo, hay ciertas reglas sobre es- 
to, y de cuya inobservancia pueden resultar inconvenien- 
tes para el cumplimiento de deberes mas sérios y mas 
importantes. Tales son las visitas de etiqueta, que por 
el ceremonial diplomático de la Europa, están obligados 
á hacerse recíprocamente los ministros residentes en una 
misma corte (2). 
$ \ A - Luego que un ministro público Ilesa al territorio del 

Privilegio. „ , ^ . • * j i *• a 

del minia- kstado a que se le envía, por todo el tiempo de su re- 
tro público, sídencia hasta que deje el pais, goza una exención com- 
pleta de la jurisdicción local, civil y criminal. Su per- 
sona es inviolable y sagrada, porque representa los dere- 
chos, los intereses, y la dignidad del soberano del Estado 
que lo envia. Para dar una idea mas clara sobre esta com- 
pleta exención de la jurisdicción local, se ha inventado la 
ficción de la extraterritorialidad, por la cual se supone que 
el ministro aunque residente actualmente en pais estran- 
jero, permanece, sin embargo, en el territorio de su sobe- 
rano. Queda siempre sometido á las leyes de su patria, 
por las cuales se arregla el estado de su persona y dere- 
chos de propiedad qué provengan de contratos, de heren- 
cia ó de testamento. Nacido en pais estranjero, sus hi- 
jos son considerados como nativos de su propio pais. Es- 

(1) Murteus, Manuel diplomalique, ohap. IV, §. 33 — 36. 

(2) MnrtcnB, Manuel diplomatique, obap. IV, §. 37. 
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ta exención de las leyes y de la jurisdicción local, está fun- 
dada en la utilidad mutua nacida de la necesidad de que 
los ministros públicos estén enteramente independientes,, 
á fin de llenar los deberes de su misión. El hecbo de 
enviar un ministro y de recibirlo, equivale á una conven- 
ción tácita entre los dos Estados, sobre que él no que- 
dará sometido mas que á la autoridad de su propia na- 
ción (1). 

Los pasaportes ó salvoconductos dados al ministro pú- 
blico por su gobierno, en tiempo de paz, ó de guerra, pa- 
ra el gobierno cerca del cual es enviado, son dos pruebas 
suficientes de su carácter público (2.). 

Esta inmunidad se estiende no solamente á la persona $■ 15 - 

i i • • , • « • ■ , o •!• r ' l' Excepción 

del ministro, sino también o su familia y a su comitiva, de u regí*, 
á los secretarios de legación y otros empleados, á sus d * 
criados, á sus muebles y á la casa donde vive. la junad;,- 

La persona del ministro está, en general, enteramente cwa loc * i * 
exenta de la jurisdicción civil y criminal del pais donde 
reside. Pero esta regla general sufre las escepciones si- 
guientes: 

1 .* Esta exención de la jurisdicción de los tribuna- 
les y de las autoridades locales, no se aplica á los negocios 
contenciosos que el ministro puedasometer á los tribunales, 
constituyéndose voluntariamente parte en un. proceso (3). 



(1) Grotíus, de Jure MU oe paciofob* I|, oap. XVIIf, §. 1-6. — Ruther- 
furh's imtituteo, vol. II, b. II, ohap. IX, §. 20.— Wicquefort, de VAmba*«a- 
deur, Hv. I, $. 27. — Bynkershoek, de Foro legatorum, cap. V — VIH. — Vat- 
tel, Droit desgena, liv. IV, chap. Vn, $. 81— 125.— Martens. Préci*, etc.. 
lív. VII, ohap. V, §. 214— 218.— Klüber, Droit dea gen» moderne de 
rape, pu H, tit. II, §. 203i— Foelia, Droit iníemational privé> §. 184.— 
Wheaton, Hiat. lato o f na t ion*, p. 237—243. 

(2) Vattcl, Uv. IV, chap. VH, $. 83. 

(3) Grotius, de Jure belli ac paeia, liv. XVIH, $. 8, 9 .— Bynkorehock' 
4e Foro competenti legatorum, cap. XUI, §. 5; cap. XV, XX. — Vattel, liv 
IV, chap. VIII, 113; chap. IX, $. 117-123.— Marte», Frécia, etc., liv.- 
\U, cha?. V, §. 215, 227; chap. IX, §. 234, 237.-Foel«, $. 1Q4.-186. 
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2. a Si es ciudadano ó subdito del pais cerca del cual 
es enviado, y dicho pais no ha renunciado su autoridad 
sobre él, queda sujeto a su jurisdicción (1). Pero se 
puede preguntar si su recepción como ministro de otra 
potencia, sin ninguna reserva espresa de fidelidad primiti- 
va, deba considerarse como una renuncia de este derecho, 
puesto que una recepción semejante implica entre los dos 
Estados el convenio tácito de que será enteramente exen- 
to de la jurisdicción local (2). 

3. a Si está al mismo tiempo al servicio de la poten- 
cia que lo recibe como ministro, como sucede frecuente- 
mente en la corte de Alemania, continúa sujeto á la ju- 
risdicción local (3). 

4. a En los casos de ofensas cometidas por los minis- 
tros públicos, cuando atentan contra la existencia y segu- 
ridad del Estado donde residen, si el peligro es urgente, 
su persona y sus papeles pueden ser aprehendidos y ellos 
pueden ser enviados á su pais. En todos los otros casos 
parece haberse establecido el uso entre las naciones de 
pedir licencia á su soberano. Si sin razón plausible es- 
ta licencia fuere negada por el soberano del ministro, el 
Estado ofendido tiene indudablemente el derecho de des- 
pachar al ofensor. Puede haber otros casos en que por 
circunstancias suficientemente graves pueda el Estado 
ofendido tratar al embajador como enemigo público, ó 
aplicarle personalmente un castigo si su soberano hubie- 
re rehusado hacer justicia. Pero es difícil fijar exacta- 
mente las circunstancias que autoricen tales procedimien- 
tos, y no podrán sacarse reglas generales de los ejemplos 
suministrados por la historia de las naciones ó de los mi- 

(1) Bynkershoek,cap. XVI, §. 13, 15.— Vattel, liv. IV, chap. VIII, §.111. 
— Manera, Précis, etc., Ht. VII, chap. V, §. 215.— Merlin, Repertoire, art. 
Ministre public, aect. V, §. 4, n. 10. 

(2) Bynker«h©ek, cap. 11.— Vattel, Iít. IV, chap. VIII, §.112. 

(3) Manera, Manuel dipUmatiqu*. chap. III, §. 23. 
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nistros s quo se hayan despojado de su carácter público y 
atentado contra la seguridad del país cerca del cual estu* 
viesen acreditados. Estas excepciones anómalas á la re- 
íala general, tienen solución en el mismo derecho supre- 
mo de la conservación personal y de la necesidad. Gro- 
ció hace aquí una distinción entre lo que puede hacerse 
en el caso de defensa personal, y lo que puede hacerse 
en caso de castigo. Aunque el derecho de gentes no ad- 
mite la muerte de un embajador como castigo de un cri- 
men cometido, este mismo derecho, sin embargo, no obli- 
ga á un Estado á sufrir que un embajador use de vio- 
encia contra él sin que se esfuerce en resistirlo (1). 
í La esposa, la familia, los criados y la comitiva del mi- § is. 
nistro, participan de la inviolabilidad concedida á su ca- C¡0Q *™\ 
rácter público. Los secretarios de embajada y de lega- « 
cion gozan especialmente, como personas oficiales; de los familia, í 
privilegios de los cuerpos diplomáticos en todo lo que mi- JjJjJfJ 1 ^ 
ra á estar exentos de la jurisdicción local (2). loa domé». 

Las leyes civiles de cualquiera nación, y los usos de la ,cos ' 
mayor parte, exigen que se mande al secretario de Esta- 
do ó ministro de negocios estranjeros, una lista oficial de 
los criados de los ministros para hacer que gocen del be- 
neficio de la exención (3). 

Resulta del principio extraterritorial del ministro, de su 
familia y de las otras personas que forman la legación ó 



(1) Grotius, de Jure belli ac pacis, lib. TI, cap. XVIII, §. 4 — Ruther- 
lorth's Institutes, vol. II, b. II, cap. IX, §. 20. — Bynkershoek, de Poro rom- 
petenti legatorum, cap. XVII, XVIII, XIX.— Vottel, Hv IV, chap. VII, $. 
94. 102.— Martens, Précis, etc., liv. VII, chap. V, §. '218.— Ward's Hist. of 
laic of nations, vol. II, chap. XVII, p. 291-334.— Wheaton's Wat. lato of 
nations, p. 250-254. 

(2) Grotius, lib. II, cap. XVIII, §. 8.— Bynkershoek, cap. XV, XX.— 
Vattel, liv. IV, chap. IX, y . 120-123.— Martens, PrécU, etc., liv. VII, chap. 
V, §. 215); chap, IX, $. 234. 237.— Foelíx, 184. 

(3) Blockstonc's Comentarte», vol. I, chap. VII. — LL of the Uuitct S ti- 
le», vol. I, chap. IX, §. 26. ^ 
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pertenecen á su comitiva, y de su exención de las leyes y 
pe la jurisdicción del pais donde residen, que la jurisdicción 
civil y criminal de estas personas reside en el ministro, y 
debe ejercerla según las leyes y los usos del pais de este 
último. Por lo que liace á la jurisdicción civil, ya sea con- 
tenciosa ó voluntaria, se sigue esta regla casi en todas las 
exenciones, según la práctica común de las naciones. Mas 
en cuanto á los crímenes cometidos por sus domésticos, 
aunque estrictamente hablando el ministro tiene derecho 
de juzgarlos y castigarlos, el uso moderno lo autoriza sim- 
plemente para arrestarlos y enviarlos á su propio pais pa- 
ra que allí sean juzgados. Puede también á su elección 
separarlos de su servicio, ó entregarlos á los tribunales 
del Estado donde reside, lo mismo que puede renunciar 
todos los privilegios que le son concedidos por derecho 
público (1). 

$• 17 - Los efectos particulares ó muebles pertenecientes al 

Kxeucíoti • • • 

deiacway ministro en el territorio del Estado donde reside, están 
¡¡^ jj b £¡ enteramente exentos de la jurisdicción local, lo mismo 
ministros, que su habitación; pero toda la propiedad inmueble que 
él pueda poseer en el territorio estranjero está sometida 
á las leyes y jurisdicción del pais. Lo mismo sucede con 
los bienes muebles que pueda poseer como comerciante ó 
como investido del carácter fiduciario, v. gr., como ejecu- 
tor de un testamento. Estas propiedades no están exen- 
tas de la jurisdicción de las leyes locales (2). 

JtreU»° u ^ a cuesl * on ^ e nasta c l u ^ P un t° l° s efectos particu- 
c ^bleraos lares de un ministro público estén sujetos á ser embar- 
y & praLiano S*d° s 0 retenidos en el lugar donde se obligó á cumplir 

(1) Bynkerskoek, cap. XV-XX.— Vattel, Hv. IV, chap. IX T §. 124.— 
Rutherforth's Instituto rol. 11, b. 11, cap. IX, §. 20. — Klüber, pi. 11, tit. 
11, 212-214.— Merlin, Ripertoire, tit. Ministre public, scot. VI. 

(2) Vattel, liv. IV, chap. VIII, $. 113-115.— Martens, Précis, etc., liv. 
VII, chap. VIII, 6. 217.— Klüber, pt. 11, tit. 11, chap. III, §. 4 2lO.— Merlin, 
aoet. V, §. 4, n. 6. 
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sus compromisos, contraidos en la escritura del contra- twanuiáia 
to, ha sido objeto de una reciente discusión entre los de un mim» 
gobiernos americano y prusiano. La decisión que ha re- ¿j^"" 
caido puede servir para esclarecer el punto de que veni- hítíor lo- 
mos tratando. cul ' 

El código civil prusiano declara, que "el censualista go- 
za, para seguridad del arrendamiento y de las otras obli- 
gaciones que resultan del contrato, del derecho de Pfanár 
gldubiger sobre los bienes traídos por el arrendatario á la 
propiedad arrendada, y que permanezcan allí hasta la con- 
clusión del arrendamiento." 

El mismo código define la naturaleza del derecho de 
un acreedor que tiene así asegurado su crédito. "Se lla- 
ma Unterpfandsrecht el derecho real de una cosa perte- 
neciente á otra persona, que se atribuye á todo individuo 
para seguridad de su crédito, y en virtud del cual puede 
exigir para su pago la misma cosa" (1). 

Según esta ley, el propietario de la casa en que vivía 
el ministro de los Estados-Unidos, acreditado cerca de la 
corte de Rcrlin, reclamaba el derecho de retener las co- 
sas pertenecientes al ministro, y que se encontraban allí 
á la conclusión del arrendamiento, para asegurar el pago 
de los perjuicios que decía se le habían causado por el 
deterioro que había sufrido la finca durante el contrato. 
El gobierno prusiano decidió que la exención general de 
la jurisdicción local de que gozan, según el derecho de 
gentes, los bienes muebles de los ministros estranjeros, 
no se estiende á este caso. Se pretendió que el derecho 
de retención resulta del contrato mismo y del efecto le- 
gal que la ley local le da. Asegurando también al pro- 
pietario los derechos de un acreedor cuyo crédito esta 
afianzado por hipoteca (Pfandgláubigcr), no solamente 



(1) Allgeraeines Landrecht für dio preussisefaen Staaten, pt. I, tit. XXI, 
395} tit. XX, §. 1. 
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por lo que respecta al arrendamiento, sino también por 
todas las obligaciones que nacen del contrato, el código 
civil prusiano le concede un derecho real sobre todos los 
efectos del arrendatario que se encuentren en la casa á la 
conclusión del contrato, y que puede, según este dere- 
cho, retenerlos para seguridad del cumplimiento de todas 
las cláusulas del contrato. 

El ministro americano estableció, que esta decisión co- 
locaba á los miembros del cuerpo diplomático, acreditados 
cerca de la corte de Prusia, bajo el mismo pié que los 
subditos de este reino, relativamente al derecho que el 
código prusiano concede al arrendador para retener por la 
Tuerza los bienes del arrendatario, para que se cumplan las 
obligaciones del contrato. La única razón alegada para 
justificar semejante escepcion del principio general de dis- 
pensa, fué que el derecho en disputa resultaba del con- 
trato mismo. Se dijo que tal escepcion no estaba pues- 
ta por ningún escritor célebre sobre el derecho de gentes, 
y esto solo presentaba una objeción poderosa contra la va- 
lidez de esa escepcion. Es notorio, en efecto, que todas 
las escepciones del principio general han sido escrupulo- 
samente marcadas por los publicistas mas estimados, y 
estos escritores no solo no admiten tal escepcion, sino que 
la reprueban espresamente. Ni puede pretenderse que 
la manera de obrar de un solo gobierno v en un solo ca- 
so, sea bastante para crear una escepcion del principio 
que las naciones consideran como inviolable y sagrado. 

Seguramente, según el código prusiano y las leyes 
de la mayor parte de las naciones, el contrato de arren- 
damiento da al propietario el derecho de asegurar ó de- 
tener las cosas pertenecientes al que arrienda en caso de 
que no pague la renta ó cause perjuicios por el deterioro de 
la finca; pero la cuestión aquí no era la de saber qué dere- 
chos conceden las leyes municipales del pais al propietario 
contra el arrendatario que fuere subdito del mismo pais, 
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sino cuáles son los derechos contra un ministro estranje- 
ro, cuya habitación es un asilo sagrado, cuya persona y 
bienes están enteramente exentos de la jurisdicción local, 
y que no puede estrechársele á cumplir sus obligaciones 
sino ocurriendo á su gobierno. Así es que el contrato 
de arrendamiento constituye por sí (per se) el derecho en 
cuestión, en el sentido solo de que la ley concede á una 
de las partes un remedio especial para obligar á la otra á 
cumplir sus estipulaciones. En vez de obligar al arrendador 
á usar de una acción personal contra el arrendatario, ella 
le da una garantía sobre los bienes que se encuentren en 
la propiedad arrendada. Esta garantía puede emplearse 
para obligar á los subditos del pais, puesto que sus bie- 
nes están sometidos á* las leyes y tribunales de dicho pais; 
pero no puede suceder lo mismo respecto á los ministros 
eslranjeros que residen allí, en razón á que no están su- 
jetos ni á las unas ni á los otros. 

Supongamos que el contrato en cuestión sea una letra 
de cambio suscrita por el ministro, no como negocio de 
comercio, sino para cubrir sus gastos ordinarios. Las le- 
yes de todos los países en casos semejantes, conceden al 
tenedor de la letra el derecho de arrestar á la persona del 
* deudor cuando no pague. Podrá decirse en el caso su- 
puesto, que el contrato mismo da el derecho de arrestar 
á la persona, por la misma razón que se pretende en el 
caso en cuestión, que le da derecho para asegurar los bie- 
nes del deudor. 

En suma, no habrá un solo privilegio del cual no pue- 
da despojarse á un ministro público, por los mismos ar- 
gumentos de que se usa para privarlo de la exención que 
él está en derecho de pretender por sus efectos persona- 
les. Mas el privarle de este derecho equivaldría á pri- 
varlo de la independencia y seguridad que le son indis- 
pensablemente necesarias para llenar los deberes que de- 
be á su gobierno. Si se le puede tomar uno solo de sus 
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muebles, pueden tomársele todos, y de esta manera tan- 
to el ministro como su familia pueden quedar privados de 
los medios de subsistencia. Si la santidad de este prin- 
cipio puede violarse por esa causa, podrá serlo por cual- 
quiera otra. Si se puede bajo ese pretesto tomarle su 
propiedad particular, podrá también bajo los mismos pro- 
testos tomársele la propiedad de su gobierno, y aun los 
archivos de la legación. 

La exención de que gozan los bienes de un ministro 
público de toda especie de embargo por deuda, ha. sido 
espuesta por Grocio de la manera siguiente: 

"Por todo lo relativo á los bienes muebles de un em- 
bajador, y que por lo tanto se juzgan como dependientes 
de su persona, no pueden embargársele ni para pago, ni 
para seguridad de una deuda, sea por órden judicial ó de 
cualquiera otra manera por mandato del 'soberano; esta 
es, á mi modo de sentir, la opinión mas fundada. Por- 
que un embajador para gozar de una plena seguridad, de- 
be estar al abrigo de toda violencia por lo que toca á su 
persona y á las cosas que le son necesarias. Si contra- 
jese, pues, algunas deudas, y no tuviese bienes inmuebles 
[immobilia) en el pais, se le hará decorosamente pagarlas, 
y si se rehusare, se ocurrirá entonces á su señor" (1). 

Se vé, pues, que este grande hombre, al mismo tiem- 
po ministro público y publicista, era decididamente de 
opinión que la propiedad mueble de un embajador no pe- 
dia ser embargada, bien fuese para pago ó seguridad de 
una deuda, ó según el testo original, ad soluíionem debi- 
ti aut pignoris causa. Bynkershoek, en su tratado de 
Foro compeUnti legfltornm, cita, aprobándolo,, este pasaje ^ 
de Grocio. 

El mismo Bynkershoek, comentando el «dicto declara- 
torio de los Estados generales de las Provincias Unidas, 

(1.) Grotiu., dt Jjire btlli ac pacii, Ub. U,.C*p. XVJIl. *. 8- 
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en 1679, que declara exentos á los estranjeros del arres- 
to de su persona y del embargo de sus bienes por las deu- 
das contraidas en el país, dice lo siguiente: 

"La declaración de los Estados generales no difiere de 
la opinión de Grocio, que ya cité en e^ precedente capí- 
tulo. Nosotros podemos juzgar, y tal es la opinión de es- 
te autor, que los bienes de un embajador no pueden ser 
embargados para el pago ó seguridad de una deuda, por- 
que se consideran pertenecientes á su persona. Respe- 
tando este principio Antonio de Mornac, refiere, que el 
año de 1608, Enrique IV, rey de Francia, se opuso al em- 
bargo hecho en Paris, por taita de pago de un arrenda- 
miento, de los bienes del embajador veneciano. Esta de- 
cisión ha sido después constantemente observada en to- 
dos los paises." 

"Pero podría decirse que esto equivaldría á dar mayor 
ostensión al privilegio, puesto que el embargo de los bie- 
nes muebles de un embajador, mira menos á la persona 
que al derecho sobre la cosa embargada, de cuyo dere- 
cho no puede privarse al propietario por el embajador." 

Este autor había anticipado el argumento del gobierno 
prusiano, y responde en estos términos: 

"Pero lejos de llevar este principio al estremo, por los 
hiené8 de que se habla en la declaración de 1679, yo 
comprendo solamente los bienes muebles, es decir, aque- 
llos que sirven para el uso de los embajadores (id esl uten- 
silio,), como lo he mostrado en la parle de este tratado, 
al hablar de sus propiedades. Estos Son los bienes que 
yo afirmo no han sido, ni podido ser jamas considerados, 
según el derecho de gentes, de tal naturaleza, que pue- 
dan tomarse en prenda, para seguridad de una deuda de 
un embajador. Yo sostengo también que es ilegal em- 
bargarlos, sea para comenzar un pleito, sea para ejecutar 
una sentencia judicial (1)." 

(1) Bynkershoek, J« Foro Ugatorüm, cap. IX, §. 9, 10. 

T. I.— 30 
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En el capítulo 16, Bynkershoek esplica lo que se en- 
tiende por los muebles que sirven habitualmente á los 
embajadores (id est utensilio,). En este capítulo admite» 
que los bienes muebles ó inmuebles de un ministro pú- 
blico, pueden en, cualquier caso (dans quejones cas), ser 
embargados por Ja íuerza, para responder de una acción 
judicial contra él, por aquellos que pueden entablarla en 
su contra. He dicho los bienes en general (boma) mue- 
bles ó inmuebles, á menos que no pertenezcan á la per- 
sona del embajador, y que no los posea con tal carácter; 
en una palabra, todas aquellas cosas sin las cuales podría 
cómodamente cumplir las funciones de su -encargo. *Es- 
ceptúo del número de estos bienes del embajador, que 
pueden ser embargados, el trigo, el vino, el aceite, las 
provisiones de toda especie, los muebles, las alhajas, el 
adoiwo, los ornamentos, los perfumes, las medicinas, la 
ropa blanca, las alfombras, las colgaduras, los carruajes, 
los caballos, las muías y todas las otras cosas que pue- 
den ser comprendidas en los términos del derecho" roma- 
no, legati instructi et cum instrumento. 

En la sección siguiente, esplica su doctrina diciendo, 
que ciertos efectos de un ministro público, püeden ser 
embargados para comenzar contra él algún pleito y estre- 
charlo á que lo conteste, haciendo ver que ha querido li- 
mitar esta escepcion, al únioo caso en que el ministro to- 
me la cualidad de comerciante, y entonces, y solo ba- 
jo este punto de vista, se le pueden embargar sus bienes. 
"Ninguna de estas* cosas, dice, deben á su juicio escejW 
tuarse, á menos que ellas no sean destinadas al servi- 
cio del embajador y de su casa. No sucede, lo mis- 
mo, por ejemplo, con el trigo, vino y aceite, que el em- 
bajador pueda tener en sus almacenes con objeto de co- 
merciar, ni con los caballos y muías que tenga para cam- 
biar y vender." , 

Vattel es -igualmente csnlíoilo en cuanto á la eslen- 
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sion del privilegio en disputa. La única escepckm que 
admite de la regla general es, la de que un ministro pú- 
blico celebre contratos de comercio, en cuyo caso pueden 
embargársele sus bienes muebles, para obligarlo á defien- 
derse'en un litigio. A está escepcion se reúnen dos con- 
dicionas, que vienen á ser la resolución decisiva en k 
presente, cuestión. 

"Añadamos dos aclaraciones á lo que ya se ha dicho: 
1. a En caso de duda el respeto debido al carácter del 
ministro exige siempre inclinarse á su favor; quiero de- 
cir, que cuando cabe duda si una cosa está verdade- 
ramenté destinada al uso del ministro ó de su casa, 
ó si ella pertenece á su comercio, se ha de juzgar á fa- 
vor del ministro; de otra manera habría riesgo de violar 
sus privilegios. 2. a Cuando he dicho que pueden em- 
bargarse los efectos del ministro, que no tienen ninguna 
relación con su carácter, sino que son de su comercio 
particular, se debe entender en el supuesto de que no sea 
por cualquier objeto, proveniente de los negocios que pue- 
da tener el ministro en su calklad de tal, como los ador- 
nos hechos á su casa, por ejemplo, ó por la compostura 
de su habitación, ó por arrendamiento de su propia ca- 
sa, etc. (1). El gobierno prusiano en respuesta á estos 
argumentos, y á estas autoridades declaró, que si en 
el caso que nos ocupa, pretendiera ejercer un acto de 
jurisdicción sobre la persona del ministro ó sobre sus bie- 
nes, la solución de esta disputa •pertenecería seguramen- 
te al derecho de gentes, y debería ser resuelta según los 
principios do este derecho. Pero la única cuestión en el 
presente caso, no podía ser otra que la de saber cuáles 
son los derechos legales establecidos por el contrato de 
arrendamiento, entre el propietario y el arrendatario. Para 

(1) Valle!, Droit deg gens, liv. IV, chap. MU, $. 114.— M. Wheaton ai* 
barón de Werthcr, note verhale, 15 mai 1839. 



DERECHOS 



resolver esta cuestión no podía haber otra regla, que*la 
ley civil del pais donde el contrato se celebró, y donde 
debería ejecutarse, es decir, en el presente caso, el códi- 
go civil de Prusia (1). 

Habiendo terminado esta* cuestión entre las partes, por 
la restitución que hizo el propietario de la casa; de los 
efectos muebles que habían sido retenidos, después de ha- 
ber recibido una indemnización competente por los dete- 
rioros hechos á su propiedad, el gobierno prusiano se 
propuso presentar al gobierno americano la cuestión si- 
guiente: 

u Si un agente diplomático estranjero, acreditado cer- 
ca del gobierno de los Estados-Unidos concluyese, por 
consentimiento propio, y en la forma prescrita, un con- 
trato con un ciudadano americano, y si según este con- 
trato, las leyes del pais acordasen á ese ciudadano, en un 
casa dado, un derecho real sobre los bienes muebles per- 
tenecientes á este agente, ¿el gobierno americano se atri- 
buiría el derecho de despojar á su ciudadano de ese de- 
recho real, bajo la simple reclamación del agente diplo- 
mático que se apoyase sobre su derecho extraterritorial?" 

En la respuesta á esta cuestión el gobierno americano 
considera el ejemplo presentado por el gobierno de Pru- 
sia, cerno si tratase de un contrato tácito derivado de las 
relaciones de propietario á arrendador, por medio de las cua- 
les el primero estaba, según las leyes civiles del pais, ase- 
gurado con una hipoteca tácita ó prenda sobre los mue- 
bles del otro. Comenzó por recordar que allí no habia 
hipoteca espresa, y mucho menos una prenda que impli- 
case una traslación de posesión, como medio de asegurar 
un crédito. 

Esta distinción fué considerada como importante. No 
se podia dudar que en este último caso, el prestamista 



(1) Le barón de Werther á M. Wheatoii, note verbale, 10 nía» 183'.». 
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tendría un derecho completo; un derecho real como le lla- 
ma el gobierno prusiano, ó jus in re, que no destruiría 
en lo mas mínimo las inmunidades diplomáticas. Por 
consiguiente esta era la marcha indicada por Bynkers- 
hoek, á los acreedores á quienes no concede ningún otro 
medio, para poderse satisfacer con los bienes muebles de 
un ministro. Faltaba decir que sus palabras fueron em- 
pleadas, con la* restricción propia que limita á estos bie- 
nes á los llamados apparatus legationis, ó comprendidos 
bajo la descripción de legatus instruetns et cum instru- 
mento. 

Con estas distinciones y calificaciones, el gobierno ame- 
ricano no dudaba que el punto de vista tomado por su 
ministro en esta cuestión del privilegio, fuese enteramen- 
te exacto. La opinión de este gobierno había sido es- 
presada con toda claridad, en la acta del congreso de 
4790, la cual pone este caso y aun el de embargo, por 
falta de pago de arrendamiento, entre los medios legales 
que se deniegan á los acreedores de un ministro estran- 
jero. 

Esta escepcion no era particular á la ley escrita de es- 
te pais, sino estrictamente juris gentium, como depen- 
diente de la jurisprudencia señalada, por el gran publicista 
que acabamos de citar, en su tratado de Foro legatorum, 
que es la gran base de esta rama del derecho público (i ). 

* 

(1) Quia hace (bona) considcrantnr ut personae accesiones. ... Et sc- 
cundum hnee Mornacius refert ad L. II, §. 3 de Judie, regi Galliarum pla- 
cuisse, anno 16U8, male pro locario Pariaaia Venetae reipublicae legati mo- 
bilia fuiste retenta-, et conatanter ita usu eat aervatum deincepa ubique 
gentium. Sed forte dices, id nimium esse, quia ea tnobilium detentio non 
tam fit ex causa personae, quam jvre in re, quod locatori competit in invec- 
Ü8 ¿t illatis, quodque jua, lege quaeritum, legatia ouferre non poaait. Sed 
tantum abest, ut nimium dicamus, ut vel bona quorum meminit d. edictum 
anni 1G79, non alter iaterpretemur, quam bona movilia, id est, utenailia, 
etc. Ilaec útensilia negó, ex jure gentium, pignori esne, vel unquam fuisse, 
quin neccapi posso, vel ad ordinandnm judioium, velad servandum quod no- 
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Ademas de esta autoridad concluyente sobre d punto 
en cuestión, Dynkershoek pone un principio sacado de 
Oqcío, á saber, que los bienes muebles de un ministro 
estranjero no pueden secuestrarse por arrendamientos ni 
por otra cosa; y al mismo tiempo lo sanciona con toda su 
aprobación (i). • El inmenso favor acordado á este trata- 
do, debia establecer esta misma doctrina. 

Pero considerando el punto por principios, resultarían 
tres cuestiones diferentes de la propuesta por el gobierno 
prusiano: 1 . a El derecbo de propietario, en un caso seme- 
jante, ¿será un derecho real propiamente dicho?- 2. a Ad- 
mitiendo que lo sea, ¿se podrá reclamar en juicio, con- 
forme aj derecbo civil prusiano, contra un ministro es- 
tranjero que no se baya voluntariamente desprendido de 
su posesión, por un contrato espreso -para la seguridad 
del pago de arrendamientos ó de pérdidas? 3. a Supo- 
niendo que la ley civil de Prusia considere el caso de un 
ministro estranjero* ¿esta ley podrá, en circunstancias se- 
mejantes, aplicarse en consonancia con el derecbo de 
gentes? 

En todos los sistemas de jurisprudencia, ha habido 
gran dificultad para determinav la categoria legal del de- 
reclio de los propietarios. La* prenda, aunque no es una 
propiedad, es ciertamente un derecho real; pero un sim- 
ple embargo ó una hipoteca en Ja cual no hay ninguna 

bis debetur, vel ad exsequendam rem judicatam. Et l'acile af*entior Grotio, 
si de utensilibus accipias, quac ipse dixit ea nempo pignoris causa oapi non 
poFse, nec per juditiorum ordinem, nec manu regia, explota sio dístinetione, 
quae alíis olini, sed sine raiume, placucrnt. (De Foto Iggatorum, cap. IX,) 
< omparez le Catalogue des biens mobíliers ainsi priviligits, ¡d., c:ip.-XVI. 

(1) liona quoque Iegati mobilia, et quae pn inde habentur personae acce- 
tsioy'pigiiorws causa, &ut ad solutionem debiti, capi non posse, nec per judi- 
eiorum ordinem, nee, quod quídam volunt, nianungia, veriua cst: nam om- 
nm coactío a legato abtsise debet, tani quae res ei necéísarias, quara quae pei- 
nonain tangit, qüo plena ei sic seeuritas. (Byukershock, de Foro legato- 
rum, cap. VIII.— Grotius, de Jure belli ac pacie, lib. II, cap. XVIII, §. 19 ) 
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traslación de posesión, no es verdaderamente una inrenda. 
En Inglaterra y en los Estados-Unidos, el derecllPde los 
propietarios era originariamente una simple gardntia con- 
vertible por el secuestro en un deredio.de prendí». En Es- 
cocia al mismo .derecho se le fiama algunas veces' simple 
hipoteca, proveniente de un contrato tácito. Sin pretender 
determinar precisamente á cual de los dos principios se 
deba atribuir el origen de este derecho (puesto que ni el 
uno ni el otro son suficientes para todos sus efectos), él ha 
sido considerado por los mejores escritores, como un dere- 
cho de hipoteca convertible, por cierto procedimiento le- 
gal, en un derecho de prenda. 

Si este fuera el verdadero punto de vista, relativo á es- 
te objeto, se podría seguramente resolver la cuestión: por- 
que el procedimiento conversivo conviene tanto al ejerci- 
cio de la jurisdicción, como al de ejecución; y el minis- 
tro público está exento de toda especie de jurisdicción. 

Es verdad que todas las hipotecas ó privilegios 6ohre 
una propiedad, están colocadas por algunos escritores en 
el rango de derechos reales; pero esto no resuelve de ma- 
nera alguna el caso en cuestión. En un conflicto, de de- 
rechos, esto podría dar á un acreedor privilegiado, un de- 
recho de preferencia en la distribución de un fondo in- 
suficiente; mas la cuestión consistí rig en determinar, ¿có- 
mo debe obtener esta diferencia? ¿será acaso por un pro- 
cedimiento judicial? Si fuese así, quedaría sin recursos 
contra cualquiera que no estuviese sometido á la juris- 
dicción, á no sei* que apelase á una notoria violencia, la 
que ciertamente no está clasificada entre los derechos. 
Por consiguiente los privilegios y las garantías, por el sim- 
ple.efect© de la ley, se consideran ordinariamente como 
medios de recurso, y no de derecho; como que pertene- 
cen á Ja ¡ex fori } y no á la esencia de! contrato (1). 

(1) Stor>- Covflict of laxes, i¡. 423— 45G, 2J. lid. 
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Se puede, pues, considerar como dudosa a priori la 
cuestión de si por el código prusiano, el derecho del, pro- 
pietario es un derecho real, en cuanto al efecto á lo me- 
nos, de colocarle bajo el pié do propiedad transferida por 
contrato, porque este es precisamente el argumento. 

Pero supongamos que tal sea, por obra de la ley, el 
efecto ordinario del contrato entre el propietario y el 
arrendatario, ¿este efecto puede alcanzar á uno que no es- 
té sometido á la ley ó á la jurisdicción, y al que según la 
ficción de la misma ley no reside en el país del con- 
trato? 

En tal. supuesto, esto vendria á ser un incidente de la 
ley que arréglalas relaciones entre el propietario y el arren- 
datario, y este derecho rolaría sobre un contrato tácito. Po- 
dría suponerse que el arrendatario consentía en tomar k 
casa con las condiciones ordinarias; pero que una de esas 
condiciones era la de que si él faltase al pago del arren- 
damiento, ó á las indemnizaciones debidas pqr los perjui- 
cios hechos á la finca, el propietario tendría el derecho de 
embargarle. Se decidiría entonces, que ni la ley ni el 
juez sino el mismo arrendatario, era quien había transferi- 
do quasi contráctil, este interés sobre su propiedad, Pero 
si este raciocinio fuese exacto, ¿por qué no se podría apli- 
car igualmente el caso de arresto de una persona, ó de 
obligarle á dar caución, ó en fin, á cualquiera caso de der 
tención? El consentimiento podría considerarse wmo 
implícito, tanto en- estos casos como en favor del pru$ie- 
tarioi Seguramente, la misma inducción podría razona- 
blemente estenderse á toda especie de leyes, y los minis 
tros estranjeros podrían umversalmente quedar, someti- 
dos, por un contrato, á la jurisdicción civil. La presyn 7 
cion implícita en el contrato por la ley local, para obli- 
gar á las partes sometidas á la jurisdicción, la repele la 
inmunidad y la extraterritoiñalidad de un ministro. El 
que entra en contrato con otro, conoce ó debe conocer 
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ia jurisdicción de este último. Este es el parecer de Ul- 
piano (L. 19 pref. D. de R. S.), y el propietario que 
arrienda su casa á un ministre» estranjero, renuncia por 
el mismo hecho á un recurso de la ley, del cual sabe que 
el ministro está exento. 

El gobierno americano, se inclinó, pues, á falta de to- 
da otra autoridad, á creer que la ley civil prusiana, racio- 
nalmente interpretada, no autorizaba pretensión alguna 
semejante á la que suscitó el propietario del ejemplo ci- 
tado; pero aun suponiendo que ella autorizase semejante 
pretensión, no debería derogar en este caso el derecho de 
gentes establecido, como no lo derogaría en un caso de 
violencia corporal. Las opiniones citadas poco ha por el 
gobierno americano, son enteramente concluyentes sobre 
este punto, y están de absoluta conformidad con la acta 
del* congreso, declaratoria del derecho de gentes, y con 
la opinión de los otros gobiernos. En fin, todas las ra- 
zones traídas á colación para sostener las inmunidades di- 
plomáticas, y que han sido umversalmente reconocidas, 
pueden aplicarse al caso de prenda y de hipoteca en fa- 
vor délos propietarios, así como para los recursos de cual- 
quiera otra especie. Nada seguramente podia demostrar- 
lo mejor que la tentativa del propietario en el caso pre- 
sente, por medio de su pretendida prenda, para obligar al 
ministro á pagar los perjuicios apreciados á su' gusto por 
los detrimentos probados solo por su dicho (1). 

El gobierno prusiano declaró, que su opinión sobre el 
punto controvertido era invariable, y que no podia cam- 
biarla por la razón que precede y por las autoridades ci- 
tadas en su apoyo. A su modo de ver la cuestión no era 
sobre si el arrendador tiene derecho de retener una par- 
to del mueble perteneciente al inquilino, y que se cncuen- 
' tra en los lugares arrendados á la conclusión del contrato 

(1) Dépechc de M. Logare á M. WUeaton, 9 juin 1843. 

T. I.-Sl 
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para seguridad de los daños causados por los deterioros; 
sino si el arrendador al ejercer este derecho ha co- 
metido una violación de Jos privilegios de los agentes 
diplomáticos, ó cuando menos un acto punible; y si por 
esta razón se le puede obligar sumariamente y según 
la sentencia del juez á volver ios muebles retenidos de esa 
manera. Resuelta negativamente esta cuestión, la deci- 
sión de la primera debe reservarse á los tribunales com- 
petentes. 

El privilegio extraterritorial consiste en el derecho que 
el agente diplomático tiene para estar exento de toda de- 
pendencia del poder soberano del pais cerca del cual es- 
tá acreditado. De donde se sigue que el Estado no pue- 
de ejercer contra él ningún acto de jurisdicción; y como 
por una consecuencia natural de este principio, los tribu- 
nales del pais no tienen en general el derecho de conocer 
en las controversias de los ministros festranjeros, y no es- 
tán autorizados, por lo tanto, en el caso particular de una 
contienda promovida por un contrato de arrendamiento, á 
decretar el embargo de los bienes muebles de un minis- 
tro público. 

Si el privilegio extraterritorial no consiste,, pues, en 
otra cosa que en las relaciones existentes entre el agente 
diplomático y el poder soberano del pais donde reside, es 
evidente que la violación de este privilegio no puede co- 
meterse mas que por las autoridades del pais, y no por 
una persona particular. Las relaciones legales de los 
subditos del pais, no son en este punto directamente per- 
judicadas por este principio, sino que indirectamente pue- 
de obrar sobre estas relaciones; de suerte que en las cues- 
tiones con los ciudadanos del pais, estos no tienen dere- 
cho de invocar la intervención de sus autoridades contra 
el ministro estranjero, y si pretenden obrar contra él en 
alguna reclamación que quieran hacerle, deben ocurrir á 
los tribunales del pais del mismo ministro. 
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Por otra ^arte, si un subdito quiere hacerse justicia á 
si mismo sin tener que ocurrir á la autoridad de su pais, 
su posición respecto á un ministro estranjero es absolu- 
tamente la misma que si la contienda se hubiera suscita- 
do con uno de sus compatriotas. 

Es, pues, inútil observar que en caso semejante la par- 
te no debe traspasar generalmente los límites permitidos. 
Si emplea la violencia, se hará culpable de infracción á la 
ley, y será castigado aun cuando la parte contraria sea 
■del propio pais. 

En el punto en cuestión, ninguna autoridad dependien- 
te del gobierno prusiano habia tomado participio directo 
ó indirecto en fe detención de los muebles del ministro 
americano: el propietario de la casa los habia retenido de 
su propia autoridad, y en esto habia no solo una viola- 
ción del privilegio extraterritorial, sino que no habiéndo- 
se cometido ningún acto de violencia por ci ministro, el 
simple hecho de retenerle los muebles no podia conside- 
rarse como un acto legal. 

En un principio, todo propietario de una casa aun cuan- 
do la diere en arrendamiento á otra persona, permanecía 
en posesión de su propiedad. De donde se seguía que 
los bienes muebles llevados á dicha casa por el arrenda- 
tario, podian considerarse, bajo este punto de vista, como 
que tenia posesión de ellos el propietario. Esta es la ra- 
zón porque el derecho civil de Prusia, lo mismo que el 
de la mayor parte de los Estados de Europa, dan al pro- 
pietario una garantía sobre los bienes muebles del inqui- 
lino para seguridad del pago do la renta. La cuestión 
de hasta qué punto este derecho fundado sobre la lev- 
positiva de un pais particular, pueda ejercerse contra un 
ministro estranjero, debe ponerse fuera de disputa, pues- 
to que el acto de retención no puede menos que con- 
siderarse como ilegal y punible, y en semejante caso los 
tribunales de justicia deben abstenerse de pronunciar su 
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fallo sobre los derechos que pueda haber adquirido el pro- 
pietario durante este acto (1). 
* l8. La persona y los bienes muebles del ministro no están 

JJ ere ellos • i * i i ' • »t . 

v ruó tas re- 

sujetos al pago de los impuestos. Está exento de pagar 
i*ío?minL C ' os derechos de importación sobre los artículos de su uso 
tros púbii- personal y del de su familia. Pero esta última exención, 
según el uso de la mayor parte de las naciones, está limi- 
tada á una suma fija durante el tiempo de la misión. Es- 
tá sometido al pago do los derechos de peaje y de postas, 
y á los de despachos. La casa que habita, aunque exen- 
ta de alojamiento de tropas, está sometida á Jos impues- 
tos, así como las otras propiedades provenientes de fincas 
rústicas del pais, sea que pertenezcan al ministro ó á su 
gobierno; y bien que en general su casa es inviolable y 
que los agentes de policía de las aduanas ó de las contri- 
buciones no pueden penetrar sin su permiso, el abuso que 
entraña este privilegio haciendo en ciertos países que se 
convirtiese en asilo para los culpables, ha hecho que se 
restrinja mucho en el uso moderno de las naciones (2). 
10 - La práctica de las naciones ha estendido también la 
roí 1 / 1 cor- inviolabilidad de los ministros públicos á los mensajeros 
rww y á los correos enviados con despachos á las legaciones, 
ó por las legaciones establecidas en diferentes países. Es- 
tán exentos de toda especie de visitas y de registros cuan- 
do atraviesan los terrenos de las potencias amigas de su 
gobierno. Para que esta exención tenga efecto, deben 
llevar pasaportes de su gobierno que acrediten su carác- 
ter oficial, y en caso de que vayan por la mar, el buque 
debe también ir provisto de una patente de comisión. En 

• 

(1) Lettro du barón de BuJow ú M. Wheaton, 5 juillet 1844. Voycz un 
examen remarquable do lo controverse oi-dessuspar AI. Foelix, lesavantedi- 
teur déla Rerue du droit franjáis tt ¿tranger, t, 11, p. 31. 

(2) Vattel, liv. IV, cliap. IX, §. 117 ot 118.— Martcns, Préci*, vtc, liv. 
II, chap. V, §. 220. Manuel diplomntique, chap. III, §. 30, 31. — Merlin, 
Rrpertoire, ttt. Minwtre pnblic, eeot. V, §. 5, n. 23. 
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tiempo de guerra, un arreglo especial por medio de car- 
tel ó de pabellón de tregua, y dé patentes no solo de su 
propio gobierno, sino también del gobierno enemigo, es 
necesario para preservar á los buques de que sean inter- 
rumpidos en su marcha por las potencias beligerantes. Mas 
un embajador ú otro ministro público residente en pais 
neutro, á fin de conservar las relaciones de paz y de amis- 
tad entre el Estado neutro y su gobierno, tiene derecho 
de enviar libremente su correspondencia en un buque 
neutral, que no será inquietado por los corsarios de una 
potencia en guerra con su pais (1). 

La opinión de los publicistas por lo que mira al respeto *¿r°: 
y á la protección concedido á los ministros públicos que de nTm\- 
atraviesan el territorio de un Estado diferente de aquel en ¡¡¡^¡^ 
que están acreditados, parece estar algo dividida. La territorio 
inviolabilidad de los embajadores bajo el imperio del de- ¿VaiferSí" 
recho de gentes, no li^a sino á los Estados que los en- te ile a q ,,pI 

, , , . . . , n en que f»ta 

vían y a los que los reciben, según la opinión de G rocío acreditado, 
y de Bynkershoek (2). Vicquefort en particular, el cual 
ha sido considerado como el mas valeroso campeón de los 
derechos de los embajadores, afirma que el asesinato del 
ministro del rey de Francia, Francisco I, en terrenos del 
emperador Carlos Y, aunque atroz, no atacaba de ningún 
modo el derecho de gentes, por lo relativo á los privile- 
gios de los embajadores. Se le puede considerar como 
una violación del derecho de tránsito inofensivo, agrava- 
do por la circunstancia del carácter de dignidad de las 
víctimas del crimen; se puede, si se quiere, considerar 
como una justa causa de guerra contra el emperador, sin 
hacer mérito para ello de la cuestión de protección al 

» 

O) Vattel, liv. IV, chap. IX, §. 123.-Martens, Precia, etc., liv. VII, 
chap. XIII, $. 250.— Robinaon's Admiraliy Reporta, vol. VI, p. 406.' La Ca- 
toliue. 

(2) Grotius, de Jure belli ac paria, lib. II, cap. XVIII, §. 5. — Bynkenrs- 
heek, da Foro eompetenti legatorum, cap. IX, §. 7- 
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carácter de embajador, lo cual resulta esclusivamente de 
una presunción legal que nó puede existir mas que entre 
el soberano que envia el embajador y aquel á quien es 
enviado (1). 

Vattel por otro lado declara, que un embajador nece- 
sita do pasaporte al atravesar diferentes territorios' para 
llegar al punto de su destino, con el fin de hacer recono- 
cer su carácter público. Es cierto que el soberano á 
quien va enviado está mas especialmente obligado á ha- 
cer respetar los derechos anexos al carácter de embaja- 
dor; pero éste no tiene en lo mas mínimo derecho para 
pretender en el territorio de una tercera potencia que se 
le guarden los respetos debidos al enviado de un sobera- 
no amigo. El debe gozar, «sobre todo, de una completa 
seguridad personal, y el injuriarlo é insultarlo seria inju- 
riar é insultar á su soberano y á toda su nación, el de- 
tenerlo ó cometer con su persona cualquiera otro acto de 
violencia, seria infringir los derechos de embajada que 
corresponden á todo soberano. Francisco I tenia, pues, 
sobrada justicia para quejarse del asesinato de sus emba- 
jadores, y por la resistencia de Cárlos V para darle satis- 
facción, la tenia igualmente para declarar la guerra á este 
príncipe. "Si el tránsito inocente se debe con toda segu- 
ridad á un simple particular, con mayor razón se le debe 
á los ministros de un soberano que van á ejecutar las órde- 
nes de su señor, y que viajan por los negocios de una na- 
ción. Digo tránsito inocente, porque si el viaje de un minis- 
tro es justamente sospechoso, si un soberano tiene motivos 
para temer que abuse de la libertad de entrar en sus ter- 
renos para tramar en ellos alguna cosa contra su servicio, 
puede negarles el tránsito; pero no debe maltratarlos ni 
sufrir que se atente á su persona; y si no tiene razones 
bastante poderosas para rehusarle el tránsito, puede to- 



(1 ) Vicquefert, de VEmbattadeur, lib. 1 , §. 29, p. 433, 439. 
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mar las precauciones convenientes contra los abusos que 
el ministro pudiera cometer" (1). 

Limita en seguida este derecho de tránsito á los em- 
bajadores de los soberanos que están en relaciones de pan 
y amistad con el Estado que aquellos tienen que atrave- 
sar, y cita ea apoyo de esta restricción do derecho el ca- 
so del mariscal de Bellisle, embajador de Francia en Pru- 
sia en el año de 1744 (estando entonces en guerra la 
Francia^ y la Gran- Bretaña), el que intentando atravesar 
el Hanover, fué detenido y conducido prisionero- á Ingla- 
terra (2). 

Bynkershoek sostiene que los embajadores que atra- 
viesan un territorio distinto del del Estado cerca del cual 
están acreditados, están sujetos á la jurisdicción civil y 
criminal, de la misma manera que los otros estranjeros 
que deben una obediencia temporal al Estado. Interpre- 
ta el edicto de los Estados Generales de 1679, que con- 
sidera exentos del arresto la persona, los criados y bienes 
(Fe los embajadores, "hier te lande komende residerende 
of passerende" como estensivo solamente á los ministros 
públicos, actualmente acreditados cerca de otra potencia. 
Considera el último término mencionado passerende, co- 
mo aplicable no á aquellos que vienen de otra parte ó que 
tienen que atravesar el territorio del Estado para ir á otro 
pais, sino solamente á aquellos que quieren dejar el Es- 
tado donde residen para ir como ministros acreditados do 
ese mismo Estado (3). 

Merlin considera esta interpretación un poco violenta. 
14 La palabra passer en francés y passerende en flamenco, 
no han designado jamas un hombre que está de vuelta, 
sino que caminando no ha llegado aún y quiere ir mas 

(1 ) Vaitel, Droit des gens, liv. IV, chap. VII, $. 84, 85. 

(2) Ch. de Martens, Causes célebres du droit des gens, t. 1, p. 31 1. 

. (3) Bynkershoek, de goro legatorum, cap. IX.— WheatoD, Hist. lavo of 
nations, p. 243. 
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lejos. El asegura, pues, que la ley de que se trata con- 
cede á los embajadores que no quieren mas que atravc* 
sar las Provincias Unidas, la misma independencia que á 
aquellos que quieren residir allí. Se objetará sin duda 
con Bynkershoek, que los Estados Generales, es decir, los 
autores de esta misma lev, han hecho arrestar el mes de 
Febrero de 1717 al Barón de Gortz, embajador de Sue- 
cia, que no hacia mas que pasar por ellos, y á requeri- 
miento de la Inglaterra, contra la cual él habia tramado 
una conspiración en Lóndres. Mas el mismo Bynkers- 
hoek da la respuesta: "La sola razón, dice, que los Es- 
tados Generales han alegado para proceder de esa mane- 
ra, ha sido que el embajador no habia presentado sus cre- 
•ilenoiales." Esta razón, continúa Merlin, era la única que 
tenían los Estados Generales; mas por estar aislada no de- 
jaba de ser menos sólida. Cuando se ha dich*) que un 
embajador debe gozar en el pais por el que no hace mas 
que atravesar, de la independencia concedida (\ su carác- 
ter, se entiende que atraviesa como tal embajador, y que 
goza ya de sus prerogativas en el hecho mismo de con- 
cedérsele el permiso. Este permiso pone al soberano que 
lo concede en la misma obligación que contraeria con un 
ministro que fuese enviado cerca de él y al cual hubiese 
admitido. Sin este permiso, el embajador debe conside- 
rarse como un simple viajero, y por consiguiente nada se 
opone á que se le arreste cuando él ha dado causas pam 
ello, y las que serian suficientes para hacerlo con un sim- 
ple particular" (1). Por estas observaciones del sábio 
jurisconsulto Merlin, se puede juzgar que la inviolabilidad 
de un ministro público, en este caso, descansa sobre el 
mismo principio que el de su soberano, cuando viene al 
territorio del Estado amigo con permiso espreso ó tácito 
del gobierno local. Ambos son igualmente debidos á la 

(1) Merlin, Ref ertotre, tit. Ministre public, sect. V. $. 3, n. 4, 12. 
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protección de este gobierno, contra todo acto de violencia 
incompatible con su carácter sagrado. 

Hemos diebo permiso espreso ó tácito, porque un mi- 
nistro público acreditado cerca do un pais, y que entre al 
territorio de otro, dando á conocer su carácter oficial en 
la forma ordinaria, puede prevalerse del permiso que im- 
plícitamente le está acordado, como podria bacerlo el 
mismo soberano en un caso semejante (1). 

Un ministro residente en pais estranjero goza del pri- $21. 
vilegio de su culto, en su capilla privada, según el rito de ae^íufíe 
su religión nacional, aunque esta religión puede no estar 
generalmente tolerada por las leyes d«l Estado donde re- 
side. Desde la época de la reforma, este privilegio ba 
sido asegurado entre las naciones católicas y protestantes 
de Europa. El mismo derecho ba sido acordado á los 
ministros públicos y á los cónsules de las potencias cris- 
" tianas, en Turquía y en los Estados Berberiscos. El es- 
píritu creciente de independencia religiosa' y de libertad, 
ba ido estendiendo por grados este privilegio basta per- 
mitir, en la mayor parte de los países, el establecimiento 
de capillas públicas concedidas á los diferentes embajado- 
res estranjeros, en las cuales no solo los estranjeros de 
la misma nación sino aun los nacionales del pais que si- 
guen la misma religión, son admitidos al ejercicio de su 
culto particular. Pero esto no se estiende en general á 
las procesiones públicas, al uso de las campanas ú otros 
ritos csteriores celebrados fuera de la capilla (2). 

Los cónsules no son ministros públicos. Alguna proteo- $ 
cion que se les acuerde en el ejercicio de sus deberes ofi- ¿Tu^lZ 
cíales, algún privilegio especial que les confieran las leyes " n tif Jo- 
locales y los usos, ó los tratados internacionales, no los go- ! 

(1) Vitle suprn, pt. II, cap. II, §. 0. 

(2) Vatte!, liv, IV, ehap. VII, §. 104.— Martens, Précis, etc., liv. VII, 
ohnp. VI, §. 222-226.— Küiber, Droit des gen$ moderne de VEurope. pt. II, 
tit. II, ehap. III, $. 215, 216. 
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dcios n i-zan, según el derecho de gentes general, como inmuni- 
IWoT. r " dades propias de los ministros. Ningún Estado está obli- 
gado á recibir cónsules estranjeros, á no ser que lo baya 
así estipulado por convenios. Los cónsules deben ser 
admitidos por el soberano del pais y sujetos á su apro- 
bación, y si se hicieren culpables por su conducta ile- 
gal ó inconveniente, el exequátur que les fué acordado 
puede revocárseles, y pueden ser castigados por las leyes 
del Estado donde residen, ó remitidos á su pais á dispo- 
sición del gobierno que han ofendido. En materia civil 
v criminal están sometidos á la lev local, del mismo mo- 
do que los otros estranjeros residentes en el Estado y que 
le deben una fidelidad temporal (1). 
J f A - La misión de un ministro estranjero acreditado cerca de 
wlhn íii- una corte, ó de una reunión de embajadores, puede ter- 
i.to:ii;.;i-;i. m ¡ naPí ( | ur ante su existencia, de una de las maneras si- 
guientes: 

1. a Por líaber concluido el período fijado para su 
misión; ó cuando el ministro está constituido solo interi- 
namente, mientras regresa el ministro ordinario. En 
uno ú otro caso no es necesaria una licencia espresa. 

2. a Cuando el objeto de la misión ha concluido, co- 
mo en el caso de embajada de pura ceremonia; ó cuando 
la misión es especial y el objeto de la negociación ha con- 
cluido ó faltado. 

3. a Por la licencia de un ministro. 

4. a Por la muerte ó abdicación de su soberano, ó 
del soberano cerca del cual está acreditado. En uno ú 
otro caso es necesario renovar las credenciales; algunas 
veces tiene lugar en el primer caso, la carta de notifica- 
ción escrita por el sucesor del soberano muerto, al prínci- 

(1) Vicquefort, de VAmhagsaiUur, liv. 1. $. 5. — Bynkersho« k, cap. X. — 
Martene, Précí», etc., liv. IV, chap. III, §. 148. — Kent's Comm. on American 
law, vol. 1, p. 43, 45, 5tb. edil. — Foelix, Droit international privé, §. 191. 
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pe ée la corte cerca de la cual el ministro está acredita- 
do: en el segundo caso se le provee de nuevas credencia- 
les; pero cuando hay lugar á creer que la misión no estará 
suspensa mas que por un poco de tiempo, una negocia- 
ción ya comenzada puede continuarse con el mismo mi- 
nistro confidencialmente sub sperati. 

5. a Guando el ministro, por motivo de alguna viola- 
ción del derecho de gentes, ó de cualquiera incidente im- 
portante que haya sobrevenido en el curso de la negocia- 
ción, toma sobre sí la responsabilidad de declarar termi- 
nada su misión. 

6. * Cuando por la mala conducta del ministro, ó de 
su gobierno, la corte cerca de la cual reside, juzgue con- 
veniente remitirlo sin esperar su licencia. 

7. a Por un cambio en el rango diplomático del mi- 
nistro. 

Cuando por alguna de estas circunstancias, el ministro 
queda suspenso en sus funciones, ó de cualquiera otra ma- 
nera su misión termina, permanece siempre en pose- 
sión de todos los privilegios propios de su carácter pú- 
blico, hasta que regresa á su pais (1). 

Una carta formal de cesación debe mandarse al minis- $ *» 
tro por su gobierno: primero, cuando el objeto de su mi- c^Jv 
sion ha concluido ó faltado; segundo, cuando ha sido vuel- 
to á llamar por motivos que no tocan á las relaciones 
amistosas de los dos países. 

En estos dos casos se han de observar las mismas 
formalidades que al arribo de un ministro El manda- 
rá una copia de su carta de llamamiento al ministro de 
negocios estranjeros, pidiéndole ademas una audiencia 
del soberano para obtener su permiso. En esta au- 
diencia el ministro llevará original su carta, y pronun- 

(1) Marta». Manuel diplomatique . ehap. VII, §. 59; cliap. II, $. 15 — 
Préeis, etc., Hv. VII, ehap. IX, 239.— Vattel, Uv. IV,chap. IX, $ 126. 
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ciará un discurso de etiqueta adaptado á las circuns- 
tancias. 

Si el ministro es llamado á causa de desacuerdo entre 
los dos gobiernos, las circunstancias particulares del caso, 
deben determinar si se mandará una carta formal de ce- 
sación, ó si deberá dejar la residencia sin aguardarla; 
si el ministro debe pedir una audiencia de despedida, y 
si el soberano deberá concedérsela. 

Cuando el rango diplomático de un ministro sube ó 
baja, como en el caso de que un enviado pase á ser em- 
bajador, ó un embajador, habiendo cumplido sus funcio- 
nes como tal, se le nombra ministro de segunda' ó terce- 
ra clase, él presenta su carta de cesación y una creden- 
cial por su nuevo carácter. 

Cuando la misión ha terminado por fallecimiento del 
ministro, su cuerpo debe ser decentemente enterrada; ó 
enviado á su pais para que se le entierre; mas las cere- 
monias religiosas esteriores que se han de observar en es- 
ta ocasión, dependen de las leyes y de los usos de los lu- 
gares. El secretario de la legación, ó si no lo hubiese, 
el ministro de cualquiera potencia aliada, debe sellar sus 
muebles, y las autoridades locales no pueden intervenir 
en esto, escepto en un caso de necesidad. Todas las 
cuestiones relativas á la sucesión ab inteslato, de los bie- 
nes muebles del ministro, ó de la validez de su testa- 
mento, deben terminarse por las leyes de su pais. Sus 
bienes muebles pueden sacarse del pais donde residía sin 
pagar ningún derecho de estraccion. 

Aunque rigorosamente los privilegios personales del 
ministro, espiran con la misión á que están anexos, sin 
embargo, la costumbre de las naciones concede á la viu- 
da y familia del mismo muerto, asi como á sus criados, 
por un tiempo limitado, las mismas inmunidades que ha- 
bían gozado durante su vida. 

Hay costumbre en algunas cortes de hacer regalos á 
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los ministros estranjeros, el (lia de su nombramiento y en 
otras ocasiones especiales. Algunos gobiernos les prohi- 
ben recibir estos presentes. Tal ha sido, entre otras, la 
regla observada por la república de Venecia, y tal al pre- 
sente la ley de los Estados-Unidos de América (1). 



<1) Martens, Précis, eto., liv. VII, cl.n r . X, ÍMD-2i:>.— Manuel dij.l». 
toatiqut, chap. VII, $. 60-G5. 
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CAPITULO II. 

DERECHOS DE NEGOCIACION Y DE TRATADOS. 



El poder de negociar y de celebrar tratados públicos $. i. 
de nación á nación, se encuentra en pleno vigoren cada rac ^ 

1 0 de celeurat 

Estado soberano, que no ba cedido esa parte de su sobe- tratado», 
rania, ó consentido en modificar el ejercicio de ella, por ^J 1 ™^! 
convenios con los otros Estados. ficaeiow*. 

Los Estados semi-soberanos ó dependientes no tienen, 
en general, mas que una facultad limitada de contratar 
de esta manera; y aun los Estados soberanos 6 indepen- 
dientes, pueden restringir esta facultad, por los tratados 
de alianza ó de confederación con los otros Estados. Así 
es que los numerosos Estados de la Union de la Améri- 
ca Septentrional, tienen probibicion espresa de entrar en 
ningún tratado con las potencias estranjeras, ó los unos 
con los otros, sin el consentimiento del congreso; mien- 
tras que los miembros soberanos de la Confederación ger- 
mánica, conservan el poder de concluir los tratados de 
alianza y de comercio, que no sean incompatibles con las 
leyes fundamentales de la Confederación (1). 

La constitución ó ley fundamental de todo Estado par- 



(1) Véase la primera parte, cap. II, §. 9. 
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ticular, debe determinar en quién reside el poder de ne- 
gociar y celebrar tratados con las potencias estranjeras. 
En las monarquías absolutas y aun constitucionales, ese 
poder es ordinariamente concedido al soberano reinante. 
En las repúblicas, el gcfe del Estado, el senado ó el con- 
sejo ejecutivo, está investido del ejercicio de este poder 
soberano. 

i 2. Ninguna forma particular en las palabras, es esencial 
i.oiratados P ara la conclusión y validez de un tratado entre las na- 
ciones. El consentimiento mutuo de las partes contra- 
tantes, -puede manifestarse espresa ó tácitamente; en el 
primer caso, es 6 verbal ó escrito. Puede manifestarse 
también, por una acta firmada de los plenipotenciarios do 
ambas partes, ó por una declaración ó contradeclaracion, 
ó en forma de cartas ó de notas cambiadas entre ellos. 
Mas el uso moderno exige que los consentimientos ver- 
bales, se conviertan en cuanto fuese posible, en escritos, 
á fin de evitar cuestiones; y todas las comunicaciones pu- 
ramente verbales, que preceden á la conclusjon definitiva 
de un convenio escrilo, se consideran como referentes al 
acto mismo. El consentimiento de las partes puede dar- 
se tácitamente, en el caso de un acuerdo becbo bajo una 
autorización imperfecta, considerándolo como un acto pre- 
, paratorio que debe concluirse debidamente (1). 
carteles Hay ciertos tratados entre las naciones, que se conclu- 
tmnmyca ven ^ n0 en virtud de un poder especial, sino por el ejer- 

(1) Martens, Précis, etc., liv. II, cliap. II, $. 49, 51, 65.— Ileffter, §. 87 

Los jurisconsultos romanos reduelan todos loa contratos internacionales á 
tres clases: 1? Pactiones, 2 a Sponsiones, 3 a Foedera. \a>s últimos estaban 
considerados como los mus solemnes, y Ga'ius, en los fragmentos de sus ina- 
titutas, recientemente descubierta, dice, hablando de la suposición de un tra- 
tado de paz concluido en la simple forma de una pura pactio: U J Jieitur uno 
casu hoc verbo (spondes nc?spondeo) : peregrinum quoque obligari pos^e ve- 
lat si imperator noster prineipcm alicujns peregrini populi de pase ha ¡nterro- 
getur: quod nimium suhlüiter dictum est; quia sí quid adversus paetionmi 
fiat, noD ex stipulatu agitur, sed jure belli vindicatur." (Comm. III, §. 34 ) 
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cicio de un poder general implícitamente confiado á cier- 
tos agentes públicos, como accesoriamente unido á su 
*rango oficial. Tales son los actos oficiales de los gene- 
rales ó de los almirantes, que suspenden ó limitan el ejer- 
cicio de las hostilidades en la esfera de sus respectivos 
mandos de tierra ó de mar, por medio de permisos espe- 
ciales de comercio, de reglamentos para canjear á los 
prisioneros, de armisticios ó de capitulaciones de fortale- 
zas, de ciudades ó de provincias. Estos convenios no 
necesitan, en general, de la ratificación del poder supre- 
mo del Estado, á menos que no se esprese esta reserva en 
la acta misma (1). 

Tales actos ó promesas, cuando se hacen sin autoriza- 
ción, ó cuando se exceden de la concedida para celebrar- 
los, en caso de necesidad, se llaiynn Sponcionx. Sucede 
que estos convenios sean confirmados por ratificación es- 
presa ó tácita. La primera se usa en términos positivos 
y en las formas usuales. La otra se implica en el hecho 
tle obrar bajo el imperio mismo del convenio, como si es- 
tuviera obliir i ío por estas estipulaciones. El simple 
silencio no hasta para que se considere hecha la ratifica- 
ción por una ú otra de las partes, aunque la buena le exi- 
ge que la parte que rehusa debe notificar su determina- 
ción a la otra, á fin de impedir que esta última ejecute 
aquello que habia consentido. Si no obstante, esta eje- 
cución tuviese lugar de una manera total ó parcial, por 
una ú otra de las partes, tratándose de buena le, en el 
supuesto de que estén suficientemente autorizadas, la par- 
te que haya obrado de esa manera, tiene el derecho de ser 
indemnizada, ó repuesta en su situación primera (2>. 

i l) (irotius, de Jure helli ac pac'm, lib. III, cap. XXII, §. 0, S. --Vatio. 
íhoit den gens, liv. II. chap. XIV, §. 207. 

^2) (Irotius, de Jure bclli ac pacis, lib. II, cap. XV, JO: lib. III. r;»p. 
XXII, $. 1-3.— Vattel, Drott da gens, liv. II, chap. XIV, $. £09-212.— Rn- 
íherforth's Instit., b. II, cliap. IX. $. 21. 

T. T. — 33 



248 DERECHOS DE NEGOCIACION 

5. Para que un ministro público, ú otro agente diplomá- 
Wy^tifi. ^ co » es té apto para concluir y arreglar oíros tratados con 
omon. el gobierno cerca del cual está acreditado, se necesita que 
este revestido de un pleno poder, independiente de la car- 
ia que se usa generalmente de credencial. 

(¿roció, y después de ól Puífendorf, consideran los tra- 
tados y las convenciones asi negociadas y firmadas, como 
obligatorias al soberano á cuyo nombre se han concluido, 
<lc la misma manera que todo olro contrato hecho por un 
agente debidamente autorizado, obliga á su mandante, se- 
£un las reglas generales de la jurisprudencia civil, (¿ro- 
ció hace una distinción entre la procuraduría comunicada 
á la otra parte contraíanle, y las instrucciones conocidas 
solo del man dan le y de su agente. Según ét, el sobera- 
no está obligado por los actos de su embajador, celebra- 
dos dentro de los limites de su pleno poder oficial, aun- 
que haya podido excederse ó violar sus instrucciones se- 
cretas (1). 

Esta opinión de los primeros publicistas, fundada so- 
bre las analogías del derecho romano, relativa al contra- 
to de mandato ó de comisión, ha sido cuestionada por los 
escritores mas modernos. v 

Bynkershoek espone los verdaderos principios aplica- 
bles á este asunto, con esa claridad y precisión práctica 
■que distinguen los escritos de ese gran publicista.' En 
<d libro segundo de sus Qnacstiones juris publici (cap. VII), 
propone la cuestión de si el soberano está obligado .por 
los actos de su ministro, que sean contrarios á sus ins- 

(1) K*. i n gcni'raü pr.u-pn.shioiH.' aec'uLve putest ut iitn > Kigirt qni praepo- 
B'tus est, agen lo contra voluntatetn nostnim sibi noli signUioat.un: quia lii din- 
tÍJH'ti snnt actus vok-inli: tinas quo nos oblijrpimiiB ratina liabit-uro» quiequid 
i lf in tali negotioruin genere lV-cerit; nlter, quo iüuru nobis obligamos, ut non 
agat nisi ox p-aeteripto, sibi ni.n aliis coquito. (Juod noíandnm c«t ad »•» 
qaac It i 7at's protnittitnt pro recluís ex vi instrnmeutí pr..í?ur."t'>rii. cxcedeiido 
r.wana mnndatu. (Gruñu*. ée Jure belli r.c parís, lib. -II, cap. XI, §. 12.— 
L'uílenilorf, de Jure natura* et genüum. I b. III, cap. IX, §. 2.) 
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trucciones secretas. Según él ha de resolverse la cues- 
tion por las reglas ordinarias del derecho civil, aunque es 
cierto que el mandante no queda ohligado cuando el agen- 
te excede sus poderes; pero en el caso de que sea un em- 
bajador, es necesario distinguir enlre un poder pleno y 
general exhibido al soberano cerca del cual está acredita^ 
do, y las instrucciones especiales quo puede conservar y 
en electo conserva, generalmente, en calidad de secreto 
entro él y su soberano. El mismo autor deduce de la 
opinión de *\lberieus (Jenlilis (de Jure bclü, lib. 111, cap-. 
XIV), y de la de troció, que ya hemos cidado, que si el 
ministro no se ha escedido del poder que so lo ha dado 
en sus credenciales oficiales, el soberano está obligado á 
la ratificación, aun cuando el ministro se ha va desviado 
de las instrucciones secretas. Bynkershoek admite, que 
si las credenciales son especiales y contienen los poderes 
particulares conferidos al ministro, el soberano está obli- 
gado á ratificar todo cuanto aquel haya concluido con 
arreglo á dichos poderes. Mas las credenciales dadas ú 
los plenipotenciarios, rara vez son especiales, así como 
también lo es el que las instrucciones secretas estén en 
contradicción con el pleno poder público, y pocas veces 
se ve que un ministro infrinja sus instrucciones secre- 
tas (1). ¿Y qué sucedería si las infringiese? ¿El sobe- 
rano- estaña obligado á ratificar á consecuencia do la pro- 
mesa convenida en el pleno poder? Según Bynkershoek 
el uso de las naciones, cuando él escribió, exigía la rati- 
ficación del soberano, para la validez de los tratados con- 
cluidos por su ministro en todas circunstancias, escepto- 
en el caso, bastante raro, de que las instrucciones estu- 
viesen enteramente contenidas en el pleno poder público. 

(1) Sed rarum est quod publica mandata sint speeialia, rarius quiñi aroa- 
nutn mandatum publico sit contrariuin, rarissiinum vero, quod legatus arca*- 
uum, poeteriiw spemat t-t ex publico priori rom agat. (Byukershoek 5 Quaes^ 
lionum juris publici, lib. II, cap. VII.) 
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Discute la doctrina de Wicquefort (el Embajador y $u$ 
funciones, lib. II, §. 15), condenando la conducta de los 
príncipes que han rehusado ratificar los actos de sus mi- 
nistros, so pretesto de estar en contradicción con sus ins- 
trucciones secretas. ' Las analogías del derecho romano, 
y los usos de ese pueblo, no deben considerarse como 
una guia infalible en esta materia, después que el tiem- 
po ha venido á introducir gradualmente un cambio en el 
uso de las naciones, lo que constituye el derecho de gen- 
tes. El mismo Wicquefort, en otro pasaje, habia admi- 
tido la necesidad de una ratificación, para la validez de 
los actos de un ministro, hechos de conformidad con su 
pleno poder ('!). Bynkershoek no niega, sin embargo, 
que si el ministro ha obrado precisamente de conformi- 
dad con su pleno poder oficial, que puede ser especial, ó 
de sus instrucciones secretas, que son siempre especia- 
les, el soberano no está obligado á ratificar éstos actos 
ni someterse á ellos, sin incurrir por esto en la nota de 
mala le. Pero si el ministro se excede de su autoriza- 
ción, ú emprende tratar puntos no convenidos en su ple- 
no poder y en sus instrucciones, el soberano está plena- 
mente justificado para diferir y aun rehusar su ratifica- 
ción. Las circunstancias particulares de cada caso espe- 
cial, deben determinar si ha de aplicarse la regla ó su cs- 
cepcion (2). 

i Vattel considera como obligado al soberano por los ac- 

^1) Sed quod tlim obtiiiuit, iiunc non obtinet, ut mores gentium soepe so- 
!ent mu tari, nam postquam ratihabitiom m usus iuvaluit, inter gentes tantum 
non omites receptum est, ne foedera et pacta, á legatis initn, valcrint. nisi ea 
probavurint principes, quorum res agitur. Ipse Wicquefort (eodein opero, 1. 1, 
*ect. 1*>), iicccssttatem ratihabitionum satis agnoscit hisee verbis: (¿ue los po- 
deres por amplios y absolutos que sean, tienen siempre alguna relación eon 
las órdenes secretas que se han dado, que pueden cambiarse y alterarse, y lo 
*m frecuentemente según las fases y cambios délos negocios. (Bynkershoek, 
Quaesiionum juris publici, lib. ll, cap. Vil.) 

(?) Non tamen negaverim, si legatus publicum inandatum, quod forte 
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tos de su ministro, comprendidos dentro do los límites de 
sus credenciales, á menos que el poder de ratificar no 
esté espresamente reservado, según el uso establecido ya 
en el tiempo en que escribía. 

"Los soberanos tratan por conducto de sus procuradores 
ó mandatarios, revestidos de poderes suficientes, y á los 
que se les llama comunmente plenipotenciarios. Así es 
que pueden aplicárseles todas las reglas del derecho na- 
tural, sobre las cosas que se hacen por comisión. Los de- 
rechos del mandatario se arreglan por el mandato que se 
ha dado, y por lo íanto en nada puede separarse de él; pe- 
ro todo lo que celebra dentro de los límites de su comi- 
sión, y según la estension de sus poderes, obliga á su 
mandante. 

"El dia de hoy, para evitar los peligros y las dificul- 
tades, los príncipes se reservan ratificar todo lo que se 
lia . concluido á su nombre, por sus ministros. El. ple- 
no poder no es otra cosa que una procuraduría cum li- 
beras Si esta procuraduría debe tener todo su efecto, 
deberá haber bastante circunspección al darla. Mas los 
príncipes no pueden ser estrechados de otra manera que 
por las armas, á cumplir sus compromisos, y se ha acos- 
tumbrado no fundarse sobre estos tratados, mientras que 
no sean consentidos y ratificados. Todo lo que ha con- 
cluido el ministro, permanecerá sin fuerza, hasta la rati- 

apeeiale est, vel arcanum, quod semper cst speciale, examussim sequutus, fon- 
dera et pacía ineat, justi principia caso ea probare, ct, nini provaberit, malae 
fidei reuin esse, simulque legatum ludibrio; sin autem mandatum excesserit, 
vel foederibus et paetis nova quaedam s'mt inserta, de quibus nihil mandatum 
erat, óptimo jure poterit princeps vel differre ratihabitionem, vel plano nega- 
re. StCHndum liaec damnaverint vel probaverim negatas ratihabitiones, de 
quibus prolixe agit Wicquefort (d. L. II, sect 15). In singulis causis, quas ip- 
se ibi recenset, ego nolim judex sedere, nam plurimum facti hubent, quod me 
latet, et forte ipsum latuit. Non ¡inmérito notorn nuuc gentibus plaeuit rati- 
habiüo, cum mandata publica, ut modo diseb&m, vix unquam sint speeialia, et 
arcana legatus in scriniis suis servare solent, ñeque adeo de his quicquam 
rescirc poseint, qnibuscum actom est. (Ibid.) 
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V 

ficacion del príncipe, y de esta manera hay menos peli- 
gro en dar un poder pleno. Pero para resistir con ho- 
nor el ratificar lo que se haya concluido, en virtud de un 
poder pleno, es necesario que el soherano manifieste fuer- 
tes y sólidas razones, y que haga ver en particular, que 
su ministro se ha separado de sus instrucciones (i)." 

La menor reflexión bastará para demostrar cuan gran- 
de es la diferencia que existe, entre el poder dado pol- 
los soberanos á sus ministros para negociar los tratados 
relativos á los intereses nacionales, vastos y complicados 
de por sí, y el que se da por un individuo á su agente 6 
mandatario, para contratar con otro, á su nombre, sobre 
simples negocios particulares. Los actos de los minis- 
tros públicos concluidos con iguales plenos poderes, han 
sido considerados de mucho tiempo atrás, como sujetos á 
ratilieacion (2). 

La razón sobre que se funda este uso, está claramen- 
te esplicada por un antiguo diplomático, no menos reco- 
mendable por sus talentos que por su larga esperioncia. 
"Las formas, se£un las que un Estado trata con otro, di- 
ce Sir Roberto Adair, exigen, por interés del mismo ne- 
gocio, que los poderes del negociador sean tan estensos 
y generales cuanto es posible espresarlos. De ordinario 

( J-) Vattel, Droit des gem, liv. H, chap. XII, §. 156. 

(2) Uno de los primeros ejemplos conocidos de esta práctica, se presenta 
fu el tratado de paz concluido en 65 1 , por el emperador romano Justiniano, 
<?on Corroes, primer rey de Persia. Los preliminares y el tratado definitivo, 
firmados por los plenipotenciarios respectivos, fueron ulteriormente ratificado* 
por los dos monarca*, y las ratificaciones fueron formalmente cambiadas. (Bar- 
beyrae, Hisloire des undena traites, pt. II ) 

.Se ha observado- con mucho juicio, que este ejemplo de cambio de ratifi- 
caciones formales, en una «.' poca como la de Justiuiano, quien no fué el inven- 
tor, sino que no hizo mas que reunir y seguir los precedentes délos siglos an- 
teriores, muestra de una manera concluyeme, que esta sanción se juzgaba en- 
tonces necesaria, por el uso general de las naciones, parala valide* de los 
tratados concluidos en virtud do plenos poderes. (Wurm, die Ratification 
ron Staatsvertri/gen, deutsche Visrtcljahrs-Schrift, Nr. 29.) 
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se acostumbra darlos con promesa de ratificación, bien 
que efl la práctica, la no ratificación de los preliminares, 
no se lia considerado nunca como una contravención del 
derecho de gentes. La razón es muy sencilla. Un emba- 
jador para obtener en un Estado el mism» crédito que su 
soberano, debe estar investido con los poderes necesarios 
para hacer y consentir todo aquello que su mismo señor 
podria hacer y consentir, aun cuando se tratase de ena- 
jenar la mayor parte de su territorio. Mas el ejercicio 
de estos vastos poderes, bajo la inspección sub-entendida 
de la no ratificación, está regularizada por sus instruc- 
ciones" (1). 

La esposicion de la práctica aprobada por las naciones, 
de la que únicamente se puede deducir el derecho de 
gentes aplicable á esta materia, manifiesta de un modo 
concluyente, que un pleno poder, aun cuando sea gene- 
ral y se estienda ¡i la promesa de ratificación, no com- 
prende la obligación de ratificar ppra el caso en que el 
plenipotenciario se haya desviado de sus instrucciones. 

Sin embargo, la doctrina contraria sacada, según hemos 
visto por los primeros publicistas, de las analogías del de- 
recho civil, relativa á la obligación de los contratos con- 
cluidos por procuraduría, se sostiene por un escritor mo- 
derno de gran mérito. Klüber afirma, que los tratados pú- 
blicos no pueden quedar convenientemente concluidos, si- 
no por un representante del Estado en el estranjero; de or- 
dinario el gobierno, sea inmediatamente por sí mismo, sea 
por el intermedio de plenipotenciarios, los celebra de una 
manera conforme á las leyes constitucionales -del Estado. 
El .tratado hecho por un plenipotenciario es válido, si éslo 
no ha obrado fuera de sus plenos poderes ostensibles, y 
no se necesita la ratificación posterior, sino en el caso de 
que ésta se haya reservado espresamente en el pleno po- 



(1) Adair, Misaion á la cour de Viennc, p. 54. 
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der, ó bien que se haya estipulado en el tratado mismoy 
como se acostumbra ordinariamente el dia de hoy en to- 
dos los convenios, que, como los arreglos militares, no 
sean necesarios por la exigencia del momento. La rati- 
ficación dada por una de las partes contratantes, no obli- 
ga á la otra á dar igualmente la suya. En cuanto al tiem- 
po en que deba comenzarse á contar la validez de un tra- 
tado, se debe decir que es desde el momento en que se 
firmó, y no desde las ratificaciones que le han sucedido, 
salvas en todo caso las estipulaciones particulares. Una 
simple Sponcion, un compromiso contraido por un Esta- 
do, cualquiera que él sea, bien lo contraiga el mismo re- 
presentante de ese Estado ó su mandatario, sin estar au- 
torizado para ello, no es obligatorio si no se ratifica. La 
cuestión sobre si un tratado hecho á nombre del Estado, 
entre su gobernante y el enemigo, cuando aquel se halla 
prisionero de guerra es ó no obligatorio para el Estado, 
ó si puede considerarse á lo mas como una Sponcion, ha 
sido objeto de grandes contestaciones (1). 

Martens está de acuerdo con Klüber hasta el punto de 
admitir que, "la promesa hecha por un mandatario, mi- 
nistro, etc., permaneciendo dentro de los límites del po- 
der que le ha sido conferido, y sobre cuya fé la nación 
cstranjera ha entrado en negociación con él, es obligato- 
ria para el Estado que la autorizó, aun cuando se haya 
separado de las reglas contenidas en su instrucción se- 
creta." El derecho de gentes no exige para este efec- 
to una ratificación particular, "pero él juzga, sin embar- 
go, muy juiciosamente, que vista la necesidad de dar á 
los negociantes poderes amplios, el derecho de gentes 
positivo ha introducido también la de una ratificación par- 
ticular, para no esponer al Estado á los perjuicios irrepa- 
rables, que la inadvertencia ó la mala fé del subalterno 



< 1) Klüber, Droit des gens modernt de VEurope, $. 142. 
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podría ocasionarle; de suerte que no surten sus efectos los 
tratados, en tanto que no se ratifican. El motivo de es- 
te uso que se remonta hasta los tiempos mas antiguos, 
indica con claridad que si una de las dos partes ofrece 
debidamente su ratificación, la otra no puede rehusarla si- 
no en tanto que su mandatario se hubiese separado de los 
límites de sus instrucciones, en. cuyo caso se hará digno 
de castigo; y que fuera de esta regla, no depende del li- 
bre arbitrio de una nación, rehusar su ratificación por 
simples motivos de conveniencia (1)." 

Martens marca en una neta de la tercera edición de 
su obra, publicada después de la quo diú Kliiber, que es- 
te último es de opinión contraria, en cuanto á la obliga- 
ción para una parte, de canibi:ir las ratificaciones cuando 
la otra lo ha propuesto; u y como Klübcr no considera la 
ratificación como necesaria, mientras no se ha reservado 
en los plenos poderes ó en el tratado (lo cual no se omi- 
te de poco tiempo á esta parte), juzga que este autor de- 
duce de esta reserva el derecho de rehusar la ratificación 
á su arbitrio, de lo cual yo dudo (2)." 

Esta observación de Martens parece estar fundada so- 
bre una inteligencia equívoca de lo que quiso decir Klii- 
ber; error en que nosotros incurrimos también por inad- 
vertencia, en ta primera edición inglesa de esta obra. 
Aunque puede ser que él no haya tomado todas las pre- 
cauciones suficientes para manifestar su idea, un examen 
mas profundo nos ha convencido, de que ni Klüber ni nin- 
gún otro publicista ha apelado á un principio tan lato, cual 
es el de que la ratificación de un tratado, concluido de 
conformidad con un pleno poder, pueda ser rehusado so- 
lo por el simple capricho de una de las partes contratan- 
tes, y sin apoyarse en sólidas y poderosas razones. 



( I ) Martens, Précis, etc., §. 48. 
(%) Martens, 3mu. ^ note F. 



T.l. - 34 
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Las espresiones de Vattel, "para rehusar con honor 
las ratificaciones de aquello que se ha concluido en vir- 
tud de un pleno poder, es necesario que el soberano ten- 
ga fuertes y sólidas razones, y que en \o particular haga 
ver que su ministro se ha separado de sus instrucciones," 
parece que implican que él considera la enunciación de tal 
.escusa, como una de las razones mas sólidas y poderosas 
que puedan alegarse para rehusar la ratificación. Mas 
habrá muchos casos en que pueda concebirse que tal re- 
pulsa sea justificada, aun cuando el ministro no haya tras- 
pasado ó violado sus instrucciones, en cuyo número pue- 
den mencionarse los siguientes: 

1 . ° Se pueden rechazar los tratados aun cuando ha- 
ya mediado la ratificación, fundándose en la imposibilidad 
íisica ó moral de cumplir sus estipulacignes. La impo- 
sibilidad física tiene lugar, cuando la parte que ha estipu- 
lado no está apta para cumplir, por falta de medios nece- 
sarios que dependan de ella. La imposibilidad moral tie- 
ne lugar, cuando la ejecución de lo pactado ataca injus- 
tamente los derechos de un tercero. En estos dos casos, 
si la imposibilidad de cumplir el tratado se suscita ó 
descubre antes de las ratificaciones, puede rehusarse el 
cambio de estas fundándose en estos principios. 

2. ° Cuando se fundan sobre un error mutuo de las 
partes, relativo á algún punto de hecho, que si se hu- 
biera conocido con sus verdaderas circunstancias, habría 
impedido la conclusión del tratado, en cuyo caso si el 
error se descubre antes de la ratificación, puede suspen- 
derse ésta apoyándose en este fundamento. 

3. ° En el caso de un cambio de circunstancias, del 
cual dependa la validez del tratado, sea por una estipula- 
ción espresa (cláusula rebm sic stanlibusj, sea por la na- 
turaleza misma del tratado. Un cambio semejante de cir- 
cunstancias, iriiilí liznrá el tratado aun después de la ra- 
tificación; pero si él acontece antes de que se verifique, 
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será un motivo fuerte y poderoso para que se rehuse 
sancionarlo. 

Todo tratado obliga á las partes contratantes desde el 
dia en que se firma, cá menos que contenga una estipula- 
ción espresa en contrario. El cange de estas ratificacio- 
nes tiene un efecto retroactivo cuando confirma el trata- 
do desde el dia de su fecha (1). 

La intervención reciente de las cuatro grandes poten- 
cias de la Europa en los negocios interiores del imperio 
Otomano, presenta un ejemplo notable de un tratado, que 
no solo se consideró como enteramente obligatorio á las 
partes contratantes, sino «0110 la ejecución de él comenzó 
desde el momento, y aun antes del cambio de las ratifi- 
caciones. Tal fué el caso de la convención de 15 de 
Julio de 1840, entre la Austria, la Gran-Bretaña, la Pru- 
sia, la Rusia y la Turquía. En el protocolo secreto ane- 
xo al tratado, se hizo constar que á causa de la distancia 
que separa á las cortes respectivas y atendiendo á los in- 
tereses de la humanidad y á las poderosas consideraciones 
de la política europea, los plenipotenciarios en virtud de 
sus plenos poderes, habian convenido, en "que las medi- 
das preliminares serian inmediatamente puestas en ejecu- 
ción, sin esperar el cambio de las ratificaciones, consin- 
tiendo formalmente por la presente acta, y con el asenti- 
miento de las respectivas cortes, en la inmediata ejecu- 
ción de estas medidas (2)." 

Este caso anómalo puede, á primera vista, considerarse 
contradictorio de los principios establecidos antes, acerca 
de la necesidad de una ratificación posterior para dar un 
efecto completo á un tratado concluido entre los plenipo- 

(1) Martens, Précis, etc., $. 48, Essni concernant les armateurs, etc., 
6. -18. — Klüber, Droit des gens moderne de VEurope, §. 48. — Heñter, das 
turopaische Volkerrecht, §. 87. 

(1) Murhard, nouveau Recueil general, t 1, p. 163. 
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tenciarios. Pero una reflexión mas profunda, hará ver 
la distinción real que existe entre una declaración de 
los plenipotenciarios, autorizados por instrucciones de 
sus cortes respectivas, para dispensarse por consentimien- 
to mutuo de la ratificación posterior; y la demanda de una 
de las partes contratantes para que el tratado sea pues- 
to en ejecución sin esperar á la ratificación de la otra 
parte. 

B * 6 ■ La constitución civil de cada estado particular, deter- 
parJ V cdJ- mina en quien reside el poder de ratificar los tratados 
dSdcpeudé ^ uc se nan ne g° c * a do y concluido con las potencias es- 
de u cons. tranjeras, haciéndolos obligatorios para la nación. En 
Sacada ' as monarquías absolutas, es prerogativa del soberano mis- 
Estado. nl0 confirmar la acta de su plenipotenciario para su san- 
ción definitiva. En ciertas monarquías moderadas ó cons- 
titucionales, el consentimiento del poder legislativo de la 
nación, es en algunas circunstancias el que se exige para 
este caso. En algunas repúblicas, como en la de los Es- 
tados-Unidos de América, el parecer y consentimiento del 
senado son esenciales para autorizar al ejecutivo del Es- 
tado, á que comprometa la í'é de la nación en esta for- 
ma. En todos estos casos es por consiguiente una con- 
dición implícita, cuando se trata con las potencias estran- 
jeras, que los tratados concluidos por el poder ejecutivo 
serán sometidos á la ratificación de la manera prescrita por 
las leyes fundamentales del Estado. "El que contrata 
con otro (dice Ulpiano) conoce ó debe conocer su condi- 
ción. Qui cum alio contrató t, vel est, vel debetesse non 
ignarus conditionis ejus, (L. 19, D. de div. R. J. 50, 
17). Pero en la práctica los plenos poderes dados por el 
gobierno de los Estados-Unidos á sus plenipotenciarios, 
contienen siempre de una manera espresa, la reserva de 
que se ratifiquen por el presidente con el dictamen y 
consentimiento del senado, los tratados concluidos por 
ellos. 
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El tratado así ratificado, es obligatorio para los Esta- 
dos contratantes, independientemente de las medidas ail- auxiliare» 
xiliares legislativas que puedan ser necesarias por parte le £ a *¡* l q v u a | : 
de cada uno *de ellos para darle un efecto completo; de p»nto sean 
suerte que cuando una legislación semejante llega á ser p "XkTa- 
necesaria, por estar limitado el poder de tratar en las lit J^ ( l,( ¡ un 
leyes fundamentales del Estado, ó que esto resulte ne- 
cesariamente de la división de sus poderes constitucio- 
nales — tal por ejemplo, como la prohibición de enage- 
nar la propiedad nacional, — el tratado debe considerar- 
se entonces como imperfecto para su efecto obligatorio, 
hasta que la nación le dé su consentimiento bajo las for- 
mas requeridas por la constitución civil. El poder ge- 
neral para celebrar tratados de paz, incluye necesaria- 
mente el de decidir los términos bajo los cuales deban 
hacerse, y entre ellos se puede comprender con justo 
título, la cesión del territorio público ú otra propiedad, 
así como también la de la propiedad privada contenida 
en el dominio eminente anexo á la soberanía nacional. 
Si no existen, límites espresos en las leyes fundamenta- 
les del Estado, ó que resulten necesariamente de la dis- 
tribución de sus poderes constitucionales, en cuanto á 
la autorización para concluir tratados de esta clase, esta 
autorización se estiende necesariamente á la enagenaciou 
de la propiedad pública y privada, cuando se haya juzgado 
necesaria ó indispensable (1). 

Los tratados de comercio que tienen el efecto de alte- 
rar las leyes existentes de comercio y de navegación de 
las partes contratantes, pueden necesitar para su ejecu- 
ción la sanción del poder legislativo de sus respectivos Es- 
tados. De esta manera el tratado de comercio de Utrecht, 



(1 ) Grotius, de Jure belli ac pacis, lib. III, cap. XX, §. 7.— Vnttel, Droit 
des gens, Hv. I, chap. XX, $. 244 ; chap. II, §. 262-565.— Kent's Comentai- 
••«* on American law, vol. I, p. 164, 5th. ed. 
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entre la Francia y la Gran Bretaña , que puso el comercio 
de los dos paises en un pié de reciprocidad, jamas tuvo 
efecto, á causa de haber desechado el parlamento ingles 
el bilí propuesto para modificar las leyes existentes de co- 
mercio y de navegación, y de esta manera adaptarlas á 
las estipulaciones del tratado (4). En los tratados en que 
es necesaria la entrega de sumas de dinero para su eje- 
cución, es de práctica constante en el gobierno ingles el 
estipular que el rey recomendará al parlamento que pres- 
te el consentimiento necesario para este efecto. Según 
la constitución de los Estados-Unidos, por la cual los tra- 
tados hechos y ratificados por el presidente con el pare- 
cer y consentimiento del senado, se declaran ser "la ley 
suprema del pais," parece que debe entenderse que el 
congreso tiene la obligación de poner á cubierto la fé na- 
cional ya comprometida, y adoptar las leyes necesarias á 
la ejecución del tratado (2). 
}• *■ En los principios de jurisprudencia civil reconocidos 
por la mayor parte de los paises civilizados, si no es que 



Ir rnrumn- 



h-il'ta n < l u¿ P 01 " to d° s > un intrato obtenido por la violencia es nulo, 
j.untosru La libertad de consentimiento es necesaria para la vali- 
piraTva- d ez de to( ^ 0 compromiso, y los contratos obtenidos por la 
't^tií ,ü3 ^ ierza son nu ' os > puesto <I ue el men general de la so- 
ciedad lo exige así. Si fuesen obligatorios, los débiles 
serian constantemente forzados por amenazas ó por vio- 
lencia, á prescindir de sus justos derechos. La notorie- 
dad de la regla sobre que son nulos, coloca los esfuerzos 
para obtenerlos por la violencia ó por la fuerza, entre los 
crímenes mas grandes de la humanidad. Por otra parte, 
la conservación de la sociedad quiere que los compromi- 
sos consentidos por una nación, bajo el imperio de la 



(1) Lord Mahon, History of Englandfrom thepeace of Utreckt, vol. J, 
p. 24 

(2) Kent's Comentaires, vol. 1, p. 285, 5th. ed. 
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fuerza, la cual incluye la destrucción de sus ejércitos, 
la opresión de su pueblo y la ocupación de su territorio 
por el enemigo, sean tenidos por obligatorios. En elec- 
to, si esto no fuese así, las guerras no podrian termi- 
narse, mas que por la sumisión y la ruina total de la 
parle mas débil; y la imperfección de los considerandos 
ó la ilegalidad de un tratado entre las naciones, que, bas- 
tarían para destruir un contrato entre particulares, so pre- 
testo de una notoria ilegalidad ó de lesión # enorme, no se- 
rian una razón suficiente para rehusar la ejecución de un 
tratado (1). 

Las convenciones generales entre las naciones, pueden $ 9 
dividirse en lo que se llama convenciones transitorias y „ c a trausi- 
íratados propiamente dichos. Los últimos son perpetuos tor ' W7pe ' 
por su naturaleza, de suerte que una vez puestos en eje- naturaleza, 
cucion, subsisten independientemente de todo cambio en 
la soberanía, y en la forma de gobierno de las partes con- 
tratantes; y aunque sus efectos pueden suspenderse en 
algunas circunstancias durante la guerra, ellos reviven, 
restablecida la paz, sin ninguna estipulación espresa. Ta- 
les son los tratados de cesión, de límites, ó do cambio 
de territorio, ó aquellos que producen una servidumbre 
permanente en favor de una nación sobre el territorio de 
otra (2). 

Así sucedió en el tratado de paa de 1783, entre la 
Gran-Bretaña y los Estados- Unidos, por el cual la inde- 
pendencia de estos últimos fué reconocida, y prohibidas 
las futuras confiscaciones de las propiedades; y el trata- 
do de 1794, entre las mismas naciones, confirma los tí- 
tulos de los súbditos ingleses sobre sus propiedades en 

(1) Sénior, Edinburgh Retitw, n. C,LVI, art. 1. — Martens, Precie, 
etc., liv. 11, chap. XII, $. 50, 52. — Grotius, de Jure belli ac pacif, lib. II, 
Bcct. XIV, §. 4—12. 

(2) Vattcl, Droit des gen$, liv. II, chap. XII, $. 192. — Martena, Precia, 
etc., liv II, chap. II, §. 58. 
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los Estados-Unidos, y las de los ciudadanos americanos 
sobre sus propiedades en Inglaterra, que de otra suerte 
podrían ser confiscadas para enajenarse. Según estas 
estipulaciones, la corte suprema de los Estados-Unidos, 
decretó que los títulos de los subditos ingleses, y los de 
las corporaciones que tuviesen propiedades en América, 
estaban protegidos por el tratado de paz, confirmado en 
1794-, de suerte que ellos no pueden quitarse por nin- 
gún acto legislativo intermedio, ú otra forma de confis- 
cación. Y aun el supuesto mismo de que los tratados 
hubiesen sido abrogados por la guerra que estalló entre 
los dos paises en 1812, de ahí no podría inferirse que 
los derechos de propiedad acordados ya por dichos trata- 
dos, pudiesen abrogarse por las hostilidades subsecuen- 
tes. La estincion de estos tratados no se estenderia á 
los títulos de una propiedad, cuyas rentas han sido adqui-* 
ridas ó aseguradas por sus estipulaciones, lo mismo que 
la disposición de una ley civil no afectaría los derechos 
de propiedad establecidos por ella. Mas independiente- 
mente de este principio incontestable, sobre el cual des- 
cansa la seguridad de toda propiedad, la corte no está dis- 
puesta á admitir la doctrina de que los tratados pierden 
su fuerza por la guerra entre las partes contratantes, 
destruidos ipso fado, sino se reviven espresa ó tácitamen- 
te al restablecimiento de la paz. Cualquiera que sea la 
latitud de la doctrina espuesta por los escritores elemen- 
lales del derecho de gentes, que tratan en términos ge- 
néricos lo relativo á este punto, ellos están de acuerdo 
en que la doctrina sostenida no es umversalmente adop- 
tada. Puede haber tratados de naturaleza tal, en cuan- 
to á su objeto y su importancia, que la guerra necesaria- 
mente concluya con ellos; pero cuando los tratados se 
consideran como arreglos permanentes del territorio, ó de 
otros derechos nacionales, ó cuando se ha previsto el ca- 
so de una guerra subsecuente, la interpretación que se 
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haga para declararlos sin efecto por la guerra, será contra- 
ria á todo principio de justicia. Si tal ley hubiera de 
admitirse, el tratado mismo de 1783, en tanto que fija 
los límites de los Estados-Unidos y reconoce su indepen- 
dencia, seria nulo y tendría que cuestionarse todavía so- 
bre los principios de la revolución. Semejante interpre- 
tación nunca se ha aventurado, porque ella seria mons- 
truosa y destituida de todo fundamento. La corte con- 
cluye, pues, asentando que los tratados en que se han es- 
tipulado derechos permanentes y arreglos generales y que 
tienden evidentemente á una duración perpetua, para que 
surtan sus efectos, bien en tiempo de guerra ó de paz, 
no cesan por causa de aquella, y cuando mucho perma- 
necerán suspensos mientras que dure; y á menos que 
las partes no. hagan una espresa renuncia, ó celebren nue- 
vos tratados contradictorios á los antiguos, estos se pon- 
drán en vigor al restablecimiento de la paz (I). 

Por el artículo 3.° del tratado de paz de 1783 entre Controw- 

1 , bia éntrelo* 

los Estados-Unidos y la Gran-Bretaña se convino: que gobierno* 
el pueblo de los Estados-Unidos continuaría gozando, ^li"™ 
sin ser inquietado, del derecho de pescar toda espe- lativ * al ^- 
cie de peces en el Gran Banco y ea todos los otros ban- j>f S cn»obre 
eos de Terranova, lo mismo que en el eolfo de San Lo- ]*] ,09ta8 
renzo y en los demás estrechos de la mar, en donde les «ion** ¡n- 
habitantes de ambos países habían tenido la costumbre de gl Am¿í« u 
pescar; así como también que Jos habitantes de los Esta- s«ptei.trio- 
dos-Unidos serian libres para hacer toda especie de pesca 
en toda la costa de Terranova, donde la hicieran los pes- 
cadores ingleses (pero no para secar ó preparar el pesca- 
do en esta isla) y en las costas, bahías y puertos de to- 

(1) Wheaton's Reporta, vol.'VIIl, p. 464. — The soctety for the Propa- 
garon of the Gospel in Foreign Parts, v. theTown of New Haven. El mis- 
mo principio se sostuvo por la cancillería inglesa, con relación n los ciudada- 
nos americanos que tuvieran terrenos en la Gran-Bretaña, después del trata- 
do de 1794. In Sutton v. Sutton Russell nnd Milne Rep., p. 6C3. 

T. I.-35 
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ilas las posesiones de S. M. B. en America; que los pes- 
cadores americanos tendrían la libertad de secar y prepa- 
rar el pescado en todas las bahías, ensenadas y puertos 
de los establecimientos de la Nueva Escocia en las islas 
de la Magdalena y del Labrador, mientras estos estrechos 
estuviésen vacíos; mas siempre que allí se fundasen esta- 
blecimientos, bien fuese en todos los estrechos ó en alguno 
de ellos, no les seria permitido á los dichos pescadores 
secar y preparar allí el pescado, sin el previo consenti- 
miento, para el efecto, de los habitantes propietarios ó 
poseedores del terreno. 

Durante las negociaciones de (Jan de 1814, los plenipo- 
tenciarios ingleses declararon que su gobierno "no queria 
conceder gratuitamente á los Estados-Unidos los privile- 
gios que anteriormente se les habían concedido para pes- 
car en los límites de la soberanía británica, v de hacer 
uso de las posesiones inglesas destinadas á la pesca in- 
glesa." Contestando esta declaración ios plenipoten- 
ciarios americanos dijeron: "que no estaban autoriza- 
dos para poner á discusión los derechos y libertades 
de que habian gozado antes los Estados-Unidos, relativa- 
mente á este hecho r que por la naturaleza y el carácter 
particular del tratado de 1783, que estaba reconocido, 
ninguna estipulación ulterior se habia juzgado necesa- 
ria por el gobierno de los Estados-Unidos, para que lo 
diese derecho pleno y entero goce de todas estas liber- 
tades." 

El tratado de paz concluido en fian en 1814 , no con- 
tiene ninguna estipulación sobre este punto, y el go- 
bierno ingles manifestó en seguida sus intenciones de es- 
cluir á los buques de pesca americanos de la libertad de 
pescar á distancia de una legua marina de las posesiones 
inglesas en la América del Norte, y de permitir el que se 
secase y preparase el pescado en los lugares desocupados 
de estas posesiones, ó de que se hiciese otro tanto con el 
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consentimiento de los habitantes que se hubiesen estable- 
cido allí después de la paz de 1 783. 

Al discutir esta cuestión con el ministro americano re- 
sidente en Londres, M. J. Q. Adams espuso, que desde 
el establecimiento de los Estados- Unidos del Norte en la 
América Septentrional, en virtud de su separación de la 
Oan-Bretaña v su erección en soberanías distintas, ellos 
habían gozado de la libertad de pescar, secar y preparar 
el pescado, juntamente con los subditos del imperio bri- 
tánico. Al principio ellos habían tenido el derecho emi- 
wente de este goce, y en este punto, de hecho habian teni- 
do mayor goce que cualquiera otra parte del imperio. En 
efecto, su establecimiento en el pais vecino había natu- 
ralmente amenazado el descubrimiento y progreso de es- 
tas pescas, y su proximidad al lugar donde se persiguen 
les habia conducido á descubrir los bancos de pesca mas 
pingües, y dádolcs la facilidad de proseguir su ocupación 
en estas regiones, que no podian ser poseidas por las 
partes mas retiradas del imperio. Se podrá añadir que 
han contribuido en gran parte á poner al abrigo de las 
conquistas de la Francia las provincias cerca de las que 
están situados estos sitios de pesca. Es cierto que por 
consideraciones semejantes se insertó en el tratado de 
1783 una estipulación espresa, reconociendo los dere- 
chos y las libertades de que habian gozado hacia mucho* 
tiempo los pueblos de los Estados- Un idos para hacer es- 
tas pescas, y declarando que continuarían en el goce de 
este derecho en el dran Banco y otros lugares de juris- 
dicción común, en donde habian tenido la libertad de pes- 
car, secar y preparar el pescado en el interior de la juris- 
dicción inglesa hacia el lado de la América del Norte, á 
io cual habian estado habituados cuando formaban parte 
de la nación inglesa. Esta estipulación era una parte del 
tratado por el que S. M. B. reconoció á los Estados-Uní- 
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dos como Estados libres, soberanos é independientes, y 
que como tales trataba con ellos. 

Seria inútil demostrar que este tratado no era, en su 
contenido general, de aquellos que, según el uso común 
de las naciones civilizadas, se consideran anulados por 
una guerra subsecuente entre las mismas partes. Supo- 
nerlo así, implicaría la contradicción y el absurdo de que 
un Estado soberano é independiente estuviese espuesto á 
perder su derecbo de soberanía en ejercicio por uña de- 
claración de guerra. Pero aun los términos mismos del 
tratado demuestran que la soberanía ó independencia de 
los Estados-Unidos no se ba considerado como una con- 
cesión de parte de S. M. B. Ellos han sido vistos co- 
mo existentes antes de la conclusión del tratado, y como 
formalmente reconocidos desde luego por parte de la 
Gran-Bretaña. 

Tal ba sido precisamente la naturaleza de los derechos 
y de las libertades de pesca, lo cual no ha sido en ma- 
nera alguna una concesión del rey de Inglaterra á ios 
Estados-Unidos, pero sí un. reconocimiento de los dere- 
chos y libertades, cuyo goce era anterior á la separación 
de los países, goce que, habiendo continuado por consen- 
timiento mutuo bajo las nuevas relaciones que se habían 
entablado entre ellos, constituía la esencia del artículo 
concerniente á la pesca. La particularidad misma de la 
estipulación, era una prueba evidente de que no se le ha- 
bía considerado ó comprendido por una ú otra parte como 
una concesión de un Estado soberano a otro. Si se hu- 
biese comprendido así, los Estados-Unidos no habrían po- 
dido reclamar, y la Gran-Bretaña no habría querido acordar 
gratuitamente una concesión semejante. No hay nada, 
pues, en tal estado de cosas, ni en la disposición de las 
partes, que pueda haber traído una estipulación semejan- 
te de parte de la Gran-Bretaña, y que pueda considerarse 
como una concesión sin igual. 
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Si la estipulación del tratado de 1783 fuese una de 
las condiciones pop las que S. M. hubiese reconocido la 
soberanía é independencia de los Estados-Unidos, si fuese 
el simple reconocimiento de derechos y de libertndes, ya 
en posesión de su goce, esto no seria un privilegio gra- 
tuitamente otorgado y susceptible por lo tanto de ser 
destruido por la simple existencia de una guerra subse- 
cuente. Si no podia ser destruido por la guerra, con 
mucho mayor motivo no podia ser alterado por la decla- 
ración de la Gran-Bretaña» en Gan, al decir mío no que- 
ria renovar la concesión. Donde no ha habido con- 
cesión gratuita, no puede haber renovación. Los dere- 
chos y libertades de los Estados-Unidos no podrían res- 
tringirse por la declaración de las intenciones de la In- 
glaterra. Nada podría abrogarlo mas que una renuncia 
de los mismos Estados-Unidos (T). 

En la respuesta del gobierno ingles á esta comunica- 
ción, se espuso que la Gran-Bretaña había considerado 
siempre la libertad de que gozaban antiguamente los Es- 
tados-Unidos para pescar en los límites ingleses, y ser- 
virse de su territorio como resultado únicamente del art. 
3.° del tratado de 1783; y que la pretensión de un Es- 
lado independiente para ocupar y servirse á su gusto de 
una porción cualquiera del territorio de otro Estado, sin 
compensación ó tolerancia recíprocas, no podia descansar 
en ningún otro fundamento, que en una estipulación con- 
vencional. Que era inútil indagar los motivos que habían 
originariamente influido en la Gran-Bretaña para conce- 
der tales libertades á los Estados-Unidos, ó inquirir si 
otros artículos del tratado ofrecían ó no una cosa equiva- 
lente, puesto que todas las estipulaciones se consideran 
como fundadas sobre una ventaja recíproca y una conve- 

r 

(1) M. J. Q. Adama á lord Bnthvrat, 25 sept. 1S15. American State 
Papera, fol. edit. 1834, vol. IV, p. 352. 
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niencia mutua. Si los Estados-Unidos hiciesen derivar 
de este tratado los privilegios de que estaban escluidas 
las otras naciones independientes, no admitidas por tra- 
tado para este goce, la duración de los privilegios de- 
bería depender de la duración de la acta que los conce- 
diese, y si la guerra abrogaba el tratado, ella pondría fin 
á los privilegios. Ya se había dicho antes, á la verdad, 
por los Estados-Unidos, que el tratado de 1783 tenia un 
carácter particular, y que por la razón de que él contenia 
el reconocimiento de la independencia americana no po- 
día abrogarse por una guerra subsecuente entre kis par- 
tes. La Gran- Bretaña no podia consentir en una posi- 
ción nueva de esta naturaleza. Ella no conocía escep- 
rion alguna de esta regla, que todo tratado se anula por 
una guerra subsecuente entre las partes contratantes. 
Ella no podia, pues, consentir en dar á estas relaciones 
diplomáticas cun un Estado, un grado de duración dife- 
rente de aquel sobre el cual descansan sus relaciones con 
los demás Estados. Ella no podia admitir la libertad de 
una nación, para atribuir á un tratado concluido con ella 
misma, un carácter tal, que envolviese, en cuanto á su 
duración, una escepcion de todas las otras, en cuanto al 
objeto de fundar sobre una particularidad así adoptada, 
un título irrevocable de tolerancias que tuviesen toda la 
apariencia de concesiones temporales. 

No era enteramente nuevo en los tratados que con- 
tienen reconocimiento de títulos y de obligaciones per- 
petuas, comprender igualmente concesiones de privile- 
gios susceptibles de revocación. El tratado de 1783, 
como tantos otros, contenia obligaciones de diferentes 
caracteres, algunas irrevocables por su naturaleza, y otras 
puramente temporales. Si se infiriese de aquí que cier- 
tas ventajas especificadas en este tratado no se hubieran 
podido destruir por la guerra, y que todas las demás 
debían ser igualmente reconocidas como permanentes, 
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seria preciso manifestar desde luego que las ventajas 
eran de la misma naturaleza, ó por lo menos semejantes. 
En efecto, la naturaleza de una ventaja reconocida ó 
concedida por un tratado, puede no tener relación de 
ninguna especie con ia naturaleza de otra, aunque sea 
concedida por la misma acta, á menos que exista una 
estrecha y necesaria conexión de las mismas ventajas 
entre sí. Pero ¿qué conexión podria haber entre el de- 
recho de independencia y la libertad de pescar eñ los lí- 
mites de la jurisdicción inglesa, ó de servirse del territo- 
rio ingles? Estas libertades en los límites ingleses, po- 
dían ejercerse tanto por un Estado dependiente como por 
uno independiente, y no podían, pues, ser una consecuen- 
cia de la independencia. 

No podria decir con exactitud que la independencia 
de un Estado es concedida, sino que es reconocida por 
un tratado. En el de 1783, la independencia de los Es- 
tados-Unidos fué sin duda reconocida, no simplemente por 
el consentimiento de. concluir el tratado, sino por el con- 
sentimiento anterior para los artículos provisionales eje- 
cutados en 1782. Su independencia hubiera podido ser 
reconocida sin el tratado, ó sin los artículos provisionales; 
pero de cualquiera manera que fuese, este reconocimien- 
to era irrevocable por su naturaleza. El poder de revo- 
carla ó de modificarla hubiera sido un poder destructivo 
de la cosa misma, v entonces se renunciaba necesaria- 
mente á este poder desde el momento en que se hiciese 
el reconocimiento. La guerra no podia poner fin á esto, 
por la razón justamente citada por el ministro americano, 
de que una nación no podia perder su soberanía por el 
mismo ejercicio de ella, y por la razón mas fuerte toda- 
vía, de que la Gran-Bretaña declarando la guerra á • los 
Estados-Unidos les había dado por este acto misino un 
nuevo reconocimiento de su independencia. 

Los derechos reconocidos por el tratado de 1783, eran 
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no solamente distintos de las libertades concedidas por el 
misino tratado en que estaban fundadas, sino lo que es 
mas, se habia hecho cuidadosamente la distinción de ellos 
en la redacción del tratado. En el primer artículo, la 
Gran-Brclana reconoció una independencia que ya estaba 
espinosamente reconocida por las otras potencias de la Eu- 
ropa, y por ella misma al consentir en los artículos pro- 
visionales de 178:2. En el tercer artículo, la Gran-Bre- 
taña reconocía e) derecho de los Estados-Unidos de pescar 
en los bancos de Tcrranova y otros lugares en que la 
Gran-Bretaña no tenia derecho alguno pnra impedirlo 
á ninguna nación independiente. Pero ellos tendrían 
la libertad de preparar y secar sus pescados en cier- 
tos lugares vacíos del territorio británico. Si las liber- 
tades así concedidas hubiesen de llegar á ser perpetuas 
é irrevocables como los derechos previamente reconocidos, 
seria difícil concebir que los plenipotenciarios americanos 
se hubieran prestado á admitir una diferencia de lenguaje, 
tan propio para producir una inteligencia diferente, y 
sobre todo, que hubiesen admitido la restricción de un 
derecho perpetuo é irrevocable, tan estraña como la que 
contiene el artículo, y que dejase un derecho tan prac- 
ticable y tan ventajoso, dependiente de la voluntad de 
los subditos ingleses propietarios ó poseedores del suelo, 
en cuanto al poder de impedir su uso. 

Era, pues, enteramente evidente que la palabra derecho 
se había empleado en todo el tratado como aplicable á 
todo aquello de que los Estados-Unidos podían gozar en 
virtud del reconocimiento de su independencia, y Ta pa- 
labra libertad como aplicable á todo lo que debían gozar, 
como concesión estrictamente dependiente del mismo tra- 
tado (1). 

(1) Le comte Bathuret á M. J. Q. Adama, 30 oet. 1815. A menean 
State Pape.., ful. edit, 1834, vol. IV, p. 354. 
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El ministro americano, en su respuesta, negó haber 
pretendido para las relaciones diplomáticas entre los Es- 
tados-Unidos y la Gran-Bretaña, un grado de duración di- 
ferente al que tenían las de ambos países, y aun el que 
guardaban las contraidas con otras potencias. El no 
pretendía atribuir á cualquier tratado entre las dos nacio- 
nes ninguna particularidad que no estuviese fundada en 
la naturaleza del mismo tratado. Pero sí sometía á la 
franqueza del gobierno ingles la cuestión sobre si el tra- 
tado de 1783 era ó no especial, tanto por la naturaleza 
de su objeto, como por las relaciones que existían con 
anterioridad entre las dos partes: si este tratado se hu- 
biera podido concluir entre la Gran-Bretaña y otra na- 
ción cualquiera; y si en el caso de que esto no hubiera 
podido ser, el fin y objeto único de estas estipulaciones 
«o era otro que el de establecer espresamente entre los 
■dos países un estado nuevo y permanente de relaciones 
diploma ticas, que no podía ni debia ser anulado por el 
simple hecho de una guerra subsecuente. Y él hacia 
esta interpelación con tanta mayor confianza, cuanto que 
la nota del gobierno ingles admitía que frecuentemente 
los tratados contenían reconocimientos de obligación de 
una naturaleza perpetua, y que ella admitía ademas im- 
plícitamente, que este era el carácter de todo el tratado 
de 1783, escepluando únicamente el artículo concer- 
niente á la navegación del Mississipí, y una pequeña parte 
del artículo relativo á la pesca. 

El fundamento que se alega para decir "que la Gran- 
Bretaña no reeonoce escepcion alguna de la regla que 
anula todo tratado por una guerra subsecuente," parece 
al ministro americano no solamente nuevo, sino aun en 
desacuerdo con todas las autoridades reconocidas en el 
derecho de gentes, destituido de la sanción do la prác- 
tica y de los usos de los Estados soberanos, propio en 

sus tendencias á multiplicar los casos de guerra y á ralc- 

T. i.— 3* 
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jar los vínculos de la paz entre las naciones independien- 
tes, y poco fácil para conciliarse con el punto admitido 
de que los tralados contienen algunas veces artículos de 
naturaleza temporal, susceptibles de revocación, "y reco- 
nocimientos y concesiones que tienen el carácter de obli- 
gación perpetua." 

El reconocimiento ó la admisión de un título estipula- 
do por convención, forma también parte del tratado, lo 
mismo que cualquiera otro artículo; y si la guerra abro- 
gase todos los tratados, los reconocimientos y concesio- 
nes que allí se contuviesen deberian necesariamente que- 
dar nulos y sin valor, así como también cualquiera otra 
parte del tratado. 

Si no tuviese escepcion la regla de que la guerra pone 
fin á todos los Iratados entre las partes beligerantes, ¿de 
qué servirían ó qué significarían esos artículos, que en to- 
dos los tralados de comercio se insertan espresamenlc 
para caso de guerra, y que durante la paz están sin efec- 
to? Por ejemplo, en el art. 40 del tratado de 1794- en- 
tre los Estados Unidos y la Ciran-Uretaña, se estipuló que 
"ni las deudas contraídas por los individuos de una de 
las dos naciones contra los de la otra, ni las cantidades ó 
partes que pudieran tener en los fondos públicos ó en los 
bancos, ya fuesen públicos ó particulares, podrían ser ja- 
mas, en cualquier evento de guerra ó de diferencias na- 
cionales, secuestrados ó confiscados." Si la guerra pone 
fin á todos los tratados, ¿cuál podría ser en este com- 
promiso la intención de las partes al poner en ellos 
un artículo semejante? Según el principio cspueslo en 
la nota inglesa, que escluyo toda escepcion, desde que 
la guerra lia comenzado entre dos países, tal convenio 
vendría á ser nulo y ambos Estados podrían secuestrar ó 
confiscar estas propiedades especificadas, sin ninguna vio- 
lación de convenios entre las dos naciones. 

El ministro americano creía que había muchas cscep- 
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ciones de la regla por la cual los tratados entre las nacio- 
nes se consideran rotos en virtud de la guerra; que las 
escepciones se estendian á todos los compromisos contraí- 
dos, con la idea de que ellos lian de tener su efecto tan- 
to en tiempo de guerra como en el de paz, ó esclusi va- 
mente durante la guerra; que deberían estendersc igual- 
mente á todos los compromisos en que las partes contra- 
tantes hubiesen ajustado la sanción de un convenio formal 
á los principios dictados por las leyes eternas de la moral 
y de la humanidad; y en fin, que deben estenderse á to- 
dos los compromisos que, según las espresiones mismas 
de la nota inglesa, tienen el carácter de obligación perpe- 
tua. Puede considerarse en la primera y segunda claso 
•el art. 10 del tratado de 1794, y todos los tratados ó ar- 
tículos de ellos que estipulan la abolición de la esclavitud. 
El tratado de paz de 1783 pertenece á la tercera clase. 

El razonamiento de la nota inglesa considera reducida 
«sta duración perpetua de la obligación á los reconoci- 
mientos v concesiones de títulos, como resultado del oh- 
jeto del contrato y no del compromiso del contratanto. 
Cuando la Gran-Bretaña concedió á los Estados- Unidos el 
que gozasen sin contrariedad de todas las ventajas, dere- 
chos y libertades estipulados en su favor en el tratado do 
1783, importaba poco que apoyase su conducta sobre el 
simple hecho de que los Estados-Unidos estaban en po- 
sesión de estos derechos, ó que quisiese gobernarse por la 
buena fé y el respeto de sus propios compromisos. Pero 
si ella disputase alguno de estos derechos, estaban com- 
prendidos cutre sus compromisos, á los que podían ape- 
lar los Estados-Unidos como único medio para resolver 
la cuestión de derecho. Si esta apelación era desechada, 
no era ya una cuestión de derecho, y esta observación se 
aplicaba con tanta precisión y fuerza al reconocimiento de 
la independencia y á los límites en el tratado de 1783 
como á la pesca. So objetó á la verdad en la nota in- 
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glesa que este tratado de independencia de los Estados- 
Unidos, no fué concedido sino reconocido,, y se agre- 
gó el que ella hubiera podido ser reconocida sin ningún 
tratado, y que el reconocimiento, cualquiera que fuese el 
motivo, de hecho habría sido irrevocable. Mas la inde- 
pendencia de los Estados- Unidos habia sido precisamente 
la cuestión sobre la cual se habia comprometido una guer- 
ra anterior entre ellos y la Gran-Bretaña. Otras naciones 
podian sin tratado reconocer la independencia de estos 
últimos, porque no teman ningún derecho que reclamar 
para contradecirlo; pero este reconocimiento, para que 
pudiera obligar á la Gran-Bretaña, debería haberse hecho 
por medio de un tratado, porque él encerraba la disolu- 
ción de un contrato social y la formación de otro. La paz 
no podia existir entre las dos naciones sino por la fé mu- 
tua á las nuevas relaciones sociales establecidas entre 
ellas. De aquí resultaba que las estipulaciones de este 
tratado tenían el carácter de obligación perpetua, y no 
eran susceptibles de destrucción por una guerra subse- 
cuente, ó por cualquiera otra declaración de la voluntad 
de una de las partes sin el asentimiento de la otra (1). 

El análisis de que hemos hablado sobre la correspon- 
dencia que tuvo lugar con este motivo, se ha insertado aquí 
como aclaración de la cuestión general, relativa hasta qué 
punto los tratados quedan abrogados por la guerra entre 
las partes que los han contratado. En cuanto á la con- 
troversia particular, en sí misma se terminó definitiva- 
mente entre los dos países, sobre la base de un compro- 
miso por la convención de 1818, en el cual la libertad 
revindicada por los Estados-Unidos con relación á la pes- 
ca en la jurisdicción y territorio ingles, se restringió á 
ciertos límites geográficos (2). 

(1) M. J. Q. Adama á lord Castleivagh, 22 janv. 1S10. American State 
Papers, fot. edit, 1834, rol. IV, p. 356. 

(2) Vide suprn, part. II. chap. IV, $ S. 
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Los tratados, propiamente dichos, ó federa, son los de }• ,0 - 
amistad y alianza, de comercio y navegación; estos, aun- s ,i/ P en«ion 
que perpetuos en sus términos, espiran naturalmente: 1.° dc8UBe f p '- 

1 * 1 r los en ciw- 

en el caso en que una ú otra de las partes contratantes \o% 
deje de existir como Estado independiente, 2.° Cuando 
la constitución interior de uno ú otro de los Estados cam- 
bie de tal manera que haga inaplicable el tratado por cir- 
cunstancias muy diferentes de las que se tuvieron presen- 
tes al formarlo. 

Aquí es muy importante la distinción de los publi- 
cistas de tratados reales y personales: los primeros obli- 
gan á las partes contratantes independientemente de todo 
cambio de soberanía ó de los gefes del Estado: en cuanto 
á los otros, solo se comprenden en ellos los tratados de 
pura alianza personal, espresamente hechos por conside- 
ración á la persona que dirige actualmente el Estado, ó 
al soberano reinante. Cualesquiera que sean los que obli- 
guen al Estado durante la existencia de esta persona, es- 
piran por su muerte ó por la conexión que tienen con 
los negocios públicos del Estado (1). 

3.° En caso de guerra entre las partes contratantes, 
á no ser que tales estipulaciones sean espresamente he- 
chas para el caso de un rompimiento, como el período 
concedido á los subditos respectivos para retirarse con 
sus efectos ú otra limitación de los derechos generales 
de la guerra. Tal es, por ejemplo, la estipulación con- 
tenida en el art. 10 del tratado de 1794 entre la Gran- 
Bretaña y los Estados-Unidos, que establece que los cré- 
ditos privados, las acciones ó sumas de dinero en los fon- 
dos públicos ó en los bancos, ya sean públicos ó particu- 
lares, que pertenezcan á personas privadas, no deben ja- 
mas confiscarse en caso de guerra. No hay duda que la 
obligación de este artículo no puede ser alterada por cau- 



(lj Vi.le auto, pt. 1, chap. II, § 11. 
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sa de guerra, á cuyas circunstancias se ha querido pro- 
veer y que debe quedar en pleno vigor hasta que á las 
partes contratantes les convenga anularlo por mutuo con- 
sentimiento (1). 

4.° Los tratados espiran por su propia limitación si no 
son renovados por un «cuerdo espreso, ó cuando sus es- 
tipulaciones quedan cumplidas por las respectivas partes, 
ó bien cuando un cambio total de circunstancias acaba 
con su obligación. 
> u. La mayor parte de las convenciones internacionales, y 
»«c!uí°! con especialidad los tratados de paz, tienen un carácter 
poner en vi- misto y comprenden dos clases de artículos. Este carác- 
írm/do^M ter los hace frecuentemente de difícil distinción entre 
m¡clií ,C dc ' as est 'pul ac ¡ on es perpetuas por su naturaleza, y las quo 
i«jmc. se estinguen por la guerra entro las partes contratantes, 
ó por un cambio de circunstancias que afecta la existen- 
cia de alguna de ellas, y que haga por este motivo inapli- 
cable el tratado al nuevo estado de cosas. Por esta ra- 
zón, y por abundancia de precauciones, se insertan fre- 
cuentemente en los tratados de paz estipulaciones por las 
cuales se vuelven á poner en vigor ó confirman espresa- 
mente los tratados existentes con anterioridad entre las 
parles contratantes, y que contienen estipulaciones de ca- 
rácter permanente, ó repelen de cualquiera otra manera 
la intención que pudiera tener alguna de las partes de no 
ejecutar las obligaciones contenidas en semejantes tratados 
anteriores. Las confirmaciones reiteradas de los tratados 
de Westfalia v de Utrecht, en casi todos los tratados sub- 
sedientes de paz ó de comercio entre las mismas partes, 
constituyen una especie de código escrito de derecho pú- 
blico, por el cual la distribución de los territorios de los 
principales Estados de la Europa se estableció de una ma- 

(1) Vattel, liv. III, chap. X, $ 175.— Keat'a Commoataries on ¿Ytneriean 
Jiw, vol. I. p. 175, Eth. edit. 
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ñera permanente hasta el momento en que ella se rompió 
violentamente por la división de la Polonia v las guerras 
de la revolución francesa. Los arreglos de territorio y 
de relaciones políticas sustituidos por los tratados de Vio- 
na á la antigua ley constitucional de la Europa, y esta- 
blecidos sin iluda alguna bajo el mismo carácter de per- 
manencia, han sufrido importantes modificaciones á con- 
secuencia de las revoluciones de 1830 de la Francia, de 
la Polonia y de la Bélgica, y de esto hemos hablado en 
otra obra (1). 

El tratado do garantía es uno de los contratos interna- $. n. 
cionales de mas uso. Es un compromiso por el cual un J™^!^ 
Estado promete ayudar á otro cuando este estuviese ame- 
nazado en el goce pacífico de sus derechos por una ter- 
cera potencia. Es aplicable á toda especie de derecho y 
de obligación que pueda existir entre las naciones; á la 
posesión y í\ los límites de los territorios, á la soberanía 
del Estado, á la constitución de su gobierno, á los dere- 
chos de sucesión, &c; pero á lo que mas comunmente se 
aplica, es á los tratados de paz. La garantía puede tam- 
bién contenerse en una convención distinta y separada, ó 
estar comprendida en las estipulaciones anexas al tratado 
principal que se quiere garantizar. Viene á ser también 
una obligación accesoria (2). 

La garantía puede estipularse por una tercera poten- 
cia que no haya tomado parte en el tratado principal por 
una de las partes contratantes en favor de la otra, ó mu- 
tuamente entre todas las partes. Así es que en el trata- 
do de paz concluido en Aix-la-Chapelle en 174-8, las ocho 
grandes potencias contratantes se han garantizado mutua- 
mente todas las estipulaciones del tratado. 

(1 ) Whenton, Hútoire du droit de» gen», t. II, p. 122, 219. 

(2) Vntu-1, Droit de» ge*», Hv. II, cliap. XVI, $ 235-23').— Klüber, 
Droit des gmaviodcrne de l'Europe, pt. II, tit. II, 8eet. I, chap. II. § 15? ot 
158.— Murtón*, Précin. tk\ $ 63. 
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La parte que garantiza, no está obligada mas que á 
prestar la asistencia estipulada. Si ésta fuese insuficien- 
te, la parte susodicha no está obligada á indemnizar á la 
potencia á la que ha prometido su auxilio. Ella no está 
obligada mas que á interponerse, para evitar el perjuicio 
de los justos derechos de una parte tercera, con la viola- 
ción de un tratado anterior, haciendo inaplicable esta ga- 
rantía en un caso particular. Las garantías se aplican 
solamente á los derechos y á las posesiones existentes al 
momento en que se estipulan. Este fué el fundamento 
porque Luis XV se declaró en 4741 en favor del elec- 
torado de Baviera contra María Teresa, la heredera del 
emperador Garlos VI, aunque la corte de Francia hubiese 
anteriormente garantizado la pragmática sanción de este 
emperador, que arreglaba la sucesión á sus Estados here- 
ditarios. Este fué igualmente el fundamento que tuvo 
la Francia, para rehusarse á cumplir el tratado de alianza 
•de 1756 con la Austria, relativamente á las pretensio- 
nes de esta última potencia sobre la Baviera en 1778, 
que ¡precian amenazar una guerra con la Rusia. Algunas 
dudas «que puedan nacer en cuanto á la aplicación de es- 
tos principios á los casos que acabamos de citar, no pue- 
den tener relación alguna con los principios mismos, que 
están testualmcftte reconocidos por todos los publicis- 
tas (!) 

Estos escritores distinguen entre una caución y una 
garantía. Vattel dice: que cuando el objeto se refiere á 
las eosas que otra puede hacer ó dar, del mismo modo 
que aquel que ha hecho la promesa original, por ejem- 
plo, el pago de una suma de dinero, está mas se- 
guro de haber prestado una caución que una garantía. 
Porque en la caución se cumple la promesa en defecto 
del que prometió, mientras que en la garantía está sola- 

(1) Vattel, liv. II, chap. XVI, §. 238.— Flassan, Hisloire de la diploma- 
tie frangaise, t. VII, p. VJ5. 
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mente obligado á hacer todos sus esfuerzos para obtener 
la ejecución de la promesa de aquel que la ha hecho (1). 

Los tratados de alianza pueden ser defensivos ú ofen- §• is. 
sivos. En el primer caso, los compromisos del aliado Arat ^ k>B 
no se estienden mas que á una guerra real y verdadera- ^««a/a- 
menté defensiva, á una guerra de agresión ya comenza- 
da, contra la otra parte contratante. Emol segundo ca- 
so, el aliado se obliga generalmente á cooperar á las 
hostilidades contra una potencia determinada, ó contra 
toda potencia con quien la otra parte pueda comprome- 
ter una guerra. 

Una alianza puede también sor á la vez ofensiva y de- 
fensiva. 

Es necesario distinguir las alianzas generales, de los H ; 
tratados de socorros y de subsidios determinados. Cuando cnt^TnuT 
un Estado estipula subministrar á otro un socorro limitado ^ 
de tropas, de buques de guerra, de dinero, ó de provisiones, tratados r.- 
sin ninguna promesa que lo comprometa eventualmente en ¿'^1, 
las hostilidades generales, un tratado semejante, decimos, ywbsidk». 
no constituye necesariamente á la parte que presta estos 
socorros limitados, en enemigo de la parte beligerante 
opuesta. Ella no ha hecho mas que facilitar el subsidio 
de las tropas auxiliares; y en todo lo domas permanece 
neutral. Tales han sido, por ejemplo, por mucho tiem- 
po, las relaciones acostumbradas en los cantones de la 
Confederación Suiza con las otras potencias de la Euro- 

i" (2) - . 

G roció y los otros publicistas, sostienen que el casus ¡t- i¿"- 
foederis de una alianza defensiva, no se aplica al caso do ¿eri/Z 
una guerra manifiestamente injusta, es decir, de una * ,i j lwa 

° . i!- i frnsiva. 

guerra de agresión por parte de la potencia que reclama 
el beneficio de la alianza. Dicen también que es una 

♦ 1) Vnttd, $. 239. 

(2) Vntt.-I. Droit des gens, Hv. III, «?h:>p. VI, 6. 7í>— «2. 

T.l. -37 
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condición tácita de todo tratado hecho en tiempo de paz, 
estipular socorros en tiempo de guerra; que esta estipu- 
lación no es aplicable mas que al caso de una guerra jus- 
ta. Prometer asistencia en una guerra injusta, seria obli- 
garse á cometer una injusticia, y un contrato semejante 
no podría ser válido. Pero han juzgado que esta restric- 
ción tácita á los términos de una alianza general, no pue- 
de aplicarse mas que al caso evidente de agresión injus- 
ta por parte de una de las potencias contratantes, y no 
puede emplearse como protesto para eludir el cumpli- 
miento de un compromiso positivo y no equivoco, sin es- 
ponerse el aliado á una justa imputación de mala fé. En 
los casos dudosos, la presunción debe mas bien estar en 
favor del aliado y de la justicia de su causa (1). 

La aplicación de estos principios generales, debe de- 
pender de la naturaleza y de los términos de las garan- 
tías particulares contenidas en el tratado en cuestión. 
Los ejemplos adecuados á las doctrinas que preceden ha- 
rán mas fácil su inteligencia. 
Alianza l os Estados Generales de Holanda estaban, antes de 

entre la ' 

Gr»n-Bre- la guerra de 1756 entre la Francia y la Inglaterra, com- 
íiSaída. prometidos en tres diferentes tratados de garantía y rft 
alianza defensiva con esta última potencia. El primer tra- 
tado era la alianza defensiva originaria, que formaba la ba- 
se de todos los contratos subsecuentes entre los dos países, 
y que fué concluido en Wcstminster en 1678. En el 
preámbulo de este tratado se espuso, que su objeto era 
la conservación de las posesiones de cada una de las par- 
les, y se había estipulado allí, una garantía mutua de lo- 
do lo que gozaban ya, ó que pudiesen adquirir en segui- 
da por tratados de paz, "en Europa solamente". En otro, 

(1,> Cimtius de Jure belli ac pncis, lib. 11. e;ij>. XV, §. 13: w\\ XXV, 
k. 4. — Bynkersliock, Quaestionum juria publici, lib. I. cap. IX. — Vatttl. 
Droit des gen*, Uv. II. ch.» r . XII, 1 OS: liv. III, ek»i>. VI. $. SG-&G. 
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los dos Estados garantizaban todos los tratados hechos 
hasta esa época, ó que podrían hacerse en lo de adelante 
por ambas partes, con cualquiera otra potencia. Estipu- 
laron ademas, defenderse y mantener el uno al otro en la 
posesión de todas las ciudades y fortalezas que les perte- 
necían en aquella fecha, ó que en lo sucesivo pudiesen per- 
tenecer á cada uno de ellos; \ al efecto, cuando una de 
las dos naciones fuese atacada ó inquietada, la otra de- 
bería inmediatamente prestarle los auxilios de un cierto 
número de tropas y de buques, estaba obligada ademas á 
romper con el agresor, á los dos meses de haberse decla- 
rado la guerra, para obrar en seguida conjuntamente con 
todas sus fuerzas, hasta lograr del enemigo común un aco- 
modamiento razonable. 

La segunda alianza defensiva, existente entonces entre 
la Gran-Bretaña y la Holanda, estaba estipulada para los 
tratados de límites y de sucesión de 4709 y 1713, por 
los cuales la frontera holandesa, del lado de Flandes, es- 
taba garantizada por una parte, y la sucesión protestante 
á la corona de Inglaterra, por la otra. Se habia estipula- 
do recíprocamente, que en el caso de que una de las par- 
tes fuese atacada, la otra deberia auxiliarla á requerimien- 
to de la parte ofendida, con ciertos auxilios especificados; 
y si el peligro era tal que fuese necesaria mayor fuerza, 
la parte aliada estaba obligada á aumentar sus socorros, 
y en último caso, á obrar con todo su poder en guerra 
abierta contra el agresor. 

La tercera v última alianza defensiva entre las mismas 
potencias, era el tratado concluido en la Haya en 1717, 
en el cual la Francia tenia también parte. El objeto de este 
tratado, fué declarar, que la defensa era mútua y recíproca 
de una y otra parte, y la posesión de sus territorios tal co- 
mo !a establecía el tratado de Utrech. Las partes contratan- 
tes estipularon defender todos y cada uno de los artículos 
<le dicho tratado, en todo lo que tuviesen relación á las 
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partes contratantes respectivamente, ó á cada una de ellas 
en particular; y se garantizaban todos los reinos, provin- 
cias, Estados, derechos y preeminencias que poseia cada 
uno de ellos cuando se firmó el tratado, restringiendo es- 
ta garantía a la Europa solamente. Los socorros estipu- 
lados por este tratado eran los mismos que se han men- 
cionado ya: primero, la interposición de buenos oficios; 
en seguida, un cierto número de fuerzas; y finalmente, 
la declaración de guerra. Este tratado fué renovado por 
la cuádruple alianza de 1748, y por el tratado de Aix-la- 
Chapelle de 1748. 

Esto se alegó por parte de la Inglaterra, cuando los 
Estados Generales rehusaron cumplir los términos de es- 
te tratado, sin embargo de que Menorca, posesión situa- 
da en Europa, que había sitio asegurada á la Gran-Breta- 
ña por el tratado de Utrcch fué atacada por la Francia. 

Dos respuestas fueron dadas por el gobierno holandés 
á la demanda de recursos estipulados, conviene á Sdber: 

1. ° Que la Gran-Bretaña era la agresora en la guer- 
ra, y que á menos que ella no hubiese sido atacada pri- 
mero por la Francia, el casus foederis no podría tener 
lugar. 

2. ° Que aun admitiendo que la Francia hiciese de 
agresor en Europa, no era mas que una consecuencia de 
las hostilidades comenzadas primeramente en América, lo 
cual estaba espresamente fuera de los términos del tra- 
tado. 

La respuesta sin réplica que dio lord Liverpool á la 
primera de estas obligaciones, fué, que si bien los trata- 
dos que contenían estas garantías fuesen llamados defen- 
sivos, sus términos, y particularmente los del de 1678, 
base de los demás, no espresaban, en manera alguna, con 
claridad el punto en el sentido de la objeción, puesto que 
ellos garantizaban "todos los derechos y 'posesiones' de las 
dos partes contratantes, contra 11 todos los reyes y príncipes, 
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repiiblicas y Estados:" de suerte que si uno de ellos 4 'era 
atacado ó inquietado por un acto hostil ó una quena abier- 
ta, ó perturbado de cualquiera otra manera en la pose- 
sión de sus Estados, territorios, derechos, inmunidades y 
libei'lad de comercio" se había determinado ya lo que de- 
bería hacerse para la defensa de estas cosas, objetos de la 
garantía, por el aliado que no estuviese en guerra. Pe- 
ro en ninguna parte se menciona como necesario, que en 
el ataque de estos derechos sea la primera ofendida ó la 
primera agresora. Y continúa lord Liverpool, esta lati- 
tud de espresiones no parece ser el resultado de una omi- 
sión, ó de una inexactitud. Los que arreglaron estas ga- 
rantías, seguramente apreciaron mas dejar esta cuestión 
sin otra esplicacion, á la buena fé que debe decidir en úl- 
timo caso, todos los contratos entre los Estados sobera- 
nos. No es presumible que ellos hayan querido decir 
que por una y otra parte había obligación de sostener to- 
dos los actos de violencia ó de injusticia que el aliado 
estuviese dispuesto á cometer por interés ó por ambición; 
pero por otro lado, ellos han procurado evitar el que se 
^pretendiese frecuentemente, que no existia el caso de ga- 
rantía, y que se eludiese de esta manera la intención prin- 
cipal de la alianza. Debían evitarse igualmente estos dos 
inconvenientes, v por lo tanto juzgaron oportuno preca- 
ver tanto el uno como el otro. Sabían bien que en toda 
guerra entre naciones civilizadas cada parte procura echar 
sobre la otra los odios y el crimen del primer acto de 
provocación y de agresión, y que la peor de las ra usas 
tiene siempre su escusa./ Previeron que la garantía por 
sí sola, daría inevitablemente ocasión bastante á intrigas 
y disputas interminables, todas las veces que la infideli- 
dad de un aliado pudiese servirse de ellas. Haber pues- 
to límite al caso de la garantía por una descripción mi- 
nuciosa, y de mayores restricciones en la forma, habría 
sido esponer á una incertidumbre mucho mayor un pun- 
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*o, que por la naturaleza misma de la cosa, está ya bas- 
ante sujeto á eludas. Sabían igualmente que los casos 
varian hasta lo infinito; que los motivos de defensa per- 
sonal, aunque justos, podrían no ser siempre aparentes; 
que un enemigo diestro podría disfrazar los preparativos 
mas alarmantes; y que una nación ofendida podría encon- 
trarse en la necesidad de empezar las hostilidades, antes 
que el peligro que causara tal medida pudiese ser públi- 
camente conocido. En vista de tales consideraciones, 
esos negociadores pensarían sabiamente que era conve- 
niente dar la mayor latitud á esta cuestión, y dejarla á la 
interpretación justa y franca, que debe esperarse de po- 
tencias amigas, que se consideran unidas siempre en in- 
tereses (1). 

La respuesta del mismo lord á la segunda objeción, 
sobre que las hostilidades comenzadas por la Francia en 
Europa no eran mas que la consecuencia de las que pri- 
meramente se habían comenzado en América, fué igual- 
mente satisfactoria, y servirá para demostrar la buena fé 
que debe presider á la interpretación de estos tratados. 
4 'Si se admitiese el razonamiento sobre que descansa esta 
objeción, bastaría por sí solo para destruir los efectos de 
toda garantía, y para acabar con la confianza que las na- 
ciones tienen mutuamente sobre la fé de las alianzas de- 
fensivas: él indica al enemigo un método seguro para evi- 
tar los inconvenientes de una alianza semejante; y le 
muestra cuándo debe comenzar su ataque. Dejad al ene- 
migo hacer el primer esfuerzo sobre cualquier punto no 
comprendido en la garantía y poco después dirigirá la 
vista al objeto que se propone, sin cuidado alguno de la 
consecuencia que pueda resultar. Dejad á la Francia que 
ataque primero cualquier punto pequeño perteneciente á 



(\) Discourse on íhe Condnrt nf the govcrnment of Grcal Britain in 
rettpect to neutral nntion». By Clmiles, earl of Liverpool, lst. edit , 1757. 



Y DE TRATADOS. 



285 



la Holanda en América, v sus fronteras no estarán va ffa- 
rantizadas. Razonar de esta manera, equivale á jugar 
con los compromisos mas solemnes. El objeto propio de 
las garantías, es conservar algún pais particular á algu- 
na potencia particular. Los tratados mencionados, pro- 
meten defender los territorios de cada una de las par- 
tes, en Europa, de una manera simple y absoluta, siem- 
pre que sean atacados ó inquietados. Si en la presen- 
te guerra, el primer ataque fué hecho fuera de la Eu- 
ropa, es constante que mucho tiempo ha se hizo otro 
en ella, y este es sin duda alguna el caso de las ga- 
rantías. 

Procuremos, sin embargo, descubrir cual ha sido ya 
en alguna vez la opinión de la Holanda sobre un punto 
de esta naturaleza. Ha dicho ya que el tratado de alian- 
za defensiva, entre la Inglaterra y la Holanda de 1678, 
no es mas que una copia de los doce primeros artículos 
del tratado francés de 16G2. Poco después que la Ho- 
landa hubiese arreglado esta alianza con la Francia so 
comprometió en una guerra con la Inglaterra. El ata- 
que comenzó entonces, como en el caso presente, fuera 
de la Europa, sobre las costas de la Guinea, y la causa 
de la guerra era también la misma, un derecho disputado 
á ciertas posesiones situadas fuera de Europa, las unas 
en Africa, las otras en las Indias Orientales. Las hosti- 
lidades después de haber continuado por algún tiempo en 
esa parle, comenzaron luego también en Europa, inme- 
diatamente la Holanda declaró, que este era uno de los ca- 
sos de la garantía, y pidió á la Francia los socorros esti- 
pulados. Yo no tengo necesidad de manifestar las me- 
morias de esos ministros para probar este punto, la his- 
toria nos demuestra suficientemente que la Francia reco- 
noció la demanda, acordó los socorros, v ella misma en- 
Iró en guerra abierta para defender á su aliada. Aquí 
tenemos la opinión de la Holanda sobre el mismo artícu- 
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lo en un caso absolutamente semejante. La conduela 
de la Francia obra también en favor de la misma opinión, 
bien que con relación á este punto, ella reprimió en esta 
época el primer golpe do la ambición de su joven monar- 
ca, retardó por algunos meses su entrada á las provincias 
españolas, y le atrajo el odio de la Inglaterra (1). 
▲litnxaen- L a naturaleza v ostensión de las obligaciones contraidas 

titila Oran- . . v . ,. , , , 

ürrtaña y por los tratados de alianza defensiva y de garantía, se ma- 
•iPortujrai. ? úf es t ar á inas claramente aun por los tratados existentes 
entre la Gran-Bretaña y el Portugal, de los que liemos 
hecho ya alusión para olio objeto (2). El tratado de alian- 
za originariamente concluido entre estas dos potencias en 
4042, inmediatamente después de la revolución del Por- 
tugal contra la España y el establecimiento de la casa do 
Braganza en el trono, se renovó en 1054- por el protecto- 
rado de Crom\vell,y se confirmó de nuevo por el tratado 
de 1601 entre Carlos II y Alfonso VI, por el matri- 
monio del primero de estos príncipes con Catarina de 
Braganza. Este último tratado fija los socorros que se 
deben dar, y declara que la Cran-Bretafia ayudará al Por- 
tugal, "siempre que el pais sea atacado." Por un artí- 
culo secreto, Carlos II en consideración á la cesión de 
Tánger y Bombay, se obligó "á defender las colonias y 
conquistas del Portugal contra todos sus enemigos pre- 
sentes y futuros." En 1603 se concluyó otro tratado 
de alianza defensiva y perpetua en Lisboa, entre la Gran- 
Bretaña y los Estados Generales por una parte, y el rey 
de Portugal por la otra. Lasgarantias que contiene es- 
te tratado fueron todavía confirmadas por los tratados de 
paz de Utrech, entre el Portugal y la Francia en 1713, 
y entre el Portugal y la España en 1715. A la emigra- 
ción de la familia real portuguesa al Brasil en 1807, se 

(1) LWerpool's Discourse, p. S6. , 

(2) Vide ante, pt. II, ehnp.' 1 . §. 9. 
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concluyó un convenio entro la Gran-Bretaña y el Portu- 
gal, por el cual este último reino quedó garantizado al 
heredero legitimo de la casa de Braganza, y el gobier- 
no británico prometió no reconocer jamas á otro prín- 
cipe. Por el tratado mas reciente, concluido en 1840 
en Rio-Janeiro, se declaró, "que las dos potencias han 
consentido en una alianza, para la defensa y garantía re- 
cíproca contra todo ataque hostil, conforme á los tratados 
ya existentes entre ellas, cuyas estipulaciones deben que- 
dar en pleno vigor, y se renuevan por el presente trata- 
do en cuanto á su interpretación la mas completa y la 
mas amplia." Este tratado confirma la estipulación de 
la Gran-Bretaña, sobre no reconocer ningún soberano de 
Portugal, que no sea el heredero de la casa de Braganza. 
El tratado de Viena de 22 de Enero de 1815, entre la 
Gran-Bretaña y el Portugal, contiene el artículo siguien- 
te: "El tratado de alianza de Rio-Janeiro de 10 de Febre- 
ro de 1810, que se funda en circunstancias temporales, 
que felizmente han dejado de existir, se declara sin efecto 
por el presente; sin perjuicio, sin embargo, de los antiguos 
tratados de alianza, de amistad y de garantía, que felizmen- 
te han subsistido por tanto tiempo entre las dos coronas, 
y que por el presente se renuevan por las parles contra- 
tantes, y se reconocen en toda su fuerza y efecto." 

Tal era la naturaleza de los tratados de alianza v de 
garantía subsistentes entre la Gran-Bretaña y el Portugal, 
cuando la intervención de la España en los negocios de 
este último reino obligó al gobierno británico á inter- 
venir á favor del Portugal, contra los designios hostiles 
de la corte española. Ademas de las razones alegadas 
en el parlamento ' ingles, para justificar esta interven- 
ción, se espuso en un •artículo muy notable sobre los 
negocios del Portugal, publicado en esta época en el 
Edinburgh Review, que aunque en general una alian- 
za defensiva y de garantía no impone obligación algu- 
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na, y ni aun siquiera da derecho para intervenir en las 
divisiones intestinas, las circunstancias particulares de 
este caso constituían el casas foederis, de que se ha- 
bló en los tratados en cuestión. Una alianza defensi- 
va es un contrato entre muchos Estados, por el cual 
se convienen mutuamente en ayudarse en sus guerras 
defensivas (ó en otros términos en sus guerras justas) 
contra otros Estados. Moralmente hablando, ninguna 
otra clase de alianza es justa, porque no hay otra cla- 
se de guerra que pueda serlo. El caso mas simple 
de guerra defensiva, es cuando el aliado es invadido 
abiertamente por las fuerzas militares de otra potencia, 
á quien no ha dado ningún motivo justo para la guer- 
ra. Si la Francia y la España, por ejemplo, hubieran 
mandado un ejército al Portugal para derrocar su go- 
bierno constitucional, el deber de la Inglaterra habría 
sido evidentemente el evitarlo. Pero este no seria el 
único caso á que se pudieran aplicar los tratados. Si 
se reuniesen tropas y se hiciesen preparativos con áni- 
mo recto de agredir al aliado; si sus subditos fuesen 
impelidos á la revolución y sus soldados á la rebelión; 
sí se proveyese de dinero, armas y municiones de guer- 
ra á los insurgentes en su territorio; si al mismo tiem- 
po que la autoridad se considerase usurpada, y que todo 
participio á la protección concedida á los demás estranje- 
ros se denegase á la parte bien intencionada de sus sub- 
ditos, en tanto que aquellos que proclamaban la hostili- 
dad al gobierno de este aliado fuesen recibidos como es- 
tranjeros de los mas favorecidos, en una combinación de 
circunstancias como ésta, no se podría dudar que se pre- 
sentaba el caso previsto de la alianza defensiva, y que es- 
te aliado tenia derecho para reclamar el socorro gene- 
ral ó especial estipulado en sus alianzas. El perjuicio ha- 
bría sido tan completo y el peligro tan grande, como si 
su territorio hubiese sido invadido por una fuerza estran- 
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jera, porque el modo escogido por su enemigo habría te- 
nido mayor efecto, y habría sido mas destructor que una 
guerra abierta. Que el ataque sea abierto ó secreto, si 
es injusto y espone al Estado á los mismos peligros, 
está igualmente autorizado para pedir el auxilio. Todos 
los tratados, según el derecho de gentes, se deben inter- 
pretar estendiéndolos á todos los casos evidentemente aná- 
logos á aquellos para los que provee espresamente En 
esta ley que no tiene otro tribunal que la conciencia del 
género humano, no cabe distinción entre eludir y violar 
un contrato. Ella exige el socorro tanto contra las in- 
justicias disfrazadas, como contra las manifiestas, para 
no caer en un absurdo haciendo que esta obligación sea 
menor á proporción que el peligro es ims grande. La 
única regla que se debe seguir en la interpretación de 
las alianzas defensivas, parece que debe ser la de que to- 
do perjuicio que da á un aliado justa causa para la guer- 
ra, le da derecho también para ser socorrido por el otro 
aliado (i). El fraude no puede dar ni quitar ningún 
derecho. Si la Francia en 1715, habia reunido sus es- 
cuadras en sus puertos y sus tropas en sus costas; si ha- 
bia dictado y distribuido escritos contra el gobierno 
legitimo de .lorge 1; si habia recibido los batallones que 
desertaban con todo y amias del ejército de este prínci- 
pe, y dado al ejército del conde de Mar dinero y armas 
cuando proclamaba al pretendiente; la Gran-Bretaña des- 
pués de haber pedido una reparación y tlenegádosele, ha- 
bia tenido un derecho perfecto para declarar la guerra á 
la Francia, y uno no menos completo á los socorros que 
los Estados Generales estaban obligados á darle, según los 

(1) El razonamiento de Vattel es aun mas coneluyente en el caso do ga- 
rantía. ' vSi la alianza defensiva envuelve ima gar;iiitiu de todos los terrenos 
<\ue el aliado posen en la actualidad, el casus j vedá is s • esjieiido á todos los 
rasos en <jue estos terrenos sean invadidos, ó amenazados de invasión." (Lít. 
III, chap. VI, §.91.) 
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tratados de alianza y de garantía de la sucesión de la ca- 
sa de Hanovcr, como si el pretendiente .Jacobo III hubie- 
se marchado contra Londres á la cabeza del ejército fran- 
cés. La guerra seria defensiva de parte de la Inglaterra; 
y el prestar los socorros por parte de la Holanda un acto 
obligatorio. El confundir, como sucede frecuentemente, 
una guerra defensiva en sus principios, con una guerra de- 
fensiva en sus operaciones, seria no comprender las cosas. 
Cuando el ataque es el mejor medio de proveer á la de- 
fensa de un Estado, la guerra es defensiva en principio, 
aunque las operaciones sean ofensivas; cuando la guerra 
no es necesaria para la seguridad, su carácter ofensivo no 
se altera porque el autor de ella sea reducido á una 
guerra defensiva. De esta manera un Estado contra el 
que se medita un perjuicio, puede prevenirlo dando él el 
primer golpe, sin que por esto se pueda decir que ha em- 
peñado una guerra ofensiva en su principio. Por consi- 
guiente todo ataque hecho contra un Estado, no le dará 
derecho indiferentemente para los socorros estipulados en 
una alianza defensiva; porque si este Estado ha dado jus- 
ta causa de guerra á su invasor, la guerra por su parte 
no será defensiva en principio (1). 
Rehcnc» ^ a (í j ecuc i° n ^ e ' os tratados se asegura algunas veces 
para i» «¡je- oon rehenes que da una parte á la otra. El ejemplo mas 
loíVraíados reciente y mas notable de esta costumbre se dió en la 
paz de Aix-la-Chapelle en 1784, en el que la restitución 
del cabo Bretón en la América del Norte, por la Inglater- 
ra á la Francia, se garantizó enviando muchos pares de 
Inglaterra á Paris en clase de rehenes (2). 

>; 1 > Kn una alianza de fensiva, el casus foederis no existe todas las vece» 
<jue nuestro aliado sea atacado. Ks necesario ver si ha dado á su enemigo un 
Justo motivo para hacerle la guerra. Si ha obrado con injusticia, está en e 
caso de darle una satisfacción racional. (Vnttel. liv. II, cliap. VI, y. 90.) 

(») Vattel, liv. II, chap. XVI, $. 245-261. 
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Los tratados públicos deben interpretarse como las de- $• i?, 
mas leyes y contratos. La ambigüedad é imperfección de cuííX 
los idiomas humanos es tal, que las simples palabras de Cafado* 
un escrito esplicadas literalmente, bastan apenas para in- 
terpretar su sentido. Se han adoptado por lo mismo 
ciertas reglas técnicas de interpretación por los moralis- 
tas y los publicistas, para esplicar en caso de duda el ver- 
dadero sentido de los tratados internacionales. Estas re- 
glas se han esplicado plenamente por Grocio y sus co- 
mentadores, y remitimos especialmente al lector á los 
principios espuestos por Vattel y Rutherforth, pues con- 
tienen lo mas importante y completo sobre esta mate- 
ria (\). 

Algunas veces las negociaciones se hacen bajo la me- *¡ \*. 
diacion de una tercera potencia, que ofrece espontánea- Med,anon - 
mente sus buenos oficios; ó á petición de alguna de las 
parles, por contradicción ó en virtud de estipulación an- 
terior para est-e objeto. Si la mediación se ha ofrecido 
espontáneamente por cada parle, ó si ella es el resultado 
de un acuerdo anterior entre ambas, no puede negarse 
sin faltar á la buena fe. Cuando se acepta por ambas 
partes, es un deber de la potencia mediadora interponer 
sus respetos con el fin de conciliar las diferencias. Ella 
debe entonces tomar parte en la negociación; mas no tie- 
ne derecho alguno para obligar á cualquiera de las dos 
•partes á adoptar su opinión. No queda obligada á res- 
ponder por el cumplimiento del tratado concluido bajo su 
mediación, aunque de hecho frecuentemente suele ser 
así (2). 

El arte de la negociación parece que por su nalurale- n'>tona 
za misma es susceptible de formar un sistema científico. ,. ; ,c h . 

1 diplomacia 

(1) Grotiiw, de Jure beüi ac pacis, lib, II, cap. XVI.— Vattel, uv. II. 
ohxp. XVII.— Rnthertbrth'H ¡nslilut., b II, chnp. VII. 

.2) Kliibi r, Droit des gen» moderne de l'Europe, pt. II, tit. II. ehap. II, 
«.160. 
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« 

El depende esencialmente del carácter y de las cualidades 
de la persona, unidos al conocimiento de) mundo y á la 
esperiencia de los negocios. Estos talentos deben estar 
auxiliados por el estudio de la historia, y especialmente 
por la de las negociaciones diplomáticas. Una de las 
primeras obras de este género es la conocida con el nom- 
bre de "Perfecto embajador, 11 originalmente publicada en 
España por l). Antonio de Vera, que fué mucho tiempo 
embajador de España en Venecia, y que murió en 1658. 
La publicó su autor en latin, y después se hicieron dife- 
rentes traducciones en italiano v en francés El libro de 
Wicqueíbrth publicado en 1079, bajo el título de "El 
embajador y sus funciones, 1 ' aunque su objeto principal 
es tratar de los derechos de embajada, contiene no obs- 
tante muchos y apreciables conocimientos sobre el arte de 
negociar. Calieres, uno de los plenipotenciarios fran- 
ceses en el tratado de Uyswick, publicó en 1710 una 
obra intitulada, li De la manera de negociar con los sobe- 
ranos,' 1 que goza una buena Reputación. El abate Ma- 
bly se propuso tratar esta materia de un modo sistemáti- 
co; en un ensaye intitulado "Principios de las negocia- 
ciones" que es comunmente adoptado como introducción 
á su "Derecho público de la Europa" en las diferentes 
ediciones que se han hecho de las obras de este autor. 
El catálogo de diferentes historias que se han 'publicado 
sobre las negociaciones, seria interminable. Mas todas las 
de interés se encuentran reunidas en la excelente obra de 
M. Flassan, intitulada "Historia de la diplomacia france- 
sa.' 1 La última compilación de Segur, que contiene los 
documentos de Favier, uno de los principales agentes se- 
cretos empleados en la doble diplomacia de Luis XV, in- 
titulada, "Política de todos los gabinetes de la Europa, 
durante ios reinados de Luis XV y Luis XVI " con las 
notas del sabio y esperimentado editor, es una obra, que á 
mi juicio, sirve de mucha luz para la historia de la diplo- 
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macia francesa. Una historia de los tratados desde tiem- 
pos muy remotos hasta el emperador Carlo-Magno, en- 
contrados en los antiguos autores latinos y griegos, y 
otros monumentos de la antigüedad, fué publicada por 
Barbeirac en 1739 (1). Esta obra está precedida de la 
inmensa colección de Dumont, que abraza todos los tra- 
tados publicados en Europa después de Carlo-Magno, has- 
ta el principio del siglo XVI II (2). Las mejores colec- 
ciones de lo* tratados modernos de la Europa, son los pu- 
blicados en diferentes épocas, por el profesor Martens de 
Ga?ttingue, refiriendo los actos públicos mas importan- 
tes, sobre los que está fundada actualmente la ley conven- 
cional de la Europa. Puede agregarse también, "La His- 
toria compendiada de los tratados de paz después de la ce- 
lebrada en Westfalia, de Koch, continuada por Scholl. 
Una colección completa de las actas del congreso de Vie- 
jia, ha sido también publicada en alemán por Klüber (3). 



i 



(1) Historia de los tratados antiguos por Borbeyrac, que forma el 5 .° 
volumen del suplemento ni Cuerpo diplomáttico de Dumont. 

(2) Cuerpo universal diplomático del derecho de gentes, eto., 8 volú- 
menes en folio. Anwtcrd, I72fi- 1731. —Suplemento al Cuerpo universal 
■diplomático, 5 volúmenes en folio, 1739. 

(3) Acten des Viener Congresses in den Jahren 1814 und 1815, con 
J. L. Klüber. Erlangen 1815 und 1816, 6 Bde. 8 ? 
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DERECII03 INTERNACIONALES DE LOS ESTADOS 
EN SUS RELACIONES HOSTILES. 



CAPITULO í. 

PRINCIPIO DE LA GUERRA Y SUS EFECTOS INMEDIATOS. 

Las sociedades independientes llamadas Estados, no re- § *• 
conocen ni arbitro común, ni juez, esceptuando aquellas ^cntre^as 1 
que están constituidas por convenio especial. La ley que ,,aciont,H 

i i • ' 11 - * i i por medí» 

las gobierna, o que ellas reconocen como tal, carece de dula rúen», 
la sanción positiva que está anexa al código civil de cada 
sociedad. Cada Estado, pues, tiene el derecho de recur- 
rir á la fuerza como único medio de reparación de las 
ofensas que se le hacen por otros, de la misma manera 
que los particulares tendrían derecho de emplear este re- 
medio si no estuviesen sometidos á las leyes de la socie- 
dad civil. Cada Estado tiene también el derecho de juz- 
gar por sí mismo la naturaleza y la ostensión de las 
ofensas que puedan justificar semejantes medios de re- 
jparacion. 

T, i.-so 
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Entre los diversos modos de terminar las diferencias 

* 

entre las naciones por el empleo de la fuerza, antes de 
llegar al acto de la guerra, son los siguientes: 

1 . ° Embargar ó secuestrar los buques, los bienes y 
las propiedades de la nación ofensora, que se encuentren 
en el territorio del Estado ofendido. 

2. ü Tomar posesión eficaz de las cosas controvertidas, 
asegurándolas por la fuerza, y rehusando á la otra nación 
el ejercicio del poder en el derecho que se cuestiona. 

3. ° Ejercer el derecho de retorsión de hecho (relor- 
sio j'acli) ó de derecho, último medio que permite á una 
de las naciones adoptar en sus transacciones con la otra, 
la misma regla de conducta que esta seguiría en circuns- 
tancias análogas. 

4-.° Ejercer represalias en las personas y en las co- 
sas que pertenecen á la nación ofensora, hasta conseguir 
la reparación que se le demanda por la ofensa (1). 
4 *• ? - Estas represalias parece que deben comprender todos 
los medios posibles para obligar a la reparación antes de 
llegar á la guerra, y contener ademas, todos los casos 
que acabamos de numerar. Las represalias son negativas 
cuando un Estado rehusa cumplir la obligación que ha 
contraído, ó permitir á otro el goce del derecho que re- 
clama. Son positivas, cuando consisten en secuestrar las 
personas y los bienes pertenecientes á otro Estado, con 
el fin de obtener una satisfacción (2). 

Las represalias son ademas 6 generales ó especiales: 
se llaman generales cuando un Estado que ha recibido ó 
que supone haber recibido alguna ofensa de otra nación, 
da poder á sus oficiales y subditos para apoderarse de las 
personas y de las propiedades de esta en cualquiera párte 
que las encuentren. Según el uso presente, esta es la 

(1) Vattel, liv. II, chnp. XVUI.— Kliibcr, Droit des gen» modeme dt 
VEurope, § 234. 

(2) Klüber, $ 251, note (o). 



Digitized by Google 



Y SUS EFEGTOS INMEDIATOS. 297 



primera medida que se toma por lo general al comenzar 
una guerra pública, y que puede considerarse que trao 
consigo una declaración de hostilidades, si no se da una 
satisfacción por el Estado (pie lia cometido la ofensa. Las 
represalias especiales tienen lugar cuando en tiempo de 
paz so conceden patentes de corso á ciertos individuos 
que han sufrido una ofensa de un gobierno ó de tos sub- 
ditos de otra nación (i). 

No se deben emplear las represalias sino en d caso de 
una denegación de justicia clara y manifiesta. El dere- 
cho para acordarlas pertenece al soberano ó al poder sur 
premo del Estado. Antiguamente estaban determinadas 
en los tratados y ordenanzas municipales dejas diferentes 
naciones. Así, pues, en Inglaterra los estatutos (A hen. 
V, cap. VII) declaran,- "que si los subditos del reino son 
oprimidos en tiempo de paz por los esiranjeros, el rey 
concederá patentes de corso en debida forma á todos los 
que hubieren padecido." Esta forma está indicada, y su 
observancia arreglada en estos estatutos. De la misma 
manera en Francia la célebre ordenanza de Luis XIV, de 
1781, sobre la marina, [(rescribe la forma que debe ob- 
. servarse para obtener los franceses las patentes de corso 
especiales contra los subditos de las otras naciones. lWo 
estas represalias particulares en tiempo de paz han caido 
en desuso (2). 

Alguno de estos actos de represalia ó de recurso á me- c. r 
dios violentos de reparación entre las naciones pueden Ja *' f,,t ¡^ 
acarrear una verdadera guerra, en el caso en que se re- 
huso por el Estado ofensor una justa satisfacción. "Las 

íl) liynkcVf,\iuek,Qua'itt¡nntn;iji/riitpublici,\\b.\. Tradiutio;. de l>ti- 
ponseuii. p. 182, note 

(2) Vattel, Droil des geus, liv. II. chop. XVIII, § 242-240.— Bynker*- 
hoek, Qutestionumjuris publici, lio. I, cap. XXIV.— Mnrtens. Precia du 
droit des gens modeme de VEurope, liv. VIII. chnp. II. § 200.— Marterm, 
Essai cortcernhnt les ármate urs. $4. * 
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represalias," dice Vattel, "se usan de nación á nación 
para hacerse justicia por sí mismas, cuando esta no se 
puede obtener de otra manera. Si una nación se apode- 
ra de lo que pertenece á otra, si rehusa pagar una deu- 
da, reparar una injuria ó dar una justa satisfacción de 
ella, ésta puede ampararse de cualquiera cosa que le per- 
tenezca, y aplicarla á su provecho hasta cubrirse de lo 
que se le debe, con daños é intereses, ó retener la pren- 
da hasta que se le dé una plena satisfacción. En este 
último caso se puede decir que mas bien que represalia 
es un embargo ó secuestro: se les confunde frecuente- 
mente en el lenguaje ordinario. Las cosas embargadas 
se conservan, por todo el tiempo en que haya esperanza 
de obtener satisfacción ó justicia. Luego que esta es- 
peranza se pierde se confiscan, y entonces las represalias 
se consuman. Si las dos naciones por esta contienda lle- 
gan á un rompimiento abierto, se entiende rehusada la 
satisfacción desde el momento de la declaración de guer- 
ra, ó desde las primeras hostilidades, y desde este mo- 
mento también, pueden confiscarse los efectos ocupa- 
dos (1)." 

l - Así fué que cuando se embarcaron las propiedades ho- 
pirviu ú i.i landesas en los puertos de la uran-nretana después que 

lil-'^iÜisViiV' sc rom r , '° 1 ;1 I )az ( ' e Amiens en 1803, en estas circuns- 
.hi.h- tancias, que se consideraron por el gobierno ingles como 
que constituían un acto hostil para la Holanda, Sir W. 
Scolt (lord Stowell), hablando sobre esto, dijo: "El se- 
cuestro fué desde un principio dudoso, y si el objeto de 
la diferencia se hubiera terminado por una reconciliación, 
aquel se hubiera convertido en un simple embargo civil, 
y allí hubiera terminado. Tal hubiera sido el electo re- 
troactivo de este conjunto do circunstancias. Por el con- 
trario, si la transacción hubiese concluido por las hostili- 

< 1 ) Vatkl, Vroit <lc* ¡icn* } l!v. II. rlwip. XVIII, 6 3 12.* 
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dades, el efecto retroactivo era de todo punto opuesto. 
El imprime el carácter directamente hostil al secuestro 
primitivo, que no era mas que un embargo, y por lo tan- 
to un acto dudoso sujeto á dos interpretaciones; el hecho 
en sí y la intención animus con que se hizo; considére- 
sele como intención manifiesta de hostilidad (hostili ani- 
mo) y entonces se 1c debe tener como medida hostil ab 
initio, contra las personas culpables de las ofensas que se 
han rehusado á reparar por medio de un compromiso 
amistoso en la manera do tratarse. Este es el camino 
necesario si no sobrevenía ninguna convención particular . 
para la restitución de estas propiedades, tomadas antes de 
un rompimiento formal (1). 

El derecho de hacer la guerra, como también el de §. 5. 
autorizar las represalias ú otros actos de retorsión, de he- 1 h!icer°ia" 
cho pertenecen en toda nación civilizada al poder supre- guerra; » 
mo del Estado. El ejercicio de este derecho se arregla tendea 1 es- 
por las leyes fundamentales ó la constitución civil de ca- 10 tlciTrho 
da pais. Puede delegarse á las autoridades inferiores en 
los países lejanos, ó también á una corporación mercan- 
til, tal por ejemplo, la compañía inglesa de las Indias 
orientales, que ejerce, bajo la autoridad del Estado, los de- 
rechos soheianos con relación á las naciones eslranje- 
ras (2). 

Una contienda sostenida por la fuerza entre dos Esta- $. fi. 
dos independientes, se llama guerra pública. Si se de- ¿í;""™ 1 "^ 
claró en toda forma y comenzó como es debido, ella da á - '>•' •• 
las partes beligerantes todos los derechos de la guerra. 
El derecho de gentes, voluntario ó positivo, no establece 
distinción alguna entre una guerra justa ó injusta. Una 
guerra debidamente comenzada, se ha de considerar, en 



(1) Rol/ms Mi'tí Adiuirulty Reporte, vol. V, p. 240. The lioedes Liw,. 

(2) VaUel.ltv. III, clwp. I. s s -!.— Martas. Préeis. <-U-.. Üv. VIH, ¿ 2t¡;¡, 
261. 



PIUNC1PI0 DE LA (¡UERIIA 



cuanto á sus efectos, como justa para ambas parles. 
Todo lo que es permitirlo por las leyes de la guerra a una 
de las partes beligerantes lo es á la otra (11 
*• l'na guerra perfecta es aquella en que una nación pe- 
['"ty^ín!.' ' ca con olrn > >' rn donde los miembros de un pais están 
jHiftrtx autorizados para cometer hostilidades contra los miembros 
de otro, en todos los casos y según tudas las circunstan- 
cias permitidas por las leyes generales de la guerra, ('na 
guerra imperfecta está limitada á los lugares, á las per- 
sonas y á las cosas í2). 

L'na guerra civil entre los diferentes miembros de la 
misma sociedad, es lo que (troció llama una guerra mista, 
ella es pública de parto del gobierno establecido, y pri- 
vada de paite del pueblo que resiste á su autoridad. Mas 
el uso general de las naciones considera á una guerra se- 
mejante como que da á cada una de las partes comba- 
tientes todos los derechos de la guerra, y lo mismo su- 
cede con relación á las naciones neutras (3j. 
. Una declaración formal de guerra al enemigo, ha sido 

dHniiccin- considerada otras veces como necesaria para legalizar las 
rarin,, do | 10 st i ü dades entre las naciones. Los antiguos romanos lo 

•Hierra. ' 

practicaron con uniformidad, así como los Estados de la 
Europa moderna casi hasta la mitad del siglo XVII. El 
último ejemplo de esta especie fué la declaración de guer- 
ra de la Francia contra la España en Bruselas en 4035, 
por los heraldos de armas, según las formas acostumbra- 
das en la edad media. El uso presente consiste en pu- 
blicar un manifiesto en el territorio del Estado que de- 
clara la guerra, anunciando la existencia de las bostilida- 

< 1 í Vatt< I. liv. III, ch:i|>. Xü. HutluThforth's ¡nsJit , h. 11, chnp. IX, $ 15 

' . ) Tales fuer )!i l is hostilidades limitadas, autorizadas por los Kstados- 
1 'nido» contra h Francia en 1198. lícp. de Dallas, vol. lí. p. 21; vol. IV, 
|\ 37. 

('.i) Vide aste. parte I, cap. II, § 7 y 10. 



Y SUS EFECTOS INMEDIATOS. 301 

des y los motivos para comenzarlas. Esta publicación 
puede ser necesaria para conocimiento y dirección de los 
subditos del Estado beligerante por lo que hace á sus re- 
laciones con el enemigo, para bacer que retiren ciertos 
efectos que el derecbo de gentes voluntario atribuye á la 
guerra hecha según las formas. Sin una declaración se- 
mejante, difícilmente se podrían distinguir en un tratado 
de paz los actos que se consideran como efectos legales 
de la guerra, de aquellos que cada nación puede conside- 
rar como perjuicios evidentes, y de los que podría en 
ciertas circunstancias pedir reparación (1). 

Como no se necesita ni declaración ni otro aviso al ene- $ 
migo de haber comenzado la guerra para legalizar las hos- "¡u"^,, 1 
tilidades, y como la propiedad de él está en general so- &c «»- 
metida al secuestro y á la confiscación, como presa de /."cUmi- 
guerra, parece consiguiente que la propiedad que lu per- ^"cipío 
tenece y se encuentra en los terrenos del Estado belige- Je íaguer- 
rante al principiar las hostilidades, esté sometida á la mis- J*¿ ¡"? u a lo 
ma suerte que todos sus otros bienes, sea cual fuere la wu^wp- 

1 . . ' tibie* .le 

parte en que se encuentren; pero hay una gran divergen- wr n...tu- 
cia de opiniones entre los jurisconsultos sobre este punto, 
y la tendencia del uso moderno entre las naciones parece 
ser la de escepluar estas propiedades de las operaciones 
de la guerra. 

Una de las escepciones que hacen los publicistas de 
la regla general sobre someter todas las propiedades del 
enemigo á la captura, es la de las propiedades locales si- 
tuadas en la jurisdicción de un Estado neutro; pero esta 
escepcion proviene del derecho del Estado neutro, y no 
de un privilegio que dé la situación al propietario enerni- 

i 1) Groiius de jure belli ac pacis, lib. I, cap. !ll, $ 4. — Bynkershuek, 
Quastionumjuris publici,\\b. I, cap. II. — Rutlicrfuríh's instit. b. II, «. rliap. 
IX, § 10.— VaUel, Droit des gens, liv. III, chap. IV, § 51-5G.— Kliibcr. Ihuit 
des gen* moderne de VEurope, 23S-23V. 
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£0. ¿La razón y el uso reconocidos por las potencias pre- 
sentan otras escepciones? 

Entre los romanos, que miraban como legal el some- 
ter á la servidumbre y aun matar al enemigó que se en- 
contrase en el territorio del Estado en los momentos de 
estallar la guerra, era natural que la propiedad de este 
enemigo, que se hallase en los mismos lugares, fuese apre- 
hendida por aquel que primero se aprovechase de ella. 
Crocio, cuya grande obra de las leyes de la guerra y de 
la paz apareció en 1025, adopta como base de su opi- 
nión en este punió las reglas del derecho romano, las 
cuales atempera por los sentimientos mas generosos que 
comenzaron á prevalecer en las relaciones de la humani- 
dad en el tiempo en que él escribía. Con respecto á los 
créditos debidos á los particulares, considera únicamente 
como suspenso, durante la guerra, el derecho de recla- 
marlos, y el cual revivirá con la paz. Bynkershoek, que 
escribía hacia 1737, adopta las mismas reglas y las si- 
gue por todas sus consecuencias. Sostiene que como no 
es necesaria niguna declaración de guerra al enemigo, 
lampoco es necesario ningún aviso para legalizar la cap- 
tura de sus propiedades, cscepto el caso que por conven- 
ción espresa se haya reservado el derecho de retirarlo al 
comprometerse las hostilidades. Esta regla la cstiendeá 
todas las cosas en acción, como las deudas y los créditos, 
y también á las cosas en posesión. En confirmación de 
esta doctrina pone muchos ejemplos de la conducta de 
los diferentes Estados, que abraza un período de poco 
mas de un siglo, el cual comienza el año de 1550 y con- 
cluye en 1057. Pero reconoce siempre que este dere- 
cho se ha discutido, y muy especialmente, por los Esta- 
dos generales de la Holanda, y no pone ningún prece- 
dente del ejercicio de este derecho pesien >r al año de 
i 007, setenta años antes de su publicación. Contra los 
.antiguos ejemplos citados por él mismo, hay el uso nc- 
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^ativo del período subsecuente de casi siglo y medio an- 
terior á las guerras de la revolución francesa. Durante 
este período, la única escepcion que puede encontrarse 
es el caso de la toma de Silecia en 1753. En concepto 
de los legistas ingleses, contra las represalias hechas en 
este caso por el rey de Prusia con motivo de la captura 
de los buques prusianos por los cruceros ingleses, debia 
establecerse 4< que no es fácil encontrar un ejemplo de un 
príncipe que haya juzgado á propósito hacer las represa- 
lias por causa de un crédito á favor de los particulares. 
Debe' creerse que esto no llegaría á suceder. Un parti- 
cular presta dinero á un príncipe bajo la garantía del ho- 
nor, porque á un príncipe no se le puede obligar al pago 
por medio de los tribunales de justicia como á los demás 
hombres. La Inglaterra y la Francia se han adherido tan 
escrupulosamente á este aclo de í'é pública, que aun du- 
rante la guerra (aludiendo á la terminada por la paz de 
Aix-la-Chapelle) no han tolerado el que se investigue si 
los súbditos del enemigo tenían alguna parte en la deuda 
pública,, sin embargo de que con toda seguridad muchos 
ingleses tenían dinero en los fondos de Francia, y. recí- 
procamente muchos franceses los tenían en los nues- 
tros (1)." 

Vattel, que- escribió cerca de treinta años con posterio- 
ridad á Bynkershoek, después de haber espuesto el prin- 
cipio general de que la propiedad del enemigo era sus- 
ceptible de embargarse y confiscarse, lo modifica escep- 
tuando los inmuebles que pertenecen á los súbditos del 

(1) Grotius, de Jure btlli ac pacti, lib. III, cap. XX, § 1G. — Bynkers- 
huck, Quastionum juris publici, lib. I, cap. II, VII. — Lñtter» of Camillut 
ity A. llatniltón, núm. 20. 

Vattel l!uma á la relación de los legistas ingleses "un esoekute trozo del 
derecho de gentes" (liv. II, cap. VII, § 34, nota á), y Montesquieu !c llama 
• una respuesta siu réplica.'' (Obras, t. VI, p. 445). 

T. 1—40 
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enemigo en el Estado beligerante, los cuales habiendo 
sido adquiridos con el consentimiento del soberano, deben 
considerarse bajo el mismo pié que los de sus propios sub- 
ditos y exentos de la confiscación jure belli Pero agre- 
ga que las rentas y utilidades pueden secuestrarse para 
impedir que se manden al enemigo. En cuanto á los 
créditos y otras cosas en acción, sostiene que la guerra 
da el mismo derecho en ellos que en las otras propieda- 
des que pertenecen al enemigo. Cita el ejemplo que 
trae también 0 roció de los cien talentos debidos por los 
de Tebas á los de Tesalónica, de los cuales se apoderó 
Alejandro por derecho de conquista, pero que devolvió á 
los de Tesalónica como por acto do favor; y él comienza 
diciendo: "que el soberano tiene naturalmente el mismo 
derecho sobre todo aquello que sus subditos puedan de- 
ber á los enemigos. Puede, por lo mismo, confiscar las 
deudas de esta naturaleza, si el tiempo del pago termina 
en el de la guerra, ó á lo menos prohibir á sus subditos 
el pagar mientras esta dure. Pero en el dia, la ventaja 
y la seguridad del comercio han hecho que todos los so- 
beranos se comprometan á mitigar este rigor, y desde 
que este uso se ha generalizado todo aquel que lo ata- 
que atacará la le pública, porque los extranjeros no se han 
coniiado en estos puntos sino bajo la firme persuasión de 
que se observará el uso genérah El Estado no se apo- 
dera ni aun de las sumas que él lirismo debe á los ene- 
migos, y en todas partes los fondos confiados al público 
están exentos de confiscación y de secuestro, en caso de 
guerra." En otro lugar Vattel da la razón de esta escep- 
eiun: "En las represalias se toman los bienes de los súb- 
ditos, del mismo modo que se secuestrarían los del Esta- 
tado ó los del soberano. Todo ío que pertenece á la na- 
ción está sujeto á las represalias, siempre que se pueda 
tomar y no sea un depósito confiado á la fé pública, por- 
que este depósito, no encontrándose en nuestras -manos 
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sino á consecuencia de la confianza que el propietario há- 
lemelo de nuestra buena fé, debe ser respetado aun en el 
caso de una guerra abierta. • Esto es lo que se acostum- 
bra en Francia, Inglaterra y otras partes, respecto al di- 
nero que los estranjeros han colocado en los fondos pú- 
blicos." Dice, ademas: "el soberano que declara la guer- 
ra no puede detener á los súbitos del enemigo que se en- 
cuentran en sus Estados al momento de declararla, como 
tampoco los bienes de estos, porque ellos han ido á su 
territorio bajo la fé pública, y al permitirles la entrada y 
permanencia en él, les ha prometido por el mismo hecho 
tácitamente, una entera libertad y seguridad para retirar- 
se. Debe, pues, asignarles un tiempo competente para 
retirarse con sus bienes, y si ellos permanecen fuera del 
término prescrito, tendrá el derecho de tratarlos como 
enemigos, aunque en todo caso como enemigos desar- 
mados (1)." 

Se puede considerar como regla moderna del' derecho 
de gentes, que la propiedad del enemigo que se encuen- 
tra en el territorio del Estado beligerante, ú los créditos 
que los súbditos tengan contra el gobierno ó contra los 
individuos al comenzar las hostilidades, no pueden ser 
confiscados como presas de guerra. Esta regla se cor- 
robora mas por las estipulaciones de los tratados; pero- 
siempre que no sea corroborada no se le puede conside- 
rar como infalible, no obstante estar establecida. "Esta 
regla, según se ha observado, así como lodos los precep- 
tos de la moral, de la humanidad y de la prudencia, que- 
dan sujetos al juicio del soberano. Es una guia que 
él puede seguir ó abandonar á su gusto» y que aunque 
no puede desconocerla sin deshonor, puede siu embargo 
restringirla. Ella no es una regla inmutable de derecho, 

(1) Vattel, Droií de* gen*, liv. H, cliap. XVIII, $ 344. Hv. III, cbap. IV, 
$ 6.1; thnp. V, $ 73, 77. 
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sino que depende de consideraciones políticas que pueden 
variar continuamente (4)." 
$ 10 Por estas consideraciones debe arreglarse la conducta 
iSprní n ue na de observar el enemigo. Si él confisca las pro- 
dí,d piedades que se encuentran en su territorio ó los créditos 
debidos á nuestros subditos al momento que lia estallado 
la guerra, será seguramente justa y enjertas circunstan- 
cias política la reciprocidad en cuanto Á estos objetos por 
un procedimiento semejante. Este principio de recipro- 
cidad tiene lugar en muchos caso» del derecho interna- 
cional. Sir \Y. Scoll dice que la práctica constante de 
la Gran-Bretaña cuando ha «estallado la guerra, es la de 
condenar como buena presa la propiedad embargada du- 
rante ella, si el enemigo la oondena, y volverla si él la 
vuelve. "Este es, dice, un principio sancionado por la 
gran acta fundamental de la ley de Inglaterra, cuya (irán 
Garla prescribe que al comenzar una guerra, las mercan- 
cías del "enemicro serán tomadas v tratadas como lo fue- 
ren las nuestras en su pais (2)." Espuso también, si- 
guiendo la opinión de los jurisconsultos ingleses en 4 753, 
de que ya hemos hablado, con objeto de dar mayor fuer- 
za á su argumento, "que el rey de Prusia no podia sin in- 
justicia estender sus represalias al empréstito de Silecia.'" 
"Los buques franceses, dice con este motivo, que fueron 
tomados injustamente después de la guerra de España y 
antes de la de Francia, han sido durante dicha guerra, ó 
después de haber concluido esta, devueltos á los propieta- 
rios franceses por sentencia de los tribunales de Vuestra 
Majestad. No se ha acostumbrado jamas confiscar de esta 
manera los buques y bienes pertenecientes al enemigo du- 
rante la guerra, porque solo á consecuencia de una injus- 

(1) M, Chief Jutico Marsball, in Brown V. the United States, Cranoh's 
reporta, vol. III. 

C>) Roliinson'a Admiralty Reporta, yo!. I, p. 64. The Santa Cruz. 
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ticia primeramente cometida, pueden pasar estas propie- 
dades al dominio de Vuestra Majestad." 

La anticua lev de Inglaterra sobrepuja en generosidad §. u. 
al uso moderno de este pais. En las últimas guerras ma- dc ^Ma- 
rítimas emprendidas por esta nación, el uso constante ha t8*«t>. 
sido ocupar y condertar como derecho de almirantazgo las 
propiedades del enemigo que se encuentren en los puer- 
tos de Inglaterra al comenzar las hostilidades, y en esta 
práctica parece que no ha influido la conducta correspon- 
diente del enemigo sobre este punto. Como ha obser- 
vado un escritor ingles, comentando el juicio de Sir 
Scott á propósito de los buques holandeses: juzga que 
hay allí alguna sutileza en la distinción que hace entre la 
declaración de guerra virtual y la declaración efectiva, y 
en el deseo que muestra de dar á la declaración efectiva 
una eficacia retrospectiva para cubrir el defecto de la de- 
claración virtual implicada anteriormente (1). 

Durante la guerra entre los Estados-Unidos y la Gran- socn.-.tro 
« , do. m pro- 

Bretaña, que comenzó en 1812, la corte suprema decre- v \ c ¿ m \ ¿ r \ 

tú que las propiedades del enemigo que se encontrasen c ™™*\ r 

\k\itvo del territorio de los Estados- Un idos al declararse la encuentra 

guerra, no podrían ser secuestradas y condenadas como 

los limite.» 

presas de ella sin que hubiese un acto legislativo que au- J^j*fj£ 
torizase la confiscación. La corte sostuvo que la ley del ^ beii- 
oongreso que declaró la guerra no era un acto de esta J^ÜJ^^Ü / 
especie. Esta declaración por sí sola no daba al gobier- dei^ue™ 
no el derecho de disponer de la propiedad del enemigo, 
ni lo investía de las facultades judiciales para poderla se- 
cuestrar y confiscar. Ella no le concedía mas que un 
derecho de confiscación, cuya sanción depende de la vo- 
luntad del poder soberano. 

La corte entonces declaró que el uso universal de 
defender el embargo y confiscación de las deudas y cré- 



< 1 ) Chitty's Lnw oí natioro», ehap. III, p. 80. 
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ditos, descansa en el principio umversalmente reconocido 
de que el derecho á estas deudas y créditos revive al res- 
tablecerse la paz, lo cual parece probar que la guerra no es 
una confiscación absoluta de las propiedades, sino que sim- 
plemente confiere este derecho de confiscación. 

La razón no admite distinción alguna entre las deudas 
contraídas bajo la fé de las leyes y las propiedades adqui- 
ridas en el curso de un comercio que descansa también 
sobre la fé de las mismas leyes. Y aunque en la práctica 
los buques y sus cargamentos que se encuentran en el 
puerto al tiempo de declararse la guerra pueden ser confis- 
cados, no se crea por esto que el uso moderno sancione el" 
embargo de los bienes que se encuentran en el territorio y 
pertenezcan al enemigo, el cual los ha adquirido en el co- 
mercio durante la paz. Tal modo de proceder seria raro 
y se consideraría como un rigoroso ejercicio del derecho 
de la guerra. Mas aunque en este punto la práctica no 
haya sido uniforme, tal circunstancia no afecta esencial- 
mente la cuestión. Se trata de saber si esta propiedad 
pertenece al enemigo por la simple declaración de guerra, 
ó si está sometida á un derecho de confiscación, cuyo 
ejercicio depende de la voluntad nacional. La regla que 
se aplica á un caso, en todo lo relativo á la declaración 
de guerra sobre una misma cosa, debe aplicarse á todos 
los demás sobre los que la guerra dé un derecho igual. 
El derecho del soberano para confiscar las deudas, es pre- 
cisamente igual al que tiene para confiscar las otras pro- 
piedades que se encuentran en el pais; el resultado que 
dé, pues, la declaración de guerra sobre las deudas y pro- 
piedades que se encuentren en el pais debe ser el mismo. 

Bynkershoek, que sostiene la ostensión del principio 
de que durante la guerra todo lo que se hace contra el 
enemigo es legítimo; que puede destruírsele aunque esté 
desarmado é indefenso; que puede emplearse en su con- 
tra el fraude y el engaño; que se adquiere un derecho 
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ilimitado sobre su persona y sus bienes; admite que la 
guerra no transfiere al soberano un crédito debido á su 
enemigo, y que por otra parte, si no se exige el pago 
de un crédito semejante, la paz bace revivir el antiguo 
derecho del acreedor; porque dice que u la ocupación que 
tiene lugar en virtud de la guerra, consiste mas bien en 
un hecho que en un derecho." El agrega estas observa- 
dones sobre este punto; "sin embargo, no se puede su- 
poner que eso sea verdadero solamente en cuanto á las 
acciones, las cuales no son condenadas ipso jure, porque 
hay también otras cosas pertenecientes al enemigo que 
pueden estar exentas de confiscación (1)." 

Vattel dice "que el soberano no puede retener ni la 
persona ni los bienes de los subditos del enemigo que se 
encuentren en sus Estados al momento de la declaración 
de guerra." 

Es verdad que esta regla no se aplica por Vattel mas 
que á la propiedad de aquellos que se hallan presentes en 
el territorio al comenzar las hostilidades; pero ella se apli- 
ca igualmente á las cosas en acción y á las cosas en po- 
sesión; y si la guerra por sí misma, sin ningún otro ejer- 
cicio de la voluntad soberana, invistiese al soberano de la 

.(1) Quod dixi de actionibus recto publicandis, ita dcinnrh obtínet,s¡ quod 
subdití nostri liostibus noftiis debent, princeps á subditis suis revera «xegeril. 
Si exegerit, recto solutum est, si non exegerit, pace faeta revivisoit jus pristi- 
num ereditoris, quía oecupatio, qua^ bello fit, magis in faeto, qiiani in potesta- 
te juris constitit. Nomina igitur, non exacta tempore bclli quodammodo ín- 
ter inori videntur, sed per pneem, genere quodain postlimiuii, ad prioreni do- 
ininum revertí. Sicun lum ha»c inter gmtes fere convenit, ut nominibus bello 
publícate, pace demde facta, exacta eenseantur periné, ct maneant extineta, 
non autenri exacta revivi&eant, et restituantur veris creditoribus. . . . Noli au- 
tem existimare, de uetiouibus duntaxat verum esse, cas ipso jure non publi- 
ciri, nam nec alia qmeqnc publíeantur, qua> apud líos tes stint, et ibi forte ee- 
lantur. Unde et e>a,qua; apud hnstes ante belhim exortum habebamtis, ¡ndie- 
toque bello soppreasa erant, atque ita non publicata, si á nostrin denuo recu- 
perentur, non fierí recuperautium, std pristhiis doininw restituí, reete res- 
ponsum est. Consil. Belg., t. 1IÍ, consil. 67. liynkersboek, Quastiunum 
juris publici, lib. I, oap. VIII. 
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propiedad del enemigo, la presencia, del propietario no 
podría sustraer su propiedad de esta acción de la guerra. 
No podría encontrarse una razón para sostener que la fé 
pública está comprometida de una manera mas absoluta 
para la seguridad de una propiedad confiada al territorio 
de la nación en tiempo de paz, si eHa estaba acompañada 
de su propietario, que si hubiese sido puesta al cuidado 
de otras personas. 

La regla moderna, pues, será que la propiedad perte- 
neciente á un enemigo, y que se encuentre en el país al 
comenzar la guerra, no debe ser inmediatamente confisca- 
da, y casi en todos los tratados de comercio se inserta un 
artículo que estipula el derecho de retirar esta propiedad. 

Esta regla parece totalmente incompatible con la idea 
de que la guerra misma da derecho al gobierno belige- 
rante sobre la propiedad. Puede considerarse como opi- 
nión de todos los que han escrito sobre el derecho de |a 
guerra jw belli, que esta da el derecho de confiscar, mas 
no confisca ella misma Ja propiedad del enemigo; y las 
reglas de estos escritores conducen al ejercicio de ese 
.derecho. 

La constitución de los Estados-Unidos estaba ya esta- 
blecida cuando se recibió en todo el mundo civilizado esta 
regla que introdujo el comercio en favor de la humani- 
dad. Examinando esta constitución, no se puede admi- 
tir ligeramente una interpretación que dé á la declaración 
de guerra en este pais un electo que él no haya poseído 
por otros medios, y que embarace sus facultades res- 
pecto á la propiedad del enemigo, cuando permite al go- 
bierno aplicarle la regla que él adopte. 

Debe advertirse que el razonamiento adquiere bastante 
fuerza por los términos de la mi¿ina constitución: la de- 
claración de guerra no tenia otro efecto que poner á las 
dos naciones en estado hostil, producir un estado de 
guerra y dar los derechos que ella confiere; pero no para 
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obrar por sí misma ningunos de sus resultados; tales como 
una traslación de propiedad, producidos ordinariamente por 
las medidas ulteriores del gobierno. Esto puede resultar 
de la reunión de poderes necesaria para declarar la guerra. 
"El congreso tendrá el derecho de declararla guerra, acor- 
dar las patentes de corso y de represalias, y establecer las 
reglas relativas á las presas de mar y de tierra." 

Esta cláusula se ha de restringir dentro de límites 
mas estrechos que lo que espresan las mismas palabras; 
es decir, que el poder de establecer las reglas concer- 
nientes á las presas do mar y de tierra, debe circunscri- 
birse á las presas extraterritoriales. En cuanto á la os- 
tensión de las reglas que tienen relación con la propiedad 
del enemigo que se encuentra dentro del territorio, la 
corte juzga que el congreso goza del poder en cuestión, 
como un poder independiente que no está comprendido 
en el de declarar la guerra. 

Las actas del congreso presentan multitud de ejem- 
plos, en que según su misma opinión, la declaración de 
guerra no autoriza las medidas contra las personas ó las 
propiedades del enemigo, que se encuentran á la vez den- 
tro del territorio. 

La guerra da un derecho igual sobre las personas y 
sobre las propiedades. Si la declaración no se puede 
considerar como que prescribe una ley relativamente á 
la persona del enemigo que se encuentre en nuestro 
territorio, ella no puede prescribirla para su propiedad. 
La acta relativa á los enemigos estranjeros, que provee 
al presidente de grandes poderes discrecionales sobre sus 
personas, implica necesariamente que él no posee estos 
poderes en virtud de la declaración de guerra. 

La acta "para la seguridad y tralo de los prisioneros 
de guerra," tiene el mismo carácter. 

La acta que prohibe el comercio con el enemigo, con- 
tiene esta cláusula: "El presidente de les Estados-Uni- 

T. Í.-41 
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dos estará y está, por las presentes, autorizado para li- 
brar, en los seis meses que sigan á la adopción de esta 
acta, los pasaportes para el transporte sano y salvo de to- 
do buque ó propiedad perteneciente á los subditos ingle- 
ses, y que se hallen dentro de los límites del territorio de 
los Estados-Unidos." 

Los términos de esta ley demuestran que la propiedad 
de un subdito ingles no se considera, por la legislatura, 
como atribuida á los Estados-Unidos, á virtud de la 
declaración de guerra, y que el poder que la acia confe- 
ría al presidente se estima como un poder que no existia 
de antemano. 

La proposición de que una declaración de guerra no 
es bastante por sí misma para confiscar la propiedad del 
enemigo, que se baile en el territorio del Estado belige- 
rante, se babia admitido como indudable, ¿Había acaso 
en la acta del congreso en que se declaraba la guerra á 
la Gran-Bretaña, espresion alguna que indicase una in- 
tención semejante? 

Esta acta después de haber puesto á las dos naciones 
en estado de guerra, autoriza al presidente para emplear 
todas las fuerzas de mar y tierra de los EsladosrUnidos, 
para hacer dicha guerra, "y para dar á los buques parti- 
culares armados de los Estados- Unidos, comisiones ó pa- 
tentes de corso y de represalias generales contra los bu- 
ques y efectos del gobierno del reino unido de la Gran- 
Bretaña, y de la Irlanda y de sus subditos." 

Se babia admitido que las represalias podrían tener lu- 
gar contra la propiedad del enemigo que . se encontrase 
en el territorio de los Estados-Unidos, al declararse la 
guerra, si tal era la voluntad de la nación. Pero no se 
admitió (pie en la declaración de guerra la nación hubie- 
se espresado su voluntad sobre este punto. 

Seria inútil emplear argumentos para demostrar que 
cuando el atlornci de los Estados- Unidos, procede judi- 
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cialmente á la confiscación de las propiedades del enemi- 
go, que se enenentran en sus terrenos ó que flotan en sus 
bahías, bajo la atención y cuidado de alguno de nuestros 
ciudadanos, no obra en virtud de patentes do corso y 
' de represalias, y mucho menos en virtud de patentes igua- 
les concedidas i\ los buques armados de los particulares. 

La actíi concerniente á las patentes de corso, á las pre- 
sas marítimas y de bienes, no contenia seguramente na- 
da que autorizase este secuestro. 

Coma no habia ningún otro acto del congreso relativo 
al objeto de esta cuestión, se consideró como bien pro- 
bado el que la legislatura no habia confiscado la propie- 
dad del enemigo que estaba en los Estados-Unidos al mo- 
mento de la declaración de guerra, y que la sentencia 
condenatoria pronunciada por la corte inferior no podia 
sostenerse. 

Sin embargo, se había tomado con respecto á esto un 
punto de vista que merecía profundizarse. Se dijo que 
ejecutando las leyes de la guerrti, el que las ejecuta pue- 
de secuestrar y los tribunales condenar cualquiera propie- 
dad, que según el derecho de gentes moderno, está suje- 
ta á confiscación, aunque se pueda invocar de la legisla- 
tura una acta para justificar la condenación de esta pro- 
piedad, que según el uso moderno no debe ser confis- 
cad a. 

Este argumento se apoya, sin duda, en que el uso mo- 
derno constituye una regla que obra directamente sobre 
la cosa misma, con una fuerza propia y no con la del po- 
der soberano. Este fundamento no era admisible. Es- 
te uso era una guia que el soberano puede seguir ó aban- 
donar á su arbitrio. La regla, como cualquiera otro pre- 
cepto de moral, de humanidad y aun de prudencia, queda 
al arbitrio del soberano, y aunque éste no la pudie- 
se desconocer sin deshonor, siempre . resulta cierto que 
podia desconocerla. 
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La regla era flexible por su naturaleza, y estaba suje- 
ta á indefinidas modificaciones. No era una regla invaria- 
ble de derecho, sino que dependía de consideraciones po- 
líticas que podían variar muy ;'i menudo. Las naciones 
comerciantes, en la situación de los Estados-Unidos, te- 
nían siempre una cantidad considerable de bienes en los 
dominios de sus vecinos. Cuando la guerra estalla, el 
saber lo que debe hacerse con las propiedades que posee 
el enemigo en nuestro pais, es una cuestión de política 
mas bien que de derecho. La regla que aplicamos á la 
propiedad de nuestro enemigo, la aplicará él á la propie- 
dad de nuestros conciudadanos. Ella, como todas las 
cuestiones de política, será buena para un pais que pue- 
da modificarla á su gusto; pero no para aquel que no pue- 
■ de hacer otra cosa que sujetarse á la ley tal como está 
escrita. Ella podia ser buena para la legislatura; pero 
no para el poder ejecutivo ó judicial. A la corte le pa- 
reció que el poder de confiscar la [impiedad del enemigo 
pertenecia al poder legislativo, y que éste no habia decla- 
rado aun su voluntad para confiscar las propiedades que 
se encontraban en el territorio del Estado, al tiempo de 
declararse la guerra (1). 
ikadw á Hespecto á las deudas á favor del enemigo, anteriores 
favor del al principio de las hostilidades, la jurisprudencia inglesa 
enemigo. s ¡g U{3 una poli ticti de un carácter mas liberal, ó por lo me- 
nos mas prudente que con respecto al derecho de almi- 
rantazgo. Una potencia que posee una inmensa superio- 
ridad naval, puede tener ó suponer que tiene un interés 
en confiscar la propiedad de un enemigo, tomada antes 
de una declaración de guerra; pero una nación que por 
la magnitud de sus capitales debe por lo general ser acree- 
dora de todos los países comerciantes, no puede cierta- 
mente tener interés de ninguna especie en confiscar los 

(1) M Chief Justice Muraba)], Crancli'a Reporta, vol. VIH, p. 123—129. 
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créditos de un enemigo, puesto que éste puede casi siein 
prc hacer otro tanlo y con un efecto mucho mas perju- 
dicial. Por esta razón, aunque la prerogativa de confis- 
car estas deudas existe en teoría, es raro el que se ejer- 
za en la práctica. El derecho de acreedor originario pa- 
ra perseguir el recobro de su deuda, no queda es- 
tinguido sino únicamente suspenso durante la guerra, y 
renace en su pleno vigor al restablecimiento de la paz (1). 

Tales son también la jurisprudencia y la práctica de 
los Estados-Unidos. Los créditos que los ciudadanos 
americanos tengan á favor de los subditos ingleses, ante- 
riores á la guerra de la revolución, y que no hayan sido 
completamente confiscados, se han considerado jurídica- 
mente como restablecidos, lo mismo que el derecho para 
perseguir su recobro al restablecimiento de la paz entre 
los dos paises. Los impedimentos que existian para el 
recobro de las deudas inglesas, bajo las leyes locales de 
los diferentes Estados de la Confederación, fueron estipu- 
lados y separados por el tratado de paz de 1783; pero 
esta estipulación no habiendo servido para indemnizar 
completamente á lodos los acreedores, se terminó la cues - 
tión entre las dos partes, conviniendo los Estados-Unidos 
en dar una fuerte suma para que con ella se reintegrase 
á los acreedores ingleses, cualquiera que fuese el valor de 
sus créditos. El tratado de comercio de 179-4 contenia 
también una declaración espresa, sobre que era injusto y 
antipolítico el que los contratos particulares se pudiesen 
alterar por diferencias nacionales; ypor una estipulación 
mutua, que "ni los créditos á favor de los individuos de 
otra nación, ni las partes, ni las sumas que ellas puedan 
tener en los fondos públicos & en los bancos privados, 

- 

(1) Bcwanquet et Puller, Reporta, vul. III, p. VJ].— Furtndo V. Roger». 
— Vesey, Jan. Reporta, vol. XIII, p. 71:, ex parle — Boastcmuker-EdwarJ» 
Admiralty reporta, p. 60. The ouestwt Signora de los Dolores. 
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puedan ser jamas secuestrados ó confiscados en cualquier 
evento de guerra ó diferencias internacionales" (i). 

Al comenzar las hostilidades entre la Francia v la Gran- 
Bretaña en 1793, la primera de estas potencias secues- 
tró las deudas y otras propiedades pertenecientes á los 
subditos de su enemigo. La represalia de esta determi- 
nación se hizo inmediatamente por parte del gobierno in 
gles. Por los artículos adicionales al tratado de paz en- 
tre las dos potencias, concluido en Paris en Abril de 
1814, una y otra potencia levantaron los secuestros, y 
se nombraron comisionados para liquidar las reclamacio- 
nes de los subditos ingleses, por el valor de sus propie- 
dades indebidamente confiscadas por las autoridades fran- 
cesas, é igualmente por la pérdida total ó parcial de sus 
créditos, ú otras propiedades indebidamente retenidas en 
secuestro después de 1792. El compromiso arrancado 
así á la Francia, puede considerarse como una aplicación 
severa del derecho de conquista, que se ejerce en un ene- 
migo vencido, mas bien que como una medida de justicia 
imparcial, puesto que no parece que hayan sido devuel- 
tas á los primeros propietarios., en virtud de este tratado, 
al restablecimiento de la paz entre los dos paises, las pro- 
piedades francesas secuestradas en los puertos de la Gran- 
Bretaña, ó en la mar antes de las hostilidades, y las con- 
denadas después como por derecho de almirantazgo (2). 

De la misma manera en el rompimiento entre la Gran- 
Bretaña y la Dinamarca en 1807, los buques daneses y 
otras propiedades que se habían secuestrado en los puer- 
tos do Inglaterra y en alta mar, antes de delararsc las 
hostilidades, fueron condenados como derecho de almi- 
rantazgo por efecto retroactivo de la declaración. El go- 
bierno danés publicó una ordenanza por la que estableció 

(1) Dallas Report», vol. IN, p. 4, 5, 199-285. 
<2) Martens, Nputeau Reeueil, t. II, p. 16. 

s 



Digitized by Google 



Y SUS EFECTOS INMEDIATOS. 317 

la represalia de este seeuestro, embargando todos los cré- 
ditos que los subditos de Inglaterra tenían contra los da- 
neses, haciendo á estos pagarlos ó que los ingresaran en 
el tesoro real de Dinamarca. La corte inglesa del banco 
del rey declaró que esta ordenanza, por no estar confor- 
me al uso de las naciones, no era una legal defensa para 
perseguir en Inglaterra una deuda semejante. Los juris- 
consultos condenaron esta práctica, y no se presentó nin- 
gún otro ejemplo del ejercicio de esto derecho en mas de 
un siglo, salvo la ordenanza en cuestión. La justicia de 
esta decisión puede ser combatida. Se ha notado ya que 
no hay diferencia entre las deudas contraidas bajo la fé 
de las leyes, y la propiedad ad mirida bajo la fé de las 
mismas; y el derecho del soberano para confiscar es pre- 
cisamente el mismo que se tiene para confiscar otras pro- 
piedades que se encuentran en el pais, al momento de 
estallar la guerra. Ambos exigen algún acto especial que 
osprese la voluntad del soberano, y ambos dependen, no 
de la regla inflexible del derecho de gentes, sino de con- 
sideraciones políticas que pueden guiar el juicio del so- 
berano (1). 

Una de las consecuencias inmediatas del rompimiento 
de las hostilidades, es la interdicción de todas las relacio- i\^uZ 
nes comerciales entre los subditos de los Estados que se A i,iemi g° 

. , . . |K>r parle 

hallan en guerra, sin el permiso de sus gobiernos respec- j e u* súi- 
tivos. En el juicio de SirW. Scott, sobre el caso del v d ! tü í á f 
Hoop, se halla espuesto como un principio de derqcbo íigmnte. 
universal, y no particular de la jurisprudencia marítima 
de la Inglaterra. Bynkershoek lo considera como un prin- 
cipio universal de la ley. "No debe dudarse, dice este es- 
critor, que por la misma naturaleza de la guerra, no ce- 
sa toda relación comercial entre los enemigos. Aunque 



(1) Maule et Selwin, Reports, vol. VI, p. Ü2.— Wolíf V. Oxhuhn. 
Crancb'í Reportt, vol. VIII, p. 110.— Hrown V. The United StaU*. 
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no haya suspensión alguna especial de semejantes rela- 
ciones, por el simple efecto del derecho de la guerra, el 
comercio está garantizado. Las declaraciones de guerra 
lo prueban suficientemente, porque aunque ellas man- 
dan á todo subdito atacar á los subditos de otro príncipe, 
embargarles sus bienes y hacerles todo el mal posible; 
sin embargo, la utilidad de los comerciantes, y las nece- 
sidades mutuas de las naciones, en cuanto al comercio, 
son superiores al derecho de la guerra. De donde re- 
sulta que este derecho es alternativamente prohibido ó 
permitido en tiempo de guerra, según los príncipes juz- 
gan que es mas ú menos importante para sus subditos. 
Una nación mercantil se inclina al comercio, v acomoda 
las leyes de la guerra á la mayor ó menor necesidad que 
hay de mercancías en las otras naciones. Así es que al- 
gunas veces el comercio mutuo general es permitido, al- 
gunas veces se restringe á solo ciertas mercancías, y se 
prohibe en otras, y finalmente en otras se prohibe en lo 
absoluto. Mas de cualquier modo que se permita, ya sea 
general ó especialmente, resulta, según mi opinión, que 
hay una suspensión de las leyes de la guerra; y de esta 
manera los subditos de los dos países están parte en guer- 
ra y parle en paz*' (1). 

(1) Quarnvis nuteni milla spoeialis *it ooinmerci.irum pmhibltlo, ipso la- 
men jure belli eotntnercia csse vjetita, ip*ae indictionc* bellMt-um sntis deela- 
rant, quisque ciiiiu subdiius julx-tur altcruiB priucipis subditos, eorumque bo- 
na iijígreaí, oceuparo, « t cuomodooumque iis nocen?. ItilitJis vero mercan- 
tium, vi qu >d alti-r populus idu-rina rcl>us indigent, fere jus bAW. quod ad 
coramercia, «ubi pit. Hiñe in queque bello aliter :itque aliter ootnmorct i 
pcrmittuntur vetuntunquer, prout e re Bua'subditoiunque suorum ésso eensent 
principes. Moreator populus s-tndt t commerciis freetientaudis, t-t prout quis- 
que alienas mcrcibun m;i,t?:« mínasve .carero pote:-t, 10 jus bclli uecomodat. 
Sio .diquando generalitov permittuutur ntutnn comercia, al'quando quol ad 
certas merce?, reliquia prohibí lis, aliquando íiniplioiter et generaliter vetan- 
tur. L'tcunquc aut m permitías, sive goneraliter, si ve specialiíer, semper, si 
nic audi.is, qunad haec st-ituu belli suspenditur. Pro pjrto sie bellum, pro 
parte pax erit iuter subditos utriusque principis. (Bynkersh>ick, Qnaestio- 
num jurin publici, lib. 1, cap. III.) 
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Parece» según este pasaje, que tal ha sido la ley de la 
Holanda. Valin demuestra que esta ha sido la de la Fran- 
cia valiéndose de los buques nacionales ó neutros como 
medio para continuar el comercio. Parece resultar del caso 
citado ya sobre el Hoop que esta ha sido también la ley 
de la España, y podria asegurarse, sin temeridad, que es- 
te es un principio general del derecho en la mayor parte 
de las naciones de Europa (1). 

Sir W. Scott comienza por establecer dos fundamen- 
tos, según los que esta comunicación es sostenida! El 
primero es *'que por la lev y la constitución de la Gran- 
Bretaña el soberano solo tiene el poder de declarar la 
guerra y la paz. El solo, pues, tiene el derecho de ha- 
cer cesar enteramente la guerra, ó en parte, permitiendo 
cuando lo juzga conveniente las relaciones comerciales, 
que son una suspensión parcial de la guerra. Puede en- 
contrarse en circunstancias en que por razones semejan- 
tes, sean aquellas de todo punto indispensables; mas no 
es dado á los individuos determinar la necesidad de se- 
mejantes casos, porque estos se guian simplemente por 
las nociones propias de comercio, y puede decirse que la 
base del interés privado, es poco conciliable "con el inte- 
rés general del Estado. Solo el Estado es el que según 
las altas miras políticas y según todas, las circunstancias 
que puedan tener relación con ellas, puede determinar 
cuando esas relaciones comerciales han de permitirse y 
bajo que reglas No puede sostenerse un principio mas 
sagrado que el que establece que tales relaciones no pue- 
den existir sino mediante el permiso directo del Estado. 
¿Cuáles no serian las consecuencias que se seguirían de 
que cada persona, en tiempo de guerra, tuviese derecho 
de mantener relaciones mercantiles con el enemigo, y 
Kijo este pretesto mantuviese toda especie de relaciones 

<1) Valin, Comm, sur l'onlonnarse de la marine; lib. III, tít. VI, ort. 3 

T. I.» » 12 
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que él estimara convenientes? La dificultad seria gran- 
de para todos. Por otra parte, ¿cuál seria el inconve- 
niente de que el negociante estuviese precisado en la si- 
tuación de los dos países á conducir sus mercancías (si 
fuese necesario) bajo el registro de la autoridad encar- 
gada de conservar la tranquilidad pública? 

Otro principio de derecho, de un carácter menos polí- 
tico, pero igualmente general en su acepción y directo 
en su aplicación, prohibe esta clase de comunicaciones 
como esencialmente incompatibles con las relaciones de 
ambos países beligerantes: este consiste en la imposibili- 
dad de sostener ningún contrato por recurso interpuesto 
á los tribunales de uno de los dos países por parte de los 
subditos del otro. Según la ley de todos los países, el 
carácter de enemigo estranjero trae consigo la inhabi- 
lidad de entablar ó sostener lo que los jurisconsultos lla- 
man persona slandi in judicio. Un estado de cosas en 
que los contratos no puedan hacerse obligatorios no po- 
drá constituir un comercio legal. Si las partes que pue- 
den contratar no tienen derecho para obligar al cumpli- 
miento del contrato, ni mucho menos para ocurrir á la 
justicia con este objeto, ¿puede darse una prueba mayor 
de la inhabilidad legal que para coi. tratar impone la mis- 
ma lev? Esta no dá ninguna sanción á los contratos, por 
lo mismo ellos no tienen una existencia legal, y todo 
comercio hecho de esta manera equivale á que se haga 
sin su protección y contra su autoridad. IJynkershoek 
mismo se hace cargo de la fuerza de este argumento en 
su libro 1.°, capítulo VJI, cuando dice, que la legalidad 
del comercio y el uso mutuo de ocurrir á los tribu- 
nales de justicia son dos cosas inseparables. Dice con 
relación á esto que un caso de comercio no puede distin- 
guirse de cualquiera otro de distinta especie: "Pero si el 
enemigo permite una vez entablar estas acciones, es difí- 
cil distinguir de cuales causas pueda interponer demanda, 
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y no he visto jamas que tal distinción haya podido nunca 
ponerse en práctica. 

Sir \V. Scott marca también la intención constante de 
las decisiones en los tribunales de presas ingleses, donde 
la regla ha sido rigorosamente aplicada aun en los casos 
en que las actas del parlamento se habian contraído en 
diferentes épocas á relajar las leyes de navegación y de 
aduanas; á los en que el gobierno habia autorizado bajo 
la sanción de una acta del parlamento, un comercio de 
importación en las posesiones del enemigo, sin haber es"- 
pecialmente protegido un comercio de esportacion en las 
mismas posesiones, aunque íntimamente ligado con el 
comercio de importación y casi necesario para su exis- 
tencia; á los casos en que los títulos no solo de simple 
conveniencia, sino aun de necesidad hacían escusable es- 
te comercio de parte de un individuo; á los casos en que 
los cargamentos habian sido fletados antes de la guerra, 
sin que los interesados hubiesen hecho todas las diligen- 
cias posibles para dar contra-órdenes para su viaje al 
comenzar los primeros movimientos hostiles; y por últi- 
mo, á los casos en que la regla habia sido aplicada con 
rigor no solamente contra los subditos ingleses sino contra 
los de los aliados de la Inglaterra en la misma lucha; fun- 
dándose en que esta regla estaba apoyada en el principio 
universal de que los Estados aliados para hacer la guerra, 
estaban en la obligación de hacerla saber y de aplicar sus 
consecuencias mutuamente á sus respectivos subditos. 

Tales son, según este magistrado eminente, los prin- 
cipios generales de la regla por la cual el derecho públi- 
co de la Europa, y el derecho civil de sus diferentes Es- 
tados ha prohibido todo comercio con el enemigo. Esta 
regla está también sancionada por la doble autoridad de 
la jurisprudencia pública y de la particular. Está funda- 
da á la vez sobre el legítimo y saludable principio que 
prohibe toda relación con el enemigo, si no es con el 
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permiso del soberano ó del Estado, y sobre la doctri- 
na que enseña que el enemigo hostis, no puede presen- 
tarse en juicio persona standi in jud'cio, porque ca- 
rece de los medios para hacer que se ejecuten los con- 
tratos, y por lo mismo no puede celebrarlos sin dicho 
permiso (1). 

Decisión Los mismos principios se han seguido por los tribuna- 
de Ioh tri- i • ii* i i j 

banales a- les americanos en las relaciones de sus ciudadanos con 



( el enemigo durante la última guerra entre los Estados- 
ai comer- Unidos y la Gran-Bretaña. Se presentó un caso en que 
enemigo 1 un ciudadano hubiese comprado unas mercancías en ín- 
púbiico. glaterra mucho tiempo antes de la declaración de las hos- 
tilidades, y que las hubiese depositado en una isla inme- 
diata á la frontera. Al comenzar aquellas, sus agentes 
alquilaron un buque para ir al lugar del depósito y reco- 
ger las mercancías, y á su regreso el buque fué aprehen- 
dido y condenado como presa de guerra. El reclamante 
sostenía que aquel era un caso no comprendido en los 
que estaban prohibidos: que al momento en que la guer- 
ra estalla, todo ciudadano tiene derecho de sacar las 
propiedades compradas antes de ella, que se encuentren 
en el pais del enemigo, y que en el interés de la socie- 
dad está permitir esto á sus miembros. 

Pero la corte suprema declaró, que aunque realmente 
la práctica de los tiempos modernos, hace poco que ha 
hecho todo lo posible para templar y moderar los dere- 
chos de la guerra, no obstante, no se encontraba en ella 
ninguna cosa que protegiese el punto en cuestión. El 
sentimiento universal de las naciones habia reconoci- 
do los efectos inmorales que resultarían de admitir las 
relaciones individuales entre los Estados en tiempo ^e 
guerra. La nación toda está comprometida en un mis- 
mo negocio y debe estarlo de una misma manera. Cada 



(1) Robinsoo's Admiralty Report», vol. II, p. 196. Tbc Hoop. 
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individuo de una de las naciones debe considerar como 
su enemigo al de la otra porque lo es de su pais. Si este 
es el deber de cada ciudadano, ¿cuál será la consecuen-' 
cia de su infracción? El derecho de presa es una parte 
del derecho de gentes, y este carácter hostil se estiende 
al comercio, independientemente de la persona del co- 
merciante que lo persigue ó dirige. La condenación en 
favor de aquel que hace la aprehensión es el peligro que 
corre igualmente la propiedad del enemigo y la de aquel 
que se encuentra comprometido en un comercio hostil. 
Pero un ciudadano ó un aliado puede hallarse comprome- 
tido en un comercio hostil, y por esto envolver su propie- 
dad en la suerte de aquellos por cuya causa la embarca. Es- 
ta condenación de la propiedad de un ciudadano como pre- 
sa de guerra debe examinarse bajo otros puntos de vista. 

Todo lo que viene de un pais enemigo es prima facie 
de la propiedad del mismo; y los que hacen algún recla- 
mo, están precisados á contrariar esta proposición. Mas 
si el que reclama es un ciudadano ó un aliado, al mismo 
tiempo que muestra su interés, reconoce la ofensa come- 
tida, la eme, según la regla bien conocida del derecho ci- 
vil, lo priva de proseguir su reclamación. Y esta doctri- 
na no descansa solo sobre un raciocinio abstracto, sino 
que está sostenida por la práctica de las naciones las 
mas esclarecidas, y puede decirse que por todas las na- 
ciones comerciantes. Lo que da á la corte plena con- 
fianza para su juicio en el caso anterior, es que ocurrien- 
do á sus archivos, se encontrará que las sentencias pro- 
nunciadas en muchas causas de presa marítima durante 
]a guerra de la independencia, descansan en el mismo 
principio. Ella, ademas, está cierta de que tal era 
la leY de Inglaterra antes de la revolución americana, 
y q u e hoy forma también una parte de la jurisdicción ma- 
rítim a » conferida á los tribunales de los Estados-Unidos 
p 0r ja constitución federal. La cuestión sobre si el co- 
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niercio en este caso queda sometido al derecho de pre- 
sa, y la propiedad al do ser capturada y confiscada, 
depende de la mayor estension que se dé á Iüs términos 
de la ley. Si por comercio en la ley de presa, se en- 
tiende solo el significado de la . palabra, que no es otra 
cosa que hacer negocios ó celebrar contratos, los casos 
que oeurran no se determinarán ciertamente por solo la 
sanción penal de la regla. Pero el objeto, la política y 
aun el espíritu de la misma regla, tienden á evitar toda 
comunicación ó toda relación real de un lugar á otro, en- 
tre los individuos de dos Estados que están en guerra. ' 
La negociación ó el contrato no tienen, pues, ninguna 
conexión necesaria con el delito; pero cuando se hallan 
en contradicción con las verdaderas hostilidades, entonces 
existe el delito contra el cual se. dirige la regla; y subs- 
tituyendo ese término con el de comercio con el enemigo, 
se puede responder que el caso en cuestión, no es un 
convenio de esta clase. En cuanto á si un ciudadano al 
momento de estallar la guerra, tiene derecho ó no para 
volver á su patria juntamente con su propiedad, es in- 
cuestionable que no lo tiene para dejar su pais é ir al del 
enemigo á recoger su propiedad. El reclamo del buque 
se hizo, pues, sin fundamento alguno, porque la empresa 
fué al mismo tiempo voluntaria y sin escusa (1). 

Hay que añadir también como causa de confiscación el 
que habiendo sobrevenido las hostilidades, el buque de que 
se trata, con un pleno conocimiento de estos acontecimien- 
tos y sin ser estrechado por ningún peligro particular, ha- 
bía cambiado de dirección y acercádose á un puerto ene- 
migo donde había negociado y tomado un cargamento. 
Si tal acto pudiera justificarse seria inútil que se prohi- 
biese el comercio con el enemigo. El tráfico subsecuen- 
te en el pais del enemigo, por el cual el buque obtuvo 

(1) Cranch's Reporte, vol. VIII, p. 155 Thc Rnpiá. 
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carga para su retorpo, está íntimamente ligado con la in- 
tención de un viaje voluntario para un puerto enemigo, 
y la circunstancia de que caminaba por la fuerza por los 
dominios del enemigo, cuando su verdadera intención era 
otra, no podia disculparlo. La conducta de este buque 
era menos defendible que la del Rápido (1). 

También declaró susceptibles de confiscación las mer- 
cancías compradas en la Gran-Bretaña antes de comenzar 
la guerra, por el agente de un ciudadano americano, pero 
que no fueron fletadas sino un año después de la decla- 
ración de las hostilidades. Suponiendo que un ciudada- 
no tenga, al comenzar las hostilidades, el derecho de sa- 
car su propiedad del pais enemigo antes de que comience 
la guerra (sobre cuyo punto la corte no ha dado resolu- 
ción alguna) es preciso que este derecho se ejerza con la 
diligencia necesaria y en un tiempo oportuno antes de 
que comiencen las hostilidades. Permitir á un ciudada- 
no sacar su propiedad de un pais enemigo mucho tiempo 
después de haber comenzado la guerra, bajo el pretesto 
de haberla fletado antes, daria lugar á consecuencias muy 
perjudiciales, y á que se provocasen tentaciones de toda 
especie para hacer un tráfico fraudulento é ilegal con el 
enemigó. Semejante derecho no podria existir con una 
ostensión tan ilimitada (2). 

En otro caso, un buque perteneciente á unos ciudada- 
nos de los Estados- Unidos, se hizo á la vela antes de que 
comenzase la guerra, con un cargamento fletado para Li- 
verpool y el norte de la Europa, para volver en seguida á 
los Estados-Unidos. Descargó en Liverpool y tomó otro 
flete en Hull y se dirigió para San Petersburgo con una 
licencia concedida por el gobierno ingles en 8 de Junio 
de 1812, que le permitía la esportacion de caoba para la 

(1) Cranh's Report», vol. VIH, p. 169—179. 

(2) Ibid., vol. VIH, p. 434. The St. Lawrence, vol. IX, p. 120. S. C. 
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Rusia y á su regreso la introducción, de un cargamento 
en Inglaterra. Al llegar á San Petersburgo recibió las 
noticias de la guerra y se volvió para Londres con un 
cargamento ruso dirigido á unos comerciantes ingleses: 
invernó en Suecia y en la primavera se hizo á la vela pa- 
ra Inglaterra, bajo la custodia de un buque de guerra in- 
gles: allí entregó su cargamento y se volvió para los Es- 
tados-Unidos, también con una licenciá inglesa, y fué he- , 
cho prisionero en el faro de Boston. La corte decretó 
que, según las decisiones citadas anteriormente, no había 
lugar á sentenciar que el viaje con un cargamento ó flete 
de la Rusia al país enemigo, teniendo noticia de la guer- 
ra, fuese un comercio ilegal, y que por lo tanto no habia 
lugar á declarar á la vez al buque y su cargamento como 
presa de guerra, como habría sucedido sí la aprehensión 
se hubiese hecho durante el viaje. No sucede otro tanto 
con la escusa que alegó el encargado del l)uque, de ha- 
ber tenido necesidad de llevar á San Petersburgo la carga 
que habia tomado á flete, y ya estando allí haberse ani- 
mado á tomar otra por su cuenta y emprender su viaje, 
como consta por su propia declaración, no obstante el 
aviso que le (lió en ese punto el cónsul americano, tan 
solo. porque no crcia violar con esto las leyes de' su pais. 

Aunque estas declaraciones fueran ciertas y forma- 
sen una dificultad particular, sin embargo no cons- 
tituyen uí a i s;usa legal que permitiese á la ce rte tomar- 
las como base para su decisión. Los interesados parece 
que se convencieron de lo ineficaz de esta razón, y se es- 
forzaron en demostrar que el buque no se habia aprehen- 
dido in delicio habiendo concluido el viaje ofensivo á que 
se comprometió en el pais del enemigo, y habiéndose he- 
cho la aprehensión á su regreso á Amórica y sin carga- 
mento. No puede negarse que si se les hubiese apre- 
hendido durante el viaje en que se cometió el delito, de- 
bería considerársele como caido in delicio, y por lo tanto 
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sujeto á confiscación; pero sostenían que su viaje había 
concluido en el puerto del enemigo y que venia al puer- 
to americano por un nuevo viaje. La corte dijo: que aun 
admitiendo que el viaje de ida y de retorno pudiesen es- * 
tar separados de manera que fuesen dos viajes distintos, 
sin embargo, no era posible' negar que los límites (lermi- 
ni) de este viaje no fuesen San Petersburgo y los Esta- 
dos-Unidos. La continuación de este viaje no podía in- 
terrumpirse por el desvio voluntario del encargado del 
buque para emprender un comercio intermedio. Los re- 
clamantes consideran que la travesía por un pais neutro 
al del enemigo no se puede tener como un nuevo viaje: 
este es, dicen ellos, un viaje subsidiario al de vuelta, es- 
te es en suma un viaje al pais neutro por el camino del 
pais enemigo; y en consecuencia, si el buque, durante to- 
do el tiempo del viaje hubiese sido aprehendido en cual- 
quiera de estos actos, habría quedado sujeto á la confisca- 
ción como presa de guerra, y lo habría sido in delicio (1). 

Hemos visto cuál es la regla del derecho público y del 
derecho privado sobre este punió, y cuáles son los prin- 
cipios que la sostienen; y aunque se lia intentado muchas 
veces evitar su efecto y evadir sus penas, no obstante, su 
rigor inflexible ha destruido todas estas tentativas. Las 
escepciones apárenles de la regla, lejos de disminuir su 
fuerza la confirman v corroboran. Ellas resuelven todos 
los casos en que el comercio tenga lugar en un pais neu- 
tro, ó bien en que las circunstancias se consideren como 
que implican una licencia, ó finalmente, cuando el comer- 
cio no lia concluido aún, ó el momento en que el enemi- 
go ha dejado de serlo. En todos los demás casos se con- 
sidera como necesaria una licencia espresa del gobierno 
para legalizar las relaciones comerciales con el enemigo (2). 

(1) Cranh's Rep-nt*. vol. VIH, p. -151. 4f>:>. The Jos.'pli. 

(2) 1<obinm>n's Admiralty Reporte, vol. VI, p. 127. The Frankh'n, vol. 
IV. p. 19.~>. Ihe Mndonn delle gracie, vol. V, p. MI. The Juftiow Caümrina 

T. I.-43 
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(¡ i i. No solamente están prohibidas semejantes relaciones 
iJpX'im ¡I con c ' enemigo por parte de los subditos del Estado be- 
cnemifío.o- liberante v castigados con la confiscación en los tribuna- 

miin por 111 • i 

parte de ios l L ' s de presas de su propio país, sino que durante una 
aüados. guerra hecha por aliados, ningún subdito de uno de ellos 
puede comerciar con el enemigo común sin esponerse á 
perder ante los tribunales de presas del aliado la propie- 
dad que haya comprometido en un comercio de esta na- 
turaleza. Esta regla es un corolario de la otra; está fun- 
dada sobre el principio de que semejante comercio está 
prohibido á los subditos de las partes beligerantes por el 
derecho civil de su propio pais, por el derecho de gentes 
universal y por los términos espresos ó implícitos del tra- 
tado subsistente entre las potencias aliadas. Y como la 
primera de estíis reglas no puede relajarse mas que por 
el permiso del poder soberano del Estado, de la misma 
manera esta otra no puede serlo sino por el permiso de 
las naciones aliadas y por mutuo consentimiento. Una 
declaración do hostilidades naturalmente trae consigo la 
prohibición de lodi's las relaciones mercantiles. Cuando 
un Estado solo c>tá en guerra, esta prohibición puede re- 
lajarse por sus subditos sin perjudicar á ningún otro Es- 
tado; pero cuando las naciones aliadas forman una causa 
común contra un enemigo común, hay ya un contrato 
implícito si no es que espreso, de que ninguno de ellos 
hará nada contra el objeto común. Si un Estado permite 
á sus subditos el seguir un comercio no interrumpido con 
el enemigo, la consecuencia será que presta ayuda y asis- 
tencia al enemigo con notorio perjuicio de la causa co- 
mún. Se juzgará, pues, que no es bastante para satis- 
facer á los tribunales de presas de uno de los Estados 
aliados, el decir que el otro ha permitido esta práctica á 



p. 254. Tlio Alby — Whuuton's Reporta, vul. II, npendix, note I, p. 3!. 
Whcatcn, on capture*, p. 220-223. 
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sus subditos, sino que será preciso manifestar, ú que el 
uso del derecho de comerciar no es contrario á las ope- 
raciones comunes, ó que cuenta con la aprobación del * 
otro Estado (1) 

Se sigue como corolario del principio que prohibe toda 15 - 

• c • • i . i »p i Contratos 

comunicación comercial y otras relaciones pacificas con el prohibido» 
enemigo público, que toda especie de contrato privado he- con clenc - 
cho con los subditos de este enemigo durante la guerra es lnlg °" 
ilegal. Esta regla así deducida es aplicable al asegura- 
miento de la propiedad y del comercio del enemigo, al 
envió y negociación de letras de cambio entre los subdi- 
tos de las potencias en guerra, á la remisión de fondos 
en moneda ó en libranzas al pais del enemigo, á las aso- 
ciaciones comerciales entre los subditos de los dos paises, 
ya sea que se verifiquen después de la declaración de la 
guerra ó que exisfan antes de ella. Estas últimas se di- 
suelven en virtud de la misma acta de guerra, aunque 
respecto á los otros contratos no hace mas que suspender 
sus efectos (2). 

Grocio, en el cap. 2 de su lib. 3, donde trata de la §. 16. 
responsabilidad de la propiedad de los subditos por los j£™J" 
agravios cometidos por el Estado ú otras comunidades dasenoi 
dice que: "Según el derecho de gentes, todos los súbdi- mipífsujc" 
tos del soberano de quien se ha recibido daño y que han ^ ¡ * a reprc " 
de permanecer por mucho tiempo, ya sean naturales del 
pais ó que hayan venido de otra parte, están sujetos al 
derecho de represalias; mas no sucede así con aquellos 
que están de tránsito ó han de permanecer poco tiempo, 
porque ul derecho de represalias, dice, se ha establecido 
como una especie de carga que se ha impuesto para el 

■ 

(t) Bynkershoek, Qu<tatinnum jttris pubtici, lib. I. cap/X.— RobtnsoirM 
Admiralty reports, vol. IV, p. vol VI, p. 403 Tlm Neptunus. 

(2) Byiikershoc'k Quaationum juris pubLci lib. I, cap. XXI. Trnd.de 
Duponceau, p. 1 t>5, note— Kent's Couimentaries on American law, vol. I, p. 
67, 68 5th. Ed. 
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pago de los gastos públicos, puesto que no están sometí* 
dosá las leyes del pais, y que al mismo tiempo está» exen- 
tos de toda clase de cargas. Entre los individuos que 
lian de permanecer perpetuamente, el derecho de gentes 
solo esceptúa á los embajadores y sus equipajes, cuando • 
ellos no van en embajada cerca de una potencia enemiga 
la que tiene un motivo justo para usar de este derecho. 
En el cap. ¿ del mismo libro, en que trata del derecho 
de muerte y de otras hostilidades ejercidas contra el ene- 
migo, en lo que se llama guerra solemne, sostiene que 
este derecho se estiende "no solo á aquellos que actual- 
mente tienen las armas ó que son subditos del que ha si- 
do causa de la guerra, sino también á todos aquellos que 
se encuentran en los terrenos del enemigo. En efecto, . 
como hay lugar á temer alguna cosa de parte de los es- 
tranjeros que se encuentran en el pais del enemigo, por 
esta razón el derecho da lugar á que se obre así contra 
ellos en una guerra general y no interrumpida. Y hó 
aquí la diferencia entre la guerra y el derecho de repre- 
salias, que como hemos visto ya, es una especie de im- 
puesto (jue los subditos deben pagar para las cargas del 
Estado (1)." 

(1) Cujterum non minus in hac materia quam in alíis eavendum e*t, 
n<> confundamus ea quo; juris gentium sunt pioprie, et ea qua> jure eivili aut 
pactes populortwn constituuntur. 

Jure gentium subj icetit pignoratiuni omnes subditi injurium faeientes, qui 
tales sunt ex causa permanente, bívc indígena?, sive advenro, non qui tran- 
se un<!¡ aut morro exiguro causa aücubi sunt. Introducta? enim sunt pignorá- 
ronos ad cxcmplum nnerum, qua* pro cxsolvcndis debitis publicic inducuntur, 
quorum immunes sunt qui tantum pro ternpore loci legibus subsunt. A nu- 
mero tatúen subditoruni jure gentium exeipiuntur legati, non ad hostes nos- 
tros ínissi, et res eorum (Grotius, de Jure bclli ac juris, lib. III, cap. Jl, §7, 
uuin. 1 et 2). 

Late autem patet lu»e jus licentin?, nnm primum non eos tnntum compre- 
hendit qui aetu ipso arma gerunt, aut qui bellutn moventis subditi sunt, sed 
omnes eti.un qui intra fines sunt hostiles: quod apertum sit ex ipsa formula 
npud Livium, hostia sit Ule quique intra presidia ejus sunt; nímirum 
quia ab ¡11 is quoqne damnum metui potcst, quod in bello continuo et univer- 
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Barheyrac en una nota relativa á estos pasajes, obser- 
♦ va lo siguiente: U M. Cocceius, en una disertación ya ci- 
tada De jure belli in amicos, § 23, desecha esta distin- 
ción y observa que aun los estranjeros á quienes no se 
les ha concedido algún tiempo para retirarse, se les con- 
sidera como si perteneciesen al enemigo, y que por con- 
siguiente están sujetos á los actos justos de hostilidad. 
En seguida distingue, para suplir este pretendido defecto, 
entre los estranjeros que permanecen en el pais y aque- 
llos que no hacen mas que pasar por él y los que se de- 
tienen por algun tiempo, obligados por enfermedad ó por 
atender á sus negocios. Pero hace notar que M, Coc- 
ceius, tanto en este como en otra infinidad do derechos, 
critica á aquel autor sin entenderlo. En el párrafo si- 
guiente, íirocio distingue de una manera clara á los es- 
tranjeros, cuando viene hablando de ellos, y dice que son 
subditos del enemigo á título durable, lo cual debe en- 
tenderse sin duda como lo esplica el sabio Cronovius; es 
decir, aquellos que están domiciliados en el pais. Nues- 
tro autor se esplica lo mismo un ¡>oco después en el cap. 
II de este libro, g 7, al hablar de las represalias que con- 
cede contra cierta clase de estranjeros, en lugar de que 
no las permite contra aquellos que no hacen mas que pa- 
sar ó que no están en el pais sino por poco tiempo (1). 

Cualesquiera que sean los títulos del pais natal de un 
hombre y su fidelidad política, está fuera de duda que el 

Tsali isufiVit, ut locum habeat jus de quo ngimus: aliter quam in pignorationi- 
bus, quuo, ut diximus, ad exemplum ©nerum impositarum ad lueiida civitatia 
di-bita, introducta; sunt: quuro miran) uon est, si, quod lialdus notat, multo 
p!u» l'tet nti.T sit in bello quam in pignorandi jure. !¿t lioe quidem quod dixi 
in peregriuis, qui comtnisso cognitoque bello intra fines nósticos veniunt, du- 
bitationem non liabet. 

At qui ante bellum co iverant, videntur jure gtntium pro hostibus haberi, 
post modicum tempus intra quod diseedere potuerant. (íbid. lib. 111, cap. IV, 
$ 6 et 7). 

(1) Grotius, par BarbeyTac, io loe. 
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nacido en un pais puede venir á ser ciudadano de otro * 
en tiempo de paz, para comerciar, y puede gozar de to- 
dos los privilegios comerciales anexos al domicilio que ha 
elegido. Por otra parte, si la guerra estalla entre su pais 
adoptivo y su pais natal ó cualquiera otro, su propiedad 
debe estar espuesta á las represalias, de la misma mane- 
ra que los bienes de aquellos que deben al Estado ene- 
migo una fidelidad permanente. 
§ i Los publicistas no dan definiciones y detalles en cuan- 
de'rSn- h> á las especies de residencias que constituyen un do- 

conSituvc» m ' c ^'° H 110 I )0r su naturaleza esponga á las partes á las 
uu do.nui- represalias. Puede suplirse esta falta por medio de los 
precedentes reunidos por los tribunales de presas ingleses, 
que si no pueden aplicarse con una justa severidad en el 
caso de los subditos neutros, no sucederá otro tanto en 
la aplicación que se baga al caso de subditos ingleses re- 
sidentes en el pais del enemigo al comenzar las hostili- 
dades. 

En el tribunal de apelación de los lores, sobre causas 
de presas en el caso de la que se hizo del San Eustaquio 
por el almirante Rodney y fallada en 1 785 por lord Cam- 
den, se decretó que "si un hombre fuese á un pais es- 
tranjero con objeto de visitarlo ó hacer un viaje para su 
salud, ó para terminar un negocio particular ú otra cosa 
semejante, seria un rigor embargarle sus bienes; pero una 
residencia que no fuera acompañada de estas circunstan- 
cias, no deberia considerarse sino como una residencia per- 
manente." Aplicando esta ley á los estranjeros residentes 
en el caso del San Eustaquio, decia "que bajo todos aspec- 
tos debían considerarse como subditos residentes: sus per- 
sonas, su modo de vivir, su industria, estaban empleadas 
en beneficio del Estado, bajo cuya protección vivían; y que 
si la guerra estallase y ellos continuaban, deberían pagar 
en proporción las contribuciones, impuestos y cualesquie- 
ra otras cosas, lo mismo que los subditos nacidos allí, y 
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estaba fuera de duda que deberían ser contados en el nú- 
mero de estos últimos (4)." 

"El tiempo, dice Sir AV. Scott, es el gran elemento 
que constituye el domicilio. En la mayor parte de los 
casos es inevitablemente concluyenlc. Se dice con fre- 
cuencia que si una persona viene solo por un negocio 
particular esto negocio no constituye su domicilio. Es 
necesario no tomar esta medida sin restricción, y sin 
considerar el tiempo que cada negocio pueda demandar: 
porque si este es de tal naturaleza que puede detener, 
probablemente ó casi con seguridad á la persona por mu- 
cho tiempo, podrá resultar de ahí una residencia general 
de este negocio especial. Un negocio especial puede 
conducir á un hombre á un país y hacerlo que perma- 
nezca allí toda su vida. Gonlra una residencia tan dila- 
tada no se puede invocar la escepcion de un negocio es- 
pecial en su origen. Debe deducirse de un caso seme- 
jante, que forzosamente se le presentarían otros negocios 
que mezclados con su deslino originario le imprimirían 
el carácter del pais donde residiese. Suponiendo que un 
hombre viene á un pais beligerante al momento ó antes 
de comenzar la guerra, es ciertamente- racional no supo- 
nerle desde luego un carácter adquirido, privándole del 
tiempo que se necesita para su desarrollo; poro si conti- 
núa allí durante una gran paite de la guerra y contribu- 
ye con el pago de contribuciones y otros medios para au- 
mentar la fuerza del pais, no podrá alegar su negocio es- 
pecial con algún resultado, contra los derechos de las 
hostilidades. Si pudiese hacerlo ya no habría defensa 
suficiente contra los fraudes y abusos de una residencia 
dilatada obtenida por negocios fingidos, reservados y úni- 

(1) rroeecimiUíitos do los cónsules, si ejun «.•! tratado «le 1704 cii tre h 
Gran- Bretaña y loa Kftados- Unidos. Oji'mion de M. W. Pinkri<y en cicas» 
del Betscy 
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eos en su origen. Si pudiera oponerse una escepcion 
por tales medios, ya no habría una regla que pudiera fi- 
jar el tiempo á prior i, y es necesario que haya dieha re- 
gla. Como prueba de la eficacia sola del tiempo, nada se- 
ria menos á propósito para fijarlo que la misma cantidad 
de negocios, los que no podian establecer un domicilio 
sino en un período mucho mas dilatado, no obstante que 
para conseguir este efecto se distribuyesen en un largo 
espacio de tiempo. Esta materia debe tomarse en pro- 
porción del tiempo y de las ocupaciones que tengan una 
gran preponderancia sobre él: cualquiera que sea la ocu- 
pación, no podrá hacerse, con pocas escepciones, en un 
tiempo que no constituya el domicilio (1). 

En el caso del Gefe indiano decidido en 1800, M. 
Johnson, ciudadano de los Estados-Unidos, domiciliado en 
Inglaterra, estaba comprometido en una empresa comer- 
cial en las ludias orientales inglesas; comercio prohibido 
á los subditos ingleses, pero permitido á los ciudadanos 
americanos, en virtud del tratado de comercio de 1 794 
entre los Estados-Unidos y la Gran- Bretaña. 

El buque luego que llegó al puerto de Inglaterra al 
retorno de su viaje, fué secuestrado por haber hecho un 
comercio ilícito. Habiéndose declarado que M. Johnson 
al separarse de Inglaterra ya no era subdito inglés al mo- 
mento de la aprehensión, se decretó la restitución del bu- 
que. Al dar su juicio Sir W. Scolt sobre este caso, di- 
ce: "que era claro que el carácter nacional de M. John- 
son como comerciante inglés, no estaba fundado mas que 
en la residencia, que habia sido adquirido por ella y no 
descansaba mas que en esta sola circunstancia, Se pue- 
de, pues, considerar que desde el momento en que habia 
dejado el pais de su residencia para volver á su pais na- 
tal tomaba su carácter primitivo, y debia considerársele 

<1) Robinwm's Admiralty Reports, vol. IT, p. 324. L. Harmony. 
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como americano. El carácter obtenido por la residencia 
cesa por la falta de ella, y no puede estar unido por mas 
tiempo al individuo cuando se ha movido bona fide para 
abandonar el país sine animo revertendi (1). 

El carácter nacional adquirido por el nacimiento se 
recobra fácilmente: se exigen menos circunstancias para °¡»brarei 
constituir el domicilio en el caso de un subdito de nací- ¡¡¡J^ 
miento que para imprimir el carácter nacional á un in- primitivo, 
dividuo originario de otro pais. Así fué que un francés, 
que habia residido por mucho tiempo en los Estados- Uni- 
dos, y que probablemente estaba naturalizado allí, aunque 
regresó á Santo Domingo y tomó un cargamento de pro- 
ductos de esta isla para llevarlo á Francia su propiedad 
fué condenada por la Alta corte de almirantazgo (2). 

Para el caso de M. Dulilth el reclamante se refería al 
del Ge fe Indiano que habia obtenido restitución, no obs- 
tante que residia en el pais del enemigo al momento del 
viaje. Mas Sir C. Robinson refiere una decisión de los 
lores en 1800, por la cual diferentes partes de la pro- 
piedad de M. Dulilth fueron condenadas y otras restitui- 
das, según las circunstancias de su residencia al tiempo 
de la aprehensión. Esta decisión es mas particularmen- 
te referida por M. John Nicholl en el caso del Harmony 
cuestionado ante los lores el 7 de Julio de 1803. "El 
caso de M. Dutilth viene en apoyo del presente. El lle- 
gó á Europa á fines de Julio de 1793, en una época en 
que habia grande alarma en cuanto al estado del comer- 
cio. Habia estado en Holanda, cuando esta potencia era 
no solo amiga sino aliada de este pais, y permaneció allí 
hasta la entrada de los franceses. Todo el tiempo que 

(1) Ibid, vol. III, p. 12, The Iridian Chief. 

(2) Robinson's Admiralty Rtporl», vol. V, p. 96. La Virginie. La mis- 
ma regla se lia adoptado también en la l*y de prTsas de Francia (Code dea 
prises, t. I, p. 92, 139, 303), y por los tribunales da presas de América. 
Wheaton,*» Reporta^ toI. II, p. 76. La Dos Hermanos. 

T. I.— 44. 
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permaneció en ese punto estuvo sin establecimiento algu- 
no: no tenia ninguna casa «le comercio, ningún contrato 
con los almacenistas: se ocupaba en emplear en mercan- 
cías y vender las que le mandaban en comisión. A la 
entrada de los franceses en Holanda se informó de lo que 
haria en aquellas circunstancias, habiendo permanecido 
en este país á causa del estado dudoso del crédito comer- 
cial que afectaba no solamente á las casas holandesas y 
americanas, sino también á las inglesas que estaban pen- 
dientes de dicho crédito en ese pais. En 17í)4-, cuando 
los franceses se retiraron de allí, M. Dutillh se dirigió al 
ministro americano en Holanda, i\L Adams, quien le acon- 
sejó permaneciese hasta que pudiera conseguir su pasa- 
porte. De laclo permaneció hasta el fin de la guerra, y 
habiendo arreglado sus negocios se volvió á América. 
Una parte de sus bienes fué aprehendida antes de su ar- 
ribo. La que se le aprehendió antes de que volviese le 
fué devuelta (the american, Adm. 1790). Mas la parte 
que se le aprehendió perteneciente al tiempo que estuvo 
en Holanda, fué condenada porque estuvo allí al tiempo 
de la aprehensión" (1). (The Uamribal and Pumuna, 
Lords 1800). 

El caso de la Diana, decidido por Sir \Y. Scolt en 
1803, da también una plena instrucción sobre este pun- 
to. Durante la guerra que comenzó en 4 71)5 entre la 
(iran-Bietaña v la Holanda, la colonia de Demerara se 
rindió á los ingleses, y por el tratado de Amiens se res- 
tituyó á los holandeses. Este tratado contiene un artí- 
culo que concedia á los habitantes de cualquier pais un 
término de tres años contados desde la publicación del 
tratado, para disponer de sus bienes, adquiridos antes ó 
durante la guerra, en cuyo téimino tenían el libre ¿»oce de 
sus propiedades.. Antes de la declaración de guerra con- 



( 1 ) W beatón'» R< poi ts, vul. II, p. 56, note. 
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tra la Holanda en 1803, la Diana y otros muchos bu- 
ques cargados con productos coloniales, fueron aprehen- 
didos en un viaje de Demerara á Holanda. Inmediata- 
mente después de la declaración y antes de que espirasen 
los tres años concedidos por el tratado de Amicns, Deme- 
rara estuvo en poder de la Gran-Bretaña. Las reclama- 
ciones de las propiedades aprehendidas fueron interpues- 
tas por los subditos ingleses originarios; de estos unos 
estaban establecidos en la colonia al momento que es- 
ta pasó al poder de la Gran-Bretaña, y otros antes 
de este acontecimiento. La causa se alistó al momento 
que la colonia volvió á ser inglesa. 

Sir W. Scott decretó la restitución á aquellos subdi- 
tos ingleses que estuvieron establecidos en la colcnia du- 
rante la posesión inglesa, y condenó la propiedad de los 
que estaban allí establecidos antes .de esta época. Sos- 
tiene que los primeros al establecerse en Demerara, 
cuando esta colonia perteneció á la Inglaterra, debia pre- 
sumirse que tenían la intención de separarse de allí si 
dicha colonia pasaba á una potencia estranjera, y esta 
presunción, reconocida por el tratado, los relevaba de la 
necesidad de probar su intención. Creyó racional admi- 
tirles sus reclamaciones por el jus postliminii, y sostener 
el derecho que tienen los subditos ingleses para pretender 
esta protección. Mas él dice claramente, que u el estableci- 
miento reciente de nada servilla si no se demostraba por la 
parte interesada la intención de permanecer allí. El 
caso de M. Whitehill establece plenamente este punto. 
El habia llegado á San Eustaquio uno ó dos dias antes 
que el almirante Rodney y las fuerzas inglesas; pero se 
probó que habia ido allí con objeto de establecerse y su 
propiedad fué condenada. Ved aquí como la fecha re- 
ciente seria ineficaz. 

Pero la propiedad de los que estaban establecidos en 
Demerara, antes de que esta colonia cayese en poder de 
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la Gran-Bretaña fué condenada; .porque no creyendo ello» 
que esa posesión pudiera caer en poder de los inglese», 
no puede suponerse, dice, que abandonaron su residencia 
tan luego como faltase esta circunstancia . Habían pa- 
sado ya con indiferencia de una soberanía á otra, y si pu- 
diera suponerse que trataban de unirse nuevamente con 
este pais, debian haberlo hecho en circunstancias que no 
pudieran afectar en nada su intención de permanecer allí. 
En cuanto á las personas establecidas en la colonia antes 
de que la poseyese la Inglaterra, me inclino á decir que 
deberían considerarse lo mismo que á las que residían en 
Amsterdam. Sin embargo, si entre ellas hubiese algunas 
que realmente se hubiesen separado, y cuyo hecho ade- 
mas pudiera ser plenamente comprobado, sus bienes, ei> 
este caso deberían devolvérseles. En suma, lo que quie- 
ro decir es que debia .haber una intención manifiesta para 
volver, por parte de aquellos que estaban allí establecidos 
antes de la posesión inglesa, puesto que la presunción no 
estaba á su favor" (1 .) 
Caaos de El caso del Océano decidido en 1804, era relativo a 
quedan unos subditos ingleses establecidos en los Estados estran- 
fi pa¡« del jeros en tiempo de paz, y que tomaron medidas violentas 

c titímico di — , , 

comenzar para separarse al comenzar las hostilidades. Parece que 
ia guerra. e | q ue aclamaba era un socio de una casa holandesa, pero 

que habia tornado algunas medidas para disolver la- com- 
pañía, y que no pudo retirarse ya de allí por la detención 
violenta que sufrieron los subditos ingleses que se halla- 
ban en el territorio del enemigo al comenzar la guerra. 
Sobre esto dice Sir W. Scott. "A mi entender seria 
avanzar mas de lo que las leyes exigen, el juzgar á esta 
persona por su primera ocupación y por su residencia 
forzada en Francia, sin admitir el que se hubiese podido 
libertar del efecto de las hostilidades subsecuentes por 

(l) Robinson's Admirally Reporté, vol. V, p. 60. La Diana. 
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ios medios que había empleado para retirarse. Estoy 
dispuesto á concederle la restitución, probada que sea su- 
ficientemente ser suya la propiedad que reclama (1)'." 

En una nota sobre este punto, Sir C Robínson, dice: 
que la situación de los subditos ingleses que querian ale- 
jarse del pais enemigo al comenzar la guerra, pero que 
no pudieron verificarlo por haber sobrevenido repentina- 
mente las hostilidades y quedar por lo tanto imposibilita- 
dos para dictar prontamente medidas que les proporcio- 
naran los medios de obtenerla restitución, son casos que 
frecuentemente presentan dificultades considerables en el 
tribunal de presas. El aconseja á las personas que se 
encuentran en situación semejante, que para partir se di* 
rijan al gobierno con el fin de obtener un pasaporte es- 
pecial, mas bien que confiar sus propiedades á los efec- 
tos de una simple intención de marchar; intención que 
muchas veces puede parecer dudosa según las circuns- 
tancias que hayan impedido ejecutarla. Y Sir W. Scott 
observa en el caso del Dree Gcbr&ders, que "la inten- 
ción de retirarse de los países debe considerarse en todo 
tiempo con mucho cuidado; pero cuando el tránsito 
parece haber sido hecho con este objeto bona fide } y no 
con el de salvar la propiedad de los accidentes á que por 
la guerra quedó espuesto algún pais, tales casos deben 
ser tratados con alguna indulgencia." Mas en otro en que 
se hizo por el tribunal una concesión semejante á una 
propiedad inglesa, en virtud de circunstancias particula- 
res, dice: que el decreto de restitución en este caso par- 
ticular, en nada destruye la necesidad de obtener un per- 
miso cada vez que la propiedad deba separarse del pais 
del enemigo (2). 

Los mismos principios en cuanto á los efectos del do- ¿^"¿J" 

(1) Ibíd. vol. V, p. 91. 

(2) Robinson's Admiralty Reports, vol. IV, p. 234; vol. V. p. 141. The 
Juffrouo Catharina. 
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nale* ame- micilio ó de la residencia comercial en el pais del enemi- 
go, se han adoptado pop los tribunales de presas de los 
Estados-Unidos, durante la última guerra con la Gran- 
Brelaña. La regla se aplicó á los subditos ingleses emi- 
grados á los lutados- Unidos mucho tiempo antes de la 
guerra y que se habían hecho ciudadanos de allí según 
las levos de la Union; así como también á sus ciudadanos 
residentes en la Gran-Bretaña al momento de la declara- 
ción. Los ciudadanos naturalizados de que trata, habían 
vuelto á su pais mucho antes de la declaración de guerra, 
ó establecido su domicilio y entablado su comercio al 
momento en que los cargamentos en cuestión fueron 
aprehendidos. Las mercancías las habían embarcado an- 
tes de que tuviesen noticia de la guerra. Al momento 
de la aprehensión uno de los reclamantes estaba todavia 
en el pais del enemigo; mas luego que lo supo manifes- 
tó el mas vivo deseo para volver á los Estados-Unidos, 
•lo que no pudo verificar por diferentes causas consigna- 
das en su declaración. Otro vino poco tiempo después 
de la aprehensión; y el último permaneció aun en el pais 
del eneíhigo. Al pronunciar su fallo la suprema corte 
decretó, que allí no habia disputa sobre los hechos sipo 
únicamente sobre el domicilio de los reclamantes, y que 
las cuestiones de derecho que habia que examinar eran 
las dos siguientes: 1. a Por qué medio y hasta qué 
punto puede imprimirse sobre una persona un carácter 
nacional diferente de aquel que le da una obediencia per- 
manente al Estado? 2. a ¿Cuáles son las consecuencias le- 
gales á que pueda esponer su carácter adquirido al adveni- 
miento de una guerra que sobreviene entre el pais de su 
residencia y el de su nacimiento, ó el de aquel en que esté 
naturalizado? Sobre la primera de estas cuestiones se 
refiere á las opiniones de los publicistas y á las decisio- 
nes de los tribunales de presas ingleses, ya citados. Pero 
añade que para decidir si una persona habia alcanzado el 
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drecho de un domicilio adquirido, dehia buscarse no sola- 
mente el testimonio de los escritores elementales del dere- 
cho de gentes, sino ocurrir también á otras fuentes. Fila no 
podia menos que apelar á los principios generales del de- 
recho, y como tribunal establecer las reglas para la apli- 
cación conveniente de estos principios. La cuestión so- 
bre si la persona para que se le juzgue obligada por el 
domicilio basta que se le conozca su intención de esta- . 
blecerse .permanentemente en un pais debe depender de 
todas las circunstancias del caso. Si ella no ba hecho 
una declaración espresa sobre esto, y se desea inquirir 
su intención secreta, es preciso observar sus hechos, en 
donde se encontrará do una manera evidente la realidad 
de sus intenciones. Sobre este punto la corte de Ingla- 
terra ha decidido que una persona que va á establecerse 
á un listado estranjero y toma parte en el comercio del 
pais, por estos actos demuestra evidentemente su inten- 
ción de permanecer allí, lo cual le imprime el carácter 
nacional <Jel Estado donde reside. En las cuestiones de 
esta naturaleza, á lo que debe atenderse es al a ni mus 
manendi, y los tribunales deben crear las reglas naciona- 
les de evidencia para poder aclarar la intención. Si él 
hubiese suficientemente probado que su intención al reti- 
rarse, era con el objeto de formar una residencia perma- 
nente ó por un tiempo indefinido, el derecho de domici- 
lio lo habría adquirido lo mismo que por una residencia 
de pocos dias. Esta era una de las reglas de los tribu- 
nales de presas ingleses, la que parecía perfectamente ra- 
cional. Otra regla era, que una persona neutra ó un 
sugeto residente en un pais estranjero, se presumía te- 
ner el ánimo de permanecer allí animo manendi; y si la 
guerra viene á poner su nacionalidad en cuestión, tiene 
lugar para esplicar las circunstancias de su residencia. 
En cuanto á las otras reglas de los tribunales de presas 
de Inglaterra, particularmente aquellas que establecen la 
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nacionalidad de una persona según la interpretación de su 
residencia ó la naturaleza particular de su comercio, la 
corte no tuvo que dar en esta época su opinión, puesto 
que en el caso presente se resolvió que los reclamantes 
habían adquirido un derecho de domicilio en Inglaterra 
en la época en que comenzó la guerra entre este país y 
los Estados-Unidos. 

La cuestión siguiente era esta: ¿cuales son las conse- 
cuencias en virtud de las que este domicilio adquirido 
pueda esponer á la persona que lo goza en caso de guerra, 
entre el gobierno del pais donde reside y aquel á quien 
debe una fidelidad permanente? Una persona neutra en 
esta situación que tomase parte en las hostilidades con la 
otra nación beligerante se le consideraría y trataría como 
enemigo. Pero no puede considerarse así á un ciudada- 
no de la otra nación beligerante, porque no podrá por 
ningún acto de hostilidad volverse enemigo de sí mismo 
estrictamente hablando, lo cual sucedería si faltase á la 
obediencia permanente que debe al Estado. Mas aunque 
él no pudiese ser considerado como un enemigo, en el 
sentido estricto de la palabra, se le juzga como tal por ha- 
ber comprometido sus propiedades en el comercio del ene- 
migo, con el cual está en relación por su residencia. Es- 
te comercio se considera como ligado al enemigo, luego él 
lo está también, aunque no criminalmente, á menos que 
no sea cómplice en las hostilidades contra su pais natal; 6 
también que rehuse volver á él cuando se le requiera para 
ello. La misma regla en cuanto á la propiedad compro- 
metida en el comercio del enemigo se aplica á las perso- 
nas neutras por la misma razón. La reciprocidad de esta 
regla se aplica inevitablemente al subdito de un Estado 
beligerante domiciliado en un pais neutro. Se considera 
como neutro para las dos partes beligerantes en lo relativo 
al comercio que sostiene con la nación beligerante contra- 
ria y con el resto del mundo. 
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Mas esta nacionalidad que un hombre adquiere por la 
residencia puede prescindir de ella para adquirir nueva- 
mente la de su pais natal, (V dejar la del país donde resi- 
de por ir á buscar otra. No puede disputarse la sabidu- 
ría de esta regla. El hombre que ha adquirido una vez 
un carácter nacional por la residencia en un pais eslran- 
jero debe estar obligado á todas las consecuencias hasta 
que se despoje de este carácter, sea para volver á su pais 
natal ó para separarse botm fule y sin intención de volver. 
Si sin ocurrir á la separación, no consiente alguna cosa 
que pueda cambiar el carácter de nacionalidad adqui- 
rida por la residencia, parece muy racional que su in- 
tención es de buena íe bona fule % y que no cabe duda so- 
bre la sinceridad de ella. No debe jamas descansarse solo 
sobre simples declaraciones de una intención semejante, 
cuando están contrariadas ó al menos puestas en duda 
por la continuación de la residencia que imprime ese ca- 
rácter. Ellas pueden haber sido hechas para engañar, ó 
si se hicieron con sinceridad puede ser que no hayan si- 
do jamas ejecutadas. Y aun la misma parte que las hace 
no debe estar ligada por ellas, porque puede encontrar ra- 
zones que Vi hagan cambiar su determinación y pedir per- 
miso para hacerlo. Mas cuando acompaña sus declara- 
ciones con actos indudables y que no pueden dejar de lle- 
varse á efecto, entonces se tiene el mayor grado de evi- 
dencia que pueda requerirse en el caso. ¿Xo seria mas 
conveniente que los tribunales de las naciones beligeran- 
tes rehusasen á toda persona el derecho de usar de un 
carácter equívoco, para dejarle escoger lo que conviniere 
mas á su negocio si su residencia fuese puesta en cues- 
tión? Si la propiedad de un individuo es aprehendida du- 
rante el comercio con el enemigo, ¿le será permitido li- 
brarse de la confiscación alegando que tenia ánimo de 
retirarse del pais del enemigo para volver al suyo; que 
por ser neutro puede muy bien hacerse allí el comercio 
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legal? Si la guerra existe entre el país de su residencia 
y su país natal y su propiedad fuese embargada por uno 
ii otro, ¿no podia decir en el* primer caso que era subdito 
del pais que lo habia aprehendido, y en el segundo que 
era subdito nativo del pais que lo habia capturado, puesto 
que habia manifestado la intención de volver á su pais na- 
tal, y de esta manera eludir los derechos de las dos na- 
ciones beligerantes? Es necesario, por lo tanto, tomar 
precauciones contra tales incompatibilidades y contra los 
fraudes de tales pretensiones; si ellas estuviesen toleradas, 
sancionarían la adopción de la regla mencionada. ¿Qué 
principio sano podría establecer la distinción entre una 
persona neutra y un subdito de una de las naciones beli- 
gerantes domiciliado en el pais de la otra al comenzar la 
guerra? La propiedad de cada uno de ellos que se en- 
cuentra comprometida en el comercio de su pais adoptivo, 
les pertenece antes de la guerra en su calidad de subdi- 
tos de este pais todo el tiempo que quieran mantener allí 
su domicilio; y cuando entre este pais y cualquiera otro 
se encienda una guerra, por la cual las dos naciones y to- 
dos sus subditos vienen á ser enemigos los unos de los 
otros, esta propiedad, que era antes de un amigo, perte- 
nece ahora á aquel que por razón de la misma propiedad 
ha venido á ser un enemigo. 

Esta doctrina de los tribunales de derecho común v de 
los tribunales de presas de Inglaterra está fundada, lo 
mismo que la doctrina mencionada en el primer capítulo, 
sobre el derecho internacional, y se estima como fuerte- 
mente apoyada en la razón y en la justicia. Se puede 
preguntar: ¿por qué la propiedad de los subditos enemigos 
no estará espuesta al derecho de represalias y de guerra, 
mientras que el propietario conserva su domicilio adqui- 
rido, ó, para hablar como Grocio, continúa con una resi- 
dencia perpetua en el pais del enemigo? Estando ligados 
antes de la guerra y durante ella, por su residencia, á la 
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sociedad de que son miembros, deben estar sometidos á 
las leyes del Estado y á la obediencia de éste. Están obli- 
gados á defenderlo (á escepcion del subdito que tal obliga- 
ción lo armaría contra su país natal), en recompensa de la 
protección que les ha acordado y los privilegios que las le- 
yes les conceden como subditos. La propiedad de tales 
personas, como la de los subditos nativos, debe conside- 
rarse como los bienes de la nación respecto de otros Esta- 
dos. Ella pertenece de cualquiera manera al Estado, por 
el derecho que éste tiene sobre los bienes de sus ciudada- 
nos, que forman parte de la suma total de sus riquezas y 
aumentan su poder (Vattel, liv. I, ch. XIV, g 182). "En 
las represalias, continúa el mismo autor, se ocupan los 
bienes de los subditos como se ocuparían los del Estado ó 
del soberano. Todo lo que pertenece á la nación está su- 
jeto á las represalias, escepto aquello que está confiado 
á la fé pública." Ahora, si una residencia permanente ha- 
ce del individuo un súbdito del pais donde esté esta- 
blecido todo el tiempo que permanece allí y somete su 
propiedad á las leyes de represalias, como que forma parte 
de la propiedad de la nación, será difícil sostener que las 
mismas consecuencias no tengan lugar en el caso de una 
guerra abierta y pública, ya sea entre el pais adoptivo y el 
pais natal de las personas así domiciliadas, ya sea entre 
el primero de estos países y cualquiera otra nación. Si 
la separación ó el principio de ella lona fule, pueden por sí 
solas cambiar una nacionalidad adquirida por el domicilio, 
y si este cambio puede también verificarse al tiempo de 
emprender el viaje ó al de aprehenderse la propiedad per- 
teneciente á una persona así domiciliada, en su carácter 
de súbdito, ¿qué habrá que impida ó pueda impedir el que 
se aprehenda por los cruceros del pais natal la propiedad 
de aquel que al momento de la aprehensión quiera conti- 
nuar residiendo en el pais beligerante adverso? 

Se dice que debería dejarse á un nativo ó á un súbdi- 
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to naturalizado en un pais, que fuera sorprendido, en el 
punto donde tuviese su domicilio por una declaración de 
guerra, el tiempo necesario para escoger entre continuar 
allí su residencia ó retirarse para el pais á quien debiese 
una fidelidad permanente, y que hasta tanto no hiciera 
esta elección su propiedad no debería ser aprehendida 
por los cruceros del último Estado. Esta doctrina .se en- 
contró mas bien poco fundada en rozón y en justicia que 
en derecho. En el primer caso está fundada sobre la pre- 
sunción de que la persona partiría con conocimiento, 
cuando antes no le era posible saber si podia ó no ha- 
cerlo. Se dice que la presunción debe tener lugar, por- 
que recibiendo así la noticia de la guerra, será un deber 
de esta persona volverse á su pais. Esta posición no fué 
admitida, porque esa persona estaba en el deber de no 
cometer actos de hostilidad contra su pais natal y de ir 
en su socorro aun cuando no hubiese sido llamada. No 
hay nación alguna imbuida en sentimientos de justicia, 
que á causa de los principios templados del derecho de 
genios, pretenda exigir de este individuo que tome las 
armas contra su país natal, ó le rehuse el permiso de re- 
tirarse cuando él quiera, si no es en virtud de circunstan- 
cias particulares (pie en un momento crítico pudieran por 
esta concesión pon'er en peligro la seguridad pública. El 
derecho de gentes convencional está conforme con estos 
principios. Y es muy común estipular en los tratados, 
que los subditos de cada parte podrán retirarse con su 
propiedad ó permanecer allí sin ser inquietados. Cuando 
se les deja en libertad de escoger por ellos mismos, y han 
hecho ya su elección, pueden reclamar el derecho de go- 
zar de ella en virtud del tratado. Pero hasta que no hagan 
esta elección, el primer carácter continúa sin cambiarse. 
Si la propiedad de un individuo se encuentra en plena 
mar empleada en el comercio de su patria adoptiva, y ob- 
tiene de los cruceros de la otra nación beligerante el per- 
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miso de pasar libremente, puesto que su dueño al tener 
noticia de la guerra, puede escoger el volverse á su pa- 
tria: ¿qué deberá hacerse si el propietario escoge perma- 
necer, donde está? Porque si esta propiedad es aprehen- 
dida y puesta inmediatamente en juicio, debe esperare, 
según la doctrina citada, á que el interesado haga la elec- 
ción y se tenga noticia de ella. En fin, en el punto en 
cuestión se aplicaría la doctrina según las circunstancias 
del que reclamase el beneficio, de manera que siempre 
ganaría y nunca perdería nada. Si el propietario, después 
de hecha la aprehensión, juzga que le conviene mas per- 
manecer donde está domiciliado, su propiedad embarcada 
antes de que él hiciese la elección, quedará sana y salva; 
y si encuentra razones que le decidan á volver á su pais, 
con mucho mas motivo su propiedad quedará sana y sal- 
va. Ya sea que él se quede ó se vuelva su propiedad 
siempre estará segura. La doctrina que produce conse- 
cuencias tan contradiclorias no solo no está sostenida por 
ninguna autoridad, sino que violarii de una manera po- 
sitiva los principios establecidos mucho tiempo ha en los 
tribunales de presas de Inglaterra; principios que, sin 
fuertes razones que los hiciesen inaplicables en América, 
no deberían ser desechados por la corte. La regla era, 
pues, que el carácter del propietario durante la guerra no 
podia cambiarse in tramitu por ningún acto de la parte, 
posterior á la aprehensión. La misma regla podia esten- 
derse mas: en cuanto á su justicia, seria inútil hablar res- 
pecto de su mayor estension; pero podría afirmarse segu- 
ramente que el cambio no podía ni debía verificarse por 
la elección del propietario, manifestada con posterioridad 
á la captura, y mucho menos todavía después que hubie- 
se tenido conocimiento de ella por las razones siguientes: 
la captura estaba ya hecha y era conocida. Se permite al 
propietario deliberar si tiene intención de permanecer en 
su pais adoptivo ó en el natal. Si la captura fué hecha 
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por el primero, él haria por hacerse subdito de este país; 
y si fué hecha por el último, querría serlo de éste: una 
situación tao privilegiada ¿podia admitirse por las dos 
parles beligerantes? ¿Podría ser bueno el sistema legal 
qde concediese al individuo adherirse á una de las partes 
beligerantes y aun dejar á su arbitrio el que aumentase 
ó disminuyese la riqueza en una situación tan anómala, 
que podría considerarse como revestida de los privilegios 
de un neutro entre ambas partes beligerantes? Esta idea 
sobre el estado temporal de neutralidad impreso á un sub- 
dito de cualquiera de las partes beligerantes, y la exen- 
ción que resulta de que su propiedad no pueda ser apre- 
hendida ni por una ni por otra parte hasta que no haya 
tenido conocimiento de la guerra y hecho su elección, ha 
sido siempre una teoría nueva, y parece, según el argu- 
mento de la corte, que debe su origen á un rigor supues- 
to á que la espondria la doctrina contraria. Mas si las 
razones empleadas por ese subdito eran buenas, semejan- 
te rigor no podia existir, porque si antes de hacer su elec- 
ción, su propiedad que se halla en el Océano está su- 
jeta á ser aprehendida por los cruceros de su país natal 
abandonado por él, ella no solo está exenta de ser apre- 
hendida por los de su pais adoptivo, sino que también se 
halla bajo su protección. El privilegio se supone igual 
en cuanto á las desventajas, y por consiguiente es justo. 
El doble privilegio reclamado es bastante irracional para 
que pueda concederse (i). 
k ib. El carácter nacional de los negociantes residentes en 
«Sen- Europa y en América se deriva de el del pais que habi- 

r^vaíte 1 ten ' ^ n ^ as I )artes °" en l a ^ es del mondo, los europeos 
que trafican bajo el abrigo y protección de las factorías 
que se han fundado allí toman su carácter nacional de 
la asociación bajo la cual viven y hacen su comercio; esta 

(1 ) Cranch's Rtports, vol. VIII, p. 277 The Venus.— Wluaton's Reporta, 
vol. I. p. 54, The Mary ond Susan. 
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distinción nace de la naturaleza y costumbres del pais 
En las partes occidentales del mundo, los comerciantes 
estranjeros se mezclan en sociedad con los del país. Su 
ingreso y mezcla les son permitidos; ellos están incorpo- 
rados en toda su estension. Mas en* el Este mucho tiem- 
po ha se ha conservado un carácter distinto y sin mez- 
cla; los estranjeros no están admitidos en el cuerpo y masa 
de la nación: ellos permanecen estranjeros como lo fueron 
sus padres. Respecto á los establecimientos en Turquía, 
los tribunales ingleses de presas, durante la guerra con Ho- 
landa, declararon que un comerciante que conducía unas 
mercancías á Esmirna, bajo la protección del consulado 
holandés, debian considerarse como holandesas, y su pro- 
pietario á perderlas como si fueran del enemigo. En Chi- 
na, y generalmente por todo el Oriente, las personas ad- 
mitidas en una factoría no se reconocen bajo su nacio- 
nalidad particular, ni tienen permiso para tomar el carác- 
ter nacional del pais, sino que se consideran solo con el 
de la asociación ó factoría. 

Pero 'estos principios no se consideran aplicables á los 
vastos territorios ocupados por los ingleses en el Indos- 
tan, porque como ha observado Sir \V. Scott, "aunque la 
soberanía del Mogol avance de tiempo en tiempo para los 
negocios políticos, esta soberanía no es otra cosa que una 
quimera, que en nada tiene que ver con los reglamentos 
de estos establecimientos. La Gran-ilrelaña ejerce el po- 
der de declarar la guerra y la paz, lo cual es la prueba 
mayor de su soberanía actual, y si la alta y celeste sobe- 
ranía del Gran-Mogol desciende alguna vez de las nubes, 
como sucede por razones de política, ella no se mezcla en 
manera alguna con la autoridad actual, que la Inglaterra 
y la compañía de las Indias orientales, creada allí, ejercen 
con toda plenitud. Los comerciantes residentes en aquel 
lugar se consideran como subditos ingleses" (1). 

(I) ItobiDson'ts Admiraltrj Reporls y vol III, p. 12. The Indian Chief. 
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a. 19. En general la nacionalidad de una persona neutra ó 
^ntTcb tn" enemiga se determina por su domicilio. Pero la pro- 
ii j»a¡s dti piedad de una persona puede ad(juirir un carácter hostil 
Luemigo. j nc j C p Cni jj en [ emen ^ e ( j e i carácter nacional de ella, y que se 

deriva do su residencia. Así es que la propiedad de una 
casa de comercio establecida en el pais del enemigo se 
considera susceptible de captura y de ser condenada co- 
mo presa. Esta regla no se aplica á un caso que tenga 
lugar al comenzar la guerra, con relación á las persona» 
que durante la paz liabian ordinariamente mantenido un 
comercio en el pais del enemigo sin residir allí, y que 
por consiguiente pueden suspenderlo en tiempo oportu- 
no. Pero si una persona entra en una casa de comer- 
cio en el pais del enemigo, ó continúa sus relaciones du- 
rante la guerra, ella no puede ponerse á cubierto por la 
simple residencia en un pais neutro (i). 
$.20. La reciprocidad de esta regla de los tribunales ingle- 
ReciproM- scs ¿ G presas, que ha sido adoptada también por los de 

dadde.arc- , . 1 1 . 1 • ? 

gia adopta- America, no se esliendo al caso de un comerciante resi- 

•em*jant^ s . dente cn I )íUS enemigo y °í ue tenga parte en una casa de 
comercio en un pais neutro. Su residencia en el pais 
neutro no protegerá tampoco la pai te que tenga en la casa 
situada en el del enemigo, aunque su residencia en él 
condenará á su parte cn una casa establecida en pais 
neutro. Es imposible no ver en esta falla de reciproci- 
dad fuertes signos de parcialidad por los intereses de 
aquellos que hacen las aprehensiones, parcialidad que es 
casi inseparable de un código de presas creado por una 
legislación judicial en un pais beligerante, y propia para 
aumentar los esfuerzos marítimos (2). 

(1) Robinsnn'» Admiraliy Rrporls, vol. I, p. 1, The vigilantia. Vol. II, 
p. 255 TheSusa. Vol. III, p 41, The IWtland. Vol. V, p. 2, 97, The Jon- 
ge Cl;is*hia. — Whiatou's Repurl», vol. I, p. 159, The Autonia Johauua. 
Vol. IV, p. 105.Tlic I ncn.líclK.ft. 

(2) M. Chief Jusiice Murshall, Cr»nch'a Rrprrrta, Yol. VIII, p. 253, Th« 
Venua. 
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«pemigo deben considerarse corno una propiedad nos- ¿ c \ temto- 
til en cuanto que pertenecen al propietario del suelo. rio enemU 

, . r , po, consi- 

cualquiera que sea su carácter nacional en cuanto a durados co. 
otros puntos, y cualquiera que sea también el lugar de "^nj 1 ^ 
su residencia. que pertc- 

Esta regla de los tribunales de presas ingleses, Fué pTopTetart 
adoptada por la corle suprema de los Estados-Unidos du- dcit«rreno, 
rante la guerra con la Gran-Bretaña en el caso siguiente, que sea su 
La isla de Santa Cruz, que pertenecía al rey de Dinamar- j"j C v^ a j 0 ". 
ca, fué sometida durante la última guerra por las armas ni¡ci'iioj>er- 
de S. M. B. Adrián Benjamín Bentzon, oficial del gobier- 
no danés y propietario de terrenos en esta isla, se separó 
de allí cuando ella se rindió, y después se fué á residir á 
Dinamarca. La propiedad de los babitantes estaba ase- 
gurada por la capitulación, y él conservaba la suya bajo 
la dirección de un administrador, quien embarcó treinta 
barriles de azúcar á bordo de un buque inirles, v los man- 
dó á una casa de comercio de Lóndres por cuenta y ries- 
go del propietario. Durante su viaje el buque fué cap- 
turado por un corsario americano y puesto en tela de 
juicio. La azúcar fué condenada como presa de guerra 
por el tribunal inferior, y la sentencia se confirmó en gra- 
do de apelación por la corte suprema. 

Esta al pronunciar su fallo dijo: que ¿e habían susci- 
tado algunas dudas sobre si la isla de Santa Cruz, que 
estaba en poder de la Gran-Bretaña, podria verdadera- 
mente considerarse como posesión inglesa; pero que esa 
duda carecía de fundamento. Aunque las adquisiciones 
■hechas durante la guerra no se consideraban como per- 
manentes hasta tanto no se confirmaban por tratados, no 
obstante, todo asunto de comercio ó de guerra se consi- 
deraba como que dependía del dominio de la nación con- 
quistadora mientras que ella retenia la posesión y el go- 
bierno. La isla de Santa Cruz, después de la capitula- 

T. I.-46 



Digitized by Google 



352^ PRINCIPIO DE LA GUERRA 

cion, permaneció en poder de los ingleses hasta que Je 
fué devuelta á Dinamarca. 

Que en el caso presente sé trataba de saber si el pro- 
ducto de un plantío de esta isla, embarcado por el mis- 
mo propietario, que era danés y residia en Dinamarca, 
deberia considerarse como ingles, y por lo tanto su pro- 
piedad debia pertenecer al enemigo. 

Al argüir sobre esta cuestión el reclamante hahia pro- 
puesto dos puntos. A bordo, deoia él, el caso no debe 
estar comprendido en la regla aplicable á los cargamentos 
que vienen de un pais enemigo, como lo han espuesto 
los tribunales ingleses de almirantazgo: ademas, esta re- 
gla no ha sido justamente establecida por estos tribuna- 
les, por consiguiente no será adoptada por los de los Es- 
tados-Unidos. 

i .° ¿La regla sentada por los tribunales ingleses de 
almirantazgo abrogará este caso? La corte cree que el 
del Fénix era precisamente idéntico. En este caso un 
buque fué aprehendido en su viaje de Surinam á Holanda, 
y una parte del cargamento fué reclamada por personas 
residentes en Alemania, pais neutro puesto que se trataba 
de sus establecimientos en Surinam. Los que babian he- 
cho la aprehensión consideraban la ley como enteramente 
aplicable al caso; y los que la reclamaban, aunque conocían 
la justicia sobre este punto, querían poner la.cucstion fue- 
ra de la regla general y colocarla bajo la protección del 
tratado de Amiens. Al pronunciar su fallo Sir \Y. Scbit, 
espono de esta manera la regla general: "Ciertamente 
nada habrá mas decidido ni mas declarado que el princi- 
pio de este tribunal y el de la corte suprema, sobre este 
punto importante, de que la ley establece que la posesión 
del suelo imprime al propietario la nacionalidad del pais, 
cuando se trate del trasporte de sus frutos á otro Estado, 
cualquiera que sea el lugar de la residencia del propieta- 
rio. Lo cual ha sido tantas veces decidido, que no pue- 
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de ya ponerse á discusión; ni en el dia puede ya caber 
duda alguna sobre este punto de derecho" (1) 

Despees, en el caso del Vrow Atina Calharina, Sir W. 
Scott espone la regla y da la razón. "Está fuera de duda, 
dice, que hay ciertas transacciones tan esencial. y funda- 
mentalmente nacionales, que ellas imprimen un carácter 
nacional cun total independencia de la paz ó de la guer- 
ra y del lugar de la residencia de las partes. El producto 
de la siembra de una persona, hecha en la colonia del 
enemigo, aunque embarcada en tiempo de paz, puede con- 
siderarse como propiedad del enemigo, por la razón de 
que el propietario se ha incorporado á los intereses per- 
manentes de la nación, como tenedor del suelo, y que 
debe considerársele como que forma parte de este pais 
en esta transacción particular, independientemente de su 
residencia y de su ocupación personal" (2). 

Se sostiene que esta regla, emitida con tanta precisión, 
no comprende al reclamo hecho por M. Bentzon, puesto 
que él "no estaba unido á los intereses permanentes de la 
nación." Habia adquirido la propiedad cuando Santa Cruz 
era colonia danesa, y retirádose cuando habia pasado á 
poder de los ingleses. 

Esta distinción no pareció á la corte bien fundada. 
La identidad ó carácter nacional del propietario con la 
del suelo, en esta transacción particular, no está fundada 
sobre las disposiciones en virtud de las que ha adquirido 
el suelo, ó sobre su carácter general de nacionalidad. La 
adquisición de terrenos en Santa Cruz ligaba al reclaman- 
te por lo que hace á la suerte de estos terrenos y á la de 
la isla, cualquiera que fuese su destino. Cuando ella per- 
tenecía á Dinamarca, el producto del suelo, mientras que 
no fuese vendido ó enagenado, era, conforme á esta re- 

(1) Robinson's Admiralty Reporta, vol. V, p. 21 The Phoonix. 

(2) Robir.eon's Admiralty Reports, vo). V, p. 167, The Vrow Auna Ca- 
tharina. 
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gla propiedad danesa, cualquiera que fuese el carácter 
general de nacionalidad del propietario particular. Cuan- 
* do pasó al poder de los ingleses el suelo y sus^roduc- 
tos, mientras que no se vendían, eran ingleses. El ca- 
rácter comercial ó político de M. Bentzon, no podia, se- 
gún esta regla, afectar esta transacción particular. Aun- 
que estaba incorporado por lo que hace á su carácter ge- 
neral de nacionalidad á los intereses permanentes de Di- 
namarca, lo estaba también con relación á sus siembras 
de Santa Cruz á los intereses permanentes de esta isla, 
en la época que perteneció á los ingleses; y aunque como 
danés estaba en guerra con la Gran-Bretaña y era enemi- 
go de ella, como propietario en Santa Cruz sucedia todo 
lo contrario, puesto que podia embarcar .con toda seguri- 
dad sus productos para Inglaterra. 

2.° El caso, pues, está comprendido ciertamente en 
la regla establecida por los tribunales de presas ingleses. 
La cuestión siguiente es la de saber hasta qué punto esta 
regla seria adoptada en este pais. 

El derecho de gentes es la gran fuente de donde se de- 
rivan las reglas relativas á los derechos de los beligerantes 
y de los neutros, que son reconocidos por todos los Es- 
tados civilizados y comerciantes de la Europa y de la 
America. Este derecho es en parte no escrito y en par- 
te convencional. Para fijar el no escrito, diremos que es 
aquel que descansa en los grandes principios de la razón 
y de la justicia; pero como estos principios serian com- 
prendidos de diferentes maneras por las distintas naciones 
y según la diversidad de circunstancias, de aquí resulta 
que se les considere, en algunos casos, como establecidos 
y declarados permanentes por una serie de decisiones ju- 
diciales. Las decisiones de los tribunales de todos los 
países, en tanto que .están fundadas en una ley común á 
todos ellos, se admiten no como autoridad, sino como por 
consideración ó respeto. Las decisiones de los tribuna- 
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les de cada pais muestran cómo se comprende el derecho 
de gentes en un caso dado, y la regla que debe preva- 
lecer. <• 

Sin hacer comparaciones entre la equidad ó lealtad de 
las reglas estahlecidas en los tribunales de presas ingle- 
. ses y las adoptadas en los de las otras* naciones, hay cir- 
cunstancias á nuestro juicio que dan á estas reglas un . 
derecho que enteramente no podemos despreciar. Los 
Estados-Unidos, cuando formaban parte del imperio bri- 
tánico, tenian la misma ley de presas que Inglaterra; pero 
cuando se hicieron independientes adoptaron dicha ley en 
todo lo que era adecuado á sus circunstancias. Pero de 
esta relación entre los dos paises no se podia deducir que 
toda mala interpretación del derecho público, hecha por 
los tribunales ingleses, debería adoptarse mejor que las 
reglas recientes de otros paises. Mas cuando un caso pa- 
recia evidentemente que deberia decidirse según los an- 
tiguos principios, no se debían despreciar del todo, á 
menos que estos no fuesen racionales ó estuviesen fun- 
dados en una interpretación desechada por las otras na- 
ciones. 

Se ha dicho que la regla adoptada en el caso del Fé- 
nix era una regla reciente, puesto que solo se citaba co- 
mo autoridad un caso decidido por los lores comisarios en 
* 1 783; pero no se ha asegurado que dicho caso se haya 
resuelto contra la práctica y opiniones antiguas. La corte 
no veia, pues, que hubiese otros motivos para suponerla 
contraria á la regla de otras naciones en un caso seme- 
jante. 

La opinión de que la posesión del suelo liga de cual- 
quiera manera al propietario y á la propiedad solo en lo 
relativo al suelo, era una opinión que se había adoptado 
ciertamente de una manera muy estensiva; pero no por 
esto carecía de razón. La propiedad mueble debe seguir 
siempre á la persona; y su carácter, si se encuentra en el 
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Océano, debe depender del domicilio del propietario. Mas 
la lierra siempre está fija. , En cualquiera lugar, pues, 
que pueda residir el propietario, esta tierra es hostil ó 
amiga, según la condición del pais donde ella esté situa- 
da Esta no es uha alteración estravagante del princi- 
pio, porque esto no ofendería tanto el curso de las ideas 
humanas, como decir que el propietario, por lo que hace 
á sus intereses sobre esta tierra, participa de su carácter, 
y -que el producto de la propiedad, en cuanto á que el . 
propietario es el mismo, está sometida á las mismas fal- 
tas de capacidad ((). 
$ 22. De la misma manera y generalmente hablando, el ca- 
nldoaaUe rácter nacional de los buques depende de el del propic- 
ios buques, tario, determinado por su domicilio, escepto en circuns- 
tancias particulares. Mas si un buque navega bajo el pa- 
bellón y pasaporte de un pais estranjero, se le debe con- 
siderar como que lleva el carácter nacional de dicho pais, 
que forma parte de su marina, y que por todos aspectos 
puede considerársele como buque de ese pais; porque los 
buques tienen un carácter particular que se les imprime 
por la naturaleza especial de sus títulos, y del cual se les 
considera siempre revestidos para todas las relaciones de 
interés que las personas residentes en pais estranjero pue- 
dan tener con ellos. Mas cuando el cargamento es puesto 
á bordo, en tiempo de paz, y registrado como propiedad * 
estranjera, lo mismo que el buque, con el fin de hacer el 
contrabando, el viaje bajo el pabellón y pasaporte estran- 
jeros, no escluye de la pena de comiso al cargamento. 
Se hace una distinción entre el buque que se encuentra 
ligado por el carácter que se le ha impuesto por autori- 
dad del gobierno donde tiene todos sus títulos, y las mer- 
cancías cuyo carácter no depende de la autoridad del mis- 

(1) Craneh's Reporta, vol. IX, ?. 191-199. Treinta barriles de azúcar: 
Reclamante, Bentzon. 
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rao Estado. En tiempo de guerra puede ser necesario un 
principio mas estricto; pero cuando la transacción tiene lugar 
en tiempo de paz y sin temor de que haya guerra, el carga- 
mento no debe ser envuelto en la condenación del buque, 
que en estas circunstancias se considera como incorporado 
á la marina del país cuyo pabellón y pasaporte lleva (i). 

Hemos visto ya que ninguna relación comercial puede 4- 25 
haber legalmente entre los subditos de los Estados que se fioú ujo t- 1 
hallan en guerra, esceptoando únicamente el caso en que ¿J*™^ 
se obtenga un permiso especial de los gobiernos respec- %o. 
tivos. ('orno tales relaciones no pueden subsistir entre 
los subditos de los Estados beligerantes mas que por una 
licencia de sus respectivos gobiernos, es evidente que la 
del gobierno enemigo por si sola seria ilegal si no esta- 
ba autorizada por la del otro gobierno. Porque solo al 
soberano poder del Estado toca calificar las consideracio- 
nes políticas que deban tenerse presentes para conceder 
una escepcion semejante de las consecuencias ordinarias 
de la guerra. ■ Y esta licencia es aplicable no solo para 
las relaciones comerciales directas con el enemigo, sino 
también para hacer un viaje á un pais aliado de él, ó á un 
puerto neutro. En efecto, el acto mismo de agenciar y 
procurar una licencia del enemigo, es tener con é I una 
relación prohibida por las leyes de la guerra; y aun supo- 
niendo que se haya obtenido gratuitamente, debe presu- 
mirse que tiene por objeto especial servirse de los inte- 
reses del enemigo y aprovecharse de ellos para continuar 
la guerra, no teniendo los subditos del Estado beligerante 
derecho alguno para proporcionárselos, lo cual sucedería 
navegando con estos títulos de protección (2). 

(1) Robínson's Admiralty Reports, vol. I, p. 1, The Vigilan tia. Vol. V, 
p. 161, The Vrow Anna Catliariua.— Doüsod'b Admiralty Reporti, vol. I, 

p. 131, The Success. » 

(2) Cratich'» Reporta, vol. VIH, p. 181, The Julia. P. 203, The Aurora. 
— Wheaton's ReportB, vol. II, p. 143, The Aríadne. Vol. IV, p. 100, The 
Calcdonia. 



Digitized by Google 



CAPITULO H. 

DERECHOS DE LA GUERRA ENTRE ENEMIGOS. 



Derechos de la guerra contra un enemigo 1 

Límite de los derechos de la guerra contra la persona del enemigo. . . 'J 

Cambio de 1<» prisioneros de guerra 3 

Personas exentas de 1os actos de hostilidad 4 

Propiedad del enemigo: hasta que punto esté sujeta á captura y confis- 
cación 5 

Destrucción del territorio del enemigo: cuándo es legal? 6 

Distinción entre la propiedad particular tomada en la mar ó en tierra. 7 
Cuales pon las personas autorizadas para comprometer las hostilidades 

con el enemigo 8 

Capturas sin patentes de corso 9 

De los corsarios 10 

Título á la propiedad capturada durante la guerra 11 

Aprehensión y recobro 12 

Validez de las optaras marítimas, determinadas en los tribunales del pais 

de aquel que las ha hecho 13 

Jurisdicción de los tribunales de la parte que ha hecho la captura. ... 14 

Condenación por el tribunal consular residente en pais neutro 15 

Responsabilidad del gobierno del buque, que ha hecho la captura, por 

lod actos de «us buques comisionado», y por lo» de sus tribunales K» 

Títnlo á la propiedad mueble; como so transfiere durante la guerra. 

Sus poatliminii IT 

Buena fé con los enemigos 18 

Tregua ó armisticio 19 

Poder para concluir «n armisticio 30 

Período de su operación 21 

Reglas para la interpretación de los convenios y de las treguas 22 

Vuelta á las hostilidades á la espiración de la tregua 23 

Capitulaciones para la rendición de las tropas y de las fortaleza» 24 

Pasaportes, salvoconductos y licencias 25 

Licencia para comerciar con el enemigo 26 

Autoridad para nordar bis licemiw 27 

Rescate do la propiedad capturada 28 



Digitized by Googl 



CAPITULO II. 

DERECHOS DE LA GUERRA ENTRE ENEMIGOS. 



En general puede establecerse que los derechos de ia *• *• 
guerra en lo relativo al enemigo deben medirse por el jc^a guw* 
objeto de ella. Para llegar á este objeto las partes beli T ra contra 
gerantes, estrictamente hablando, tienen el derecho de go. 
emplear todos los medios posibles para conseguirlo. Se- 
gún hemos visto ya en el uso antiguo del mundo, y en 
la opinión de algunos publicistas modernos, no hay dis- 
tinción en cuanto á los medios que han de emplearse para 
este efecto: aun los jurisconsultos como Bynkershoek y 
Wolf, que .vivieron en los países mas civilizados de la 
Europa al principio del siglo XVIII, sostenían el principio 
de que todo lo que se hace contra el enemigo es legíti- 
mo, que puede destruírsele aunque esté desarmado é in- 
defenso, que puede emplearse contra él el fraude y todo 
género de engaños, y que el vencedor adquiere un de- 
recho ilimitado sobre la persona y bienes del vencido. 
Sin embargo., no eran esos los sentimientos ni la práctica 
de la Europa en la época en que estos autores escribie- 
ron, puesto que mucho antes Grocio había inculcado los 
principios mas dulces y mas humanos, que Vattel corro- 
boró en seguida y (pío se han adoptado por el consenti- 
miento unánime de tudos los publicistas actuales (1). 

(1) Bynkershoeek Quaestionum juria publici, lib. I, cap. I.-YVoífius, Jut 
gentium, § 878. — Grotiu», de Jure belli <tc pacis, lib. III, cap. IV., $ 5-7. — 
Vaikl, Droit des gen», lib. 111, cbap. VIH. 

T. I.— 47 
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V 2. El derecho natural no ha determinado con precisión 
iosdSíwhos nasta ^ P unto un individuo puede hacer uso de la. fuer- 
de laguer™ za sea para defenderse contra una ofensa v que se le ha 
pcreona^ei hecho, sea para obtener reparación cuando el agresor re- 
enemigo, huse dársela, sea para castigar al ofensor. Nosotros no 
hemos podido encontrar mas que la regla general de que 
al emplear la fuerza para este fin no se ha de hacer uso 
de ella sino en cuanto fuese necesaria. El mismo 
principio se aplica á la conducta de las naciones sobera- 
nas en el estado de independencia natural que tienen las 
unas respecto de las* otras. Ningún empleo de la fuerza 
es legal, si no es necesario. Un Estado beligerante no 
tiene, pues, el derecho de quitar la vida á los subditos del 
enemigo que pueda sujetar por otros medios. Aqueltas 
que están con las armas en la mano y que continúan ha- 
ciendo resistencia legalmente se les puede dar la muer- 
te; pero los habitantes del pais del enemigo que no están 
armados, ó que estándolo se someten y se rinden, no se 
les debe quitar la vida, porque su destrucción no es ne- 
cesaria para llegar al objeto justo de la guerra. Este 
objeto puede conseguirse haciendo prisioneros ásaquellos 
que son aprehendidos con las armas en las manos, \ú obli- 
garlos á dar una seguridad de que no las volverán á 
tomar contra el vencedor durante un tiempo limitado, ó 
durante la guerra. Dar muerte á los prisioneros no 
de ser un acto justificable, mas que en casos estremos\en 
que la resistencia por su parte ó por la de los que quie- 
ran libertarlos haga imposible su custodia. La razonj y 
la opinión general de común acuerdo demuestran que »o- 
lo la necesidad imperiosa puede justificar un acto semle- 
jante (1). y 
o M- Según las leyes de la guerra usadas aun en las naciej- 
Jospriíione.nes salvajes, los prisioneros de guerra son condenados ía 

(1) Rutherforth'a, b. II, chap. IX, $ 15. 
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muerte. Entre las naciones mas civilizadas de la anti- n»degwr- 
güedad este uso se fué reemplazando gradualmente con 
el de volverlos esclavos. A esta costumbre se siguió la 
del rescate, que continuó en uso durante la edad media. 
El actual de cambiar los prisioneros no fué sólidamente 
establecido en Europa sino hasta el siglo XVII. ActuaU 
mente este uso no es obligatorio entre las naciones que 
prefieren insistir sobre el rescate de los prisioneros toma- 
dos por ellas, ó dejar á sus conciudadanos entre las ma- 
nos del enemigo basta el fin de la guerra. Los carteles 
de cambio de prisioneros de guerra se arreglan por con- 
venio especial entre los Estados beligerantes, según sus 
intereses respectivos ó sus miras políticas. Alguna vez 
se permite á los prisioneros de guerra por capitulación el 
volver á su pais, bajo la condición de no volver á servir 
durante dicha guerra, ó hasta que no sean debidamente 
cangeados. Los oficiales frecuentemente quedan libres 
bajo la misma condición sobre su palabra de honor. La 
buena í'é y la humanidad deben presidir á la ejecución 
de estos convenios que tienen por objeto mitigar los ma- 
les de la guerra sin destruir su objeto legítimo. Según 
el uso moderno de las naciones, los comisarios tienen el 

• 

permiso de residir en cada uno de los países beligerantes 
para poner en ejecución los arreglos necesarios á este 
efecto. La falta de buena fé en estas transacciones no 
puede castigarse mas que con rehusar á la parte culpa- 
ble de una violación semejante las ventajas estipula- 
das por el cartel; ó en el caso, que bien puede suponer- 
se, de que se ponga al abrigo de este recurso, entonces 
ejerciendo las represalias ó retorsiones de hecho (1). 

(1) Groiiuf», de Jure helli ac pacis, lib. III. cap. VII, $ 8-0; cap. XI-$ 
9-13. Vattel, Droit dea gene, lib. III, chap. VIH, $ 153 — Robinsoifs Ad- 
miralty Reports, vol. IU, note, apjen'lix. A. Correspondencia entre M. 
Otto, comisario trances de prisioneros en Inglaterra y el buque de transporte 
ingles, 1801. Annual Regitter, vol. LXIV, p. 203 (State Paper»).— 
Wheaton, Histoire du droit dos geus, p. 162-164. 
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M Todos los miembros del Estado enemigo pueden le- 
rxeatMde ^' mcn ^° ser tratados como tales en una guerra pública, 
ios actos Mas de aquí no se sigue que todos los enemigos deban 

.Ichostili- .111- A 111 

«huí. ser tratados de la misma manera. Aunque pueda legal- 
mente destruirse á algunos de ellos, de aquí no se sigue 
sin embargo, que legalmente pueda destruirse á todos. 
Porque la regla general deducida de la ley natural es 
siempre la misma, de que ningún uso de la fuerza con- 
tra el enemigo es legal si no fuese necesario para con- 
seguir el objeto de la misma guerra. La costumbre de 
las naciones civilizadas, fundada sobre este principio, ha 
considerado, pues, exentas del efecto directo de las opera- 
ciones militares, la persona del soberano y su familia, los 
miembros del gobierno civil, las mugeres, los niños, los 
hacendados., los artesanos, los labradores, los comercian- 
tes, los hombres de letras y de ciencia, y generalmente 
todos los individuos públicos ó particulares ocupados en 
los trabajos civiles ordinarios de la vida, á menos que se 
les aprehenda con las armas en la mano, ó que se en- 
cuentren culpables en alguna violación de los usos de la- 
guerra, que les haga perder su inmunidad (1). 

PropícA.1 ' JÍÍ a P'' cac ' on del mismo principio ha limitado y res- 
m cticmi- tringido también las operaciones de guerra contra el ter- 
cie punto r 't° r '° y otra propiedad del enemigo. Al momento que 
wté 8«j; ¡.i un Estado está en guerra con otro, tiene, según lo» prin- 
* nmü*rJ cipios generales, el derecho de embargar toda la propie- 
dad del enemigo, de cualquiera especie y en cualquiera 
lugar donde se halle, y de aprovecharse de la propiedad 
así tomada, bien sea destinándola para su uso ó para el 
de aquellos que se la han apropiado. Por el antiguo dere- 
cho de gentes, á no ser aquello que se llamaba ressacrac, 

• 

(1) Rutherforth's Instil. b. II, chap. IX, $ 15.— Vattel, Droit desgens, 
ib. III, chap. VIII, § 113, 147, l.VJ. — K¡ubcr, Droit des gens moderne de 
l'Europc, pt. II, tít. II, Bcct. II, chap. I, $ 245, 247. 
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. no estaba exento de captura y de confiscación. Cicerón 
ha invocado esta idea en su lenguaje metafórico y cspre- 
sivo, cuando dice en su cuarto discurso contra Verres. 
"La victoria ha vuelto profanas todas las cosas sagrada* 
de Siracusa." Mas en el uso moderno de las naciones, 
que ha adquirido ahora fuerza de ley, están exentos de 
las operaciones generales de la guerra, los templos de la 
religión, los edificios públicos afectos al servicio civil so- 
lamente, los monumentos del arte y los* depósitos de la 
ciencia. La propiedad particular situada en el territorio 
está también exenta de confiscación, esceptuando aquella 
que puede convertirse en botin en ciertos casos, como 
cuando se le quita al enemigo en el campo de batalla 
ó en las ciudades asaltadas, y esceptuando también las 
contribuciones militares que se imponen á los habitantes 
del territorio enemigo. Esta escepcion se estiende aun 
al caso de una conquista absoluta y sin reserva del pais- 
del enemigo. En los tiempos antiguos la propiedad tanto 
mueble como inmueble del vencido pasaba al vencedor. 
Tal era la ley romana frecuentemente revindicada con una 
inflexible severidad, y tal fué á su vez la suerte de las 
provincias romanas subyugadas por los bárbaros del Nor- 
te á la decadencia y caida del imperio de Occidente. 
Una gran parte, desde uno hasta dos tercios de los terre- 
nos pertenecientes á las provincias vencidas, eran confis- 
cados y repartidos entre los conquistadores. El último 
ejemplo en Europa de una conquista semejante fué la de 
Inglaterra por Guillermo de Normandía. Desde este pe- 
ríodo entre las naciones civilizadas de la cristiandad, la 
conquista, aun cuando fuese asegurada por tratados de 
paz, no estuvo jamas acompañada de una transmutación 
general ó parcial de la propiedad territorial. La propie- 
dad que pertenecia al gobierno de la nación vencida, pa- 
saba al Estado vencedor, quien ocupaba igualmente el lu- 
gar del anliguo soberano en lo relativo al dominio emi- 
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nente. Pop lo demás, la conquista no afecta en nada los 
derechos de los particulares (1). 
* 6. Las escepciones para suavizar los derechos excesivos 
¡olfdeítcr. de ' a guerra, considerada como una lucha forzosa, toman 
ntoriodci todas su origen del mismo principio orieinal del derecho 
cuándo e8 natural que nos autoriza á servirnos contra el enemigo de 
e ? aI -' un grado de violencia necesaria solamente para conseguir 
el objeto de las hostilidades. La misma regla general 
que determina líasta qué punto sea legal destruir á los 
enemigos servirá de guia para juzgar hasta qué punto 
sea permitido arrasar ó permitir que se destruya su país. 
Si este medio es necesario para llegar al justo objeto de 
la guerra, puede emplearse legalmente; mas no sucede- 
rá así para cualquiera otro objeto. Así, pues, si no po- 
demos contener los avances de un enemigo, ni socorrer 
nuestras fronteras, ó si no podemos acercarnos á una 
ciudad que él quiera atacar sin devastar el territorio inter- 
medio, el caso estremo puede justificar el recurrir á estas 
medidas que el objeto ordinario de la guerra no autoriza. 
Si el uso moderno ha sancionado otras escepciones se les 
encontrará también en el derecho de represalias ó retor- 
sión de hecho. El código internacional está enteramen- 
te fundado sobre la reciprocidad. Las reglas que él pres- 
cribe se observan por una nación en la confianza de que 
ellas lo serán igualmente observadas por las demás. 
Cuando se violan, pues, los usos establecidos de la guer- 
ra por un enemigo y que no hay otros medios para cas- 
tigar sus excesos, la nación que los sufre puede justamen- 
te recurrir á las represalias, á fin de obligarlo á que 
vuelva á la observancia de las leyes que ha violado (2). 

(1) Vattd. Droil dr* gcvs, lib. ITT, chap. IX, $ 13 — Klúbcr, Droit des 
gens moderne de VEnrope, pt. II, aect. II, chap. I, $ 250-253.— Martens, 
Précis etc lib. VIII, chap. IV, § 279-282. 

(2) Vaftel, liv. III, chap. VIH, § 142; chup. IX. £ 166, 173— Martens, 
Precia, etc., liv. VIH. chap. IV, $ 272-280.— Klúbcr, pt. II, tít. II, sect. II, 
chap. I, $ 262-265. 
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La última guerra entre les Estados-Unidos y la Gran- ihwmíoh 
Bretaña ha sido marcaba por una serie de medidas des- JLtVen- 
tructoras por parte de esta última, dirigidas contra las 
personas y las propiedades, hasta comprender á aquellas mericaoo y 
que el uso general de las naciones civilizadas ha consi- *i¡j)° b 8 %™ 
derado exentas de todo acto hostil. Se han querido jus- ra«tcJa«i. 
tifícar estas medidas, haciéndolas aparecer como actos de ni™* ° uer 
represalias por excesos semejantes cometidos sohre las 
fronteras del Canadá por las fuerzas americanas, en una 
nota dirigida al secretario M. Monroe por el almirante 
Cochrane, comandante de las fuerzas navales inglesas en 
la estación de la América Septentrional, fechada á bordo 
de su buque en la ribera de Patuxent el 1 8 de Agosto 
de 1814. En esta comunicación se dice: que el almi- 
rante ingles había sido llamado por el gobernador gene- 
ral del Canadá para poner en ejecución las medidas de 
represalias contra los habitantes de los EstadQs- Unidos, 
por la odiosa destrucción comelida por su armada en el 
alto Canadá, y que era de su deber dar á las fuerzas na- 
vales que mandaba la orden de destruir y devastar todas 
las ciudades y cantones de la parte que fuesen atacables. 

En la respuesta del gobierno americano á esta comu- 
nicación, fechada en Washington el 6 de Setiembre de 
1814 se espuso: que el gobierno habia visto con la mas 
grande sorpresa que ese sistema de devastación practica- 
do por las fuerzas inglesas, y tan manifiestamente con- 
trario á los usos de la civilización, fuese establecido bajo 
el pié de represalias. Que les Estados-Unidos siempre 
que habian sido estrechados á entrar en guerra con la 
Gran-Bretaña, se habian resuelto á hacerla conforme á 
los principios de la humanidad y á las relaciones amis- 
tosas que deseaban se conservarán entre las dos nacio- 
nes al restablecimiento de la paz. Que sin embargo ellos 
veian no se habia adoptado por el gobierno inglés un es- 
píritu justo y humanitario. Sin insistir en las deplora- 
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bles crueldades cometidas por los salvajes indígenas ú 
invitaciones de los ingleses en la ribera Raisín, cruelda- 
des que no habían sido jamas desaprobadas ni reparadas, 
«1 gobierno americano se refería muy particularmente en 
la nota citada, á la odiosa devastación cometido en 4813 
en el Havre de Gracia y en Gcorgetown en la bahía de 
Chesapeake. Estas ciudades fueron quemadas y des- 
truidas por Jas fuerzas navales inglesas hasta arruinar á 
los habitantes inermes, que veían con asombro que no 
reóibian de las leyes de la guerra ninguna protección pa- 
ra sus propiedades. En la misma época se vieron esce- 
nas de invasión y de pillaje, dirigidas por la misma auto- 
ridad á todo lo largo del costado de Chesaj>eake, hasta el 
punto de causar los desastres privados mas graves, y con 
circunstancias que justificaban el supuesto, de que la ven- 
ganza y la codicia, mas bien que el objeto honroso que 
debían teper las acciones hostiles de un enemigo magná- 
nimo, habían precedido á su ejecución. La última des- 
trucción de las casas del gobierno de Washington, era 
otro acto que necesariamente se presentaba bajo el mis- 
mo punto de vista. En las guerras de la Europa mo- 
derna no se podría citar ningún ejemplo de esta especie, 
aun entre las naciones mas hostiles las unas á las otras. 
En el transcurso de estos diez últimos años, las capitales 
4e las principales potencias del continente europeo ha- 
bían sido conquistadas y ocupadas alternativamente por 
los ejércitos victoriosos de cada una de ellas, y no se ha- 
bía visto ningún ejemplo de tan odiosa é inicua devasta- 
ción. Seria necesario remontarse á los siglos bárbaeos 
para hallar unos actos como los de que se queja el go- 
bierno americano. 

Aunque fuesen necesarios estos actos de desolación, 
si el gobierno no estuviese estrechado á adoptarlos por 
Ja necesidad de las represalias, ninguna otra razón habría 
<qua pudiese autorizarlos. 
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El incendio de la ciudad de Newark en el alto Canadá, 
posterior á los primeros ultrajes de que se ha hablado, 
no se ejecutó por el principio de represalias. La ciudad 
de Newark tocaba al fuerte de San Jorge, y su destruc- 
ción se justificó por los oficiales que la mandaron bajo el 
preteste de que era necesaria para las operaciones mili- 
tares de aquel lugar. El acto, sin embargo, fué desa- 
probado por el gobierno americano. El incendio quo tu- 
vo lugar en Lony Point, no lo autorizó el gobierno, y la 
conducta del oficial se sometió al examen de un tribunal 
militar. En cuanto al incendio de Saint Dav¡d y cometi- 
do por los vagabundos, el oficial que mandaba este pun- 
to fué depuesto 'sin juicio, por no haberlo impedido. 

El gobierno americano espuso que esios hechos eran 
ademas poco compatibles con las órdenes que se habían 
dado á los comandantes de mar y tierra; que el carácter 
humanitario bien conocido de la nación americana no le 
permitía adoptar el sistema de los ingleses. Este gobier- 
no por respeto á sí mismo y á los principios que ha con- 
siderado siempre como sagrados, debía desaprobar siem- 
pre, y con justicia, una guerra tan odiosa como cruel é 
inicua. Cualesquiera que hayan sido las irregularidades, 
no autorizadas por él, y en quo hayan incurrido sus tro- 
pas está pronto, tratándose de los principios de una obli- 
gación eterna y sagrada á desaprobarlas, y en cuanto fuese 
practicable á repararlas. Mas en el plan de guerra de 
desolación que la nota del almirante Cochrane hacia cono- 
cer /ion tanta claridad y que trataba decscusarse por una 
justificación tan completamente desnuda de fundamento, 
él gobierno americano descubría un espíritu de hostilidad 
profundamente arraigado, cuya existencia no podría creer 
sin la evidencia de un hecho semejante, y que no pensó 
hubiese podido arrojarlo hasta el estremo que ha adopta- 
do para la reparación de las injurias, cualquiera que fue- 
se la naturaleza de cijas; estremo que el derecho de gen.- 

T. 1.— 48 
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tes no permite empleen las fuerzas de mar ó de tierra 
de una nación contra otra. El gobierno estaría siempre 
pronto á entrar en arreglos recíprocos. Mas si el go- 
bierno ingles perseveraba en un sistema de desolación lan 
contrario á las miras y á la práctica de los Estados Uni- 
dos, tan despreciado por la humanidad y que repugna 
tanto á los sentimientos y á los usos del mundo civilizado, 
y que causa penas tan profundas, él encontraria la re- 
solución y la constancia de un pueblo libro, combatien- 
do en una justa causa por sus derechos esenciales y sus 
mas caros intereses. 

En la respuesta del almirante Cochrane á la comuni- 
cación citada, fecha 19 de Setiembre de 1814, dijo: que 
é\ no tenia autorización alguna de su gobierno para en- 
trar en ninguna especie de discusión relativa al punto 
contenido en esa nota; que no tenia esperanza de que se 
le autorizase para revocar esta órden general; que habia 
recibido ya la sanción de una petición subsecuente del 
gobernador general del Canadá; y que hasta no recibir 
nuevas instrucciones de su gobierno las medidas que ha- 
bía adoptado debían subsistir, á menos que no se hiciese 
una reparación á los del Canadá por las injurias que ha- 
bían resentido con los ultrajes cometidos por las tropas 
de los Estados-Unidos (1). 

La desaprobación del incendio de Newark por el go- 
bierno americano se comunicó al gobernador general del 
Canadá, quien respondió el 10 de Febrero de 1814 que 
le era muy satisfactorio haber sabido que tal suceso tuvo 
lugar sin la autorización del gobierno americano, á cuyos 
sentimientos tributaba el honor debido; que si algu- 
nos ultrajes habían succedido á la destrucción odiosa é 
inicua de Newark, pasando los límites de justas represa- 

(1) Correspondencia entre el secretario Monroe y el almirante Cochrane, 
Ámeriemm State Paper $ } ful. edit. vol. IH, p. 693 ct 6!) i. 
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Has, debían atribuirse á la influencia de las pasiones irri- 
tadas por parte de las desgraciadas victimas de este acon- 
tecimiento, las que no había sido posible contener; quo 
era poco conforme á las disposiciones del gobierno 
ingles y aun á las del de los Estados-Unidos adoptar 
con ánimo deliberado ningún plan de hostilidades que 
tuviese por objeto Ja devastación de la propiedad parti- 
cular. 

En estas circunstancias la destrucción del Capitolio» 
del palacio del presidente y otros edificios públicos de 
Washington en Agosto de 1814, no pudo ser considerada 
por todo el mundo mas que como una falta injustificable 
de las leyes de la guerra civilizada. En el debate que tu- 
vo lugar en la cámara de los comunes, el 1 1 de Abril de 
1815 sobre el tratado de paz con los Estados-Unidos, Sir 
James Mackintosh acusó á los ministros de haber obrado 
con lentitud para hacer las negociaciones del Gand, lenti- 
tud que no podia esplicarsc, dice él, sino con la miserable 
política de prolongar la guerra con objeto de dar un golpo 
sobre la América. El deshonor de la lucha naval á resul- 
tas de los sucesos equilibrados entre la flota inglesa y la 
marina naciente de América, debia ser rechazado de parte 
de los ingleses por la prolongación de la guerra y por el 
triunfo de sus armas sobre el continente americano. Fa- 
talmente para ellos esta ocasión se tardó bastante. Si el 
congreso se hubiera reunido en Junio habría sido imposi- 
ble que hubiesen mandado las órdenes para atacar á Was- 
hington. Habrian estado al abrigo de este suceso, que 
él consideraba como nías vergonzoso y mas desastroso que 
el peor defecto. Este era un suceso que hizo de su po- 
der naval un objeto de odio y de alarma para la Europa en- 
tera. Que predispuso al pueblo americano para que en 
cualquier evento se uniese á los enemigos de la Ingla- 
terra. Era un atentado que habia exasperado á un pue- 
blo y á un gobierno los menos débiles que se pudieran 
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. encontrar en los anales de la guerra Era ademas inú- 
til para llenar todo objeto justificable en la guerra actual: 
y lo era ademas para toda mira prudente de una política 
previsora. Era un ataque no contra la fuerza ó los re- 
cursos de un Estado, sino contra el honor nacional y las 
afecciones públicas de un pueblo. Después de veinti- 
cinco años de guerra, la mas violenta en la que cada gran 
capital del continente europeo habia sido perdonada, y 
puede decirse que respetada por los enemigos, estaba re- 
servado á la Inglaterra violar toda esta cortesía (con des- 
doro de la dignidad nacional que aun en medio de la 
enemistad manifestaba el respeto que las naciones deben 
tenerse entre sí), organizando una espedicion dirigida prin- 
cipalmente á destruir los palacios del gobierno, los salo- 
nes de las cámaras, los de los tribunales de justicia, los 
archivos y los documentos históricos: objetos que entre 
las naciones civilizadas están exentos del estrago de la 
guerra, y asegurados hasta donde es posible contra sus 
operaciones accidentales, puesto que no contribuyen para 
nada á las hostilidades, sino que mas bien están consagra- 
dos á los efectos de la paz y sirven á los intereses comu- 
nes y perpetuos de toda sociedad humana. El juzga co- 
mo circunstancia agravante de esta medida atroz, el que 
los ministros se esforzasen en justificar la destrucción de 
una capital distinguida como una represalia de algunas 
violencias cometidas en el alto Canadá por los oficiales 
americanos subalternos, no autorizadas y desaprobadas por 
su gobierno. Para que sea justa una represalia se re- 
quieren pruebas manifiestas del ultraje, evidencia de que 
el gobierno contrario se ha rehusado á hacer una repara- 
ción, y en fin, que haya proporción entro la ofensa y el 
castigo. Aquí no había evidencia del ultraje, ninguna 
prueba de que se rehusase la reparación, y por lo tanto es- 
tiba demostrada la excesiva v monstruosa injusticia de 
querer llamar á este procedimiento un acto de represalia. 
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El valor de una capital no debe estimarse por sus casas, 
tiendas y boticas. Consiste principalmente en aquello 
que no tiene precio. No es ciertamente la magnificen- 
cia ó elegancia (le sus monumentos la que lo hace mas 
apreciable á un pueblo generoso. Este pueblo la mira 
con afección y orgullo como que es el asiento de la le- 
gislación, el santuario de la justicia pública, y está al 
rniímo tiempo ligada con la memoria de recuerdos pasa- 
dos y en ella fundan sus delicias y sus mas grandes es- 
peranzas de grandeza para el porvenir. Poner estos sen- 
timientos respetables de un gran pueblo que están santi- 
ficados por el nombre ilustre de Washington al nivel de 
una media docena de barracas, asiento temporal de un 
gobierno provincial, era un acto de intolerable insolencia 
y que implicaba un desprecio no solo de los sentimien- 
tos de América sino del sentido común del género hu- 
mano (1). 

Cuando la invasión de la Francia por las potencias . **ti\iu- 

l i cton de o» 

aliadas de Europa en 1815 se hizo la restitución violen- br»s del ar- 
ta de las pinturas, estatuas y otros monumentos del arte J¡¡J e ° 0 r d *| 
recogidos en los diferentes países conquistados durante I gJ7 e cj < J c 
las guerras de la revolución francesa y depositados en el isuTáb» 
museo del Louvre. Las bases que se adoptaron para es- ¡¡^ 
tas medidas están plenamente esplicadas en una nota di- bian sido 
rígida por el ministro ingles lord Castlereagh á los mi- ¿^^1^ 
nistros de las otras potencias aliadas en Paris el 1 1 de guerra* de 
Setiembre de 1815. En esta nota espuso el plenipo- cíon fran- 
tenciario ingles, que á consecuencia de las representa- 
ciones que se habian hecho al congreso reunido en aque- 
lla capital por el Papa, el gran duque de Toscana y el 
rey de los Países-Bajos, rechimando por la intervención 
de las. potencias aliadas la restitución de las estatuas, pin- 
turas y otras obras del arte de que sus Estados respecti- 

(l) Débatt parlamentaires d'IIan«arJ, vol. XXX, p. 526 ct 527. 
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vos habían sido sucesivamente despojados por el úl- 
timo gobierno revolucionario de la Francia, contrarían- 
do lodos los principios de justicia y los usos de la 
guerra moderna, este embajador, refiriéndose á las con- 
sideraciones de su corte, había recibido del príncipe re- 
gente la orden de someter á la deliberación de los aliados 
las observaciones siguientes sobre este interesante asunto. 

Era la segunda vez que las potencias de Europa ha- 
bían estado obligadas á intervenir en los negocios de Fran- 
cia para asegurar la libertad y la tranquilidad del mundo. 
Dos veces sus ejércitos habían estado en posesión de la 
capital del Estado, en la que estaban reunidos estos des- 
pojos de la Europa. El soberano legítimo de la Francia, 
como se ha dicho antes, estaba bajo la protección de es- 
tos ejércitos, para poder subir á su trono y negociar para 
su pueblo una paz con los aliados, cuya indulgencia no 
podían alcanzar ni la conducta de ese mismo pueblo con 
su rey, ni la que habia observado con las demás naciones. 
Los sentimientos mas puros de consideración para Luis 
XVI II, la deferencia hacia su antigua é ilustre casa, y los 
respetos debidos á su desgracia, habían guiado invariable- 
mente las determinaciones de los aliados. Su conducta 
la habían probado ya en 1814 cuando hicieron el tratado 
de Paris, en el cual se puso por base la conservación de 
la Francia en su completa integridad; y todavía después, 
cuando el último acontecimiento hicieron nuevos esfuer- 
zos para combinar definitivamente los intereses ma- 
teriales de la Francia con un sistema de precaución tem- 
poral, bastante equitativo para atender á la seguridad de 
sus propios súbditos. Mas seria el colmo de la debilidad 
y de la injusticia, y un procedimiento mucho mas propio 
en sus efectos, para desviar al pueblo francés de sus há- 
bitos morales y pacíficos que para conducirlo Ji ellos, si los 
soberanos aliados, de quienes el mundo espera con ansie- 
dad protección y reposo, rechazasen este principio de in- 
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tegridad en su aplicación justa y liberal a las otras nacio- 
nes sus aliadas (y especialmente á las naciones débiles yes- 
casas de recursos), principio que estaban ellas por segunda 
vez en posesión de acordar á una nación después de baber 
soportado por mucho tiempo la guerra. ¿Bajo qué princi- 
pio la Francia podía después de una guerra semejante in- 
tentar quedarse con la misma estension de territorio que 
poseía antes de la revolución, y desear ademas retener los 
despojos del arte que habia hecho á otros países? ¿Podría 
dudarse del poder de los aliados para efectuar aquello que 
exigían la justicia y la política? Si esto no era posible en- 
tonces, según estos principios podrían privar á la Francia 
de estas adquisiciones, puesto que las conservaba como 
despojos que consistían en objetos de arte pertenecientes 
á estos territorios; objetos que todos los conquistadores 
modernos habían invariablemente respetado como inse- 
parables del pais a que pertenecían. 

Estas observaciones fueron ampliadas con multitud de 
consideraciones de una urgencia política y cuya recapitu- 
lación es inútil, concluyendo la nota con declarar que al 
aplicar un remedio á este mal ofensivo, no podia adoptar- 
se ningún término medio sin reconocer al mismo tiempo 
muchos despojos perpetrados á la sombra de tratados de 
un carácter evidentemente mas injusto que los actos de ra- 
piña abierta y por medio de los cuales estas cosas se ha- 
bían reunido. El principio de propiedad adoptado por los 
territorios dueños de estas obras que se habían quitado es 
la guia mas segura de la justicia. Quizá nada habría que 
tendiese mas á sentar el espíritu público de la Europa, por 
entonces, como este homenaje, por parte del rey de Fran- 
cia, á este principio de virtud, de concordia y de paz (1). 

En los debates que tuvieron lugar en la cámara de los 
comunes el 20 de Febrero de i 81 6, sobre la paz con la 



(I) Martens, Xouveau R>cueil¡ t II, p. 632. 
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Francia, sir Samuel Homiliy, hablando casualmente sobre 
este acto, dijo: que de ninguna manera estaba satisfecho 
de su equidad. No es cierto que las obras del arte deposi- 
tadas en el museo del Louvre fuesen quitadas como des- 
pojos de guerra. Un gran número, ó la mayor parle, 
habían venido á poder de la Francia por estipulaciones 
espresas de los tratados; y no habia que objetar que di- 
chos tratados hubiesen sido hechos necesariamente por 
agresiones injustas y guerras sin principios. En efecto, 
habría siempre una mira entre las unciones, si los trata- 
dos no se considerasen como obligatorios porque las 
guerras de donde tomaban su origen habian sido injustas, 
de suerte que no podría haber otro juez competente para 
decidir de la justicia de una guerra que la nación mis- 
ma. ¿Y podría decirse que era justo este acto, **e«- 
(a gran lección moral" como se le llama en este ca- 
so, por las mismas potencias que habia poseído la Fran- 
cia en diferentes épocas en sus guerras injustas? Entre 
otros artículos sacados de París con pretesto de volverlos 
á sus legítimos dueños, se hallaban los célebres caballos 
de Corinto, que habian sido quitados á Venecia. ¡Pero 
que acto tan cstraño de justicia es aquel por el cual se 
vuelve á los venecianos sus estatuas y no se les restitu- 
yen sus bienes de mucho valor, como son su territorio y 
su soberanía,, que les. fueron arrebatados al mismo tiem- 
po! La razón era clara. La ciudad y el territorio de Ve- 
necia habian sido transferidos á la Austria por el tratado 
de Campo-Formio, y los caballos pertenecían á los trofeos 
de la Francia. Y la Austria, al paso que da con esto de 
una manera hipócrita una lección de moral á las nacio- 
nes, no solo guarda los ricos é injustos despojos que le 
habian tocado, sino que restituye estas espléndidas obras 
del arte, no á Venecia á quien se habia despojado de ellas, 
á Venecia antigua, independiente, republicana, sino á Ve- 
necia Austríaca, á este pais que con menosprecio de to- 
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dos los principios que se decía la guiaban, retenia como 
parte de sus dominios (1). 

Los progresos de la civilización han ido lenta, pero §• 7 - 

TV •* * 

constantemente disminuyendo la excesiva severidad de la entreh" 
guerra en tierra; mas esta severidad existe todavía en to- p«>p'«h<i 
do su rigor en la guerra marítima. En esta última, la tomad»*» 
propiedad particular del enemigo tomada en la mar ó en J* tí ™ rdcn 
los puertos, es susceptible, sin distinción alguna, de ser 
capturada y confiscada. Esta desigualdad en las opera- 
ciones de la guerra en tierra y en mar, está justificada 
por el uso de considerar como botín la propiedad parti- 
cular aprehendida en las ciudades que se toman por asal- 
to. Es un hecho reconocido el que puedan imponerse 
contribuciones en el territorio ocupado por el enemigo, 
en lugar de hacer una confiscación general de la propie- 
dad perleneciente á los particulares. Y si el objeto de la 
guerra durante la conquista ó adquisición del terreno 
equivale á que el territorio se considere como perdido, en 
la mira del vencedor está, por lo que respecta á aquellos 
que le están sometidos, ejercer sobre ellos estos derechos 
estremos en un caso particular; al paso que el objeto 
de las guerras marítimas es la destrucción del comercio y 
navegación del enemigo, que son las fuentes de su poder 
naval. Y este objeto no puede conseguirse sino por la 
captura y confiscación de la propiedad particular. 

El efecto de un estado de guerra legalmente declara- $ 8. 
do es poner á todos los subditos de cada potencia be- °™^* D 
ligerante en hostilidad mutua. El uso de las naciones ™JJ¡ at0, j¿ 
ha modificado esta máxima no legalizando mas que los comprome- 
actos hostiles oometidos por aquellos que están autoriza- te t r ¿J^ s " 
dos para ello por órdenes espresas ó tácitas del Estado, con el ene- 
Tales son las fuerzas navales y militares de la nación re- 
gularmente comisionadas para el efecto, y todas las otras 

(1) Life of Romilly, edited by hit Stns, vol. II, p. 401. 

T.L-40 
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que se llaman á su defensa, ó que ellas mismas tengan 
que defenderse, sin ninguna autorización espresa, en caso 
de urgente necesidad. Cicerón ha dicho en su libro de 
O/icios: que por el derecho ferial romano ninguna per- 
sona podia legalmente comprometerse en una batalla con 
el enemigo público sin estar alistada y haber, presta- 
do el juramento militar. Esta era una regla sancionada 
á la vez por la política y la religión. Los horrores de la 
guerra serian seguramente mucho mas graves si estu- 
viese permitido á cada individuo de los Estados beligeran- 
tes aprehender y matar sin distinción á los subditos del 
enemigo, y no quedar responsable por semejante con- 
ducta. De donde resulta que en las guerras de tierra las 
handas irregulares de soldados que van á robar al campo 
enemigo puede tratárseles como bandidos sin ley, y no 
tienen derecho á la protección de los usos introducidos 
en la guerra y puestos en práctica por las naciones civi- 
lizadas (1). 

*• 9 - Hay que considerar problamente como un resto de las 
¿atente prácticas bárbaras de aquellos siglos en que la guerra ma- 
pomo. pítima y la piratería eran sinónimos, que las capturas 
hechas por los buques particulares sin comisión se ten- 
gan por legales, no ya en el caso de defensa personal, 
sino aun cuando atacan al enemigo. Lo cual tiene cier- 
tamente por objeto no solo el conceder á los aprehenso- 
res la propiedad del enemigo, sino el salvarlos de la nota 
de piratas, sea á los ojos de su propio gobierno, sea á los 
del otro Estado beligerante. La propiedad así tomada 
pasa al poder del gobierno como presa de guerra, ó como 
derecho de almirantazgo, que así es como se llaman estas 
aprehensiones en términos técnicos. El mismo princi- 
pio se aplica á las capturas hechas por los buques arma- 

(1) Vattd, Droit de» gen», liv. III, chap. XV, § 223-52S.-Klüber, 
Droit de* gen» moderne de VEurope, § 267. 



Digitized by Go 



ENTRE ENEMIGOS. 377 

dos en comisión contra una potencia cuando la guerra lia 
estallado con otra: las capturas hechas con detrimento de 
esta otra potencia se entregan, no á aquellos que las han 
hecho, sino al gobierno (i). 

El uso de armar corsarios por el Estado ha sido hasta §• 10 - 
hoy sancionado por las leyes de todas las naciones marí- r " 
timas como un medio legítimo de destruir el comercio del 
enemigo. Este medio .ha sido justamente tachado de en- 
volver grandes abusos, de que tiende á un espíritu de de- 
predación desleal y de encontrarse en evidente contradic- 
ción con las maneras mas suaves de hacer la guerra, 
puestas en práctica sobre tierra. Se han hecho esfuerzos 
por hombres llenos de humanidad y de sabiduría por su- 
primir este uso, como incompatible con el espíritu libe- 
ral del siglo. El tratado concluido por Franklin entre 
los Estados-Unidos y la Prusia en 4785, por el cual se 
estipuló que en caso de guerra ninguna de las dos poten- 
cias armaria corsarios para perjudicar el comercio de la 
otra, forma un ejemplo digno de elogio y de admiración. 
Pero esta estipulación no se renovó en el tratado de 1 799; 
y es necesario temer que mientras se toleren las capturas 
marítimas de la propiedad individual, este modo especial 
de destruir el comercio del enemigo continuará en prác- 
tica, principalmente cuando forma uno de los medios de 
contrabalancear la superioridad de su marina (2). 

Por reda general el enemigo puede considerarse como §. n. 
inmediatamente despojado de su titulo á la propiedad que y^purfLÍ* 
le haya sido legalmente aprehendida en tiempo de guerra, capturada 
y trasladado al que hizo la captura. Este principio gene- gí" rr c a . 

(1) Brown's Civ. and adm. law, vol. II, p. 526, appendix. — Robinson^a 
Adtniralty Reporta, vol. IV, p. 72, The Abigail. — Dodson's Admiralty Re- 
porta, p. 297, Tho Georgiana.— Spark'a, Diplomatic Correapondence, vol. 1, 
p. 443. — Wheaton'a Reporta, vol. H, appendix, note 1, p. 7. 

(2) Vattel, liv. III, chap. XV, § 229.— Frankün's works, vol. II, p. 447, 
530.— Edimburgh Review, vol. V1JI, p. 13-15. — North American Retieto, 
vol. II. (N. S ), p. 166-196.— Wheaton, Hiatoire du droil dea gana, p. 308. 
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ral está modificado en su aplicación, tanto respecto á la 
propiedad mueble, como á la inmueble. En cuanto á la 
primera, el título se considera en lo general como per- 
dido para el primer propietario desde que el enemigo ha 
adquirido una Arme posesión; lo cual comunmente se con- 
sidera después de veinticuatro horas de hecha la aprehen- 
sión, y de haberse conducido el botin á lugar seguro, in 
fra proesidia del vencedor (1). 
12 - Respecto á los buques v bienes capturados en la mar 
•ion j re- y recobrados en seguida, las reglas que se han de adop- 
cobro - tar diferencian un poco de las que se aplican á otras pro- 
piedades muebles. Estas reglas dependen de la natura- 
leza de los diferentes casos á los que deban aplicarse. 
Así, pues, dicho recobro puede hacerse ó de un pirata, ó 
de un buque que toma la carga por comisión legal, pero 
que no es enemigo, ó en fin, de un enemigo. 
Kccobro de j o j? n e \ p r j m er caso no cabe duda que la propie- 
ios piratas, dad debe restituirse a) primer propietario, porque como 
los piratas no tienen derecho de hacer estas capturas el 
propietario no puede ser despojado de su propiedad. El 
ha estado solamente privado de la posesión, á la cual 
vuelve por el recobro. Por el servicio que se le ha pres- 
tado el buque que hizo el recobro tiene derecho á una 
remuneración, conforme á lo recobrado (2). 

En la ordenanza de Luis XIV sobre la marina, en el 
lib. 3, tit. 9 de Presas, art. 40, se previene que los bu- 
ques y efectos de los subditos ó aliados de la Francia, 

(1) Grottus, de Jure belli ae pacis, lib. III, cap. VI, § 3; cap. IX, $ 14. 
--Klüber, Droit de* gen* moderne de VEurope, § 254 — Vattel, Droit de* 
gen*, liv. 111, chap. XIII, $ 196; cbap, XIV, $ 209.— -HeffWr da* europái*- 
eke Volkerrecht, § 136. 

(2) Grotioa, de Jure belli ac paei*, lib. III, cap. IX, § 17. Loccenius de 
Jure marit , lib. II, cap. II, núm. 4.— Brown'a civ. and adm. law. vol. II, 
cap. III. p. 461. "£a que pirata: nobia eripueront non opua habent poetli- 
minio; quia jas gentinm i 11 í*» non coucedit, utjuadominü matari poasint." 
(Drg. de cnpt. ct poatl. reven). 
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quitados á los piratas y reclamados en los tribunales al 
año y un dia después de haberse remitido al almirantaz- 
go, serán restituidos á su propietario con descuento de 
una tercera parte del valor del buque y de su cargamen- 
to como derecho de recobro. Otro tanto sucede confor- 
me á la ley de la Gran-Bretaña; pero las leyes civiles de 
cada Esjado particular pueden, sin duda alguna, dar cual- 
quiera otra regla sobre estos puntos. Por la antigua cos- 
tumbre de la Holanda y de Yenecia se daba la propiedad 
entera á aquel que había hecho el recobro. Lo mismo 
que en España, siempre que la propiedad hubiese estado 
veinticuatro horas en poder de los piratas (1). 

Valin en su comentario sobre el artículo citado de la 
ordenanza francesa, es de opinión que si el recobro ha 
sido hecho por un estranjero subdito de un Estado donde 
la ley dé la propiedad por entero á aquel que hizo el re- 
cobro, esta propiedad no puede ser restituida á su primer 
propietario; y cita en apoyo de su opinión un decreto del 
parlamento de Burdeos en favor de un buque holandés, 
que habia quitado un francés á los piratas (2). 

A esta interpretación Pothier objeta que las leyes de 
la Holanda no ejercen poder alguno sobre los franceses 
y sus propiedades situadas en el territorio de la Francia; 
el subdito francés no puede por consiguiente ser privado 
de la propiedad de su buque, puesto que la captura he- 
cha por los piratas no lo habia despojado según el dere- 
cho de gentes, y que ademas esta propiedad debia resti- 
tuírsele mediante el pago del derecho de recobro estable- 
cido por la ordenanza (3). 

Bajo el término (aliados) en este artículo se compren- 
den los neutros, y Valin sostiene que la propiedad de los 

(1) Grotius par Bnrbeyrac, Hv. III, chap. IX, § 16, núm. 1 ct note. 

(2) Valin, Comm. sur Vordon. de la mar., lir. III, tit IX, art. 10. 

(3) Pothier, Traite de propiété, núm. 101. 
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subditos de potencias amigas quitada á los piratas fran- 
ceses, no debe devolvérseles exigiéndoles el pago del de- 
recho de recobro, si la ley de su pais la da toda entera 
á aquellos que han hecho dicho recobro: de otra manera 
resultaría una falta de reciprocidad que dañaría la justi- 
cia y la imparcialidad debida por un Estado á otro (1). 

2.° Si la propiedad es recobrada de un buque de 
carga revestido de una comisión legal, pero no enemigo, 
no cabe duda que no debe restituirse al primer pro- 
pietario. Porque la acción de tomarla es en sí misma 
injusta y no debe cambiarse la propiedad que debe per- 
tenecer siempre al propietario. 

No obstante, si el buque neutro así aprehendido estu- 
viese cargado de mercancías de contrabando destinadas 
al enemigo de aquel que hizo la primer captura, es du- 
duso si deberá volverse, por cuanto que es susceptible de 
confiscación como presa de guerra. Martens espone el 
caso de un buque holandés capturado por los ingleses se- 
gún las reglas de la guerra de 1756, y recobrado por 
los franceses, en donde se decretó la restitución por el 
consejo de presas marítimas, fundándose en que dicho 
buque no podia haber sido justamente condenado en los 
tribunales de presas ingleses. Mas si el caso hubiese sido 
acompañado de un comercio de contrabando, según el 
derecho de gentes y los tratados, el propietario origina- 
rio no habría alcanzado el beneficio de la restitución (2). 

En general ningún derecho de recobro se debe exigir 
á los buques y cargamentos neutros, según el principio 
de que la entrega de buena fé por parte del neutro en 

(1) Valin, Comm. sur Vordonnanee de la marine, liv. III, tit. IX, art. 10. 

(2) Martens, Euai eur lee prieee et reprise», § 52. "Su Mnjettad ha 
decretado, durante la última guerra, que el recobro de un buque neutro he- 
cho por un corsario francés, era nulo, siempre que ol buque no estuviese car- 
gado de mercancías prohibidas, ni en el oaso de ser confiscado por el ene- 
migo." Code dee prieet en 1784, t. II. 
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manos del buque enemigo que haga la captura, no es un 
servicio ventajoso al neutro, en cuanto que el mismo ene- 
migo seria obligado por los tribunales de su propio pais 
á restituir la propiedad injustamente embargada. 

Conforme á este principio el consejo francés de presas 
marítimas decretó en 1800, que el buque americano 
Statira, capturado por un ingles y recobrado por un cru- 
cero francés, se devolvería á su propietario primitivo, 
aunque el cargamento fuese condenado como contraban- 
do ó propiedad del enemigo. La sentencia de la corte 
estaba fundada en las conclusiones de M. Portalis, quien 
dice: que el recobro de buques estranjeros neutros por 
franceses, buques del Estado, ó corsarios, no da título al- 
guno á aquellos que han hecho dicho recobro. El códi- 
go de presas francés no se aplica mas que á los buques 
franceses y á los bienes recobrados del enemigo. Según 
el derecho de gentes universal, el buque neutro debe ser 
respetado por todas las naciones. Si es injustamente em- 
bargado por los cruceros de una ú otra de las naciones 
en guerra, esta no es una razón para que la otra venga 
á ser cómplice de este acto de injusticia y tachada de 
haberse aprovechado de ello. . De esta máxima resulta 
como corolario, que un buque estranjero reconocido co- 
mo neutro y recobrado del poder del enemigo por un cru- 
cero francés, debe restituirse como una prueba debida de 
neutralidad. Mas podrá preguntarse por qué en igual 
caso se trata con mas atención un buque estranjero que 
un francés. La razón es clara. Según el supuesto sobre 
que se fundan las reglas relativas á esta materia, el bu- 
que francés que cae en manos del enemigo se pierde 
para siempre si no se recobra; por consiguiente el reco- 
bro es una presa hecha de nuevo al enemigo. Pero si 
el caso tuviese lugar con un buque estranjero reconocido 
como neutro, el embargo de él hecho por el enemigo no 
lo baria de su propiedad ipso fado, puesto que su confis- 
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cacion no so ha decretado aún por un juicio competente. 
Hasta que este juicio no se pronucie, el buque sigue na- 
vegando con su pabellón neutro sin perder ni su carácter 
nacional, ni sus derechos. Aunque haya estado embar- 
gado como presa de guerra, puede al íin serle devuelto 
á su propietario primitivo. En tales circunstancias el re- 
cobro de este buque no puede ser un título bastante de 
propiedad para aquel que lo ha hecho. La cuestión de 
neutralidad permanece en pié y debe determinarse antes 
de que tenga lugar una trasmutación semejante de pro- 
piedad. Tal ha sido la opinión de todos los publicistas, 
y tal ha sido el uso general de las naciones civilizadas. 
De aquí se sigue que el buque en cuestión no puede ser 
confiscado por solo el hecho de haberlo capturado el ene- 
migo. Antes de que tal sentencia pueda pronunciarse, 
el tribunal francés debe hacer lo que habría hecho el tri- 
bunal enemigo: debe determinar la cuestión de neutrali- 
dad, y resolviéndola á favor del reclamante, es claro que 
naturalmente debe seguirse la restitución (4). 

Sin embargo se ha hecho una escepcion importante de 
esta regla general, fundada sobre el principio citado del 
código de presas, en caso de que el buque ó cargamento 
recobrado esté sujeto á poder ser confiscado por el ene- 
migo. En este caso es indiferente que la propiedad sea 
justamente susceptible de ser confiscada según el derecho 
de gentes, puesto que no puede haber diferencia alguna 
en la naturaleza meritoria del servicio hecho al primer 
propietario por el buque que hizo el recobro. • Porque el 
motivo por el cual se rehusa el derecho de recobro, por 
regla general, es que los tribunales de presas de los paí- 
ses del buque aprehensor respetarán exactamente las 
obligaciones de esta ley, presunción que en las guerras 

(1) Dcclhion relativo á ía prise du navirc Statira, 6 thermidor on VIH, 
p. 2-4. 
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de los Estados civilizados descansa! cuando se hacen ba- 
jo el orden común, en que cada uno de ellos debe guar- 
dar sus relaciones con las naciones neutras. Mas si de 
hecho estas obligaciones no son exactamente observadas 
por los tribunales y por lo mismo la propiedad neutra es 
injustamente sometida á confiscación, evidentemente el 
verdadero propietario adquiere un beneficio con librar su 
propiedad de este peligro, lo cual exige que se remunere 
por medio del pago del derecho de recobro. Por este 
principio las cortes de almirantazgo de la Gran-Bretaña y 
de los Estados-Unidos, durante la guerra que terminó por 
el tratado de paz de Amiens, decretaron que el pago del 
derecho de recobro debería hacerse por la propiedad neu- 
tra quitada á los cruceros franceses. Durante la revolu- 
ción en Francia resultaron grandes irregularidades y bas- 
tante confusión en el código de presas antiguamente 
adoptado, y se presentaron deslices en los tribunales de 
este pais, en virtud de los que la propiedad neutra quedó 
sujeta á condenación sobre bases injustas y desconocidas 
del derecho de gentes. El recobro de la propiedad neu- 
tra, que había estado espuesta á confiscación por estas 
irregularidades y esta confusión, fué entonces considerada 
por los tribunales de presas ingles y americano, como 
un servicio meritorio y fué también por lo tanto recom- 
pensado con el pago del derecho de recobro (1). Estos 
abuso3 se corrigieren bajo el gobiorno consular, y míen-* 
tras que las decisiones del consejo de presas fueron diri- 
gidas por el sabio y virtuoso Portalis, no hubo ningún 
motivo particular de queja de parte de las naciones neu- 
tras relativamente á la administración práctica del código 
de presas, hasta la promulgación del decreto de Berlín 

(1) Robinson's Admiralty Reports, vol. II, p. 299, The War. Onskan, 
vol. IV, p. 156. The Eleonora Cathitrina, vol. V,p. 54. The Carlotta, vo). 
IV, p. 104. The HuntrcBs-Cranch'8 Reporta, vol. 1, p. 1. Talbot v. See- 
jnanrt, Dalla's Report», vol. IV, p. 34. S. C. 

T. I.-50 
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en 1806. Esta medida ocasionó la escepcion de la re- 
gla que restablecía el derecho de recobro usado en los 
tribunales ingleses de almirantazgo. Estos tribunales 
decretaron de nuevo que el derecho de recobro debería 
pagarse por la propiedad neutra que hubiese quedado su- 
jeta á condenación (1). 

Es verdad que en la práctica este decreto había que- 
dado sin efecto respecto á la propiedad americana hasta la 
condenación del cargamento del Horhon por el conse- 
jo de presas, en Octubre de 1807: cuando por otra par- 
te, puede decirse que en todo rigor la corte de almiran- 
tazgo inglesa no debió decretar el derecho de recobro en 
el caso del Sansón, sobre todo cuando la convención de 
1,800 entre los Estados-Unidos y la Francia estaba toda- 
vía en vigor, convención cuyos términos eran enteramen- 
te contradictorios á las medidas del decreto de Berlín. 
Mas como el cargamento del Horhon fué condenado 
conforme al rescripto imperial de 18 de Setiembre de 
1807, habiendo sido tomado antes de la captura del Sam- 
son, sea que este rescripto fuese considerado como una 
interpretación de un punto dudoso en el decreto origina), 
ó como una declaración de una medida anterior y positi- 
va, no cabe duda en que el Samson ha sido condenado 
en virtud de ese decreto. Por consecuencia se le hizo 
un servicio eminente al propietario neutro poc medio del 
recobro, y el derecho que por esto debió pagar estaba 
fundado en el principio de escepcion á la regla general. 
Y el mismo principio podría, con equidad, haberse apli- 
cado sucesivamente á los procedimientos de presas de 
todas las potencias beligerantes durante la última guer- 
ra europea, que fué caracterizada por las mas grandes 
violaciones del antiguo derecho de gentes: violacio- 

(1) ncbínwm's Admiralty Report$, vol. VI, p. 410. The Sainaun* 
E<3war<T» Admiralty Reporf, vul. I, p. 254. The Acleon. 1 
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nes que si bien libraban á la propiedad neutra de manos 
de sus cruceros y de sus tribunales de presas, daban sin 
embargo derecho á una remuneración á. aquel que babia 
hecho el recobro de esta propiedad. 

3.° En fin, el recobro puede hacerse de manos de Je *^¡£ 
un enemigo. ' P ieda < 1 111,1 

El derecho postliminio (jii8 postliminii), era una fie- rn ' 
cion del derecho romano por el cual las personas ó las 
cosas tomadas por el enemigo debían volverse á su pri- 
mer estado cuando ellas volvían de nuevo al poder de la 
nación á la cual habían pertenecido anteriormente. Se 
aplicaba este principio á las personas libres ó esclavas lo • 
"mismo que á la propiedad inmueble y á ciertos objetos 
muebles, tales como los buques de guerra o particulares, 
escepto aquellos que estaban destinados á la pesca ó pa- 
ra diversión. Estas cosas, pues, cuando eran recobra- 
das se restituían al primitivo propietario, como si jamas 
hubiesen salido de su posesión (1) Grocio asegura, y 
su dicho está apocado por el Consulado del mar, que por 
•el antiguo derecho marítimo de Europa, si la cosa captu- 
rada era llevada infra praesidia del enemigo, el jus pos- 
tliminii se consideraba como perdido y el primer propie- 
tario no tenia derecho á restitución. Grocio espone tam- 
bién, que según la ley mas reciente establecida entre las 
naciones europeas, una posesión de 24 horas se juzgaba 
suficiente para despojar de su propiedad al propietario 
primitivo, si la cosa capturada no había sido llevada infra 
praesidia (2). Y Loccenius considera la regla de 24 bo- 
íl) Inst. lib. I, tít. XII.--D¡í?. I. XLIX, lít. XV. "Xavw longis atqu? 
onerariw postliminium est, non piscatüs aut voluptatis causa." (Dig. LXIX). 

(2) Cui consequens esse videtur, ut in mar¡ naves, tt res aliae capta? 
censeantur tum demun, cuín in navalia aut portus, aut ad eum locum, ubi tota 
classii se tenet, perducta sunt; iiain tune desperan incipit recuperatio: sed 
rtceniiorijurf gentium ínter Europacos pópalos introductum videmus, ut 
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ras de posesión, como la ley general de la cristiandad en 
el tiempo en que él escribía (1). De la misma manera 
Bynkershoek dice que la ley marítima general decide que 
también un buque en que se conducen los bienes del 
enemigo infra pramdia % ó de su aliado, ó de un neutro, 
el propietario primitivo es enteramente despojado de su 
título (2). 

repSaí. S' r Walter Scott al pronunciar su sentencia en la alta 
migabie, 6 corte de almirantazgo ingles en el caso del Santa Cruz 
cidodTapiu y oíros buques portugueses, recobrados en 1796 y 1797 
cada ai re- ¿q\ enemigo común por un crucero ingles, enseña que 

cobro de la ° . r 1/ 1 

propiedad esta es una cuestión acaso curiosa que da a conocer la 
dej 0I alia- ver( ladera re g| a so bre este objeto. "Cuando yo digo la 
verdadera regla, quiero decir solamente la regla á la cual 
deben adherirse las naciones que observan los justos 
principios, porque al momento que admitáis, como debe 
admitirse, que la práctica de las naciones es varia, ad- 
mitís, igualmente que ya no hay regla que pueda obrar 
por sí sola y con la autoridad de una ley general. Será 
necesario, pues, que haya alguna regla bien sea la de la 
posesión inmediata, ó la de la posesión de una noche 
y de 24 horas, ó la de aprehender infra praesidia, 
ó la de exigirse sentencia real de condenación. Cual- 
quiera de estas reglas será bastante para la práctica ge- 
neral, aunque en teoría la una pueda parecer mas justa 
que la otra; mas el hecho es que no existe semejante 
gla en la práctica. A la verdad las naciones están 
des en reconocer como principio una posesión firme y se- 

talia capta censeantur ubi per horas vigintí quatuor ¡u potesüite hostinm fue- 
riut. (Grotius, de Jurt belli ae paci», lib. III. cap VI, § 3).— Contulato del 
mare, cap. CC.LXXXVI1, § 1. — Whcaton'a Reporta, vol. V, appendix. p. 
56.— Ayala de Jure belli ae pacis, cap. V.— Whcaton, HUtoire du droit 
de* gene, p. 45. 

(1) Locceoius de Jure marit, lib. II, cap. 4, $ 4. 

■ 

(2) Bynkershoek, Quae$tionum jurit jmUict, lib. I, cap. V. 
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gura; mas respecto á las reglas de evidencia, con relación 
á esta posesión, están en desacuerdo, lo que las conduce 
á conclusiones opuestas, puesto que la pura unidad de 
los principios no establece una regla conforme para orga- 
nizar la práctica general. Pero la opinión pública de to- 
dos los Estados de la Europa, aunque estuviese de acuer- 
do sobre un. principio, cualquiera que fuese, propio para 
establecer e) derecho de gentes sobre este punto, de aquí 
no debería seguirse que cualquiera nación estaría obliga- 
da á observarlo. Esta obligación no podia resultar mas 
que de la práctica recíproca entre los otros pueblos. Por- 
que de la circunstancia de la preeminencia de una regla 
diferente entre los otros pueblos, llegaría no solo á ser le- 
gal sino aun necesaria para esta nación seguir una con- 
ducta diversa. Por ejemplo, si hubiese una regla que pre- 
valeciese entre las otras naciones y en virtud de ella la po- 
sesión inmediata y el simple acto de la captura despojasen 
de la propiedad al primitivo propietario, seria absurdo que 
la Gran-Bretaña obrase respecto de estas naciones en un 
sentido mas lato, y sentara como regla general, que la 
conducción de la captura infra praesidia (aunque probable- 
mente sea la verdadera), fuese necesaria para despojar do 
su derecho al propietario originario. Adherirse á una regla 
semejante seria una torpe injusticia contra los ingleses: y 
una regla de la que debería resultar una injusticia en la 
práctica no puede ser jamas una regla verdadera de de- 
recho entre las naciones independientes. Puede, en efec- 
to, suponerse que deba sacrificarse un país á una con ve» 
niencia especulativa, cuando tiene una demostración cla- 
ra de que tales cuestiones no se admiten en lo general. 
Cuando se encuentre por una parte la conveniencia abs- 
tracta y por otra la justicia real y práctica, entonces es 
evidente que la regla debe considerarse como verdadera- 
mente propia del derecho de gentes entre las naciones." 
"Si se me preguntase, supuesta la diversidad conoci- 
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da en la práctica sobfe este punto, cuál es la regla que un 
Estado debe aplicar á la propiedad de sus aliados que haya 
sido recobrada; respondería que un procedimiento liberal 
y racional seria la primera regla que debería aplicarse al . 
pais á que pertenezca la propiedad recobrada. Yo admi- 
to que la práctica de las naciones no es esta; pero creo 
que una regla semejante seria á la vez liberal y justa. 
, Para el propietario del buque recobrado ella presenta su 
consentimiento contenido en la sabiduría legislativa de su 
pais; para aquel que hace el recobro, esta regla no pue- 
de considerarse como prejuzgada, porque cuando la del - 
pais del propietario donde el buque se ha recobrado trae- 
ría consigo la condenación, la regla del pais de aquel que 
Ira hecho el recobro, y que prevalece entre sus conciuda- 
danos, baria la restitución de la cosa capturada. Esta re- 
gla ofrece una ventaja evidente; y aun en el caso de res- 
titución inmediata, según las reglas del buque recobrado, 
el pais que hizo el recobro podría contar con toda segu- 
ridad que recibiría á su vez una justa correspondencia." 

"Podrá decirse. ¿Qué sucedería si esta confianza es 
desconocida? Se debe entonces buscar la reparación en 
las represalias; lo cual en las contiendas de los Estados 
independientes no puede considerarse como una retorsión 
de hecho, sino como una justa y equitativa medida de 
venganza civil. Esta será su última seguridad, cuya se- 
guridad basta para garantir la confianza que debe tener. 
Porque las transacciones de los Estados no pueden me- 
dirse por una minuciosa aritmética, sino que es preciso 
que en todos los casos haya alguna cosa que esponer, ba- 
jo una presunción de justicia y de generosidad." 

11 Puede todavía preguntarse, qué se hará si no hay re- 
gla establecida en el pais del buque recobrado? Yo res- 
pondo que esto apenas se puede suponer; puede no ha- 
ber allí ordenanzas ó actas de presas que aplicar inme- 
diatamente al recobro; pero hay una lev de hábito, una 
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ley de uso, un principio decretado y reconocido sobre es- 
te punto en todos los contratos comerciales civilizados: 
esta es la práctica cornun de todos los Estados de Euro- 
pa, que al comenzar la guerra dan proclamas y edictos 
con respecto á presas. Y hasta que estos edictos aparecen, 
los tribunales de almirantazgo tienen una ley y un uso 
conforme á los cuales proceden, y por la práctica antigua 
deben seguir también la regla de conformar sus actos de 
presas á reglas precisas. De donde se sigue que si hu- 
biera un país que no tuviese ninguna regla, aplicaria la 
suya aquel que hiciese el recobro, y debería descansar en 
la presunción de que esta regla era adoptada y puesta en 
ejecución en la práctica futura de sus aliados." 
• "Todavía se podría decir que aplicando un pais á otros 
países sus reglas respectivas formaría una práctica dis- 
corde é irregular: podrá ser así, mas procediendo esta 
discordancia de la mas exacta uniformidad del principio, 
esta será idem per diversa. Si se me preguntase tam- 
bién. ¿Adoptarías las reglas de Tunes y de Argel? Si 
vosotros tomareis por aliados á Tunes y á Argel, segura- 
mente que las adoptaría. Vosotros deberíais emplear con 
ellos las mismas reglas de justicia (Jue emplearíais con 
las otras naciones. Sobre todas estas objeciones hay que 
considerar, que una regla puede traer impresa una con- 
tradicción aparente, y estar acompañada sin embargo de 
bastante conveniencia y ser á propósito para los casos re- 
lativos. Un reglamento puede ser poco conveniente 
cuando se trata de establecer, y puede sin embargo ser 
estremadamente conveniente y aun la única regla propia 
que debe observarse entre las partes que originariamen- 
te la han establecido para sí." 

-•Convendría solo esplicarmo sobre la simple cues- 
tión de conveniencia; pero es muy importante examinar cual 
es en la actualidad la regla del derecho marítimo de In- 
glaterra sobre este punto. Ved claramente en qué con- 
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siste La ley marítima de Inglaterra ha adoptado una 
regla mas estensa de restitución ó de salvamento respecto 
á las propiedades recobradas de sus subditos, haciéndola 
estensiva á sus aliados, hasta á aquellos que parece obran 
contra la propiedad inglesa según un principio menos li- 
beral, y en igual caso ella adopta su regla y los trata se- 
gún la medida de su justicia. Yo considero que esta es 
Ja verdadera situación de la ley de Inglaterra sobre este 
punto, la cual se conoció claramente en el caso del San- 
Jago. Este caso no se decidió, como se ha hecho en- 
tender, por circunstancias especiales, ni por nuevos prin- 
cipios, sino por los establecidos por el caso y por las au- 
toridades que forman la jurisprudencia de este pais. En 
la discusión "de este caso debe verse con cuidado una 
opinión que se encuentra en las colecciones manuscritas 
de un jurisconsulto muy distinguido (Sir E. Simson), 
que refiere la práctica y la regla suprema, como.se com- 
pren dia en su tiempo. Esta regla es, que la mglaterra 
restituye la propiedad á sus aliados bajo el derecho de 
recobro, y aunque pueden presentarse ejemplos de pro- 
piedades inglesas recobradas por estos mismos aliados y 
condenadas como presas, la corte de almirantazgo ha de- 
cidido sus casos conforme á su propia regla (1)." 
íícnifan» ^a íev ame '"icana procede del mismo principio de 
adopta la reciprocidad en cuanto á la restitución de los buques, ó 
^iprocidad de ' os hienes pertenecientes á las naciones estranjeras 
^h^stí/ a,m £ as Y acobrados de los enemigos por los buques de 
<ion de k guerra americanos. Por la acta del congreso de 3 de 

dones ami- buques ó los bienes de las personas que residían conti- 
bródadei nuamente sobre el territorio y baje la protección de 
«emi d o UU cua ^ u ' era gobierno estranjero amigo de los Estados-Uni- 
dos, que fuesen recobrados por los buques americanos 

(1) Sir W. Scott, Kobinson'a AdmiraUy Reportt, vol. I, p. 58-63. 



Digitized by 



EiNTRE ENEMIGOS 



391 



-serían restituidos á sus propietarios; medíante un de- 
recho de recobro proporcional al valor de la propiedad 
que el uso de estos gobiernos estranjeros exigiese de los 
buques ó de los bienes de los Estados-Unidos en igual- 
dad de circunstancias. Guando no haya semejante ley 6 
«uso reconocido, se acordará el mismo derecho de reco- 
bro que el determinado para la propiedad de las personas 
residentes en su territorio y bajo la protección de los 
Estados-Unidos; con tal que estos buques ó estos bienes 
no hayan sido devueltos al primer propietario en algún 
caso ó que la misma propiedad haya sido condenada como 
buena presa por la autoridad competente antes del reeo- 
bro, y en ninguno en que según la ley y el uso de este 
gobierno estranjero, los buques ó los bienes de los Es- 
tados-Unidos no hayan sido restituidos en igualdad de 
circunstancias. 

Es sumamente importante determinar cual es el prin- ,*?> cs de 
cipio fundamental de la ley relativa á los recobros adop- paira rela- 
tada por las diferentes naciones marítimas. Este principio J"^"^ 
se debe buscar en el código de presas, en las decisiones 
judiciales de cada pais, y en Jos tratados por los que es- 
tán ligados los unos con los otros. 

La ley inglesa actual de recobro militar fué establecí- J*y inf- 
ria por los estatutos de 43° Geo. Ilf, ch. 160, y el 45* 
Geo. III, ch. 72, que establecían, que todos los buques ó 
sus cargamentos pertenecientes á los subditos ingleses 
<m? fuesen capturados por el enemigo como presa, serian 
devueltos á los primeros propietarios, mediante el pago, 
por derecho .de recobro, de la octava parte de su valor, 
si ellos fuesen recobrados por los buques de su majes- 
tad, y de la sesta parte si lo fueren por un corsario, ú 
otro buque que estuviese bajo la protección de su majes- 
tad. Y si esta misma propiedad ha sido recobrada por 
la operación simultánea de los buques de su majestad y 
de los corsarios, entonces la corte ordenará el pago de 

TI. -51 
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dicho derecho como juzgue conveniente y racional. Mas 
si el buque así recobrado parece haberse convertido por 
el enemigo en buque de guerra, entonces no se devolve- 
rá á sus primeros propietarios, y se condenará como bue- 
na presa á beneficio de. aquellos que lo han capturado. 

La acta del congreso de 3 de Marzo de 1800, ch. 
168 (XIV) gg 351 y 352, manda que en caso de reco- 
i.r.v fimc b ro de los buques ó de los bienes pertenecientes á las 
personas que residen en el territorio de los Estados-Uni- 
dos, ó bajo la protección de ellos, si los buques no han 
sido condenados como presa por la autoridad compelen te 
antes del recobro, serán restituidos mediante el pago de 
un derecho que ascienda á la octava parle de su valor, si 
ellos son recobrados por un buque del Estado. Si el bu- 
que recobrado aparece haberse convertido en buque de- 
guerra, antes ú después de la captura, el derecho de re- 
cobro es entonces de la mitad de su valor. Si el buque 
recobrado pertenecía antes al gobierno de los Estados- Uni- 
dos y no estaba armado, el derecho de recobro es de una 
scsla parte si dicho recobro se hace por un buque pri- 
vado, y de una duodécima parte si lo es del Estado. Si 
es buque armado, el derecho vendrá á ser de la mitad del 
valor, si el recobro se hace por otro privado, y de la cuar- 
ta si se hace por uno público. Respecto á los buques pú- 
blicos armados, el cargamento paga el mismo derecho de 
recobro que los buques, atendido el tenor de la acta; pe- 
ro en cuanto á los buques privados el derecho de* reco- 
bro es el mismo en cuanto al cargamento, sea armado ó 
no (y esto resulta probablemente de alguna omisión in- 
voluntaria en la acta) (1). 

Desde luego se conoce que hay una diferencia eviden- 
te en este punto entre la ley inglesa y la americana. La 
acta del parlamento estiende el derecho de postliminio in- 

(I ) Craiich». Report; rol. IX , p. 244. L'Adeliw. 
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definidamenle entre los propietarios originarios y los que 
lian recobrado el buque, aunque haya habido alguna sen- 
tencia* anterior condenatoria, salvo el caso que el buque 
recobrado se haya convertido por el enemigo en buque 
de guerra: y la acta del congreso estiende el derecho de 
postliminio hasta el momento en que se le haga perder 
la propiedad por sentencia condenatoria de un tribunal 
competente, y no por mas tiempo .que el de esta conde-i 
nación. Esta era también la ley marítima de Inglaterra 
hasta el momento en que los estatutos intervinieron, para 
volver á poner en rigor, en cuanto á los subditos ingleses, 
el derecho de postliminio del propietario originario. 

Por la última ley francesa sobre recobros, si un buque L, y fran - 
frances se recobra del enemigo después de veinticuatro ho- 
ras, es buena presa para el buque que lo ha recobrado. 
Pero si esto se hace antes de las veinticuatro horas, se de- 
volverá al propietario con el cargamento, mediante el pago 
de un tercio del valor por derecho de recobro en caso de 
que éste se haga por un corsario, y de una trigésima parte 
en caso que lo haga un buque del Estado. Pero si el re- 
cobro se hace por un buque de un Estado después de las 
veinticuatro horas de posesión, el buque y su cargamento 
serán devueltos mediante el pago de una décima parte. 

Aunque atendido el tenor literal de las ordenanzas an- 
teriores á la revolución, estas condenasen como buena 
presa la propiedad francesa recobrada después de veinti- 
cuatro horas de haber estado en posesión del enemigo, 
haya sido hecho el recobro por buque privado ó público; 
sin embargo, parece que la práctica constante en Francia 
lia sido la de restituir la propiedad cuando se ha recobra- 
do por buques del rey (1). La reserva contenida en la 
ordenanza de 15 de Junio de 1779, según la cual la 
propiedad recobrada después de veinticuatro horas de ha- 

(1) Valin, Comment. sur Votdon. de la mar., liv. III, tit. IX, art. 3.— # 
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ber estado en poder del enemigo, se confiscaba á favor 
de la corona, la cual se resevaba el conceder á los qu* 
habian hecho el recobro las recompensas que juzgase con- 
venientes, convirtió este derecho de recobro en discrecio- 
nal para todos los casos, supuesto que se arreglaba por 
el rey en consejo según las circunstancias (1). 

La Francia aplica esta misma regla al recobro de la 
propiedad de sus aliados. Así es que el consejo de pre- 
sas decidió en 9 de Febrero de 1801, con molivo de dos 
buques españoles recobrados por un corsario francés des- 
pués de veinticuatro horas de posesión, que estos fuesen- 
condenados como buena presa del buque recobrador. Sf 
el recobro se hacia por buque del Estado antes ó después 
de las veinticuatro horas de estar en poder del enemigo,, 
la propiedad debia restituirse al propietario originario se- 
gún el uso observado con los subditos franceses, y en 
atención á las relaciones íntimas existentes entre las dos 
naciones (2). 

La ley francesa concede también ta restitución, mediante 
un derecho de recobro, aun cuando hayan pasado las veinti- 
cuatro horas de posesión por el enemigo, en el caso en que- 
éste abandone la presa, ó que esta vuelva al propietario 
originario á consecuencia de los peligros de la mar y no 
por recobro militar. También la ordenanza de la marina* 
de Luis XIV de 1681, liv. III, Ift. IX, art. 9, determina 
lo siguiente: "Si el buque, sin haber sido recobrado se 
abandona por el enemigo, ó si á consecuencia de tem- 
pestades ú otro accidente cae en poder de nuestros súb- 

Traité des priees, c-hap. VI, § 1, núm. 8, § 88.— Pothier, Traite de la pro- 
prieté, num. 07.— Emérigon, de» Assvrances, 1. 1, p. 497. 

(1) Emérigon, des Assurances, t. I, p. 497. 

(2) Pothier, Traite de la propriété, num. 100,— Emérigon, t. I, p. 499- 
— Azuni, Droit maritime de VEuropc, pt. II, chap. IV, § 11. 
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ditos antes de ser conducido á puerto alguno enemigo, 
se le devolverá al propietario que lo reclame en el térmi- 
no de un año y un día, aun cuando haya estado mas de 
veinticuatro horas en poder del enemigo." Pothier es de 
opinión que cstaa palabras mies de ser conducido á puer- 
ta alguno enemigo, se deben entender no eomo restricti- 
vas del derecho de restitución al mencionado caso parti- 
cular de un buque abandonado por el enemigo antes de 
ser conducido á un puerto. Este caso no se refiere sino 
por modo de ejemplo de lo que sucede por lo común, 
"porque este es el modo con que ordinariamente se pue- 
de escapar un buque aprehendido por el enemigo, lo cual 
no podría casi verificar de otro modo después de haber 
sido llevado a sus puertos" (1), Sin embargo, Valin sos- 
tiene que los términos de la ordenanza deben interpre- 
tarse literalmente, y que el propietario originario queda 
enteramente despojado de su derecho cuando el buque ha 
sido llevado á un puerto enemigo. Opina igualmente que 
esta especie de salvamento se asemeja á un naufragio, y 
que aquellos que hacen el recobjro tienen derecho á una 
tercera parte del valor de la propiedad salvada (2). Azuni 
pretende que la regla de salvamento en este caso no se 
ha fijado en la ordenanza, sino que se ha dejado á discre- 
ción para que sea proporcionada á la naturaleza y esten- 
sion del servicio hecho, el cual nunca podrá igualar al 
recobro de la propiedad de manos del enemigo por una 
fuerza militar,, ó al de los bienes perdidos en un naufra- 
gio (3). Emérigon es también de opinión contraria á la 
de Valin sobre este punto (4-). 

\ ■■ i 

(1) Pothier, Traite de la propriété, num. 99. 

(2) Valin, Comment. sur l ordonn. de la mar., in loco. 99. 

(3) Azuni, Droit maritime, pt. II, chap. IV, § 8, 9. 

(4) Emérigon, des Assurances, t. I, p. 504 — 505. El cita en «poyo de- 
án opinión el Connlato del mare, cliap. CCLXXXV1I, et Targa cap. XLVI,. 

. mím. JO. 
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ixy cspa- La España adoptó desde luego la ley de Francia en 
cuanto á los recobros, aceptando el código de presas de 
este pais después que la casa de Borbon volvió al trono 
de España. En el caso del San-Jago (referido en el de 
Santa-Cruz ya citado) la ley española se aplicó según el 
principio de reciprocidad, como que era la regla inglesa de 
recobro de la propiedad española. Mas la ordenanza sub- 
secuente de presas española, de 20 de Junio de 1801, 
art. 38, modifica la antigua ley en cuanto á la propiedad 
de las naciones amigas. Ella manda que cuando el bu- 
que recobrado no estuviese cargado por cuenta del ene- 
migo, se restituya mediante el pago de una octava parte 
por derecho de recobro, si fuere recobrado por los buques 
del Estado, y de una sesta parte si lo fuere por los cor- 
sarios, con tal de que la nación á que pertenezca este 
buque haya adoptado ó consentido en adoptar una con- 
ducta semejante con la España. La antigua regla está 
reservada para las represas de propiedades españolas, las 
cuales se restituyen sin derecho de recobro, si ellas son 
tomadas por un buque de la marina real antes ó después 
de veinticuatro horas de posesión, y mediante el pago de 
la mitad- de su valor si son recobradas en este intervalo 
por un corsario. Si el recobro ha tenido lugar después 
de este tiempo, la propiedad es condenada á favor de 
aquellos que la han recobrado. La ley española tiene las 
mismas disposiciones que la francesa en el caso de que 
las propiedades capturadas sean después abandonadas y 
vuelvan á la posesión de sus primeros propietarios por 
salvamento civil. 
Uj por- El Portugal adopta las leyes de recobros francesa y es- 
tuca. ^ño\¡\ en sus ordenanzas de 17 04 y 1796. Masen 
Mayo de 1797, después de la presa del Santa- Cruz y 
antes del juicio de la alta corte de almirantazgo de Ingla- 
terra sobre este caso, el Portugal revocó su primera re- 
gla, y mediante las veinticuatro horas de posesión por el • 
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enemigo, despojaba al primer propietario de su propiedad, 
y permitía la restitución antes de este tiempo, mediante el 
pago de un derecho de recobro de una octava parte, si la 
captura fuese hecha por un buque del Estado, y de 
una quinta si lo fuere por un corsario. En el caso 
del Santa-Cruz \ otros semejantes, Sir W. Scott distin- 
gue entre las capturas hechas antes y . las verificadas des- 
pués de la ordenanza de Mayo de 1707, condenando las 
primeras cuando la propiedad ha estado veinticuatro ho- 
ras en poder del enemigo, y restituyendo las otras me- 
diante el pago del derecho de recobro establecido por la 
ordenanza portuguesa. 

La antigua ley holandesa arregla la restitución median- lA7 ¿^ n ' 
le el pago de un derecho de recobro y bajo distintas ta- 
saciones, según el tiempo que la propiedad ha estado en 
poder del enemigo (1). 

La antigua ley de Dinamarca condenaba después dei^daiu**. 
veinticuatro horas de posesión por el enemigo, y restituía 
cuando la propiedad habia estado menos tiempo en poder 
de éste, mediante el pago de la mitad del valor por derecho 
de recobro. Pero la ordenanza de 20 de Mayo de 1810, 
devuelve la propiedad danesa ó aliada de Dinamarca, sin 
atender al tiempo que ella haya estado en poder del ene- 
migo, mediante la tercera parte de su valor. 

Por la ordenanza sueca de 1788, se manda que el de- u - v su<?( * 
recho de recobro sobre la propiedad sueca será de la mi- 
tad de su valor, sin atender al tiempo que ella haya es- 
tado en poder del enemigo. 

La corte de presas inglesa ha determinado lo que cons- De Jo que 
tituye la "conversión en buque de guena," conformo á las "ircoun-r- 
cláusulas establecidas en la acta del parlamento, v que sion 1 CQ bu 
pueden servir para .interpretar la ley americana, siendo «"encía 
iguales las medidas en ambos países. Está establecido, ^ dcla i' r 

( 1 ) Bynkershock, QuatSlionum jurit pablici, lib. I, cap. V. 
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'pues, que cuando un buque armado en su origen para eft 
tráfico de esclavos, antes de ser capturado hubiese reci- 
bido á bordo un número adicional, de hombres, pero sin 
comisión para hacer la guerra, ni armamento nuevo, en- 
tonces no puede decirse que se ha convertido en buque 
de guerra, según la acta (1). Pero la comisión para ha- 
cer la guerra será clara si se le encuentran cañones á 
bordo (2). Y cuando después de la captura se dispone 
al buque para corsario, esto bastará para condenarle, aun- 
que á la época de su recobro navegue como buque merca»- 
te. Porque cuando el primer carácter de un buque cap- 
turado se ha convertido >en buque de guerra, la jurispru- 
dencia no tiene necesidad de ir mas lejos, sino que con- 
sidera siempre al propietario con el mismo carácter (3). 
Guando un buque «parece haber estado comprometido en 
el servicio militar del enemigo bajo la dirección de su mi- 
nistro de marina, esta es una prueba suficiente de la con- 
versión del navio en buque de guerra (4). Lo másmo su- 
cede cuando el buque está armado y empleado al servi- 
cio público militar del enemigo por aquellos que tienen 
poder necesario para hacerlo, aun cuando ei buque ne es- 
té formalmente comisionado j(5). Mas el simple empleo 
en el servicio militar del enemigo no basta. Sin embar- 
go, si la persona que manda el buque tiene el poder de 
obrar de esta manera y en su modo de proceder na- 
da hay que pruebe lo contrario, habrá para la corte una 
presunción de que esta persona está debidamente autori- 
zada, y el comandante de un simple navio puede presu- 
mirse investido de esta autorización, como si fuese gefe 
-de una escuadra (6). 

(1) RobinFon's, Admiralty Reporta, vol. VI, p. 320. The Horatio. 

(2) Dodson*s, Admiralty Reports, voi. I, p. 103. The Ceylan. 

(3) Kdwnrd's, Admiralty Reports, 185. The Acüf. 

(4) Robinsoirs, Admiralty Reports, vol. III, p. 63. 

(5) Dodson's, Admiralty Reports, vol. J, p. 105 The Ceylan. 
( r >) Dodson's, Admiralty Reports, vol. I, p. 397. The Georgiana. 
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No se puede poner objeción alguna para el pago del Recob ^ u 
derecho de recobro cuando haya sido hecho por un bu- ¡¡¡¡l ¡¡o co- 
que no comisionado. Porque lodo ciudadano tiene la lm " ,onadtí - 
obligación de proteger y ayudar á sus conciudadanos en « 
• la guerra, y de consiguiente el de recobrar su propiedad 
de manos, del enemigo. No se necesila dar ninguna co- 
misión á una persona que ha obrado de este modo para 
concederle la recompensa que la ley le da por un acto 
tan meritorio de su deber (1). Y si un buque conductor 
recobra alguno de los buques del convoy, capturado de 
antemano por el enemigo, aquellos que lo han recobrado 
tienen derecho á que se les pague el derecho de reco- 
bro (2). Pero el hecho de quitar un buque que habia 
estado comprometido en una empresa común no da de- 
recho á este pago (3). 

Para que haya lugar al beneficio de recobro, es nece- 
sario que este se baga de manera que pueda decirse que 
hubo realmente captura, ó por lo metios que se suponga 
como tal, porque el derecho de recobro militar solo tiene 
lugar cuando la propiedad ha sido verdaderamente estrai- 
da de manos del enemigo (4-), aunque no se necesita que 
este tenga posesión real, pues basta que la propiedad ha- 
ya llegado á estar completamente entre sus manos (5). 

No obstante, si un buque av< riado ha sido capturado 
al tiempo de ir al puerto enemigo y por este medio se 
salva, este caso simplemente es de salvamento civil y no 
militar (6). Mas para que haya verdadero recobro es 
necesario que los que lo hagan tengan una posesión mate- 

(1) Robinaon's, Admiralty Reporta, vol. III, p. 224. The Heleo. 

(2) Ibid. vol. IV, p. 315. Tho Wight. 

(3) Edward'a, Admiralty Rcports, vol. IV. p. Gfí. La Bolle. 

(4) Robinscn's, Admiralty Reports, vol. IV, p. 147. The Frankün* 

(5) Ibid. vol III, p. 305. The Edward and Mnry.— Edward's Admiralty 
Report . », vil. I, p. 1)6. The Peimuiiento, Félix 

(6) Rouinson'a, Admiralty Reports, vol. IV, p. 147, The Frank.l¡A. 

T. I.-53 



Digitized by Google 



400 DEHECHOS DE LA GUERRA 

ría) y efectiva. Basta que la presa sea verdaderamente 
sacada de las manos del enemigo que la. había captura- 
do (1). Cuando un buque enemigo es capturado y re- 
cobrado por él mismo y después vuelto á capturar por el 
enemigo, los que hicieron la primera captura no tienen 
derecho á la restitución pagando el recobro; pero los que 
hicieron la última captura sí gozan de todos los derecbos 
de presa, porque el primer recobro despojó enteramente 
de sus derecbos á aquellos que habían hecho la primer 
captura (2). Cuando los que hicieron la primer captura 
han abandonado su presa y después esta misma es cap- 
turada de nuevo por otros, éstos solamente tienen el de- 
recho á la propiedad (3). Pero si el abandono ha sido in- 
voluntario y por temor á una Tuerza superior, sobre todo si 
este temor lo han tenido los últimos que han hecho la cap- 
tura, entonces los derechos de los primeros renacen com- 
pletamente (4). Y cuando el enemigo ha capturado un 
buque abandonándolo en seguida y volviéndolo á recobrar, 
este caso no debe considerarse como de abandono, por- 
que el propietario originario no ha tenido jamas animm 
reliqnendi, y por esto debe ser restituido pagando el de- 
recho de recobro; mas como en rigor este no es un reco- 
bro, en el sentido de la acta, la tasa del derecho es dis- 
crecional (5). Pero si el abandono hecho por el enemi- 
go ha sido por terror á la fuerza de su contrario, será un 
recobro arreglado á los términos de la acta (6). Cuan- 

* 

(1) Ibid, vol. m, p 305. The Edward and Mary. 

(2) ^ Ibid, vol. IV, p. 217, note «.— Wheatun'a Re ports, vol. I, p. 125. 
The Astrea. — Valin, Comment. sur l'ordoo. de la mar, t. II, p. 257—259. — 
Traité de» prise», chap. VI, sect. I. — Pothier, Traite de l* proprieté, 
núm.'dO. 

(3) Edward 1 », Admiralíy Reporta, vol. I, p. 79. Thé lord Nclson.— Dod- 
mn\ Admiralty Report», vol I, p. 404. The Diligentia. 

(4) Wlieaton's Reporta, vol. H, p. 123. The Mary. 

(5) Rohinson's Admiralty Report», vol. IV, p. 216. The John and Jane. 

(6) Robinson't, vol. VI, p. 273. The Gage. 
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do la presa se abandona por los mismos que la lian he- 
cho, y después se conduce al puerto por un salvador neu- 
tro, se ha sostenido que la corte de almirantazgo neutra 
tenia el poder necesario para decretar el pago del dere- 
cho de salvamento, pero no para hacer que se devolviese 
la propiedad á los dueños originarios beligerantes. Por- 
que por la captura se adquirió un derecho de propiedad 
que no puede destruirse ni disputarse con justicia por 
ninguna nación neutra, y por consiguiente el producto 
(hecha deducción del derecho de salvamento), pertenece 
á los que hicieron la captura originaria; y á las naciones 
neutras no les incumbe ocuparse de la validez de una 
captura entre las partes beligerantes (1). Pero si los 
aprehensores hacen donación de. los buques capturados á 
una tripulación neutra, esta tendrá derecho á la remune- 
ración como salvadora, y después de deducir el derecho 
de salvamento el producto restante será entregado al 
propietario originario (2). Una regla general, que pare- 
ce tener poeas escepciones, es la de que los derechos de 
captura se destruyen por un recobro hecho por el ene- 
migo en virtud de fuga del buque capturado, ó abando- 
no voluntario de parte de aquellos que lo habían to- 
mado (3). 

El mismo principio parece que puede aplicarse al reco- 
bro hostil; pero si este recobro se hace por tripulación 
neutra de navio neutro, es dudoso hasta qué punto este 
acto ilegal, y que está comprendido en la pena de confisca- 
ción, pudiera sostenerse en los tribunales de presas del 
pais de aquel que ha hecho la captura para quitarle su de- 
recho originario en el caso de recobro subsecuente. • 

En cuanto á aquellos que recobran un buque aunque 

(1) Dallas, Reports, vol. III, p. 188. The Mary Ford. 

(2) Cranch's R'porta, vol. VIII, p. 227- The Adventure. 

(3) Cranch's Reporta, vol. IV, p 2U3. Hudaon V. Guentier, vol. VI p. 281. 
S. C— Dodson's Admiralty ReporU, voL I, p. 192. The Charlotte Caroline. 
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su derecho al pago de salvamento quede estinguido por un 
recobro subsecuente de parle del enemigo, ó por senten- 
cia condenatoria que despoje á los propietarios origina- 
rios de su dominio; sin embargo, si el buque ha sido de- 
vuelto en virtud de esta nueva captara y sigue su viaje 
ya sea á consecuencia de un pago judicial ó de una re- 
lajación hecha por el poder soberano, los que hayan he- 
cho el primer recobro deberán ser reintegrados en este 
derecho (1). Los que hacen un recobro ó un salvamento 
tienen un interés legal en la propiedad, del cual no pue- 
den ser despojados pur- otros subditos sino por medio de 
un juicio de tribunal competente, y los buques del Estado 
no pueden despojar sin causa á los oficiales de otras per- 
sonas con el pretesto de obrar en virtud de una autori- 
dad superior (2). 

En todo caso de salvamento que no tenga tasa deter- 
minada por ley positiva, ésta se ha dejado á la discreción 
de la corte así para los recobros como para los demás ca- 
sos (3). Cuando en virtud de un recobro, las partes han 
adquirido un derecho al recobro militar conforme á la 
acta de la materia, la corte puede también conceder el 
derecho de salvamento civil, si han hecho servicios es- 
traordinarios quitando los buques averiados de los peli- 
gros de la mar (4). 
validez de L a validez de las capturas marítimas debe determinar- 
marítimas, se por el tribunal del gobierno de aquel que ha hecho la 
díeTioT ca l itura > Y a 86 hahe dicho tribunal en su propio pais ó en 
tribunales el de su aliado. Esta regla de jurisdicción es aplicable ya 
d«ipaude sea ^ j a p r0 p¡ e( j ac | capturada se haya conducido al 



(1) Dodson's Admiralty Reports, vol. I, p. 192. La Charlotte Carolina 

(2) Ibid, vol. I, p. 414. The Bledenhale. 

(3) Cranch's Reports, vol. I, p. 1 . Talbot V Seemann. — Rob¡nson'n Ad- 
miralty Reporta, vol. III, p. 308.— Bynkershoek, Quosstionum juris publi- 

lib. I, cap. V. 

(4) Dodson's Admiralty Reports, vol. I, p. 317. X»e Louisa. 



Digitized by 



ENTRE ENEMIGOS. ¿03 

puerto de aquel que hizo la captura, ó al de un aliado, ó V c! q ue 

, , . las ha he - 

al de un neutro. c h 0 . 

Respecto del primer Caso no puede caber duda algu- Con¿ena . 
na. En el segundo, es decir, cuando la propiedad se cion de Ja 
conduce al puerto de un aliado, nada putde impedir al J^^Jí. 
crobierno de este pais el permitir el ejercicio de este acto cueotraC!l 
linal y hostil, aunque no puede condenar por si mismo: tosdeuu 
la condenación de la propiedad de uno de los belige- alusdo ' 
rautes aprovecha at otro. Existe un interés común entre 
los dos gobiernos y ambos se presumen autorizados para 
dictar todas las medidas que den un resultado á sus ar- 
mas, y los puertos de cada uno de ellos se considera que 
sirven mutuamente para este objeto. Basta, pues, una 
decisión semejante por lo que respecta á las propiedades 
tomadas en el curso de las operaciones de una guerra 
común. Mas cuando la propiedad se conduce á un puer- Pr °p ¡cd «d 

. 1 , r 1 conducida 

to neutro parece un principio mas dudoso el que la valí- áaupuer- 
dez de una' captura pueda decidirse "ni aun por el tribu- 
nal de presas establecido en el pais de aquel que ha cap- 
turado esta propiedad. El raciocinio de Sir W. Scott 
en el caso del Henrick and María, es ciertamente muy 
propio para probar la irregularidad de esta práctica. 
Considera que la corte de almirantazgo inglesa ha estado 
en su práctica muy distante de la conveniente pureza del 
principio originario al condenar los buques capturados 
que se encontraban en los puertos neutros. Hablando, 
del juicio de apelación en el mismo casó, Sir W. Grant 
sostiene también que la Gran-Bretaña habia obrado según 
su antigua práctica, y que los comerciantes neutros esta- 
ban suficientemente garantidos al hacer sus compras en 
virtud de una sentencia semejante de condenación, por 
las sentencias uniformes de los tribunales ingleses. La 
misma regla se ha adoptado por la corte suprema de los 
Estados-Unidos fundada en los principios de conveniencia 
así denlos beligerantes como de los neutros. Y aunque 
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' de hecho la presa estuviese bajo la jurisdicción neutra, 
sin embargo, debe considerársele bajo la inspección de 
aquel que ha hecho la captura, y cuya posesión se consi- 
dera como si fuese de su soberano (1). 
$ 14. La jurisdicción de los tribunales nacionales del buque 
cwndc d ¡o¡ ^prehensor para decidir sobre la validez de las capturas 
trümnaiM hechas en guerra bajo la autoridad de su gobierno, esclu- 
quehihe? ye á la judicial de cualquiera otro pais con solo dos*es- 
tura ,a Cap ce P c ' ones: ^ a Cuando la captura se hace en los límites 
territoriales de un Estado neutro. 2. a Cuando se hace 
por buques de guerra armados en el territorio neutro (2). 

En estos dos casos los tribunales del Estado neutro 
tienen poder jurídico para determinar la validez de las 
capturas que se hagan de esa manera, y para mantener 
su neutralidad restituyendo la propiedad de sus subditos, 
ó la de los de otros Estados amigos á sus propietarios ori- 
ginarios. Estas escepciones de la jurisdicción esclusiva 
de los tribunales nacionales de aquel que ha hecho la 
captura, se estiende, por los reglamentos civiles de algu- 
nos países, á la restitución de la propiedad de sus pro- 
pios subditos en todos los casos en que esta misma pro- 
piedad haya sido capturada ilegalmente y traida después 
á sus puertos. Atribuyen también al tribunal neutro la 
jurisdicción en las cuestiones de cuando hubo presa y 
cuando no la hubo, todas las veces que la propiedad cap- 
turada se lleve al territorio neutro. La ordenanza sobre 
la marina de Luis XIV contiene una regla semejante. 
Valin jus'iíica su equidad fundándose en que ella está es- 
tablecida por via de compensación en virtud del privile- 

. (1) Kobínson'fl Admiralty Report*, vol. IV, p. 43; vol. VI, p. 138, note 

(aj. — Bynkorshoek Quacstionum juris publici, lib. I, cap. V, Trnduction de 
Doponseau, p. 38, note*. — Kent's Commentaries on American lato, rol. I, p. 
103, 5 edit. — Wheaton Hittoire du droit des geni, p. 321. 

(2) Whcaton's Reporto, vol. IV, p. 298. The Estrella, vol. VII, p. 283. 
The Santísima ' 
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gio de asilo acordado á un buque aprehensor y sus pre- 
sas en el puerto neutro. No puede caber duda en que 
una condición semejante puede estar expresamente anexa 
por el Estado neutro al privilegio de llevar á sus puertoá 
las presas de los beligerantes, lo cual puede muy bien 
conceder ó negar con tal que lo haga de una manera im- 
parcial con todas las potencias beligerantes; pero esta 
condición no se implica en el simple permiso general de 
conceder la entrada á los puertos neutros. El buque 
aprehensor que se aprovecha de tal permiso, no pierde 
por esto la posesión militar de la propiedad capturada 
en lo que da jurisdicción esclusiva á los tribunales de 
presas de su pais para determinar sobre la legalidad de 
la captura. Esta jurisdicción puede ejercerse mientras 
que la propiedad capturada está en el puerto neutro, ó 
mientras que la presa pueda ser conducida infra proesi- 
día del pais de aquel que hizo la captura, y donde reside 
el tribunal. En uno ú otro de estos casos el reclamo de 
toda propiedad neutra, aun la del subdito del Estado á cuyo 
puerto puedan haber sido conducidos el buque ó los bie- 
nes, debe en general sostenerse ante los tribunales de 
presas del pais beligerante, únicos que tienen él derecho 
de jurisdicción en las cuestiones de si hubo ó no pre- 
sa (1). 

Esta jurisdicción no puede ejercerse por una autoridad ^ í5 
delegada, en pais neutro, tal como un tribunal consular Condcn*- 
residente en pais neutro y que obre conforme á Jas ins- c {J¡¡J^ ei 
tituciones del Estado de aquel ha necho la captura. Se- con*oi«r 
mejante autoridad judicial en materia de presas de guer- en j»^ 
ra no puede ser concedida por el Estado neutro á los ncutro - 
agentes de una potencia beligerante en los límites de su 

(1) Valin, Commentaire sur Vordormance de la marine, lib. III, tít. IX. 
Des frises, art 15, tít. II, p. 274. — Lampredi, Trattato del commercio de 
popoli neutrali in tempo di guerra, p. 228. 
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territorio, lo mismo que el gobierno neutro por sí mismo 
no puedo ejercerla, -escoplo en el caso en que su propia 
jurisdicción y su soberanía Itayan sido violadas por la 
captura. La sentencia de condenación pronunciada por 
el cónsul de un Estado beligerante en un puerto neutro 
es considerada, pues, como insuficiente para transferir la 
propiedad de los buques ó bienes capturados como presa 
do guerra, y conducidos á su puerto para ser juzgados 
allí (1). 

$ a«6. La jurisdicción del tribunal de la nación que captu- 
wbSi ra es incluyente respecto á la cuestión de propiedad so- 
deigobicr- |¿ Pe ] a cosa capturada. Su sentencia termina toda con- 

no «el bu- . } 

que, qnc trowrsia relativa á la validez de la captura entre el recla- 

i^oípTura, mdJlte y iU l l, el que bizo la captura, y aquellos que dicen 

iw losar- perloneccrles: olla acaba con toda cuestión judicial sobre 

buque! co- 13 materia. Mas cuando cesa la responsabilidad de los 

misiona- q ue } líin Jieclio l.i captura comienza la del Estado. El es 

dos, y por 1 

los de sus responsable para con los otros Estados de los actos de 
tribunales. sus | UU j ues ^prehensores comisionados por él, al momen- 
to que estos actos son confirmados j>or sentencia defini- 
tiva de los tribunales que lia encargado de decidir sobro 
la validez de las capturas de guerra. 
Sentencia Grocio dice que una sentencia judicial inicua \in re mi- 

lujusta «le iii • , • i , 

un tribunal mme dtibta\ } que perjudica a un extranjero, da a su na- 
balrdi rc- e ' on derecho para obtener reparación por medio de re- 
presalias, presabas: 4 'En efecto, la autoridad del juez (dice él), no 
tiene la misma fuerza para con los extranjeros que para 
con los subditos del Estado. La única diferencia que 
bay en esta clase de sentencias injustas, entre los subdi- 
tos y los eslranjeros, es la do que los primeros no pueden 
legítimamente impedir su ejecución por vias de, hecho, ó 
mantener su derecho por la fuerza contra el efecto de 
una sentencia de esta clase, lo cual proviene de la de- 

(1) Robinsou'B Admiralty Rcporii, vql. I, p. 135. The Flod Oyen. 
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pendencia en que se hallan de la misma autoridad de 
donde ella dimana: al paso que los cstranjeros lienen- 
el derecho de obligar á los del pais á satisfacerles;" (el 
autor trata aquí del derecho de represalias) "de cuyo 
derecho sin embargo, no debe hacerse uso sino cuando 
no hay otro medio de obtener aquello que se debe por las 
vias ordinarias de la justicia (1)." / 

También Bynkershoek, tratando sobre el mismo punto 
considera á un juicio injusto lo mismo que una violencia 
abierta; y autoriza las represalias de parte del Estado, 
cuyos subditos han sido así ofendidos por los tribunales 
de otro Estado. Y Valtel, numerando los diferentes 
modos por los que la justicia puede ser precisada á 
autorizar las represalias, menciona "un juicio manifies- 
tamente injusto y parcial." Y aunque dice, que por 
esto no deberia negarse* que los tribunales no deben ser 
inquietados por sus juicios en cuestiones frivolas ó pun- 
tos dudosos, no por eso es menos evidente que no debe 
atribuírseles tal respetabilidad que impida á los cstranje- 
ros el buscar reparación do ellos (2). 

Estos principios están sancionados por la autoridad 
de numerosos tratados, entre las diferentes potencias de 
Europa relativos á represalias, declarando que ellas no 
estarán conformes sino en el caso de denegación de jus- 
ticia. Una sentencia injusta debe ciertamente conside- 
rarse como tal denegación, á menos que el simple pri- 

(1) Quod fieri inu-lligitur non tantnm si in sontcm aut dibitorem judi- 
«nm intra lempas idoneum obtineri nequeaí, veruin etiam si in re mínima 
dubia (nam in dobla re praewmptio est pro h'm qui od judiciii publico decti 
ront), plano contra ju* judicatum s¡t. .Nam auctoriüw judieantis non ¡dora 
In exteros quod in subdito* valct.. . IToc interest, quod subditi csxeeutionettt 
etiam injuste sontontiae vi impediré, aut contra cam jus auum vi c?x<q\ii lici- 
te non possunt. ob iinperii in ¡paos <dH>atinm exteri autem jus habent cogen* 
di, sed quo uti non üceat quamdiu per judicium suutn possint obtinere. (Gro- 
tíus. de Jure belli ac pacía, lib UI, cap. II, (¡ 5, n. 1). 

(2) Bynkcnhoek. Qtiatalionum jurie publici, lib. I, cap. XXIV.— Vot 
U^.Drnt de» gen; lib. II, chup. VIII, $ 350. 

T. 1—53 
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Vilegio de ser oido antés de la condenación no sea todo 
lo que se encierre en la idea de justicia. 

Aun suponiendo que los juicios injustos de los tribu- 
•.nbunaufs tta ^ s civiles no den materia para las represalias, eviden- 
y tementc na Y una onopme diferencia sobre este punto, en- 
iL* n tre los tribunales ordinarios del Estado, que proceden con 
arreglo á l is leyes civiles, que normam sus decisiones, y 
los tribunales de presas establecidos para administrar el 
derecho de gentes tanto á los estranjeros como á los sub- 
ditos del pais. Los tribunales civiles ordinarios ejercen 
su jurisdicción sobre la persona ó la propiedad de un ex- 
tranjero por consentimiento espreso de este si intenta vo- 
luntariamente un proceso, ó implícito si de hecho el tras- 
lada su persona ó su propiedad de aquel terrjforio. Mas 
cuando- los tribunales de presas ejercen su jurisdicción 
sobre los buques capturados en ra mar, la propiedad de 
los estranjeros es llevada por fuerza al territorio del Es- 
tado que lia establecido esos tribunales. Según el dere- 
cho natural, los tribunales del pais de aquel que ha he- 
cho la captura no son los jueces directos y esclusivos de 
las capturas de guerra hechas en plena mar bajo el pa- 
bellón neutro, sino que lo son los tribunales de dicho 
pais neutro. La igualdad de las naciones deberla hacer 
que desde un principio se opusiesen al ejercicio de una 
jurisdicción adquirida por la fuerza y la violencia, y ad- 
ministrada por ios tribunales que no pueden ser impar- 
ciales entre las partes de un proceso, puesto que han si- 
do creados por el soberano de una para juzgar á la otra. 
Tal es, sin embargo, la constitución actual de los tribu- 
nales investidos por derecho positivo internacional de la 
jurisdicción esc)usiva de las presas capturadas en guerra. 
Mas la imperfección del derecho de gentes voluntario, en 
su estado presente, no puede oponer una barrera eficaz á 
las reclamaciones de un gobierno neutro que quiera se 
indemnice á sus subditos, que han sido injustamente pri- 
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vados de su propiedad, bajo la administración errónea de 
este derecho La institución de estos tribunales lejos de 
esceptuar, ó quererlo hacer, al soberano de la nación be- 
ligerante de la responsabilidad por los actos de sus cru- 
ceros, está destinada á determinar y fijar esta responsa- 
bilidad. Estos cruceros no son responsables mas que ai 
soberano que los comisiona, mientras que los embargos 
son regularmente hechos bajo bases aparentes do justa 
sospecha y que van acompañados luego de un juicio pro- 
nunciado en la forma usual, y mientras que los actos de 
aquellos que han hecho la captura sean confirmados por 
el soberano, en las sentencias de los tribunales encarga- 
dos por él para fallar en materia de presas, el Estado neu- 
tro no tiene ningún motivo de queja, y lo que sufra es el 
resultado inevitable del derecho de captura que tiene el 
beligerante. Mas desde que la decisión del tribunal ha 
sido pronunciada en última instancia, (bajo el supuesto 
de que no esté garantizada por los hechos de la causa, y 
por el derecho de gentes aplicado á estos hechos), y que 
la justicia haya sido definitivamente denegada, la captura 
y la condenación vienen á ser para el Estado unos actos 
de los que es responsable al gobierno del reclamante. 
Nada hay mas irregular que el sostener que el soberano 
sea responsable de los actos de sus tribunales para con los 
Estados estranjeros, si no se sostiene también que lo es 
por sus propios actos, que en las relaciones de los Esta- 
dos se toman constantemente como base de las represa-; 
lias y aun de la misma guerra. No se puede, pues, in>? 
putar á los actos de los tribunales de presas mayor justi- 
ficación, aun por las mas estravagantes teorías que hayan 
adoptado en sus sentencias, que no pueda atribuir* 
se igualmente al soberano mismo. Sin embargo, estos 
actos que no obligan mas que á sus súbdkos, no pueden, 
si no están conformes con el -derecho público del mun- 
do, considerarse como obligatorios á los subditos de otros 



Digitized by Google 



410 . DERECHOS DE LA GUERRA 



Estados. Una injusticia cometida con ellos, forma un 
motivo justo de queja de parte de su gobierno, ya sea que 
aquella venga directamente del soberano mismo, ó que 
se haya cometido por sus tribunales. Estos no son mas 
que una parte, y parle subordinada del gobierno del Es- 
tado. Pero el derecho de represalia contra los actos in- 
juriosos del gobierno, ó de la autoridad suprema existe 
incuestionablemente á favor de los Estados estranjeros r 
cuyos subditos han sido víctimas de esos actos. Es- 
te derecho debe todavía existir mas claramente, cuan- 
do estos actos proceden de personas, de autoridades ó de 
tribunales responsables para con su soberano, y que no* 
lo son para con el estranjero sino en virtud de k» acción 
que so tiene sobre el mismo. 

Estos principios tan racionales han sido ademas el 
apoyo de la autoridad de los publicistas y de los ejem- 
plos de la historia. 

El derecho esclusivo del Estado á que pertenece el que 
ha hecho la captura para fallar sobre ella, dice Ruther- 
forth, u está fundado sobre otro derecho, es decir, en el 
derecho de inspección sobre la conducta de los buques 
aprehensores, porque ellos son parte del Estado y por- 
que este es responsable de sus actos durante la guer- 
ra con los otros Estados, pues todo lo que hagan esto» 
buques durante dicha guerra es en virtud de la comisión- 
general ó especial que se les haya dado." Aquellos que 
hayan hecho las capturas están obligados, pues, á eausa 
de la jurisdicción que el Estado tiene sobre sus personas, 
á llevar á sus puertos los buques ó mercancías que ha- 
yan embargado en la mar, y no pueden adquirir propie- 
dad sobre estas presas hasta que e) Estado no determine 
si están ó no legítimamente capturadas. El derecho que 
tiene el Estado para determinar en esta materia es de tal 
manera esclusivo, que ningún otro puede reclamar el co- 
necer sobre la conducta de alguno hasta que no haya sido 
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completamente examinada por su propio Estado. La ra- 
zón es porque ningún otro Estado tiene juris?!iccion so- 
bre su persona, y por lo mismo ningún otro es respon- 
sable de lo que haga. Mas el Estado á que pertenezcan 
aquellos que hacen las capturas, al examinar de este mo- 
do la conducta de sus miembros y decidir sobre si los bu- 
ques y los bienes que han aprehendido lo han sido le- 
galmente ó no, decide una cuestión entre sus propios 
miembros y los estranjeros que reclaman la propiedad, y 
esta controversia no se suscita en los límites de su ter- 
ritorio, sino en la inmensidad del Océano. El dere- 
cho que ejerce, pues, no es una jurisdicción civil; y 
el derecho civil particular de su territorio no es tam- 
poco la ley ála cual debe sujetarse en sus procedimien- 
tos. Ni el lugar en que se ha suscitado la controversia, 
ni las partes que intervienen en ella están sometidas á la 
misma ley. La única regla á que puede arreglarse esta 
controversia, es á la del dorecho natural aplicado á los 
cuerpos colectivos de las sociedades civiles, es decir, al 
derecho de gentes, escepto en el caso en que haya algún 
tratado particular entre los dos Estados á que pertenez- 
can los que han hecho la captura y los que la reclaman, 
y que les obligue á desprenderse mutuamente de los de- 
rechos que les haya dado el de gentes. En caso que 
existan tales» tratados, ellos formarán constantemente la 
ley de estos Estados, y de todos sus miembros entre sL 
El Estado, pues, á que pertenezcan los que hacen la cap- 
tura, al determinar lo que puede y no ser capturado le- 
gítimamente, debe hacerlo con arreglo á sus tratados 
particulares y al derecho de gentes. El derecho de un 
Estado para juzgar esclusivamente de las capturas que 
lian hecho aquellos que le están sujetos, no es el de una 
jurisdicción completa. Los que han hecho una captura 
y son miembros de este Estado, están obligados á some- 
terse á su sentencia, aun cuando ella fuere errónea, por- 
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que tiene sobre sus personas una jurisdicción completa; 
pero las otras partes que han intervenido en la contro- 
versia que son miembros de otro Estado, no están obli- 
gados á someterse á la sentencia del primero sino en tan- 
to que ella esté conforme con el derecho de gentes y tos 
tratados particulares, por la razón de que no tiene juris- 
dicción sobre ellos en lo relativo á sus personas ó cosas 
que sean objeto de la disputa. Así, pues, si no se les 
hace justicia pueden dirigirse á su propio Estado para ob- 
tener un remedio que.debe concedérseles, de conformidad 
con el derecho de gentes, ya sea por medio de una guer- 
ra solemne ó de represalias. Antes de determinar desde 
que punto nace el derecho de dirigirse á su propio go- 
bierno, debemos inquirir primero aquel en que concluye 
el derecho esclusivo del otro Estado para juzgar de la con- 
troversia. Gomo este derecho esclusivo no es otro que el 
que tiene el Estado al cual pertenecen aquellos que hacen 
la captura para examinar la .conducta de sus miembros 
antes de que se constituya responsable de lo que ellos 
han hecho; semejante derecho no puede concluir cuando 
la conducta de esos individuos ha sido examinada á fon- 
do. La equidad natural no puede permitir que el Esta- 
do sea responsable de sus actos sino hasta que estos sean 
examinados por todos los medios de que puede disponer 
para este objeto. Así pues, los países marítimos tienen 
la costumbre do establecer no solo tribunales inferiores 
marítimos para juzgar de las capturas que sean ó no pre- 
sas legales, sino también tribunales superiores de apela- 
ción, á los cuales pueden las partes acudir si se creen 
perjudicadas por los tribunales inferiores; los subditos de 
un Estado neutro no tienen derecho alguno para acudir 
á su Estado con el fin de obtener un remedio contra una 
sentencia errónea de un tribunal inferior, sino después de 
haber apelado al tribunal ó tribunales superiores, si fue- 
sen varios, y ademas después que la sentencia haya sido 
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confirmada por todos ellos. Porque todos estos tribuna- 
les vienen á ser otros tantos medios establecidos por el 
Estado á que pertenecen los que lian hecho la captura 
para examinar su conducta, y hasta que esta lo sea por 
todos ellos, continúa el derecho esclusivo del Estado pa- 
ra juzgar. Después de confirmada la sentencia del tri- 
bunal inferior, los reclamantes estranjeros pueden diri- 
girse á bu gobierno para obtener el remedio si se. creen 
perjudicados. Pero el derecho de ger.tes no se los con- 
cede sino en el caso de estar realmente perjudicados. 
Cuando la cosa ha llegado á este punto, los Estados se 
convierten en partes del juicio. Y puesto que el derecho 
natural que se aplica á los individuos ó á las sociedades 
civiles, se opone al uso de la fuerza, sino en el caso de 
que ella sea indispensable, el gobierno supremo del Es- 
tado neutro, antes de declarar una guerra solemne ó de 
represalias, debe dirigirse al gobierno supremo del otro 
Estado, tanto para convencerse de que ha sido bien in- 
formado, como para proveer los medios de terminar la 
controversia de una manera menos estrepitosa (1). 

En la célebre relación heoha al gobierno británico en 
1753 sobre el caso de represalias autorizadas por el rey 
de Prusia con motivo de las capturas hechas por los cru- 
ceros ingleses de las propiedades de sus subditos, se re- 
vindica la jurisdicción esclusiva do la Inglaterra sobre las 
capturas hechas por sus cruceros comisionados, y se dice 
que: "El derecho de gentes fundado en la justicia, la 
equidad, la conveniencia y la razón, no permite las re- 
presalias sino en el caso de injurias violentas dirigidas ó 
apoyadas por el Estado, y cuando la justicia es absoluta- 
mente denegada in re minime dubia, por todos los tribu- 
nales y después por el príncipe " Esto hace ver clara- 
mente que en opinión de las personas eminentes que re- 

( I ) Rutherforth'» inatít, vol. II. K U, ehap. IX, $ 19. 
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dudaron este escrito, cuando la justicia se deniega eviden- 
temente por todos los tribunales y después por el prínci- 
pe, esto da un fundamento legal para las represalias contra 
la nación cuyos cruceros comisionados y tribunales han 
cometido la injuria. Es evidente que esta misma es la 
opinión de Vattel. que cita este escrito en apoyo de su 
propia doctrina, pues dice que las sentencias de los tri- 
bunales no deben tomarse por baso de quejas del Estado 
contra los subditos de aquel en que se ban pronunciado, 
"escepto el caso de denegada justicia, de injusticia noto- 
ria y evidente, de manifiesta violación de las reglas y de 
las formas, etc., etc." (1). 

En el caso arriba mencionado, el rey de Prusia, que 
entonces era neutro, intentó establecer en sus terrenos 
una comisión que examinase de nuevo las sentencias pro- 
nunciadas contra sus subditos por los tribunales de presad 
ingleses; conducta que ba sido mirada -por los autores de 
la relación becba al gobierno británico, como una i nova- 
ción "que jamas se intentó anteriormente en ningún país 
del mundo. Las causas de presa ó no presa deben ser 
determinadas por los tribunales de almirantazgo de la po- 
tencia cuyos subditos ban becho la captura." Mas la re- 
lación comienza por declarar: "que todo príncipe extran- 
jero amigo tiftnc derecho de pedir se haga justicia á sus 
subditos, ante sus tribunales, conforme al derecho de gen- 
tes/ ó á los tratados particulares cuando los hubiere. Si, 
in re minime dubia, sus tribunales proceden con funda- 
mentos directamente opuestos al derecho de gentes ó á 
los tratados subsistentes, el Estado neutro tiene derecho 
para quejarse de semejantes sentencias." 

El rey de Prusia se quejó de la sentencia de los tri- 
bunales británicos, é hizo las represalias deteniendo el in- 
terés del empréstito debido á los subditos ingleses, y ase- 
gurado con la hipoteca de las rentas de la Silecia, hasta 

(1 ) Vattel, Droit d«* geni, liv. II, cliap. VII, $ 84. 
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que obtuvo del gobierno británico una indemnización por 
los buques prusianos injustamente capturados y condena 
dos. El procedimiento de los tribunales ingleses, aunque 
según afirmó el gobierno ingles era la única manera legíti- 
ma de determinar la validez de las capturas hecbas en 
guerra, no debía considerarse que impidiera á la Pru- 
sia el pedir reparaciones al mismo gobierno (1). 

Así es que por el Iratado de 1794? entre los Estados- 
Unidos y la Gran-Bretaña, se formó una comisión mista 
para que decidiese sobre las reclamaciones bechas por los 
ciudadanos americanos con motivo de la captura de su 
propiedad por los cruceros ingleses, durante la guerra 
con la Francia, con arreglo á la justicia, á la equidad y al 
derecho de gentes. En las deliberaciones de este con- 
sejo se hicieron objeciones por parte del gobierno ingles 
contra los comisarios encargados de oir y de decidir los 
casos en que la sentencia de condenación habia sido con- 
firmada por el tribunal de apelación en las causas de pre- 
sas, so protesto de que debía darse plena y entera fé á la 
sentencia definitiva de este tribunal, siempre que por el 
derecho de gentes general se debiese presumir que se ha- 
bia administrado justicia por él, como tribunal supremo 
competente en materia de presas. Mas esta objeción fué 
desechada por el consejo en virtud de los fundamentos y 
principios esplicados antes, y en muchos casos concedió 
una indemnización plena y satisfactoria, sin embargo de 
haber habido sentencia definitiva de condenación. 

Pueden citarse otro muchos ejemplos de arreglos entre 
los Estados, por los que las comisiones mistas han que- 
dado encargadas de entender y decidir en las quejas de 
los subditos de potencias neutras sobre las capturas de 
guerra, aunque no con el objeto de revisar las sentencias 
de los tribunales competentes de presas, entre capturan- 

(1) Wheaton, Histoire du droit de» gen*, 1. 1, p. 260. 

T. 1—54 
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tes y capturados; pero sí con el de conceder una justa in- 
demnización de Estado á Estado en los casos en que no se 
ha dado una compensación satisfactoria por los tribunales 
ordinarios de justicia. Aunque la teoría del derecho pú- 
blico considera á los tribunales de presas, establecidos por 
el pais beligerante' y residentes en «I misino, de la mis- 
ma manera que si estuviesen establecidos en el pais neu- 
tro y residiesen en él, y también como si juzgasen siem- 
pre conforme al derecho internacional común á cada uno 
de ellos; sin embargo, se conoce desde luego que la 
práctica de esos tribunales se rige por las ordenanzas de 
presas y las instrucciones emanadas del soberano belige- 
rante, sin cuidarse de que estén ó no de acuerdo con la 
regla suprema. Si pues las sentencias definitivas de esos 
tribunales se debiesen considerar como absolutamente 
concluyentes hasta el punto de alejar toda duda sobre su 
mérito, seria consecuencia necesaria investir al Estado be- 
ligerante de un poder legislativo sobre los derechos de los 
neutros, é impedir á estos el demostrar que las ordenan- 
zas é instrucciones, en que se han fundado las sentencias 
pronunciadas, son contrarias á la ley á que únicamente 
están ligados los estranjeros. 

Estos principios han sido confirmados recientemente 
en la negociación de los gobiernos americano y danés re- 
lativa á las capturas y cargamentos americanos hechas por 
los cruceros de Dinamarca, durante la última guerra de 
estas potencias con la Gran-Bretaña. En el curso de -esta 
negociación los ministros daneses objetaron que habia sido 
definitivamente decidida por la corte de presas competen- 
te del pais beligerante, y que por consiguiente no podía 
moverse nunca cuestión sobre ellas. Por parle del go- 
bierno americano se admitió que la jurisdicción de los tri- 
bunales de la nación que captura, era eselusiva y com- 
pleta en los pleitos de presas ó no-presas, hasta el punte 
de conferir la propiedad de las cosas condenadas del pro- 
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pietario originario á los que han hecho la captura, ó á los 
que reclamaren después que ellos; que la sentencia defi- 
nitiva de estos tribunales es eoncliiycnte en cuanto al 
cambio de propiedad que ella obra, que no puede ponerse 
de nuevo en cuestión ante otro tribunal, y que produce el 
efecto de terminar para siempre cualquiera controversia 
particular entre los que han hecho una captura y los que 
la han sufrido. El reclamo que hadan los Estados- Uni- 
dos al gobierno danés no tenia por objeto la revisión ju- 
dicial y nulidad de las sentencias pronunciadas por los tri- 
bunales dinamarqueses, sino la indemnización á que te- 
nían derecho los ciudadanos americanos á consecuencia 
de la denegación de justicia por los tribunales en última 
instancia, y de la responsabilidad en que habia incurrido 
el gobierno danés, por los actos de sus cruceros y de sus 
tribunales. El gobierno danés estaba naturalmente libre 
para adoptar las medidas que creyese convenientes pa- 
ra dar satisfacción de la injusticia de estas sentencias. 
Una de las mas naturales seria la de un nuevo examen v 
discusión de los hechos de que se quejaban, examen que 
debería hacerse por un tribunal imparcial aprobado por 
los dos gobiernos, y esto no con el objeto de cambiar la 
cuestión sobre el título á la propiedad especificada y con- 
denada ya irrevocablemente, ni tampoco con el de hacer 
revivir la controversia entre los individuos que habían he- 
cho la captura y los que la reclamaban, sino únicamente 
con el fin de determinar de gobierno á gobierno si se ha- 
bía cometido injusticia por los tribunales de una potencia 
con los ciudadanos de la otra, v de decidir la indemniza- 
cion que debiera concederse á estos. 

Los ministros daneses conocieron lo justo de esta dis- 
tinción, y por Obla razón concluyeron un tratado en que 
se concedió á los reclamantes americanos una satisfacto- 
ria indemnización (1). 

(1) .Muriera, Nouveau Rccucil, t. VIII. p. 35(». 
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í- Ya hemos visto que la constante posesión ó la senten- 
propLíruf c * a d« un tribunal competente basta para confirmar el tí- 
inmii-bir; t u | 0 ( i e } q u0 |j a hecho la captura en los bienes persona- 
i^n.?tj»ro les ó muebles tomados en la guerra. Se ha aplicado una 
il-M-ri \n* re o^ a diferente para las propiedades raices ó inmuebles. 
),>■:>» »iuii El propietario originario de esta especie de bienes tiene 
derecho á lo que se llama beneficio de postüminii, y «I 
título adquirido en la guerra debe confirmarse por un tra- 
tado de paz para su completa validez. Esta regla frecuen- 
temente no puede aplicarse al caso de una simple propie- 
dad privada, porque ella, según el uso general de las na- 
ciones modernas, está exenta de confiscación. En la prác- 
tica solo tiene importancia esta regla en las cuestiones que 
resultan de las enagenaciones de bienes inmuebles per- 
tenecientes al gobierno, hechas por el Estado beligerante 
contrario durante su ocupación militar del pais. Un tí- 
tulo de esta clase debe confirmarse espresamente por el 
tratado de paz, ó por efecto de la cesión de territorio he- 
cha por el enemigo en el mismo tratado. Hasta que se 
verifique esta confirmación, dicho título es susceptible 
de anularse por el jus postliminii. El que compra una 
parte del dominio nacional la toma con- el riesgo de 
• ser revindicada por el soberano originariamente propie- 
tario cuando vuelve á entrar en posesión de sus domi- 
nios (1). 

$ LS Groeio ha dedicado un capítulo entero de su grande 
llama fj obra para probar con el testimonio universal de todos los 
c ° mi^T' siglos y de todos los pueblos que debe observarse y guar- 



ro Grotios, de Jure brlli ac pacis, lib. III, cap. VI, $ 4; cap. IX, § 13. 
— Vattel, Droit de» gengjiv. III, ch-jp. XIII, § 197-200,210, 212.— Klüber, 
Droit des ge na moderne de VEurope, § 256 — 258. — Martens, Precis, oto., 
liv. VIII, cliap. IV, $ 282. a. — Cuando el caso de conquista va acompañado 
con el de revolución civil y cambio de gobierno interior por la nación misma 
y por las potencias extranjeras, es necesario ocurrir á una modiñeacion de la 
regla en su aplicación práctica. Vide ñute. p. 1, cap. II, $ 1 1. 
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darse buena fé con el enemigo. Y el mismo Bynkers- 
hoek, que sostiene que puede emplearse contra él toda 
especie de fraude, prohibe sin embargo la perfidia, fun- 
dándose en que el carácter de enemigo cesa al tiempo de 
tratar, y debe observarse durante el tratado. 1 'Yo per- 
mito toda clase de ardid, dice él, escepto únicamente la 
perfidia, no porque contra un enemigo baya cosa alguna 
ilegal, sino porque cuando le hemos ofrecido nuestra bue- 
na fé cesa de ser nuestro enemigo en todo lo relativo á 
esta promesa Ciertamente sin esta modificación los hor- 
rores de la guerra se cstenderian indefinidamente v serian 
interminables. El uso de las naciones civilizadas ha in- 
troducido, pues, una especie de commercium belU } por 
medio del cual la violencia de la guerra puede templarse 
en lo relativo á su motivo y objeto; y se puede conservar 
una especie de relación pacífica que conduzca luego á un 
arreglo de las diferencias, y de allí á la paz" (1). 

Hay diferentes maneras de templar el escesivo rigor de 
los derechos de la guerra al gusto de las partes belige- §. io. 
rantes respectivas. Entre estas se cuenta la suspensión J r ^" a c . 
de hostilidades por tregua ó armisticio. La tregua puede 
ser general ó especial. Si es general, por su aplicación 
á todas las hostilidades y todos los lugares, y debe durar 
mucho tiempo ó solo un período determinado, tiene en- 
tonces en cuanto á sus efectos la importancia de una paz 
temporal, si no es que deja indecisa la controversia que 
ha ocasionado la guerra. De esta clase fueron las anti- 
guas treguas concluidas entre las potencias cristianas y 
las turcas. Tal fué también el armisticio concluido en 
1609 entre España y sus provincias insurreccionadas de 
los Paises-Bajos. Una tregua parcial se limita á ciertos 
lugares y también la suspensión de las hostilidades que 

(1 ) Bynkershoek, Quaestionum juii* publici, lib. I, cap. I.— Robiiuon'», 
Ádmiralty Report*, vol. II, p. 139. The Daibfjo. 
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puede haber entre dos ejércitos, ó entre una fortaleza si- 
tiada y el ejército sitiador (1). 

El poder para concluir un armisticio general, ó suspen- 
$. 20. sion de hostilidades, no está necesariamente comprendido 
«•ondula en ,a autoridad ordinaria oficial del general ó almirante 
armisticio, que manda en gefe las fuerzas militares ó navales del Es- 
tado. La conclusión de una tregua general semejante, 
exige ó la autorización especial anterior del poder supre- 
mo del Estado, ó una ratificación subsecuente á falta de 
este poder (2). 

Una tregua parcial ó suspensión limitada de hostilida- 
des puede concluirse*entre los gefes respectivos de tierra 
ó de mar de los Estados beligerantes, sin ninguna auto- 
rización especial para ello, cuando esta es necesaria para 
el cumplimiento de sus deberes (3). 
t>. 2i. La suspensión de las hostilidades liga á las partes con- 
vie'su'ífe tratantes y á todas aquellas que obran inmediatamente 
»a.no». bajo su dirección desde el momento en que ha sido arre- 
glada. Pero es necesario que haya sido debidamente 
promulgada para que pueda ser obligatoria á los otros 
subditos de los Estados beligerantes; de suerte que si an- 
tes de este aviso cometen algún acto de hostilidad, no 
son responsables, á menos que no pueda imputarse su 
ignorancia á olvido ó negligencia. Mas como el poder 
supremo del Estado tiene obligación de llenar sus com- 
promisos ó los contraidos con su autorización espresa ó 
tácita, el gobierno del que hace la captura lo está también, 
en el caso de suspensión de hostilidades marítimas, para 
restituir todas las presas bochas en contravención del ar- 
misticio. Para prevenir las disputas y dificultóles que 
resultarían en esta clase de cuestiones, se acostumbra 

(1) Vatteí, Droit >le* gen*, ]¡v. III. chap. XVI § 236. 
(-•) Grotiiis, de .Jure hrlli ac pncis, |ib III. v,\\>. XXII, §8. Note de 
Barlú) •!•::< — Valíol, Droit desgana, liv. III, ehap. XVI. $ 233 -238. 
(3) Vidt> ante, p. III, cap. II ■> 3 y 4. 
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estipular tanto en la convención de armisticio como en 
los tratados de paz, un período futuro en el cual deban 
cesar las hostilidades, según las necesidades, la situación 
y distancia de los lugares (1). 

Ademas de las máximas generales que se aplican á la §• 22 - 

Recias 

interpretación de todos los tratados internacionales, liay pa ^ a ^ n . 
otras reglas particulares para las convenciones de suspen- j" p ¿^ 
sion de hostilidades. La primera de estas reglas parti- convenio» y 
culares, como dice Vattel, es la de que cada parte puede de p „*, ,re " 
hacer dentro de su territorio, ó en los límites prescritos 
por el armisticio, todo cuanto podría hacer en tiempo de 
paz. Así es que las partes beligerantes pueden levantar 
tropas, ponerlas en marcha, acopiar municiones y provi- 
siones de guerra, recibir refuerzo de sus aliados, ó repa- 
rar las fortificaciones de una plaza, que no esté entera- 
mente sitiada. 

La segunda regla consiste en que ninguna de las par- 
tes puede aprovecharse de la tregua para ejecutar sin pe- 
ligro, lo que la continuación de las hostilidades le habría 
impedido hacer. Un acto semejante seria una violación 
fraudulenta del armisticio. Por ejemplo, en el caso de 
una tregua entre el comandante de una ciudad mitificada 
y el ejército sitiador ninguna de las partes puede conti- 
nuar las obras construidas ya nara el ataque, ya para la 
defensa, ni erigir con esta mira nuevas fortificaciones. 
Tampoco puede la guarnición aprovecharse de la tregua 
para introducir provisiones ó socorros en la plaza, por el 
paso ú otros medios que el ejército sitiador habría podi- 
do romper ó impedir si las hostilidades no se hubieran 
interrumpido por el armisticio. 

La tercera regla que establece Vattel es mas bien un 
corolario de las precedentes y no un principio distinto 
que merezca aplicación separada. Como la tregua solo 

(1) Grolius, De jure belli ac pacis, lib. III, cap. XXI, $ 5.— Vattel. 
Droit des geni, lib. III, chap. XVI, $ 239. 
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produce el efecto de suspender las hostilidades sin termi- 
nar la guerra, todas las cosas deben permanecer en el es- 
tado que antes tenían, en los lugares cuya posesión se 
disputaba, especialmente á la época de la conclusión del 
armisticio (1). 

Es evidente que las partes contratantes pueden dero- 
gar estas condiciones generales en parte ó en lodo por 
sus convenciones especiales. 
*. 23. Al espirar el período estipulado en la tregua, las hosti- 
^"hMtUi. Edades comienzan de nuevo naturalmente sin nueva de- 
dada á la claracion de guerra. Pero si la tregua se ha hecho por 
dcTtre" tiempo indeterminado ó por un período muy largo, la 
s 0 *- buena fe y la humanidad exigen un aviso previo al ene- 
migo sobre la intención de terminar la tregua que él 
puede haber considerado con justicia, como equivalente 
de un tratado de paz. Tal fué el deber impuesto por el 
cuerpo de los Fesiales á los Romanos al concluir la larga 
tregua que habían hecho con el pueblo de Veies. Este 
pueblo renové las hostilidades antes de espirar el tiempo 
prescrito por la tregua. Sin embargo, los Romanos 
creyeron necesario enviarle los heraldos y pedirles 
una satisfacción antes de comenzar de nuevo la guer- 
ra (2). , 

* 24 - Las capitulaciones para la rendición de tropas, fortale- 
cería zas y provincias particulares de un pais, son del resorte 
la rendición na t ura i d e los comandantes de tierra y mar, en virtud de 
pat/deia» los poderes generales que se les han confiado. Las esti- 
foruiczas. p U | ac ¡ ones en tp e el gobernador de una plaza sitiada y el 
general ó almirante que manda las fuerzas sitiadoras, si 
se restringen solamente á la rendición, no hay necesidad 
de la sanción subsecuente de sus soberanos respectivos. 

(1) Vnttcl, Droit de» gens, lib. III, chap. XVI, $ 245-251. 

(2) Tito-Livio, lint. lib. IV, cap. XXX. Para las leyes de la guerra ob- 
servadas por l»s romanos, réase á Wheoton, Histoirt da dtoit de* gen; 
%. I. p. 17. 
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De esta clise son las estipulaciones ordinarias para la se- 
guridad de la religión y privilegios de los habitantes: la 
condición de que la guarnición no tomará las armas con- 
tra los vencedores, en un tiempo señalado,. y otras cláu- 
sulas semejantes se refieren particularmente á la transac- 
ción. Pero si el comandante de una ciudad fortificada 
se aventura á estipular la cesión perpetua de la plaza ó 
entra en otros compromisos que excedan completamente 
su autoridad implícita, su compromiso queda reducido á 
una simple promesa (1) ' 

La célebre convención hecha por los cónsules roma- 
nos con los Samnitas en las Horcas Caudinas era de esta 
naturaleza. La conducta del senado romano al des- 
conocer este tratado ignominioso, fué aprobada por Gro- 
cio y Vattel, quienes sostienen que los Samnitas no tenían 
derecho á que se les dejara in átala quo, porque debían 
saber que los cónsules romanos no tenían autoridad para 
hacer esta clase de convenios. Esta consideración pare- 
ce suficiente para justificar la conducta de los romanos, 
quienes obraron en esta circunstancia según su política uni- 
formemente implacable entregando é los auto» es del tra- 
tado á los Samnitas, y perseverando en la guerra, hasta 
subyugar definitivamente á este formidable enemigo (2). 

La convención concluida en Closter-Seven, durante la 
guerra de siete años, entre el duque de Cumberland coman- 
dante de las fuerzas inglesas en el Hanover y el mariscal 
de Richelieu comandante del ejército francés para una 
suspensión de armas en el norte de Alemania, es uno de 
los mas notables tratados de esta clase que presenta la 
historia moderna. No parece en las discusiones que tu- 
vieron lugar entre ambos gobiernos en esta ocasión, que 
hubiera ningún desacuerdo entre ellos con respeto á los 

(1) Vicio ante, p. III, cnp. II, ^ 4 

(2) Voyez le Comptv reudu de ct'tto trauaactu.n reinarqtiublo par Tlte- 
Live. 

T. 1.— 55 
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verdaderos principios de guerra internacional aplicables k 
las transacciones. La conducta, por lo menos, si no el 
lenguaje de ambas partes implica la admisión mutua de 
que la convención era de la naturaleza de las que exigen 
ratificación, por exceder á los poderes ordinarios que tie- 
nen los comandantes militares para las simples capitula- 
ciones. La misma razón se aplica á la convención fir- 
mada en el Arich en 1800 para la evacuación del Egipto 
por el ejército francés, aunque la posision de los dos go- 
biernos para la convención de Closter-Seven fuese inver- 
sa de la del Arich. En el primer ejemplo, el gobierno 
británico se rehusaba á permitir la ejecución del último 
tratado fundándose en la falla de poderes de Sir Sidney- 
Smith, y después de la batalla de Heliópolis ir.sistia en 
que se cumpliese por los franceses cuando ya las circuns- 
tancias habían cambiado y heeho para lo de adelante su 
ejecución incompatible con la política y su interés. La 
buena fé puede haber caracterizado la conducta del go- 
bierno británico en este caso, como lo sostuvieron vigo- 
rozamente sus ministros en la discusión parlamentaria á 
que dió lugar este tratado; pero con todo eso no hay 
ninguna perfidia evidente de parte del general Kléber. 
Su conducta puede mas bien compararse con la de Cum- 
berland en Closter-Seven, (y por cierto que no se puede 
hacer esta comparación) al concluir una convención aco- 
modada á las circunstancias existentes, que en Su interés 
estaba ejecutar luego que habia firmado, y que después 
que las circunstancias habían cambiado materialmente de- 
bía rehusarse á sostenerla; porque en estas convenciones 
el tiempo es muy importante y puede decirse que es la 
esencia del mismo contrato. Si sucede alguna cosa que 
haga impracticable su ejecución inmediata el tratado re- 
sulta nulo, ó por lo menos susceptible de cambio por me- 
dio de nuevas negociaciones (1). 

(1) Flassau, llia'oirt de la uiplomatie fran traite t t. VI, p. 97-107. An- 
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Los pasaportes, salvoconductos y licencias son unos $ 25. 
documentos que se conceden durante la guerra, para pro- u ,¡ ^1^-" 
teger las personas y propiedades contra la acción general «»»>0««t« 
de las hostilidades. La competencia de la autoridad pa- ' ,tenu **' 
ra concederles depende de los principios ya citados. Es- 
ta autoridad soberana puede descansar en los comandan- 
tes de tierra ó de mar, ó en ciertos oficiales civiles, sea 
espresamente ó de una manera implícita, lo cual debe 
constar de una manera indudable por la naturaleza y es- 
tensión de su credencial. Tales documentos deben in- 
terpretarse conforme á las reglas de franqueza y de bue- 
na fé que se usa en los otros actos del poder soberano (1). 

Así pues, una licencia concedida por el Estado belige» i 26 - 
rante á sus subditos ó á los del enemigo para continuar pJíÜ"^ 
un comercio interrumpido por ia guerra, tiene el efecto c ™ e ¡J ¡ ^ 
de suspender ¡as leyes de ella en toda la eslension que migo. 0 * 
pueda resultar claramente de la interpretación de sus tér- ; 
minos. La parte beligerante adversa puede justamente 
considerar tales documentos de protección, como un mo- 
tivo de captura y confiscación; pero los tribunales maríti- 
mos del Estado, que están bajo la autoridad del que los 
ha concedido, están obligados á considerarlos como los re- 
glamentos legales al estado de guerra ordinario. Una li- 
cencia es un acto que procede de la autoridad soberana 
del Estado, la cual es la única competente para decidir 
sobre todas las consideraciones de necesidad comercial y 
política que obliguen á conceder una escepcion de las con- 
secuencias ordinarias de guerra. Siendo las licencias 
unos actos de la alta soberanía, son necesariamente s/ric- 
ti jtiris, y no deben estenderse mas allá de la intención 



nval Rtginter, vol. T. p. 209-213. 228 234-, vol. XUI, p. 209, p. 223, 233. 
State Papers, vol. XLHI, p. 23-34. 

<1) Grotius, De jure belli ae parí*, lib. IH, cap. XXI, $ 14.— Vattel» 
Droit des gens, üv. III, eliap. XVII, $ 2G5-277. 
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que tuvo la autoridad al concederlas. No por esto deben 
interpretarse con una exactitud pedantesca, pues la mas 
pequeña desviación viciaría su efecto. Los excesos en 
la cantidad de las mercancías permitidas no debe consi- 
derarse como perjudicial hasta cierto punto, mas una di- 
ferencia en la calidad ó sustancia de ellas puede ser mas 
significativa, porque la libertad de introducir unas mer- 
cancias cuando el permiso ha sido para introducir otras, 
puede traer consigo consecuencias dañosas. Las limita- 
ciones de tiempos, de personas y de lugares, son también 
importantes. El gran principio en este caso es, que los 
subditos no deben comerciar con el enemigo, ni los sub- 
ditos del enemigo con el Estado beligerante sin un per- 
miso especial del gobierno. Y el importante objeto de 
inspección que el gobierno ejerce sobre tal comercio es, 
que puede juzgar de la conveniencia de las personas, así 
como también de las restricciones de tiempos y de luga- 
res, hasta donde pueda .estenderse una escepcion seme- 
jante de las leyes ordinarias de la guerra. Tales son los 
principios generales espuestos por Sir W. Scolt para la 
interpretación de estos documentos. Mas Grocio sienta la 
regla general, de que los salvoconductos que son una es- 
pecie de licencias, deben interpretarse francamente, laxa 
quam Mvlcta inlerpretatio admitiendo est. Y durante la 
última guerra las licencias fueron definitivamente inter- 
pretadas con una gran franqueza en los tribunales de pre- 
4 27 sas ingleses (1) 
Autoridad Se ha dudado por los tribunales en algunas circuns- 
daMas°)¡! toncias, hasta qué punto esos documentos puedan servir 
• «nid:*. de resguardo contra la captura hecha por los ingleses, á 
causa de la naturaleza v ostensión de la autoridad de las 
personas por quienes han sido librados. El caso mas im- 

(1) Chitty's Lato of nations, chnp. VII. — Kent'a Commctitaires on Ame- 
rican lato, vol. I, p. 103, note 6, 5o edit. 
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portante sobre este punto es el del IIopc, buque ameri- 
cano cargado de trigo y harina, capturado en su travesía 
de los Estados- Unidos á los puertos de la Península, ocu- 
pada por las tropas inglesas, y protegido por una acta 
acordada por el cónsul británico en Boston, acompañada 
de la copia certificada de una carta del almirante de la 
estación de Halifax. Sir W. Scott al dar su juicio sobre 
este caso hace notar que la acta de protección, para que 
produzca su efecto, debe venir de aquellos que están re- 
vestidos de una autoridad competente para acordar una 
protección semejante; pero que los papeles en cuestión 
venían de personas que no estaban revestidas de seme- 
jante autoridad. Esceptuar la propiedad de los enemigos 
del efecto de las hostilidades es un acto muy grande de 
ia autoridad soberana. Si esta autoridad es delegada al- 
gunas veces á personas de una posición subalterna, es 
para que se ejerza ó por aquellos que tienen una comi- 
sión especial y que se les ha acordado para los negocios 
particulares,. los cuales en el idioma legal se llaman man- 
datarios, ó para las personas investidas de un poder tal 
en virtud de una situación en que este poder pueda con- 
siderarse como accesorio. Es claro que ningún cónsul 
de ningún pais, y particularmente en el pais del enemigo 
está investido do un poder semejante en virtud de su po- 
sición Ei rei non proeponitur, y por otra parte los actos 
que se refieran á él no son obligatorios. Y en ninguna 
estación el almirante posee muchas veces esta autoridad. 
El tiene, es verdad, un poder relativo á los buques que 
están bajo su mando inmediato. Puede impedirles que 
cometan actos de hostilidad; pero de ahí no puede pasar. 
No puede conceder una salvaguardia de esta especie mas 
allá de los límites de su estación. La protección, pues, 
de que se ha hecho mérito no resultaba de ningún poder 
inherente á la situación de las personas que la habían con- 
cedido ni be pretendía que se les hubiese otorgado una 
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facultad particular de esta especie. Si los documentos sobre 
los cuales se apoyaban los reclamantes debian conside- 
rarse como simples actos de aquellas personas, ellos enton- 
ces eran enteramente nulos. Pero la cuestión era sobre si 
el gobierno había dado algunos pasos para raliTicar estos 
actos y para convertirlos de esta manera en actos válidos 
del Estado; porque las personas sin tener plenos poderes 
pueden hacer lo que en derecho se llama sporisiones, ó 
en lenguaje diplomático tratados sub spe rali, á los cua- 
les puede dar validez una ratificación subsecuente, rati~ 
habitado mandato azqniparatur. El sabio magistrado co- 
mienza por manifestar que el gobierno británico habia 
confirmado ' los actos de sus oficiales por el decreto del 
consejo de 20 de Octubre de 1813, y por consiguiente 
mandó la restitución de la propiedad. En el caso del 
Reward, ante el tribunal de apelación de los lores, el prin- 
cipio de este juicio fué confirmado en sustancia; mas en 
el del Charles y otros casos semejantes, ó de certificados 
y pasaportes de la misma especie firmados por el almi- 
rante Sawyer, y tamhien por el ministro español en los 
Estados-Unidos, que se habían empleado para los via- 
jes á las Indias Occidentales españolas, los lores sos- 
tuvieron que estos documentos no estaban comprendi- 
dos en los términos del decreto confirmativo del conse- 
jo, ni contenían mayor protección. En el caso de los pa- 
saportes acordados por el ministro ingles en los Estados- 
Unidos permitiendo á los buques americanos hacerse á la 
vela con provisiones de allí para la isla de San Bartolo- 
mé, pero no confirmados por el decreto del consejo, los 
lores fallaron en contra en todos los casos no espresados 
en los términos del decreto del consejo que habia confir- 
mado ciertas descripciones de las licencias acordadas por 
el ministro (1). 

(1) Dodson'a Admiralty Repirts, vol. I, p. 226. Tho nope-Ibidapendix [DJ. 
— Stewar's \ ma-Admiralty Reporta, p. 367. 
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El rescate de la propiedad del enemigo tomada en la $- 28 
mar se pone generalmente en ejecución por medio de de ^J^ ta 
un salvoconducto, concedido por aquellos que han hecho da(1 «p 10 * 
la captura y por el cual permiten al buque capturado y rad * 
su cargamento, ir á un puerto designado y en un tiempo 
fijo. A menos que no esté amparado por la ley del país 
de a-juel que ha hecho la captura, este documento sirve 
de una protección legal y completa contra los cruceros 
de la misma nación, ó sus aliados, durante el período y 
los límites geográficos acordados en él. Esta protección 
resulta de la autorización general para capturas delega- 
da por el Estado beligerante á sus cruceros comisionados, 
y que envuelve el poder de rescatar la propiedad captu- 
rada cuando ellos lo juzguen conveniente. Si por los pe- 
ligros de la mar el buque rescatado se pierde antes de 
su arribo, la obligación de pagar la suma estipulada por 
su rescate no se pierde. El buque aprehensor garantiza 
al buque capturado para no ser interrumpido en su cur- 
so ó recobro por otros cruceros de su nación ó sus alia- 
dos; pero no le asegura de las pérdidas ocasionadas por 
los peligros de los mares. Aun cuando espresamente se 
haya convenido en que la pérdida del buque causada por 
estos peligros libertaba al propietario del pago del res- 
cate, esta cláusula se restringe al caso de una pérdi- 
da total en plena mar y no se estiende al naufragio 
ó al encallamiento, porque podria animarse el maes- 
tro del navio á tentar fraudulentamente el medio de arro- 
jar su buque á la costa para salvar la mejor parte del 
cargamento y evitar el pago del rescate. Cuando el bu- 
que rescatado se ha excedido del tiempo que se le con- 
cedió para su curso en la acta del rescate, los deudores 
del rescate quedan libres de su obligación la cual queda 
confundida con la presa. El importe del rescate se de- 
duce del producto neto del buque capturado y se paga á 
aquellos que han hecho la primer captura, mientras que el 
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resto se paga á los que han hecho la secunda captura. 
Así es que si aquel que hizo la captura después de haber 
rescatado un buque perteneciente al enemigo, es en sea 
guida tomado por el mismo enemigo con el acta de res- 
cate de que es portador, esta acta viene á ser una part- 
de la captura hecha por el enemigo, y las personas de le 
nación enemiga que eran deudoras dol rescate, quedan 
libres de su obligación. La (alia del rehén para la se- 
guridad del cumplimiento fiel del contrato por parte del 
buque capturado no lo libra del contrato: porque aquel 
quo hizo la captura no recibió el rehon mas que como - 
una seguridad accesoria, la cual perdida no pierde su se 
guridad originaria, á menos que no haya convenio espre- 
so sobre eslo (1). 

Sir W. Scolt establece en el caso del ¡loop, que en 
cuanto á los rescates que resultan de los contratos ex ju- 
re belli y tolerados como tales, el enemigo no tiene per- 
miso para perseguir en persona, ante los tribunales ingle- 
ses, el pago del rescate, aun antes de que se les impidiese 
á los subditos ingleses por los estatutos de Jorge III, 22, 
cliap. 25 el rescatar la propiedad del enemigo; pero el 
pago viene á ser obligatorio por la acción que lleva el fiador 
prisionero ante los tribunales de su pais para recobrar su 
libertad. Mas el efecto de un contrato semejante, co- 
mo cualquiera otro que pueda contraerse legalmente 
entre los beligerantes, suspende el carácter de enemi- 
go entre las partes contratantes, en lo relativo á la ac- 
ta del rescate y por consiguiente la objeción técnica de 
falta de persona standi in judicio, no puede impedir ñ 
aquel que hizo la captura el intentar directamente una 

i 

(1) Pothicr, Traitédela propiété, n. 131-137.— Vnlin, Commentaire 
tur Vordonnance de la marine, liv. III, tít. IX; Drs prisc», art. 19 — Trai- 
tet despriies, cliap. II, n. 1-3. 
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acción conforme á la acta del rescate. Esta parece ser 
la práctica de los tribunales marítimos del continente eu- 
ropeo (1). 



(1) Robmson'a Admiralty Rtports, vol. I, p. 201. The Hoop.— Véase el 
juicio de lord Mansfield en el caso del Ricord V. Bettenham, Burrow'u, Re- 
porte, p. 17¿ L— Pothier, Traite de la proprteté, n. ° 136, 137. 
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